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ESTUDIOS

Plan Estratégico de Modernización de la Justicia: bases para una 
auténtica modernización tecnológica de la Justicia

Resumen de la intervención realizada por D. José de la Mata Amaya , Director 
General de Modernización de la Administración de Justicia en las Jornadas «Hacia una 
Justicia Digital y Tecnológicamente avanzada, organizado por el Executive Forum Es-
paña en colaboración con el Ministerio de Justicia.

La Visión que tenemos en el Ministerio de Justicia es que España disponga de un 
servicio público de justicia ágil y efectivo, confiable y predecible, accesible y atento 
con el ciudadano, responsable y moderno, que garantiza el acceso a la justicia y 
proporciona tutela judicial efectiva pronta y cumplida, que cumple sus funciones al 
nivel de las expectativas ciudadanas y que es equiparable en su rendimiento al de los 
servicios públicos más avanzados.

Para alcanzar esta Visión, el Ministerio de Justicia impulsó el pasado año el Plan 
Estratégico de Modernización de la Justicia, que fijaba tres políticas públicas básicas:

•  Garantizar tutela judicial efectiva accesible pronta y cumplida y asegurar la 
defensa eficaz de los derechos de las personas.

•  Proporcionar a las personas un servicio público judicial de calidad.

•  Intensificar la coordinación y cooperación nacional e internacional.

En todo este ingente proceso de modernización de la Administración de Justicia, 
es evidente que las nuevas tecnologías se erigen en piezas claves sobre las que pivota 
y se sustenta gran parte del mismo.

En concreto, el eje estratégico número 3 del citado Plan Estratégico de Moderni-
zación, denominado «Una justicia moderna y tecnológicamente avanzada», recoge 
las principales actuaciones que se están acometiendo en este ámbito en este Depar-
tamento. Y el Plan Operativo Anual 2010, disponible en el Portal del Ministerio de 
Justicia, relaciona las que se llevarán a cabo en 2010, de las que prácticamente el 50% 
son actuaciones en el ámbito tecnológico.

Los principales objetivos de este eje son favorecer el acceso a ciudadanos y pro-
fesionales a la información judicial y a los servicios por medios telemáticos, asegurar 
la eficacia y eficiencia de la Administración de Justicia mediante el despliegue de una 
infraestructura tecnológica y sistemas adecuados y garantizar la interoperabilidad de 
los sistemas.

Boletín núm. 2111–Pág. 7
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•  Acceso - Portales

Este nuevo modelo de justicia se fundamenta sobre el suministro y prestación de 
información y servicios de forma multicanal con el ánimo de garantizar el acceso de 
los ciudadanos y profesionales de la justicia a este servicio público, mediante la crea-
ción de sedes electrónicas y portales de justicia. 

En este sentido, el pasado 27 de abril se lanzó el Portal de Secretarios Judiciales 
que ofrece a estos profesionales un acceso centralizado a la información y los servi-
cios, y que nace con vocación de ser una herramienta de trabajo diario para los Se-
cretarios Judiciales. 

Este portal se une a otros ya existentes como el portal del Ministerio Fiscal, mien-
tras seguimos trabajando en el desarrollo del portal para funcionarios judiciales, para 
profesionales, y finalmente, para ciudadanos, que acercará a estos la información y 
los servicios de la Administración de Justicia .

•  Infraestructura tecnológica - Minerva NOJ

La aplicación informática de gestión procesal Minerva NOJ, que está totalmente 
adaptada a las nuevas Leyes de Reforma Procesal, tiene previstas dos fases de implan-
tación. En una prime ra fase que comenzó el pasado 4 de mayo, se implantó en todos 
los órganos judiciales del territorio Ministerio de Justicia, consiguiendo que estos ór-
ganos cuenten con modelos de tramitación adaptados a las nuevas leyes procesales. 
Esta primera versión de la aplicación procesal cuenta con la mayor parte de funcio-
nalidades necesarias para la tramitación de los procedimientos.

En una segunda fase, coincidiendo con la implantación de la Oficina Judicial en 
cada sede de las incluidas en la primera fase, se instalará una segunda versión de 
Minerva que responde a los requerimientos del mode lo de Servicios Comunes Proce-
sales. La primera fase del despliegue de Minerva NOJ ha resultado un éxito y espe-
ramos que con esta segunda fase la Nueva Oficina Judicial sea una realidad en nuestro 
país. 

La implantación de la Nueva Oficina Judicial, unida al despliegue de la aplicación 
Minerva NOJ requiere un plan de formación de los funcionarios al servicio de la Ad-
ministración de Justicia.

Consciente de esta necesidad, el Ministerio de Justicia, ha puesto en marcha el 
mayor plan de formación en la historia de la Justicia, para instruir a 14.000 funciona-
rios de cara a la Nueva Oficina Judicial. Este proceso comenzó en febrero, para formar 
a todo el personal de la Administración de Justicia en el nuevo modelo de organización 
judicial.

El plan de formación es un plan sin precedentes en el ámbito de la Administración 
de Justicia. Con un coste cercano a los 3 millones de euros, va dirigido a Secretarios 
Judiciales y funcionarios de la Administración de Justicia, combinando la formación 
presencial a través de 1.300 cursos formativos, con la formación online, a través de la 
cuál se han generado contenidos pedagógicos para funcionarios y también módulos 
específicos para los jueces, que se han puesto a disposición del Consejo General del 
Poder Judicial.

En torno a  un 89% y un 78% del total de estos colectivos, respectivamente, han 
recibido formación sobre la Nueva Oficina Judicial. Una cifra, desde luego, nada 
desdeñable y sin parangón alguno en el ámbito de la formación en la Administración 
de Justicia.

Boletín núm. 2111–Pág. 8
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No obstante, queremos llegar más allá y, por ello, conscientes de que aún hay un 
remanente de funcionarios que no han recibido formación y, con el  ánimo, asimismo, 
de reforzar el conocimiento de los que ya la recibieron, el Ministerio de Justicia con-
templa, en su Plan de Formación, un programa online equivalente y complementario 
al presencial, ya disponible desde el día 4 de mayo.

En cuanto a la satisfacción del alumnado, es reseñable el alto grado de cumpli-
miento de las metas propuestas en un principio que, aún fijadas de antemano en ni-
veles ambiciosamente altos, han sido superadas en su amplia mayoría con porcentajes 
superiores al 80 % en numerosos casos.

•  Infraestructura tecnológica - Expediente electrónico

Minerva NOJ es una herramienta para los empleados públicos al servicio de la 
Administración de Justicia que, sin duda, ayudará a agilizar los procesos judiciales. En 
la misma senda, uno de nuestros principales objetivos es avanzar en la implantación 
del Expediente electrónico en todos los ámbitos de la Administración de Justicia. Éste 
es un paso histórico con el que conseguiremos eliminar el papel de los juzgados, 
haciendo la Administración de Justicia más eficiente en las tramitaciones, eliminando 
los tiempos muertos que se dan en el transporte de los expedientes y, en resumen, 
agilizando la tramitación de los procedimientos. La implantación del Expediente 
electrónico hará de la Administración de Justicia, al mismo tiempo, un sistema respe-
tuoso con el medio ambiente.

La implantación del Expediente digital en los juzgados españoles pivotará sobre 
dos grandes ejes:

•  El primero será la introducción en la práctica diaria de los juzgados del Expe-
diente Judicial Digital, generándose la documentación directamente en formato elec-
trónico e incorporándose la misma al Expediente. Este proceso será mucho más ágil 
y además permitirá añadir nueva información digital al expediente, como las graba-
ciones de las salas de vistas.

•  El segundo eje es la digitalización de documentos, tanto de los nuevos docu-
mentos que lleguen en formato papel al registro de entrada de los Juzgados, como de 
los documentos en papel correspondientes a los expedientes vivos en el momento de 
la implantación del Expediente electrónico.

Tras la implantación del nuevo sistema se podrá disponer del expediente electró-
nico en todo momento y de forma concurrente por todos aquellos agentes de los 
Juzgados que precisen de su consulta para su trabajo diario o que necesiten acceder 
a él para su tramitación.

Actualmente, el Expediente electrónico se está implantando en la Audiencia 
Nacional, estando prevista su puesta en marcha para enero del año que viene. A raíz 
de los, previsibles resultados positivos que deriven del programa de implantación de 
expediente electrónico en la Audiencia Nacional se procederá a su implantación en 
el Tribunal Supremo durante el 2011, así como a su ulterior puesta en ejecución en el 
resto de tribunales españoles.

•  Infraestructura tecnológica e interoperabilidad - Lexnet

Otro de los problemas que están en mente de la mayoría de los ciudadanos 
cuando se habla de la Justicia en España es la interconexión de los registros y el co-
rrecto funcionamiento de intercambio de información entre los diferentes actores que 
conforman la Administración de Justicia. En el escenario que nos estamos planteando, 
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los juzgados deben estar interconectados entre sí, así como con otros órganos de la 
administración de justicia y externos a la misma, como pueden ser los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad. Es más, estos actores no sólo deben estar conectados sino que 
deben poder comunicarse sin problemas de entendimiento.

Dos son las herramientas sobre las que se fundamenta esta realidad: la primera 
de ellas es Lexnet y la segunda es EJIS. 

El primero de estos, Lexnet, es un sistema informático y de comunicaciones que 
permite que los órganos judiciales y los distintos agentes que se relacionan con ellos 
(procuradores, fiscales, graduados sociales, etc.) puedan intercambiarse información 
en formato electrónico, de forma segura y fiable.

A día de hoy, el número total de usuarios dados de alta en el sistema asciende a 
más de 17.000, distribuidos en distintos colectivos: Secretarios Judiciales, Procura-
dores, Letrados, etc. Las estadísticas de uso del sistema reflejan un crecimiento expo-
nencial, habiéndose realizado más de 12 millones de notificaciones a través del sis-
tema hasta la fecha. 

Para seguir dando un buen nivel de servicio que permita que siga aumentando el 
uso del sistema, se ha creado una política de actualización y mejora de la aplicación 
que, a partir del mes de junio y, semestralmente, generará una nueva versión mejorada 
del sistema.

Las mejoras y correcciones más importantes que se incluirán en la próxima ver-
sión de Junio son: 

a) Correcciones y mejoras del funcionamiento de la presentación de escritos y 
traslado de copias.

b) Herramientas de auditoría para colegios de procuradores, lo que permitirá una 
gran autonomía a los colegios de procuradores. 

c) Aplicación de la Ley 25/2009: Para llevar a cabo la correcta aplicación de esta 
Ley,  el Ministerio de Justicia en colaboración con el Consejo General de los procu-
radores de España  ha establecido un calendario de actuación en fases, dado que son 
necesarias modificaciones significativas en el sistema Lexnet y en las aplicaciones de 
gestión procesal de los órganos Judiciales, para llevar a cabo la correcta puesta en 
marcha de las modificaciones relativas a la desterritorialización prevista en la Ley.

•  Interoperabilidad - EJIS

La segunda herramienta que estamos desarrollando con el objetivo de conseguir 
la interoperabilidad entre los actores de la Administración de Justicia, y a la que he 
hecho referencia anteriormente, es el Esquema Judicial de Interoperabilidad y Segu-
ridad, conocido como EJIS, que se inspira en los Esquemas Nacionales de Interopera-
bilidad y Seguridad, y tiene por objetivo facilitar el máximo aprovechamiento de las 
tecnologías de la información y la comunicación en la actividad administrativa judi-
cial,. De este modo, conseguiremos la interoperabilidad entre órganos judiciales con 
distintos sistemas de gestión procesal según la C.C.A.A. o territorio, así como la inte-
roperabilidad externa con otras administraciones e instituciones. 

Hasta la fecha, hemos trabajado fundamentalmente en la dimensión organizativa 
de EJIS, generando un inventario de las aplicaciones e infraestructuras de sistemas y 
comunicaciones que existen en la Administración de Justicia y catalogando los servi-
cios de intercambio de información.
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Con respecto al inventario, se ha finalizado prácticamente en su totalidad los 
trabajos de elaboración de las fichas de inventario y están en proceso de validación. 
Asimismo, hemos elaborado un informe de análisis de la situación, que servirá como 
punto de partida para evaluar la evolución tecnológica y predisposición para la inte-
roperabilidad de los distintos entornos analizados.

En cuanto al catálogo de servicios, se ha finalizado la identificación de los servi-
cios de intercambio de información en el ámbito de la Administración de Justicia y 
estamos en proceso de diseñar una estrategia de detección de necesidades de servicios 
de interoperabilidad y priorización de los mismos.

Con el objetivo de fomentar la participación de los integrantes de EJIS,  está a 
disposición de los mismos, desde el pasado 1 de junio, una herramienta colaborativa 
que permite la colaboración y coordinación, así como compartir documentación con 
el ánimo de promover la contribución al proyecto por parte de los participantes.

Ahora, en una segunda fase tenemos previsto ahondar en las dimensiones semán-
tico-jurídica y técnica y, al mismo tiempo, extender el catálogo de servicios con otros 
organismos. Dentro de esta segunda fase se abarcan proyectos como:

•  Análisis de cumplimiento del Test de Compatibilidad por las aplicaciones del 
Ministerio de Justicia, que comenzamos recientemente,

•  la evolución de la Oficina Técnica EJIS,

•  supervisión de proyectos en curso para homogeneizar criterios,

•  o la evolución de la Herramienta colaborativa con nuevas funcionalidades y 
de soporte a los programas propuestos: observatorio EJIS, Centro de Transferencia 
Tecnológica.

Interoperabilidad a nivel europeo - Piloto A

Como muestra de nuestro compromiso tanto con la inteoroperabildiad como con 
el fortalecimiento de la dimensión jurídica internacional, considero relevante comen-
taros la participación de España en el Piloto A de interoperabilidad que se desarrollará 
durante los próximos 3 años y que pretende generar un marco de interoperabilidad a 
nivel europeo que, al igual que EJIS a nivel nacional, permita a las aplicaciones de los 
estados miembros comunicarse entre sí, con el avance que esto supone para los ciu-
dadanos de los países de la Unión Europea.

España, consciente de la importancia de abogar por una política que abunde en 
la interoperabilidad a todos los niveles, ha apostado por tomar un rol activo en el Piloto 
A, liderando uno de los paquetes en los que se divide el proyecto y participando ac-
tivamente en el resto. Nuestro objetivo es transmitir nuestra experiencia en el campo 
de la interoperabilidad y avanzar de forma paralela a la Unión Europea en nuestros 
proyectos nacionales, alineando estrategias y sumando esfuerzos.

IUS+RED

Otra línea de trabajo, vinculada con el Plan Estratégico de Modernización de la 
Justicia, es la del Convenio Ius+reD que se formalizó el pasado 20 de abril entre el 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y el Ministerio de Justicia. El Convenio 
Ius+reD tiene por objeto el desarrollo de servicios digitales en el ámbito de la Justicia, 
no solo exclusivamente en el ámbito del territorio Ministerio, sino también en las 
C.C.A.A. con competencias transferidas en materia de justicia, con las que estamos 
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tramitando Convenios trilaterales que se traducirán en proyectos concretos de infor-
matización y refuerzo de redes

El Ministerio de Justicia financiará el programa Ius+Red con más de 47.000.000 
euros y el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, a través de Red.es, lo hará con 
29.000.000 euros. La ejecución de los contenidos del Convenio está programada en 
tres anualidades. 

En concreto, algunos de los proyectos que se están desarrollando bajo el paraguas 
de IUSRED a lo largo del año 2010 son:

•  En primer lugar el acceso unificado.

•  Está en proceso de licitación las grabaciones de las salas de vistas y la incor-
poración de firma a las mismas. 

•  Otro de los proyectos en los que estamos trabajando es en mejorar la infraes-
tructura técnica de los Centros de Proceso de Datos del MJU.

•  La informatización de los registros civiles es uno de los principales objetivos 
del Convenio. En este sentido, están previstas actuaciones de informatización y digi-
talización de los registros civiles de paz en territorio Ministerio y digitalización de los 
juzgados de paz en las C.C.A.A. con competencias transferidas. 

Relación con la crisis económica y compromiso del MJU

La eficacia de las instituciones judiciales desempeña un papel decisivo en el 
desarrollo de un país, porque contribuye a conformar el entorno dentro del cual se 
desempeña la economía. En alguna ocasión lo ha manifestado el Presidente del Go-
bierno, al señalar que «una Justicia moderna y ágil es condición imprescindible para 
que la economía funcione».

Esta es la idea que inspira también nuestro Plan Estratégico de Modernización de 
la Justicia. Un Plan integrado en la  estrategia nacional para alcanzar una economía 
sostenible y con el que queremos contribuir al desarrollo económico.

Esta contribución se puede concretar en dos ideas, que están incorporadas en la 
Visión del sistema de justicia a que antes hice referencia: una tutela eficaz de los 
derechos y seguridad jurídica, con respuestas predecibles y adecuadas a los con-
flictos.  

En primer lugar, asistimos a una transformación constante de los mercados con 
nuevas formas de negocios jurídicos o de ejercicio de derechos.

Esas transformaciones deben servir para ampliar la base social de la economía. 
Pero deben realizarse avanzando en el reconocimiento y tutela de los derechos y li-
bertades. Necesitamos, y más en este momento, anclar el desarrollo económico en el 
reconocimiento y el fortalecimiento de los derechos ciudadanos. 

En segundo lugar, a ninguno se nos escapa que el crecimiento económico y la 
competitividad dependen, en buena medida, de un sistema que ofrezca seguridad 
jurídica, que sea eficiente y predecible. 

Una mayor participación de los ciudadanos a través de la eficaz garantía de sus 
derechos y más seguridad jurídica son, por tanto, los principios inspiradores de nuestra 
mirada a la economía. 
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Desde este convencimiento del impacto que tiene la Administración de Justicia 
en el desarrollo económico y la consolidación del modelo social de cohesión y soli-
daridad, el Ministerio de Justicia asume su papel en este reto. 

Invertir en Justicia no es algo necesario, sino imprescindible. A ello se añade que 
la modernización y racionalización de los recursos conlleva no sólo la mejora del 
servicio sino un ahorro considerable de costes a medio y largo plazo. 

El difícil contexto económico, la transformación del modelo productivo y la difi-
cultad para encontrar la adecuada combinación de políticas económicas no aplazan 
la agenda de transformación del sistema de Justicia, sino que la hacen más necesaria. 
Ahora más que nunca. Asumimos un compromiso. Somos conscientes de las dificul-
tades y de los sacrificios que deben realizarse. Pero en ningún caso se producirá una 
paralización del proceso de reforma modernizadora que se está llevando a cabo. 

La combinación de austeridad en el gasto corriente y ambición en la inversión 
modernizadora es posible. Los sucesivos planes de ajuste derivados del endureci-
miento de la situación económica no paralizan nuestra agenda de trabajo. Todo lo 
contrario, la Justicia es uno de los pilares sobre los que basar el proceso de recupera-
ción económica y, con tal fundamento, continúa siendo la clara apuesta del Gobierno 
hacer realidad una justicia ágil y tecnológicamente avanzada. 
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jEFATURA DEL ESTADO

Medidas extraordinarias

REAL DECRETO-LEY 8/2010, de 20 de 
mayo, por el que se adoptan medidas 
extraordinarias para la reducción del dé-
ficit público. («bOE» núm. 126 de 24 de 
mayo de 2010)

i

El presente Real Decreto Ley con-
templa las medidas extraordinarias adop-
tadas para dar cumplimiento al compro-
miso del Gobierno de acelerar, en 2010 
y 2011, la reducción del déficit inicial-
mente prevista.

La dureza y profundidad de la crisis 
económica ha llevado a todos los países 
industrializados a realizar un esfuerzo 
fiscal significativo para paliar las conse-
cuencias de la crisis y preservar los ni-
veles alcanzados de desarrollo y bien-
estar. No obstante, como consecuencia 
de esta imprescindible política fiscal ex-
pansiva, las finanzas públicas han sufrido 
un grave deterioro que ahora debe ser 
corregido como requisito esencial para 
alcanzar una recuperación económica 
sólida y duradera.

El compromiso del Gobierno de Es-
paña con la sostenibilidad de sus finanzas 
públicas quedó plasmado en la actualiza-
ción del Plan de Estabilidad y Creci-
miento 2010-2013, aprobada por el Con-
sejo de Ministros de 29 de enero de 2010. 
En la misma se establece como objetivo, 
de acuerdo con el Procedimiento de Dé-
ficit Excesivo abierto por la Unión 
Europea, la reducción del déficit para el 
conjunto de las Administraciones Pú-
blicas hasta el 3 por ciento del Producto 
Interior Bruto. Asimismo, también se 
aprobaron el Plan de Acción Inme-
diata 2010 y el Plan de Austeridad de la 
Administración General del Estado 2011-
2013 como instrumentos para alcanzar 
dicho objetivo. Posteriormente, el Con-
sejo de Política Fiscal y Financiera aprobó 
el Acuerdo Marco con las comunidades 
autónomas y ciudades con estatuto de 
autonomía sobre sostenibilidad de las fi-
nanzas públicas 2010-2013. Y, en el seno 
de la Comisión Nacional de Administra-
ción Local se aprobó el Acuerdo Marco 
sobre sostenibilidad de las finanzas pú-
blicas para el periodo 2010-2013 en el 
que se prevé una senda de déficit, en 
términos de Contabilidad Nacional, para 
el conjunto de las Entidades locales que 
va desde el 0,5% PIB en 2009 al 0,2% PIB 
en 2013. Con lo que todas las administra-
ciones públicas se suman al esfuerzo que 
de forma coordinada debe llevarse a cabo 

DISPOSICIONES GENERALES

– 1314 –

Boletín núm. 2111–Pág. 14



– 1315 –

           

para reducir el déficit público y asegurar 
la sostenibilidad fiscal a medio plazo.

El Plan de Acción Inmediata 2010 su-
puso un acuerdo de no disponibilidad 
de 5 mil millones de euros que afectó a 
todos los Ministerios y una reducción de 
la oferta pública de empleo, estable-
ciendo una tasa de reposición del 10% de 
las vacantes. Igualmente se aprobó un 
marzo un plan de racionalización del 
gasto farmacéutico por importe de 1500 
millones de euros y en abril un plan sobre 
racionalización de estructuras de la Ad-
ministración General del Estado y un plan 
de racionalización del sector público em-
presarial del estado.

Sin embargo, la evolución de la coyun-
tura económica, así como los compro-
misos adoptados por nuestro país en el 
ámbito de la Unión Europea en defensa 
de la Unión Monetaria y de las econo-
mías de la eurozona, hacen necesario 
anticipar algunas de las medidas previstas 
en dichos escenarios con la finalidad de 
acelerar la senda de consolidación fiscal, 
restableciendo de esta manera la con-
fianza de los mercados en el cumpli-
miento de las perspectivas de reducción 
del déficit.

De acuerdo con esta necesidad, el pre-
sente Real Decreto-ley recoge una serie 
de medidas de ajuste que tratan de distri-
buir de la forma más equitativa posible el 
esfuerzo que toda la sociedad debe rea-
lizar para contribuir a la sostenibilidad de 
las finanzas públicas.

Adicionalmente, acompañan a este 
Real Decreto-ley distintos Acuerdos del 
Consejo de Ministros con los que, por un 
lado, se concreta el recorte adicional que 
acentúa el esfuerzo de reducción del 
gasto en 2010 y 2011, acelerando de esta 
forma la senda de consolidación fiscal y, 
por otro, se realiza la revisión de todos 
los programas y políticas de gasto, dando 
así concreción a lo establecido en los 
planes aprobados en el Consejo de Minis-
tros del pasado día 29 de enero.

Las medidas que ahora se adoptan 
parten de los esfuerzos de contención y 
reducción de gasto ya adoptados con 
ocasión de la aprobación de la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado 
para 2010 y de los citados acuerdos de 
enero, marzo y abril de este mismo año. 
En estos casos, la reducción del gasto se 
proyectó esencialmente sobre el gasto 
corriente y de inversión de la Administra-
ción General del Estado. En este mo-
mento, el Gobierno ha decidido actuar 
sobre ámbitos de gasto que permitían una 
reducción suplementaria, y valorando 
especialmente evitar reducir determi-
nadas partidas de gasto que bien resultan 
especialmente relevantes en la actuación 
pública para impulsar la recuperación del 
crecimiento, o bien son imprescindibles 
para mantener el apoyo público a quienes 
están sufriendo con mayor intensidad las 
consecuencias de la crisis, con especial 
atención a quienes se encuentran en des-
empleo.

En el primer capítulo, se recogen las 
disposiciones encaminadas a reducir, con 
criterios de progresividad, la masa sala-
rial del sector público en un 5 por ciento 
en términos anuales. Por su parte, el ca-
pítulo II suspende la revalorización de las 
pensiones públicas para el año 2011, ex-
cluyendo las no contributivas y las pen-
siones mínimas. El capítulo III suprime, 
para los nuevos solicitantes, la retroacti-
vidad del pago de prestaciones por de-
pendencia al día de presentación de la 
solicitud, estableciéndose, paralela-
mente, un plazo máximo de resolución 
de seis meses, cuyo incumplimiento lle-
vará aparejada retroactividad desde la 
fecha en que se incurra en el mismo. 
Asimismo, el capítulo IV deja sin efecto 
la prestación por nacimiento o adopción 
de 2.500 euros a partir del 1 de enero 
de 2011. El capítulo V establece una re-
visión del precio de los medicamentos 
excluidos del sistema de precios de refe-
rencia y la adecuación del número de 
unidades de los envases de los medica-
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mentos a la duración estandarizada de 
los tratamientos, así como dispensación 
de medicamentos en unidosis. Todo ello 
con el objetivo de reducir los gastos en 
farmacia. Además, en el capítulo VI se 
adoptan medidas con el fin de garantizar 
la contribución de las entidades locales 
al esfuerzo de consolidación fiscal y de 
mejora del control de la gestión econó-
mica financiera de las citadas entidades. 
Por último, en el capítulo VII se esta-
blecen medidas adicionales tendentes a 
realizar un control más eficaz del gasto 
público.

La extraordinaria y urgente necesidad 
de las reformas aquí contempladas obliga 
a hacer uso de la habilitación otorgada al 
Gobierno por el artícu  lo 86 de la Consti-
tución española. De manera que, aún 
cuando los ciudadanos no vayan a ver 
afectados sus derechos concretos de 
forma inmediata por la adopción de al-
guna estas medidas, es evidente que la 
aprobación de todas ellas va a producir 
unos importantes efectos económicos 
desde esta fecha, directamente orientados 
a remediar la situación de extraordinaria 
y urgente necesidad a la que el presente 
Real Decreto-Ley responde, pues la ra-
pidez, seguridad y determinación en la 
actuación forma parte del compromiso 
asumido por los países integrantes de la 
zona euro para reforzar la confianza en 
la moneda única y en la estabilidad de la 
eurozona.

ii

Los gastos de personal en las adminis-
traciones públicas suponen una parte sig-
nificativa de los gastos corrientes. Según 
los datos de la última Encuesta de Pobla-
ción Activa referida al primer trimestre 
de 2010, el número de empleados en el 
sector público supone un 13 por ciento 
de la población activa, proporción que ha 
decrecido levemente desde 2005. Por 
otra parte, en términos de comparación 
internacional, de acuerdo con los últimos 

datos disponibles de la OCDE, esta cifra 
se sitúa por debajo de otros países de 
nuestro entorno como Alemania o Francia 
con un 14,5 por ciento y un 25,2 por 
ciento respectivamente.

En un escenario económico caracteri-
zado por la intensidad de la crisis econó-
mica con origen en la crisis financiera 
internacional y con efectos sobre el cre-
cimiento y el empleo, resulta urgente 
adoptar medidas de contención en los 
gastos de personal de las diversas admi-
nistraciones públicas. A ello responden 
las medidas incluidas en el presente Real 
Decreto Ley cuyo objetivo es reducir un 
cinco por ciento de la masa salarial, en 
términos anuales.

Dicha reducción, que opera tanto 
sobre las retribuciones básicas como 
sobre las de carácter complementario, es 
de obligada aplicación a todas las admi-
nistraciones, lo que supondrá un impor-
tante ahorro para las Comunidades Autó-
nomas y Corporaciones Locales dado el 
importante peso que el empleo público 
tiene en las mismas.

La normativa básica es trascendental 
para el logro de los objetivos comunes de 
racionalización y eficacia de los gastos 
de personal así como de su reducción 
mientras persistan las circunstancias eco-
nómicas extraordinarias actuales, de ma-
nera que esta normativa básica, en los 
términos redactados por el presente Real 
Decreto-ley, debe estar orientada a la 
consecución de los mismos.

No obstante, y con la finalidad de mi-
nimizar sus efectos sobre los salarios más 
bajos las medidas de reducción se aplican 
con criterios de progresividad para el per-
sonal funcionario, dictándose normas 
específicas para el personal laboral con 
el fin de reconocer la función de la nego-
ciación colectiva y garantizar a la vez la 
eficacia de la decisión de reducción.

En este sentido es necesario hacer re-
ferencia al Acuerdo Gobierno-Sindicatos 
para la función pública en el marco del 
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diálogo social 2010-2012, firmado el 25 
de septiembre de 2009, en el que se 
adopta entre otras medidas, un incre-
mento salarial del 0,3% para el año 2010 
y una cláusula de revisión salarial que 
tenía como objetivo de intentar responder 
al principio del mantenimiento del poder 
adquisitivo del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas en el periodo 
de vigencia del Acuerdo, teniendo en 
cuenta la evolución presupuestaria del 
IPC, la previsión de crecimiento econó-
mico, la capacidad de financiación de los 
Presupuestos Generales del Estado y la 
valoración del aumento de la producti-
vidad del empleo público derivada de 
acciones o programas específicos.

Las medidas de contenido económico 
del citado Acuerdo se ven directamente 
afectadas por el contexto de crisis econó-
mica antes enunciado, en el que no se 
hace posible mantener las medidas retri-
butivas acordadas, debiendo arbitrarse 
las acciones que permitan con carácter 
urgente la reducción del déficit público.

Por todo ello, el Consejo de Ministros 
ha acordado a través del presente Real 
Decreto-Ley, al amparo de lo dispuesto 
en el artícu  lo 38.10 de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público, suspender parcial-
mente la aplicación de las cláusulas del 
acuerdo con contenido retributivo.

Asimismo, en cumplimiento de lo dis-
puesto en el artícu  lo 36. 2 párrafo se-
gundo y el 38.10 de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, se ha re-
unido la Mesa General de negociación de 
las Administraciones Públicas el día 20 
de mayo del presente año con el fin de 
informar a las Organizaciones Sindicales 
tanto de la suspensión del Acuerdo de 25 
de septiembre en los términos manifes-
tados, como de las medidas y criterios 
que recoge el presente Real Decreto-ley 
en este ámbito.

Por otra parte, dado el carácter de fun-
cionarios públicos de notarios y registra-

dores de la propiedad y mercantiles, el 
presente Real Decreto-ley introduce una 
rebaja arancelaria general del 5% para 
los documentos de cuantía, dejando sin 
cambios los honorarios fijos referidos a 
los documentos sin cuantía. Al igual que 
en otras modificaciones, se ha optado por 
aplicar la rebaja sobre el importe de los 
derechos arancelarios resultante de 
aplicar la tabla de honorarios en función 
de la cuantía del documento, sin nece-
sidad de modificar los Reales Decretos 
reguladores de los aranceles. Además, se 
detalla los datos informativos que deben 
figurar en las minutas, dada la relevancia 
de la información sobre honorarios que 
es necesario ofrecer a los interesados.

iii

Los perceptores de pensiones han te-
nido en todo momento garantizado me-
diante las correspondientes revaloriza-
ciones su poder adquisitivo. Este hecho 
se ha mostrado con mayor intensidad en 
los perceptores de pensiones mínimas, 
dado que durante los últimos años sus 
pensiones han mejorado sustancialmente 
sus cuantías por encima del Índice de 
Precios al Consumo.

Es un hecho especialmente destacable 
que durante el año 2009 todas las pen-
siones, y no sólo las mínimas, han visto 
mejorado su poder adquisitivo pues el 
aumento de sus cuantías fue superior a la 
inflación producida, circunstancia que ha 
sido considerada al habilitar las medidas 
que este Real Decreto-ley contempla.

Para lograr los objetivos recogidos en 
este Real Decreto-ley resulta necesario, 
entre otras medidas, suspender excepcio-
nalmente la revalorización de las pen-
siones de carácter contributivo para el 
año 2011. No obstante, se ha entendido 
como un ejercicio de solidaridad en esta 
difícil situación económica excluir de 
estas medidas las prestaciones más bajas, 
que afectan a las personas más desfavo-
recidas, como son aquellas pensiones 
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que están por debajo de la pensión mí-
nima fijada para cada año y que por sus 
circunstancias económicas y familiares 
son perceptores de complementos a mí-
nimos, así como las pensiones del SOVI 
no concurrentes y las pensiones no con-
tributivas.

El presente Real Decreto-ley elimina el 
régimen transitorio para la jubilación par-
cial previsto en la Ley 40/2007. Con esta 
medida se pone término a la aplicación 
paulatina y gradual prevista en disposi-
ciones transitorias de la Ley General de la 
Seguridad Social en relación tanto con el 
periodo mínimo de cotización exigido 
para el acceso a la pensión de jubilación 
como con los diferentes requisitos exi-
gidos para acceder a la modalidad de 
jubilación parcial.

Por último, es importante destacar que 
las citadas medidas no afectan a la cuantía 
de los haberes reguladores del Régimen 
de Clases Pasivas del Estado regulados en 
el Título IV de la Ley 26/2009, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado y que, para aquellos empleados 
públicos encuadrados en el Régimen de 
Seguridad Social, se mantiene una base 
de cotización semejante en su cuantía a 
aquella por la que se ha venido cotizando 
hasta el mes de mayo del año en curso.

iV

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
de Promoción de la Autonomía Personal 
y Atención a las Personas en Situación de 
Dependencia establece en su artícu  lo 7 
que la protección de la situación de de-
pendencia se prestará de acuerdo con los 
siguientes niveles de protección: un nivel 
mínimo de protección garantizado por la 
Administración General del Estado, un 
nivel de protección acordado entre la Ad-
ministración General del Estado y cada 
una de las Comunidades Autónomas y un 
nivel adicional que pueden establecer, 
por su parte, las Comunidades Autó-
nomas con cargo a sus presupuestos.

A partir del 1 de junio de 2010, el 
plazo para resolver las solicitudes sobre 
el reconocimiento de la situación de de-
pendencia y la prestación que corres-
ponda recibir a la persona beneficiaria, 
será de seis meses a contar desde la fecha 
de la solicitud, independientemente de 
que la administración competente hu-
biera regulado uno o dos procedimientos 
diferenciados.

En consecuencia, el derecho de acceso 
a las prestaciones correspondientes se 
generará a partir de la resolución en la 
que se reconozca la concreta prestación 
a percibir por la persona beneficiaria. No 
obstante, el derecho a percibir la presta-
ción económica de dependencia que, en 
su caso, fuera reconocida, se generará 
desde el día siguiente al del cumplimiento 
del plazo máximo de seis meses indicado 
sin que se hubiera notificado resolución 
expresa de reconocimiento de la presta-
ción que corresponda percibir a la per-
sona beneficiaria.

Las cuantías que se adeuden en con-
cepto de efectos retroactivos de las pres-
taciones económicas, independiente-
mente de la fecha de la solicitud, podrán 
ser aplazadas y su pago periodificado en 
pagos anuales de igual cuantía en un 
plazo máximo de 5 años.

V

Para lograr los objetivos de reducción 
del déficit resulta necesario también dejar 
sin efecto la prestación por nacimiento o 
adopción de hijo aprobada por la 
Ley 35/2007, de 15 de noviembre, por la 
que se establece la deducción por naci-
miento o adopción en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y la presta-
ción económica de pago único de la Segu-
ridad Social por nacimiento o adopción.

A tal efecto, y para los nacimientos o 
adopciones producidos a partir de 1 de 
enero de 2011, por una parte, se modifica 
la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
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Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y de modificación parcial de las 
leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre 
el Patrimonio para suprimir la citada de-
ducción, y por otra, se modifica el texto 
refundido de la Ley General de la Segu-
ridad Social aprobada por el Real De-
creto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, 
para suprimir la prestación económica de 
pago único por nacimiento o adopción 
de hijo de la Seguridad Social. Del mismo 
modo, se dejan sin efecto otras medidas 
inicialmente introducidas por la citada 
Ley 35/2007 en relación con otras pres-
taciones de la Seguridad Social.

Por último, en aras del principio de 
seguridad jurídica se deroga, con efectos 
desde 1 de enero de 2011, los artículos 1 
a 5 y las disposiciones adicionales pri-
mera y segunda de la Ley 35/2007, de 15 
de noviembre, por la que se establece la 
deducción por nacimiento o adopción en 
el Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas y la prestación económica 
de pago único de la Seguridad Social por 
nacimiento o adopción, esto es, los ar-
tículos en los que se regulaba la citada 
prestación por nacimiento o adopción.

Vi

El Pleno del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud en su sesión 
del día 18 de marzo de 2010, aprobó por 
unanimidad un acuerdo en el que se es-
tablecía un conjunto de acciones y me-
didas para promover la calidad, la 
equidad, la cohesión y la sostenibilidad 
del Sistema Nacional de Salud. Este 
mismo acuerdo contemplaba medidas de 
racionalización del gasto farmacéutico a 
corto plazo.

En consecuencia, el Real Decreto-
ley 4/2010, de 26 de marzo, de raciona-
lización del gasto farmacéutico con cargo 
al Sistema Nacional de Salud, perseguía 
el objetivo urgente de modificar la finan-
ciación pública de los medicamentos y 

productos sanitarios prevista en la 
Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías 
y uso racional de los medicamentos y 
productos sanitarios, con la finalidad úl-
tima de establecer medidas de racionali-
zación y control del gasto sanitario que 
posibilitaran, en el ámbito farmacéutico, 
una reducción inmediata del gasto que 
asegurara la necesaria sostenibilidad del 
Sistema Nacional de Salud, manteniendo 
las premisas de universalidad y alta ca-
lidad en sus prestaciones.

En este sentido se modificaba la 
Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías 
y uso racional de los medicamentos y 
productos sanitarios, entre otras cosas 
para facilitar la aplicación del sistema de 
precios de referencia recogido en el 
artícu  lo 93 y permitir el establecimiento 
de medidas que facultaran la reducción 
del gasto farmacéutico con cargo al Sis-
tema Nacional de Salud, al tiempo que, 
con carácter de mínimos imprescindibles 
se acordaba la reducción del precio de 
los medicamentos genéricos.

El presente Real Decreto-ley aborda el 
establecimiento de medidas complemen-
tarias a las ya adoptadas en el marco de 
la prestación farmacéutica. Al mismo 
tiempo se favorece el mantenimiento de 
la calidad de las prestaciones del Sistema 
Nacional de Salud, y el desarrollo de las 
políticas y las estrategias de salud acor-
dadas en el Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud por parte de 
las comunidades autónomas.

Manteniendo el esfuerzo de austeridad 
en el gasto farmacéutico establecido en 
el Real Decreto-ley 4/2010, de 26 de 
marzo, son necesarios ajustes adicionales 
que permitan la reducción de la factura 
farmacéutica pública a través de des-
cuentos en los medicamentos y revisión 
de precios de los productos sanitarios no 
afectados por el Real Decreto-ley ante-
rior, así como, en el mismo contexto de 
control de gasto, facilitar la adecuación 
del número de unidades de los envases 
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de los medicamentos a la duración estan-
darizada de los tratamientos, y la dispen-
sación de medicamentos en unidosis.

Vii

Con el fin de garantizar la contribución 
de las entidades locales al esfuerzo de 
consolidación fiscal que las medidas 
adoptadas en este Real Decreto-ley persi-
guen, es necesario declarar la afectación 
de los ahorros derivados de la reducción 
de los gastos de personal al saneamiento 
de remanentes negativos, a la reducción 
del endeudamiento o en su caso a la finan-
ciación de inversiones. Por otra parte, y 
con idéntica finalidad, se aplaza hasta el 
ejercicio 2012 la concertación de opera-
ciones de endeudamiento a largo plazo.

Asimismo, con el objetivo de mejorar 
el control de la gestión económica finan-
ciera de las citadas entidades y garantizar 
la independencia funcional de los em-
pleados públicos que desarrollan dichas 
actividades, se considera necesario intro-
ducir modificaciones en su régimen de 
provisión.

Viii

Las actuales circunstancias y la nece-
sidad de ajustarse a la senda de reduc-
ción del déficit, obligan a un conoci-
miento previo por parte del Ministerio de 
Economía y Hacienda y a un seguimiento 
de los contratos de colaboración entre el 
sector público y el sector privado, así 
como de los contratos de concesión de 
obra pública, regulados en la Ley 30/2007, 
de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público. Estas modalidades contractuales 
pueden representar un considerable im-
pacto a largo plazo sobre las cuentas pú-
blicas, al comprometer cuantías significa-
tivas de gasto futuro y una posible inci-
dencia en el déficit en términos de 
Contabilidad Nacional y en el nivel de 
deuda. Por ello, se establece la necesidad 
de emitir un informe preceptivo por el 

Ministerio de Economía y Hacienda, cuya 
finalidad es determinar las repercusiones 
presupuestarias, compromisos finan-
cieros y su incidencia en el déficit.

El artícu  lo 63 de la Ley 26/2009 de 23 
de diciembre, estableció la necesidad de 
informe preceptivo y vinculante para la 
realización de préstamos y anticipos con 
cargo al capítulo 8 de los Presupuestos 
Generales del Estado, destinados a enti-
dades del Sector Público, cuyo objetivo 
era determinar el efecto que las condi-
ciones de dichos préstamos y anticipos 
pudiesen tener sobre el cumplimiento del 
objetivo de estabilidad presupuestaria. Se 
considera oportuno extender la nece-
sidad del informe preceptivo a los prés-
tamos destinados a entidades privadas, 
debido a su posible incidencia en el ob-
jetivo de estabilidad.

Por similares razones a las citadas, y 
por su posible impacto sobre el presu-
puesto vigente así como sobre las cuentas 
públicas futuras, se considera necesario 
informe previo favorable del Ministerio 
de Economía y Hacienda para aprobar 
determinadas medidas por las que se ins-
trumenta la acción del Sector Público 
Estatal en el exterior.

Las medidas expuestas exigen la adop-
ción de una norma de rango legal. La 
necesidad de su inmediata aplicación en 
algunos casos, para garantizar su eficacia 
en la reducción del gasto, y de su concre-
ción, conocimiento y seguridad en otros, 
de modo que se garantice su credibilidad 
y efecto inmediato en los movimientos 
financieros y en las actuaciones rele-
vantes para la estabilidad del euro, cons-
tituyen el hecho habilitante de extraordi-
naria y urgente necesidad que la Consti-
tución exige en su artícu  lo 86 para la 
adopción de un real Decreto-ley.

En su virtud, haciendo uso de la auto-
rización contenida en el artícu  lo 86 de la 
Constitución española, a propuesta con-
junta de los titulares de los Ministerios de 
Economía y Hacienda, de Trabajo e Inmi-
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gración, de Presidencia, de Sanidad y 
Política Social y de Política Territorial y 
previa deliberación del Consejo de Mi-
nistros en su reunión del día 20 de mayo 
de 2010, dispongo:

caPÍtulo i

Medidas en materia de empleo público

Artículo 1. Modificación de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado 
para 2010.

Uno. Se da una nueva redacción al 
artícu  lo 18 de la Ley 26/2009, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2010 que queda redac-
tado en los siguientes términos:

Artículo 18. Autorización de los costes 
de personal de la Universidad Nacio-
nal de Educación a Distancia.

Al amparo de lo dispuesto en la dispo-
sición adicional primera de la Ley Orgá-
nica 6/2001, de 21 de diciembre, de Uni-
versidades, se autorizan los costes de 
personal docente (funcionario y contra-
tado) y del personal de administración y 
servicios (funcionario y laboral fijo) de la 
Universidad Nacional de Educación a 
Distancia (UNED) para el año 2010 y por 
los importes consignados a continuación, 
sin incluir trienios ni Seguridad Social:

  PGE 2010

Personal Docente (funcionario y 
contratado):   

Total 2010 (miles de euros) 55.818,54
Personal no Docente (funciona-

rio y laboral fijo):   

Total 2010 (miles de euros) 27.516,63

Dos.–Se da una nueva redacción al 
apartado Dos del artícu  lo 22 de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 2010 

que queda redactado en los siguientes 
términos:

Dos. A) Desde el 1 de enero de 2010 
y hasta el 31 de mayo de 2010, las retribu-
ciones del personal al servicio del sector 
público, incluidas, en su caso, las que en 
concepto de paga extraordinaria del mes 
de junio correspondieran en aplicación 
del artícu  lo 21.Tres de la Ley 42/2006, 
de 29 de diciembre, de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 2007, en los tér-
minos de lo recogido en el apartado Dos 
del artícu  lo 22 de la Ley 2/2008, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para 2009, no podrán experimentar 
un incremento global superior al 0,3 por 
ciento con respecto a las del año 2009, en 
términos de homogeneidad para los dos 
periodos de la comparación, tanto por lo 
que respecta a efectivos de personal como 
a la antigüedad del mismo.

En los términos de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, la paga extraordinaria 
del mes de junio de 2010 incluirá, además 
de la cuantía del complemento de des-
tino o concepto equivalente mensual que 
corresponda y al que no se aplicará la 
reducción del 5 por ciento, en términos 
anuales, establecida, con efectos de 1 de 
junio de 2010, en el apartado Dos, B) de 
este artículo, las cuantías en concepto de 
sueldo y trienios que se recogen en el 
cuadro siguiente o, en su caso, las que se 
señalen en esta Ley en función de la Ca-
rrera, Cuerpo o Escala a la que perte-
nezcan los empleados públicos:

Grupo/Subgrupo Ley 7/2007
Sueldo  

–  
Euros

Trienios  
–  

Euros

A1 1.161,30 44,65
A2 985,59 35,73
B 855,37 31,14
C1 734,71 26,84
C2 600,75 17,94
E (Ley 30/1984) y Agru-

paciones Profesiona-
les (Ley 7/2007)

548,47 13,47
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Lo indicado en el párrafo anterior res-
pecto del complemento de destino men-
sual o concepto equivalente a incluir en 
la paga extraordinaria del mes de junio 
de 2010, será también aplicable a los 
demás conceptos retributivos que formen 
parte de la paga extraordinaria o que se 
abonen con motivo de las mismas.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010, 
el conjunto de las retribuciones de todo 
el sector público a que se refiere el apar-
tado Uno de este artículo experimentará 
una reducción del cinco por ciento, en 
términos anuales, respecto a las vigentes 
a 31 de mayo de 2010. Esta reducción se 
aplicará de la forma siguiente:

1. Las retribuciones básicas del per-
sonal al servicio del sector público, ex-
cluida la correspondiente a la paga ex-
traordinaria del mes de diciembre a que 
se refiere el punto 3 de este apartado, 
quedan fijadas en las cuantías recogidas 
en el apartado Cinco de este artículo.

2. Una vez aplicada la reducción de 
las retribuciones básicas en los términos 
indicados en el punto anterior, sobre el 
resto de las retribuciones se practicará 
una reducción de modo que resulte, en 
términos anuales, una minoración del 5 
por ciento del conjunto global de las re-
tribuciones.

3. La paga extraordinaria del mes de 
diciembre que corresponda en aplicación 
del artícu  lo 21.Tres de la Ley 42/2006, 
de 29 de diciembre, de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 2007, en los tér-
minos de lo recogido en el apartado Dos 
del artícu  lo 22 de la Ley 2/2008, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2009, incluirá, además de 
la cuantía del complemento de destino o 
concepto equivalente mensual que co-
rresponda una vez practicada la reduc-
ción indicada en el punto 2 anterior, las 
cuantías en concepto de sueldo y trienios 
que se recogen en el cuadro siguiente o, 
en su caso, las que se señalen en esta Ley 
en función de la Carrera, Cuerpo o Escala 

a la que pertenezcan los correspondientes 
empleados públicos:

Grupo/Subgrupo Ley 7/2007
Sueldo  

–  
Euros

Trienios  
–  

Euros

A1 623,62 23,98
A2 662,32 24,02
B 708,25 25,79
C1 608,34 22,23
C2 592,95 17,71
E (Ley 30/1984) y Agrupa-

ciones Profesionales 
(Ley 7/2007) 548,47 13,47

El resto de los complementos retribu-
tivos que integren la paga extraordinaria o 
se abonen con motivo de la misma ten-
drán la cuantía que corresponda por apli-
cación de lo dispuesto en este apartado.

4. La masa salarial del personal laboral 
del sector público definido en el apartado 
Uno de este artículo experimentará la re-
ducción consecuencia de la aplicación a 
este personal, con efectos de 1 de junio 
de 2010, de una minoración del 5 por 
ciento de las cuantías de cada uno de los 
conceptos retributivos que integran la nó-
mina y que les corresponda percibir según 
los convenios colectivos que resulten de 
aplicación, a excepción de lo que se refiere 
a la paga extraordinaria del mes de junio 
de 2010 a la que no se aplicará la reduc-
ción prevista en el presente apartado.

En el supuesto en que a 1 de junio 
de 2010 no hubiera finalizado la nego-
ciación colectiva para aplicar el incre-
mento retributivo establecido en el 
artícu  lo 22.Dos.A) de esta ley, la minora-
ción del 5 por ciento sobre los conceptos 
retributivos a que se refiere el párrafo an-
terior se aplicará sobre las actualizadas 
a 1 de enero de 2010 de acuerdo con los 
incrementos previstos en las correspon-
dientes leyes de presupuestos.

Sin perjuicio de la aplicación directa e 
individual en la nómina del mes de junio 
de 2010 de la reducción a que se refieren 
los párrafos anteriores, la distribución de-
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finitiva de la misma podrá alterarse en sus 
ámbitos correspondientes mediante la 
negociación colectiva sin que, en ningún 
caso, de ello pueda derivarse un incre-
mento de la masa salarial como conse-
cuencia de la aplicación de las medidas 
recogidas en los puntos anteriores.

La reducción establecida en el párrafo 
primero de este número 4 será de aplica-
ción al personal laboral de alta dirección 
y al no acogido a convenio colectivo que 
no tenga la consideración de alto cargo.

No obstante lo dispuesto en los pá-
rrafos anteriores, dicha reducción no será 
de aplicación al personal laboral cuyas 
retribuciones por jornada completa no 
alcancen 1,5 veces el salario mínimo in-
terprofesional fijado por el Real De-
creto 2030/2009 begin_of_the_skype_
highlighting 2030/2009 end_of_the_
skype_highlighting, de 30 de diciembre.

Tres. Se modifica el apartado Cinco 
del artícu  lo 22 de la Ley 26/2009, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2010 con el siguiente 
tenor literal:

A) Las retribuciones a percibir desde 
el 1 de enero de 2010 y hasta el 31 de 
mayo de 2010 por los funcionarios a los 
que resulta de aplicación el artícu  lo 76 
del Estatuto Básico del Empleado Público 
incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los 
términos de la Disposición Final Cuarta 
del citado Estatuto Básico, en concepto 
de sueldo y trienios que correspondan al 
Grupo o Subgrupo en que se halle clasi-
ficado el Cuerpo o Escala a que perte-
nezca el funcionario, referidas a doce 
mensualidades, serán las siguientes:

Grupo / Subgrupo 
Ley 7/2007

Sueldo  
–  

Euros

Trienios  
–  

Euros

A1 13.935,60 535,80
A2 11.827,08 428,76
B 10.264,44 373,68
C1 8.816,52 322,08

Grupo / Subgrupo 
Ley 7/2007

Sueldo  
–  

Euros

Trienios  
–  

Euros

C2 7.209,00 215,28
E (Ley 30/1984) y Agru-

paciones Profesio-
nales (Ley 7/2007) 6.581,64 161,64

B) Las retribuciones a percibir con 
efectos de 1 de junio de 2010, excluidas 
las que se perciban en concepto de pagas 
extraordinarias que se fijan en el apartado 
Dos de este artículo, por los funcionarios 
a los que resulta de aplicación el artícu  lo 76 
del Estatuto Básico del Empleado Público 
incluidos en el ámbito de aplicación de la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los tér-
minos de la Disposición Final Cuarta del 
citado Estatuto Básico, en concepto de 
sueldo y trienios que correspondan al 
Grupo o Subgrupo en que se halle clasifi-
cado el Cuerpo o Escala a que pertenezca 
el funcionario, referidas a doce mensuali-
dades, serán las siguientes:

Grupo / Subgrupo 
Ley 7/2007

Sueldo  
–  

Euros

Trienios  
–  

Euros

A1 13.308,60 511,80
A2 11.507,76 417,24
B 10.059,24 366,24
C1 8.640,24 315,72
C2 7.191,00 214,80
E (Ley 30/1984) y 

Agrupaciones Pro-
f e s i o n a l e s 
(Ley 7/2007) 6.581,64 161,64

Cuatro. Se modifican todos los ar-
tículos, salvo el 27, del Capítulo II del 
Título III, De los regímenes retributivos, 
que queda redactado en los siguientes 
términos:

Artículo 24. Personal del sector público 
estatal sometido a régimen administra-
tivo y estatutario.

Uno. A) Con efectos de 1 de enero 
de 2010 y hasta 31 de mayo de 2010, las 
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cuantías de los componentes de las retri-
buciones del personal del sector público 
estatal sometido a régimen administrativo 
y estatutario, sin perjuicio de lo que se 
establece en los artículos siguientes en 
relación con determinados cargos, 
puestos y colectivos, serán las derivadas 
de la aplicación de las siguientes 
normas:

a) Las retribuciones básicas de dicho 
personal, así como las complementarias 
de carácter fijo y periódico asignadas a 
los puestos de trabajo que desempeñe, 
experimentarán un crecimiento del 0,3 
por ciento respecto de las establecidas 
para el ejercicio de 2009, sin perjuicio de 
la adecuación de las retribuciones com-
plementarias cuando sea necesaria para 
asegurar que las asignadas a cada puesto 
de trabajo guarden la relación procedente 
con el contenido de especial dificultad 
técnica, dedicación, responsabilidad, pe-
ligrosidad o penosidad del mismo.

La paga extraordinaria a percibir en el 
mes de junio por el personal incluido en 
el ámbito de aplicación de este artículo 
será, de conformidad con lo indicado en 
el Artículo 22. Dos A) de esta Ley, y de 
acuerdo con las cuantías que en el mismo 
se recogen, de una mensualidad del 
sueldo, trienios, en su caso, y del comple-
mento de destino o concepto o cuantía 
equivalente en función del régimen retri-
butivo de los colectivos a los que este 
artículo resulte de aplicación.

b) El conjunto de las restantes retri-
buciones complementarias tendrá, asi-
mismo, un crecimiento del 0,3 por ciento 
respecto de las establecidas para el ejer-
cicio de 2009, sin perjuicio de las modi-
ficaciones que se deriven de la variación 
del número de efectivos asignados a cada 
programa, del grado de consecución de 
los objetivos fijados para el mismo y del 
resultado individual de su aplicación.

c) Los complementos personales y 
transitorios y demás retribuciones que 
tengan análogo carácter, así como las in-

demnizaciones por razón del servicio, se 
regirán por su normativa específica y por 
lo dispuesto en esta Ley, sin que les sea 
de aplicación el aumento del 0,3 por 
ciento previsto en la misma.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las cuantías de los componentes de las 
retribuciones del personal del sector pú-
blico estatal sometido a régimen adminis-
trativo y estatutario, sin perjuicio de lo 
que se establece en los artículos siguientes 
en relación con determinados cargos, 
puestos y colectivos, serán las derivadas 
de la aplicación de las siguientes 
normas:

a) Las retribuciones básicas de dicho 
personal, así como las complementarias 
de carácter fijo y periódico asignadas a 
los puestos de trabajo que desempeñe, se 
regirán, respecto de las vigentes a 31 de 
mayo de 2010, por lo dispuesto en el 
artícu  lo 22.Dos B) y 22.Cinco B) de esta 
Ley sin perjuicio de la adecuación de las 
retribuciones complementarias cuando 
sea necesaria para asegurar que las asig-
nadas a cada puesto de trabajo guarden 
la relación procedente con el contenido 
de especial dificultad técnica, dedica-
ción, responsabilidad, peligrosidad o pe-
nosidad del mismo.

La paga extraordinaria del mes de 
junio se regirá por lo dispuesto en el apar-
tado Uno.A) de este artículo.

La paga extraordinaria del mes de di-
ciembre de 2010 del personal incluido en 
el ámbito de aplicación de este artículo 
se regirá por lo dispuesto en el artícu  lo 22.
Dos, B), 3 de esta ley.

b) El conjunto de las restantes retri-
buciones complementarias tendrá una 
reducción del 5 por ciento, en términos 
anuales, respecto de las vigentes a 31 de 
mayo de 2010, sin perjuicio de las modi-
ficaciones que se deriven de la variación 
del número de efectivos asignados a cada 
programa, del grado de consecución de 
los objetivos fijados para el mismo y del 
resultado individual de su aplicación.

Boletín núm. 2111–Pág. 24



– 1325 –

           

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, las retribuciones complementa-
rias del grupo E: Agrupaciones profesio-
nales Ley 7/2007, tendrán una reducción 
con carácter personal del 1 por ciento.

c) Los complementos personales y 
transitorios y demás retribuciones que 
tengan análogo carácter, así como las in-
demnizaciones por razón del servicio, se 
regirán por su normativa específica y por 
lo dispuesto en esta Ley, sin que les sea 
de aplicación la reducción del 5 por 
ciento previsto en la misma.

Dos. Para el año 2010, las cuantías 
de la contribución individual al plan de 
pensiones de la Administración General 
del Estado correspondiente al personal 
funcionario serán las siguientes por 
grupos y/o subgrupos de titulación:

Grupo/Subgrupo

Cuantía por 
sueldo  

–  
Euros

A1 97,08
A2 82,39
B 71,51
C1 61,42
C2 50,22
E (Ley 30/1984) y Agrupaciones 

Profesionales (Ley 7/2007) 45,85

La cuantía de la contribución indivi-
dual correspondiente a los trienios de 
personal funcionario para el año 2010 
será de 4,44 euros por trienio.

Tres. Lo previsto en la presente Ley 
se aplicará, asimismo, a las retribuciones 
fijadas en euros que corresponderían en 
territorio nacional a los funcionarios des-
tinados en el extranjero, sin perjuicio de 
la sucesiva aplicación de los módulos 
que procedan en virtud de la normativa 
vigente.

Cuatro. A) Con efectos de 1 de 
enero a 31 de mayo de 2010 las retribu-
ciones básicas del personal funcionario 
que presta servicios en la Sociedad Estatal 

Correos y Telégrafos, Sociedad Anónima, 
experimentarán un crecimiento del 0,3 
por ciento respecto de las establecidas 
para el ejercicio de 2009, siéndoles de 
aplicación a este colectivo lo dispuesto 
en el segundo párrafo del apartado Uno. 
A) letra a) de este artículo.

Las retribuciones complementarias de 
estos funcionarios experimentarán, en su 
conjunto, un incremento del 0,3 por 
ciento respecto de las establecidas para 
el ejercicio de 2009, sin perjuicio de las 
adecuaciones que resulten necesarias 
para adaptarlas a los requerimientos y 
contenidos específicos de los puestos de 
trabajo de la Sociedad Estatal y del grado 
de consecución de sus objetivos.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las retribuciones básicas del personal fun-
cionario que presta servicios en la So-
ciedad Estatal Correos y Telégrafos, So-
ciedad Anónima, experimentarán una 
reducción idéntica a la del personal fun-
cionario de acuerdo con lo establecido 
en el artícu  lo 22, apartados Dos. B) y 
Cinco. B) de esta Ley respecto de las es-
tablecidas a 31 de mayo de 2010, sién-
doles de aplicación a este colectivo lo 
dispuesto en el segundo párrafo del apar-
tado Uno. B), letra a) de este artículo.

Las retribuciones complementarias de 
estos funcionarios experimentarán, en su 
conjunto, una reducción del 5 por ciento, 
en términos anuales, respecto de las vi-
gentes a 31 de mayo de 2010, sin per-
juicio de las adecuaciones que resulten 
necesarias para adaptarlas a los requeri-
mientos y contenidos específicos de los 
puestos de trabajo de la Sociedad Estatal 
y del grado de consecución de sus obje-
tivos.

Cinco. Lo dispuesto en los apartados 
anteriores debe entenderse en términos 
de homogeneidad para los dos períodos 
de la comparación, tanto por lo que res-
pecta a efectivos de personal como a la 
antigüedad del mismo.
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Artículo 25. Personal laboral del sector 
público estatal.

Uno. A los efectos de esta Ley se en-
tiende por masa salarial el conjunto de 
las retribuciones salariales y extrasala-
riales y los gastos de acción social deven-
gados durante 2009 por el personal la-
boral del sector público estatal, con el 
límite de las cuantías informadas favora-
blemente por el Ministerio de Economía 
y Hacienda para dicho ejercicio presu-
puestario, exceptuándose, en todo caso:

a) Las prestaciones e indemniza-
ciones de la Seguridad Social.

b) Las cotizaciones al sistema de la 
Seguridad Social a cargo del empleador.

c) Las indemnizaciones correspon-
dientes a traslados, suspensiones o des-
pidos.

d) Las indemnizaciones o suplidos 
por gastos que hubiera realizado el traba-
jador.

Dos. A) Con efectos de 1 de enero y 
hasta 31 de mayo de 2010 la masa sala-
rial del personal laboral del sector pú-
blico estatal no podrá experimentar un 
crecimiento global superior al 0,3 por 
ciento respecto de la establecida para el 
ejercicio de 2009, comprendido en dicho 
porcentaje el de todos los conceptos, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 
Tres del artícu  lo 22 de la presente Ley, y 
de lo que pudiera derivarse de la conse-
cución de los objetivos asignados a cada 
Departamento ministerial u Organismo 
público mediante el incremento de la 
productividad o modificación de los sis-
temas de organización del trabajo o cla-
sificación profesional.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
la masa salarial del personal laboral del 
sector público estatal, teniendo en cuenta 
lo dispuesto en el artícu  lo 22.Dos.B) de 
esta ley, experimentará la reducción con-
secuencia de la aplicación al mismo de 
la minoración, con efectos de 1 de junio 
de 2010, en un 5 por ciento de las cuan-

tías de cada uno de los conceptos retribu-
tivos que integran la nómina y que les 
corresponda percibir y de acuerdo con de 
lo dispuesto en el artícu  lo 22. Dos,B), 
punto 4 de esta ley, comprendido en 
dicho porcentaje el de todos los con-
ceptos salariales, y sin perjuicio de lo 
dispuesto en el párrafo tercero del punto 4 
del apartado Dos.B) del artícu  lo 22 de la 
presente Ley con carácter general y, en 
especial, de lo relativo a la paga extraor-
dinaria del mes de junio de 2010, y de lo 
que pudiera derivarse de la consecución 
de los objetivos asignados a cada Depar-
tamento ministerial u Organismo público 
mediante el incremento de la producti-
vidad o modificación de los sistemas de 
organización del trabajo o clasificación 
profesional.

Idéntica reducción tendrán, con 
efectos 1 de junio de 2010, las cuantías 
de los conceptos retributivos percibidos 
por el personal laboral de alta dirección, 
el no acogido a convenio colectivo que 
no tenga la consideración de alto cargo y 
el resto del personal directivo.

Tres. Las variaciones de la masa sala-
rial bruta se calcularán en términos de 
homogeneidad para los dos períodos ob-
jeto de comparación, tanto en lo que res-
pecta a efectivos de personal y antigüedad 
del mismo, como al régimen privativo de 
trabajo, jornada, horas extraordinarias 
efectuadas y otras condiciones laborales, 
computándose por separado las canti-
dades que correspondan a las variaciones 
en tales conceptos.

Lo previsto en los apartados anteriores 
representa el límite máximo de la masa 
salarial, cuya distribución y aplicación 
individual se producirá a través de la ne-
gociación colectiva. La autorización de la 
masa salarial será requisito previo para el 
comienzo de las negociaciones de con-
venios o acuerdos colectivos que se cele-
bren en el año 2010, y con cargo a ella 
deberán satisfacerse la totalidad de las 
retribuciones del personal laboral deri-
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vadas del correspondiente acuerdo y 
todas las que se devenguen a lo largo del 
expresado año.

Cuatro. Con carácter previo al inicio 
de la negociación colectiva a que se re-
fieren los apartados anteriores, el Minis-
terio de Economía y Hacienda autorizará 
la masa salarial de los Departamentos, 
Organismos, Agencias Estatales, enti-
dades públicas empresariales, demás 
entes públicos y sociedades mercantiles 
públicas que perciban aportaciones de 
cualquier naturaleza con cargo al presu-
puesto general del estado o con cargo a 
los presupuestos de los entes o socie-
dades que pertenezcan al sector público 
estatal destinados a cubrir déficit de ex-
plotación.

En el caso de las sociedades mercan-
tiles a que se refiere el párrafo anterior, la 
masa salarial, una vez autorizada, será 
remitida a la Comisión de seguimiento de 
la negociación colectiva de las empresas 
públicas presidida por el Secretario de 
Estado de Economía.

La masa salarial autorizada se tendrá 
en cuenta para determinar, en términos 
de homogeneidad, los créditos corres-
pondientes a las retribuciones del per-
sonal laboral afectado.

Cinco. Para el año 2010 las cuantías de 
la contribución individual al plan de pen-
siones de la Administración Genera del 
Estado correspondiente al personal la-
boral al que se refiere este artículo serán 
las establecidas para el personal funcio-
nario. Para el personal laboral acogido al 
Convenio Único para el personal laboral 
de la Administración General del Estado 
las cuantías se ajustarán a la siguiente 
equivalencia:

Grupo/subgrupo

Grupo 
profesional  
personal 
laboral

A1 1
A2 2

Grupo/subgrupo

Grupo 
profesional  
personal 
laboral

C1 3
C2 4
E (Ley 30/1984) y Agrupaciones 

Profesionales (Ley 7/2007) 5

Para el personal laboral no acogido al 
Convenio Único la equivalencia se efec-
tuará de acuerdo con el nivel de titula-
ción exigido en su convenio colectivo o 
contrato laboral, en consonancia con la 
establecida para el acceso a los grupos de 
titulación del personal funcionario.

La cuantía de la contribución indivi-
dual correspondiente a los trienios de 
personal laboral para el año 2010 será 
de 4,44 euros por trienio.

Seis. Cuando se trate de personal no 
sujeto a convenio colectivo, cuyas retri-
buciones vengan determinadas en todo o 
en parte mediante contrato individual, 
deberán comunicarse al Ministerio de 
Economía y Hacienda las retribuciones 
satisfechas y devengadas durante 2009 
siendo de aplicación al mismo, con 
efectos de 1 de junio de 2010, lo dis-
puesto en el artícu  lo 22. Dos, letra B), 
punto 4 de esta Ley.

Siete. Las indemnizaciones o suplidos 
del personal laboral, que se regirán por 
su normativa específica, no podrán expe-
rimentar crecimientos superiores a los 
que se establezcan con carácter general 
para el personal no laboral de la Adminis-
tración General del Estado.

Artículo 26. Retribuciones de los Altos 
Cargos del Gobierno de la Nación, de 
sus Órganos Consultivos, de la Admi-
nistración General del Estado y otro 
personal directivo.

Uno. A) Desde el 1 de enero de 2010 
y hasta el 31 de mayo de 2010 continúan 
vigentes las retribuciones de los Altos 
Cargos del Gobierno de la Nación y sus 
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Órganos Consultivos en los mismos tér-
minos y cuantías establecidas en el 
artícu  lo 26.Uno de la Ley 51/2007, de 26 
de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2008.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las retribuciones de los Altos Cargos del 
Gobierno de la Nación se reducirán en 
un 15 por ciento en términos anuales, y 
las correspondientes a los Presidentes de 
sus Órganos consultivos en un 10 por 
ciento en términos anuales, quedando 
fijadas en las siguientes cuantías, sin de-
recho a pagas extraordinarias y referidas 
a doce mensualidades, sin perjuicio de la 
percepción de catorce mensualidades de 
la retribución por antigüedad que pudiera 
corresponderles de acuerdo con la nor-
mativa vigente y manteniéndose vigentes 
el resto de los aspectos contenidos en el 
artícu  lo 26.Uno de la Ley 51/2007, de 26 
de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2008:

  Euros

Presidente del Gobierno 78.185,04
Vicepresidente del Gobierno 73.486,32
Ministro del Gobierno 68.981,88
Presidente del Consejo de 

Estado 77.808,24

Presidente del Consejo Econó-
mico y Social 85.004,21

Dos. A) Con efectos de 1 de enero 
de 2010 a 31 de mayo de 2010 continúan 
vigentes las retribuciones de los Secreta-
rios de Estado, Subsecretarios, Directores 
Generales y asimilados en los mismos 
términos y cuantías establecidas en el 
artícu  lo 26.Dos de la Ley 51/2007, de 26 
de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2008 y, especialmente, en 
lo que se refiere a la paga extraordinaria 
del mes de junio de este año.

Dichos Altos Cargos percibirán el com-
plemento de productividad que, en su 
caso, y de acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 28.Uno.A), letra e) de la presente 

Ley, se asigne a los mismos por el titular 
del Departamento, dentro de los créditos 
asignados para tal fin, créditos que no 
experimentarán incremento en relación 
con los correspondientes a 2008, en tér-
minos homogéneos de número y tipo de 
Altos Cargos, y sin perjuicio de que las 
cantidades individuales asignadas puedan 
ser diferentes de acuerdo con lo previsto 
en la normativa reguladora de este com-
plemento.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010, 
la cuantía de las retribuciones de los Se-
cretarios de Estado y asimilados se redu-
cirán en un 10 por ciento en términos 
anuales, la de los Subsecretarios y asimi-
lados en un 9 por ciento en términos 
anuales y las de los Directores generales 
y asimilados en un 8 por ciento en tér-
minos anuales, a cuyo efecto se fijan las 
siguientes cuantías de sueldo y comple-
mento de destino, referidas a doce men-
sualidades, y complemento específico 
anual que se devengará de acuerdo con 
lo establecido en el artícu  lo 26.Dos de la 
Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado 
para 2008.

  

Secretario de 
Estado y 

asimilados 
Euros

Subsecreta-
rio y 

asimilados  
Euros

Director 
General y 
asimilados 

Euros

Sueldo 12.990,72 13.054,68 13.117,44
Comple-

mento 
de des-
tino 21.115,92 17.080,44 13.814,76

Comple-
mento 
especí-
fico 32.948,67 29.316,27 23.900,13

La paga extraordinaria que corres-
ponda en el mes de diciembre, incluirá, 
además de la cuantía del complemento 
de destino que se perciba de acuerdo 
con lo dispuesto en el párrafo anterior, 
la cuantía en concepto de sueldo y trie-
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nios que se recogen en el cuadro si-
guiente:

  

Secretario 
de Estado y 
asimilados  

–  
Euros

Subsecreta-
rio y 

asimilados  
–  

Euros

Director 
General y 
asimilados  

–  
Euros

Sueldo 594,69 648,83 702,87
Cuantía de 

c o m p l e -
mento de 
d e s t i n o 
m e n s u a l 
en cada 
p a g a 
extraordi-
naria 1.759,66 1.423,37 1.151,23

La paga extraordinaria del mes de 
junio de 2010 se regirá por lo dispuesto 
en el apartado Dos.A) de este artículo.

Se mantienen vigentes los restantes as-
pectos de su régimen retributivo en los 
términos del artícu  lo 26.Dos de la 
Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado 
para 2008.

Dichos Altos Cargos percibirán el com-
plemento de productividad que, en su 
caso, y de acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 28.Uno. B), letra e) de la pre-
sente Ley, se asigne a los mismos por el 
titular del Departamento, dentro de los 
créditos asignados para tal fin, créditos 
que experimentarán una disminución, 
del 10, del 9 y del 8 por ciento, respecti-
vamente, en términos anuales en función 
del tipo de Alto Cargo en relación con los 
asignados en 2008, y en términos homo-
géneos de número y tipo de Altos Cargos, 
y sin perjuicio de que las cantidades in-
dividuales asignadas puedan ser dife-
rentes de acuerdo con lo previsto en la 
normativa reguladora de este comple-
mento.

Tres. A) Las retribuciones de los Presi-
dentes de las Agencias estatales y de los 
Presidentes y Vicepresidentes de las enti-
dades públicas empresariales y demás 

entes públicos y, en su caso, las de los 
Directores Generales y Directores de los 
citados organismos, cuando les corres-
ponda el ejercicio de funciones ejecu-
tivas de máximo nivel, con efectos de 1 
de enero de 2010 a 31 de mayo de 2010, 
seguirán siendo las autorizadas a 31 de 
diciembre de 2009 por la Ministra de 
Economía y Hacienda.

En el caso de que su régimen retribu-
tivo les reconozca el derecho a pagas 
extraordinarias, la correspondiente al 
mes de junio de 2010 se abonará de 
acuerdo con las cuantías señaladas en el 
párrafo anterior.

B) Con efectos de1 de junio de 2010, 
la cuantía de las retribuciones de los Pre-
sidentes de las Agencias estatales y de los 
Presidentes y Vicepresidentes de las enti-
dades públicas empresariales y demás 
entes públicos y, en su caso, las de los 
Directores Generales y Directores de los 
citados organismos, cuando les corres-
ponda el ejercicio de funciones ejecu-
tivas de máximo nivel, se reducirán en 
un 10, un 9 o un 8 por ciento en términos 
anuales en función del rango que les co-
rresponda de acuerdo con lo establecido 
en sus normas reguladoras y de confor-
midad con los criterios indicados al res-
pecto en los apartados anteriores para los 
cargos del mismo o equivalente rango.

En el caso de que su régimen retribu-
tivo les reconozca el derecho a pagas 
extraordinarias, la correspondiente al 
mes de junio de 2010 se regirá por lo 
dispuesto en el apartado Tres. A) de este 
mismo artículo.

Cuatro. La fijación inicial de las retri-
buciones del personal directivo de las 
fundaciones del sector público estatal y 
de los consorcios participados mayorita-
riamente por la Administración General 
del Estado y sus Organismos, cuando les 
corresponda el ejercicio de funciones 
ejecutivas de máximo nivel, correspon-
derá a la Ministra de Economía y Ha-
cienda. Con efectos 1 de junio de 2010 a 
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este personal se le aplicará idéntica re-
ducción que la indicada en el apartado 
Tres. B) de este artículo aplicándose idén-
ticas prescripciones en relación con las 
pagas extraordinarias.

Cinco. Las retribuciones de los cargos 
a que se refieren los apartados Tres y 
Cuatro de este artículo que deban autori-
zarse por primera vez en 2010, lo serán 
por la Ministra de Economía y Hacienda 
a propuesta del titular del Departamento 
al que se encuentren adscritos con res-
peto al criterio señalado en dichos apar-
tados.

Seis. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
los apartados anteriores se percibirá, en 
catorce mensualidades, la retribución por 
antigüedad que pudiera corresponder de 
acuerdo con la normativa vigente. Asi-
mismo, mantendrán la categoría y rango 
que les corresponda de conformidad con 
la normativa vigente.

Siete. A) 1. Con efectos de 1 de enero 
de 2010 a 31 de mayo de 2010 continúan 
vigentes las retribuciones de los Conse-
jeros Permanentes y del Secretario Ge-
neral del Consejo de Estado en los mismos 
términos y cuantías establecidas en el 
artícu  lo 26.Cuatro.1 de la ley 51/2007, 
de 26 de diciembre, de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 2008, en especial 
lo que se refiere a la paga extraordinaria 
del mes de junio y sin perjuicio de la que 
pudiera corresponderles por el concepto 
de antigüedad.

2. Dentro de los créditos estable-
cidos al efecto, el Presidente del Consejo 
de Estado podrá asignar complemento de 
productividad a los Consejeros Perma-
nentes y Secretario General del mismo, 
de acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 28.Uno.A) letra e) de la presente 
Ley, créditos que no experimentarán in-
cremento en relación con los asignados 
en 2008, en términos homogéneos de 
número y tipo de cargos a que hace refe-
rencia este artícu  lo 26.Siete.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
la cuantía de las retribuciones de los Con-
sejeros Permanentes y del Secretario Ge-
neral del Consejo de Estado experimen-
tarán una reducción, de acuerdo con lo 
que se establece en el cuadro siguiente, 
del 9 por ciento en términos anuales sin 
perjuicio de la que pudiera correspon-
derles por el concepto de antigüedad y 
manteniéndose vigentes el resto de los 
aspectos establecidos en el artícu  lo 26.
Cuatro.1, de la Ley 51/2007, de 26 de 
diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2008:

  Euros

Sueldo (a percibir en 12 men-
sualidades) 13.054,68

Complemento de Destino (a 
percibir en 12 mensualida-
des) 22.817,28

Complemento Específico 35.521,60

El complemento específico anual se 
percibirá en los mismos términos que se 
establecen en el artícu  lo 26.Cuatro.1 de 
la Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado 
para 2008.

La paga extraordinaria que corres-
ponda en el mes de diciembre incluirá, 
además de la cuantía del complemento 
de destino que se perciba de acuerdo con 
lo dispuesto en el primer párrafo de esta 
letra, la cuantía en concepto de sueldo y 
trienios que se recogen en el cuadro si-
guiente:

  Euros

Sueldo 648,83
Complemento de Destino 1.901,44

La paga extraordinaria del mes de 
junio de 2010 se regirá por lo dispuesto 
en el apartado Siete,A) de este artículo.

2. Dentro de los créditos estable-
cidos al efecto, el Presidente del Consejo 
de Estado podrá asignar complemento de 
productividad a los Consejeros Perma-
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nentes y Secretario General del mismo, 
de acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 28.Uno. B) letra e) de la presente 
Ley, créditos que experimentarán, a partir 
del 1 de junio de 2010, una reducción 
del 9 por ciento en términos anuales en 
relación con los asignados en 2008, en 
términos homogéneos de número y tipo 
de cargos a que hace referencia este 
artícu  lo 26.Siete.

C) Además de las cantidades deri-
vadas de lo dispuesto en las letras A y B 
anteriores de este apartado Siete, dichos 
Altos Cargos percibirán, en su caso, las 
retribuciones fijadas en los Acuerdos 
aprobados por el propio Órgano en ma-
teria de adecuación por el concepto de 
antigüedad y, si hubieran tenido la con-
dición previa de funcionarios públicos, 
con independencia de su situación de 
actividad, jubilación o retiro como fun-
cionarios, tendrán derecho a seguir per-
feccionando los trienios reconocidos 
bajo dicha condición según la normativa 
en cada caso aplicable y a percibir, en 
catorce mensualidades, la diferencia re-
sultante por este concepto cuando la 
cuantía derivada de dicha normativa 
fuera superior a la aprobada en los refe-
ridos Acuerdos.

Artículo 28. Retribuciones de los funcio-
narios del Estado incluidos en el ámbi-
to de aplicación de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública en los 
términos de la Disposición Final Cuar-
ta de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del 
Estatuto Básico del Empleado Públi-
co.

Uno. A) Con efectos de 1 de enero 
a 31 de mayo de 2010 y de conformidad 
con lo establecido en los artículos 22.
apartados Dos, A) y Cinco, A) y 24.Uno. 
A) de esta Ley, las retribuciones a percibir 
por los funcionarios incluidos en el ám-
bito de aplicación de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, en los términos de la 
Disposición Final Cuarta de la Ley 7/2007, 

de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público, que desempeñen 
puestos de trabajo para los que el Go-
bierno ha aprobado la aplicación del ré-
gimen retributivo previsto en dicha Ley, 
sin perjuicio de la aplicación de lo pre-
visto en el artícu  lo 24. Dos de esta Ley, 
serán las siguientes:

a) El sueldo y los trienios que corres-
pondan al Grupo o Subgrupo en que se 
halle clasificado el Cuerpo o Escala a que 
pertenezca el funcionario, de acuerdo 
con las cuantías reflejadas en el 
artícu  lo 22. Cinco, A) de esta misma Ley, 
referidas a 12 mensualidades.

b) La paga extraordinaria del mes de 
junio, que se devengará de acuerdo con 
lo previsto en el artícu  lo 33 de la 
Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 1988. 
La cuantía de dicha paga será de una 
mensualidad de sueldo, trienios y com-
plemento de destino mensual que se per-
ciba de acuerdo con lo establecido en el 
artícu  lo 22.Dos, A).

Cuando los funcionarios hubieran 
prestado una jornada de trabajo reducida 
durante los seis meses inmediatos ante-
riores al mes de junio, el importe de la 
paga extraordinaria experimentará la co-
rrespondiente reducción proporcional.

c) Con efectos de 1 de enero de 2010 
hasta 31 de mayo de 2010 el comple-
mento de destino correspondiente al 
nivel del puesto de trabajo que se desem-
peñe, de acuerdo con las siguientes cuan-
tías referidas a doce mensualidades:

Nivel
Importe  

–  
Euros

30 12.236,76
29 10.975,92
28 10.514,52
27 10.052,76
26 8.819,28
25 7.824,84
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Nivel
Importe  

–  
Euros

24 7.363,20
23 6.901,92
22 6.440,04
21 5.979,12
20 5.554,08
19 5.270,52
18 4.986,72
17 4.703,04
16 4.420,08
15 4.136,04
14 3.852,72
13 3.568,68
12 3.285,00
11 3.001,44
10 2.718,12
9 2.576,40
8 2.434,20
7 2.292,60
6 2.150,76
5 2.008,92
4 1.796,28
3 1.584,24
2 1.371,36
1 1.158,84

En el ámbito de la docencia universi-
taria, la cuantía del complemento de des-
tino fijada en las escalas anteriores podrá 
ser modificada, en los casos en que así 
proceda de acuerdo con la normativa vi-
gente, sin que ello implique variación del 
nivel de complemento de destino asig-
nado al puesto de trabajo.

d) El complemento específico que, 
en su caso, esté asignado al puesto que 
se desempeñe, cuya cuantía anual, sin 
perjuicio de lo previsto en el artícu  lo 24.
Uno.A) letra a), experimentará con ca-
rácter general un incremento del 0,3 por 
ciento respecto de la aprobada para el 
ejercicio de 2009.

El complemento específico anual se 
percibirá en catorce pagas iguales de las 
que doce serán de percibo mensual y dos 
adicionales. A la paga adicional del mes 
de junio le será de aplicación lo dispuesto 
en el último párrafo del artícu  lo 22.
Dos.A) de esta ley.

e) El complemento de productividad, 
que retribuirá el especial rendimiento, la 
actividad y dedicación extraordinarias y 
el interés o iniciativa con que se desem-
peñen los puestos de trabajo.

Cada Departamento ministerial deter-
minará, dentro del crédito total dispo-
nible, las cuantías parciales asignadas a 
sus distintos ámbitos orgánicos, territo-
riales, funcionales o de tipo de puesto. 
Asimismo, determinará los criterios de 
distribución y de fijación de las cuantías 
individuales del complemento de pro-
ductividad, de acuerdo con las siguientes 
normas:

1.ª La valoración de la productividad 
deberá realizarse en función de circuns-
tancias objetivas relacionadas con el tipo 
de puesto de trabajo y el desempeño del 
mismo y, en su caso, con el grado de 
participación en la consecución de los 
resultados u objetivos asignados al co-
rrespondiente programa.

2.ª En ningún caso las cuantías asig-
nadas por complemento de productividad 
durante un período de tiempo originarán 
derechos individuales respecto de las va-
loraciones o apreciaciones correspon-
dientes a períodos sucesivos.

f) Las gratificaciones por servicios 
extraordinarios, que se concederán por 
los Departamentos ministeriales u Orga-
nismos públicos dentro de los créditos 
asignados a tal fin que no experimentarán 
crecimiento respecto a los asignados 
en 2009.

Estas gratificaciones tendrán carácter 
excepcional y solamente podrán ser re-
conocidas por servicios extraordinarios 
prestados fuera de la jornada normal de 
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trabajo sin que, en ningún caso, puedan 
ser fijas en su cuantía ni periódicas en su 
devengo, ni originar derechos indivi-
duales en períodos sucesivos.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
y de conformidad con lo establecido en 
los artículos 22, apartados dos.B) y 
cinco.B) y 24.Uno.B) de esta Ley, las re-
tribuciones a percibir por los funcionarios 
incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los 
términos de la Disposición Final Cuarta 
de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Es-
tatuto Básico del Empleado Público, que 
desempeñen puestos de trabajo para los 
que el Gobierno ha aprobado la aplica-
ción del régimen retributivo previsto en 
dicha Ley, sin perjuicio de la aplicación 
de lo previsto en el artícu  lo 24.Dos de 
esta Ley, serán las siguientes:

a) El sueldo y los trienios que corres-
pondan al Grupo o Subgrupo en que se 
halle clasificado el Cuerpo o Escala a que 
pertenezca el funcionario, de acuerdo 
con las cuantías reflejadas en el 
artícu  lo 22.Cinco.B) de esta misma Ley, 
referidas a 12 mensualidades.

b) La paga extraordinaria del mes de 
diciembre, que se devengará de acuerdo 
con lo previsto en el artícu  lo 33 de la 
Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 1988. 
La cuantía de dicha paga se fija de 
acuerdo con lo establecido en el 
artícu  lo 22. Dos. B) de esta ley.

La paga extraordinaria del mes de 
junio se regirá por lo dispuesto en el apar-
tado uno.A) de este artículo.

Cuando los funcionarios hubieran 
prestado una jornada de trabajo reducida 
durante los seis meses inmediatos ante-
riores al mes de diciembre, el importe de 
la paga extraordinaria experimentará la 
correspondiente reducción propor-
cional.

c) Con efectos de 1 de junio de 2010, 
el complemento de destino correspon-

diente al puesto de trabajo que se desem-
peñe, de acuerdo con las siguientes cuan-
tías referidas a doce mensualidades:

Nivel
Importe  

–  
Euros

30 11.625,00
29 10.427,16
28 9.988,80
27 9.550,20
26 8.378,40
25 7.433,64
24 6.995,04
23 6.556,92
22 6.118,08
21 5.680,20
20 5.276,40
19 5.007,00
18 4.737,48
17 4.467,96
16 4.199,16
15 3.929,28
14 3.660,12
13 3.390,36
12 3.120,84
11 2.851,44
10 2.582,28
9 2.447,64
8 2.312,52
7 2.178,00
6 2.043,24
5 1.908,48
4 1.706,52
3 1.505,04
2 1.302,84
1 1.101,00

En el ámbito de la docencia universi-
taria, la cuantía del complemento de des-
tino fijada en las escalas anteriores podrá 
ser modificada, en los casos en que así 
proceda de acuerdo con la normativa vi-
gente, sin que ello implique variación del 
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nivel de complemento de destino asig-
nado al puesto de trabajo.

d) El complemento específico que, 
en su caso, esté asignado al puesto que 
se desempeñe, cuya cuantía anual, sin 
perjuicio de lo previsto en el artícu  lo 24.
Uno.B), letra a), experimentará una re-
ducción de 5 por ciento respecto de la 
vigente a 31 de mayo de 2010.

El complemento específico anual se 
percibirá en catorce pagas iguales de las 
que doce serán de percibo mensual y dos 
adicionales. La paga adicional del mes de 
diciembre será del mismo importe men-
sual que el complemento específico men-
sual que corresponda en este período.

e) El complemento de productividad, 
que retribuirá el especial rendimiento, la 
actividad y dedicación extraordinarias y 
el interés o iniciativa con que se desem-
peñen los puestos de trabajo.

Cada Departamento ministerial deter-
minará, dentro del crédito total dispo-
nible, que experimentará una reducción, 
con efectos de 1 de junio de 2010 y en 
términos anuales, del 5 por ciento res-
pecto de los créditos autorizados 
para 2010, las cuantías parciales asig-
nadas a sus distintos ámbitos orgánicos, 
territoriales, funcionales o de tipo de 
puesto. Así mismo, determinará los crite-
rios de distribución y de fijación de las 
cuantías individuales del complemento 
de productividad, de acuerdo con las si-
guientes normas:

1.ª La valoración de la productividad 
deberá realizarse en función de circuns-
tancias objetivas relacionadas con el tipo 
de puesto de trabajo y el desempeño del 
mismo y, en su caso, con el grado de 
participación en la consecución de los 
resultados u objetivos asignados al co-
rrespondiente programa.

2.ª En ningún caso las cuantías asig-
nadas por complemento de productividad 
durante un período de tiempo originarán 
derechos individuales respecto de las va-

loraciones o apreciaciones correspon-
dientes a períodos sucesivos.

f) Las gratificaciones por servicios 
extraordinarios, que se concederán por 
los Departamentos ministeriales u Orga-
nismos públicos dentro de los créditos 
asignados a tal fin que experimentarán 
una reducción, con efectos de 1 de junio 
de 2010 y en términos anuales, del 5 por 
ciento respecto de los créditos autori-
zados para 2010.

Estas gratificaciones tendrán carácter 
excepcional y solamente podrán ser re-
conocidas por servicios extraordinarios 
prestados fuera de la jornada normal de 
trabajo sin que, en ningún caso, puedan 
ser fijas en su cuantía ni periódicas en su 
devengo, ni originar derechos indivi-
duales en períodos sucesivos.

Dos.–De acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno de esta Ley, el Ministerio 
de Economía y Hacienda podrá modificar 
la cuantía de los créditos globales desti-
nados a atender el complemento de pro-
ductividad, las gratificaciones por servi-
cios extraordinarios y otros incentivos al 
rendimiento, para adecuarla al número 
de efectivos asignados a cada programa 
y al grado de consecución de los obje-
tivos fijados al mismo. Los Departamentos 
ministeriales, a su vez, darán cuenta de 
los criterios de asignación y las cuantías 
individuales de dichos incentivos a los 
Ministerios de Economía y Hacienda y de 
la Presidencia, especificando los criterios 
de concesión aplicados.

Tres.–Los funcionarios interinos in-
cluidos en el ámbito de aplicación de la 
Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público, percibirán 
las retribuciones básicas establecidas en 
esta ley, incluidos trienios, correspon-
dientes al grupo o subgrupo en el que 
esté incluido el Cuerpo en que ocupen 
vacante, las retribuciones complementa-
rias que correspondan al puesto de tra-
bajo que desempeñen, excluidas las que 
estén vinculadas a la condición de fun-
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cionario de carrera, siendo de aplicación 
a este colectivo lo previsto en el artícu  lo 28 
de la presente Ley respecto a la percep-
ción del complemento específico.

Cuatro.–El personal eventual regulado 
en el artícu  lo 12 de la Ley 7/2007, de 12 
de abril, del Estatuto Básico del Em-
pleado Público, percibirá las retribu-
ciones por sueldo y pagas extraordina-
rias correspondientes al grupo o subgrupo 
de clasificación de la presente Ley al que 
el Ministerio de la Presidencia asimile 
sus funciones, y las retribuciones com-
plementarias que correspondan al puesto 
de trabajo, reservado a personal even-
tual, que desempeñe, siendo de aplica-
ción lo previsto en el artícu  lo 28, de esta 
Ley respecto a la percepción del com-
plemento específico.

Los funcionarios de carrera que, en 
situación de activo o de servicios espe-
ciales, ocupen puestos de trabajo reser-
vados a personal eventual percibirán las 
retribuciones básicas correspondientes a 
su grupo o subgrupo de clasificación, in-
cluidos trienios, en su caso, y las retribu-
ciones complementarias que corres-
pondan al puesto de trabajo que desem-
peñen, siéndoles de aplicación lo 
dispuesto en artícu  lo 28.Uno de la pre-
sente Ley respecto a las pagas extraordi-
narias.

Cinco.–El complemento de producti-
vidad podrá asignarse, en su caso, a los 
funcionarios interinos y al personal even-
tual, así como a los funcionarios en prác-
ticas, cuando las mismas se realicen des-
empeñando un puesto de trabajo, siempre 
que esté autorizada su aplicación a los 
funcionarios de carrera que desempeñen 
análogos puestos de trabajo, salvo que 
dicho complemento esté vinculado a la 
condición de funcionario de carrera. Así 
mismo, podrán beneficiarse de las apor-
taciones a Planes o Fondos de Pensiones 
en las mismas condiciones que los fun-
cionarios de carrera.

Seis.–Los funcionarios en cualquier si-
tuación administrativa en la que, de 
acuerdo con la normativa vigente apli-
cable en cada caso, tuvieran reconocido 
el derecho a la percepción de trienios 
percibirán, además, el importe de la parte 
proporcional que, por dicho concepto, 
corresponda a las pagas extraordinarias.

Siete.–Cuando el nombramiento de 
funcionarios en prácticas a que se refiere 
el artícu  lo 24.1 del Reglamento aprobado 
por Real Decreto 364/1995, de 10 de 
marzo, recaiga en funcionarios de carrera 
de otro Cuerpo o Escala de grupos y/o 
subgrupos de titulación inferior a aquél 
en que se aspira a ingresar, durante el 
tiempo correspondiente al período de 
prácticas o el curso selectivo, éstos se-
guirán percibiendo los trienios en cada 
momento perfeccionados computándose 
dicho tiempo, a efectos de consolidación 
de trienios y de derechos pasivos, como 
servido en el nuevo Cuerpo o Escala en 
el caso de que, de manera efectiva, se 
adquiera la condición de funcionario de 
carrera en estos últimos.

Artículo 29. Retribuciones del personal 
de las Fuerzas Armadas.

Uno.–A) Las retribuciones y otras re-
muneraciones del personal de las Fuerzas 
Armadas cuyas retribuciones básicas se 
vengan imputando al artícu  lo 10 de la 
estructura económica del gasto de los 
Presupuestos Generales del Estado y de 
sus organismos públicos, no experimen-
tarán variación con efectos de 1 de enero 
a 31 de mayo de 2010 respecto a las es-
tablecidas para el año 2008, sin perjuicio 
de la retribución por antigüedad que pu-
diera corresponderles. Asimismo, perci-
birán el complemento de dedicación es-
pecial que, en su caso, se atribuya a los 
mismos por el titular del Departamento, 
dentro de los créditos asignados a tal fin; 
estos créditos no tendrán incremento al-
guno respecto de los existentes en el 
año 2008, en términos homogéneos de 
número y tipo de cargo.
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B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las retribuciones y otras remuneraciones 
del personal de las Fuerzas Armadas 
cuyas retribuciones básicas se vengan im-
putando al artícu  lo 10 de la estructura 
económica del gasto de los Presupuestos 
Generales del Estado y de sus organismos 
públicos, experimentarán una reducción, 
respecto a las establecidas para el 
año 2008, del 10, del 9 o del 8 ciento de 
acuerdo con las normas establecidas en 
el artículo26.Dos.B) de esta ley, en tér-
minos anuales, en función del rango que 
tengan asignado, sin perjuicio de la retri-
bución por antigüedad que pudiera co-
rresponderles. Asimismo, percibirán el 
complemento de dedicación especial 
que, en su caso, se atribuya a los mismos 
por el titular del Departamento, dentro de 
los créditos asignados a tal fin; estos cré-
ditos tendrán una reducción, en función 
de su rango de acuerdo con lo dispuesto 
en este apartado, del 10, del 9 o del 8 por 
ciento, en términos anuales, respecto de 
los existentes en el año 2008, en términos 
homogéneos de número y tipo de cargo.

Dos.–I) De acuerdo con lo previsto en 
el artícu  lo 24.Uno.A) de esta Ley, las re-
tribuciones a percibir en el periodo de 1 
de enero a 31 de mayo de 2010 por los 
militares profesionales contemplados en 
la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de 
la carrera militar, no incluidos en el apar-
tado anterior, serán las siguientes:

A) Las retribuciones básicas, ex-
cluidos trienios en los casos en que la 
normativa así lo prevea, que corres-
pondan al grupo o subgrupo de equiva-
lencia en que se halle clasificado el em-
pleo correspondiente, en la cuantía esta-
blecida para los funcionarios del Estado 
incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Me-
didas para la Reforma de la Función Pú-
blica, en los términos de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público, y de acuerdo con lo 
establecido en el artícu  lo 22.Cinco.A) de 
esta ley.

La valoración y devengo de los trienios 
y de la paga extraordinaria del mes de 
junio se efectuará de acuerdo con la nor-
mativa específica aplicable a este per-
sonal, así como de acuerdo con lo dis-
puesto en el artícu  lo 22.Dos.A) de esta 
Ley y, supletoriamente, con la normativa 
de los funcionarios incluidos en el ámbito 
de la referida Ley, siendo igualmente de 
aplicación al personal en activo lo dis-
puesto en el artícu  lo 24.Uno.A), letra a), 
segundo párrafo, de la presente Ley en 
relación con las citadas pagas, por lo que 
se incluirá en las mismas la cuantía del 
complemento de empleo mensual que 
perciba.

B) Las retribuciones complementa-
rias de carácter general, el componente 
singular del complemento específico y el 
complemento por incorporación, en su 
caso, que experimentarán un incremento 
del 0,3 por ciento respecto de las estable-
cidas en 2009, sin perjuicio de lo previsto 
en el artícu  lo 24.Uno.A), letra a), de la 
presente Ley.

C) El complemento de dedicación 
especial, incluido el concepto de «aten-
ción continuada» a que hace referencia 
el artícu  lo 13.1 del Real De-
creto 1314/2005 begin_of_the_skype_
highlighting 1314/2005 end_of_the_
skype_highlighting, de 4 de noviembre, y 
la gratificación por servicios extraordina-
rios, cuyas cuantías serán determinadas 
por el Ministerio de Defensa dentro de los 
créditos que se asignen específicamente 
para estas finalidades.

El crédito correspondiente a gratifica-
ciones extraordinarias no experimentará 
variación respecto del asignado en 2009, 
en términos de homogeneidad con dicho 
año.

De acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno. A), letra b), de esta Ley 
y en la regulación específica del régimen 
retributivo del personal militar, la Ministra 
de Economía y Hacienda podrá modificar 
la cuantía de los créditos destinados a 
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atender la dedicación especial y la grati-
ficación por servicios extraordinarios, 
para adecuarla al número de efectivos 
asignados a cada programa y al grado de 
consecución de los objetivos fijados al 
mismo.

En ningún caso, las cuantías asignadas 
por complemento de dedicación especial 
o por gratificación por servicios extraor-
dinarios originarán derechos individuales 
respecto de valoraciones o apreciaciones 
correspondientes a períodos sucesivos.

D) El incentivo por años de servicio, 
cuyas cuantías y requisitos, para su per-
cepción, serán fijadas por la Ministra de 
Defensa, previo informe favorable de la 
Ministra de Economía y Hacienda.

II) Con efectos de 1 de junio de 2010 
y de acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno, B) de esta Ley, las retri-
buciones a percibir por los militares pro-
fesionales contemplados en la 
Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la 
carrera militar, no incluidos en el apar-
tado anterior, serán las siguientes:

A) Las retribuciones básicas, ex-
cluidos trienios en los casos en que la 
normativa así lo prevea, que corres-
pondan al grupo o subgrupo de equiva-
lencia en que se halle clasificado el em-
pleo correspondiente, en la cuantía esta-
blecida para los funcionarios del Estado 
incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Me-
didas para la Reforma de la Función Pú-
blica en los términos de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público y de acuerdo con lo 
establecido en el artícu  lo 22.Cinco, B) de 
esta ley.

La valoración y devengo de los trienios 
y de la paga extraordinaria del mes de 
diciembre se efectuará de acuerdo con la 
normativa específica aplicable a este per-
sonal y, supletoriamente, con la norma-
tiva de los funcionarios incluidos en el 
ámbito de la referida Ley, siendo igual-
mente de aplicación al personal en activo 

lo dispuesto en el artícu  lo 24.Uno. B) 
letra a), segundo párrafo, de la presente 
Ley en relación con la citada paga, por lo 
que se incluirá en las mismas la cuantía 
del complemento de empleo mensual 
que perciba.

La paga extraordinaria del mes de 
junio de 2010 se regirá por lo dispuesto 
en el apartado Dos, I de este artículo.

B) Las retribuciones complementa-
rias de carácter general, el componente 
singular del complemento específico y el 
complemento por incorporación, en su 
caso, que experimentarán una reducción 
del 5 por ciento, en términos anuales, 
respecto de las establecidas a 31 de mayo 
de 2010, sin perjuicio de lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno.B), letra a) de la presente 
Ley.

C) El complemento de dedicación 
especial, incluido el concepto de «aten-
ción continuada» a que hace referencia el 
artícu  lo 13.1 del Real Decreto 1314/2005 
b e g i n _ o f _ t h e _ s k y p e _ h i g h -
lighting 1314/2005 end_of_the_skype_
highlighting, de 4 de noviembre, y la gra-
tificación por servicios extraordinarios, 
cuyas cuantías serán determinadas por el 
Ministerio de Defensa dentro de los cré-
ditos que se asignen específicamente para 
estas finalidades.

Los citados créditos experimentarán 
una reducción, con efectos de 1 de junio 
de 2010, del 5 por ciento en términos 
anuales o respecto de los créditos autori-
zados para 2010 en términos de homoge-
neidad con dicho año.

De acuerdo con lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno. B) letra b) de esta Ley y 
en la regulación específica del régimen 
retributivo del personal militar, la Ministra 
de Economía y Hacienda podrá modificar 
la cuantía de los créditos destinados a 
atender la dedicación especial y la grati-
ficación por servicios extraordinarios, 
para adecuarla al número de efectivos 
asignados a cada programa y al grado de 
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consecución de los objetivos fijados al 
mismo.

En ningún caso, las cuantías asignadas 
por complemento de dedicación especial 
o por gratificación por servicios extraor-
dinarios originarán derechos individuales 
respecto de valoraciones o apreciaciones 
correspondientes a períodos sucesivos.

D) El incentivo por años de servicio, 
cuyas cuantías y requisitos, para su per-
cepción, serán fijadas por la Ministra de 
Defensa, previo informe favorable de la 
Ministra de Economía y Hacienda.

Tres. Cuando el Ministerio de Defensa 
haya suscrito conciertos con las Univer-
sidades para la utilización de las Institu-
ciones sanitarias del Departamento según 
las bases establecidas para el régimen de 
los mismos en el Real Decreto 1652/1991 
b e g i n _ o f _ t h e _ s k y p e _ h i g h -
lighting 1652/1991 end_of_the_skype_
highlighting, de 11 de octubre, el per-
sonal militar médico y sanitario que 
ocupe puestos de trabajo en dichos cen-
tros con la condición de plazas vincu-
ladas percibirá en 2010, además de las 
retribuciones básicas que les corres-
ponda, en concepto de retribuciones 
complementarias, los complementos de 
destino, específico y de productividad en 
las cuantías establecidas en aplicación de 
la base decimotercera. ocho, 4, 5 y 6.a) 
y b) del citado Real Decreto.

Dicho personal podrá percibir asi-
mismo la ayuda para vestuario y las pen-
siones de recompensas, el importe del 
complemento de dedicación especial en 
concepto de atención continuada, según 
lo establecido, y en función del periodo, 
en los apartados I y II, letra C) del número 
anterior, así como las prestaciones fami-
liares a que hace referencia el artícu  lo 13.1 
del Reglamento de Retribuciones del Per-
sonal de las Fuerzas Armadas, aprobado 
por Real Decreto 1314/2005 begin_of_
the_skype_highlighting 1314/2005 end_
of_the_skype_highlighting, de 4 de no-
viembre, todo ello sin perjuicio del cum-

plimiento de lo dispuesto en cuanto a la 
nómina única por la Universidad y a los 
mecanismos de compensación presu-
puestaria a que se refieren, respectiva-
mente, el apartado siete de la citada base 
decimotercera y las bases establecidas al 
efecto en el correspondiente concierto.

Cuatro. Los miembros de las Fuerzas 
Armadas que ocupen puestos de trabajo 
incluidos en las relaciones de puestos de 
trabajo del Ministerio de Defensa o sus 
Organismos autónomos, percibirán en el 
año 2010, y en función del periodo del 
año, las retribuciones básicas correspon-
dientes a su empleo militar, de acuerdo 
con lo establecido en el número Dos de 
este artículo, y las complementarias asig-
nadas al puesto que desempeñen, de 
acuerdo con las cuantías establecidas en 
la presente Ley para los funcionarios del 
Estado incluidos en el ámbito de aplica-
ción de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
en los términos de la disposición final 
cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de abril, 
todo ello sin perjuicio de continuar per-
cibiendo las pensiones y gratificaciones 
que sean consecuencia de recompensas 
militares, así como la ayuda para ves-
tuario en la misma cuantía y condiciones 
que el resto del personal de las Fuerzas 
Armadas.

Cinco. Asimismo, al personal al que se 
refiere este artículo le será de aplicación lo 
previsto en el artícu  lo 24.Dos, en su caso, 
teniendo en cuenta lo establecido en el 
Texto Refundido de la Ley de Regulación 
de los Planes y Fondos de Pensiones.

Lo dispuesto en el presente artículo 
debe entenderse sin perjuicio de la regu-
lación específica que para determinados 
conceptos y personal de las Fuerzas Ar-
madas se establece en la normativa vi-
gente.

Artículo 30. Retribuciones del personal 
del Cuerpo de la Guardia Civil.

Uno. A) Las retribuciones y otras remu-
neraciones del personal del Cuerpo de la 
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Guardia Civil cuyas retribuciones básicas 
se imputen al artícu  lo 10 de la estructura 
económica del gasto de los Presupuestos 
Generales del Estado y de sus organismos 
públicos, no experimentarán variación 
con efectos de 1 de enero a 31 de mayo 
de 2010 respecto a las establecidas para 
el año 2008, sin perjuicio de la retribu-
ción por antigüedad que pudiera corres-
ponderles. Asimismo, percibirán el com-
plemento de productividad que, en su 
caso, se atribuya a los mismos por el ti-
tular del Departamento, dentro de los 
créditos asignados a tal fin; estos créditos 
no tendrán incremento alguno respecto 
de los existentes en el año 2008, en tér-
minos homogéneos de número y tipo de 
cargo.

B) Con efectos 1 de junio de 2010 las 
retribuciones y otras remuneraciones del 
personal del Cuerpo de la Guardia Civil 
cuyas retribuciones básicas se imputen al 
artícu  lo 10 de la estructura económica 
del gasto de los Presupuestos Generales 
del Estado y de sus organismos públicos, 
experimentarán una reducción, en fun-
ción del rango que tengan asignado, 
del 10, del 9 o del 8 por ciento de acuerdo 
con las normas establecidas en el 
artícu  lo 26.Dos.B) de esta ley, en tér-
minos anuales, respecto a las establecidas 
para el año 2008, sin perjuicio de la re-
tribución por antigüedad que pudiera 
corresponderles. Asimismo, percibirán el 
complemento de productividad que, en 
su caso, se atribuya a los mismos por el 
titular del Departamento, dentro de los 
créditos asignados a tal fin; estos créditos 
tendrán una reducción, en función de su 
rango de acuerdo con lo dispuesto en 
este apartado, del 10, del 9 o del 8 por 
ciento, en términos anuales, respecto de 
los existentes en el año 2008, en términos 
homogéneos de número y tipo de cargo.

Dos. I) De acuerdo con lo dispuesto en 
el artícu  lo 24.Uno. A) de esta Ley, las 
retribuciones a percibir con efectos de 1 
de enero a 31 de mayo de 2010 por el 
personal del Cuerpo de la Guardia Civil, 

no incluido en el apartado Uno de este 
artículo, serán las siguientes:

a) Las retribuciones básicas que co-
rrespondan al Grupo o Subgrupo de equi-
valencia en que se halle clasificado el 
empleo correspondiente, en la cuantía 
establecida para los funcionarios del Es-
tado incluidos en el ámbito de aplicación 
de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la Reforma de la Función 
Pública, en los términos de la Disposi-
ción Final Cuarta de la Ley 7/2007, de 12 
de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público, en el artícu  lo 22.Cinco, A) de 
esta Ley.

La valoración y devengo de los trienios 
y de la paga extraordinaria del mes de 
junio se efectuará de acuerdo con la nor-
mativa aplicable a este personal de 
acuerdo con lo dispuesto en el artícu  lo 22.
Dos. A) de esta Ley y, supletoriamente, 
con la normativa de los funcionarios pú-
blicos incluidos en el ámbito de aplica-
ción de la referida Ley 30/1984, siendo 
igualmente de aplicación para el personal 
en servicio activo lo dispuesto en el se-
gundo párrafo del artícu  lo 24.Uno. A), 
letra a), de la presente Ley en relación 
con las citadas pagas extraordinarias, por 
lo que se incluirá en las mismas la cuantía 
del complemento de destino mensual 
que se perciba.

b) Las retribuciones complementa-
rias de carácter fijo y periódico, que ex-
perimentarán un incremento del 0,3 por 
ciento respecto de las establecidas 
en 2009, sin perjuicio, en su caso, de lo 
previsto en el artícu  lo 24.Uno. A), letra 
a), de esta Ley.

El complemento de productividad y las 
gratificaciones por servicios extraordina-
rios se regirán por las normas estable-
cidas para los funcionarios del Estado 
incluidos en el ámbito de aplicación del 
artícu  lo 28 de esta Ley determinándose 
sus cuantías por el Ministerio del Interior 
dentro de los créditos que se asignen para 
estas finalidades. El crédito correspon-
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diente a gratificaciones extraordinarias 
no experimentará crecimiento respecto 
del asignado en 2009 en términos de ho-
mogeneidad con dicho año.

II) Con efectos de 1 de junio de 2010 
y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artícu  lo 24.Uno B) de esta Ley, las retri-
buciones a percibir por el personal del 
Cuerpo de la Guardia Civil, no incluido 
en el apartado Uno de este artículo, serán 
las siguientes:

a) Las retribuciones básicas que co-
rrespondan al Grupo o Subgrupo de equi-
valencia en que se halle clasificado el 
empleo correspondiente, en la cuantía 
establecida para los funcionarios del Es-
tado incluidos en el ámbito de aplicación 
de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la Reforma de la Función 
Pública, en los términos de la disposición 
final cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de 
abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público, en el artícu  lo 22.Cinco, B).

La valoración y devengo de los trienios 
y de la paga extraordinaria del mes de 
diciembre se efectuará de acuerdo con la 
normativa aplicable a este personal así 
como de acuerdo con lo dispuesto en el 
artícu  lo 22.Dos. B) de esta Ley y, supleto-
riamente, con la normativa de los funcio-
narios públicos incluidos en el ámbito de 
aplicación de la referida Ley 30/1984, 
siendo igualmente de aplicación para el 
personal en servicio activo lo dispuesto 
en el segundo párrafo del artícu  lo 24.
Uno. B), letra a) ,de la presente Ley en 
relación con las citadas pagas extraordi-
narias, por lo que se incluirá en las 
mismas la cuantía del complemento de 
destino mensual que se perciba.

La paga extraordinaria del mes de 
junio de 2010 se regirá por lo dispuesto 
en el apartado Dos, I de este artículo.

b) Las retribuciones complementa-
rias de carácter fijo y periódico, que ex-
perimentarán una reducción del 5 por 
ciento, en términos anuales, respecto de 
las establecidas a 31 de mayo de 2010 sin 

perjuicio, en su caso, de lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno. B), letra a), de esta Ley.

El complemento de productividad y las 
gratificaciones por servicios extraordina-
rios se regirán por las normas estable-
cidas para los funcionarios del Estado 
incluidos en el ámbito de aplicación del 
artícu  lo 28 de esta Ley determinándose 
sus cuantías por el Ministerio del Interior 
dentro de los créditos que se asignen para 
estas finalidades. Los citados créditos ex-
perimentarán una reducción, con efectos 
de 1 de junio de 2010, del 5 por ciento, 
en términos anuales, respecto de los cré-
ditos autorizados para 2010 en términos 
de homogeneidad con dicho año.

Tres. Asimismo, al personal al que se 
refiere este artículo le será de aplicación 
lo previsto en el artícu  lo 24.Dos, en su 
caso, teniendo en cuenta lo establecido 
en el Texto Refundido de la Ley de Regu-
lación de los Planes y Fondos de Pen-
siones.

Artículo 31. Retribuciones del personal 
del Cuerpo Nacional de Policía.

Uno. A) Las retribuciones y otras remu-
neraciones del personal del Cuerpo Na-
cional de Policía cuyas retribuciones bá-
sicas se imputen al artícu  lo 10 de la es-
tructura económica del gasto de los 
Presupuestos Generales del Estado y de 
sus organismos públicos no experimen-
tarán variación en el periodo entre el 1 de 
enero y 31 de mayo de 2010 respecto a 
las establecidas para el año 2008, sin per-
juicio de la retribución por antigüedad 
que pudiera corresponderles. Asimismo, 
percibirán el complemento de producti-
vidad que, en su caso, se atribuya a los 
mismos por el titular del Departamento, 
dentro de los créditos asignados a tal fin; 
estos créditos no tendrán incremento al-
guno respecto de los existentes en el 
año 2008, en términos homogéneos de 
número y tipo de cargo.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las retribuciones y otras remuneraciones 
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del personal del Cuerpo Nacional de Po-
licía cuyas retribuciones básicas se im-
puten al artícu  lo 10 de la estructura eco-
nómica del gasto de los Presupuestos 
Generales del Estado y de sus organismos 
públicos experimentarán una reducción, 
respecto a las establecidas para el 
año 2008, del 10, del 9 o del 8 por ciento 
de acuerdo con las normas establecidas 
en el artícu  lo 26.Dos. B) de esta ley, en 
términos anuales, en función del rango 
que tengan asignado, sin perjuicio de la 
retribución por antigüedad que pudiera 
corresponderles. Asimismo, percibirán el 
complemento de productividad que, en 
su caso, se atribuya a los mismos por el 
titular del Departamento, dentro de los 
créditos asignados a tal fin; estos créditos 
tendrán una reducción del 10, del 9 o 
del 8 por ciento, en términos anuales, en 
función de su rango de acuerdo con lo 
dispuesto en este apartado, respecto de 
los existentes en el año 2008, en términos 
homogéneos de número y tipo de cargo.

Dos. I) De acuerdo con lo dispuesto en 
el artícu  lo 24.Uno, A) de esta Ley, las 
retribuciones a percibir con efectos de 1 
de enero a 31 de mayo de 2010 por los 
funcionarios del Cuerpo Nacional de Po-
licía, no incluidos en el apartado anterior, 
serán las siguientes:

a) Las retribuciones básicas que co-
rrespondan al Grupo o Subgrupo de equi-
valencia en que se halle clasificada, a 
efectos económicos, la categoría corres-
pondiente, en la cuantía establecida para 
los funcionarios incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la Reforma de la 
Función Pública en los términos de la 
disposición final cuarta de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público en el artícu  lo 22.
Cinco. A) de esta Ley.

La valoración y devengo de los trienios 
y de la paga extraordinaria del mes de 
junio se efectuará de acuerdo con la nor-
mativa aplicable a este personal y de 

acuerdo con lo dispuesto en el artícu  lo 22.
Dos. A) de esta Ley y, supletoriamente, 
con la normativa de los funcionarios in-
cluidos en el ámbito de aplicación de la 
referida Ley 30/1984, siendo igualmente 
de aplicación para el personal en servicio 
activo lo dispuesto en el segundo párrafo 
del artícu  lo 24.Uno. A), letra a), de la 
presente Ley en relación con las citadas 
pagas extraordinarias por lo que se in-
cluirá en las mismas la cuantía del com-
plemento de destino mensual que se per-
ciba.

b) Las retribuciones complementa-
rias de carácter fijo y periódico, que ex-
perimentarán un incremento del 0,3 por 
ciento respecto de las establecidas 
en 2009, sin perjuicio, en su caso, de lo 
previsto en el artícu  lo 24.Uno. A), letra 
a), de esta Ley.

El complemento de productividad y las 
gratificaciones por servicios extraordina-
rios se regirán por las normas estable-
cidas para los funcionarios del Estado 
incluidos en el artícu  lo 28 de esta Ley 
determinándose sus cuantías por el Mi-
nisterio del Interior dentro de los créditos 
que se asignen para estas finalidades. El 
crédito correspondiente a gratificaciones 
extraordinarias no experimentará creci-
miento respecto del asignado en 2009 en 
términos de homogeneidad con dicho 
año.

II) Con efectos de 1 de junio de 2010 
y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artícu  lo 24.Uno, B) de esta Ley, las retri-
buciones a percibir por los funcionarios 
del Cuerpo Nacional de Policía, no in-
cluidos en el apartado anterior, serán las 
siguientes:

a) Las retribuciones básicas que co-
rrespondan al Grupo o Subgrupo de equi-
valencia en que se halle clasificada, a 
efectos económicos, la categoría corres-
pondiente, en la cuantía establecida para 
los funcionarios incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la Reforma de la 
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Función Pública en los términos de la 
disposición final cuarta de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público en el artícu  lo 22.
Cinco. B) de esta Ley.

La valoración y devengo de los trienios 
y de la paga extraordinaria del mes de 
diciembre se efectuará de acuerdo con la 
normativa aplicable a este personal y de 
lo dispuesto en el artícu  lo 22.Dos. B) de 
esta Ley y, supletoriamente, con la nor-
mativa de los funcionarios incluidos en el 
ámbito de aplicación de la referida 
Ley 30/1984, siendo igualmente de apli-
cación para el personal en servicio activo 
lo dispuesto en el segundo párrafo del 
artícu  lo 24.Uno. B) letra a) de la presente 
Ley en relación con las citadas pagas ex-
traordinarias por lo que se incluirá en las 
mismas la cuantía del complemento de 
destino mensual que se perciba.

La paga extraordinaria del mes de 
junio de 2010 se regirá por lo dispuesto 
en el apartado Dos,I) de este artículo.

b) Las retribuciones complementa-
rias de carácter fijo y periódico, que ex-
perimentarán una reducción del 5 por 
ciento, en términos anuales, respecto de 
las establecidas a 31 de mayo de 2010, 
sin perjuicio, en su caso, de lo previsto en 
el artícu  lo 24.Uno. B), letra a), de esta 
Ley.

El complemento de productividad y las 
gratificaciones por servicios extraordina-
rios se regirán por las normas estable-
cidas para los funcionarios del Estado 
incluidos en el artícu  lo 28 de esta Ley 
determinándose sus cuantías por el Mi-
nisterio del Interior dentro de los créditos 
que se asignen para estas finalidades Los 
citados créditos experimentarán una re-
ducción, con efectos de 1 de junio 
de 2010 y en términos anuales, del 5 por 
ciento respecto de los créditos autori-
zados para 2010 en términos de homoge-
neidad con dicho año.

Tres.–Asimismo les será de aplicación 
lo previsto en el artícu  lo 24.Dos, en su 

caso, teniendo en cuenta lo establecido 
en el Texto Refundido de la Ley de Regu-
lación de los Planes y Fondos de Pen-
siones.

Artículo 32. Retribuciones de los miem-
bros de las Carreras Judicial y Fiscal, 
de los del Cuerpo de Secretarios Judi-
ciales y del personal al servicio de la 
Administración de Justicia.

Uno. I) De acuerdo con lo dispuesto 
en el artícu  lo 24.Uno. A) de esta Ley, las 
retribuciones a percibir con efectos de 1 
de enero a 31 de mayo de 2010 por los 
miembros de las carreras judicial y fiscal 
serán las siguientes:

1. El sueldo, a que se refieren los 
Anexos I y IV, respectivamente, de la 
Ley 15/2003, de 26 de mayo, reguladora 
del régimen retributivo de las carreras 
judicial y fiscal, queda establecido para 
el periodo entre el 1 de enero y 31 de 
mayo de 2010, en las cuantías siguientes 
referidas a doce mensualidades:

  Euros

Carrera Judicial:   
Presidente de la Audiencia 

Nacional (no magistrado del 
Tribunal Supremo 26.517,36

Presidente de Sala de la Audien-
cia Nacional (no magistrado 
del Tribunal Supremo 25.121,04

Presidente del Tribunal Supe-
rior Justicia 25.599,60

Magistrado 22.755,96
Juez 19.910,88
Carrera Fiscal:   
Fiscal Superior de la Comuni-

dad Autónoma 25.599,60
Fiscal 22.755,96
Abogado Fiscal 19.910,88

2. La retribución por antigüedad o 
trienios que, en su caso, corresponda.

3. La paga extraordinaria del mes de 
junio, que se devengará de acuerdo con 
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la normativa aplicable a los funcionarios 
incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los 
términos de la disposición final cuarta de 
la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público, será de una 
mensualidad del sueldo de acuerdo con 
las cuantías señaladas en el número 1 
anterior, antigüedad o trienios, según el 
caso, y la cuantía que se señala en el 
Anexo X de esta Ley, para dicha paga.

4. Las retribuciones complementa-
rias y las variables y especiales de los 
miembros de las carreras judicial y fiscal 
experimentarán un incremento del 0,3 
por ciento respecto de las vigentes 
en 2009.

El crédito total destinado a las retribu-
ciones variables por objetivos de los 
miembros de las carreras judicial y fiscal 
señaladas en el Capítulo III del Título I y 
en el Título II de la Ley 15/2003, no podrá 
exceder del 5 por ciento de la cuantía 
global de las retribuciones fijas que estu-
vieran vigentes en 2009 de los miembros 
de las carreras judicial y fiscal, respecti-
vamente.

5. Asimismo, al personal a que se 
refiere este apartado le será de aplicación 
lo previsto el artícu  lo 24.Dos de la pre-
sente Ley, conforme a la titulación corres-
pondiente a las distintas Carreras.

6. Lo establecido en este apartado se 
entiende sin perjuicio de lo previsto en el 
artícu  lo 9.2 de la precitada Ley 15/2003.

II) Con efectos de 1 de junio de 2010 
y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artícu  lo 24.Uno.B) de esta Ley, las retri-
buciones a percibir por los miembros de 
las carreras judicial y fiscal serán las si-
guientes:

1. Con efectos de 1 de junio de 2010, 
el sueldo, a que se refieren los Anexos I y 
IV, respectivamente de la ley 15/2003, 
de 26 de mayo, reguladora del régimen 
retributivo de las carreras judicial y fiscal 
queda establecido en las cuantías si-

guientes referidas a doce mensuali-
dades:

  Euros

Carrera Judicial:   
Presidente de la Audiencia 

Nacional (no magistrado del 
Tribunal Supremo) 23.937,24

Presidente de Sala de la Audien-
cia Nacional (no magistrado 
del Tribunal Supremo) 22.676,88

Presidente del Tribunal Supe-
rior Justicia 23.108,76

Magistrado 20.541,84
Juez 17.973,60
Carrera Fiscal:   
Fiscal Superior de la Comuni-

dad Autónoma 23.108,76
Fiscal 20.541,84
Abogado Fiscal 17.973,60

2. La retribución por antigüedad o 
trienios que, en su caso, corresponda.

3. La cuantía que corresponda por 
paga extraordinaria en el mes de di-
ciembre, incluirá, además del importe 
que se señala en el Anexo X de esta Ley 
para dicha paga, la cuantía por sueldo y 
antigüedad o trienios, según el caso, que 
se recogen en el cuadro siguiente:

  Euros

Carrera Judicial:   
Presidente de la Audiencia 

Nacional (no magistrado del 
Tribunal Supremo) 1.994,77

Presidente de Sala de la Audien-
cia Nacional (no magistrado 
del Tribunal Supremo) 1.889,74

Presidente del Tribunal Superior 
Justicia 1.925,73

Magistrado 1.711,82
Juez 1.497,80
Carrera Fiscal:   
Fiscal Superior de la Comunidad 

Autónoma 1.925,73
Fiscal 1.711,82
Abogado Fiscal 1.497,80
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4. Las retribuciones especiales de los 
miembros de las carreras judicial y fiscal 
experimentarán una reducción del 5 por 
ciento, en términos anuales, respecto de 
las vigentes a 31 de mayo de 2010.

Las retribuciones complementarias de 
los miembros de las carreras judicial y 
fiscal experimentarán una reducción 
del 6 por ciento en el caso de magistrados 
y fiscales, y del 5 por ciento en el caso de 
jueces y abogados fiscales en términos 
anuales respecto de las vigentes a 31 de 
mayo de 2010.

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, el complemento de destino por 
circunstancias especiales asociadas al 
destino previsto en los anexos II.3 y V.3 
de la Ley 15/2003, de 26 de mayo, regu-
ladora del régimen retributivo de las ca-
rreras judicial y fiscal, no experimentarán 
reducción respecto a las vigentes a 31 de 
mayo de 2010.

El crédito total destinado a las retribu-
ciones variables por objetivos de los 
miembros de las carreras judicial y fiscal 
señaladas en el Capítulo III del Título I y 
en el Título II de la Ley 15/2003, no podrá 
exceder del 5 por ciento de la cuantía 
global de las retribuciones fijas, que estu-
vieran vigentes en 2009, de los miembros 
de las carreras judicial y fiscal, respecti-
vamente.

5. Asimismo, al personal a que se 
refiere este apartado le será de aplicación 
lo previsto el artícu  lo 24.Dos, de la pre-
sente Ley, conforme a la titulación corres-
pondiente a las distintas Carreras.

6. Lo establecido en este apartado se 
entiende sin perjuicio de lo previsto en el 
artícu  lo 9.2 de la precitada Ley 15/2003.

Dos. Los Fiscales que, en desarrollo de 
la Ley 24/2007, de 9 de octubre, por la 
que se modifica la Ley 50/1981, de 30 de 
diciembre, reguladora del Estatuto Orgá-
nico del Ministerio Fiscal, sean nom-
brados Fiscales Jefes de una Fiscalía de 
Área creada donde exista una sección de 

la Audiencia Provincial en sede distinta 
de la capital de provincia, percibirán el 
complemento de destino por el criterio 
de grupo de población correspondiente a 
los Fiscales destinados en la Sede de la 
Fiscalía Provincial y el complemento de 
destino en concepto de representación, 
el complemento específico y las pagas 
extraordinarias que corresponden al Te-
niente Fiscal de la Fiscalía Provincial.

Los restantes Fiscales Jefes de una Fis-
calía de Área percibirán el complemento 
específico correspondiente al Teniente 
Fiscal de la Fiscalía Provincial.

Los Fiscales Jefe y Tenientes Fiscales de 
la Fiscalía Provincial percibirán las retri-
buciones complementarias y paga ex-
traordinaria que hubieran correspondido 
a los Fiscales Jefe y Tenientes Fiscales de 
la Audiencia Provincial, respectiva-
mente.

El Teniente Fiscal de la Secretaría Téc-
nica de la Fiscalía General del Estado 
percibirá las retribuciones complementa-
rias y paga extraordinaria que corres-
ponden al Teniente Fiscal Inspector de la 
Fiscalía General del Estado.

Los Fiscales adscritos a Fiscales de Sala 
de la Fiscalía General del Estado y los 
Fiscales de la Unidad de Apoyo de la 
Fiscalía General del Estado percibirán en 
concepto de complemento específico el 
correspondiente a los Fiscales de la Se-
cretaría Técnica de la Fiscalía General del 
Estado.

Los Fiscales Decanos de secciones te-
rritoriales de Fiscalía Provincial perci-
birán, en concepto de complemento es-
pecífico, el correspondiente a los Fiscales 
Coordinadores.

Tres. A) De acuerdo con lo dispuesto 
en el artícu  lo 24.Uno, A) de esta Ley, las 
retribuciones a percibir con efectos de 1 
de enero a 31 de mayo de 2010 por los 
miembros del Cuerpo de Secretarios Ju-
diciales y de los Cuerpos al servicio de la 
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Administración de Justicia serán las si-
guientes:

1. El sueldo, de acuerdo con el de-
talle que a continuación se refleja, y la 
retribución por antigüedad o trienios que, 
en su caso, les corresponda.

a) El sueldo de los miembros del 
Cuerpo de Secretarios Judiciales queda 
establecido para el periodo entre el 1 de 
enero y 31 de mayo de 2010 en las cuan-
tías siguientes, referidas a doce mensua-
lidades:

  Euros

Secretarios Judiciales de Pri-
mera Categoría 19.910,88

Secretarios Judiciales de 
Segunda Categoría 18.488,52

Secretarios Judiciales de Ter-
cera Categoría 17.066,76

b) El sueldo de los funcionarios de 
los Cuerpos al servicio de la Administra-
ción de Justicia, a que se refiere el Libro 
VI de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial, según la redac-
ción dada por la Ley Orgánica 19/2003, 
de 23 de diciembre, queda establecido 
para el periodo entre el 1 de enero y 31 
de mayo de 2010 en las cuantías si-
guientes, referidas a doce mensuali-
dades:

  Euros

Médicos Forenses y Facultativos 
del Instituto Nacional de 
Toxicología y Ciencias Foren-
ses 17.066,76

Gestión Procesal y Administra-
tiva 14.222,04

Tramitación Procesal y Admi-
nistrativa 11.377,80

Auxilio Judicial 9.955,68
Técnicos Especialistas del Insti-

tuto Nacional de Toxicología 
y Ciencias Forenses 14.222,04

  Euros

Ayudantes Laboratorio del Insti-
tuto Nacional de Toxicología 
y Ciencias Forenses 11.377,80

c) Los trienios perfeccionados con 
anterioridad a 1 de enero de 2004, en los 
Cuerpos al servicio de la Administración 
de Justicia declarados a extinguir por la 
Ley Orgánica 19/2003, de 23 de di-
ciembre, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder 
Judicial, quedan establecidos para el pe-
riodo entre el 1 de enero y 31 de mayo 
de 2010 en las siguientes cuantías, refe-
ridas a doce mensualidades:

  Euros

Cuerpo de Oficiales 569,28
Cuerpo de Auxiliares 427,08
Cuerpo de Agentes Judiciales 355,80
Cuerpo de Técnicos Especialistas 569,28
Cuerpo de Auxiliares de Laborato-

rio 427,08
Cuerpo de Agentes de Laboratorio 

a extinguir 355,80
Cuerpo de Secretarios de Juzga-

dos de Paz de municipios con 
mas de 7.000 habitantes a 
extinguir 640,44

Los trienios perfeccionados con ante-
rioridad a 1 de enero de 1995 por el per-
sonal encuadrado en los Cuerpos de Mé-
dicos Forenses y Técnicos Facultativos, 
quedan establecidos para el periodo entre 
el 1 de enero y 31 de mayo en 711,24 
euros anuales, referidos a doce mensua-
lidades.

2. La paga extraordinaria del mes de 
junio, que se devengará de acuerdo con 
la normativa aplicable a los funcionarios 
incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los 
términos de la disposición final cuarta de 
la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público, será de un 
importe de una mensualidad del sueldo, 
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de acuerdo con las cuantías señaladas en 
el número anterior, antigüedad o trienios, 
según el caso, y la cuantía complemen-
taria que se refleja en el Anexo XI de esta 
Ley para dicha paga.

3. a) El complemento general de 
puesto para los puestos adscritos a los 
funcionarios del Cuerpo de Secretarios 
Judiciales, cuando de conformidad con la 
normativa vigente les resulte de aplica-
ción este concepto, queda establecido 
con efectos de 1 de enero a 31 de mayo 
de 2010 en las cuantías siguientes, refe-
ridas a doce mensualidades:

  Euros

Puestos de Tipo I 16.955,16
Puestos de Tipo II 14.482,44
Puestos de Tipo III 13.827,48
Puestos de Tipo IV 13.722,96
Puestos de Tipo V 9.923,28

Las restantes retribuciones comple-
mentarias, variables y especiales de los 
funcionarios del párrafo anterior, experi-
mentarán con efectos de 1 de enero a 31 
de mayo de 2010 un incremento del 0,3 
por ciento respecto de las vigentes 
en 2009, sin perjuicio de lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno.A), letra a), de esta Ley.

Para los restantes puestos del Cuerpo 
de Secretarios Judiciales, las retribuciones 
complementarias, variables y especiales 
establecidas en el Real Decreto 1130/2003 
b e g i n _ o f _ t h e _ s k y p e _
highlighting 1130/2003 end_of_the_
skype_highlighting, de 5 de septiembre, 
experimentarán con efectos de 1 de enero 
a 31 de mayo de 2010 un incremento 
del 0,3 por ciento respecto de las vigentes 
en 2009.

b) El complemento general de puesto 
para los puestos adscritos a los funciona-
rios de los Cuerpos al servicio de la Ad-
ministración de Justicia, a que se refiere 
el apartado Tres. A) 1.b) de este mismo 
artículo, de conformidad con lo previsto 
en el Real Decreto 1033/2007 begin_of_

the_skype_highlighting 1033/2007 end_
of_the_skype_highlighting, de 20 de julio, 
queda establecido con efectos de 1 de 
enero a 31 de mayo de 2010 en las cuan-
tías siguientes, referidas a doce mensua-
lidades:

  Tipo Sub-
tipo Euros

Gestión Procesal y 
Administrativa y 
Técnicos Especia-
listas del Instituto 
Nacional de Toxi-
cología y Ciencias 
Forenses.

I A 4.192,44
I B 5.008,08
II A 3.860,16
II B 4.675,80
III A 3.694,08
III B 4.509,72
IV C 3.527,88
IV D 3.694,44

Tramitación Procesal 
y Administrativa y 
Ayudantes de 
Laboratorio del 
Instituto Nacional 
de Toxicología y 
Ciencias Forenses.

I A 3.638,88
I B 4.454,64
II A 3.306,72
II B 4.122,36
III A 3.140,52
III B 3.956,16
IV C 2.974,56

Auxilio judicial.

I A 2.858,40
I B 3.674,04
II A 2.526,00
II B 3.341,76
III A 2.359,92
III B 3.175,68
IV C 2.193,84

Médicos Forenses y 
Facultativos del 
Instituto Nacional 
de Toxicología y 
Ciencias Forenses.

I   19.798,20
II   19.542,72

III   19.287,24

Escala a extinguir de 
Gestión Procesal y 
Adminis t ra t iva , 
procedentes del 
Cuerpo Secretarios 
de Juzgados Muni-
cipios de más 
de 7.000 habitan-
tes.

    5.353,56
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Las restantes retribuciones comple-
mentarias, variables y especiales de los 
funcionarios a que se refiere el párrafo 
anterior experimentarán con efectos de 1 
de enero a 31 de mayo de 2010 un incre-
mento del 0,3 por ciento respecto de las 
aplicadas el 31 de diciembre de 2009, sin 
perjuicio, en su caso, de lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno.A) letra a), de esta Ley.

En el caso en que a los funcionarios de 
los citados Cuerpos, en virtud de las pre-
visiones contenidas en la disposición 
transitoria única del Real De-
creto 1033/2007 begin_of_the_skype_
highlighting 1033/2007 end_of_the_
skype_highlighting, les sea de aplicación 
lo previsto en el Real Decreto 1714/2004 
b e g i n _ o f _ t h e _ s k y p e _ h i g h -
lighting 1714/2004 end_of_the_skype_
highlighting, de 23 de julio, sus retribu-
ciones complementarias, variables y es-
peciales, experimentarán con efectos 
de 1 de enero a 31 de mayo de 2010 un 
incremento del 0,3 por ciento respecto de 
las vigentes en 2009.

4. En las retribuciones complementa-
rias a que se hace referencia en los nú-
meros 3.a) y 3.b) anteriores, se entenderán 
incluidas las cantidades que, en cada 
caso, se reconocen, en concepto de paga 
adicional complementaria en el apartado 
Segundo del Acuerdo del Consejo de Mi-
nistros de 8 de mayo de 2009 publicado 
por Orden 1230/2009 begin_of_the_
skype_highlighting 1230/2009 end_of_
the_skype_highlighting, de 18 de mayo, 
del Ministerio de la Presidencia (BOE 
de 20 de mayo de 2009).

Asimismo, al personal al que se refiere 
este apartado Tres le será de aplicación lo 
previsto en el artícu  lo 24.Dos, de la pre-
sente Ley, conforme a la titulación corres-
pondiente a los distintos Cuerpos.

B) De acuerdo con lo dispuesto en el 
artícu  lo 24.Uno, B) de esta Ley, las retri-
buciones a percibir con efectos de 1 de 
junio de 2010 por los miembros del 
Cuerpo de Secretarios Judiciales y de los 

Cuerpos al servicio de la Administración 
de Justicia serán las siguientes:

1. El sueldo, de acuerdo con el de-
talle que a continuación se refleja, y la 
retribución por antigüedad o trienios que, 
en su caso, les corresponda.

a) El sueldo de los miembros del 
Cuerpo de Secretarios Judiciales queda 
establecido con efectos de 1 de junio 
de 2010 en las cuantías siguientes, refe-
ridas a doce mensualidades:

  Euros

Secretarios Judiciales de Pri-
mera Categoría 17.973,60

Secretarios Judiciales de 
Segunda Categoría 17.083,44

Secretarios Judiciales de Ter-
cera Categoría 15.872,16

b) El sueldo de los funcionarios de 
los Cuerpos al servicio de la Administra-
ción de Justicia, a que se refiere el Libro 
VI de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial, según la redac-
ción dada por la Ley Orgánica 19/2003, 
de 23 de diciembre, queda establecido 
con efectos de 1 de junio de 2010 en las 
cuantías siguientes, referidas a doce men-
sualidades:

  Euros

Médicos Forenses y Facultati-
vos del Instituto Nacional de 
Toxicología y Ciencias 
Forenses 15.406,20

Gestión Procesal y Administra-
tiva 13.303,32

Tramitación Procesal y Admi-
nistrativa 10.934,16

Auxilio Judicial 9.917,88
Técnicos Especialistas del Insti-

tuto Nacional de Toxicología 
y Ciencias Forenses 13.303,32

Ayudantes Laboratorio del Ins-
tituto Nacional de Toxicolo-
gía y Ciencias Forenses 10.934,16
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c) Los trienios perfeccionados con 
anterioridad a 1 de enero de 2004, en los 
Cuerpos al servicio de la Administración 
de Justicia declarados a extinguir por la 
Ley Orgánica 19/2003, de 23 de di-
ciembre, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, quedan establecidos con efectos 
de 1 de junio de 2010 en las siguientes 
cuantías, referidas a doce mensuali-
dades:

  Euros

Cuerpo de Oficiales 532,56
Cuerpo de Auxiliares 410,52
Cuerpo de Agentes Judiciales 354,48
Cuerpo de Técnicos Especialistas 532,56
Cuerpo de Auxiliares de Laborato-

rio 410,52
Cuerpo de Agentes de Laboratorio 

a extinguir 354,48
Cuerpo de Secretarios de Juzga-

dos de Paz, de Municipios con 
mas de 7.000 habitantes, a 
extinguir 599,16

Los trienios perfeccionados con ante-
rioridad a 1 de enero de 1995 por el per-
sonal encuadrado en los Cuerpos de Mé-
dicos Forenses y Técnicos Facultativos 
quedan establecidos con efectos de 1 de 
junio de 2010 en 642,12 euros anuales, 
referidos a doce mensualidades.

2. La paga extraordinaria del mes de 
diciembre, que se devengará de acuerdo 
con la normativa aplicable a los funcio-
narios incluidos en el ámbito de aplica-
ción de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
en los términos de la disposición final 
cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de abril, 
del Estatuto Básico del Empleado Público, 
será de un importe de una mensualidad 
del sueldo, antigüedad o trienios, según 
el caso, y la cuantía complementaria que 
se señala en el Anexo XI de esta Ley, 
siendo las cuantías por sueldo las que se 
señalan a continuación:

Para los Secretarios Judiciales:

  Euros

Secretarios Judiciales de Primera 
Categoría 1.497,80

Secretarios Judiciales de Segunda 
Categoría 1.423,62

Secretarios Judiciales de Tercera 
Categoría 1.322,68

Para los miembros de los Cuerpos al 
servicio de la Administración de Justicia:

  Euros

Médicos Forenses y Facultativos 
del Instituto Nacional de Toxi-
cología y Ciencias Forenses 1.283,85

Gestión Procesal y Administra-
tiva. 1.108,61

Tramitación Procesal y Adminis-
trativa 911,18

Auxilio Judicial 826,49
Técnicos Especialistas del Insti-

tuto Nacional de Toxicología 
y Ciencias Forenses 1.108,61

Ayudantes Laboratorio del Insti-
tuto Nacional de Toxicología 
y Ciencias Forenses 911,18

Las cuantías de los trienios perfeccio-
nados con anterioridad a 1 de enero 
de 2004, en los Cuerpos al servicio de la 
Administración de Justicia declarados a 
extinguir por la Ley Orgánica 19/2003, 
de 23 de diciembre, por la que se modi-
fica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial, a incluir en dicha 
paga extraordinaria del mes de diciembre, 
serán las que se establecen a continua-
ción:

  Euros

Cuerpo de Oficiales 44,38
Cuerpo de Auxiliares 34,21
Cuerpo de Agentes Judiciales 29,54
Cuerpo de Técnicos Especialistas 44,38
Cuerpo de Auxiliares de Laborato-

rio 34,21
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Cuerpo de Agentes de Laboratorio 
a extinguir 29,54

Cuerpo de Secretarios de Juzgados 
de Paz de municipios con mas 
de 7.000 habitantes a extinguir 49,93
La cuantía por cada trienio perfeccio-

nado con anterioridad a 1 de enero 
de 1995 por el personal encuadrado en 
los Cuerpos de Médicos Forenses y Téc-
nicos Facultativos, a incluir en la paga 
extraordinaria de diciembre es de 53,51 
euros.

La paga extraordinaria del mes de 
junio de 2010 se regirá por lo dispuesto 
en el apartado Tres.A) de este artículo.

3. a) El complemento general de 
puesto para los puestos adscritos a los 
funcionarios del Cuerpo de Secretarios 
Judiciales, cuando de conformidad con la 
normativa vigente les resulte de aplica-
ción este concepto, queda establecido 
con efectos de 1 de junio de 2010 en las 
cuantías siguientes, referidas a doce men-
sualidades:

  Euros

Puestos de tipo I 16.107,48
Puestos de tipo II 13.758,36
Puestos de tipo III 13.136,16
Puestos de tipo IV 13.036,92
Puestos de tipo V 9.427,20

Las restantes retribuciones comple-
mentarias y especiales de los funciona-
rios del párrafo anterior, experimentarán, 
con efectos de 1 de junio de 2010, una 
reducción del 5 por ciento, en términos 
anuales, respecto de las vigentes a 31 de 
mayo de 2009, sin perjuicio de lo pre-
visto en el artícu  lo 24.Uno.B), letra a), de 
esta Ley.

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, el complemento específico pre-
visto en el artícu  lo 4.3 del Real De-
creto 2033/2009 begin_of_the_skype_
highlighting 2033/2009 end_of_the_
skype_highlighting, de 30 de diciembre 

no experimentará reducción respecto a la 
vigente a 31 de mayo de 2010.

Para los restantes puestos del Cuerpo 
de Secretarios Judiciales, las retribuciones 
complementarias, y especiales estable-
cidas en el Real Decreto 1130/2003 
b e g i n _ o f _ t h e _ s k y p e _ h i g h -
lighting 1130/2003 end_of_the_skype_
highlighting, de 5 de septiembre, por el 
que se regula el régimen retributivo del 
cuerpo de secretarios judiciales, experi-
mentarán con efectos de 1 de junio 
de 2010 una reducción del 5 por ciento, 
en términos anuales, respecto de las vi-
gentes a 31 de mayo de 2010. No obs-
tante lo anterior, el complemento de des-
tino por circunstancias especiales aso-
ciadas al destino previsto en el anexo II.3 
del citado Real Decreto 1130/ 2003 no 
experimentarán reducción respecto a las 
vigentes a 31 de mayo de 2010.

b) El complemento general de puesto 
para los puestos adscritos a los funciona-
rios de los Cuerpos al servicio de la Ad-
ministración de Justicia, a que se refiere 
el apartado tres.B).1.b) de este mismo 
artículo, de conformidad con lo previsto 
en el Real Decreto 1033/2007 begin_of_
the_skype_highlighting 1033/2007 end_
of_the_skype_highlighting, de 20 de julio, 
queda establecido con efectos de 1 de 
junio de 2010 en las cuantías siguientes, 
referidas a doce mensualidades:

  Tipo Sub-
tipo Euros

Gestión Procesal y 
Administrativa y 
Técnicos Especia-
listas del Instituto 
Nacional de Toxi-
cología y Cien-
cias Forenses.

I A 3.982,92
I B 4.757,76
II A 3.667,20
II B 4.442,04
III A 3.509,40
III B 4.284,24
IV C 3.351,60
IV D 3.509,76
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  Tipo Sub-
tipo Euros

Tramitación Proce-
sal y Administra-
tiva y Ayudantes 
de Laboratorio 
del Instituto 
Nacional de Toxi-
cología y Cien-
cias Forenses.

I A 3.456,96
I B 4.231,92
II A 3.141,48
II B 3.916,32
III A 2.983,56
III B 3.758,40
IV C 2.825,88

Auxilio judicial.

I A 2.715,48
I B 3.490,44
II A 2.399,76
II B 3.174,72
III A 2.241,96
III B 3.016,92
IV C 2.084,16

Médicos Forenses y 
Facultativos del 
Instituto Nacional 
de Toxicología y 
Ciencias Foren-
ses.

I  
II  
III

18.808,32
18.565,68

18.322,92

Escala a extinguir de Gestión 
Procesal y Administrativa, 
procedentes del Cuerpo 
Secretarios de Juzgados 
Municipios de más de 7.000 
habitantes.

5.085,96

Las restantes retribuciones comple-
mentarias, variables y especiales de los 
funcionarios a que se refiere el párrafo 
anterior experimentarán con efectos de 1 
de junio de de 2010 una reducción del 5 
por ciento, en términos anuales, respecto 
de las aplicadas el 31 de diciembre 
de 2009, sin perjuicio, en su caso, de lo 
previsto en el artícu  lo 24.Uno. B) letra a), 
de esta Ley.

En el caso en que a los funcionarios de 
los citados Cuerpos, en virtud de las pre-
visiones contenidas en la disposición 
transitoria única del Real De-
creto 1033/2007 begin_of_the_skype_
highlighting 1033/2007 end_of_the_
skype_highlighting, les sea de aplicación 
lo previsto en el Real Decreto 1714/2004 

b e g i n _ o f _ t h e _ s k y p e _ h i g h -
lighting 1714/2004 end_of_the_skype_
highlighting, de 23 de julio, sus retribu-
ciones complementarias, variables y es-
peciales, experimentarán con efectos 
de 1 de junio de 2010 una reducción 
del 5 por ciento respecto de las vigentes 
a 31 de mayo de 2010.

4. En las retribuciones complementa-
rias a que se hace referencia en los nú-
meros 3.a) y 3.b) anteriores, se entenderán 
incluidas las cantidades que, en cada 
caso, se reconocen, en concepto de paga 
adicional complementaria en el apartado 
Segundo del Acuerdo del Consejo de Mi-
nistros de 8 de mayo de 2009 publicado 
por Orden 1230/2009 begin_of_the_
skype_highlighting 1230/2009 end_of_
the_skype_highlighting, de 18 de mayo, 
del Ministerio de la Presidencia («BOE» 
de 20 de mayo de 2009).

Asimismo, al personal al que se refiere 
este apartado Tres le será de aplicación lo 
previsto en el artícu  lo 24.Dos de la pre-
sente Ley, conforme a la titulación corres-
pondiente a los distintos Cuerpos.

Cuatro. A) Con efectos de 1 de enero 
a 31 de mayo de 2010 las retribuciones 
básicas y complementarias correspon-
dientes a los funcionarios a que se re-
fiere el artícu  lo 145.1 de la Ley Orgá-
nica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, según redacción dada por la 
Ley Orgánica 19/2003, experimentarán 
un incremento del 0,3 por ciento res-
pecto de las vigentes en 31 de diciembre 
de 2009, sin perjuicio, en su caso, y por 
lo que se refiere a las citadas retribu-
ciones complementarias, de lo previsto 
en el artícu  lo 24.Uno.A), letra a), de esta 
Ley.

B) Con efectos 1 de junio de 2010 
las retribuciones básicas y complemen-
tarias correspondientes a los funciona-
rios a que se refiere el artícu  lo 145.1 de 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial, según redacción dada 
por la Ley Orgánica 19/2003, experi-
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mentarán una reducción del 5 por ciento, 
en términos anuales, respecto de las vi-
gentes a 31 de mayo de 2010, sin per-
juicio, en su caso, y por lo que se refiere 
a las citadas retribuciones complementa-
rias, de lo previsto en el artícu  lo 24.Uno. 
B) letra a) de esta Ley.

Cinco. A) Con efectos de 1 de enero 
a 31 de mayo de 2010 continúan vi-
gentes las retribuciones de los miembros 
del Poder Judicial y del Ministerio Fiscal 
incluidos en los números 1 y 2 del apar-
tado Cuatro del artícu  lo 32 de la 
Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado 
para 2008, en idénticos términos y cuan-
tías que las fijadas para los mismos en el 
citado apartado, números 1, 2 y 3, sin 
perjuicio de lo que se indica a continua-
ción en relación con la retribución por 
antigüedad o trienios.

El sueldo y las retribuciones comple-
mentarias de los miembros del Poder Ju-
dicial y del Ministerio Fiscal a los que se 
refiere el párrafo anterior, incluida la paga 
extraordinaria del mes de junio a la que 
no se le aplicará la reducción establecida 
en el apartado Cinco.B) de este mismo 
artículo, serán las establecidas en el 
mismo, quedando excluidos, a estos 
efectos, del ámbito de aplicación de la 
Ley 15/2003, de 26 de mayo, reguladora 
del régimen retributivo de las carreras 
judicial y fiscal, sin perjuicio del derecho 
a la percepción, en 14 mensualidades, de 
la retribución por antigüedad o trienios 
que, en su caso, les corresponda, así 
como del devengo de las retribuciones 
especiales que, asimismo, les pudieran 
corresponder.

Por otra parte, al personal al que se 
refiere este apartado, le será de aplica-
ción lo previsto en el artícu  lo 24.Dos de 
la presente Ley, conforme al correspon-
diente nivel de titulación.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las retribuciones de los miembros del 
Poder Judicial y del Ministerio Fiscal a 

que se refieren los apartados 1 y 2 si-
guientes se percibirán según las cuantías 
que, en términos anuales, se reflejan a 
continuación para cada uno de ellos.

1. Las de los Presidentes de Sala del 
Tribunal Supremo y del Presidente de la 
Audiencia Nacional (Magistrados del Tri-
bunal Supremo) en las siguientes cuan-
tías:

Sueldo (a percibir en 14 
mensualidades) 27.518,12 €

Otras remuneraciones (a 
percibir en 12 mensuali-
dades) 82.261,44 €

TOTAL 109.779,56 €

Las de los Magistrados del Tribunal Su-
premo y de los Presidentes de Sala de la 
Audiencia Nacional (Magistrados del Tri-
bunal Supremo), en las siguientes cuan-
tías:

Sueldo (a percibir en 14 
mensualidades) 26.069,96 €

Otras remuneraciones (a 
percibir en 12 mensuali-
dades) 80.853,00 €

TOTAL 106.922,96 €

2. Las retribuciones del Fiscal Ge-
neral del Estado, en la cuantía 
de 113.838,96 euros a percibir en doce 
mensualidades sin derecho a pagas ex-
traordinarias.

Las del Teniente Fiscal del Tribunal Su-
premo, en las siguientes cuantías:

Sueldo (a percibir en 14 
mensualidades) 27.518,12 €

Otras remuneraciones (a 
percibir en 12 mensuali-
dades) 82.261,44 €

TOTAL 109.779,56 €

Las del Fiscal Inspector, del Fiscal Jefe 
de la Fiscalía ante el Tribunal Constitu-
cional y del Fiscal Jefe de la Fiscalía de la 
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Audiencia Nacional, en las siguientes 
cuantías:

Sueldo (a percibir en 14 
mensualidades) 26.069,96 €

Otras remuneraciones (a 
percibir en 12 mensuali-
dades) 82.261,44 €

TOTAL 108.331,40 €

Las de los Fiscales Jefes de la Fiscalía 
del Tribunal de Cuentas, de la Secretaría 
Técnica del Fiscal General del Estado y de 
las Fiscalías especiales para la preven-
ción y represión del tráfico ilegal de 
drogas y para la represión de los delitos 
económicos relacionados con la corrup-
ción; y de los Fiscales de Sala del Tribunal 
Supremo, en las siguientes cuantías:

Sueldo (a percibir en 14 
mensualidades) 26.069,96 €

Otras remuneraciones (a 
percibir en 12 mensuali-
dades) 80.853,00 €

TOTAL 106.922,96 €

La paga extraordinaria del mes de 
junio de 2010 se abonará de acuerdo a lo 
previsto en el apartado Cinco. A) de este 
mismo artículo.

3. Los miembros del Poder Judicial y 
del Ministerio Fiscal a que se refieren los 
números anteriores de este apartado 
Cinco. B), a excepción del Fiscal General 
del Estado que se regula en el párrafo si-
guiente, percibirán 14 mensualidades de 
la retribución por antigüedad o trienios, 
en su caso, que les corresponda. Asi-
mismo percibirán dos pagas al año por la 
cuantía que se detalla, para cada uno de 
los cargos, en el anexo X. Bis de esta Ley. 
Dichas cuantías se devengarán de acuerdo 
con la normativa sobre pagas extraordi-
narias aplicable a los funcionarios in-
cluidos en el ámbito de aplicación de la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto.

El Fiscal General del Estado percibirá, 
además de la cuantía señalada en el nú-
mero 2 de este apartado, 14 mensuali-

dades de la retribución por antigüedad o 
trienios, en su caso, que le corresponda y 
las derivadas de la aplicación del 
artícu  lo 21.Cuatro, número 3, párrafo se-
gundo, de la Ley 51/2007, de 26 de di-
ciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2008, cuantías, estas 
ultimas, que se reducirán en el 9 por 
ciento desde el 1 de junio de 2010.

4. El sueldo y las retribuciones com-
plementarias de los miembros del Poder 
Judicial y del Ministerio Fiscal a los que 
se refieren los puntos 1 y 2 del apartado 
Cinco, B) del presente artículo, serán las 
establecidas en los mismos y en el punto 3 
del mismo apartado, quedando excluidos, 
a estos efectos, del ámbito de aplicación 
de la Ley 15/2003, de 26 de mayo, regu-
ladora del régimen retributivo de las ca-
rreras judicial y fiscal, sin perjuicio del 
derecho al devengo de las retribuciones 
especiales que les correspondan que se 
reducirán en un 5 por ciento respecto a 
las vigentes a 31 de mayo de 2010.

5. Por otra parte, al personal al que 
se refiere este apartado, le será de aplica-
ción lo previsto en la letra d) del 
artícu  lo 24. Dos de la presente Ley, con-
forme al correspondiente nivel de titula-
ción.

Artículo 33. Retribuciones del personal 
de la Seguridad Social.

Uno. A) Con efectos de 1 de enero 
a 31 de mayo de 2010 las retribuciones a 
percibir por el personal funcionario de la 
Administración de la Seguridad Social, ya 
homologado con el resto del personal de 
la Administración General del Estado, 
serán las establecidas en el artícu  lo 24. 
Uno, A) de esta Ley para los funcionarios 
del Estado incluidos en el ámbito de apli-
cación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
en los términos de la disposición final 
cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de abril, 
del Estatuto Básico del Empleado Público. 
Asimismo les será de aplicación lo pre-
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visto en el artícu  lo 24.Dos de la presente 
Ley.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las retribuciones a percibir por el per-
sonal funcionario de la Administración de 
la Seguridad Social, ya homologado con 
el resto del personal de la Administración 
General del Estado, serán las establecidas 
en el artícu  lo 24. Uno, B) de esta Ley para 
los funcionarios del Estado incluidos en 
el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, en los términos de la 
disposición final cuarta de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público. Asimismo les será de 
aplicación lo previsto en el artícu  lo 24.
Dos de la presente Ley.

Dos. A) El personal incluido en el ám-
bito de aplicación del Real Decreto-
Ley 3/1987, de 11 de septiembre, sobre 
retribuciones del personal estatutario del 
Instituto Nacional de la Salud, percibirá 
con efectos de 1 de enero a 31 de mayo 
de 2010 las retribuciones básicas y el 
complemento de destino, en las cuantías 
señaladas para dichos conceptos retribu-
tivos en el artícu  lo 28.Uno. A) de esta Ley, 
sin perjuicio de lo establecido en la dis-
posición transitoria segunda, dos, de 
dicho Real Decreto-Ley y de que la 
cuantía anual del complemento de des-
tino, fijado en la letra c) del citado 
artícu  lo 28.Uno, A) se satisfaga en ca-
torce mensualidades.

A los efectos de la aplicación, para el 
citado personal estatutario, de lo dis-
puesto en el artícu  lo 28.Uno.A) de la pre-
sente Ley, la cuantía del complemento de 
destino correspondiente a cada una de 
las pagas extraordinarias se hará efectiva 
también en catorce mensualidades, cal-
culándose dicha cuantía en una doceava 
parte de los correspondientes importes 
por niveles señalados en el artícu  lo 28.
Uno.A), letra c).

El importe de las retribuciones corres-
pondientes a los complementos especí-
fico y de atención continuada que, en su 

caso, estén fijados al referido personal, 
experimentarán un incremento del 0,3 
por ciento respecto al aprobado para el 
ejercicio de 2009, sin perjuicio, en su 
caso, de lo previsto en el artícu  lo 24.Uno. 
A) letra a) de esta Ley.

La cuantía individual del complemento 
de productividad se determinará con-
forme a los criterios señalados en el 
artícu  lo 2.tres.c) y disposición transitoria 
tercera del Real Decreto-Ley 3/1987, y en 
las demás normas dictadas en su desa-
rrollo.

Al personal al que se refiere este apar-
tado le será de aplicación lo previsto en 
el artícu  lo 24.Dos de la presente Ley.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
el personal incluido en el ámbito de apli-
cación del Real Decreto-Ley 3/1987, 
de 11 de septiembre, sobre retribuciones 
del personal estatutario del Instituto Na-
cional de la Salud, percibirá las retribu-
ciones básicas y el complemento de des-
tino, en las cuantías señaladas para di-
chos conceptos retributivos en el 
artícu  lo 28.Uno, B) de esta Ley, sin per-
juicio de lo establecido en la disposición 
transitoria segunda, dos, de dicho Real 
Decreto-Ley y de que la cuantía anual del 
complemento de destino, fijado en la 
letra c) del citado artícu  lo 28.Uno, B) se 
satisfaga en catorce mensualidades.

A los efectos de la aplicación, para el 
citado personal estatutario, de lo dis-
puesto en el artícu  lo 28.Uno.B) de la pre-
sente Ley, la cuantía del complemento de 
destino correspondiente a cada una de 
las pagas extraordinarias se hará efectiva 
también en catorce mensualidades, cal-
culándose dicha cuantía en una doceava 
parte de los correspondientes importes 
por niveles señalados en el artícu  lo 28.
Uno.B), letra c).

El importe de las retribuciones corres-
pondientes a los complementos especí-
fico y de atención continuada que, en su 
caso, estén fijados al referido personal, 
experimentarán una reducción del 5 por 
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ciento, en términos anuales, respecto al 
aprobado para el ejercicio de 2009, sin 
perjuicio, en su caso, de lo previsto en el 
artícu  lo 24.Uno. B) letra a) de esta Ley.

La cuantía individual del complemento 
de productividad se determinará con-
forme a los criterios señalados en el 
artícu  lo 2.tres.c) y disposición transitoria 
tercera del Real Decreto-Ley 3/1987, y en 
las demás normas dictadas en su desa-
rrollo. El crédito para atender este com-
plemento experimentará una reducción, 
con efectos de 1 de junio de 2010 y en 
términos anuales, del 5 por ciento res-
pecto del autorizado para 2010.

Al personal al que se refiere este apar-
tado le será de aplicación lo previsto en 
el artícu  lo 24.Dos de la presente Ley.

Tres. A) Con efectos de 1 de enero a 31 
de mayo de 2010 las retribuciones del 
restante personal funcionario y estatu-
tario de la Seguridad Social experimen-
tarán el incremento previsto en el 
artícu  lo 24.Uno, A) de esta Ley. Asimismo 
les será de aplicación lo dispuesto en el 
artícu  lo 24.Dos, en su caso, teniendo en 
cuenta lo establecido en el Texto Refun-
dido de la Ley de Regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
las retribuciones del restante personal 
funcionario y estatutario de la Seguridad 
Social experimentarán la reducción pre-
vista en el artícu  lo 24.Uno, B) de esta Ley. 
Asimismo, les será de aplicación lo dis-
puesto en el artícu  lo 24.Dos, en su caso, 
teniendo en cuenta lo establecido en el 
Texto Refundido de la Ley de Regulación 
de los Planes y Fondos de Pensiones.

Cinco. Se modifica el apartado Uno 
del artícu  lo 36, Otras normas comunes, 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre de 
Presupuestos Generales del Estado, que 
queda redactado en los siguientes tér-
minos:

«Uno. A) Con efectos de 1 de enero 
a 31 de mayo de 2010 el personal contra-
tado administrativo y los funcionarios de 
Cuerpos de Sanitarios Locales, así como 
el personal cuyas retribuciones en 2009 
no correspondieran a las establecidas con 
carácter general en el Título III de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado, y no les 
fueran de aplicación las establecidas ex-
presamente en el mismo Título de la pre-
sente Ley, continuarán percibiendo, las 
mismas retribuciones que en 2009 con 
un incremento del 0,3 por ciento res-
pecto de las cuantías correspondientes a 
dicho año, sin perjuicio de la aplicación 
a este personal de lo dispuesto en el apar-
tado Tres del artícu  lo 22 de la presente 
Ley.

B) Con efectos de 1 de junio de 2010 
el personal contratado administrativo y 
los funcionarios de Cuerpos de Sanitarios 
Locales, así como el personal cuyas retri-
buciones a 31 de mayo de 2010 no co-
rrespondieran a las establecidas con ca-
rácter general en el Título III de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado, y no les 
fueran de aplicación las establecidas ex-
presamente en el mismo Título de la pre-
sente Ley, continuarán percibiendo, las 
mismas retribuciones que a 31 de mayo 
de 2010 con una reducción del 5 por 
ciento respecto de las cuantías corres-
pondientes a dicho mes, sin perjuicio de 
la aplicación a este personal de lo dis-
puesto en el apartado Tres del artícu  lo 22 
de la presente Ley.»

Seis. Se modifican los Anexos X y XI 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para 2010, que quedan redactados en los 
siguientes términos y se adiciona un 
nuevo anexo X.bis:
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aneXo X

Cuantía a incluir en la paga extraordinaria de los Miembros de la Carrera Judi-
cial y de la Carrera Fiscal del artícu  lo 32.Uno

Miembros de la Carrera Judicial Grupo de 
Población

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Junio

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Diciembre

Presidente Audiencia Nacional (no Magistrado 
del Tribunal Supremo) 1 4.958,78 4.661,26

Presidentes de Sala Audiencia Nacional (no 
Magistrados Tribunal Supremo) 1 3.816,59 3.587,60

Magistrado Audiencia Nacional (no Magis-
trado del Tribunal Supremo) 1 3.752,75 3.527,59

Magistrado Gabinete Técnico del Tribunal 
Supremo 1 3.752,75 3.527,59

Presidente del Tribunal Superior de Justicia 1 3.752,75 3.527,59
Presidentes Sala y Magistrados Tribunal Supe-

rior de Justicia 1 3.752,75 3.527,59
Presidentes y Magistrados Audiencia Provin-

cial 1 3.702,59 3.480,44
Jueces Centrales y Magistrados de órganos 

unipersonales 1 3.201,06 3.009,00
Presidente Tribunal Superior de Justicia 2 3.705,09 3.482,79
Presidentes Sala y Magistrados Tribunal Supe-

rior de Justicia 2 3.413,15 3.208,37
Presidentes y Magistrados Audiencia Provin-

cial 2 3.363,00 3.161,22
Magistrados de los órganos unipersonales 2 2.861,48 2.689,80
Presidente Tribunal Superior de Justicia 3 3.659,48 3.439,92
Presidentes Sala y Magistrados Tribunal Supe-

rior de Justicia 3 3.305,96 3.107,61
Presidentes y Magistrados Audiencia Provin-

cial 3 3.255,81 3.060,47
Magistrados de órganos unipersonales 3 2.754,24 2.588,99
Presidentes y Magistrados Audiencia Provin-

cial 4 3.027,29 2.845,66
Magistrados de órganos unipersonales 4 2.534,36 2.382,30
Jueces 5 1.972,63 1.874,00

Miembros de la Carrera Fiscal Grupo de 
Población

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Junio

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Diciembre

Teniente Fiscal y Fiscales de Fiscalía del Tribu-
nal Constitucional 1 3.809,94 3.581,35
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Miembros de la Carrera Fiscal Grupo de 
Población

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Junio

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Diciembre

Fiscales de Fiscalía del Tribunal Supremo 1 3.809,94 3.581,35
Teniente Fiscal y Fiscales de la Fiscalía de 

Audiencia Nacional 1 3.752,75 3.527,59
Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma 1 3.752,75 3.527,59
Teniente Fiscal de la Fiscalía Superior de la 

Comunidad Autónoma 1 3.752,75 3.527,59
Teniente Fiscal y Fiscales de la Fiscalía del Tri-

bunal de Cuentas 1 3.752,75 3.527,59
Teniente Fiscal Inspector e Inspectores Fiscales 

Fiscalía General del Estado 1 3.752,75 3.527,59
Teniente Fiscal y Fiscales de la Fiscalía Gene-

ral del Estado 1 3.752,75 3.527,59
Teniente Fiscal, Fiscales y Abogados Fiscales 

de la Fiscalía Especial Antidroga 1 3.752,75 3.527,59
Teniente Fiscal, Fiscales y Abogados Fiscales 

de la Fiscalía Especial contra la corrupción y 
la criminalidad organizada 1 3.752,75 3.527,59

Fiscales Jefe y Teniente Fiscales de Fiscalía Pro-
vincial 1 3.702,59 3.480,44

Fiscales coordinadores 1 3.616,14 3.399,18
Fiscales Decanos de las secciones territoriales 

de la Fiscalía Provincial 1 3.616,14 3.399,18
Resto de Fiscales de segunda categoría 1 3.201,06 3.009,00
Fiscal Superior de Comunidad Autónoma 2 3.705,09 3.482,79
Teniente Fiscal de Fiscalía Superior de Comu-

nidad Autónoma 2 3.413,15 3.208,37
Fiscales Jefes y Tenientes Fiscales de la Fiscalía 

Provincial 2 3.363,00 3.161,22
Fiscal Jefe de Fiscalía de Área (excepto donde 

exista sección de la Audiencia Provincial en 
sede distinta de la capital de provincia) 2 3.363,00 3.161,22

Fiscales coordinadores 2 3.276,56 3.079,97
Fiscales Decanos de las secciones territoriales 

de la Fiscalía Provincial 2 3.276,56 3.079,97
Resto de Fiscales de segunda categoría 2 2.861,48 2.689,80
Fiscal Superior de Comunidad Autónoma 3 3.659,48 3.439,92
Teniente Fiscal de Fiscalía Superior de Comu-

nidad Autónoma 3 3.305,96 3.107,61
Fiscales Jefe y Tenientes Fiscales de Fiscalía 

Provincial 3 3.255,81 3.060,47
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Miembros de la Carrera Fiscal Grupo de 
Población

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Junio

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Diciembre

Fiscal Jefe de Fiscalía de Área (excepto donde 
exista sección de la Audiencia Provincial en 
sede distinta de la capital de provincia) 3 3.255,81 3.060,47

Fiscales coordinadores 3 3.169,36 2.979,20
Fiscales Decanos de las secciones territoriales 

de la Fiscalía Provincial 3 3.169,36 2.979,20
Resto de Fiscales de segunda categoría 3 2.754,24 2.588,99
Fiscales Jefe y Tenientes Fiscales de Fiscalía 

Provincial 4 3.027,29 2.845,66
Fiscal Jefe de Fiscalía de Área (excepto donde 

exista sección de la Audiencia Provincial en 
sede distinta de la capital de provincia) 4 3.027,29 2.845,66

Fiscales coordinadores 4 2.940,83 2.764,39
Fiscales Decanos de las secciones territoriales 

de la Fiscalía Provincial 4 2.940,83 2.764,39
Resto de destinos de la segunda categoría de 

fiscales 4 2.534,36 2.382,30
Resto destinos correspondientes a la tercera 

categoría de fiscales 5 1.972,63 1.874,00

aneXo Xi

Cuantía a incluir en la paga extraordinaria de los Miembros de los Cuerpos de 
Secretarios Judiciales y de los Cuerpos de Funcionarios al servicio de la Admi-

nistración de Justicia

Secretarios Judiciales

Grupo Anexo II.1 RD 
1130/2003 begin_ 

of_the_skype_ 
highlighting 
1130/2003 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € a 
incluir en la 
Paga Extra de 

Junio

Cuantía en € 
a incluir en 
la Paga Extra 

de 
Diciembre

Secretarios del Tribunal Supremo 1 1.088,66 1.034,23
Secretario de gobierno de la Audiencia Nacional 1 1.088,66 1.034,23
Secretarios de la Audiencia Nacional 1 1.032,80 981,16
Secretarios del Tribunal Superior de Justicia 1 1.032,80 981,16
Secretario coordinador provincial y Secretario de 

la Audiencia Provincial 1 1.019,60 968,62

Secretario de órgano unipersonal, de órganos no 
jurisdiccionales y registros civiles y de juzga-
dos centrales

1 914,19 868,49

Secretarios del Tribunal Superior de Justicia 2 929,81 883,32
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Secretarios Judiciales

Grupo Anexo II.1 RD 
1130/2003 begin_ 

of_the_skype_ 
highlighting 
1130/2003 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € a 
incluir en la 
Paga Extra de 

Junio

Cuantía en € 
a incluir en 
la Paga Extra 

de 
Diciembre

Secretario coordinador provincial y Secretario de 
la Audiencia Provincial 2 916,52 870,70

Secretario de órgano unipersonal, órganos no 
jurisdiccionales y registros civiles 2 811,14 770,59

Secretarios del Tribunal Superior de Justicia 3 902,49 857,37
Secretario coordinador provincial y Secretario de 

la Audiencia Provincial 3 889,21 844,75

Secretario órgano unipersonal, órganos no juris-
diccionales y registros civiles 3 783,85 744,66

Secretario coordinador provincial y Secretario de 
la Audiencia Provincial 4 884,88 840,64

Resto de destinos de la segunda categoría de 
secretarios judiciales 4 779,52 740,55

Destinos correspondientes a la tercera categoría 
de secretarios judiciales 5 565,42 537,15

Cuerpo o escala

Grupo artícu  lo 7.º 
R.D. 1909/2000 

begin_of_the_skype_
highlighting 
1909/2000 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € a 
incluir en la 

Paga 
Extraordinaria 

de Junio

Cuantía en € 
a incluir en 

la Paga 
Extraordina-

ria de 
Diciembre

De Gestión procesal y Administrativa.

I 425,50 404,23
II 397,81 377,92
III 383,97 364,78
IV 370,18 351,68

De Tramitación Procesal y Administrativa.

I 388,58 369,16
II 360,81 342,77
III 346,96 329,62
IV 333,13 316,48

De Auxilio Judicial.

I 332,80 316,16
II 305,17 289,92
III 291,34 276,78
IV 277,48 263,61

De Técnicos Especialistas del Instituto Nacional 
de Toxicología y Ciencias Forenses.

I 425,50 404,23
II 397,81 377,92
III 383,97 364,78
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Cuerpo o escala

Grupo artícu  lo 7.º 
R.D. 1909/2000 

begin_of_the_skype_
highlighting 
1909/2000 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € a 
incluir en la 

Paga 
Extraordinaria 

de Junio

Cuantía en € 
a incluir en 

la Paga 
Extraordina-

ria de 
Diciembre

De Ayudantes de laboratorio del Instituto Nacio-
nal de Toxicología y Ciencias Forenses.

I 388,58 369,16
II 360,81 342,77
III 346,96 329,62

Secretarios de Paz (a extinguir). IV 462,65 439,52

Cuerpo de Médicos Forenses y Cuerpo de Facultativos del 
Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.

Grupo artícu  lo 7.º 
R.D. 1909/2000 

begin_of_the_skype_
highlighting 
1909/2000 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € a 
incluir en la 

Paga 
Extraordinaria 

de Junio

Cuantía en € 
a incluir en 

la Paga 
Extraordina-

ria de 
Diciembre

Director del Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses I 864,96 821,72

Director del Instituto de Medicina Legal de 
Madrid o Barcelona, o Institutos con compe-
tencias pluriprovinciales I 864,96 821,72

Director de Institutos de Medicina Legal con 
competencias pluriprovinciales II 845,58 803,31

Director de Institutos de Medicina Legal con 
competencias pluriprovinciales III 826,22 784,91

Director de Departamento de Institutos N. de 
Toxicología y CF. I 826,22 784,91

Director de Departamento de Institutos N. de 
Toxicología y CF. II 806,83 766,49

Director de Institutos de Medicina Legal con 
competencias uniprovinciales o de ámbito 
inferior II 806,83 766,49

Director de Inst. de Medicina Legal con compe-
tencias uniprovinciales o de ámbito inferior III 787,45 748,08

Subdirector de Instituto de Medicina Legal de 
Madrid o Barcelona, y Director con competen-
cias pluriprovinciales I 826,22 784,91

Subdirector de Institutos de Medicina Legal con 
competencias pluriprovinciales II 806,83 766,49

Subdirector de Institutos de Medicina Legal con 
competencias pluriprovinciales III 787,45 748,08

Subdirector de Institutos de Medicina Legal con 
competencias uniprovinciales o de ámbito 
inferior II 768,08 729,68
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Cuerpo de Médicos Forenses y Cuerpo de Facultativos del 
Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.

Grupo artícu  lo 7.º 
R.D. 1909/2000 

begin_of_the_skype_
highlighting 
1909/2000 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € a 
incluir en la 

Paga 
Extraordinaria 

de Junio

Cuantía en € 
a incluir en 

la Paga 
Extraordina-

ria de 
Diciembre

Subdirector de Institutos de Medicina Legal con 
competencias uniprovinciales o de ámbito 
inferior III 748,73 711,30

Jefaturas de Servicio de Institutos de Medicina 
Legal e I.N.T y C.F. y sus Departamentos I 787,45 748,08

Jefaturas de Servicio de Institutos de Medicina 
Legal e I.N.T y C.F. y sus Departamentos II 768,08 729,68

Jefaturas de Servicio de Institutos de Medicina 
Legal e I.N.T y C.F. y sus Departamentos III 748,73 711,30

Jefaturas de Sección de Institutos de Medicina 
Legal e Instituto Nac.de Toxicología y C.F. I 748,73 711,30

Jefaturas de Sección de Institutos de Medicina 
Legal e I.N.T y C.F. II 729,31 692,85

Jefaturas de Sección de Institutos de Medicina 
Legal e Instituto Nac. de Toxicología y C.F. III 709,93 674,44

Médicos Forenses y Técnicos Facultativos del 
I.N.T y C.F. I 632,43 600,81

Médicos Forenses y Técnicos Facultativos del 
I.N.T y C.F. II 613,08 582,43

Médicos Forenses y Técnicos Facultativos del 
I.N.T y C.F. III 593,65 563,97

Médicos Forenses en Registros Civiles (R.D. 
181/93, de 9 de febrero, disposición adicio-
nal 2.ª) I 145,44 138,17

Médicos Forenses en Registros Civiles (R.D. 
181/93, de 9 de febrero, disposición adicio-
nal 2.ª) II 106,62 101,29

Médicos Forenses en Registros Civiles (R.D. 
181/93, de 9 de febrero, disposición adicio-
nal 2.ª) III 87,24 82,88

Boletín núm. 2111–Pág. 60



– 1361 –

           

Médicos Forenses con régimen transitorio de integración y 
retributivo

Grupo artícu  lo 7.º R.D. 
1909/2000 

begin_of_the_skype_
highlighting 
1909/2000 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € 
a incluir en 

la Paga 
Extraordina-
ria de Junio

Cuantía en € 
a incluir en la 

Paga 
Extraordinaria 
de Diciembre

Director regional de Instituto Anatómico Forense 
o de Clínica Médico Forense (en agrupaciones 
de Juzgados alguno de los cuales esté servido 
por Magistrado o que conjuntamente con juz-
gado sean titulares de especialidad o cargo 
directivo.

I 823,66 782,48
II 804,28 764,07

III 784,90 745,66

Director regional de Instituto Anatómico Forense 
o de Clínica Médico Forense (en agrupaciones 
no incluidas en el apartado anterior).

I 804,28 764,07
II 784,90 745,66
III 765,57 727,30

Director provincial de Instituto Anatómico 
Forense o de Clínica Médico Forense (en agru-
paciones de Juzgados alguno de los cuales esté 
servido por Magistrado o que conjuntamente 
con Juzgado sean titulares de especialidad o 
cargo directivo.

I 784,90 745,66
II 765,57 727,30

III 746,20 708,89

Director provincial de Instituto Anatómico 
Forense o de Clínica Médico Forense (en agru-
paciones no incluidas en el apartado ante-
rior).

I 765,57 727,30
II 746,20 708,89

III 726,81 690,47

Jefe de servicio de Instituto Anatómico Forense o 
de Clínica Médico Forense (en agrupaciones 
de Juzgados alguno de los cuales esté servido 
por Magistrado o que conjuntamente con Juz-
gado sean titulares de especialidad o cargo 
directivo.

I 746,20 708,89
II 726,81 690,47

III 707,43 672,06

Jefe de servicio de Instituto Anatómico Forense o 
de Clínica Médico Forense (en agrupaciones 
no incluidas en el apartado anterior).

I 726,81 690,47
II 707,43 672,06
III 688,05 653,65

Jefe de Sección de Instituto Anatómico Forense o 
de Clínica Médico Forense (en agrupaciones 
de Juzgados alguno de los cuales esté servido 
por Magistrado o que conjuntamente con Juz-
gado sean titulares de especialidad o cargo 
directivo.

I 707,43 672,06
II 688,05 653,65

III 668,62 635,19

Jefe de Sección de Instituto Anatómico Forense o 
de Clínica Médico Forense (en agrupaciones 
no incluidas en el apartado anterior).

I 688,05 653,65
II 668,62 635,19
III 649,25 616,79

Médico Forense (en agrupaciones de Juzgados 
alguno de los cuales esté servido por Magis-
trado o que conjuntamente con Juzgado sean 
titulares de especialidad o cargo directivo.

I 629,92 598,43
II 610,54 580,02

III 591,15 561,60
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Médicos Forenses con régimen transitorio de integración y 
retributivo

Grupo artícu  lo 7.º R.D. 
1909/2000 

begin_of_the_skype_
highlighting 
1909/2000 

end_of_the_skype_
highlighting

Cuantía en € 
a incluir en 

la Paga 
Extraordina-
ria de Junio

Cuantía en € 
a incluir en la 

Paga 
Extraordinaria 
de Diciembre

Médico Forense (en agrupaciones no incluidas 
en el apartado anterior).

I 610,54 580,02
II 591,15 561,60
III 571,78 543,20

Médicos Forenses con régimen de jornada normal
Grupo 

artícu  lo 7.º 
RD1909/2000

Cuantía en € a 
incluir en la 

Paga Extraordi-
naria de Junio

Cuantía en € a 
incluir en la Paga 
Extraordinaria de 

Diciembre

Director regional de Inst. Anatómico Forense o 
de Clínica Médico Forense.

I 562,11 534,01
II 542,72 515,59
III 523,34 497,18

Director provincial de Inst. Anatómico Forense o 
de Clínica Médico Forense.

I 523,34 497,18
II 503,95 478,76
III 484,58 460,36

Jefe de servicio de Inst. Anatómico Forense o de 
Clínica Médico Forense.

I 484,58 460,36
II 465,13 441,88
III 445,76 423,48

Jefe de Sección de Inst. Anatómico Forense o de 
Clínica Médico Forense.

I 445,76 423,48
II 426,38 405,07
III 407,06 386,71

Médicos Forenses.
I 368,31 349,90
II 348,93 331,49
III 329,48 313,01

aneXo X.Bis

Cuantía a incluir en la paga extraordinaria de determinados miembros del Po-
der Judicial y del Ministerio Fiscal del artícu  lo 32.Cinco

  
Cuantía en € a incluir 
en paga extraordinaria 

de junio

Cuantía en € a incluir 
en paga extraordinaria 

de diciembre

Miembros del Poder Judicial     
Presidentes de Sala del Tribunal Supremo (no incluye 

al Presidente del mismo) 2.860,83 2.603,36

Presidente de la Audiencia Nacional (Magistrado del 
Tribunal Supremo) 2.860,83 2.603,36

Presidentes de Sala de la Audiencia Nacional (Magis-
trados del Tribunal Supremo) 2.752,13 2.504,44
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Cuantía en € a incluir 
en paga extraordinaria 

de junio

Cuantía en € a incluir 
en paga extraordinaria 

de diciembre

Magistrados del Tribunal Supremo (no incluidos en 
apartados anteriores) 2.752,13 2.504,44

Miembros del Ministerio Fiscal     
Teniente Fiscal del Tribunal Supremo 2.860,83 2.603,36
Fiscal Inspector 2.764,26 2.515,48
Fiscal Jefe de la Fiscalía ante el Tribunal Constitucio-

nal 2.764,26 2.515,48

Fiscal Jefe de la Fiscalía de la Audiencia Nacional 2.764,26 2.515,48
Fiscal Jefe de la Fiscalía del Tribunal de Cuentas 2.752,13 2.504,44
Fiscal Jefe de la Secretaría Técnica del Fiscal General 

del Estado 2.752,13 2.504,44

Fiscal Jefe de la Fiscalía Especial Antidroga 2.752,13 2.504,44
Fiscal Jefe de la Fiscalía Especial contra la corrup-

ción y la criminalidad organizada. 2.752,13 2.504,44

Fiscales de Sala del Tribunal Supremo 2.752,13 2.504,44

Artículo 2. Créditos de productividad, 
dedicación especial y gratificaciones 
por servicios extraordinarios.

A partir del 1 de junio de 2010 los 
créditos asignados para atender los com-
plementos de productividad, dedicación 
especial y gratificaciones por servicios 
extraordinarios se reducirán en un 5 por 
ciento y sin perjuicio de que las canti-
dades individuales asignadas puedan ser 
diferentes de acuerdo con la normativa 
reguladora de estos complementos.

Artículo 3. Se modifica el artícu -
lo 63.1.a) de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria.

Se modifica el apartado 1.a) del 
artícu  lo 63 que queda redactado como 
sigue:

«a) Transferencias entre créditos de 
un mismo programa o entre programas de 
un mismo servicio, incluso con la crea-
ción de créditos nuevos en el caso de los 
destinados a compra de bienes corrientes 

y servicios o inversiones reales, siempre 
que se encuentren previamente contem-
plados en los códigos que definen la cla-
sificación económica y no afecten a los 
de personal o no incrementen los créditos 
que enumera el apartado 2 del artícu  lo 43 
de esta Ley.»

caPÍtulo ii

Medidas en materia de pensiones

Artículo 4. Suspensión de la revaloriza-
ción de pensiones.

Uno. Se suspende para el ejercicio 
de 2011 la aplicación de lo previsto en el 
apartado 1.1 del artícu  lo 48 de la ley Ge-
neral de la Seguridad Social, excepto 
para las pensiones mínimas del Sistema 
de la Seguridad Social, las pensiones del 
extinguido SOVI no concurrentes y las 
pensiones no contributivas. Igualmente 
para el ejercicio de 2011 se suspende la 
aplicación de lo dispuesto en el apar-
tado 1.2 del artícu  lo 48 de la Ley General 
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de la Seguridad Social, excepto para las 
pensiones mínimas del Sistema de la Se-
guridad Social, las pensiones del extin-
guido SOVI no concurrentes y las pen-
siones no contributivas.

Dos. Se suspende para 2011 la aplica-
ción de lo previsto en el apartado 1 del 
artícu  lo 27 del Texto Refundido de la Ley 
de Clases pasivas del Estado aprobado 
por Real Decreto legislativo 670/1987, 
de 30 de abril, manteniéndose en rela-
ción con las pensiones mínimas de clases 
pasivas las previsiones contenidas en el 
apartado 2 del citado artícu  lo 27.

caPÍtulo iii

Medidas en materia de dependencia

Artículo 5. Modificación de la disposi-
ción final primera de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, de Promoción de 
la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de Dependen-
cia.

Con efectos de 1 de junio de 2010 se 
modifica la Disposición final primera de 
la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 
Promoción de la Autonomía Personal y 
Atención a las Personas en situación de 
Dependencia, del siguiente modo:

Uno. Se modifica el apartado 2, que 
queda redactado como sigue:

«2. En el marco de lo establecido en 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de la Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, el plazo máximo, entre la 
fecha de entrada de la solicitud y la de 
resolución de reconocimiento de la pres-
tación de dependencia será de seis meses, 
independientemente de que la Adminis-
tración Competente haya establecido un 
procedimiento diferenciado para el reco-
nocimiento de la situación de depen-
dencia y el de prestaciones.»

Dos. Se modifica el apartado 3, que 
queda redactado como sigue:

«3. El reconocimiento del derecho 
contenido en las resoluciones de las ad-
ministraciones públicas competentes ge-
nerará el derecho de acceso a las presta-
ciones correspondientes, previstas en los 
artículos 17 a 25 de esta Ley, a partir de 
la fecha de la resolución en la que se re-
conozca la concreta prestación o presta-
ciones que corresponden a la persona 
beneficiaria.

Si una vez transcurrido el plazo 
máximo de seis meses desde la solicitud, 
no se hubiera notificado resolución ex-
presa de reconocimiento de prestación, 
el derecho de acceso a la prestación eco-
nómica que, en su caso, fuera recono-
cida, se generará desde el día siguiente al 
del cumplimiento del plazo máximo in-
dicado.»

Tres. El actual apartado 3, queda nu-
merado como apartado 4. El actual apar-
tado 4, queda numerado como apar-
tado 5.

caPÍtulo iV

Medidas en materia tributaria y de 
seguridad social

Artículo 6. Supresión de la deducción 
por nacimiento o adopción en el Im-
puesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.

Se introducen las siguientes modifica-
ciones en la Ley 35/2006, de 28 de no-
viembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Resi-
dentes y sobre el Patrimonio:

Uno. Con efectos desde 1 de enero 
de 2011, se suprime el artícu  lo 81 bis.

Dos. Con efectos desde 1 de enero 
de 2011, se modifican los apartados 1 y 2 
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del artícu  lo 103, que quedarán redac-
tados en los siguientes términos:

«1. Cuando la suma de las reten-
ciones, ingresos a cuenta y pagos fraccio-
nados de este Impuesto, así como de las 
cuotas del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes a que se refiere el párrafo d) 
del artícu  lo 79 de esta Ley y, en su caso, 
de la deducción prevista en el artícu  lo 81 
de esta Ley, sea superior al importe de la 
cuota resultante de la autoliquidación, la 
Administración tributaria practicará, si 
procede, liquidación provisional dentro 
de los seis meses siguientes al término del 
plazo establecido para la presentación de 
la declaración.

Cuando la declaración hubiera sido pre-
sentada fuera de plazo, los seis meses a 
que se refiere el párrafo anterior se compu-
tarán desde la fecha de su presentación.

2. Cuando la cuota resultante de la 
autoliquidación o, en su caso, de la li-
quidación provisional, sea inferior a la 
suma de las cantidades efectivamente 
retenidas y de los pagos a cuenta de este 
Impuesto realizados, así como de las 
cuotas del Impuesto sobre la Renta de 
no Residentes a que se refiere el párrafo 
d) del artícu  lo 79 de esta Ley y, en su 
caso, de la deducción prevista en el 
artícu  lo 81 de esta ley, la Administra-
ción tributaria procederá a devolver de 
oficio el exceso sobre la citada cuota, 
sin perjuicio de la práctica de las ulte-
riores liquidaciones, provisionales o de-
finitivas, que procedan.»

Tres. Con efectos desde la entrada en 
vigor de este Real Decreto-ley, se modi-
fica la disposición adicional vigésimo 
sexta, que quedará redactada en los si-
guientes términos:

«Disposición adicional vigésimo sexta. 
Deducción por nacimiento o adopción 
en el período impositivo 2010.

Los nacimientos que se hubieran pro-
ducido en 2010 y las adopciones que se 

hubieran constituido en dicho año, darán 
derecho en el citado período impositivo 
a la deducción por nacimiento o adop-
ción regulada en el artícu  lo 81.bis de esta 
Ley siempre que la inscripción en el Re-
gistro Civil se efectúe antes de 31 de 
enero de 2011, pudiendo igualmente, en 
este último caso, solicitar antes de la ci-
tada fecha la percepción anticipada de la 
deducción.»

Artículo 7. Supresión de la prestación 
económica de pago único por naci-
miento o adopción de hijo de la Segu-
ridad Social.

Se introducen las siguientes modifica-
ciones en el texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social aprobada 
por el Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio:

Uno. Con efectos desde 1 de enero 
de 2011, se suprime el párrafo d) del 
artícu  lo 181.

Dos. Con efectos desde 1 de enero 
de 2011, se modifica el apartado 1 del 
artícu  lo 182.bis, que quedará redactado 
en los siguientes términos:

«1. La cuantía de la asignación eco-
nómica a que se refiere el párrafo a del 
artícu  lo 181 será, en cómputo anual, 
de 291 euros, salvo en los supuestos es-
peciales que se contienen en el apartado 
siguiente.»

Tres. Con efectos desde 1 de enero 
de 2011, se suprime la Subsección IV de 
la Sección II del Capítulo IX del Título II.

Cuatro. Con efectos desde 1 de enero 
de 2011, se suprime el apartado 4 del 
artícu  lo 189.

Cinco. Con efectos desde la entrada 
en vigor de este Real Decreto-ley, se 
añade una disposición adicional cuadra-
gésima octava, que quedará redactada en 
los siguientes términos:
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«Disposición adicional cuadragésima oc-
tava. Prestación económica de pago 
único por nacimiento o adopción de 
hijo producido en 2010.

Los nacimientos que se hubieran pro-
ducido en 2010 y las adopciones que se 
hubieran constituido en dicho año, darán 
derecho a prestación económica por na-
cimiento o adopción regulada en la Sub-
sección IV de la Sección II del Capítulo 
IX del Título II de esta Ley, siempre que la 
inscripción en el Registro Civil se efectúe 
antes de 31 de enero de 2011, debiendo, 
en este último caso, solicitar antes de la 
citada fecha la percepción de la indicada 
prestación.»

caPÍtulo V

Medidas en materia de sanidad

Artículo 8. Deducciones sobre los me-
dicamentos dispensados por las ofici-
nas de farmacia al Sistema Nacional de 
Salud.

Uno. Las oficinas de farmacia apli-
carán en la facturación de los medica-
mentos de uso humano fabricados indus-
trialmente que se dispensen con cargo a 
la prestación farmacéutica del Sistema 
Nacional de Salud una deducción 
del 7,5% sobre el precio de venta al pú-
blico de estos medicamentos.

A efectos de la aplicación y reparto de 
esta deducción entre todos los agentes de 
la cadena farmacéutica, la distribución 
aplicará una deducción del 7,5% sobre 
el precio de venta del distribuidor, corres-
pondiendo al laboratorio farmacéutico 
aplicar igualmente una deducción 
del 7,5% sobre el precio industrial 
máximo.

Estas deducciones serán igualmente 
aplicables a los medicamentos que, aun 
estando integrados en el sistema de pre-
cios de referencia, formen parte de con-
juntos inactivos.

Dos. Las deducciones del apartado 
anterior se realizarán sin perjuicio de los 
descuentos regulados en el apartado 6 
del artícu  lo 3 de la Ley 29/2006, de 26 de 
julio, de garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios, y 
no afectarán a los actuales márgenes co-
merciales de la dispensación y distribu-
ción, que mantienen sus cuantías.

La aplicación de la escala prevista en 
el apartado 3 del artícu  lo 2 del Real De-
creto 823/2008, de 16 de mayo , por el 
que se establecen los márgenes, deduc-
ciones y descuentos correspondientes a 
la distribución y dispensación de medica-
mentos de uso humano, se efectuará una 
vez aplicadas las deducciones contem-
pladas en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 9. Deducciones sobre las com-
pras de los medicamentos realizadas 
por los servicios sanitarios del Sistema 
Nacional de Salud.

En las compras de medicamentos de 
uso humano fabricados industrialmente 
formalizadas con cargo a fondos públicos 
del Sistema Nacional de Salud a través de 
los servicios de farmacia de los hospi-
tales, de los centros de salud y de las es-
tructuras de atención primaria, se apli-
cará una deducción del 7,5% sobre el 
precio de compra.

Artículo 10. Excepciones a la aplica-
ción de las deducciones.

Las deducciones previstas en los ar-
tículos 8 y 9 no serán de aplicación a los 
medicamentos genéricos, así como a los 
medicamentos que se encuentren afec-
tados por la aplicación del sistema de 
precios de referencia, con la salvedad 
hecha en el párrafo tercero del apartado 
uno del artícu  lo 8.

En el caso de medicamentos huér-
fanos, las reducciones contempladas en 
los artículos 8 y 9, serán del 4 por 
ciento.

Boletín núm. 2111–Pág. 66



– 1367 –

           

Artículo 11. Revisión de los precios de 
los productos sanitarios.

El precio de venta al público de los 
productos sanitarios incluidos en la pres-
tación farmacéutica del Sistema Nacional 
de Salud se reducirá en un 7,5%, a excep-
ción del precio de los absorbentes de 
incontinencia de orina cuya reducción 
será del 20%.

Las reducciones contempladas en este 
artículo no supondrán la modificación 
del Código Nacional.

Artículo 12. Modificación de la 
Ley 29/2006, de 26 de julio, de garan-
tías y uso racional de los medicamen-
tos y productos sanitarios.

Uno. El apartado 8 del artícu  lo 19 
tendrá la siguiente redacción:

«Mediante resolución, la Agencia Es-
pañola de Medicamentos y Productos 
Sanitarios en el plazo de seis meses podrá 
autorizar la dispensación de unidades 
concretas para los grupos de medica-
mentos y/o patologías que se determinen, 
con el fin de ajustar las unidades dispen-
sadas a la duración del tratamiento. Estas 
unidades podrán dispensarse a partir del 
fraccionamiento de un envase de un me-
dicamento autorizado e inscrito, respe-
tando la integridad del acondiciona-
miento primario, excepto cuando, en el 
marco de proyectos o programas autori-
zados por la mencionada Agencia, sea 
procedente su reacondicionamiento pro-
tocolizado y garantizando las condi-
ciones de conservación del medica-
mento, así como la información al pa-
ciente.

Para los casos previstos en este apar-
tado, el Ministerio de Sanidad y Política 
Social establecerá el sistema de cálculo 
de precio de venta al público y los már-
genes de comercialización correspon-
dientes.»

Dos. El apartado 1 del artícu  lo 90 
tendrá la siguiente redacción:

«Corresponde al Consejo de Minis-
tros, por real decreto, a propuesta de los 
Ministros de Economía y Hacienda, de 
Industria, Turismo y Comercio y de Sa-
nidad y Política Social y previo acuerdo 
de la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos, establecer el 
régimen general de fijación de los pre-
cios industriales de los medicamentos, 
así como de aquellos productos sanita-
rios que vayan a ser incluidos en la pres-
tación farmacéutica del Sistema Na-
cional de Salud y que se dispensen, a 
través de receta oficial, en territorio na-
cional, que responderá a criterios obje-
tivos.

Las cuantías económicas correspon-
dientes a los conceptos de la distribución 
y dispensación de los medicamentos y de 
dichos productos sanitarios y, en su caso, 
de las deducciones aplicables a la factu-
ración de los mismos al Sistema Nacional 
de Salud son fijados por el Gobierno, 
previo acuerdo de la Comisión Delegada 
del Gobierno para Asuntos Económicos, 
de forma general o por grupos o sectores, 
tomando en consideración criterios de 
carácter técnico-económico y sani-
tario.»

Artículo 13. Modificación de la 
Ley 30/2007, de 30 octubre, de Con-
tratos del Sector Público.

Se añade una nueva disposición adi-
cional a la Ley de Contratos del Sector 
Público con la siguiente redacción:

«Disposición adicional trigésimo cuarta. 
Adquisición Centralizada de medica-
mentos y productos sanitarios con mi-
ras al Sistema Nacional de Salud.

Uno. Mediante Orden del Ministerio 
de Sanidad y Política Social, previo in-
forme favorable de la Dirección General 
del Patrimonio del Estado, se podrá de-
clarar de adquisición centralizada los 
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suministros de medicamentos y productos 
sanitarios que se contraten en el ámbito 
estatal por los diferentes órganos y orga-
nismos. La contratación de estos suminis-
tros deberá efectuarse a través del Minis-
terio de Sanidad y Política Social. La fi-
nanciación de los correspondientes 
contratos correrá a cargo del organismo 
o entidad peticionarios. Las competen-
cias que el artícu  lo 190 atribuye a la Di-
rección General del Patrimonio del Es-
tado y al Ministerio de Economía y Ha-
cienda corresponderán en relación al 
suministro de medicamentos y productos 
sanitarios al Ministerio de Sanidad y Po-
lítica Social.

Las comunidades autónomas y las en-
tidades locales, así como las entidades y 
organismos dependientes de ellas e inte-
gradas en el Sistema Nacional de Salud, 
podrán adherirse al sistema de adquisi-
ción centralizada estatal de medica-
mentos y productos sanitarios, para la 
totalidad de los suministros incluidos en 
el mismo o sólo para determinadas cate-
gorías de ellos. La adhesión requerirá la 
conclusión del correspondiente acuerdo 
con el Ministerio de Sanidad y Política 
Social.

Dos. Los órganos de contratación de 
la Administración General del Estado, de 
las comunidades autónomas y de las en-
tidades locales, así como las entidades y 
organismos dependientes de ellas e inte-
gradas en el Sistema Nacional de Salud, 
podrán concluir de forma conjunta 
acuerdos marco de los previstos en el 
artícu  lo 180, con uno o varios empresa-
rios con el fin de fijar las condiciones a 
que habrán de ajustarse los contratos de 
suministro de medicamentos y productos 
sanitarios que pretendan adjudicar du-
rante un período determinado, siempre 
que el recurso a estos instrumentos no se 
efectúe de forma abusiva o de modo que 
la competencia se vea obstaculizada, res-
tringida o falseada.»

caPÍtulo Vi

Medidas en materia económico finan-
ciera de las entidades locales

Artículo 14. Aplicación a las entidades 
locales.

Uno. Se declaran recursos afectados 
los derivados de la aplicación de las me-
didas de reducción de costes de personal 
en los ejercicios 2010 y 2011, que se des-
tinarán, con el orden de preferencia en el 
que están relacionados, a las siguientes 
finalidades:

a) A sanear el remanente de tesorería 
derivado de la última liquidación, cuando 
éste fuera negativo.

b) A disminuir el nivel de endeuda-
miento a largo plazo.

c) A la financiación de inversiones.

d) Cuando no resulten de aplicación 
los apartados a) o b), los recursos no apli-
cados en el propio ejercicio a la financia-
ción de inversiones, se destinarán en su-
cesivos ejercicios a las finalidades esta-
blecidas en los apartados a), b) y c), con 
el mismo orden de prelación, hasta su 
aplicación total.

Dos. A partir de la entrada en vigor 
de la presente norma y hasta 31 de di-
ciembre de 2011, las entidades locales y 
sus entidades dependientes clasificadas 
en el sector Administraciones Públicas no 
podrán acudir al crédito público o pri-
vado a largo plazo, en cualquiera de sus 
modalidades, para la financiación de sus 
inversiones, ni sustituir total o parcial-
mente operaciones preexistentes, a ex-
cepción de aquellas que en términos de 
valor actual neto resulten beneficiosas 
para la entidad por disminuir la carga fi-
nanciera, el plazo de amortización o 
ambos.

Tres. Las operaciones a corto plazo 
concertadas para cubrir situaciones tran-
sitorias de financiación reguladas en el 
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artícu  lo 51 del Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales de-
berán quedar canceladas a 31 de di-
ciembre de cada año.

Artículo 15. Funcionarios con habilita-
ción de carácter estatal.

Se modifica el apartado 5 de la dispo-
sición adicional segunda de la Ley 7/2007, 
de 12 abril, por la que se aprueba el Es-
tatuto Básico del Empleado Público, que-
dando con la siguiente redacción:

«5. Provisión de puestos reservados 
a funcionarios con habilitación de ca-
rácter estatal.

5.1 El concurso será el sistema 
normal de provisión de puestos de tra-
bajo y en él se tendrán en cuenta los 
méritos generales, los méritos correspon-
dientes al conocimiento de las especiali-
dades de la organización territorial de 
cada Comunidad Autónoma y del de-
recho propio de la misma, el conoci-
miento de la lengua oficial en los tér-
minos previstos en la legislación autonó-
mica respectiva, y los méritos específicos 
directamente relacionados con las carac-
terísticas del puesto.

Existirán dos concursos anuales: el 
concurso ordinario y el concurso uni-
tario.

Las Comunidades Autónomas en su 
ámbito territorial regularán las bases co-
munes del concurso ordinario así como 
el porcentaje de puntuación que corres-
ponda a cada uno de los méritos enume-
rados anteriormente.

Las Corporaciones locales aprobarán 
el concurso ordinario anual con inclusión 
de las plazas vacantes que estimen nece-
sario convocar.

En cualquier caso, no se procederá al 
nombramiento de funcionarios interinos 
del artícu  lo 10.1 de esta Ley 7/2007 ni 
al nombramiento accidental de funcio-
narios de la entidad suficientemente ca-

pacitados para cubrir los puestos de tra-
bajo que tengan asignadas las funciones 
contenidas en el apartado 1.2.b) de esta 
disposición, salvo en casos excepcio-
nales y para cubrir necesidades urgentes 
e inaplazables, previa comunicación a 
la Administración que ejerza la tutela 
financiera.

Las Corporaciones locales incluirán 
necesariamente en los concurso anuales 
los puestos de trabajo que tengan asig-
nadas las funciones contenidas en el 
apartado 1.2.b) de esta disposición y 
estén cubiertos por funcionarios interinos 
o funcionarios de la entidad nombrados 
excepcionalmente con carácter acci-
dental.

El ámbito territorial del concurso ordi-
nario será el de la Comunidad Autónoma 
a la que pertenezca la Corporación 
local.

Los Presidentes de las Corporaciones 
Locales efectuarán las convocatorias del 
concurso ordinario y las remitirán a la 
correspondiente Comunidad Autónoma 
para su publicación. Las resoluciones 
de los concursos se efectuarán por las 
Corporaciones Locales y las remitirán a 
la respectiva Comunidad Autónoma 
quien, previa coordinación de las 
mismas para evitar la pluralidad simul-
tánea de adjudicaciones a favor de un 
mismo concursante, y comprobación de 
la inclusión de todos los puestos de tra-
bajo que tengan asignadas las funciones 
contenidas en el apartado 1.2.b) de esta 
disposición y estén cubiertos por fun-
cionarios interinos o nombrados excep-
cionalmente con carácter accidental, 
procederá a su publicación en su Diario 
Oficial, dando traslado de la misma al 
Ministerio de Política Territorial para su 
publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» y para su inclusión en el registro 
de funcionarios con habilitación de ca-
rácter estatal.
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El Ministerio de Política Territorial 
efectuará, supletoriamente, en función de 
los méritos generales y los de valoración 
autonómica y de acuerdo con lo estable-
cido por las Comunidades Autónomas 
respecto del requisito de la lengua, la 
convocatoria anual de un concurso uni-
tario de los puestos de trabajo vacantes, 
reservados a funcionarios con habilita-
ción de carácter estatal que deban pro-
veerse por concurso, en los términos que 
establezca reglamentariamente el Minis-
terio de la Presidencia.

El ámbito territorial del concurso uni-
tario será de carácter estatal.

5.2 Excepcionalmente, para los mu-
nicipios de gran población previstos en el 
artícu  lo 121 de la Ley 7/1985, así como 
las Diputaciones Provinciales, Cabildos y 
Consejos Insulares, podrán cubrirse por 
el sistema de libre designación, entre fun-
cionarios con habilitación de carácter 
estatal de la subescala y categoría corres-
pondientes, los puestos a ellos reservados 
que se determinen en las relaciones de 
puestos de trabajo en los términos pre-
vistos en la legislación básica sobre fun-
ción pública.

No obstante, cuando se trate de puestos 
de trabajo que tengan asignadas las fun-
ciones contenidas en el apartado 1.2.b) 
de esta disposición, será precisa la auto-
rización expresa de la Administración 
que ejerza la tutela financiera.

Igualmente, será necesario informe 
preceptivo de la Administración de tutela 
para el cese de aquellos funcionarios que 
hubieran sido nombrados por libre desig-
nación dentro de los seis años inmediata-
mente anteriores a la propuesta de cese.

5.3 Las Comunidades Autónomas 
efectuarán, de acuerdo con su normativa, 
los nombramientos provisionales de fun-
cionarios con habilitación de carácter 
estatal, así como las comisiones de servi-
cios, acumulaciones, nombramientos de 
personal interino y de personal acci-
dental.»

caPÍtulo Vii

Otras medidas de control del gasto 
público

Artículo 16. Contratos de colaboración 
público-privada y de concesión de 
obra pública.

En el ámbito del Sector Público Estatal, 
antes de autorizar un contrato de colabo-
ración entre el sector público y el sector 
privado, así como un contrato de conce-
sión de obra pública, tipificados en la 
Ley 30/2007, de 30 de octubre, cuyo 
valor estimado exceda de doce millones 
de euros, será preceptivo y vinculante un 
informe del Ministerio de Economía y 
Hacienda que se pronuncie sobre las re-
percusiones presupuestarias y compro-
misos financieros que conlleva, así como 
sobre su incidencia en el cumplimiento 
del objetivo de estabilidad presupues-
taria, según lo establecido en el texto re-
fundido de la Ley General de Estabilidad 
Presupuestaria, aprobado por Real De-
creto Legislativo 2/2007, de 28 de di-
ciembre.

A tal efecto, el órgano de contratación 
deberá proporcionar información com-
pleta acerca de los aspectos financieros y 
presupuestarios del contrato, incluyendo 
los mecanismos de captación de finan-
ciación y garantías que se prevea utilizar, 
durante toda la vigencia del mismo, así 
como, en su caso, el documento de eva-
luación previa a que se refiere el 
artícu  lo 118 de la Ley de Contratos del 
Sector Público.

Artículo 17. Modificación del artícu -
lo 63 de la Ley 26/2009, de 23 de di-
ciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2010.

Se modifica el artícu  lo 63 de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para el 
año 2010, queda redactado como sigue:
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«Será preceptivo y vinculante el in-
forme del Ministerio de Economía y Ha-
cienda para la realización de gastos con 
cargo a los artículos 82 y 83 del capí-
tulo 8 de los Presupuestos Generales del 
Estado, a excepción de los anticipos rea-
lizados al personal.

En el supuesto de préstamos y anticipos 
a conceder a través de procedimientos de 
concurrencia competitiva, dicho informe 
se emitirá en el momento anterior a la 
aprobación de la convocatoria.

El citado informe tendrá por objeto de-
terminar el efecto que las condiciones de 
concesión de dichos préstamos y anticipos 
puedan tener sobre el cumplimiento del 
objetivo de estabilidad presupuestaria a 
que se refiere el artícu  lo 7 del texto refun-
dido de la Ley General de Estabilidad 
Presupuestaria aprobado por Real De-
creto Legislativo 2/2007, de 28 de di-
ciembre, y en atención a dichas conside-
raciones determinará la procedencia de 
la concesión de las operaciones pro-
puestas.

Artículo 18. Acción del Sector Público 
Estatal en el exterior.

Toda propuesta de apertura de emba-
jadas, consulados, centros culturales, 
educativos, sociales, turísticos, así como 
la creación de cualquier estructura orgá-
nica o funcional a través de la cual se 
instrumente la acción del Sector Público 
Estatal en el exterior en todos sus ám-
bitos, requerirá, como requisito impres-
cindible para su aprobación, contar con 
el informe previo favorable del Ministerio 
de Economía y Hacienda.

Disposición adicional primera. Aplica-
ción de lo previsto en el artícu  lo 1.Dos 
a los órganos a los que resulta de apli-
cación el artícu  lo 27 de la Ley 26/2009, 
de 23 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2010.

Los Presidentes del Consejo General 
del Poder Judicial, del Tribunal Constitu-

cional y del Tribunal de Cuentas comuni-
carán al Ministerio de Economía y Ha-
cienda, en el plazo de 15 días desde la 
publicación del presente Real Decreto-
Ley, la reducción a aplicar a las retribu-
ciones a devengar por los miembros a 
que hace referencia el mencionado 
artícu  lo 27 con efectos 1 de junio y hasta 
el mes de diciembre.

En tanto esta comunicación no se pro-
duzca, se devengarán a cuenta las retri-
buciones vigentes de conformidad con lo 
previsto en la Ley 26/2009, de 23 de di-
ciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para 2010.

Disposición adicional segunda. Sus-
pensión del Acuerdo Gobierno-Sindi-
catos para la función pública en el 
marco del diálogo social 2010-2012.

Se acuerda con efectos de uno de junio 
de 2010 la suspensión parcial del Acuerdo 
Gobierno-Sindicatos para la función pú-
blica en el marco del diálogo social 2010-
2012, firmado el 25 de septiembre 
de 2009 en los términos necesarios para 
la correcta aplicación del presente Real 
Decreto Ley y, en concreto, las medidas 
de contenido económico.

Disposición adicional tercera. Aplica-
ción de los ajustes en materia retribu-
tiva a las mutuas de accidentes de tra-
bajo y enfermedades profesionales de 
la Seguridad Social y a sus entidades y 
centros mancomunados.

Uno. A las retribuciones del personal 
al servicio de las mutuas de accidentes de 
trabajo enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social y de las entidades y cen-
tros mancomunados constituidos por las 
mismas, que superen las establecidas en 
el régimen retributivo de los Directores 
Generales de las entidades gestoras y ser-
vicios comunes de la Seguridad Social 
para el ejercicio 2010, les será de aplica-
ción el ajuste que se establece, con 
efectos de 1 de junio de 2010, para los 
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Directores Generales en el artícu  lo 26.
Dos, B) de la Ley 26/2009, de 23 de di-
ciembre de Presupuestos Generales del 
Estado para 2010 en la redacción dada 
por el presente Real Decreto-Ley.

Dos. A las retribuciones del resto del 
personal laboral al servicio de las mutuas 
y de sus entidades y centros mancomu-
nados les serán de aplicación los ajustes 
establecidos, con efectos de 1 de junio 
de 2010, en el artícu  lo 25.Dos, B) de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre de Pre-
supuestos Generales del Estado para 2010 
en la redacción dada por el presente Real 
Decreto-Ley en relación con las retribu-
ciones del personal laboral del sector pú-
blico estatal.

Disposición adicional cuarta. Registro 
de personal directivo del sector públi-
co estatal.

Se crea, dependiente del Ministerio de 
Economía y Hacienda, el registro de per-
sonal directivo del sector público estatal 
y que incluirá al personal que tenga tal 
condición cuando les corresponda el 
ejercicio de funciones ejecutivas de 
máximo nivel de las fundaciones del 
sector público estatal, de los consorcios 
participados mayoritariamente por la Ad-
ministración General del Estado y sus 
Organismos y de las sociedades mercan-
tiles públicas que perciban aportaciones 
de cualquier naturaleza con cargo a los 
presupuestos públicos o con cargo a los 
presupuestos de los entes o sociedades 
que pertenezcan al sector público desti-
nadas a cubrir déficit de explotación.

Disposición adicional quinta. Creación 
de Agencias Estatales.

Se suspende lo dispuesto en la dispo-
sición adicional Trigésima primera de la 
Ley 26 /2009, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado de tal 
forma que en 2010 no se autorizará la 
creación de ninguna nueva Agencia es-
tatal de las reguladas en la Ley 28/2006, 

de 18 de julio, de Agencias estatales para 
la mejora de los servicios públicos.

Disposición adicional sexta. Aplaza-
miento y periodificación del abono de 
los efectos retroactivos de las presta-
ciones económicas previstas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre.

Las cuantías en concepto de efectos 
retroactivos de las prestaciones econó-
micas previstas en el artícu  lo 18 de la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Pro-
moción de la Autonomía Personal y Aten-
ción a las personas en situación de de-
pendencia, podrán ser aplazadas y su 
abono periodificado en pagos anuales de 
igual cuantía, en un plazo máximo de 5 
años desde la fecha de la resolución firme 
de reconocimiento expreso de la presta-
ción. El aplazamiento deberá ser notifi-
cado a la persona beneficiaria de la pres-
tación y a la Administración General del 
Estado como responsable del nivel mí-
nimo, a efectos de que ésta ajuste su 
abono al aplazamiento y periodificación 
de los importes de las prestaciones eco-
nómicas determinado por la Comunidad 
Autónoma.

Disposición adicional séptima. Cotiza-
ción al Régimen General de la Seguri-
dad Social.

Desde el 1 de junio al 31 de diciembre 
de 2010, la base de cotización por todas 
las contingencias de los empleados pú-
blicos encuadrados en el Régimen Ge-
neral de la Seguridad Social cuyas retri-
buciones sean objeto del ajuste previsto 
en este Real Decreto Ley, en tanto perma-
nezca su relación laboral o de servicio, 
será coincidente con la habida en el mes 
de mayo de 2010, salvo que por razón de 
las retribuciones que percibieran pudiera 
corresponder una de mayor cuantía, en 
cuyo caso será ésta por la que se efec-
tuará la cotización mensual.

A efectos de lo indicado en el párrafo 
anterior, de la base de cotización corres-
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pondiente al mes de mayo de 2010 se 
deducirán, en su caso, los importes de los 
conceptos retributivos que tengan una 
periodicidad en su devengo superior a la 
mensual o que no tengan carácter perió-
dico y que hubieren integrado dicha base 
sin haber sido objeto de prorrateo.

Disposición adicional octava. Arance-
les notariales y registrales.

Uno. Se rebajarán los aranceles no-
tariales y registrales en operaciones de 
cuantía, del siguiente modo.

1. Se aplicará una rebaja del 5% al 
importe de los derechos notariales resul-
tantes de la aplicación de lo previsto en 
el Número 2.1 del arancel de los nota-
rios, aprobado por Real De-
creto 1426/1989, de 17 de noviembre, 
por el que se aprueba el arancel de los 
notarios. Esta rebaja es adicional respecto 
de la aplicación de los demás descuentos 
o rebajas previstos en la normativa vi-
gente.

2. Se aplicará una rebaja del 5% al 
importe de los derechos de los registra-
dores de la propiedad resultantes de la 
aplicación de lo previsto en el Nú-
mero 2.1 del Real Decreto 1427/1989, 
de 17 de noviembre, por el que se aprueba 
el arancel de los registradores de la pro-
piedad. Esta rebaja es adicional respecto 
de la aplicación de los demás descuentos 
o rebajas previstos en la normativa vi-
gente.

3. Se aplicará una rebaja del 5% al 
importe de los derechos de los registra-
dores mercantiles resultantes de la apli-
cación de lo previsto en el Número 5 del 
Decreto 757/1973, de 29 de marzo, por 
el que se aprueba el adjunto Arancel de 
los Registradores Mercantiles. Esta rebaja 
es adicional respecto de la aplicación de 
los demás descuentos o rebajas previstos 
en la normativa vigente.

Dos. Se establecen las siguientes 
obligaciones de información a los intere-

sados que debe contenerse en la mi-
nuta.

1. Las minutas de los Notarios y Re-
gistradores de la Propiedad, Mercantiles 
y bienes muebles, además de cumplir la 
normativa aplicable, expresarán separa-
damente, y con la debida claridad:

a) Cada uno de los conceptos por los 
que se hayan devengado derechos aran-
celarios, con expresión individualizada 
del número y apartado de arancel apli-
cado.

b) El concepto minutable.

c) La aplicación o no, de rebajas de 
acuerdo con las normas aplicables al 
caso.

d) En el caso de los notarios la apli-
cación de descuentos de acuerdo con la 
normativa aplicable.

e) La aplicación o no, de bonifica-
ciones o reducciones de cualquier 
clase.

2. Las minutas de los Notarios y Re-
gistradores también expresarán la base 
aplicada o expresión de que es sin 
cuantía, honorarios que comporta cada 
concepto, y total de honorarios, sin que 
por ninguna razón se puedan agrupar 
globalmente los números y cantidades 
correspondientes a distintos conceptos. 
También expresarán la forma en la que se 
han obtenido los valores para la aplica-
ción del arancel y los suplidos si los hu-
biere.

Disposición adicional novena. Normas 
especiales en relación con determina-
das entidades del sector público a 
efectos de la aplicación de la reduc-
ción salarial prevista en este Real De-
creto-ley con efectos 1 de junio 
de 2010.

Lo dispuesto en la Ley 26/2009, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2010, en la redacción 
dada por el presente Real Decreto-Ley en 
lo relativo a la reducción salarial, no será 
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de aplicación al personal laboral no di-
rectivo de las sociedades mercantiles a 
que se refiere el apartado Uno.g) del 
artícu  lo 22 de la citada Ley ni al personal 
laboral no directivo de las Entidades Pú-
blicas Empresariales RENFE, ADIF y 
AENA, salvo que por negociación colec-
tiva las partes decidan su aplicación.

Disposición transitoria primera. Com-
plementos personales y transitorios.

Con efectos de 1 de junio de 2010, los 
complementos personales y transitorios 
reconocidos en virtud de lo dispuesto en 
la Disposición transitoria tercera de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre de Pre-
supuestos Generales del Estado para 2010, 
se mantendrán en las mismas cuantías 
que a 1 de enero de 2010.

Disposición transitoria segunda. Jubila-
ción parcial.

Hasta el 31 de diciembre de 2012, po-
drán acogerse a la modalidad de jubila-
ción parcial establecida en el 
artícu  lo 166.2 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio, con el cumplimiento de 
todos los requisitos exigidos en las letras 
b), c), d), e) y f) de dicho artículo, los 
trabajadores afectados por compromisos 
adoptados en expedientes de regulación 
de empleo o por medio de Convenios y 
acuerdos colectivos de empresa, apro-
bados o suscritos, respectivamente, con 
anterioridad a la entrada en vigor de este 
Real Decreto Ley, a las siguientes 
edades:

• 60 años si el trabajador relevista es 
contratado a jornada completa mediante 
un contrato de duración indefinida.

• 60 años y 6 meses  si el  trabajador 
relevista es contratado en otras condi-
ciones.

Disposición transitoria tercera. Solici-
tud de prestaciones de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre.

A las personas que hayan solicitado el 
reconocimiento de la situación de depen-
dencia con anterioridad a la entrada en 
vigor de este Real Decreto-ley, y se les 
reconozca un Grado III o un Grado II, les 
será de aplicación la Disposición Final 
Primera de la Ley 39/2006, de 14 de di-
ciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en si-
tuación de dependencia, en la redacción 
vigente en el momento de presentación 
de la solicitud.

Disposición transitoria cuarta. Régimen 
transitorio de suministro, comerciali-
zación y facturación de medicamentos 
y productos sanitarios.

Uno. Las medidas establecidas en los 
artículos 8 y 10 del presente Real De-
creto-ley serán de aplicación a los medi-
camentos que se dispensen a partir del 1 
de junio de 2010, con cargo a fondos 
públicos del Sistema Nacional de Salud, 
incluidos los regímenes especiales de la 
Mutualidad General de Funcionarios Ci-
viles del Estado (MUFACE), del Instituto 
Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS) y 
de la Mutualidad General Judicial (MU-
GEJU).

Dos. Las medidas establecidas en los 
artículos 9 y 10 del presente Real De-
creto- Ley serán de aplicación a los me-
dicamentos cuya compra se formalice a 
partir del 1 de junio de 2010, con cargo 
a fondos públicos del Sistema Nacional 
de Salud, incluidos los regímenes espe-
ciales de la Mutualidad General de Fun-
cionarios Civiles del Estado (MUFACE), 
del Instituto Social de las Fuerzas Ar-
madas (ISFAS) y de la Mutualidad Ge-
neral Judicial (MUGEJU).

Tres. Los productos sanitarios afec-
tados por lo dispuesto en el artícu  lo 11 de 
este real decreto-ley, se suministrarán por 
los fabricantes al nuevo precio de venta 
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al público en el plazo de un mes desde la 
entrada en vigor de este Real decreto-ley, 
bien con nuevos cartonajes, o bien reeti-
quetando los actuales con etiquetas ad-
hesivas no removibles.

Las existencias de los productos sani-
tarios, con precio anterior a las reduc-
ciones establecidas en este real decreto-
ley, que obren en poder de almacenes 
mayoristas podrán seguir comercializán-
dose a dicho precio hasta el 15 de julio 
de 2010 y las existencias de las presenta-
ciones de productos sanitarios, con precio 
anterior a las reducciones establecidas en 
este Real Decreto-Ley, que obren en 
poder de las oficinas de farmacia podrán 
seguir comercializándose a dicho precio 
hasta el 31 de julio de 2010.

A efectos de devoluciones se aplicará 
a los productos sanitarios lo dispuesto en 
el artícu  lo 6.2.5 del Real De-
creto 726/1982, de 17 de marzo, por el 
que se regula la caducidad y devolu-
ciones de las especialidades farmacéu-
ticas a los laboratorios farmacéuticos. En 
consecuencia, los almacenes mayoristas 
y las oficinas de farmacia podrán devolver 
a los fabricantes de productos sanitarios, 
a partir de la finalización del plazo pre-
visto en el anterior apartado y conforme 
a lo establecido en el artícu  lo 8 del citado 
real decreto, las existencias de las presen-
taciones con precio en el embalaje ante-
rior a las reducciones establecidas en este 
real decreto.

Disposición derogatoria única. Deroga-
ción normativa.

Uno. Quedan derogadas expresa-
mente las siguientes disposiciones:

a) Las disposiciones transitorias 
cuarta y decimoséptima del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 1/1994, de 20 de junio, en las re-
dacciones dadas, respectivamente, por 
los artículos 3.Seis y 4.2 de la Ley 40/2007, 

de 4 de diciembre, de medidas en ma-
teria de Seguridad Social.

b) Con efectos desde 1 de enero 
de 2011, los artículos 1 a 5 y las disposi-
ciones adicionales primera y segunda de 
la Ley 35/2007, de 15 de noviembre, por 
la que se establece la deducción por na-
cimiento o adopción en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y la pres-
tación económica de pago único de la 
Seguridad Social por nacimiento o adop-
ción.

Dos. Se derogan cualesquiera otras 
normas de igual o inferior rango en lo que 
se opongan a lo dispuesto en el presente 
Real Decreto-ley.

Disposición final primera. Título com-
petencial.

Los artículos del presente Real De-
creto-ley que no constituyen disposi-
ciones modificativas de otras vigentes, se 
dictan al amparo de los siguientes pre-
ceptos de la Constitución:

a) Al amparo de lo dispuesto en el 
apartado 13.º del artícu  lo 149.1 y en el 
artícu  lo 156.1 de la Constitución, que 
atribuye al Estado competencia exclusiva 
en materia de bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad eco-
nómica y autonomía financiera de las 
Comunidades Autónomas con arreglo a 
los principios de coordinación con la Ha-
cienda Pública estatal y de solidaridad 
entre todos los españoles.

b) Al amparo de lo establecido en el 
apartado 14.º del artícu  lo 149.1 de la 
Constitución, que atribuyen al Estado la 
competencia exclusiva en materia de Ha-
cienda general y Deuda del Estado.

c) Al amparo de lo dispuesto en el 
apartado 16.º del artícu  lo 149.1 de la 
Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva para dictar legis-
lación sobre productos farmacéuticos.
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d) Al amparo de lo dispuesto en el 
apartado 17.º del artícu  lo 149.1 de la 
Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva para dictar legis-
lación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social.

e) Al amparo de lo dispuesto en el 
apartado 18.º del artícu  lo 149.1 de la 
Constitución, que atribuye al Estado 
competencia exclusiva sobre las bases 
del régimen estatutario de los funciona-
rios.

Disposición final segunda. Carácter bá-
sico.

Lo dispuesto en el artícu  lo 1, apartado 
Dos y Tres y Disposición adicional no-
vena de este Real Decreto-Ley, tiene ca-
rácter básico y se dicta al amparo de los 
artículos 149.1.13ª, 149.1.18ª y 156.1 de 
la Constitución.

Disposición final tercera. Facultades de 
desarrollo.

Se habilita al Gobierno y a los titulares 
de los Ministerios de Economía y Ha-
cienda, de Justicia, de Trabajo e Inmigra-
ción, de Presidencia, de Sanidad y Polí-
tica Social y de Política Territorial, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, 
para dictar las disposiciones y adoptar las 
medidas necesarias para el desarrollo y 
ejecución de lo establecido en este Real 
Decreto-ley.

Disposición final cuarta. Relación de 
medicamentos afectados por las de-
ducciones contempladas en los artícu-
los 8, 9 y 10.

La Dirección General de Farmacia y 
Productos Sanitarios publicará y man-
tendrá actualizada, junto al Nomenclátor 
de productos farmacéuticos del Sistema 
Nacional de Salud, la relación de los me-
dicamentos afectados por lo dispuesto en 
el presente Real Decreto-ley.

Disposición final quinta. Rango norma-
tivo.

La disposición adicional séptima podrá 
modificarse por el Consejo de Ministros 
mediante Real Decreto.

Disposición final sexta. Entrada en vi-
gor.

Este Real Decreto-ley entrará en vigor 
el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Barcelona, el 20 de mayo 
de 2010.

JUAN CARLOS R.

 El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

CORRECCIóN DE ERRORES del Real De-
creto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el 
que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público. 
(«bOE» núm. 127 de 25 de mayo 
de 2010)

Advertidos errores en el Real Decreto-
Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se 
adoptan medidas extraordinarias para la 
reducción del déficit público, publicado 
en el «Boletín Oficial del Estado» nú-
mero 126, de 24 de mayo de 2010, se 
procede a efectuar las oportunas rectifi-
caciones:

– En la página 45070, exposición de 
motivos, cuarto párrafo, donde dice: «…
un marzo…», debe decir: «…en 
marzo…».

– En la página 45072, exposición de 
motivos, quinto párrafo, donde dice: «… 
que tenía como objetivo de intentar res-
ponder…», debe decir: «… que tenía 
como objetivo intentar responder …».

– En la página 45072, exposición de 
motivos, séptimo párrafo, donde dice: 
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«…cláusulas del acuerdo con contenido 
retributivo.», debe decir: «…cláusulas del 
acuerdo con contenido económico.».

– En la página 45078, artícu  lo 1. Dos. 
B) 3, último párrafo, donde dice: «El resto 
de los complementos retributivos que in-
tegren la paga extraordinaria…», debe 
decir: «El resto de los complementos re-
tributivos que integren la citada paga ex-
traordinaria…».

– En la página 45078, artícu  lo 1. Dos. 
B) 3, debe añadirse, al final, el siguiente 
párrafo omitido: «La paga extraordinaria 
del mes de junio se regirá por lo dispuesto 
en el apartado Dos. A) de este artículo.».

– En la página 45083, artícu  lo 1. 
Cuatro. Artículo 26. Uno B), donde dice: 
«Presidente del Consejo de Estado… 
77.808,24 euros», debe decir: «Presi-
dente del Consejo de Estado… 77.808,96 
euros», y donde dice: «Presidente del 
Consejo Económico y Social … 85.004,21 
euros», debe decir: «Presidente del Con-
sejo Económico y Social … 85.004,28 
euros».

– En la página 45086, artícu  lo 1. 
Cuatro. Artículo 26. Siete B), tercer pá-
rrafo, donde dice: «…, la cuantía en con-
cepto de sueldo y trienios…», debe decir: 
«…,la cuantía en concepto de sueldo y 
complemento de destino …».

– En la página 45091, artícu  lo 1. Cuatro. 
Artículo 29. Uno B), donde dice: «…, ex-
perimentarán una reducción, respecto a 
las establecidas para el año 2008, del 10, 
del 9 o del 8 ciento…», debe decir: «…, 
experimentarán una reducción, respecto a 
las establecidas para el año 2008, del 10, 
del 9 o del 8 por ciento …».

– En la página 45098, artícu  lo 1. 
Cuatro. Artículo 32. Uno I), 5, donde 
dice: «…le será de aplicación lo previsto 
el artícu  lo 24.Dos…», debe decir: «…le 
será de aplicación lo previsto en el 
artícu  lo 24.Dos…».

– En la página 45099, artícu  lo 1. 
Cuatro. Artículo 32. Uno II), 5, donde 

dice: «…le será de aplicación lo previsto 
el artícu  lo 24.Dos…», debe decir: «…le 
será de aplicación lo previsto en el 
artícu  lo 24.Dos…».

– En la página 45121, artícu  lo 14. Dos, 
donde dice: «A partir de la entrada en 
vigor de la presente norma y hasta 31 de 
diciembre de 2011…», debe decir: «A 
partir del 1 de enero de 2011 y hasta 31 
de diciembre de 2011…».

– En la página 45128, disposición final 
quinta, donde dice: «La disposición adi-
cional séptima podrá modificarse por el 
Consejo de Ministros…», debe decir, «La 
disposición adicional octava podrá modi-
ficarse por el Consejo de Ministros…».

CORRECCIóN DE ERRORES del Real De-
creto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el 
que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público. 
(«bOE» núm. 128 de 26 de mayo 
de 2010)

Advertidos errores en el Real Decreto-
ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se 
adoptan medidas extraordinarias para la 
reducción del déficit público, publicado 
en el «Boletín Oficial del Estado» nú-
mero 126, de 24 de mayo de 2010, se 
procede a efectuar las oportunas rectifi-
caciones:

En la página 45122, artícu  lo 15, apar-
tado 5.1, penúltimo párrafo,

Donde dice: «... reservados a funcio-
narios con habilitación de carácter estatal 
que deban proveerse por concurso, en los 
términos que establezca reglamentaria-
mente el Ministerio de la Presidencia»,

Debe decir: «… reservados a funciona-
rios con habilitación de carácter estatal 
que deban proveerse por concurso, en los 
términos que establezca reglamentaria-
mente el Ministerio de Política Territo-
rial».
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Acuerdos internacionales

INSTRUMENTO DE RATIFICACIóN del 
Protocolo número 14 al Convenio para 
la protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales, por 
el que se modifica el mecanismo de 
control del Convenio, hecho en Estras-
burgo el 13 de mayo de 2004. (publi-
cado en el «bOE» núm. 130 de 28 de 
mayo de 2010)

CUARTA ACTA de corrección de errores del 
Tratado de Lisboa por el que se modi-
fican el Tratado de la Unión Europea y 
el Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea, hecho en Lisboa el 13 de di-
ciembre de 2007. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010)

CORTES GENERALES

Medidas extraordinarias

RESOLUCIóN de 27 de mayo de 2010, del 
congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de con-
validación del Real Decreto-ley 8/2010, 
de 20 de mayo, por el que se adoptan 
medidas extraordinarias para la reducción 
del déficit público. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010)

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Recursos de inconstitucionalidad

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
núm. 630-2010, en relación con el úl-
timo párrafo del artícu  lo 10 de la 
Ley 13/2004, de 27 de diciembre, de 

caza de la comunitat valenciana. («bOE» 
núm. 136 de 4 de junio de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional 
por Auto de 19 de mayo actual, en el re-
curso de inconstitucionalidad núm. 630-
2010, promovido por el Abogado del Es-
tado, en representación del Presidente del 
Gobierno, ha acordado mantener la sus-
pensión del último párrafo del artícu  lo 10 
de la Ley 13/2004, de 27 de diciembre, 
de caza de la Comunitat Valenciana, en la 
redacción dada al mismo por el artícu  lo 2 
de la Ley 7/2009, de 22 de octubre, sus-
pensión que se produjo con la admisión 
del mencionado recurso y que fue publi-
cada en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 51, de 27 de febrero de 2010.

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
núm. 3443-2010, en relación con la Ley 
Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, de 
modificación de la leyes orgánicas del Tri-
bunal constitucional y del poder Judicial. 
(«bOE» núm. 136 de 4 de junio de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 19 de mayo actual, ha 
admitido a trámite el recurso de inconsti-
tucionalidad número 3443-2010, promo-
vido por el Consejo de Gobierno de La 
Rioja contra la Ley Orgánica 1/2010, 
de 19 de febrero, de modificación de la 
leyes orgánicas del Tribunal Constitu-
cional y del Poder Judicial.

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

Cuestiones de inconstitucionalidad

CUESTIóN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
núm. 776-2010, en relación con el 
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artícu  lo 92.8 del código civil, en la redac-
ción dada al mismo por la Ley 15/2005, 
de 8 de julio. («bOE» núm. 136 de 4 de 
junio de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 19 de mayo actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 776-2010 
planteada por la Sección Segunda de la 
Audiencia Provincial de Navarra, en el 
recurso de apelación civil núm. 193/2008, 
en relación con el artícu  lo 92.8 del Código 
Civil, en la redacción dada al mismo por 
la Ley 15/2005, de 8 de julio, por posible 
vulneración de los artículos 9.3, 14, 18, 
24, 39 y 117.3 de la Constitución, y, de 
conformidad con lo dispuesto en el 
artícu  lo 10.1.c) LOTC, en la redacción 
dada por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 
de mayo, deferir a la Sala Primera, a la que 
por turno objetivo le ha correspondido, el 
conocimiento de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artícu  lo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial, recurso de apelación civil 
núm. 193/2008, podrán personarse ante 
este Tribunal dentro de los quince días si-
guientes a la publicación del presente 
edicto en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

CUESTIóN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
núm. 1882-2010, en relación con el apar-
tado segundo de la disposición adicional 
trigésima cuarta de la Ley 55/1999, de 29 
de diciembre, de medidas Fiscales, Admi-
nistrativas y del Orden Social, en la redac-
ción dada por la disposición final segunda 
de la Ley 25/2006, de 17 de julio. («bOE» 
núm. 136 de 4 de junio de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 19 de mayo actual, ha 

acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 1882-2010 
planteada por la Sección Segunda de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, con sede en Sevilla, en el re-
curso 737/2008, en relación con el apar-
tado segundo de la disposición adicional 
trigésima cuarta de la Ley 55/1999, de 29 
de diciembre, de Medidas Fiscales, Admi-
nistrativas y del Orden Social, en la re-
dacción dada por la disposición final se-
gunda de la Ley 25/2006, de 17 de julio, 
por posible vulneración del artícu  lo 9.3 
de la Constitución, y, de conformidad con 
lo dispuesto en el artícu  lo 10.1.c) LOTC 
en la redacción dada por la Ley Orgá-
nica 6/2007, de 24 de mayo, deferir a la 
Sala Primera, a la que por turno objetivo 
le ha correspondido, el conocimiento de 
la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artícu  lo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial, recurso 737/2008, po-
drán personarse ante este Tribunal dentro 
de los quince días siguientes a la publica-
ción del presente edicto en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

CUESTIóN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
núm. 1992-2010, en relación con los 
artículos 32.4 y 33.3 de la Ley 2/2003, 
de 11 de marzo, de Administración Local 
de la comunidad de madrid. («bOE» núm. 
136 de 4 de junio de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 19 de mayo actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 1992-2010 
planteada por la Sección Segunda de la 
Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, 
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en el recurso de apelación núm. 806/2009, 
en relación con los arts. 32.4 y 33.3 de la 
Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Adminis-
tración Local de la Comunidad de Ma-
drid, por posible vulneración de los ar-
tículos 14 y 23.2 de la Constitución, y, de 
conformidad con lo dispuesto en el 
artícu  lo 10.1.c) LOTC, en la redacción 
dada por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 
de mayo, reservar para sí el conocimiento 
de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artícu  lo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial, recurso de apelación 
núm. 806/2009, podrán personarse ante 
este Tribunal dentro de los quince días 
siguientes a la publicación del presente 
edicto en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

CUESTIóN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
núm. 2948-2010, en relación con los 
artículos 81 del Texto Articulado de la Ley 
de Tráfico, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, 
y 132 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones públicas y procedimiento 
Administrativo común. («bOE» núm. 136 
de 4 de junio de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 19 de mayo actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 2948-2010 
planteada por el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo núm. 1 de Elche, en 
el procedimiento abreviado núm. 27/2009, 
en relación con los arts. 81 del Texto Arti-
culado de la Ley de Tráfico, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 
de marzo, y 132 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedi-

miento Administrativo Común, tal y como 
han sido interpretados con carácter vincu-
lante por las Sentencias de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal 
Supremo de 15 de diciembre de 2004 y 
de 22 de septiembre de 2008, por posible 
vulneración de los artículos 9.3, 117.1 
y 123 de la Constitución, y, de confor-
midad con lo dispuesto en el artícu  lo 10.1.c) 
LOTC en la redacción dada por la Ley 
Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, deferir 
a la Sala Primera, a la que por turno obje-
tivo le ha correspondido, el conocimiento 
de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artícu  lo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial, procedimiento abreviado 
núm. 27/2009, podrán personarse ante 
este Tribunal dentro de los quince días 
siguientes a la publicación del presente 
edicto en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

CUESTIóN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
núm. 3215-2010, en relación con los 
artículos 81 del Texto Articulado de la Ley 
de Tráfico, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, 
y 132 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones públicas y procedimiento 
Administrativo común. («bOE» núm. 136 
de 4 de junio de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 19 de mayo actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 3215-2010 
planteada por Juzgado de lo Contencioso 
Administrativo número 1 de Elche, en el 
procedimiento abreviado núm. 871/2008, 
en relación con los artículos 81 del Texto 
Articulado de la Ley de Tráfico, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 339/1990, 
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de 2 de marzo, y 132 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y Proce-
dimiento Administrativo Común, tal y 
como han sido interpretados con carácter 
vinculante por las Sentencias de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Supremo de 15 de diciembre 
de 2004 y de 22 de septiembre de 2008, 
por posible vulneración de los ar-
tículos 9.3, 117.1 y 123 de la Constitu-
ción, y, de conformidad con lo dispuesto 
en el artícu  lo 10.1.c) LOTC en la redac-
ción dada por la Ley Orgánica 6/2007, 
de 24 de mayo, deferir a la Sala Segunda, 
a la que por turno objetivo le ha corres-
pondido, el conocimiento de la presente 
cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artícu  lo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial abreviado núm. 871/2008, 
podrán personarse ante este Tribunal 
dentro de los quince días siguientes a la 
publicación del presente edicto en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

TRIBUNAL SUPREMO

PROVIDENCIA de 6 de mayo de 2010, 
dictada por la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo, por la que se admite a trámite 
la cuestión de ilegalidad planteada por el 
Juzgado de lo contencioso-Administrativo 
número 29 de madrid, sobre el ar-
tícu  lo 34.4 del Real Decreto 889/2006, 
de 21 de julio, por el que se regula el 
control metrológico del Estado sobre ins-
trumentos de medida. («bOE» núm. 125 
de 22 de mayo de 2010)

En la cuestión de ilegalidad nú-
mero 9/09, planteada por el Juzgado de lo 

Contencioso-Administrativo número 29 
de Madrid, la Sala Tercera (Sección Pri-
mera) del Tribunal Supremo ha dictado 
providencia, en fecha 6 de mayo de 2010, 
del siguiente tenor:

Madrid, 6 de mayo de 2010.

Dada cuenta; se admite a trámite la 
cuestión de ilegalidad planteada por el 
Juzgado de lo Contencioso Administra-
tivo número 29 de Madrid, sobre el 
artícu  lo 34.4 del Real Decreto 889/2006, 
de 21 de julio, por el que se regula el 
control metrológico del Estado sobre ins-
trumentos de medida.

Publíquese el planteamiento de esta 
cuestión en el Boletín Oficial del Estado 
en cumplimiento de lo que disponen el 
artícu  lo 124.2 de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, y remítanse 
las actuaciones a la Sección Tercera con-
forme a las reglas de reparto de asuntos.

Lo acuerda la Sala y firma el Excmo. Sr. 
Presidente Don Mariano de Oro-Pulido y 
López; Certifico.

Presidente: Excmo. Sr. D. Ramón Trillo 
Torres; Magistrados: Excmo. Sr. D. Ri-
cardo Enríquez Sancho y Excmo. Sr. D. 
José Manuel Sieira Míguez, Magistrados.

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
Y DE COOPERACIóN

Acuerdos internacionales

ACUERDO entre irlanda, el Reino de los 
países bajos, el Reino de España, la Repú-
blica italiana, la República portuguesa, la 
República francesa, y el Reino Unido de 
gran bretaña e irlanda del norte por el 
que se crea un centro de Análisis y Ope-
raciones marítimas en materia de Drogas, 
hecho en Lisboa el 30 de septiembre 
de 2007. (publicado en el «bOE» núm. 
126 de 24 de mayo de 2010)
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MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

Empleados públicos. Nóminas

RESOLUCIóN de 25 de mayo de 2010, de 
la Secretaría de Estado de hacienda y 
presupuestos, por la que se dictan instruc-
ciones en relación con las nóminas de los 
funcionarios incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, en los términos de la Disposición 
Final cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de 
abril, del Estatuto básico del Empleado 
público, y se actualizan con efectos de 1 
de junio de 2010 las cuantías de las retri-
buciones del personal a que se refieren los 
correspondientes artículos de la Ley de 
presupuestos generales del Estado para 
dicho ejercicio. (publicada en el «bOE» 
núm. 128 de 26 de mayo de 2010)

MINISTERIO DE TRABAjO E INMIGRACIóN

Seguridad Social

ORDEN TIN/1448/2010, de 2 de junio, 
por la que se desarrolla el Real De-
creto 404/2010, de 31 de marzo, por el 
que se regula el establecimiento de un 
sistema de reducción de las cotizaciones 
por contingencias profesionales a las em-
presas que hayan contribuido especial-
mente a la disminución y prevención de la 
siniestralidad laboral. (publicada en el 
«bOE» núm. 136 de 4 de junio de 2010)

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

CORRECCIóN DE ERRORES del Real De-
creto 495/2010, de 30 de abril, por el 
que se establece la estructura básica de 
los departamentos ministeriales. (publi-
cada en el «bOE» núm. 131 de 29 de 
mayo de 2010)

REAL DECRETO 693/2010, de 20 de 
mayo, por el que se modifica el Real De-
creto 1314/1984, de 20 de junio, por el 
que se regula la estructura y competencias 
de la Tesorería general de la Seguridad 
Social. (publicado en el «bOE» núm. 135 
de 3 de junio de 2010)

COMUNIDADES AUTóNOMAS

cOmUniDAD AUTónOmA DE AnDALUcíA

Derechos de la persona

LEY 2/2010, de 8 de abril, de derechos y 
garantías de la dignidad de la persona en 
el proceso de la muerte. (publicada en el 
«bOE» núm. 127 de 25 de mayo 
de 2010)
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CONSEjO GENERAL DEL PODER jUDICIAL

Destinos 

ORDEN de 25 de mayo de 2010, por la 
que se destina a los Jueces nombrados 
por Acuerdo de la comisión permanente, 
por razones de urgencia y en funciones 
del pleno del consejo general del poder 
Judicial, de 4 de mayo de 2010. (publi-
cada en el «bOE» núm. 128 de 26 de 
mayo de 2010.)

ACUERDO de 25 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se resuelve 
el concurso de méritos convocado por 
Acuerdo del pleno de 25 de febrero de 
2010, para la provisión de puesto de tra-
bajo en los órganos técnicos del consejo. 
(publicado en el «bOE» núm. 131 de 29 
de mayo de 2010.)

ACUERDO de 4 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se resuelve 
el concurso de méritos convocado por 
Acuerdo del pleno de 28 de enero de 2010, 
para la provisión de puestos de trabajo en 

centro de Documentación Judicial del 
consejo. (publicado en el «bOE» núm. 132 
de 31 de mayo de 2010.)

Bajas

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se tiene por 
decaído en su derecho de ingreso en la 
carrera Judicial a don marcos gómez 
puente. (publicado en el «bOE» núm. 132 
de 31 de mayo de 2010.)

mAgiSTRADOS

Nombramientos

REAL DECRETO 549/2010, de 30 de 
abril, por el que se nombra Decana de los 
Juzgados de Arrecife a la magistrada doña 
beatriz Rico maroto. (publicado en el 
«bOE» núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

REAL DECRETO 550/2010, de 30 de 
abril, por el que se nombra en propiedad 

AUTORIDADES Y PERSONAL

NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS
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a don mauricio manuel murillo garcía-
Atance, magistrado de la Audiencia pro-
vincial de Zaragoza, correspondiente al 
orden penal. (publicado en el «bOE» 
núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

REAL DECRETO 551/2010, de 30 de 
abril, por el que se nombra en propiedad 
a don manuel caballero-bonald campu-
zano, magistrado de la Audiencia provin-
cial de málaga, correspondiente al orden 
penal. (publicado en el «bOE» núm. 134 
de 2 de junio de 2010.)

REAL DECRETO 552/2010, de 30 de 
abril, por el que se nombra Decana de los 
Juzgados de San cristóbal de la Laguna a 
la magistrada doña maría mercedes San-
tana Rodríguez. (publicado en el «bOE» 
núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

REAL DECRETO 553/2010, de 30 de 
abril, por el que se nombra en propiedad 
a don José Antonio vega bravo, magistrado 
de la Audiencia provincial de Salamanca. 
(publicado en el «bOE» núm. 134 de 2 de 
junio de 2010.)

REAL DECRETO 556/2010, de 30 de abril, 
por el que se nombra Decana de los Juzgados 
de burgos a la magistrada doña blanca 
isabel Subiñas blanco. (publicado en el 
«bOE» núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

Situaciones

ACUERDO de 18 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que queda a 
disposición del presidente del Tribunal Su-

perior de Justicia de madrid, la magistrada 
doña maría Esther Arranz cuesta. (publi-
cado en el «bOE» núm. 132 de 31 de 
mayo de 2010.)

REAL DECRETO 554/2010, de 30 de 
abril, por el que, en ejecución de la Sen-
tencia de la Sección Octava de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, se anula la 
declaración de jubilación forzosa por edad 
de la magistrada doña maría Alicia Rodrí-
guez ibáñez, disponiendo, en su lugar, la 
jubilación por incapacidad permanente. 
(publicado en el «bOE» núm. 134 de 2 de 
junio de 2010.)

REAL DECRETO 555/2010, de 30 de 
abril, por el que se declara la jubilación 
por incapacidad permanente para el ser-
vicio de doña mireia Salvá cortés. (publi-
cado en el «bOE» núm. 134 de 2 de junio 
de 2010.)

ACUERDO de 18 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se declara en 
la situación administrativa de excedencia 
voluntaria en la carrera Judicial para el 
cuidado de un hijo a doña maria begoña 
miguel Abanto. (publicado en el «bOE» 
núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

Adscripciones

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se adscribe al 
magistrado don José maría Torres Fernández 
de Sevilla, a la Audiencia provincial de 
ciudad Real. (publicado en el «bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)
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Renuncias

ACUERDO de 18 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se acepta la 
renuncia a la presidencia de Sala de lo 
contencioso-administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de navarra del magis-
trado don Joaquín maría miqueleiz bronte. 
(publicado en el «bOE» núm. 132 de 31 
de mayo de 2010.)

COMUNIDADES AUTóNOMAS

Nombramientos

ACUERDO de 18 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo ge-
neral del poder Judicial, por el que se 
nombran magistrados suplentes y Jueces 
sustitutos para el año judicial 2009/2010, 
en el ámbito de los Tribunales Superiores 
de Justicia de canarias, castilla y León, 
cataluña y comunitat valenciana. (publi-
cado en el «bOE» núm. 124 de 21 de 
mayo de 2010.)

ACUERDO de 19 de mayo de 2010, del 
pleno del consejo general del poder Judi-
cial, por el que se nombran Jueces susti-
tutos para el año judicial 2009/2010, en 
el ámbito de los Tribunales Superiores de 
Justicia de Andalucía, ceuta y melilla y co-
munitat valenciana. (publicado en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

REAL DECRETO 625/2010, de 7 de mayo, 
por el que se nombra presidente de la Sala 
de lo contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de cataluña, a 

don Emilio vicente berlanga Ribelles. (pu-
blicado en el «bOE» núm. 134 de 2 de 
junio de 2010.)

REAL DECRETO 626/2010, de 7 de mayo, 
por el que se nombra presidente de la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
de Aragón a don carlos bermúdez Rodrí-
guez. (publicado en el «bOE» núm. 134 
de 2 de junio de 2010.)

REAL DECRETO 627/2010, de 7 de mayo, 
por el que se nombra presidente de la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
de la comunitat valenciana a don Francisco 
José pérez navarro. (publicado en el «bOE» 
núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

Adscripciones

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se adscribe 
al magistrado don Fernando Ruiz piñeiro, 
a la Sala de lo civil y penal del Tribunal 
Superior de Justicia del país vasco. (publi-
cado en el «bOE» núm. 132 de 31 de 
mayo de 2010.)

MINISTERIO DE jUSTICIA 

Nombramientos 

REAL DECRETO 695/2010, de 20 de 
mayo, por el que se nombra Fiscal de 
Sala emérito en la Fiscalía del Tribunal 
Supremo a don Jorge Sena Argüelles. 
(publicado en el «bOE» núm. 125 de 22 
de mayo de 2010.)
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RESOLUCIóN de 13 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de los Registros y del 
notariado, por la que se nombra notario 
Archivero de protocolos del Distrito nota-
rial de Ecija, perteneciente al colegio no-
tarial de Andalucía, al notario de dicha 
localidad, don Agustín Sanabria crespo. 
(publicada en el «bOE» núm. 130 de 28 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de 14 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de los Registros y del 
notariado, por la que se nombra notario 
Archivero de protocolos del Distrito nota-
rial de Utrera, perteneciente al colegio no-
tarial de Andalucía, al notario de dicha lo-
calidad, don Francisco Javier valverde Fer-
nández. (publicada en el «bOE» núm. 130 
de 28 de mayo de 2010.)

REAL DECRETO 719/2010, de 28 de 
mayo, por el que se nombra Fiscal de la 
Secretaría Técnica de la Fiscalía general 
del Estado a doña Ana isabel garcía León. 
(publicado en el «bOE» núm. 131 de 29 
de mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1383/2010, de 12 de mayo, 
por la que se nombran Secretarios Judi-
ciales de la tercera categoría, turno pro-
moción interna, convocadas por Orden 
JUS/2009/2008, de 10 de julio. (publi-
cada en el «bOE» núm. 132 de 31 de 
mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1440/2010, de 20 de mayo, 
por la que se nombra funcionaria de la 
Escala de gestión procesal y Administra-
tiva, en cumplimiento de la Resolución 
dictada en el recurso RO/20/2009, en 

relación al proceso selectivo convocado 
por Orden de 30 de agosto de 1991. (pu-
blicada en el «bOE» núm. 135 de 3 de 
junio de 2010.)

ORDEN jUS/1441/2010, de 20 de mayo, 
por la que se nombra funcionario del 
cuerpo de gestión procesal y Administra-
tiva, en cumplimiento de la Resolución 
dictada en el recurso RO/8/2009, en re-
lación al proceso selectivo convocado por 
Orden de 30 de agosto de 1991. (publi-
cada en el «bOE» núm. 135 de 3 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIóN de 26 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de los Registros y del 
notariado, por la que se nombra notario 
Archivero de protocolos del Distrito nota-
rial de manzanares, perteneciente al co-
legio notarial de castilla-La mancha, al 
notario de dicha localidad, don vicente Ja-
vier cobo gallego. (publicada en el «bOE» 
núm. 136 de 4 de junio de 2010.)

Destinos

ORDEN jUS/1330/2010, de 4 de mayo, 
por la que se resuelve la convocatoria de 
libre designación, efectuada por Orden 
JUS/609/2010, de 23 de febrero. (publi-
cada en el «bOE» núm. 125 de 22 de 
mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1362/2010, de 12 de mayo, 
por la que se adjudica a doña Ana maría 
cabeza Albas, plaza de 2ª categoría de 
la Sección Territorial de calatayud de la 
Fiscalía provincial de Zaragoza. (publi-
cada en el «bOE» núm. 129 de 27 de 
mayo de 2010.)
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Situaciones

RESOLUCIóN de 28 de abril de 2010, de 
la Dirección general de los Registros y del 
notariado, por la que se jubila al notario 
de Arganda del Rey, don Rafael Estevan 
Araez. (publicada en el «bOE» núm. 124 
de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de 11 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de los Registros y del 
notariado, por la que se jubila al notario 
de barcelona, don Agustín Ferrán Fuentes. 
(publicada en el «bOE» núm. 130 de 28 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de 20 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de los Registros y del 

notariado, por la que se jubila al notario 
de Fuenlabrada, don Agustín Rodríguez 
garcía. (publicado en el «bOE» núm. 136 
de 4 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de 25 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de los Registros y del 
notariado, por la que se jubila al notario 
de barcelona, don José Luis perales Sanz. 
(publicada en el «bOE» núm. 136 de 4 de 
junio de 2010.)

Reingresos

ORDEN jUS/1347/2010, de 17 de mayo, 
por la que se reingresa al servicio activo 
en la carrera Fiscal a doña maría Lourdes 
Rodríguez Rey. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

OPOSICIONES Y CONCURSOS

CONSEjO GENERAL DEL PODER jUDICIAL

Carrera Judicial

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se convoca la 
provisión de la presidencia de la Audiencia 
provincial de Álava. (publicado en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo ge-
neral del poder Judicial, por el que se 
convoca la provisión de la presidencia de 
la Audiencia provincial de Ávila. (publi-
cado en el «bOE» núm. 124 de 21 de 
mayo de 2010.)

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo ge-

neral del poder Judicial, por el que se se 
convoca la provisión de la presidencia de 
la Sala de lo contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de cantabria. (pu-
blicado en el «bOE» núm. 124 de 21 de 
mayo de 2010.)

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se convoca 
la provisión de la presidencia de la Sala de 
lo contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Andalucía, con sede en gra-
nada. (publicado en el «bOE» núm. 126 
de 24 de mayo de 2010.)

ACUERDO de 19 de mayo de 2010, del 
Tribunal calificador del proceso selectivo 
convocado por Acuerdo de 29 de di-
ciembre de 2009, de la comisión perma-
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nente del consejo general del poder Judi-
cial, para la provisión de plazas entre ju-
ristas de reconocida competencia con más 
de diez años de ejercicio profesional, en 
las materias propias de los órganos del 
orden civil, del orden penal y de los ór-
ganos con jurisdicción compartida, para el 
acceso a la carrera judicial por la cate-
goría de magistrado, por el que se aprueba 
la relación de aspirantes convocados a la 
realización del dictamen, así como la fecha 
y lugar de su celebración y lectura. (publi-
cado en el «bOE» núm. 126 de 24 de 
mayo de 2010.)

ACUERDO de 18 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo ge-
neral del poder Judicial, por el que se 
convoca la provisión la presidencia de la 
Sala de lo contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de navarra. (publi-
cado en el «bOE» núm. 132 de 31 de 
mayo de 2010.)

ACUERDO de 25 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se convoca 
la provisión de la presidencia de la Sala de 
lo contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de canarias, con sede en Las 
palmas. (publicado en el «bOE» núm. 137 
de 5 de junio de 2010.)

ACUERDO de 25 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se convoca la 
provisión de la presidencia de la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de canarias, 
con sede en Las palmas. (publicado en el 
«bOE» núm. 137 de 5 de junio de 2010.)

ACUERDO de 25 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se convoca 

la provisión de la presidencia de la Sala de 
lo Social del Tribunal Superior de La Rioja. 
(publicado en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)

MINISTERIO DE jUSTICIA

Cuerpo de Aspirantes a Registradores de 
la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles 

CORRECCIóN DE ERRORES de la Resolu-
ción de 13 de mayo de 2010, de la Di-
rección general de los Registros y del 
notariado, por la que se convocan oposi-
ciones al cuerpo de Aspirantes a Registra-
dores de la propiedad, mercantiles y de 
bienes muebles. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

Cuerpo de Gestión Procesal y Adminis-
trativa de la Administración de Justicia 

ORDEN jUS/1346/2010, de 14 de mayo, 
por la que se corrigen errores en la Orden 
JUS/1212/2010, de 5 de mayo, por la 
que se publica la relación definitiva de 
aprobados del proceso selectivo para in-
greso, por el sistema general de promo-
ción interna, en el cuerpo de gestión pro-
cesal y Administrativa de la Administra-
ción de Justicia. (publicada en el «bOE» 
núm. 126 de 24 de mayo de 2010.)

Cuerpos y escalas de Gestión Procesal y 
Administrativa, Tramitación Procesal y 
Administrativa y Auxilio Judicial de la 
Administración de Justicia 

ORDEN jUS/1351/2010, de 17 de mayo, 
por la que se corrige la Orden JUS/975/2010, 
de 31 de marzo, por la que se convocan a 
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concurso de traslado plazas vacantes y de 
nueva creación, entre funcionarios de los 
cuerpos y Escalas de gestión procesal y 
Administrativa, Tramitación procesal y Ad-
ministrativa y Auxilio Judicial de la Adminis-
tración de Justicia. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

COMUNIDADES AUTóNOMAS

cOmUniDAD AUTónOmA DEL pAíS vAScO

ORDEN de 22 de abril de 2010, del Depar-
tamento de Justicia y Administración pú-
blica, de corrección de errores de la de 31 
marzo de 2010, por la que se convoca a 
concurso de traslados plazas vacantes y de 
nueva creación entre funcionarios de los 
cuerpos y Escalas de gestión procesal y 
Administrativa, Tramitación procesal y Ad-
ministrativa y Auxilio Judicial de la Adminis-
tración de Justicia. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

cOmUniDAD AUTónOmA DE cATALUñA 

RESOLUCIóN de 27 de abril de 2010, del 
Departamento de Justicia, por la que se 
modifica la de 31 de marzo de 2010, por 
la que se convocó concurso de traslado de 
plazas vacantes y de nueva creación entre 
funcionarios de los cuerpos y Escalas de 
gestión procesal y Administrativa, Trami-
tación procesal y Administrativa y Auxilio 
Judicial de la Administración de Justicia. 
(publicada en el «bOE» núm. 127 de 25 
de mayo de 2010.)

cOmUniDAD AUTónOmA DE gALiciA 

RESOLUCIóN de 30 de abril de 2010, de 
la Dirección general de Justicia de la 

consejería de presidencia, Administra-
ciones públicas y Justicia, por la que se 
corrige la de 31 de marzo de 2010, por 
la que se convoca a concurso de traslado 
plazas vacantes y de nueva creación, 
entre funcionarios de los cuerpos y Es-
calas de gestión procesal y Administra-
tiva, Tramitación procesal y Administra-
tiva y Auxilio Judicial de la Administra-
ción de Justicia. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

cOmUniTAT vALEnciAnA 

RESOLUCIóN de 29 de abril de 2010, de 
la Dirección general de Justicia y menor, 
de la conselleria de Justicia y Administra-
ciones públicas, por la que se corrige la de 
31 de marzo de 2010, por la que se con-
voca a concurso de traslados plazas va-
cantes y de nueva creación, entre funcio-
narios de los cuerpos y Escalas de gestión 
procesal y Administrativa, Tramitación 
procesal y Administrativa y Auxilio Judicial 
de la Administración de Justicia. (publi-
cada en el «bOE» núm. 127 de 25 de 
mayo de 2010.)

cOmUniDAD DE mADRiD 

RESOLUCIóN de 29 de abril de 2010, de la 
Dirección general de Justicia y menor, de la 
consejería de presidencia, Justicia e interior, 
por la que se corrige la de 31 de marzo de 
2010, por la que se convoca a concurso de 
traslado plazas vacantes y de nueva creación, 
entre funcionarios de los cuerpos y Escalas 
de gestión procesal y Administrativa, Trami-
tación procesal y Administrativa y Auxilio 
Judicial de la Administración de Justicia. (pu-
blicada en el «bOE» núm. 127 de 25 de 
mayo de 2010.)
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Becas

CORRECCIóN DE ERRORES de la Resolu-
ción de 3 de mayo de 2010, de la pre-
sidencia del Tribunal constitucional, por la 
que se publica el Acuerdo del pleno del 
Tribunal constitucional por el que se con-
vocan becas de formación jurídica relacio-
nadas con la doctrina constitucional. (pu-
blicada en el «bOE» núm. 128 de 26 de 
mayo de 2010.)

OTRAS DISPOSICIONES

TRIBUNAl CONSTITUCIONAl

– 1390 –

Carrera Judicial 

ACUERDO de 12 de mayo de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder Judicial, por el que se resuelven 
solicitudes presentadas por alumnos de la 
Escuela Judicial, sobre reconocimiento del 
mérito preferente del conocimiento del De-
recho civil Especial o Foral propio de la co-
munitat valenciana. (publicado en el «bOE» 
núm. 126 de 24 de mayo de 2010.)
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MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES Y DE COOPERACIÓN

Subvenciones

CORRECCIóN DE ERRORES de la Orden 
AEC/1255/2010, de 3 de mayo, por 
la que se aprueban las bases reguladoras 
y se convocan ayudas y subvenciones 
para la realización de actividades diri-
gidas a la divulgación, promoción y de-
fensa de los derechos humanos. (publi-
cada en el «bOE» núm. 127 de 25 de 
mayo de 2010.)

MINISTERIO DE jUSTICIA

Recursos

RESOLUCIóN de 10 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de Relaciones con la 
Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el procedi-
miento ordinario n.º 212/2010. («bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

Ante la Sección Tercera de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo de la Au-
diencia Nacional, doña Fátima Cobos 
Fuentes ha interpuesto el procedimiento 
ordinario número 212/2010, sobre 
pruebas selectivas para ingreso en el 
Cuerpo de Oficiales de la Administración 
de Justicia, turno libre (actualmente 
Cuerpo de Gestión Procesal y Adminis-
trativa), convocadas por Orden de 30 de 
agosto de 1991 («BOE» de 2 de sep-
tiembre).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa de 13 de julio de 
1998, para que puedan comparecer ante 

la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 10 de mayo de 2010.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

RESOLUCIóN de 17 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de Relaciones con la 
Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el recurso 
contencioso-administrativo, procedimiento 
abreviado n.º 126/2010, interpuesto ante 
el Juzgado central de lo contencioso-Admi-
nistrativo n.º 11, de madrid. («bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)

Ante el Juzgado Central de lo Conten-
cioso Administrativo n.º 11, doña Eva 
Mirones Sola, ha interpuesto el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento abreviado núm. 126/2010, contra 
la Resolución de 8 de febrero de 2010, 
del Tribunal calificador único de las 
pruebas selectivas al Cuerpo de Auxilio 
Judicial, convocadas por Orden 
JUS/3337/2008, de 10 de noviembre 
(BOE 20/11/08).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa de 13 de julio de 
1998, para que puedan comparecer ante 
la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 17 de mayo de 2010.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.
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RESOLUCIóN de 24 de mayo de 2010, de 
la Dirección general de Relaciones con la 
Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento ordinario n.º 507/2010, inter-
puesto ante el Tribunal Superior de Jus-
ticia, sección única 3, de Asturias. («bOE» 
núm. 137 de 5 de junio de 2010)

Ante el Tribunal Superior de Justicia, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sección Única 3, de Asturias, don Luis 
Quintana Quintana, ha interpuesto el re-
curso contencioso-administrativo (proce-
dimiento ordinario n.º 507/2010), contra 
la Resolución de 31 de marzo de 2010, 
del Ministerio de Justicia, por la que se 
desestima el recurso de alzada inter-
puesto contra el Acuerdo de 19 de no-
viembre de 2008 del Tribunal Calificador 
Único de las pruebas selectivas para in-
greso por el sistema general de acceso 
libre en el Cuerpo de Tramitación Pro-
cesal y Administrativa, convocadas por 
Orden JUS/3339/2008, de 10 de no-
viembre (BOE 20.11.08).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 49 de la Ley Regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, de 13 de julio de 1998, 
para que puedan comparecer ante la refe-
rida Sala en el plazo de nueve días.

Madrid, 24 de mayo de 2010.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

Bienes muebles. Financiación

RESOLUCIóN de 10 de mayo de 2010, 
de la Dirección general de los Registros 

y del notariado, por la que se aprueba el 
modelo de contrato de arrendamiento 
financiero de bienes muebles y su anexo, 
para ser utilizado por la entidad «ibercaja 
Leasing y Financiación S.A. EFc», con 
letras de identificación «L-ibERcAJA». 
(publicada en el «bOE» núm. 126 de 24 
de mayo de 2010.)

Subvenciones 

ORDEN jUS/1352/2010, de 18 de 
mayo, por la que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de subven-
ciones a las asociaciones profesionales 
de Secretarios Judiciales. (publicada en 
el «bOE» núm. 127 de 25 de mayo 
de 2010.)

cOmUniDADES AUTónOmAS

Comunidad Autónoma de Extremadura. 
Convenio 

RESOLUCIóN de 13 de mayo de 2010, 
de la Secretaría de Estado de Justicia, 
por la que se publica el convenio de 
colaboración, entre la Junta de Extrema-
dura y el ministerio de Justicia, para 
establecer un marco de colaboración 
que favorezca las relaciones entre la 
Junta de Extremadura y los órganos ju-
diciales mediante la utilización del sis-
tema de presentación de escritos y do-
cumentos, traslado de copias y realiza-
ción de actos de comunicación procesal, 
denominado «Sistema Lexnet». (publi-
cada en el «bOE» núm. 126 de 24 de 
mayo de 2010.)
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gRAnDEZAS y TíTULOS DEL REinO

Títulos nobiliarios 

ORDEN jUS/1387/2010, de 7 de mayo, 
por la que se manda expedir, en trámite 
de ejecución de sentencia y sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real carta 
de Sucesión en el título de conde de 
medina y Torres, a favor de don Fer-
nando Fernández de Tejada y Simoes. 
(publicada en el «bOE» núm. 132 de 31 
de mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1388/2010, de 7 de mayo, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real carta de 
Sucesión en el título de conde del prado, 
a favor de doña maría Rosa gonzález 
muñoz-cobo. (publicada en el «bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1389/2010, de 7 de mayo, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real carta de 
Sucesión en el título de Duque de Andría, 
con grandeza de España, a favor de doña 
maría Teresa Roca de Togores y de bustos. 
(publicada en el «bOE» núm. 132 de 31 
de mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1390/2010, de 7 de mayo, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real carta de 
Sucesión en el título de marqués de los 
vélez, con grandeza de España, a favor de 
don Leoncio Alonso gonzález de gregorio 
y Álvarez de Toledo. (publicada en el «bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1391/2010, de 7 de mayo, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real carta de 
Sucesión en el título de marqués de Te-
jares, a favor de doña pilar Almunia 
Aguilar-Tablada. (publicada en el «bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1392/2010, de 7 de mayo, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real carta de 
Sucesión en el título de marqués de villa-
franca del bierzo, con grandeza de Es-
paña, a favor de don Leoncio Alonso gon-
zález de gregorio y Álvarez de Toledo. 
(publicada en el «bOE» núm. 132 de 31 
de mayo de 2010.)

ORDEN jUS/1393/2010, de 7 de mayo, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real carta de 
Sucesión en el título de vizconde de gua-
dalupe, a favor de doña maría del carmen 
Losada de la cova. (publicada en el «bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)

Anuncios

ANUNCIO de la Subsecretaría (División de 
Tramitación de Derechos de gracia y otros 
Derechos), sobre solicitudes de sucesión 
en el título de marqués de campo Franco. 
(publicado en el «bOE» núm. 125 de 22 
de mayo de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (División de 
Tramitación de Derechos de gracia y otros 
Derechos), sobre solicitud de sucesión en 
el título de marqués de capmany. (publi-
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cado en el «bOE» núm. 127 de 25 de 
mayo de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (División de 
Tramitación de Derechos de gracia y otros 
Derechos), sobre solicitud de sucesión en el 
título de marqués de huarte. (publicado en el 
«bOE» núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (División de 
Tramitación de Derechos de gracia y otros 

Derechos), sobre solicitud de sucesión por 
cesión en el título de barón de la Torre. 
(publicado en el «bOE» núm. 133 de 1 de 
junio de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (División de 
Tramitación de Derechos de gracia y otros 
Derechos), sobre solicitudes de sucesión 
en el título de vizconde de los villares. 
(publicado en el «bOE» núm. 135 de 3 de 
junio de 2010.)

MINISTERIO DE DEFENSA

Recursos 

RESOLUCIóN 431/38111/2010, de 14 de 
mayo, de la Dirección general de personal, 
por la que se emplaza a los interesados en 
el procedimiento ordinario 0359/2010, 
promovido ante la Audiencia nacional, Sala 
de lo contencioso-Administrativo, sección 
quinta. (publicada en el «bOE» núm. 126 
de 24 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN 430/38109/2010, de 7 de 
mayo, de la Dirección general de personal, 
por la que se emplaza a los interesados en el 
procedimiento ordinario 789/2009, promo-
vido ante el Tribunal Superior de Justicia de 
canarias, Sala de lo contencioso-Administra-
tivo, sección primera. (publicada en el «bOE» 
núm. 130 de 28 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN 430/38113/2010, de 13 
de mayo, de la Dirección general de per-
sonal, por la que se emplaza a los intere-
sados en el procedimiento abreviado 
230/2009, promovido ante el Juzgado 
central de lo contencioso-Administrativo 

n.º 10 de madrid. (publicada en el «bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN 430/38114/2010, de 12 
de mayo, de la Dirección general de per-
sonal, por la que se emplaza a los intere-
sados en el procedimiento abreviado 
221/2009, promovido ante el Juzgado 
central de lo contencioso-Administrativo 
n.º 3 de madrid. (publicada en el «bOE» 
núm. 132 de 31 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN 160/38118/2010, de 25 
de mayo, de la Jefatura de Enseñanza de 
la guardia civil, por la que se emplaza a 
los interesados en el recurso contencioso-
administrativo 416/2010, promovido 
ante la sección primera de la Sala de lo 
contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Extremadura. (pu-
blicada en el «bOE» núm. 135 de 3 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN 160/38120/2010, de 13 
de mayo, de la Jefatura de Enseñanza de 
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la guardia civil, por la que se emplaza a 
los interesados en el procedimiento ordi-
nario 291/2010, promovido ante el Tri-

bunal Superior de Justicia de Andalucía. 
(publicada en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)

MINISTERIO DE lA PRESIDENCIA

Recursos 

RESOLUCIóN de 17 de mayo de 2010, de la 
Secretaría general Técnica, por la que se em-
plaza a los posibles interesados en el recurso 
contencioso-administrativo 1/105/2007, 

interpuesto por doña mª del carmen Tarín 
Rodríguez ante el Tribunal Superior de Justicia 
de la Región de murcia, sección primera de la 
Sala de lo contencioso-Administrativo. (pu-
blicada en el «bOE» núm. 128 de 26 de mayo 
de 2010.)

Conferencia para Asuntos Relacionados 
con la Unión Europea 

RESOLUCIóN de 29 de abril de 2010, de 
la Secretaría de Estado de cooperación 

Territorial, por la que se dispone la publi-
cación de la modificación del Reglamento 
interno de la conferencia para Asuntos 
Relacionados con la Unión Europea. (pu-
blicada en el «bOE» núm. 136 de 4 de 
junio de 2010.)

MINISTERIO DE POlÍTICA TERRITORIAl

MINISTERIO DE CUlTURA

Recursos 

RESOLUCIóN de 10 de mayo de 2010, de 
la Secretaría general Técnica, por la que 
se emplaza a los interesados en el recurso 

contencioso-administrativo n.º 115/2010, 
interpuesto ante la Audiencia nacional, 
Sala de lo contencioso-Administrativo, 
sección 7ª. (publicada en el «bOE» núm. 
124 de 21 de mayo de 2010.)
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miniSTERiO DE EcOnOmíA y hAciEnDA

Presentados los objetivos de estabilidad 
presupuestaria para los próximos tres 
años

•  El Gobierno prevé una disminución 
del PIB del 0,3 por 100 en 2010 y un 
crecimiento del 1,3 por 100 en 2011, del 
2,5 por 100 en 2012 y del 2,7 por 100 en 
2013. 

•  El presupuesto de 2011 exigirá un 
nuevo y mayor esfuerzo de contención 
del gasto. Se recortará el gasto no finan-
ciero del Estado un 7,7 por 100 respecto 
a 2010 en términos homogéneos. 

•  En el año 2013 se cumplirá el obje-
tivo de déficit del 3 por 100 fijado por la 
Comisión Europea en el marco del Pacto 
de Estabilidad y Crecimiento de la UE. 

El Consejo de Ministros ha recibido de 
la Vicepresidenta Segunda y Ministra de 
Economía y Hacienda el “Informe sobre 
la posición cíclica de la economía espa-
ñola”, que ha sido remitido a las Comu-
nidades Autónomas. 

La Ley General de Estabilidad Presu-
puestaria establece que este informe debe 
tomarse en cuenta para la fijación de los 
objetivos de estabilidad de las adminis-
traciones públicas de los tres ejercicios 
siguientes. 

Informe de posición cíclica 

Las estimaciones del Ministerio de 
Economía y Hacienda se basan en una 
previsión de disminución del PIB del 0,3 
por 100 en 2010 y de unas tasas de cre-
cimiento del 1,3 por 100 en 2011, del 2,5 
por 100 en 2012 y del 2,7 por 100 en 
2013. Estas previsiones son una actuali-
zación del cuadro macroeconómico pre-
sentado en el Programa de Estabilidad del 
pasado mes de enero. 

Esas nuevas previsiones para los tres 
próximos años son inferiores a las esti-
madas por el Gobierno al comienzo del 
ejercicio, en cinco décimas en 2011, y en 
cuatro décimas en 2012 y 2013. La revi-
sión de estas previsiones incluye también 
mejoras en 2010 en el consumo privado, 
la inversión en equipo, las exportaciones 
y las importaciones, y prevé un descenso 
en la construcción y en el empleo. El plan 
de recorte del gasto público aprobado 
recientemente por el Gobierno implica 
una revisión a la baja del consumo y la 
inversión públicos y las transferencias co-
rrientes tanto en 2010 como, sobre todo, 
en 2011. 

No obstante, las notables turbulencias 
existentes en los mercados financieros y 
el clima de incertidumbre existente su-
gieren que la mejor contribución que la 
política fiscal puede hacer a la economía 
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en la actualidad radica en acelerar el pro-
ceso de consolidación presupuestaria, 
incluyendo la puesta en marcha de me-
didas de largo alcance que garanticen la 
sostenibilidad de las finanzas públicas. 

Respecto a los componentes del creci-
miento, la contribución de la demanda na-
cional irá mejorando paulatinamente, pa-
sando de -1,4 puntos porcentuales en 2010 
(casi cinco puntos más alta que en 2009) a 
2,4 puntos en 2013. En cuanto a la de-
manda externa, su contribución positiva se 
reducirá gradualmente desde 1,1 puntos 
porcentuales a 0,3 puntos en 2013. 

Este comportamiento contrasta con la 
contribución negativa registrada antes del 
inicio de la crisis y es debido al reequili-
brio del patrón de crecimiento de la eco-
nomía española desde el sector de la 
construcción a otras actividades menos 
intensivas en consumos intermedios im-
portados o con mayor propensión expor-
tadora. La corrección de este desequili-
brio, de importancia capital, se pone 
también de manifiesto en el recorte de la 
necesidad española de financiación ex-
terna, que continuará disminuyendo 
hasta alcanzar un 2,5 por 100 del PIB en 
2013.

Especialmente llamativa es la fortaleza 
mostrada por las exportaciones de bienes 
y servicios, que desde mediados de 2009 
han reflejado un comportamiento favo-
rable, aprovechando la fuerte recupera-
ción del comercio mundial, las ganancias 
de competitividad asociadas al diferen-
cial de inflación favorable a España de los 
últimos trimestres y la depreciación del 
euro. 

En concreto, en el primer trimestre de 
2010 las exportaciones de bienes cre-
cieron un 13 por 100 en volumen según 
la Contabilidad Nacional y en abril los 
pedidos de exportaciones volvieron a re-
gistrar un avance significativo siguiendo 
la tónica de los últimos tres meses. De 
esta forma, se espera que las exporta-
ciones alcancen un crecimiento en torno 

al 7 por 100 en el conjunto de 2010. La 
mejora de la competitividad contribuirá 
positivamente al crecimiento de las ex-
portaciones durante todo el período de la 
estimación.

Objetivo de estabilidad presupuestaria 

El Consejo de Ministros ha recibido 
también un Informe de la Vicepresidenta 
Segunda y Ministra de Economía y Ha-
cienda sobre el objetivo de estabilidad 
presupuestaria para el trienio 2011-2013. 
La propuesta será presentada a las Comu-
nidades Autónomas en el marco de un 
Consejo de Política Fiscal y Financiera y 
a las entidades locales en la Comisión 
Nacional de Administraciones Locales. 

Durante 2008 y 2009 la política fiscal 
ha jugado un papel clave para amortiguar 
el impacto de la recesión económica y 
apuntalar la confianza de los agentes, 
permitiendo el pleno funcionamiento de 
los estabilizadores automáticos y adop-
tando medidas discrecionales en línea 
con las recomendaciones de la Comisión 
Europea y de otros organismos interna-
cionales. Ello ha condicionado un mayor 
desequilibrio de las cuentas públicas, al 
elevarse la necesidad de financiación 
conjunta de las Administraciones Pú-
blicas hasta el 11,2 por 100 del PIB en 
2009, cuando tan sólo dos años antes el 
presupuesto se cerraba con el tercer su-
perávit consecutivo.

El Informe de la Vicepresidenta Se-
gunda plantea una reducción progresiva 
del déficit de las Administraciones Pú-
blicas en los tres próximos años, hasta 
cumplir en 2013 con los compromisos 
adquiridos con la Comisión Europea, en 
el marco del Pacto de Estabilidad y Cre-
cimiento, de no superar el límite del 3 por 
100 de déficit público. Así, en 2010 se 
estima que el déficit del conjunto de las 
Administraciones Públicas será del 9,3 
por 100; bajará hasta el 6 por 100 en 
2011; al 4,4 por 100, en 2012 y al 3 por 
100, en 2013. 
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Por lo que se refiere a la Administra-
ción Central, el año 2010 se prevé un 
déficit del 5,9 por 100, que se reducirá 
hasta el 2,3 por 100 en 2011, se ampliará 
al 3,2 por 100 en 2012 y se recortará al 
2,1 por 100 en 2013. Las previsiones para 
las Comunidades Autónomas son de un 
3,1 por 100 de déficit en 2010, un 3,3 por 
100 en 2011, un 1,3 por 100 en 2012 y 
un 1,1 por 100 en 2013. En cuanto a las 
Entidades Locales, se estima un déficit del 
0,6 por 100 en 2010, un 0,8 por 100 en 
2011, un 0,3 por 100 en 2012 y un 0,2 
por 100 en 2013. Por lo que respecta a la 
Seguridad Social, la estimación es de un 
saldo positivo del 0,2 por 100 del PIB en 
2010 y del 0,4 por 100 en los tres res-
tantes años del escenario de previsión. 
Las cifras de déficit de los años 2010 y 
2011 reflejan el importe de las liquida-
ciones negativas de las Administraciones 
Territorial correspondientes a 2008 y 
2009.

Límite de gasto no financiero del Estado 

Finalmente, el Consejo de Ministros ha 
recibido otro Informe de la Vicepresidenta 
Segunda del Gobierno también ha infor-
mado sobre el límite de gasto no finan-
ciero del Estado para los Presupuestos de 
2011. Dado que los ingresos estimados 
para el próximo año en términos de Con-
tabilidad Nacional son de 104.539 mi-
llones de euros, que el objetivo para el 
Estado es de un déficit del 2,3 por 100 
(24.331 millones de euros) y que los 
ajustes de Contabilidad Nacional as-
cienden a 21.186 millones de euros, el 
límite de gasto en términos de Contabi-
lidad Nacional deberá situarse en 150.056 
millones de euros. 

Pero este límite de gasto no financiero 
no puede compararse directamente con 
el establecido en 2010, ya que el nuevo 
sistema de financiación de las Comuni-
dades Autónomas supone un descenso 
del presupuesto de gastos debido al 
menor importe del Fondo de Suficiencia. 
Por ello, es preciso eliminar el gasto de-

rivado de los sistemas de financiación de 
Comunidades Autónomas y Entidades Lo-
cales para que la comparación sea homo-
génea. Una vez efectuados estos ajustes, 
el límite de gasto no financiero para 2011 
quedará establecido en 122.256 millones 
de euros, lo que supone un descenso del 
7,7 por 100 respecto al presupuesto de 
2010 en términos homogéneos. 

Autorizados avales de hasta 53.900 Mi-
llones para financiar la facilidad euro-
pea de estabilización

•  La medida se deriva del acuerdo 
alcanzado el 9 de mayo en el Consejo 
extraordinario de Ministros de Eco-
nomía y Finanzas de la Unión 
Europea. 

•  El Mecanismo Europeo de Estabili-
zación está dotado con hasta 500.000 
millones de euros en financiación para 
garantizar la estabilidad e integridad de 
la zona del euro. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Real Decreto Ley por el que se auto-
riza a la Administración General del Es-
tado a avalar las operaciones de financia-
ción que realice la sociedad denominada 
Facilidad Europea de Estabilización Fi-
nanciera desde su entrada en vigor y 
hasta finales de 2013, por un importe 
máximo de 53.900 millones de euros.

Tras la reunión de los Jefes de Estado y 
de Gobierno en el Consejo Europeo del 
pasado 7 de mayo, el Consejo de Minis-
tros de Economía y Finanzas de la Unión 
Europea el 9 de mayo, en sesión extraor-
dinaria y ante la gravedad de las recientes 
perturbaciones financieras que podrían 
afectar a la estabilidad de los sistemas 
financieros europeos, reiteró el compro-
miso de todos los Estados miembros de 
garantizar la estabilidad, unidad e inte-
gridad de la zona del euro. 

En este contexto se adoptó la decisión 
de poner en marcha un Mecanismo 
Europeo de Estabilización Financiera, por 
un importe máximo de 500.000 millones 
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de euros, dirigido a proporcionar apoyo 
financiero a aquellos Estados miembros 
que pudieran encontrarse en dificultades 
causadas por circunstancias excepcio-
nales más allá de su control. Este apoyo, 
en coordinación con el Fondo Monetario 
Internacional, que aportará financiación 
suplementaria, estará sujeto a estrictos 
requisitos de condicionalidad. El meca-
nismo se ha articulado, a su vez, a través 
de los dos instrumentos que se describen 
a continuación:

•  Los Estados miembros podrán ac-
ceder, sobre la base del artículo 122.2 
del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, hasta sesenta mil mi-
llones de euros de financiación, que 
aportará la Comisión Europea finan-
ciándose en los mercados de capitales 
o a través de operaciones con institu-
ciones financieras. 

•  Se ha previsto la creación de una 
sociedad anónima por los Estados 
miembros de la zona euro, cuya deno-
minación será Facilidad Europea de Es-
tabilización Financiera, que permitirá el 
acceso a financiación adicional para los 
Estados miembros del Eurosistema que 
se encuentren en dificultades. Esta so-
ciedad podrá conceder préstamos, fi-
nanciándose para ello en el mercado 
internacional de capitales con el res-
paldo de los avales que concedan los 
Estados miembros accionistas no bene-
ficiarios de la ayuda en el momento de 
la concesión del aval. El importe total 
de los avales se elevaría a un máximo 
de 440.000 millones de euros. 

España debe aportar avales hasta una 
cantidad máxima equivalente al 12,24 
por 100 del total, es decir, 53.900 mi-
llones de euros.

Respuesta rápida y coordinada 

En el actual contexto económico hay 
que poner de manifiesto la capacidad de 
los Estados miembros de la zona euro de 
responder rápida, coordinada y eficaz-

mente para mantener la estabilidad finan-
ciera en caso de ser necesario. De ahí la 
extraordinaria y urgente necesidad de 
aprobar este Real Decreto Ley, ya que la 
creación de este instrumento es un re-
fuerzo fundamental para la fortaleza del 
euro y un paso de gran trascendencia 
para mantener la confianza de los mer-
cados y evitar futuros riesgos de contagio 
financiero en la zona del euro. El rápido 
avance en la puesta en marcha de este 
mecanismo es en sí mismo una señal im-
portante para ese restablecimiento de la 
confianza y la estabilidad financiera.

miniSTERiO DE ASUnTOS ExTERiORES 
y DE cOOpERAción

Remisión a las cortes del protocolo del 
convenio penal sobre la corrupción

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Acuerdo por los que se dispone la 
remisión a las Cortes Generales del Pro-
tocolo Adicional al Convenio Penal sobre 
la corrupción, del Consejo de Europa, 
Convenio que España firmó mayo de 
2005 y lo ha ratificó en abril de 2010. Por 
su parte el Consejo de Ministros autorizó 
la firma del Protocolo el 3 de abril de 
2009. 

Establecido en el seno del Consejo de 
Europa en 1999, el Grupo de Estados 
Contra la Corrupción (GRECO), del que 
España forma parte activa desde su crea-
ción, es responsable de controlar la apli-
cación del Convenio Penal sobre Corrup-
ción, cuyo objeto es el de armonizar la 
legislación existente, promover la adop-
ción de nuevas medidas e impulsar la 
cooperación en la investigación y enjui-
ciamiento de los delitos relativos a la co-
rrupción, así como criminalizar la co-
rrupción, activa y pasiva, el tráfico de 
influencias en el sector público (funcio-
narios nacionales y extranjeros, miem-
bros de parlamentos y asambleas nacio-
nales, internacionales y supranacionales), 
y en el sector privado. 
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Con el propósito de profundizar en los 
ámbitos de aplicación del Convenio, el 
GRECO decidió redactar un Protocolo 
Adicional que incluye la criminalización 
de las prácticas corruptas en el arbitraje. 
El Grupo acordó posteriormente extender 
el ámbito de aplicación a la corrupción 
de jurados.

El texto define los términos de árbitro, 
acuerdo de arbitraje y jurado, así como 
las previsiones en el caso de que las ac-
tuaciones impliquen a un árbitro o a un 
jurado extranjero. Además, recoge las 
medidas que deberán adoptarse a nivel 

nacional, en función de que se trate de 
corrupción pasiva de árbitros nacionales, 
de corrupción de árbitros extranjeros o de 
corrupción de jurados nacionales y ju-
rados extranjeros. 

Asimismo, se propone al Consejo de 
Ministros que autorice una Declaración a 
formular por España para el caso de que 
el Convenio sea extendido por el Reino 
Unido a Gibraltar para dejar clara nuestra 
posición sobre el estatus del territorio no 
autónomo de Gibraltar y el carácter local 
de sus autoridades.

VIERNES, 4 DE JUNIO DE 2010

miniSTERiO DE ASUnTOS ExTERiORES 
y cOOpERAción

Autorizada la firma del acuerdo de la 
facilidad europea de estabilización fi-
nanciera

El Consejo de Ministros ha autorizado 
la firma. del Acuerdo Marco de la Faci-
lidad Europea de Estabilización Finan-
ciera entre el Reino de Bélgica; la Repú-
blica Federal de Alemania; Irlanda; el 
Reino de España; la República Francesa; 
la República Italiana; la República de 
Chipre; el Gran Ducado de Luxemburgo; 
la República de Malta; el Reino de los 
Países Bajos; la República de Austria; la 
Republica Portuguesa; la República de 
Eslovenia; la República Eslovaca; la Re-
pública de Finlandia; la República Helé-
nica y la Facilidad Europea de Estabiliza-
ción Financiera.

Este Acuerdo es uno de los meca-
nismos en los que se basa el Marco 
Europeo de Estabilización Financiera, 
consecuencia de los acuerdos alcanzados 
en la reunión del Eurogrupo el pasado 9 
de mayo de 2010. La oportunidad y ne-
cesidad del mismo estriba en el estable-

cimiento de mecanismos que puedan 
garantizar la fortaleza de nuestra moneda 
única. Con ello se evita un posible con-
tagio de la crisis griega a otros países de 
la eurozona y se envía una clara señal de 
confianza a los mercados financieros in-
ternacionales. 

Este Acuerdo internacional se celebra 
entre los dieciséis Estados de la zona euro 
y una entidad jurídico-privada que se 
crea a estos efectos, denominada “Faci-
lidad Europea de Estabilización Finan-
ciera”, entidad instrumental garantizada 
por los Estados miembros participantes 
que actuará en los mercados financieros 
internacionales con objeto de obtener 
financiación a través de la emisión de tí-
tulos de deuda, con los que se prestará la 
ayuda financiera a los Estados miembros 
que así lo necesiten.

Los Estados participan en las garantías 
que prevé este Acuerdo Marco en propor-
ción al capital desembolsado por cada 
país en el Banco Central Europeo. España 
contribuye, así, en un 12,24 por 100 
equivalente a 52.352,51 millones de 
euros. La Administración General del Es-
tado ha sido autorizada en virtud del Real 
Decreto Ley 9/2010 a conceder los avales 
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necesarios para estas operaciones de fi-
nanciación.

Este Acuerdo internacional constituye 
una medida urgente y necesaria para sal-
vaguardar la estabilidad financiera de la 
zona Euro. Los Estados miembros han 
demostrado su capacidad para responder 
de forma rápida, coordinada y eficaz ante 
las presiones de los mercados financieros 
internacionales. La creación de los instru-
mentos mencionados es esencial para 
devolver la estabilidad a los mercados y, 
especialmente, para garantizar la forta-
leza de la moneda única. En estos mo-
mentos resulta fundamental dar a los 
mercados señales que permitan resta-
blecer la confianza y evitar riesgos fu-
turos, relacionados con el “efecto con-
tagio” de la crisis griega a otros Estados 
de la Eurozona. La rapidez de la puesta 
en marcha de este instrumento representa 
una clara señal para los mercados sobre 
la determinación de los mandatarios eu-
ropeos para tomar medidas que garan-
ticen el mantenimiento de la confianza y 
la estabilidad financiera.

miniSTERiO DE JUSTiciA

Reforma del reglamento de provisión de 
puestos de trabajo del personal funcio-
nario de la Administración de Justicia 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
la reforma del Reglamento de Ingreso, 
Provisión de Puestos de Trabajo y Promo-
ción Profesional del Personal Funcionario 
al Servicio de la Administración de Jus-
ticia, aprobado por un Real Decreto del 
7 de diciembre de 2005. 

La reforma de este Reglamento afecta 
el artículo 39 y tiene por objeto regular el 
marco al que se deben ajustar las rela-
ciones de puestos de trabajo que se ela-
boren en todos aquellos partidos judi-
ciales en los que, de manera progresiva, 
se implante la Nueva Oficina Judicial. Se 
otorgan mayores garantías en los con-
cursos de traslados de funcionarios, a la 

vez que se introduce una mayor precisión 
y racionalidad en la regulación de esta 
nueva estructura organizativa.

De esta manera, el contenido de las 
relaciones de puestos de trabajo, instru-
mento básico de la ordenación de la ac-
tividad del personal en el nuevo modelo, 
deberá contener aspectos esenciales 
como la determinación de las funciones 
atribuidas a cada uno de los cuerpos de 
la Administración de Justicia, sus nuevos 
destinos en la Oficina Judicial o la dife-
renciación de puestos por órdenes juris-
diccionales, en el caso de las unidades 
procesales de apoyo directo.

La modificación reglamentaria que 
ahora se realiza se enmarca en el proceso 
de implantación de la Nueva Oficina Ju-
dicial y es fruto del consenso con los 
agentes sociales, materializado en el 
acuerdo del 28 de octubre de 2009 entre 
el Ministerio de Justicia y las organiza-
ciones sindicales CCOO, UGT y el Sindi-
cato de Trabajadores de la Administración 
de Justicia. Estas organizaciones sindi-
cales integran, junto a CSI-CSIF, la Mesa 
Sectorial de la Administración de Jus-
ticia. 

miniSTERiO DE SAniDAD y pOLíTicA SOciAL

Informe sobre el anteproyecto de la Ley 
General de Salud Pública

•  Especifica los derechos y deberes de 
los ciudadanos en la prevención, promo-
ción y la protección de la salud. Además, 
establece las bases de cómo deben ser las 
actuaciones de las administraciones en 
esta materia. 

•  El texto prevé la creación de la Red 
Estatal de Vigilancia en Salud Pública 
como coordinadora de los diferentes sis-
temas autonómicos, así como la Red Es-
tatal de Laboratorios de Salud Pública. 

•  El  Anteproyecto  también  pretende 
desarrollar los principios de salud y 
equidad en todas las políticas, reforzar la 

Boletín núm. 2111–Pág. 159



– 1460 –

           

promoción de la salud y la prevención y 
adaptar la salud pública a los conoci-
mientos científicos actuales. 

El Consejo de Ministros ha recibido un 
Informe de la Ministra de Sanidad y Polí-
tica Social, sobre el Anteproyecto de Ley 
General de Salud Pública. Este Antepro-
yecto quiere servir para reforzar las ac-
ciones preventivas y de promoción y pro-
tección de la salud de acuerdo con lo 
recogido en el artículo 43 de las Consti-
tución (derecho a la protección de la 
salud), así como establecer las bases para 
las actuaciones de las distintas adminis-
traciones en salud pública.

Los motivos para el desarrollo de una 
normativa de este tipo son claros. En el 
siglo XXI la salud de la población se ha 
situado en el centro de las aspiraciones 
de la sociedad y ha demostrado ser un 
elemento clave en el desarrollo econó-
mico y social. No se trata sólo de los 
servicios sanitarios y el cuidado de la 
enfermedad, sino también de la preven-
ción de las distintas patologías y la me-
jora de la calidad de vida. Todo ello hace 
necesario desarrollar instrumentos nor-
mativos que refuercen las actividades en 
salud pública para contribuir a que 
nuestra sociedad sea más próspera, más 
sostenible y más equitativa.

Derechos y deberes 

Entre sus principales novedades, el 
texto incorpora algunos derechos impor-
tantes para los ciudadanos como el reco-
nocimiento del derecho a recibir infor-
mación sobre una intervención de salud 
pública antes de someterse a ella, así 
como conocer los posibles riesgos para 
su salud.

Además, se refuerza la transparencia, 
para lo cual se requiere por primera vez 
la declaración de intereses para colaborar 
con las Administraciones Públicas en esta 
materia. 

Por lo que respecta a cómo deben de-
sarrollarse las actividades en salud pú-

blica, el Anteproyecto señala que deben 
cumplir una serie de requisitos básicos 
como introducir un enfoque de salud en 
todas las políticas, respetar los derechos 
humanos, buscar la eficiencia social y la 
proporcionalidad, ser equitativas y trans-
parentes, ser evaluables y fomentar la 
participación, entre otros.

Vigilancia e información 

En relación con la vigilancia e informa-
ción en salud pública, se garantiza la 
creación de un sistema de alerta precoz 
y respuesta rápida, que detectará inci-
dentes, riesgos ambientales, enferme-
dades y otras situaciones que representen 
un riesgo de naturaleza biológica, quí-
mica, alimentaria, radiológica o nuclear.

Para ello, se crea la Red Estatal de Vi-
gilancia en Salud Pública que coordinará 
los diferentes sistemas autonómicos. En 
este sentido, se introducen la vigilancia 
de los condicionantes en salud y la vigi-
lancia de sustancias tóxicas en el orga-
nismo humano, así como el seguimiento 
de parámetros nutricionales para con-
trolar la frecuencia de problemas de salud 
tan diversos como la infertilidad, el 
cáncer y las enfermedades metabólicas y 
endocrinas.

Asimismo, dentro del apartado de vi-
gilancia e información también se crea la 
Red Estatal de Laboratorios de Salud Pú-
blica, que permitirá disponer en todo mo-
mento de las técnicas y procedimientos 
de máxima calidad para la detección y 
análisis de cualquier riesgo para la salud 
pública.

En el marco de la protección a la salud, 
se hace mención específica a la sanidad 
ambiental y a la sanidad laboral. Así, en 
lo relativo a la sanidad ambiental se 
presta atención especial a la aparición de 
riesgos ambientales para la salud aso-
ciados al cambio climático. 

En cuanto a la salud laboral, el Ante-
proyecto incluye como novedad la con-
sideración de las relaciones entre este 
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ámbito y el Sistema Nacional de Salud, 
para lo cual se establecen procedimientos 
que ayuden a promover entornos de tra-
bajo favorables a la salud, así como la 
promoción de hábitos de vida saludables 
desde los lugares de trabajo. 

Prevención 

El Anteproyecto también establece los 
métodos oportunos para desarrollar ac-
ciones preventivas de carácter comuni-
tario siguiendo los principios generales 
que garantizan la máxima calidad po-
sible. Para ello, se coloca la prevención 
en el centro del sistema, de modo que los 
servicios sanitarios del Sistema Nacional 
de Salud y, en especial, la Atención Pri-
maria asumen un papel relevante en la 
acción preventiva y en la salud comuni-
taria. 

De este modo, se determinan los mé-
todos para que en España se disponga de 
unas recomendaciones preventivas de la 
máxima calidad basadas en datos cientí-
ficos. Igualmente, la norma dispone los 
procedimientos para asegurar la calidad 
y la seguridad de la acción preventiva 
(prevención de lesiones, las vacunaciones 
o la detección precoz de enfermedad) en 
España, y establece que la prevención es 
un acción coordinada multidisciplinar y 
con acciones en todos los ámbitos sani-
tarios: profesionales de atención familiar 
y comunitaria, enfermería, trabajadores 
del ámbito social, farmacias, hospitales, 
etcétera. 

Aquellas acciones preventivas que no 
estén basadas en pruebas científicas po-
drán ser excluidas, para evitar así el de-
rroche de recursos y riesgos para la salud 
innecesarios.

Organización de la salud pública 

Según el Anteproyecto, todas estas ac-
tuaciones en salud pública se organizarán 
a través de tres áreas principales:

1. Consejo Estatal de Salud Pública: 
como órgano consultivo que garantizará 
que la salud es un elemento general de 
todas las políticas públicas y coordinará 
las actuaciones entre las Administra-
ciones y los actores relevantes que tengan 
implicación directa o indirecta sobre la 
salud.

2. Comisión permanente de Salud 
Pública: como órgano adscrito al Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud, que se encargará de garantizar la 
cohesión y equidad de las políticas, acti-
vidades y prestaciones de salud pública.

3. Finalmente, sobre la unidad res-
ponsable en materia de salud pública del 
Ministerio de Sanidad y Política Social 
pivotará la ejecución de las competencias 
de la Administración General del Estado 
en salud pública, coordinación de polí-
ticas de salud pública en España y su 
adecuación al marco de la Unión 
Europea.
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MINISTERIO DE jUSTICIA 

FERiA DEL LibRO 2010

Del 28 de mayo al 13 de junio, el 
Paseo de Coches del Retiro se ha llenado 
de letras, libros, autores, y ciudadanos 
que fueron a disfrutar de la cultura que 
los libros guardan. Es la Feria del Libro, 
feria que este año 2010 ha cumplido su 
sexagésimo novena edición.

Por tercer año consecutivo, el Minis-
terio de Justicia ha estado presente ocu-
pando la caseta número 11 donde se han 
expuesto más de ciento veinte títulos, en 
formato libro y DVD, que han podido ser 

vistos y comprados por los visitantes de 
la Feria del Libro.

Los títulos expuestos han sido selec-
cionados para ofrecer una panorámica, lo 
más completa posible, de las publica-
ciones que el Ministerio de Justicia edita, 
entre ellos las últimas normas  procesales 
adaptadas a la Nueva Oficina Judicial.

La presencia del ministerio este año ha 
superado con creces los resultados tanto en 
visitantes como en ventas de otros años.

Desde estas páginas queremos agra-
decer a los asistentes su interés por la cul-
tura en general, y por los títulos que hemos 
presentado, lo que nos hace seguir con-
fiando en nuestro esfuerzo y en la utilidad 
pública del trabajo que realizamos.

– 1462 –
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Procedimientos administrativos. 
Gestión informatizada

RESOLUCIóN de 24 de mayo de 2010, de 
la Agencia Española de protección de 
Datos, por la que se regula el Registro 
Electrónico de la Agencia Española de pro-
tección de Datos. («bOE» núm. 135 de 3 de 
junio de 2010)

Las iniciativas de simplificación y mo-
dernización administrativa, que potencian 
el uso de medios electrónicos por parte de 
las Administraciones Públicas en sus rela-
ciones con los ciudadanos han sido nume-
rosas a lo largo de los últimos años.

En el marco de dichas iniciativas y por 
medio de Resolución de 12 de julio de 
2006 se creó el Registro Telemático de la 
Agencia Española de Protección de Datos, 
encargado de la recepción y remisión de 
solicitudes, escritos y comunicaciones 
vinculadas al procedimiento de notifica-
ción de ficheros con datos de carácter per-
sonal para su inscripción en el Registro 
General de Protección de Datos mediante 
el formulario electrónico de Notificaciones 
Telemáticas a la AEPD (NOTA).

Posteriormente, la Ley 11/2007, de 22 
de junio, de Acceso Electrónico de los 
Ciudadanos a los Servicios Públicos, es-
tablece, en sus artículos 24, 25 y 26, una 
nueva regulación de los registros electró-

nicos, siendo sus preceptos desarrollados 
por el Título IV del Real Decreto 
1671/2009, de 6 de noviembre, por el 
que se desarrolla parcialmente la citada 
Ley, que regula las condiciones de su 
funcionamiento.

El artículo 24.1 de la Ley 11/2007, de 
22 de junio, de Acceso Electrónico de los 
Ciudadanos a los Servicios Públicos, es-
tablece que las administraciones públicas 
crearán registros electrónicos para la re-
cepción y remisión de solicitudes, es-
critos y comunicaciones.

Asimismo, el artículo 25.1 de la misma 
Ley prevé que las disposiciones de crea-
ción de registros electrónicos especifi-
carán el órgano o unidad responsable de 
su gestión, así como la fecha y hora ofi-
cial y los días declarados como inhábiles 
a los efectos de cómputo de plazos. Con 
mayor detalle, el artículo 27 del Real De-
creto 1671/2009 establece que los regis-
tros electrónicos serán creados, en el 
caso de Organismos Públicos, mediante 
Resolución de su titular, debiendo dicha 
Resolución respetar el contenido mínimo 
establecido en el apartado 2 de dicho 
precepto.

La disposición transitoria única de la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, establece en 
su segundo párrafo que los registros tele-
máticos existentes a su entrada en vigor 
serán considerados registros electrónicos, 
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regulándose por lo dispuesto en los men-
cionados artículos 24, 25 y 26. Este ré-
gimen resultaba ya, por tanto, de aplica-
ción al Registro telemático de esta 
Agencia, creado por la ya citada Resolu-
ción de 12 de julio de 2006.

Sin embargo, el nuevo marco estable-
cido por la Ley 11/2007 y su normativa 
de desarrollo y las consecuencias de la 
progresiva implantación y desarrollo de 
la Administración Electrónica, unido a las 
especialidades derivadas del nuevo ré-
gimen legal creado por las citadas normas 
aconsejan la adopción de una nueva re-
gulación del Registro Electrónico de la 
Agencia Española de Protección de 
Datos.

En este sentido, la disposición final ter-
cera del Real Decreto 1671/2009, de 6 de 
noviembre, establece que los registros 
telemáticos ajustarán su funcionamiento 
a lo establecido en el mismo dentro de 
los seis meses siguientes a su entrada en 
vigor, lo que deberá verificarse, según 
establece esa disposición, mediante 
Orden Ministerial o, en su caso, Resolu-
ción del titular del correspondiente Orga-
nismo Público, que deberá explicitar el 
contenido previsto en el artículo 27 del 
Real Decreto.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

1. La presente Resolución tiene como 
objeto la regulación del Registro electró-
nico de la Agencia Española de Protec-
ción de Datos en adelante «Registro Elec-
trónico», para la recepción y remisión, 
por vía electrónica, de solicitudes, es-
critos y comunicaciones en el ámbito de 
los procedimientos y actuaciones in-
cluidos en el anexo I y en la forma pre-
vista en el artículo 24 de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, de Acceso Electrónico de 
los Ciudadanos a los Servicios Públicos, 
y en el Real Decreto 1671/2009, de 6 de 
noviembre, por el que se desarrolla par-
cialmente la citada Ley.

2. El acceso de los interesados al Re-
gistro Electrónico estará disponible a 
través de la Sede Electrónica del Agencia 
Española de Protección de Datos en la 
dirección sedeagpd.gob.es y en la direc-
ción electrónica www.agpd.es

3. El registro Electrónico será único 
para todos los órganos de la Agencia Es-
pañola de Protección de Datos.

Artículo 2. Ámbito del Registro Electró-
nico de la Agencia Española de Protec-
ción de Datos.

1. El Registro Electrónico estará habi-
litado únicamente para la recepción y 
remisión de escritos, solicitudes y comu-
nicaciones que se presenten por medios 
electrónicos respecto de los trámites y 
procedimientos incluidos en el anexo I de 
esta resolución o de la versión que figure 
actualizada en cada momento, en la di-
rección electrónica de acceso al mismo 
junto con los correspondientes modelos 
normalizados para cada caso.

2. Cualquier solicitud, escrito, comu-
nicación o documentación presentada 
ante el Registro Electrónico no relacio-
nada con los trámites y procedimientos a 
que se refiere el apartado anterior, será 
remitido a las personas, órganos o uni-
dades destinatarias, en los términos pre-
vistos en el artículo 24.2.b) de la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de Acceso Elec-
trónico de los Ciudadanos a los Servicios 
Públicos, y en el Real Decreto 1671/2009, 
de 6 de noviembre, que desarrolla par-
cialmente la citada ley.

3. Asimismo, se podrá localizar un 
formulario genérico que permita la pre-
sentación de solicitudes, escritos y comu-
nicaciones no asociados a procedimientos 
normalizados.

4. El Registro Electrónico podrá re-
chazar los documentos electrónicos que 
se encuentren en alguna de las circuns-
tancias previstas en el artículo 29.1 del 
Real Decreto 1671/2009, de 6 de no-
viembre, en la forma establecida en el 
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mismo. En su caso, la notificación al re-
mitente se hará de conformidad con lo 
allí dispuesto.

Artículo 3. Sistemas de identificación y 
autenticación.

1. Las solicitudes, escritos y comuni-
caciones podrán ser presentados ante el 
Registro Electrónico por los interesados o 
sus representantes, en los términos defi-
nidos en los artículos 30 y siguientes de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

2. El firmante del documento podrá 
acreditar su identidad ante el Registro 
Electrónico mediante firma electrónica o 
a través de funcionarios públicos habili-
tados, mediante el procedimiento pre-
visto en el artículo 22 de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio.

3. Adicionalmente, cuando estén 
operativos los respectivos sistemas, los 
documentos podrán ser presentados por 
representación, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 23 de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, y artículos 13 y 14 del 
Real Decreto 1671/2009, de 6 de no-
viembre.

4. La sede electrónica informará 
sobre los sistemas de representación y de 
autenticación y firma utilizables para la 
presentación de escritos ante el Registro 
Electrónico a través de sus aplicaciones 
gestoras, con especificación, en su caso, 
de los servicios, procedimientos y trá-
mites a los que sean de aplicación.

5. Cuando la representación no 
quede acreditada o no pueda presumirse, 
se requerirá dicha acreditación por la vía 
que corresponda.

6. Se admitirán los sistemas de firma 
electrónica que sean conformes con lo 
establecido en el artículo 10 del Real De-
creto 1671/2009, de 6 de noviembre, por 
le que se desarrolla parcialmente la Ley 
11/2007, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los servicios públicos.

7. La identificación y firma de per-
sonas físicas mediante la utilización del 
documento nacional de identidad elec-
trónico serán admitidas en todos los 
casos.

Artículo 4. Voluntariedad de la presen-
tación electrónica.

La presentación de solicitudes, escritos 
y comunicaciones por medio del Registro 
Electrónico tendrá carácter voluntario, 
salvo lo previsto en el artículo 27.6 de la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, siendo al-
ternativa a la utilización de los lugares 
señalados en el artículo 38.4 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de la Administraciones 
Pública y del Procedimiento Administra-
tivo Común.

Artículo 5. Presentación de documen-
tos y computo de plazos.

1. El Registro Electrónico permitirá la 
presentación de solicitudes, escritos y co-
municaciones todos los días del año, du-
rante las veinticuatro horas del día, sin 
perjuicio de las interrupciones, por el 
tiempo imprescindible cuando concurran 
razones justificadas de mantenimiento 
técnico u operativo, de las que se infor-
mará en el propio registro y en la sede 
electrónica.

2. Al efecto del cómputo de los 
plazos, la sede electrónica mostrará en 
lugar fácilmente visible la fecha y hora 
oficial de la sede, que será la que conste 
como fecha y hora de la transacción, 
adoptando las medidas precisas para ase-
gurar su integridad. Las personas intere-
sadas podrán manifestar su discrepancia 
respecto a dichas fecha y hora en el acto 
mismo de presentación de los correspon-
dientes formularios.

3. El cómputo de plazos se realizará 
conforme a lo dispuesto en los apartados 
3, 4 y 5 del artículo 26 de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, de Acceso Electrónico de 
los Ciudadanos a los Servicios Públicos. 
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A estos efectos el Registro se regirá por la 
fecha y la hora oficial española, corres-
pondiente a la península, Ceuta, Melilla 
y el archipiélago balear.

4. El Registro Electrónico especifi-
cará el calendario de días inhábiles rela-
tivo a sus procedimientos y trámites, que 
será el que se determine en la resolución 
anual publicada en el «Boletín Oficial del 
Estado» para todo el territorio nacional 
por el Ministerio de la Presidencia.

5. Cuando la ineludible realización 
de trabajos de mantenimiento u otras ra-
zones técnicas lo requieran, podrán pla-
nificarse paradas de los sistemas informá-
ticos que afecten o imposibiliten de forma 
temporal el servicio de comunicaciones 
telemáticas. Estas paradas serán avisadas 
por el propio sistema con la antelación 
que, en caso, resulte posible. En supuestos 
de interrupción no planificada en el fun-
cionamiento del Registro Telemático, y 
siempre que sea posible, se comunicará 
dicha circunstancia.

Artículo 6. Resguardo acreditativo de la 
presentación.

El Registro Electrónico emitirá automá-
ticamente un resguardo acreditativo de la 
presentación del escrito, solicitud o co-
municación de que se trate, en el que 
constarán los datos proporcionados por 
la persona interesada con indicación de 
la fecha y hora en que tal presentación se 
produjo en el servidor de aquél. Dicho 
resguardo se configurará de forma que 
pueda ser impreso y su contenido se ajus-
tara a lo establecido en el artículo 30.3 
del Real Decreto 1671/2009, de 6 de no-
viembre.

Artículo 7. Gestión, disponibilidad y Se-
guridad del Registro.

La Secretaría General de la Agencia 
Española de Protección de Datos será el 
órgano responsable de la administración, 
gestión, disponibilidad y seguridad del 
Registro Electrónico del Agencia Espa-

ñola de Protección de Datos creado y 
regulado por la presente Resolución. En 
la página de Internet de la Agencia Espa-
ñola de Protección de Datos, o en su sede 
electrónica estará disponible para con-
sulta un resumen de los protocolos de 
seguridad del Registro.

El Registro Electrónico dispondrá los 
medios organizativos y técnicos ade-
cuados para garantizar la interoperabi-
lidad y seguridad de acuerdo con lo pre-
visto en el Real Decreto 3/2010, de 8 de 
enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Seguridad y en el Real De-
creto 4/2010, de 8 de enero, por el que 
se regula el Esquema Nacional de Intero-
perabilidad y la normativa sobre protec-
ción de datos de carácter personal según 
lo previsto en el Reglamento de desa-
rrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, aprobado por Real Decreto 
1720/2007, de 21 de diciembre.

El Registro Electrónico observará los 
requisitos de accesibilidad previstos en el 
Real Decreto 1494/2007, de 12 de no-
viembre, por el que se aprueba el regla-
mento sobre condiciones básicas para el 
acceso de las personas con discapacidad 
a las tecnologías, productos y servicios 
relacionados con la sociedad de la infor-
mación y medios de comunicación so-
cial. En este sentido las páginas web rela-
cionadas con el Registro Electrónico de-
berán ajustarse a la prioridad 1 de la 
Norma UNE 139803:2004.

Artículo 8. Requisitos de la documenta-
ción complementaría.

Los formatos de los documentos elec-
trónicos y de las imágenes electrónicas 
de los documentos serán establecidos en 
el marco del Esquema Nacional de Inte-
roperabilidad. De acuerdo con los Instru-
mentos informáticos y vías de comunica-
ción disponibles, podrá limitarse la ex-
tensión máxima de los documentos 
complementarios a presentar en una sola 
sesión.
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La presentación de solicitudes, escritos 
y comunicaciones podrá incorporar 
como documentación complementaría:

a) Los documentos que cumplan los 
requisitos técnicos que se regulan en e la 
presente Resolución.

b) Los documentos no disponibles en 
formato electrónico y que, por su natura-
leza, no sean susceptibles de aportación 
utilizando el procedimiento de copia di-
gitalizada previsto en el artículo 35.2 de 
la Ley 11/2007, de 22 de junio, podrán 
incorporarse a través de las vías previstas 
en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, en el plazo de 10 días 
desde la presentación del correspon-
diente formulario electrónico. El incum-
plimiento de este plazo para aportación 
de la documentación complementaria, 
podrá dar lugar a su requerimiento con-
forma a lo dispuesto en el artículo 71 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

c) Siempre que se realice la presen-
tación de documentos electrónicos sepa-
radamente el formulario principal, el in-
teresado deberá mencionar el número o 
código de registro individualizado que 
permita identificar el expediente en el 
que haya de surtir efectos.

d) Los usuarios admiten con carácter 
exclusivo la responsabilidad de la custodia 
de los elementos necesarios para su auten-
ticación en el acceso a estos servicios, el 
establecimiento de la conexión precisa y 
la utilización de la firma electrónica, así 
como de las consecuencias que pudieran 
derivarse del uso indebido, incorrecto o 
negligente de los mismos. Igualmente será 
responsabilidad del usuario la adecuada 
custodia y manejo de los ficheros que sean 
devueltos por el registro Electrónico como 
acuse de recibo.

Artículo 9. Tratamiento de datos de ca-
rácter personal.

Las anotaciones registrales de los 
asientos electrónicos efectuados en el Re-
gistro Electrónico se incorporarán al «Fi-

chero de Entrada y Salida de Docu-
mentos» modificado en la Resolución 
de 24 de marzo de 2009, de la Agencia 
Española de Protección de Datos, por la 
que se crean, modifican y suprimen fi-
cheros de datos de carácter personal de 
la Agencia, publicada en el BOE de 7 de 
abril de 2009.

Artículo 10. Publicación de nuevos pro-
cedimientos de la Agencia Española de 
Protección de Datos.

La admisión de nuevos procedimientos, 
trámites, preimpresos, solicitudes y mo-
delos que en su caso sea acordada por 
Resolución de la Agencia Española de 
Protección de Datos será difundida a 
través de la página de Internet de la 
Agencia y en su sede electrónica.

Disposición transitoria.

Durante el plazo de seis meses con-
tados desde la entrada en vigor de esta 
Resolución seguirá existiendo, de manera 
subordinada al Registro Electrónico de la 
Agencia Española de Protección de 
Datos, el Registro Telemático creado por 
Resolución de 12 de julio de 2006 de la 
Agencia Española de Protección de 
Datos, asociado a la aplicación de Noti-
ficación Telemática de la Agencia Espa-
ñola de Protección de Datos (NOTA).

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas disposi-
ciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en esta Resolu-
ción.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Resolución entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 24 de mayo de 2010.–El Di-
rector de la Agencia Española de Protec-
ción de Datos, Artemi Rallo Lombarte.
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aneXo i

Procedimientos competencia de la 
Agencia Española de Protección de 

Datos admisibles a través de su Regis-
tro Electrónico

Registro General de Protección de Datos

1. Notificación de la creación, modi-
ficación o supresión de ficheros con datos 
de carácter personal para su inscripción 
en el Registro General de Protección de 
Datos.

Se puede realizar mediante el formu-
lario electrónico de Notificaciones Tele-
máticas a la AEPD (NOTA) con certificado 
de firma electrónica reconocido. También 
se podrán enviar notificaciones de fi-
cheros a la AEPD mediante formato XML 
igualmente firmadas con certificado de 
firma electrónica reconocido.

Las especificaciones técnicas para la 
remisión de notificaciones en este for-
mato se encontrarán disponibles en la 
página web de la AEPD (www.agpd.es y 
en sedeagpd.gob.es).

Esta presentación tendrá carácter volun-
tario para los interesados, siendo alterna-
tiva la utilización de los Registros u ofi-
cinas a los que se refiere el artículo 38.4 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común.

Resoluciones

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
TD/01098/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto del acuerdo de 
inicio del procedimiento sancionador por im-
posibilidad de notificación en su domicilio 
pS/00077/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00126/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 124 de 21 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00118/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 124 de 21 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
TD/01396/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/03338/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/00557/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
E/00228/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/00492/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
E/00241/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01420/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
TD/01401/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 124 de 21 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01319/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01489/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01595/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01853/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 127 de 25 de mayo de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública n.º Expediente Ti/00040/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 128 de 26 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública nº Expediente Ti/00041/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 128 de 26 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública nº Expediente Ti/00042/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 128 de 26 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública n.º Expediente Ti/00035/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 129 de 27 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública n.º Expediente Ti/00036/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 129 de 27 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública n.º Expediente Ti/00052/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 129 de 27 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública n.º Expediente Ti/00053/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 129 de 27 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública n.º Expediente Ti/00054/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 129 de 27 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del período de información 
pública n.º Expediente Ti/00055/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 129 de 27 
de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
pS/00498/2008. (publicada en el «bOE» 
núm. 131 de 29 de mayo de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/03133/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 131 de 29 de mayo de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/01571/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/01828/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/00167/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/04176/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/02453/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
Ap/00020/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01338/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01529/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00193/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 133 de 1 de 
junio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00193/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 133 de 1 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
TD/01796/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/00738/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/00997/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
pS/00017/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
pS/00630/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

19791 RESOLUCIóN de la Agencia Espa-
ñola de Protección de Datos por la que se 
procede a la publicación oficial de extracto 
de la Resolución del procedimiento sancio-
nador pS/00751/2009. (publicada en el 
«bOE» núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00247/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 134 de 2 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00176/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 134 de 2 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
E/00852/2008. (publicada en el «bOE» 
núm. 134 de 2 de junio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto del acuerdo de 
inicio del procedimiento sancionador por im-
posibilidad de notificación en su domicilio 
pS/00044/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 134 de 2 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto del acuerdo de 
inicio del procedimiento sancionador por im-
posibilidad de notificación en su domicilio 
pS/00132/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 137 de 5 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto del acuerdo de 
inicio del procedimiento sancionador por im-
posibilidad de notificación en su domicilio 
pS/00151/2010. (publicada en el «bOE» 
núm. 137 de 5 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. nº expediente: Ti/00063/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. nº expediente: Ti/00064/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00175/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00092/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
pS/00705/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 137 de 5 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
Ap/00091/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 137 de 5 de junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la Resolución del procedimiento 
Ap/00091/2009. (publicada en el «bOE» 
núm. 137 de 5 de junio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00049/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio pS/00196/2010. 
(publicada en el «bOE» núm. 137 de 5 de 
junio de 2010.)
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SEcRETARíA gEnERAL

ACUERDO de la Secretaría General del 
Consejo General del poder Judicial, de 
17 de mayo de 2010, por el que se hace 
pública la adjudicación del contrato para 
la prestación del servicio de ayuda infor-
mática para la sede de la Escuela Judicial 
en barcelona. (publicado en el «bOE» 
núm. 137 de 5 de junio de 2010.)

ACUERDO de la Secretaría General del 
Consejo General del poder Judicial, de 
25 de mayo de 2010, por el que se 
anuncia procedimiento abierto, sujeto a 
regulación armonizada, para la contrata-
ción del servicio de tratamiento, gestión 
documental y difusión de la jurispru-
dencia. (publicado en el «bOE» núm. 137 
de 5 de junio de 2010.)

– 1475 –

CRóNICA

CONSEJO GENERAl DEl PODER JUDICIAl

MINISTERIO DE JUSTICIA

SUbSEcRETARíA

RESOLUCIóN de 18 de mayo de 2010, de 
la Subsecretaría de Justicia, por la que se 
hace pública la adjudicación definitiva por 
procedimiento negociado de las obras de 
acondicionamiento del edificio sito en 
calle Luis cabrera, n.º 9, de madrid para 
instalación de cpD y oficinas de apoyo al 
plan de modernización del Sistema de Jus-
ticia 2009-2012. (publicada en el «bOE» 
núm. 125 de 22 de mayo de 2010.)

SEcRETARíA gEnERAL

RESOLUCIóN de la Dirección General de 
Modernización de la Administración de 
justicia sobre prescripción por abandono 

de depósitos y consignaciones judiciales. 
(publicada en el «bOE» núm. 131 de 29 
de mayo de 2010.)

mUTUALiDAD gEnERAL JUDiciAL

ANUNCIO de la Gerencia de la Mutualidad 
General judicial, sobre reintegro de pres-
taciones indebidas. (publicado en el 
«bOE» núm. 124 de 21 de mayo de 
2010.)

RESOLUCIóN de la Mutualidad General 
judicial para la contratación de los servi-
cios postales necesarios a la mutualidad 
general Judicial. (publicada en el «bOE» 
núm. 133 de 1 de junio de 2010.)
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RESOLUCIÓN (1ª) de 2 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero.  
 
 
 

Se deniega su inscripción porque hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra acuerdo emitido por el 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 16 de abril de 2007,  Don J. nacido en República Dominicana 27 de 
febrero de 1963 presentó impreso de declaración de datos para la transcripción de su matrimonio 
celebrado en República Dominicana el 21 de junio de 2003 con Doña E. nacida en República 
Dominicana el 8 de noviembre de 1963 y de nacionalidad española. Aportaban como 
documentación: Acta de matrimonio local, acta de nacimiento, certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio de la contrayente y certificado de nacimiento y certificado de 
estado civil del contrayente. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada con los interesados. El 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en S. dictó acuerdo con fecha 
25 de enero de 2008, denegando la inscripción del matrimonio por existir serias dudas de que 
ambos contrayentes vayan a vivir como pareja una vez que el ciudadano dominicano se 
encuentre en España, razones avaladas por las audiencias efectuadas a la ciudadano 
dominicano y a la ciudadana española. 
 
 3. Notificado a los interesados, la interesada interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del matrimonio. 

 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone a la inscripción del matrimonio. El 
Encargado del Registro Civil Consular remite toda la documentación a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
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 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana, entre una dominicana nacionalizada española y un dominicano y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines 
propios de esta institución. El interesado dice que contrajo matrimonio en 2003 cuando fue en 
2004, no sabe cuando obtuvo la interesada la nacionalidad española ni siquiera cuando se fue 
a España, no sabe en que trabaja la interesada pues afirma que trabaja de camarera 
desconociendo el salario, cuando está en paro y hace arreglos de costura y peluquería para 
amistades y vecinas. El interesado ha tenido dos hijos de otra relación nacidos al mismo tiempo 
en que mantenía una relación con la interesada. Se contradicen en el momento en que se 
conocen pues él declara que a los dos años de conocerla, en 1981, comienzan una relación y 
luego se separaron retomando la relación en 2000, sin embargo la interesada afirma que viajó 
a España en 1993 y que seguían manteniendo la relación de pareja. No aportan pruebas que 
permitan corroborar sus manifestaciones y que la relación se ha mantenido en el tiempo. 
Dadas las circunstancias de ese caso y el hecho que se viene detectando en este Centro 
Directivo respectos de estos matrimonios entre españoles y dominicanos, ha de deducirse que 
se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines muy probablemente de carácter 
migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 2 de marzo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 
 

No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto ni haber poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, 
contra auto dictado por  la  Juez Encargada del Registro Civil de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de B., Doña M. nacida el 15 de marzo de 
1968 en el Sahara Occidental solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, certificado de 
paternidad, pasaporte, certificado del Archivo Genera de la Administración, recibo de MINURSO, y 
certificado de empadronamiento. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. La Juez 
Encargada del Registro Civil dictó auto con fecha 28 de mayo de 2008 en el que desestima la 
petición del interesado al no haberse comprobado la consolidación prevista en el artículo 18 del 
Código Civil. 

 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso dirigido a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado solicitando le sea concedida la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. 

 
 4. Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se ratifica en su anterior informe. 
La Juez Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 del 
Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre otras, de 
9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero y 3-2ª y 4ª de marzo de 2008. 

 
II. La interesada, mediante escrito de fecha 14 de febrero de 2008, solicitó ante el Registro 

Civil de B. la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española, al haber nacido 
en 1968 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del 
Registro Civil de E. dictó auto de 28 de mayo de 2008 denegando dicha nacionalidad. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

 
III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse si se 

posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil 
que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2° LRC y 338 RRC), 
que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 

 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no 
eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
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de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se 
les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un 
año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la 
diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha 
venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional». 
 

V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente 
sus representantes legales -dada entonces su minoría de edad- no han acreditado que estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976. Aparte de esto concurren otras circunstancias 
impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no se justifica su inscripción 
en Registro Civil español , como tampoco consta probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 Cc. 

 
Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3a) de 20 de noviembre de 

2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no 
hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 

 
 VI. Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para 
la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de 
cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas 
integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto recurrido. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 2 de marzo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 
 

No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto ni haber poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, 
contra auto dictado por  la  Juez Encargada del Registro Civil de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de B., Don S. nacido el 5 de diciembre 
1969 en el Sahara Occidental solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, Libro de 
Familia, certificado de familia, pasaporte, recibo de MINURSO, y certificado de empadronamiento. 
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 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. La Juez 
Encargada del Registro Civil dictó auto con fecha 27 de mayo de 2008 en el que desestima la 
petición del interesado al no haberse comprobado la consolidación prevista en el artículo 18 del 
Código Civil. 

 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso dirigido a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado solicitando le sea concedida la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. 

 
 4. Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se ratifica en su anterior informe. 
La Juez Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-
3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero y 3-2ª y 4ª de 
marzo de 2008. 

 
II. El interesado, mediante escrito de fecha 10 de octubre de 2007, solicitó ante el 

Registro Civil de B. la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española, 
al haber nacido en 1969 en C., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La 
Juez Encargada del Registro Civil de E. dictó auto de 27 de mayo de 2008 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 

 
III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede 

consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción (cfr. art. 96-2° LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del 
Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 

 
IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 

española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de 
relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del 
Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con 
analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 

 
V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 

STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente no 
han justificado sus representantes legales -dada entonces su minoría de edad- que estuviesen 
imposibilitados "de facto" para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Aparte de esto concurren otras circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por 
la recurrente, como son que no consta probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc. 
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Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3a) de 20 de noviembre de 

2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no 
hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 

 
 VI. Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para 
la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de 
cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas 
integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto recurrido. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 2 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
 

No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la interesada 
hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, 
contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de E. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de E., Doña J. nacida en 1958 en el 
Sahara Occidental  solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Libro de Familia de su madre, Libro de Familia 
suyo, certificado de concordancia de nombre, certificado de matrimonio, recibo de MINURSO, y 
certificado de empadronamiento. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. La Juez 
Encargada del Registro Civil dictó auto con fecha 25 de junio de 2007 en el que desestima la 
petición de la interesada ya que no queda probado que residiera en el Sahara en el periodo de 
vigencia del Decreto de 1976. 

 
 3. Notificada la interesada, ésta, mediante representante legal, interpone recurso 
dirigido a la Dirección General de los Registros y del Notariado solicitando le sea concedida la 
nacionalidad española con valor de simple presunción. 

 
 4. Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, éste impugna el mismo. La Juez 
Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de  1998, y las Resoluciones, 
entre otras, de 9-1' de septiembre, 20-2ª y 4a y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
febrero, 5-2a de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-
1ª y  29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero y 3-2ª y 4ª de  marzo de 2008. 
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 II. La interesada, mediante escrito de fecha 18  de agosto de 2006, solicitó ante el 
Registro Civil de E. la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española, al 
haber nacido en 1951 en el Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez 
Encargada del Registro Civil de E. dictó auto de 25 de junio de 2007 denegando dicha nacionalidad. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 

III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil 
que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2° LRC y 338 
RRC), que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 
RRC). 

 
IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 

española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que 
a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 
Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el 
territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos 
de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 

 
V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 

STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente no se ha justificado 
que la interesada haya probado la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 Cc pues en el expediente tan sólo consta la expedición de un Documento 
Nacional de Identidad en 1971, con un plazo de validez de cinco años, sin que se haya acreditado su 
renovación y posesión posterior. 

 
Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3a) de 20 de noviembre de 2007 y 

de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino 
reforzar las conclusiones anteriores. 

 
 VI. Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por 
la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se extienden 
al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo 
que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe 
al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes 
de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto recurrido. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 2 de marzo de 2009, sobre cambio de nombre. 
 

 
 

No puede aprobarlo el Encargado si no hay habitualidad en el uso del nombre 
solicitado, pero lo concede la Dirección General por economía procesal y por delegación. Hay justa 
causa para cambiar "Josefa" por "María José" pues la modificación es sustancial. 
 
 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada, contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de 
V. 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de V., Doña J., manifiesta que en 
su inscripción de nacimiento figura como JOSEFA que habitualmente utiliza el nombre de 
MARÍA JOSÉ, por lo que solicita el cambio de nombre. Adjunta como documentación: 
Certificado de nacimiento y volante de empadronamiento. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de abril de 2008, deniega lo solicitado 
por la interesada ya que no es el nombre que la interesada utiliza habitualmente. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 54, 59, 60 y 62 de la Ley del Registro Civil; 192, 209, 210, 217, 
218, 354 y 365 del Reglamento del Registro Civil; y las Resoluciones de 12-la y 5a y 28 de febrero, 1-2ª, 
16-1ª y 26-1ª de abril, 9-la y 29-la y 2a de mayo, y 3-3a y 7-4a de junio y 20-la de octubre de 2003 y 6-2a-3a-4a de 
febrero de 2004. 

 
II. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 

expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4° y 365 RRC), 
siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 210 RRC) y 
siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su imposición (cfr. 
arts. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por la vía indirecta de 
un expediente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser rechazado. 

 
III. En el caso presente las pruebas presentadas no llegan a justificar la habitualidad en el uso 

del nombre pretendido, de modo que la competencia para aprobar el expediente excede de la 
atribuida al Encargado y corresponde por el contrario a la competencia general del Ministerio de Justicia 
(cfr. art. 57 LRC y 205 RRC) y hoy, por delegación (Orden Jus 345/2005 de 7 de febrero), a esta 
Dirección General. 

 
IV. Conviene en todo caso examinar la cuestión acerca de si el cambio intentado pudiera 

ser acogido por esta otra vía. Se ha seguido la necesaria fase de instrucción del expediente de la 
competencia del Ministerio ante el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC) y razones de 
economía procesal aconsejan ese examen (cfr. art. 384 RRC), ya que sería superfluo y 
desproporcionado con la causa exigir la reiteración formal de otro expediente dirigido al mismo fin 
práctico. 

 
V. La cuestión apuntada merece una respuesta afirmativa. El cambio intentado no 

perjudica a tercero y hay para él una justa causa, con lo que se cumplen los requisitos específicos 
exigidos para la modificación (cfr. art. 206, III, RRC).  
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Confirmar el auto apelado. 
 2o. Autorizar, por delegación del Sr. Ministro de Justicia (Orden JUS/3770/2008, de 2 de 
diciembre), el cambio del nombre inscrito "Josefa" por "María José", no debiendo producir esta 
autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento y 
siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta días desde la notificación, conforme a lo que 
dispone el artículo 218 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 2 de marzo de 2009, sobre cambio de nombre. 
 

  
 

No hay justa causa para cambiar “Ishai” por “Florentino”, porque aquél le fue concedido 
al ahora recurrente en un expediente anterior a petición propia, estando presidido el régimen legal del 
nombre y los apellidos por el principio de la estabilidad. 
 
 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado, contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de 
D. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don I. solicita mediante escrito dirigido al Registro Civil de D. cambio de nombre 
por FLORENTINO por ser el utilizado habitualmente. Aportan como documentación: Certificado 
de nacimiento, volante de empadronamiento y diversa documentación donde aparece el 
nombre de FLORENTINO. 
 
 2. Ratificado el interesado, comparecen dos testigos que manifiestan que son 
ciertos los datos alegados por el promotor en el escrito inicial. El Ministerio Fiscal, la Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de febrero de 2008 deniega lo 
solicitado por el interesado ya que éste cambió su nombre en fecha 2 de septiembre de 2002 
según resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 54,59 y 60 de la Ley del Registro Civil; 192, 209, 210 y 365 del 
Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 5-8ª de septiembre de 2002; 6-3ª de marzo; 9-2ª 
de mayo; 12-1ª de junio; y 5-3ª y 25-2” de noviembre de 2003 y 4-4ª de febrero de 2004. 

 
II. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en expediente 

el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4° y 365 RRC), siempre que 
exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (cfr. art. 210 RRC) y siempre que, 
además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 
RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por la vía indirecta de un expediente posterior, 
un nombre propio que ya inicialmente debería ser rechazado. 

 
 III. En el presente caso el interesado había ya solicitado en un expediente anterior el 
cambio de "Florentino" a "Ishai" el cual le fue concedido por resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado encargado del Registro Civil de 18 de enero de 2001. Ahora formula una 
nueva pretensión distinta de la anterior para obtener el cambio de su nombre inscrito por el de 
"Florentino", esto es, retornando a su nombre oficial anterior al cambio solicitado y concedido por la 
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mencionada resolución de 18 de enero de 2001. Esta pretensión no puede prosperar porque no se aprecia 
justa causa, habida cuenta de que el régimen legal del nombre y los apellidos, en tanto que signos de 
identificación y diferenciación de las personas, está presidido por un principio de estabilidad que 
impone la concurrencia de una serie de requisitos para la autorización de sus cambios, sin que en 
consecuencia se trate de una materia sujeta al principio de la autonomía de voluntad de las partes.  
 
 Esta Dirección desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.General ha acordado, de 
conformidad con la propuesta reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 2 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 11 de diciembre de 2006 el Sr. J., de nacionalidad colombiana, nacido en M. 
(Colombia) el 10 de diciembre de 1969, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder 
el día 17 de julio de 2006 en su ciudad natal, según la ley local, con Doña M., de doble 
nacionalidad española y colombiana, nacida en S. (Colombia) el 18 de julio de 1971. Aportaba 
como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, 
registro de nacimiento, pasaporte colombiano y certificado negativo de movimientos migratorios; y, 
de la interesada, certificación literal  de nacimiento, fe de vida y estado y pasaporte. 
 
 2. El 19 de diciembre de 2006 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de G. el 8 de febrero de 2007. 
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 25 de 
enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que hace 19 años tuvieron una 
relación no formalizada de la que nació una hija común, legitimada por el matrimonio cuya 
inscripción se solicita; que, tras separarse, continuaron en contacto por su hija; que en 2003, 
durante unas vacaciones de ella, retomaron la relación; que su proyecto de reanudar la vida en 
común se ha visto truncado por la negativa del Registro Civil Consular a inscribir el matrimonio 
y que el hecho de que en la audiencia reservada no coincidieran en todas las respuestas no es 
argumento suficiente para concluir que se trata de un matrimonio de complacencia; y 
presentando, como prueba documental, DNI y certificación literal de nacimiento de la hija 
común. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 17 de julio de 2006 entre una ciudadana de doble nacionalidad colombiana y 
española -adquirida por residencia el 25 de octubre de 2005- y un nacional colombiano y, del 
trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Coinciden en señalar que se conocieron de adolescentes en Medellín y consta en el expediente 
que tuvieron una hija pero se contradicen sobre la continuidad de la relación aducida, indicando 
él que a lo largo de los 19 años transcurridos se han comunicado regularmente por teléfono y 
por Internet y que ella viajó a Colombia en 2000, 2002 y 2004; y ella que rompieron, que vino a 
vivir a España en 2000 y que empezaron de nuevo en 2003, durante unas vacaciones de ella. 
Se advierte una considerable inseguridad y falta de concreción en las respuestas que dan a las 
preguntas que se les formulan: sobre la frecuencia de sus contactos el interesado dice “que en 
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tiempos libres” y sobre la duración de las estancias de ella en Colombia que “desde que 
llegaba hasta que se iba”; y ella, por su parte, indica que, “que ella sepa” él no tiene otros hijos. 
Saben de las respectivas familias, pero hay mutuo desconocimiento de datos personales y 
laborales recientes: él cree que su hijo menor, de filiación determinada por ambas líneas, lleva 
el apellido materno y refiere que ella aún no había obtenido la nacionalidad española cuando 
contrajeron matrimonio y que es dependienta en una pastelería -ella se declara empleada de 
una empresa de manipulación de medicamentos-; y ella señala que él, que se define como 
desempleado, sin ingresos y no fumador, trabaja como vigilante de seguridad, percibe el salario 
mínimo de Colombia y fuma a veces. De otro lado, no obra en el expediente el documento 
público por el que la contrayente española otorgó poder a otra persona para que contrajera 
matrimonio en su nombre (cfr. art. 1280-5º Cc). 
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 2 de marzo de 2009, sobre autorización para contraer 
matrimonio. 

   
 
 

Se retrotraen las actuaciones para que se practique audiencia reservada a los 
interesados. 
 

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez Encargada 
del Registro Civil de F. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha el 27 de agosto de 2006, Don T., nacido el 6 de enero 
de 1987 en República Dominicana y de nacionalidad española y Doña J., nacida en República 
Dominicana el 14 de abril de 1975 y de nacionalidad dominicana, iniciaban expediente en solicitud 
de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente documentación: DNI, 
certificado de nacimiento, certificado de estado civil y volante de empadronamiento del interesado 
y certificado de nacimiento, certificado de residencia donde se observa que la interesada reside en 
Suiza y certificado de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecen dos testigos que manifiestan que no 
existe impedimento alguno para la celebración del matrimonio proyectado, se publica Edicto. 
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso al matrimonio proyectado. El Juez Encargado 
mediante auto de fecha 18 de diciembre de 2007 deniega la autorización para contraer 
matrimonio ya que el esposo podría no asistir con plena libertad al matrimonio. 
 
 4. Notificados los interesados, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que se casa con plena libertad y que no lo 
hace para obtener papeles para ella porque ella tiene la documentación de Suiza. 
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 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal interesa la 
desestimación del mismo, el Juez Encargado ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 50 y 56 del Código civil (Cc); 228 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil (LEC); 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 243, 244 y 246 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, de 9-1ª y 2ª de julio, 19-2ª de octubre y 16 de diciembre de 1996; 13 
de marzo de 2000, 5-3ª de enero de 2002, 17-3ª de mayo de 2004, 29-1ª de enero de 2007, 2-6ª 
de 4 de abril y 5-13ª de noviembre de 2008 y 27-1ª de enero de 2009. 

 
 II. En este caso, en el que un dominicano nacionalizado español y una ciudadana 
dominicana residente en Suiza, solicitan autorización para contraer matrimonio civil en España 
con arreglo a la forma prescrita para los españoles (cfr. art. 50 Cc),  el expediente previo ha de 
instruirse conforme a las reglas generales (cfr. Instrucción de 9 de Enero de 1995, norma 5ª, e 
Instrucción de 31 de enero de 2006, norma VII), siendo, pues, trámite imprescindible la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el 
instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia de impedimento de 
ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 
 
 III. Como viene reiteradamente insistiendo esta Dirección General, en estos 
expedientes el trámite de audiencia es fundamental, ya que por él puede en ocasiones 
descubrirse el propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el 
vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para que el promotor 
extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio puede proporcionarle. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73.1º Cc). En consecuencia, se ha de dejar sin efecto el auto dictado, retrotraer las actuaciones 
para que sean oídos los interesados a los efectos señalados en el artículo 246 RRC y continuar 
con la tramitación reglamentaria. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, retrotraer las actuaciones para que sean oídos separada y reservadamente los 
interesados y sea enviada a este Centro Directivo. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (9ª) de 2 de marzo de 2009, sobre  caducidad del 
expediente. 

 
 
 

La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere su previa 
citación. 
 
 En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de autorización 
de matrimonio remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
interesados contra auto del encargado del Registro Civil de  P. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de P. el 5 de julio de 2006, Don A., 
nacido el 17 de octubre de 1982 y de nacionalidad española, solicitaba autorización para celebrar 
matrimonio con la ciudadana dominicana A., nacida el 1 de septiembre de 1978. Aportaba la 
siguiente documentación: DNI, inscripción de nacimiento, certificado de empadronamiento y 
declaración de estado civil del interesado; pasaporte, certificado de nacimiento, declaración de 
soltería, certificado de empadronamiento, certificado negativo de antecedentes penales en su país 
y declaración de estado civil de la solicitante. 
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2. Ratificados los interesados, se les citó para comparecer en el Registro Civil y 

presentar diversa documentación. 
 

3. No habiendo comparecido los interesados en las fechas señaladas y transcurridos 
más de tres meses desde la última diligencia practicada, el ministerio fiscal instó la declaración de 
caducidad del expediente, que se realizó mediante auto de 26 de noviembre de 2007 del 
encargado del Registro Civil de P.  

 
4. Notificada la resolución a los interesados, se interpuso recurso ante la Dirección 

General de los Registros y del Notariado alegando que la falta de comparecencia se produjo 
por motivos de salud del hijo de los solicitantes y que no tenían conocimiento de la posibilidad 
de caducidad del expediente iniciado. 

 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que confirmó 
la resolución recurrida. El encargado del Registro Civil de P. se ratificó en su declaración y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras, 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de 
enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª de octubre de 2006; 20-6ª de julio de 2007; 16-4ª 
de septiembre de 2008 y 12-3ª de enero de 2009. 

 
II. Los interesados promovieron expediente de autorización de celebración de 

matrimonio. No habiendo comparecido tras haber sido requeridos para ello por el Registro Civil 
de P. y previa solicitud del ministerio fiscal, el juez encargado del registro dictó auto el 26 de 
noviembre de 2007 declarando la caducidad del expediente. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 

 
III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del 

promotor, el ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al 
promotor (cfr. art. 354.3 RRC). No consta en este caso que previamente a la declaración de 
caducidad hubieran sido notificados los promotores, como exige el artículo 354.3 RRC, 
habiéndolo sido únicamente el ministerio fiscal, razón por la cual procede la estimación del 
recurso. 
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso y dejar sin efecto el auto apelado. 
 2º. Retrotraer las actuaciones para que sean citados los promotores con carácter 
previo a la declaración que proceda sobre la caducidad del expediente. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (10ª) de 2 de marzo de 2009, sobre expedientes en general. 

  
 
 

1º. Las solicitudes defectuosas deberán admitirse y se informará a los interesados 
sobre el modo de subsanar los defectos. 

2º. No es necesaria la legalización de documentos entre los países firmantes de un 
convenio vigente que dispensa de dicho requisito. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del encargado 
del Registro Civil de R. 
 



 17

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de R. el 23 de enero de 2007, el 
ciudadano portugués B., nacido el 25 de junio de 1979 en R., solicitaba su inscripción de 
nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español. Aportaba la siguiente documentación: 
Certificado de nacimiento del consulado portugués en V., parte del facultativo que asistió al 
nacimiento, tarjeta de residencia y certificado de empadronamiento. 

 
 2. Remitida la solicitud al Registro Civil de R., el encargado del mismo dictó 
providencia el 27 de junio de 2007 denegando la inscripción solicitada por falta de documentación 
necesaria y falta de legalización y traducción de la aportada. 
 

3. Notificado el interesado, presenta recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando que la legalización y traducción no es necesaria por existir 
convenio al efecto entre Portugal y España y que la providencia denegatoria se dictó sin 
requerimiento previo al promotor para subsanar los posibles defectos.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se adhirió 
al mismo. El encargado del Registro Civil de R. remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 311 a 316, 348, 354, 355 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil y el Convenio nº 17 de 15 de septiembre de 1977 de la Comisión Internacional del Estado 
Civil sobre dispensa de legalización de ciertos documentos. 

 
II. El interesado promovió expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo 

en el Registro Civil español. A la vista de la documentación presentada, el encargado del 
Registro Civil de R., donde tuvo lugar el nacimiento en cuestión, denegó la inscripción por 
considerar insuficiente la documentación presentada, así como por falta de legalización y 
traducción del certificado de nacimiento portugués aportado. Contra dicha resolución se 
presentó el recurso examinado. 

 
III. Las solicitudes que tiendan a concordar el Registro con la realidad, aunque 

sean defectuosas, deberán admitirse y los interesados serán informados sobre el modo de 
subsanar los defectos (cfr. art. 348, párrafo segundo RRC). No consta en este caso que, 
previamente a la denegación de la inscripción, el promotor hubiera sido requerido para 
subsanar los defectos señalados en la providencia dictada y en ello se apoya el ministerio fiscal 
para adherirse al recurso en su informe preceptivo. Por otro lado, dicha providencia se basa en 
la ausencia de legalización del certificado de nacimiento aportado expedido por el consulado 
portugués en Valencia. Pues bien, dicha legalización no es necesaria entre España y Portugal 
en virtud de la firma por ambos países del Convenio nº 17, firmado en Atenas el 15 de 
septiembre de 1977 sobre dispensa de legalización de ciertos documentos. Por todo ello y 
atendiendo al principio de economía de procedimiento que proclama el artículo 354 RRC, 
procede la estimación del recurso. 
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria:   

1º. Estimar el recurso y dejar sin efecto la providencia apelada. 
 2º. Ordenar la inscripción de nacimiento fuera de plazo de Bruno Correia Realista. 
 
 
 

RESOLUCIÓN (1ª) de 3 de marzo de 2009, sobre  nombre propio. 

 
 
 Es admisible el nombre propio “Alen” 
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 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por los interesados, con adhesión del Ministerio Fiscal,  contra 
auto del Juez Encargado del Registro Civil de E. 
 

H E C H O S 

 
 1. Don José L. y Doña M solicitan, mediante escrito dirigido al Registro Civil de E., 
el cambio de nombre para su hijo ALAIN por el de ALEN, por ser el que usa habitualmente. 
Aportan como documentación: Certificado de nacimiento del menor, volante de 
empadronamiento y diversa documentación donde aparece el nombre de ALEN. 
 
 2. Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. El Juez 
Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 16 de mayo de 2008 deniega lo solicitado 
por los interesados. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos, mediante representante legal, interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar el 
cambio de nombre para su hijo. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se adhiere al recurso interpuesto, el Juez 
Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 54, 59, 60 y 62 de la Ley del Registro Civil; 192, 206, 209, 
210, 218 y 365 del Reglamento del Registro Civil, y la Resolución de 26-2ª de octubre de 1998 
y 17-3ª de septiembre de 2004. 
 

 II. El auto apelado ha denegado el cambio de nombre propio para el hijo de los 
recurrentes del nombre “Alen” por estimar que éste no es más que una modificación mínima de 
“Alain”, por lo que el cambio pretendido carecería, desde esta perspectiva, del requisito de la 
justa causa exigido por el artículo 60 de la Ley del Registro Civil. 
 
 III. Esta razón no se considera suficiente para denegar la autorización del cambio 
pretendido. En efecto, si bien es doctrina constante de este Centro Directivo que el requisito de 
la justa cauda no concurre cuando el cambio por su escasa entidad merece ser calificado 
objetivamente de mínimo o intrascendente, porque ningún perjuicio real pude producirse en la 
identificación de una persona por el hecho de que llegue a se conocida, familiar y socialmente 
con un apócope, contracción, deformación o pequeña variación de su nombre correctamente 
escrito, sin embargo dicha doctrina no es aplicable al caso contemplado. En efecto, Alain es un 
nombre de procedencia francesa cuya trascripción fonética, Alen, es precisamente el nombre 
que se solicita. Por tanto y habida cuenta de que el cambio puede consistir en la adaptación 
fonética a las lenguas españolas de un nombre extranjero (cfr. Art. 206 RRC), no hay ningún 
inconveniente en admitir el nombre propuesto, teniendo en cuenta además lo sustancial de la 
modificación solicitada.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede estimar el recurso y revocar el auto recurrido. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 3 de marzo de 2009, sobre cambio de nombre  
 
 
 No es admisible para mujer el nombre de Malak. 
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 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil de O. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don M. y Doña B. solicitan mediante escrito dirigido al Registro Civil de O., el 
cambio de nombre para su hija MALAK (nombre masculino) por el de TASNIM (nombre 
femenino). Aportan como documentación: Certificado de nacimiento de la menor y volante de 
empadronamiento. 

 
 2. Ratificada la interesada, comparecen dos testigos que manifiestan que son 
ciertos los hechos de la solicitud. El Ministerio Fiscal emite informe desfavorable. El Juez 
Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de abril de 2008 deniega lo solicitado 
por los interesados. 

 
 3. Notificados los interesados, éstos, mediante representante legal, interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar el 
cambio de nombre para su hija. 

 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto, el Juez 
Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 109 del Código civil (Ce); 57 y 59 de la Ley del Registro Civil 
(LRC) ; 195, 205, 209 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y la Resolución de 31 de 
marzo de 1995 y 30-6a de mayo del 2006. 

 
 II.  Se pretende por parte de los padres de la interesada el cambio del nombre 
propio de la misma sustituyendo "Malak" por "Tasnim" alegando que el primero de ellos es un 
nombre de origen islámico y usado por esta comunidad para designar varón, alegación que se 
encuentra corroborada por la certificación expedida por la Comunidad Islámica de la G. que se 
incorpora al expediente. El Encargado del Registro Civil del domicilio de la interesada no 
estimó la petición de los promotores por considerar que el nombre inscrito "Malak" no designa 
inequívocamente sexo masculino y dictó auto oponiéndose a lo solicitado. 

 
 III. Entre los escasos límites existentes al derecho de los padres para escoger 
para sus hijos los nombres propios que estimen más convenientes se encuentra la prohibición 
de no poder imponer nombres que induzcan en su conjunto a error en cuanto al sexo (cfr. art. 
54, II, LRC). Esta prohibición que es aplicable, sin duda, al nombre propio "Malak" con que 
consta inscrita la hija de los promotores, fue infringida en el momento de la imposición del 
nombre, lo cual constituye causa suficiente para justificar la autorización del cambio ahora 
interesado, cumpliendo así la finalidad de la norma prohibitiva consistente en evitar la confusión 
en la identificación del sexo de la nacida. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede estimar el recurso y revocar el auto recurrido. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 3 de marzo de 2009, sobre cambio del nombre 
propio.  

 

 No hay justa causa para cambiar “Suleida” por “Zuleida”. 

 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Juez Encargado del Registro 
Civil L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 11 de febrero de 2008 Doña Z.,  manifiesta que al 
practicarse su inscripción de nacimiento se hizo constar como nombre propio SUELIDA, que 
dicho nombre está en discordancia con el usado habitualmente que es ZULEIDA, por lo que 
solicita el cambio de nombre. Adjunta como documentación: Certificado de nacimiento, volante 
de empadronamiento y diversa documentación donde aparece el nombre de ZULEIDA. 
 
 2. Ratificada la interesada, comparecen dos testigos que manifiestan que siempre 
han conocido a la interesada con el nombre de Zuleida. El Ministerio Fiscal emite informe 
favorable. El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 5 de marzo de 2008 
deniega lo solicitado por la interesada ya que no concurre causa justa. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso 
interpuesto, el Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 57, 59y 60 de la Ley del Registro Civil; 205, 206, 209, 210 y 
365 del Reglamento del Registro y las Resoluciones de 9-1ª y 2ª, 28-2ª y 30-1ª y 2ª de enero, 
6-1ª y 12-7ª de febrero, 27-1ª y 3ª de marzo, 10-2ª y 3ª y 16-2ª y 3ª de abril, 17-3ª y 24 de 
mayo, 6-1ª, 2ª y 3ª, 7-1ª y 2ª, 12-1ª, 16-1ª y 3ª y 19-1ª y 2ª de junio y 8-2ª y 22-2ª de octubre de 
2003 y 3 de enero de 2004. 
 
 II. Uno de los requisitos exigidos para el éxito de todo expediente de cambio de 
nombre propio, ya sea de la competencia del Encargado del Registro Civil del domicilio, ya 
corresponda a la competencia general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa causa 
en la pretensión (cfr. art. 60 LRC y 206, III y 210 RRC). A estos efectos es doctrina constante 
de este Centro Directivo que la justa causa no concurre cuando la modificación, por su escasa 
entidad, deba ser estimada objetivamente como mínima e intranscendente, porque ningún 
perjuicio real puede producirse en la identificación de una persona por el hecho, tan frecuente 
en la sociedad española actual, de que una persona llegue a ser conocida, familiar y 
socialmente, con un apócope, contracción, deformación o pequeña variación de su nombre 
oficial correctamente escrito. 
 
 III. Esta doctrina es de directa aplicación al caso presente en el que se ha 
intentado el cambio de “Suleida” a “Zuleida”, que sólo supone la sustitución de una consonante 
por otra no implicando alteración fonética sustantiva. Por otro lado, este Centro Directivo ha 
exceptuado de esta doctrina  aquellos casos en los que el nombre oficial estaba 
incorrectamente escrito o en el que el solicitado era más correcto ortográficamente que  el 
inscrito. Esta excepción no es de aplicar en el presente caso, puesto que no resulta 
suficientemente justificado que el nombre pretendido, Zuleida, sea una forma más correcta que 
el consignado en la inscripción de nacimiento de la promotora. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 3 de marzo de 2009, sobre adquisición de la 
nacionalidad española. 

  
 No es española la nacida en Madrid en 1922, hija de argentino y española nacida 
en España, al corresponderle seguir la nacionalidad argentina del padre. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante acuerdo de fecha 17 de mayo de 2006 el Encargado del Registro Civil 
Consular de España en B. se declaraba española con valor de simple presunción a Doña E., 
nacida en M. el 5 de septiembre de 1922. Recibida toda la documentación en el Registro Civil 
de M. el Juez Encargado del Registro Civil de M. mediante Providencia de fecha 7 de agosto 
de 2006 acuerda extender asiento marginal pero al mismo tiempo pone en conocimiento del 
Ministerio Fiscal dicho asiento a la vista de que la interesada había nacido en M. hija de padre 
argentino y madre española en el año 1922 y la redacción originaria del Código Civil vigente en 
aquel momento, no atribuía a la nacida la nacionalidad española. El Ministerio Fiscal emite un 
informe de fecha 2 de octubre de 2006, solicitó que se cancelara la anotación practicada por 
los argumentos que se dan por reproducidos. 
 
 2. Con fecha 29 de octubre de 2007 el Juez Encargado del Registro Civil de M. 
dicta auto mediante el cual se acordaba declarar con valor de simple presunción que la 
interesada no adquirió al nacer la nacionalidad española de origen y la cancelación total del 
asiento marginal extendido el 5 de diciembre de 2006, en el acta de nacimiento de la misma. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal de la interposición del recurso éste interesa la 
confirmación del auto apelado. El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 y 19 del Código civil en su redacción originaria; 18 del 
Código civil en su redacción por la Ley de 15 de julio de 1954; 26 del Código civil en su 
redacción actual; 46 y 64 de la Ley del Registro Civil; 226 a 229 del Reglamento del Registro 
Civil y las Resoluciones de 4-2ª, 18-1ª, 21-4ª y 27-2ª y 3ª de enero, 4-1ª de febrero, 1-1ª y 18-3ª 
y 5ª de marzo, 4-3º, 15-1ª y 2ª y 19-2ª de abril y 10-1ª de mayo de 2003 y 2-3ª de febrero de 
2004. 
 
 II. Se discute en el presente recurso si le corresponde o no la nacionalidad 
española a una mujer nacida M. en 1922 hija de padre argentino y madre española. Seguido 
expediente registral para la declaración de dicha nacionalidad con valor de simple presunción 
ante el Registro Civil Consular de su domicilio en B., el mismo concluyó con auto favorable 
basado en la redacción dada al artículo 17 nº 3 del Código civil por la Ley de 17 de diciembre 
de 1990, conforme al cual son españoles de origen "Los nacidos en España de padres 
extranjeros si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad". 
 
 III. Remitido dicho auto al Registro Civil de M. a fin de practicar la correspondiente 
anotación marginal (cfr. art. 38 LRC) en la inscripción de nacimiento de la nacida, por 
providencia de 7 de agosto de 2006 se acordó practicar la citada anotación marginal y poner 
los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal por entender que el auto del Registro Civil 
Consular de B. no se ajustaba a la legalidad por no corresponder la nacionalidad española a la 
inscrita. 
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 IV. A diferencia de lo que ocurre en los Registros Consulares y en el Central, en 
los que puede constar la advertencia de que la inscripción de nacimiento no acredita la 
nacionalidad española del titular (cfr. art. 66 fine RRC), en los Registros municipales situados 
en España, donde deben ser inscritos todos los nacimientos en ella acaecidos (cfr. art. 15 
LRC), no es tarea fácil, sin una adecuada investigación, saber con certeza si al nacido le 
corresponde o no la nacionalidad española de origen. Piénsese que, aparte de los casos en 
que haya sobrevenido pérdida de la nacionalidad española y la misma haya sido inscrita, el 
Encargado no puede tener la seguridad, por el solo examen de la inscripción de nacimiento, 
que al nacido le haya correspondido ex lege la nacionalidad española, dados los múltiples 
factores que han de ser analizados (iure sanguinis la nacionalidad española del progenitor 
consta por simple declaración no contrastada; iure soli habría que probar que uno de los 
progenitores ha nacido en España, que la legislación de los progenitores extranjeros no 
atribuye al hijo su nacionalidad o que, respecto del inscrito sin filiación, no está determinada y 
atribuida la nacionalidad de los progenitores, etc.), aparte de que en ocasiones habrá que tener 
en cuenta las normas sobre nacionalidad española anteriores a las hoy vigentes. 
 
 V. En el presente caso la interesada nacida en M. en 1922  e hija de padre 
argentino y madre originariamente española, le correspondía la nacionalidad argentina del 
padre dado el principio de unidad familiar vigente en materia de nacionalidad en la redacción 
originaria del Código civil, en la cual el hijo menor de edad seguía la condición del padre titular 
de la patria potestad (cfr.  art.  18 y 154 Cc originarios). Además, el nacimiento en España no 
era entonces por sí solo causa de atribución de la nacionalidad española, sino que requería el 
previo ejercicio del derecho de opción concedido para tales supuestos, siendo así que ni sus 
padres, durante la menor edad de la hija, ni ésta al llegar a la mayoría de edad, ejercieron el 
derecho que tenía a optar a la nacionalidad española (cfr. arts. 18 y 19 Cc originarios y art. 18 
Cc, redacción de 1954). 
 
 VI. Es cierto que la atribución de la nacionalidad argentina respecto de los hijos de 
argentinos nacidos en el extranjero no se produce automáticamente, sino en base al ejercicio 
del derecho de opción que les corresponde, lo que no consta en este caso. Pero, aún en tal 
hipótesis de ausencia de opción no puede servir de fundamento para la petición de la 
interesada la norma invocada por el auto del Registro Civil Consular de B., esto es, el artículo 
17 del Código civil que, a partir de la Ley de 13 de julio de 1982, considera españoles de origen 
iure soli a los nacidos en España de padres extranjeros si la legislación de ninguno de ellos 
atribuye al hijo una nacionalidad. 
 
 En efecto, la indicada forma de atribución iure soli de la nacionalidad española no 
aparece en nuestro Derecho hasta la citada reforma del Código civil de 1982 y si puede 
entenderse, de acuerdo con la doctrina de este Centro Directivo, que la nueva norma tiene 
eficacia retroactiva respecto de nacimientos acaecidos en España antes de su entrada en vigor 
- recuérdese que en este caso el nacimiento se produjo en 1922 -, es claro, atendiendo a la 
finalidad de la norma que es la de evitar situaciones de apatridia, que la repetida atribución de 
la nacionalidad española pudo beneficiar en su caso a los nacidos en España que, cuando 
entró en vigor la Ley de 1982, carecían de nacionalidad, mientras que es a todas luces 
excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como el actual en los que, en el momento de 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, la nacida en España ya tenía o había podido 
tener iure sanguinis la nacionalidad de sus progenitores, en este caso la argentina. 
 
 VII. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de que la interesada, como hija de 
madre originariamente española, pueda acogerse, en concurrencia de los requisitos legalmente 
exigidos, al nuevo derecho de opción a la nacionalidad española previsto por la Disposición 
adicional séptima, apartado 1, de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto recurrido. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 3 de marzo de 2009, sobre  recuperación de la 
nacionalidad española. 

 
 Es necesario probar que se ha sido español antes y no era española la nacida en 
Barcelona en 1953, hija de francés y española nacida en España, al corresponderle seguir la 
nacionalidad argentina del padre. 
 
 En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto dictado por 
el Juez Encargado del Registro Civil de B.  
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 24 de agosto y en el Registro Civil del Consulado General de España 
en M., se levanta acta de recuperación de la nacionalidad española, mediante la cual Doña A., 
de nacionalidad francesa declara que nació en B. el 29 de agosto de 1953, que adquirió la 
nacionalidad francesa con fecha 22 de febrero de 1977, que es su voluntad recuperar la 
nacionalidad española de origen. Adjunta como documentación: Certificado de nacimiento y 
certificado de adquisición de nacionalidad francesa. 
 
 2. Recibida toda la documentación en el Registro Civil de B., el Juez Encargado 
del Registro Civil mediante Providencia de fecha 9 de octubre de 2007 deniega lo solicitado por 
la interesada  por cuanto no acredita la nacionalidad española de su padre en el momento de 
su nacimiento, y no darse en el presente caso el supuesto de hecho preciso para que opere la 
presunción del artículo 68 del Código Civil dado que su progenitor ha nacido en Francia. En el 
caso de no poder acreditar la nacionalidad española del padre en el momento de su 
nacimiento, cabe sugerir a la interesada que puede formular opción a la nacionalidad española 
como hija de madre originariamente española nacida en territorio español, supuesto éste que 
podría acreditar mediante certificación literal de nacimiento de su madre. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la recuperación de la nacionalidad española. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal de la interposición del recurso éste interesa la 
desestimación del mismo. El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución, ratificándose en la Providencia 
acordada el 9 de octubre de 2007. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 y 19 del Código civil en su redacción originaria; 18 del 
Código civil en su redacción por la Ley de 15 de julio de 1954; 26 del Código civil en su 
redacción actual; 46 y 64 de la Ley del Registro Civil; 226 a 229 del Reglamento del Registro 
Civil y las Resoluciones de 4-2a, 18-la, 21-4a y 27-2a y 3a de enero, 4-1a de febrero, l-la y 18-3a y 
5a de marzo, 4-3a, 15-la y 2a y 19-2a de abril y 10-la de mayo de 2003 y 2-3a de febrero de 2004. 
 
 II. Para poder admitir una recuperación de la nacionalidad española es necesario 
probar suficientemente que el que recupera ha ostentado alguna vez de iure anteriormente la 
nacionalidad española. 
 
 III. No ocurre así con la interesada nacida en B. en 1953 e hija de padre francés y 
madre originariamente española, al corresponderle la nacionalidad francesa del padre dado el 
principio de unidad familiar vigente en materia de nacionalidad en la redacción originaria del 
Código civil, en la cual el hijo menor de edad seguía la condición del padre titular de la patria 
potestad (cfr. art. 18 y 154 Cc originarios). Además, el nacimiento en España no era entonces 
por sí solo causa de atribución de la nacionalidad española, sino que requería el previo 
ejercicio del derecho de opción concedido para tales supuestos, siendo así que ni sus padres, 
durante la menor edad de la hija, ni ésta al llegar a la mayoría de edad, ejercieron el derecho 
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que tenía a optar a la nacionalidad española (cfr. arts. 18 y 19 C. originarios y art. 18 Cc, 
redacción de 1954). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto recurrido. 
 
 
 

RESOLUCIÓN (6ª) de 3 de marzo de 2009, sobre cambio del nombre 
propio. 

   
 Hay justa causa para cambiar “Eloi” por “Eloien”. 

 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 20 de octubre de 2006, Don I. y Doña M., manifiestan 
que su hija ELOIE, nació el 22 de septiembre de 2004, fue inscrita en el Registro Civil de B. con 
el nombre de ELOIE, que ellos quisieron ponerle el nombre de ELOIEN pero les fue denegado 
al no existir tal nomeclator en la Real Academia de la Lengua Vasca, que posteriormente 
descubrieron que era factible inscribir a la niña con ese nombre por lo que solicitan el cambio 
de nombre. Adjuntan la siguiente documentación: Certificado de nacimiento de la menor, fe de 
bautismo y volante de empadronamiento. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan ser 
ciertos los extremos aludidos en el escrito presentado. El Ministerio Fiscal no se opone al 
cambio de nombre. El Juez Encargado del Registro Civil, mediante auto de fecha 23 de julio de 
2006, deniega el cambio de nombre pretendido, por no concurrir causa justa. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos  interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre para su hija. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Juez Encargado del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 54, 59, 60 y 62 de la Ley / del Registro Civil; 206, 209, 210, 
217, 218, y 365 del Reglamento del Registro Civil; y las Resoluciones de 10 de enero de 1990; 
8-4a de septiembre de 1994; 7-3a de febrero de 1998; 18-3a de enero de 2001; y 5-4a de 
noviembre de 2003 y 14-1ª de febrero de 2004 17-1ª de febrero de 2004. 
 
                   II. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 
expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4o y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
60 LRC). 
 
 III. En este caso en el que se ha intentado el cambio de "Eloie" a "Eloien" - que fue 
el solicitado inicialmente en el momento de la imposición y denegado por falta de sustantividad-
, el auto apelado ha denegado la aprobación del expediente por estimar que no concurre justa 
causa por tratarse de la traducción de un nombre extranjero. Sin embargo, en el presente caso 
no se aprecia la existencia de obstáculo que impida cambiar el nombre solicitado, pues aún 
cuando hubiesen existido dudas sobre su existencia como antropónimo independiente, podría 
haberse admitido como nombre de fantasía apto por su terminación y eufonía para designar 
mujer. 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede: 
 1º.   Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
 2º.  Autorizar, por delegación del Sr. Ministro de Justicia (Orden JUS/3770/2008, 
de 2 de diciembre), el cambio del nombre inscrito "Eloie" por "Eloien", usado habitualmente, no 
debiendo producir esta autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen del 
asiento de nacimiento y siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta días a partir 
de la notificación, conforme a lo que dispone el artículo 218 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 3 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 14 de marzo de 2007 Don J., de nacionalidad española, nacido en C. 
(Venezuela) el 27 de enero de 1968, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 
9 de marzo de 2007 en C. (Colombia), según la ley local, con la Sra. D. , de nacionalidad 
colombiana, nacida en dicha ciudad el 15 de septiembre de 1982. Aportaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; de la interesada, 
registro de nacimiento, pasaporte colombiano y certificado negativo de movimientos 
migratorios; y, propia, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripciones 
marginales de separación y de divorcio, sentencia de divorcio, fe de vida y estado y pasaporte. 
 
 2. El 17 de abril de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
interesada y el promotor fue oído en el Registro Civil de A. el 22 de mayo de 2007. 
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 25 de 
enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que desde que se conocen él ha 
viajado a Colombia en tres ocasiones y han mantenido a diario contacto telefónico, y 
presentando, como prueba documental, fotocopia de su pasaporte, facturas de hoteles y de 
teléfono y fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
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de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 9 de marzo de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y, del 
trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaraciones de los interesados, se conocieron el 24 de enero de 2006 en el hotel de 
C. en el que ella trabajaba y él se hospedaba durante unas vacaciones pero se advierten 
contradicciones sobre aspectos relevantes de la relación que dicho encuentro propició: si la 
iniciaron a los cinco días o al cabo de un mes, cuando él volvió a T.; si la decisión de casarse la 
tomaron en mayo de 2006 por Internet o si él se lo pidió en persona el 15 de septiembre de 
2006 delante de todos los asistentes a la celebración del cumpleaños de ella; si esta estancia y 
la siguiente, durante la que contrajeron matrimonio, tuvieron la misma duración o si la primera 
fue de quince días y la segunda de veintiuno; si, una vez en España, ella trabajará en la 
empresa de él o si tiene varias propuestas entre las que aún no se ha decidido; si compartirán 
gastos o ella cubrirá la compra de un apartamento en C. y él todo lo demás; o si él le envía 
mensualmente la cuota del apartamento y para sus gastos o  él le manda lo que necesita 
cuando ella lo llama y se lo pide. Se aprecia igualmente desconocimiento de datos personales, 
más acusado en la interesada que confunde el año de nacimiento de él y cree que trabaja en 
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empresa distinta a la que él indica y que sus haberes mensuales quintuplican a los por él 
reconocidos. Y la alegación de que hablan a diario por teléfono no puede darse por acreditada, 
porque las facturas registran llamadas a más de una docena de abonados colombianos y las 
realizadas al número que ella da como propio son escasísimas. A mayor abundamiento, la 
interesada dice que ha pensado que la inscripción del matrimonio le permite residir en España 
y, cuando se le pregunta si el enlace obedece a esa finalidad, contesta afirmativamente.   
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (8ª) de 3 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de C. el 15 de junio de 2007 
Don L., de nacionalidad española, nacido el 20 de noviembre de 1979 en M., y la Sra. A., de 
nacionalidad nigeriana, nacida el 12 de diciembre de 1980 en L. (Nigeria), iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, DNI, certificación de nacimiento, volante de empadronamiento 
en M. y declaración jurada de estado civil; y, de la promotora, pasaporte nigeriano, volante de 
empadronamiento en M., solicitud de alta en el padrón de habitantes de C., certificado de la 
Embajada de Nigeria en España sobre inexistencia de edictos en ese país y declaraciones 
juradas de estado civil y de edad. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, compareció como testigo un cuñado de la 
interesada, que manifestó su pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no 
incurría en prohibición legal alguna. El 6 de julio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia 
reservada con el interesado y, a la vista de las muchas dificultades de la declarante para 
entender y expresarse en español, se la citó para el 13 de julio de 2007, haciéndole saber que 
viniera acompañada de persona que pudiera traducir las preguntas y las respuestas. 
Finalmente la interesada fue también oída el 6 de julio, actuando como intérprete el familiar que 
previamente había comparecido como testigo. 
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso, por entender que la ausencia de un idioma común 
y el desconocimiento mutuo que había puesto de manifiesto la audiencia reservada permitían 
presumir que el pretendido matrimonio sería en fraude de ley. El 15 de octubre de 2007 el Juez 
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Encargado, estimando que había indicios suficientes de consentimiento matrimonial viciado, 
dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los promotores, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
las preguntas que se les formularon en el trámite de audiencia iban más encaminadas a 
comprobar el grado de conocimiento personal que la veracidad del consentimiento, que de una 
o varias respuestas equivocadas no cabe deducir que haya simulación y que en su caso no ha 
quedado indubitadamente probado que se haya entregado una cantidad monetaria para que se 
celebre el matrimonio.   
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, remitiéndose a la 
fundamentación fáctica y jurídica de la resolución apelada, se opuso al recurso y el Juez 
Encargado ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 
 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana nigeriana resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. En primer lugar, no 
tienen una lengua común, comprensible para ambos, que les permita comunicarse con fluidez. 
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Aunque ambos manifiestan que entre ellos hablan en español, lengua que ella afirma saber -
regular, según él-, consta en el expediente que, fallido el intento de entrevistarla en castellano, 
hubo de comparecer asistida de intérprete. Precisamente la ausencia de una lengua común es 
uno de los factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, 
permite presumir que un matrimonio es de complacencia. En segundo lugar, se advierte una 
considerable inseguridad en las respuestas que el interesado da a las preguntas que se les 
formulan, que con frecuencia empiezan con la expresión “creo”. Así, cree que ella no estudió 
nada, cree que en Nigeria no trabajaba, cree que tiene un hermano cuyo nombre ignora -ella 
cita siete- o cree que su estancia en España es regular -ella indica lo contrario-. En tercer lugar, 
se aprecian en sus declaraciones ciertas contradicciones sobre su futura viva en común y un 
desconocimiento por ella de determinados datos personales y familiares de él: ella señala que, 
una vez casados, fijarán su residencia en Murcia y él que en Cartagena, en domicilio que no 
puede precisar porque “tendrán que buscar piso”; y ella no sabe ni la fecha de nacimiento de él, 
ni su dirección ni los nombres de sus padres y hermanos. Todo ello lleva a la convicción de que 
el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN  (9ª) de 3 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

 
 
 
 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto emitido por el 
Encargado del Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña J. nacida en Colombia el 12 de diciembre de 1977 presentó en el 
Consulado General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su 
matrimonio celebrado en Colombia el 1 de junio de 2007 con Don J., nacido en España el 1 de 
septiembre de 1949. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la 
inscripción de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio del interesado y certificado de 
nacimiento, certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 21 de noviembre de 2007 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I.  Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 
del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
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diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de 
lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 
44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 
246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 
2005, 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de 
diciembre de 2006, 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª 
de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una colombiana y un español y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada no 
contesta a la mayor parte de las preguntas. El interesado no sabe la fecha de nacimiento de 
ella. No coinciden en el momento en que iniciaron su relación sentimental, ni tampoco en el 
momento y lugar en que decidieron contraer matrimonio. Se casan por poderes y no se 
conocían antes de la boda, en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada 
del Consejo de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un 
matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado 
antes del matrimonio y eso es, precisamente lo que sucede en este caso. Difieren en los 
regalos que se han hecho mútuamente. Ella dice que él trabaja como músico por su cuenta y él 
dice que trabaja como músico y en una empresa llamada GEDESMUPA. Existe una gran 
diferencia de edad entre ellos aunque esto no es determinante. Por último ella manifiesta que 
tiene familiares en España y que el motivo de la boda es para salir del país y porque ello le 
permite adquirir la nacionalidad española. No presentan prueba alguna de su relación. Dadas 
las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo 
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respecto de matrimonios entre españoles y colombianos, ha de deducirse que se ha acudido al 
matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 

RESOLUCIÓN (10ª) de 3 de marzo de 2009, sobre opción a la nacionalidad 

española. 

  

 No pueden inscribirse sin expediente cuatro nacimientos acaecidos en República 
Dominicana en 1986, 1987, 1988 y 1993 alegando que la  presunta madre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2005 porque las certificaciones dominicanas 
acompañadas no ofrecen garantías suficientes para dar  fe de la filiación materna y por tanto 
no cabe por ahora la opción a la nacionalidad española intentada por razón de patria potestad. 
Además, la opción por razón de patria potestad respecto a una de las solicitantes no sería 
posible porque la interesada ya era mayor de edad según su estatuto personal cuando la 
supuesta madre adquiere la nacionalidad española por residencia. 
 
 En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española por razón de patria potestad remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la promotora contra auto dictado por la encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escritos presentados en el Registro Civil Central el 14 de diciembre de 
2006 y el 1 de marzo de 2007, la ciudadana dominicana R., nacida el 12 de agosto de 1986 y 
Dª O., mayor de edad y con domicilio en M., en nombre de sus hijas D. (nacida el 22 de octubre 
de 1987), M.( 16 de enero de 1988) y M. (31 de octubre de 1993), también de nacionalidad 
dominicana, solicitaban la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de las 
mismas. Adjuntaban los siguientes documentos: DNI e inscripción de nacimiento de la madre 
con marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia y actas de nacimiento 
locales de las hijas. 
 
 2. La encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo el 21 de diciembre de 
2007 denegando la solicitud por considerar que existen dudas racionales de la realidad de los 
hechos inscritos y de su legalidad conforme a la ley española. 
 
 3. Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó 
su desestimación. La encargada del Registro Civil Central se ratificó en su decisión y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, para la resolución del 
recurso interpuesto. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 del Código civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 
68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 4-1ª y 21-3ª 
de enero y 8-2ª de febrero y 24-2ª, 24-3ª de abril de 2003; 2-1ª de septiembre de 2004; 15-1ª 
de noviembre de 2005; 17-4ª de enero, 30-5ª de junio de 2006; y 21-5ª de mayo de 2007. 
 
 II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el 
Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 
LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de 
plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, “siempre 
que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española” (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero “sea regular y auténtico, de 
modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85, I, RRC). 
 
 III. La supuesta madre adquirió la nacionalidad española por residencia en el año 
2006 y ahora se intenta inscribir en el Registro Civil español por medio de certificaciones 
dominicanas, previa opción a la nacionalidad, cuatro nacimientos ocurridos en la República 
Dominicana en 1986, 1987, 1988 y 1993 cuya inscripción en el registro local no se practicó 
hasta 1992 (tres de ellos) y 1994. Por otro lado, según las certificaciones aportadas y la 
declaración de la promotora en su solicitud de nacionalidad por residencia resulta que los 
nacimientos de dos de las interesadas se produjeron con solo dos meses y medio de 
diferencia, lo que unido al hecho de que las inscripciones en el país de origen se realizaron 
mucho tiempo después de ocurridos los nacimientos, lleva a la juez encargada del Registro 
Civil Central a albergar dudas acerca de la realidad de los hechos inscritos y de su legalidad 
conforme a la ley española. 
 
 Además, hay que señalar que, según los documentos aportados, la opción a la 
nacionalidad española por razón de patria potestad correspondiente a R. no sería posible 
porque cuando la supuesta madre adquirió la nacionalidad española, la interesada ya era 
mayor de edad, de modo que nunca estuvo sujeta a la patria potestad de una española. 
 
 IV. En esta situación, y sin perjuicio de lo que pudiera decidirse en un expediente 
de inscripción fuera de plazo a la vista de las pruebas que en él se puedan presentar, hay que 
concluir que las certificaciones dominicanas acompañadas no reúnen las condiciones exigidas 
por los artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85 de su reglamento para dar fe de la filiación 
materna alegada. Por la misma razón no puede considerarse acreditado por ahora que las 
optantes a la nacionalidad española hayan estado sujetas a la patria potestad de una española 
(cfr. art. 20 Cc). 
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede: 
 1º. Desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 2º. Dejar a salvo lo que pudiera decidirse en los expedientes de inscripción fuera 
de plazo de nacimiento, siempre que en los mismos se justifiquen los requisitos precisos. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 4 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
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 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de P.. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de P. el 9 de octubre de 2007 el 
Sr. W., de nacionalidad colombiana, nacido el 23 de julio de 1962 en B. (Colombia), y Doña R., 
de nacionalidad española, nacida el 22 de junio de 1982 en M., iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, declaración jurada de estado civil, pasaporte colombiano, 
registro de nacimiento, certificados del Consulado General de Colombia en M. sobre inscripción 
en el Libro de Registro de Colombianos de dicha oficina y sobre existencia de edictos en ese 
país y volante de empadronamiento en M.; y, de la promotora, declaración jurada de estado 
civil, DNI, certificación de nacimiento y volantes de empadronamiento en M. y en P. 
 
 2. Ratificada la solicitud por los interesados, éstos fueron oídos separada y 
reservadamente, comparecieron dos testigos, que manifestaron que les constaba que el 
matrimonio proyectado no estaba incurso en prohibición legal alguna que impidiera su 
celebración; se publicaron edictos, se trasladó el expediente al Ministerio Fiscal, que interesó 
que se ampliara la audiencia reservada, conforme a lo establecido en la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 31 de enero de 2006; y el 4 de diciembre 
de 2007 comparecieron nuevamente los promotores, para la realización de dicho trámite.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que el pretendido matrimonio adolecía de un 
vicio de nulidad por falta de consentimiento, se opuso a su celebración y el 17 de diciembre de 
2007 la Juez Encargada dictó auto denegatorio, por entender que con lo actuado había 
quedado probado que los contrayentes no reunían los requisitos de capacidad exigidos por la 
legislación vigente.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, la promotora 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que ya 
hace un tiempo que conviven, que llevan un año planeando casarse y que desean que el bebé 
que están esperando nazca dentro del matrimonio.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que, 
ratificándose en todos los extremos del informe que previamente había emitido, se opuso a la 
celebración del matrimonio instado y la Juez Encargada ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
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impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional colombiano resultan del trámite de 
audiencia un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se 
pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. En sus 
declaraciones se advierten contradicciones sobre aspectos relevantes de la relación aducida: si 
su primer encuentro en una discoteca de M. se produjo el 22 de junio de 2005, fecha que él 
recuerda con precisión porque era el cumpleaños de ella, o estando ella embarazada de 6 ó 7 
meses (diciembre de 2005-enero de 2006); y ella no sabe por qué han elegido T. para celebrar 
la boda (“lo habrá elegido él”) en tanto que él explica que en esa población es más rápido que 
en ésta y que le corre prisa porque su madre está a punto de perder la residencia y él quiere 
que asista a la ceremonia. Manifiestan que conviven hace tres meses en P., en calle que él 
desconoce, en un piso cuyo alquiler -400 €, según ella; 600, según él- pone él y paga ella en 
mano al propietario. Se aprecia igualmente un mutuo desconocimiento de las respectivas 
circunstancias personales, familiares y profesionales: ella manifiesta que únicamente ha 
trabajado en una tienda y que antes vivía en M. con el padre de sus hijos y con su suegra y él 
cree que era asistenta y que vivía con sus tres hijos y con una amiga; e inversamente ella 
señala que él, que dice haber pasado por Italia, V. y A. antes de recalar en M. -en casa de un 
amigo, su mujer y un primo- y vender fruta, vino directamente de Colombia a M., vivía solo y 
vende ropa. A lo que antecede se unen otros dos hechos por sí solo solos no determinantes: 
que consta en el expediente que el interesado se empadronó en Madrid, procedente de 
Colombia, un mes antes de que se iniciara este expediente y que hay una significativa 
diferencia de edad entre ambos. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio 
proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo instrumentalizado 
para regularizar la estancia en España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 4 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de G. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de G. el 15 de mayo de 2007 
Don E., de nacionalidad española, nacido el 11 de mayo de 1954 en T., y la Sra. C., de 
nacionalidad ecuatoriana, nacida el 26 de noviembre de 1956 en D. (Ecuador), iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor, declaración jurada de estado civil, DNI, volante de 
empadronamiento, certificación de nacimiento y sentencia de divorcio; y, de la promotora, 
declaración jurada de estado civil, NIE, volante de empadronamiento, certificado de nacimiento 
y certificación del Consulado General del Ecuador en Madrid sobre inscripción en el Libro de 
Registro de Ecuatorianos de dicha oficina y sobre inexistencia de edictos en ese país. 
 
 2. El 19 de septiembre de 2007 los interesados ratificaron la solicitud y fueron 
oídos separada y reservadamente, compareció como testigo una vecina, que manifestó su 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en prohibición legal alguna; se 
trasladó el expediente al Ministerio Fiscal, que interesó que se aportara certificado consular 
sobre el estado civil de la contrayente; y el 29 de noviembre de 2007 se presentó declaración 
de estado civil realizada por la hermana de la promotora y dos testigos el 15 de julio de 2004 
ante un Juez de lo Civil de Guayaquil (Ecuador). 
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que el pretendido matrimonio adolecía de un 
vicio de nulidad por falta de consentimiento, se opuso a su celebración y el 28 de febrero de 
2008 el Juez Encargado dictó auto denegatorio, por entender que en el expediente no habían 
quedado acreditados los requisitos exigidos por la legislación vigente para la celebración del 
matrimonio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, la promotora, 
mediante representante, interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, alegando que conviven hace más de un año, que ella ya ha adquirido derecho a la 
nacionalidad española, que en la entrevista estaba asustada y aturdida y que, 
independientemente de que cada uno de ellos haya olvidado el nombre de un familiar del otro, 
su deseo es contraer matrimonio. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificándose en 
todos los extremos del informe que previamente había emitido, impugnó el recurso y el Juez 
Encargado ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
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 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana ecuatoriana resultan del trámite de 
audiencia un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se 
pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Se advierte 
mutuo desconocimiento de datos personales, familiares y laborales relevantes que no se 
justifica fácilmente entre personas que manifiestan que mantienen una relación durante un 
tiempo -seis años- que puede estimarse suficiente para que sepan bastante el uno del otro. 
Así, ella equivoca el día de nacimiento de él y, contrariamente a lo que él afirma, dice que 
conoce a sus tres hijas, aunque no se acuerda del nombre de dos de ellas; y él, por su parte, 
no recuerda cuando es el cumpleaños de ella, le atribuye dos hijos frente a los cuatro que ella 
declara e ignora que, además de cuidar de una persona mayor, trabaja en una empresa de 
limpieza. De otro lado, no está acreditado el estado civil de los interesados: ella, a instancia del 
Ministerio Fiscal, incorpora al expediente un documento ampliamente caducado y él no ha 
presentado certificación de su anterior matrimonio con inscripción marginal de divorcio; y 
tampoco consta fehacientemente la representación alegada por la Letrada que suscribe el 
escrito de interposición del recurso. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 4 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 3 de mayo de 2007 la Sra. M., de nacionalidad colombiana, nacida en S. 
(Colombia) el 5 de mayo de 1962, presentó en el Consulado General de España en B. impreso 
de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder el 
día 13 de enero de 2007 en su ciudad natal, según la ley local, con Don J., de nacionalidad 
española, nacido en C. el 21 de octubre de 1959. Aportaba como documentación acreditativa 
de su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, registro de nacimiento, pasaporte 
colombiano y certificado de movimientos migratorios; y, del interesado, certificaciones de 
nacimiento y de matrimonio con inscripción marginal de divorcio, sentencia de divorcio y 
pasaporte. 
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 2. El 31 de mayo de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
interesada y el promotor fue oído en el Registro Civil de P. el 28 de junio de 2007.  
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 31 de 
enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que llevaban cuatro años de 
noviazgo, que estaban a punto de contraer matrimonio en España cuando ella fue expulsada, 
que él viajó en abril de 2006 a Colombia para casarse, que no pudieron hacerlo porque sus 
documentos no estaban apostillados, que se casaron por poder en enero de 2007 y que ahora 
se deniega la inscripción del matrimonio por una simple presunción de que es de 
complacencia. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
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permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 13 de enero de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y, 
del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaraciones de los interesados, se conocieron en octubre de 2005 en H., por 
mediación de un amigo de él, y aproximadamente un mes después empezó su relación pero se 
advierten contradicciones sobre aspectos relevantes de ésta, como la frecuencia con la que 
han comunicado desde que ella regresó a su país, a diario o casi a diario; si resolvieron 
casarse cuando él obtuvo el divorcio -julio de 2005- o cuando él viajó  a Colombia en abril de 
2006, aunque, añade él, ya habían tomado esa determinación en España; si han decidido fijar 
su residencia en España porque es donde él trabaja o porque él es español o si él la ayuda 
económicamente en cuantía variable y con periodicidad mensual o si le transfiere 500 € cada 
dos meses. Se aprecia también mutuo desconocimiento de datos personales, familiares y 
laborales que no se justifica fácilmente entre personas que alegan haberse relacionado durante 
un tiempo -cuatro años- que puede estimarse suficiente para que cada uno sepa las 
circunstancias en las que se desenvuelve la vida del otro: ella cree que él nació en A., 
menciona erróneamente los nombres de sus padres, a los que dice conocer, e ignora como se 
llaman tres de sus cinco hermanos; y él, por su parte, señala que la profesión de ella en 
España es el servicio doméstico y en Colombia la peluquería pero que actualmente no se 
dedica a nada -él no quiere que trabaje en su país- y que, por tanto, no percibe ningún ingreso, 
en tanto que ella señala que está trabajando como estilista en un salón de belleza y que sus 
ingresos mensuales oscilan entre los 500.000 y los 600.000 pesos. A lo que antecede se unen 
otros dos hechos por sí solos no determinantes: que la interesada ha solicitado con 
anterioridad visado para viajar a España, donde tiene familiares, y que consta en el expediente 
que salió de España en ejecución de una orden de expulsión que le fue decretada por carecer 
de permiso de residencia. De otro lado, no obra en el expediente el documento público por el 
que el contrayente español otorgó poder a otra persona para que contrajera matrimonio en su 
nombre (cfr. art. 1280-5º Cc). 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN  (5ª) de 4 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega su inscripción porque hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra acuerdo emitido por el 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 27 de julio de 2007, Doña L. nacida en República Dominicana 22 de 
diciembre de 1961 presentó impreso de declaración de datos para la transcripción de su 
matrimonio celebrado en República Dominicana el 1 de junio de 2005 con Don P. nacido en 
España el 19 de noviembre de 1966. Aportaban como documentación: Acta de matrimonio 
local, acta de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio del 
contrayente y certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la contrayente. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada con los interesados. El 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en S. dictó acuerdo con fecha 
1 de febrero de 2008, denegando la inscripción del matrimonio por existir serias dudas de que 
ambos contrayentes vayan a vivir como pareja una vez que la ciudadana dominicana se 
encuentre en España, razones avaladas por las audiencias efectuadas a la ciudadana 
dominicana y al ciudadano español. 
 
 3. Notificado a los interesados, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone a la inscripción del matrimonio. El 
Encargado del Registro Civil Consular remite toda la documentación a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles. 
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
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reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación. 
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana, entre una dominicana y un español y del trámite de audiencia 
reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Los interesados se conocen unos días antes del enlace, este hecho se contradice 
con lo alegado en el recurso donde el interesado manifiesta que la conoció durante la boda de 
una hermana de ella con un hermano de él. En el recurso se alega que mantenían contacto 
telefónico diariamente sin embargo, en las audiencias reservadas ambos manifiestan que se 
comunican dos veces en semana, en este sentido él afirma que la última vez que hablo con ella 
fue el 15 de diciembre y en la época de Navidad. El interesado afirma que ella ha estado 
casada con el señor H. cuando tal hecho no es cierto. Ella desconoce la edad del contrayente, 
el salario, la edad exacta de los hijos de él. Ambos se contradicen en el número de 
habitaciones de la casa donde él vive. La interesada manifiesta que él se divorció dos semanas 
antes de casarse con ella, él afirma que se divorció en 2003, sin embargo en la inscripción 
marginal de divorcio aportada consta el año 2005. La interesada ya había solicitado 
anteriormente el visado a España y le fue denegado. No aportan prueba alguna de su relación. 
Dadas las circunstancias de ese caso y el hecho que se viene detectando en este Centro 
Directivo respectos de estos matrimonios entre españoles y dominicanos, ha de deducirse que 
se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines muy probablemente de carácter 
migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 4 de marzo de 2009, sobre opción a la nacionalidad 
española. 

  
 
 
 No es posible por razón de patria potestad si el interesado ejercita la opción fuera 
de plazo. 
 
 En el expediente sobre opción a la nacionalidad española por razón de patria 
potestad remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 25 de octubre de 
2006, el ciudadano cubano A., nacido el 31 de diciembre de 1985 y con domicilio en L., 
solicitaba su inscripción de nacimiento en el Registro Civil y opción a la nacionalidad española. 
Adjuntaba los siguientes documentos: DNI, certificado de empadronamiento e inscripción de 
nacimiento con marginal de adquisición de nacionalidad española de su padre; pasaporte, 
certificado de nacimiento, certificado de empadronamiento y certificados negativos de 
antecedentes penales en España y en Cuba del interesado. 
 
 2. La encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo el 25 de septiembre de 
2007 denegando la solicitud de opción por haber sido ejercitada fuera de plazo.  
 
 3. Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando que el interesado no pudo ejercitar antes su derecho de 
opción por motivos de salud. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó 
su desestimación. La encargada del Registro Civil Central se ratificó en su decisión y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, para la resolución del 
recurso interpuesto. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 y 22 del Código civil (CC); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones de 22 de octubre y 3-6ª de noviembre de 2001; 2-3ª de febrero, 14-1ª de marzo, 
23-2ª de julio y 2-2ª de diciembre de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de 
septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 2005; y 4-2ª de julio de 2006. 
 
 II. Ha pretendido optar a la nacionalidad española un ciudadano cubano nacido el 
31 de diciembre de 1985, alegando que su padre adquirió la nacionalidad española en el año 
2003, siendo el interesado menor de edad conforme a su estatuto personal. La petición se basa 
en el artículo 20.1a) del Código civil, según el cual, pueden optar a dicha nacionalidad quienes 
estén o hayan estado sujetos a la patria potestad de un español. La encargada del Registro 
Civil Central dictó resolución denegando la solicitud por estimar que el interesado había 
presentado su solicitud una vez caducado el plazo establecido para ello (cfr. Art. 20.2c) Cc). 
 
 III. Dispone el artículo 20 en su apartado 2c) que “la opción caducará a los veinte 
años de edad, pero si el optante no estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los 
dieciocho años, el plazo para optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la 
emancipación”. Pues bien, el promotor instó la opción a la nacionalidad española, como ya se 
ha dicho, el 25 de octubre de 2006, es decir después de cumplidos, el 31 de diciembre de 
2005, los veinte años de edad, por lo que tal derecho había caducado por el transcurso del 
plazo previsto en el precepto citado. 
 
 IV. En todo caso, es posible inscribir el nacimiento del interesado en el Registro 
Civil español por afectar el hecho al estado civil de un español (su padre) pero habrá de 
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hacerse constar expresamente en el asiento que no está acreditada conforme a ley la 
nacionalidad española del inscrito. 
 
 V. Ha de quedar a salvo que, si así se solicita, pueda inscribirse el nacimiento del 
recurrente en el Registro Civil español por afectar el hecho al estado civil de su padre español, 
pero en tal caso habría de hacerse constar expresamente en el asiento que no está acreditada 
conforme a ley la nacionalidad española del inscrito (cfr. art. 66 in fine del Reglamento del 
Registro Civil), si bien cabe la posibilidad de solicitar la misma por residencia si cumple los 
requisitos necesarios. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 4 de marzo de 2009, sobre inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española. 

 
 
 
 No es posible inscribir a la nacida en Cuba en 1966 que ejercita la opción a la 
nacionalidad española prevista en el artículo 20. nº 1, b) del Código civil, redacción dada por 
Ley 36/2002, porque no está acreditado que el padre fuese originariamente español. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de R. (Italia). 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 9 de mayo de 2007 en el Consulado General de España en H. se 
levanta acta de opción a la nacionalidad española por la que Doña M. declara que nació en R. 
el 4 de marzo de 1966, que es hija de Don L. originariamente español, que ostenta la 
nacionalidad cubana, que es su voluntad optar por la nacionalidad española jurando fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y demás leyes españolas. 

 
 2. La Encargada del Registro Civil del Consulado de España en H. mediante 
escrito de fecha 1 de agosto de 2007 remite toda la documentación al Consulado de España en 
R. señalando que la Sra. H. nació en R. y que ambos padres son ciudadanos cubanos, cabe 
señalar que el padre de la interesada nació en T., en 1941 sin que consta acreditada su 
nacionalidad española. 

 
 3. Recibida toda la documentación en el Registro Civil del Consulado de España 
en R. con fecha 6 de septiembre de 2007 el Encargado del Registro Civil Consular deniega lo 
solicitado por la interesada ya que no está probado que el padre de la interesada ostentara la 
nacionalidad española. 

 
 4. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la opción a la nacionalidad española por ser hija 
de español. 

 
 5. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 85 y 347 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, 
de 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre de 2005; y 20-5ª de noviembre de 2006; 21-2ª de 
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febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril y 28-5ª de noviembre de 2007; 4-5ª, 7-1ª y 29-4ª de febrero, 
2-4ª de junio, 4-7ª y 10-4ª de diciembre de 2008. 
 

II. La interesada, nacida en Roma en 1966 e inicialmente inscrito su nacimiento en 
el Registro Consular cubano de dicha capital, pretende optar a la nacionalidad española 
alegando ser hija de padre español nacido en España. Basa su petición en el artículo 20.1,b) 
Cc, en su redacción dada por Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho a 
optar por la nacionalidad española “aquellas [personas] cuyo padre o madre hubiere sido 
originariamente español y nacido en España”. Por el Encargado del Registro Civil Consular se 
comunicó a la interesada escrito de 6 de septiembre de 2007 que no procedía estimar su 
solicitud por no estar acreditada la nacionalidad española originaria del padre. Contra dicha 
comunicación se interpone el presente recurso. 
 

III. La pretensión de la interesada no puede ser estimada, porque son dos los 
requisitos que exige el citado precepto para que prospere el ejercicio del derecho de opción y 
en  este caso no resulta acreditado que concurra uno de ellos, cual es, el de la nacionalidad 
española originaria del padre. Es cierto que éste nació en España, concretamente en T. en 
1945, pero según consta en la inscripción de su nacimiento, el padre, es decir, el abuelo 
paterno de la interesada, era natural de Cuba. Cuando nace el padre en 1942, estaba vigente 
el artículo 17 Cc en su redacción originaria, por cuya virtud era el padre (en este caso el abuelo 
de la interesada), quien transmitía la nacionalidad. Por tanto, según resulta del expediente, y la 
recurrente no ha acreditado lo contrario, su padre, al nacer, adquirió la nacionalidad cubana de 
su abuelo y no la española, como ella alega. Confirma además este hecho la propia inscripción 
de nacimiento de la interesada practicada en el Registro Civil Consular de Cuba en R., en la 
que consta la naturaleza cubana de su padre. Por tanto, al no quedar probada la nacionalidad 
española originaria del padre, no es posible la opción basada en el artículo 20.1,b) Cc.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 4 de marzo de 2009, sobre inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española. 

 
 
 
 No es posible inscribir a la nacida en Cuba en 1935 que ejercita la opción a la 
nacionalidad española prevista en el artículo 20 del Código civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditada suficientemente la filiación española de la solicitante. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento previa opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra auto del Encargado del Registro Civil Consular de H. (Cuba). 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña E., nacida en Cuba el 16 de marzo de 1935 solicita la nacionalidad española 
por opción por ser hija de padre originariamente español. Adjunta como documentación: 
Certificado de nacimiento de su padre, certificado de nacimiento suya, certificado de matrimonio de 
sus padres y acta de opción a la nacionalidad española. 
 
 2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto con fecha 25 de febrero de 
2008 en el que deniega la solicitud de adquisición de la nacionalidad española a la interesada ya 
que no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 3. Notificada la resolución a la interesado, ésta presenta recurso ante el Registro 
Civil Consular, solicitando la opción a la nacionalidad española. 
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 4. Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa que el auto que se recurre 
resulta conforme a Derecho, y se ratifica en todos los extremos del Informe emitido en su día. 
El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 23 
de abril, 12-9ª de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de enero, 5 de mayo y 6-3ª de 
noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre de 2005; 20-5ª de noviembre de 
2006; 2-4ª de junio y 4-7ª de diciembre de 2008. 

 
II. La interesada, nacida en Cuba en 1935, por escrito presentado el 6 de marzo 

de 2002 solicitó la recuperación de la nacionalidad española. Con posterioridad modificó la 
causa de pedir y optó por dicha nacionalidad, según acta de opción extendida el 26 de enero 
de 2007, como hija de padre originariamente español. Por el Registro Civil se le requirió el 
mismo día, para que aportase la certificación literal de la inscripción de nacimiento en la que 
estuviesen subsanados los apellidos de su padre, que no son “L. L.”, sino “A. L.”. El 
requerimiento no fue atendido en los términos demandados y el Encargado del Registro Civil 
Consular dictó auto de 25 de febrero de 2008 denegando la solicitud al no quedar acreditada la 
concurrencia de los requisitos necesarios. Este auto constituye el objeto de este recurso. 

 
III. En el presente caso los hechos alegados por la promotora no le justifican ni 

relevan del deber de acreditar suficientemente aquellos que sirven de fundamento a su petición 
por medio de los documentos requeridos. Existe, como se ha dicho, disparidad respecto de los 
apellidos de su padre al no coincidir la certificación española de la inscripción de nacimiento del 
padre con la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro cubano. Esta disparidad, 
no subsanada formalmente, impide que pueda dictarse una resolución favorable respecto del 
recurso presentado. Lo que se entiende sin perjuicio de que si la interesada obtiene y presenta 
los documentos requeridos y subsanados en lo indicado, pueda solicitar nuevamente la 
inscripción (cfr. art. 226 RRC).  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 5 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de L. el 2 de octubre de 2007 
Doña M., de nacionalidad española, nacida el 3 de septiembre de 1957 en G., iniciaba 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil con el Sr. J., de 
nacionalidad colombiana, nacido el 5 de abril de 1970 en B. (Colombia). Acompañaba la 
siguiente documentación: Propia, DNI, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con 
asiento marginal de divorcio y fe de vida y estado; del interesado, NIE caducado, registro de 
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nacimiento y certificación de matrimonio con inscripciones marginales de separación y de 
divorcio; y justificante de empadronamiento conjunto. 
 
 2. Ratificada la solicitud por la promotora, compareció como testigo un amigo, que 
manifestó que le constaba que no existía impedimento para la celebración del matrimonio civil 
proyectado y se libró oficio a la Brigada de Extranjería de la Policía Nacional a fin de que 
informara sobre la situación en España del ciudadano extranjero, domiciliado en el Centro 
Penitenciario M., con el resultado de que el 9 de julio de 2001 se le había concedido tarjeta de 
familiar de residente comunitario que se extinguió por separación de ciudadana española el 4 
de noviembre de 2005, que desde esa fecha estaba en situación ilegal por no haber solicitado 
la renovación de su residencia y que le constaban quince antecedentes policiales por diversos 
motivos, entre ellos repetidos malos tratos físicos en el ámbito familiar, apropiación indebida, 
quebrantamientos de condena, falsificación de documentos públicos y oficiales, estafa, etc. El 
12 de diciembre de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la promotora y el 
interesado fue oído en el Registro Civil de D. el 25 de enero de 2008.   
 
 3. El Ministerio Fiscal, apreciando que faltaba auténtico consentimiento, informó 
que no procedía autorizar el pretendido matrimonio y el 12 de febrero de 2008 el Juez 
Encargado dictó auto denegatorio, por considerar que no resultaban cumplidos los requisitos 
exigidos por la legislación vigente.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal, a la Brigada de Extranjería de la 
Policía Nacional y a los interesados, la promotora interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, alegando que el acta de audiencia no refleja fielmente sus 
respuestas; que el Registro Civil no ha valorado la autorización para contraer matrimonio 
concedida a las mismas personas hace un año, que caducó porque, con la fecha fijada, 
hubieron de aplazar la boda por imponderables; que el interesado estuvo siete años casado 
con una española y jamás tramitó la nacionalidad y que, si ella no lo quisiera, no pasaría por 
las visitas dominicales.  
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
desestimación del recurso, y la Juez Encargada informó que no habían quedado desvirtuados 
los razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
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apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional colombiano resultan del trámite de 
audiencia un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se 
pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Ella manifiesta 
que él entró en prisión en 2005 por un delito de estafa, apropiación indebida y malos tratos y 
ambos que se encontraron por azar en una cafetería el 5 de agosto de 2005, durante un 
permiso de él, y que ese mismo día comenzó su relación. También los dos aluden a un trato 
previo que, según él, se remonta al año 1996 -coincidieron en una discoteca- y, según ella, 
desde 2002 lo conocía de vista y había hablado un par de veces con él, en su condición de 
cliente del hotel en el que ella trabajaba. Se advierte contradicción en hecho tan relevante 
como el régimen económico del matrimonio, cuestión sobre la que, según ella, no han hablado 
y él manifiesta que han pactado separación de bienes. Se aprecia igualmente mutuo 
desconocimiento de las respectivas circunstancias personales y familiares: él confunde la 
población y el día en los que ella nació, aunque afirma haberle hecho un regalo para su 
cumpleaños e indica que ella, que se reconoce fumadora, no fuma; y ella, por su parte, no se 
acuerda del nombre de uno de los cuatro hermanos de él y da equivocado el de otros dos, 
pese a que ella dice que alguna vez ha hablado por teléfono con ellos y él que se han visto por 
webcam; afirma que en España ha trabajado como autónomo en cosas de ordenadores y 
vendiendo golosinas para las tiendas en tanto que él cita actividades como camarero, animador 
turístico, pinche de cocina, etc.; y cree que tiene unas primas en V. y que hace atletismo 
(carreras), mientras que él señala que su única familia en España son sus dos hijas y que 
practica king-boxer, está federado en villar pool y juega al fútbol sala. Y no consta que durante 
la relación alegada se hayan encontrado ni tampoco que se hayan relacionado por algún otro 
medio y, por tanto, no puede darse por acreditada la manifestación de que todas las semanas 
se escriben cartas y hablan por teléfono. A lo que antecede se une, aunque se trata de un 
hecho por sí solo no determinante, que hay una significativa diferencia de edad entre los 
interesados. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la 
finalidad que le es propia sino que está siendo instrumentalizado para eludir la expulsión de 
España del ciudadano extranjero, una vez cumplida la pena de prisión que le fue impuesta. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 5 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio 

 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M., Don M. nacido el 14 de 
diciembre de 1973 en M. y de nacionalidad española y Doña N. nacida el 4 de marzo de 1984 
en Marruecos y de nacionalidad marroquí, iniciaban expediente en solicitud de autorización 
para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: Certificado de 
nacimiento, certificado de estado civil y certificado de residencia de la interesada y certificado 
de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y certificado de 
empadronamiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que el 
matrimonio proyectado no está incurso en prohibición legal alguna. Se celebra la entrevista en 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la autorización del 
matrimonio. La Juez Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 10 de diciembre de 
2007 deniega la autorización del matrimonio ya que los hechos comprobados en las audiencias 
reservadas son lo suficientemente clarificadores para deducir de ellos la existencia de 
simulación. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice 
la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución 
recurrida. La Juez Encargada ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
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hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un español y una marroquí y de las audiencias reservadas se 
desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado tiene un hijo con 
la hermana de la contrayente que tiene seis años. Discrepan del lugar donde vive ella. La 
interesada dice que él tiene ocho hermanos pero da unos nombres totalmente diferentes de los 
reales. Otra discrepancia es que el interesado manifiesta que ella va todos los días a su casa a 
realizar las tareas del hogar y luego por la noche regresa a su casa, mientras que ella dice que 
ella va a M. los fines de semana. No coinciden en como se conocieron ya que él afirma que fue 
la tía de ella la que la mandó a su casa para que hiciera las tareas del hogar, mientras que ella 
declara que se conocieron en una obra donde ella trabajaba con su tía. Ella desconoce la 
situación laboral de él porque afirma que se encuentra de vacaciones cuando en realidad el 
interesado está en paro. Ella dice que no trabaja pero que cuando lo hizo hace tiempo 
trabajaba con su tía en unas oficinas de obra, sin embargo él dice que ella no trabaja pero que 
antes lo hacía limpiando casas. Todos estos hechos llevan a la conclusión de que el 
matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta institución sino otros, muy 
probablemente de carácter migratorio. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 5 de marzo de 2009, sobre traslado de inscripciones. 
 
 
 
 El traslado de la inscripción de defunción sólo es posible cuando ésta ha acaecido 
en el curso de un viaje. 
 
 En el expediente sobre traslado de una inscripción de defunción remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra providencia 
de la Juez Encargada del Registro Civil de A. 
 

H EC H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de C., Don E. solicita el traslado de 
la inscripción de defunción de su hijo A. del Registro Civil de L. donde consta la defunción al 
Registro Civil de C. que es donde reside. 
 
 2. La Juez Encargada del Registro Civil de A., mediante Providencia de 27 de 
noviembre de 2007 acuerda el traslado de la inscripción a que se refiere el interesado del 
Registro Civil de L. al correspondiente al domicilio del fallecido, lo que se hará por medio de 
certificación literal. 
 
 3. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interpone recurso alegando que el artículo 
20 de la Ley del Registro Civil permite el traslado de las inscripciones de defunción al Registro 
del último domicilio conocido del difunto, pero tan sólo de las inscripciones referentes a 
defunciones acaecidas en el curso de un viaje, en el presente caso no consta que el 
fallecimiento tuviera lugar en las circunstancias que exige el precepto antes referido. 
 
 4. Notificado el interesado. La Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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 I. Vistos los artículos 15, 16, 19 y 20 de la Ley del Registro Civil (LRC); 2, 68, 69, 
76 y 375 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones de 5 de septiembre de 
1989; 8 de marzo y 1 de junio de 1990; 4 de enero y 10 de junio de 1991; 4 de septiembre de 
1995; 24 de abril de 1996; 22 de febrero de 1997; 9 de mayo de 2001 y 1 de abril de 2002. 
 
 II. Se pretende por el promotor del expediente el traslado de la inscripción de 
defunción de su hijo del Registro Civil en el que acaeció el fallecimiento al de su domicilio en C. 
Por la Juez Encargada del Registro Civil de A. se dictó providencia accediendo a lo solicitado. 
Esta providencia constituye el objeto del presente recurso interpuesto por el Ministerio fiscal. 
 
 III. El traslado de las inscripciones del Registro Civil está configurado por el 
legislador como un mecanismo excepcional por el cual, una vez extendido el asiento en el 
Registro competente, se permite en ciertas ocasiones que la inscripción vuelva a extenderse, 
con cancelación de la original, en otro Registro Civil, normalmente más próximo a los 
interesados. El trabajo material que comporta el traslado explica que sólo en casos taxativos y 
determinados por la Ley, no susceptibles de ampliación, sea posible tal mecanismo, cuya 
generalización iría en mengua del propio servicio público registral. 
 
 IV. La competencia para extender la inscripción de defunción está determinada en 
nuestro sistema atendiendo a un criterio territorial. Se tiene, en efecto, en cuenta el lugar en 
que acaece la muerte o, si se desconoce este lugar, aquél en que se encuentra el cadáver (cfr. 
arts. 16 LRC y 68 RRC). Ahora bien, cuando la defunción ha ocurrido en el curso de un viaje, 
es muy probable que, por razón del movimiento de éste, no pueda fijarse con seguridad el lugar 
exacto al que corresponde la demarcación del Registro en el momento de la muerte o del 
hallazgo del cadáver y así es comprensible que la competencia en tal caso quede fijada por un 
criterio distinto, como es “el del lugar donde haya de efectuarse el enterramiento o, en su 
defecto, el de la primera arribada” (art. 16-1, III, LRC). 
 
 V. Conforme resulta del artículo 20-3º de la Ley (en la redacción dada por la Ley 
35/1981, de 5 de octubre), sólo está previsto el traslado de la inscripción de defunción al 
Registro del último domicilio conocido del difunto cuando se trate de “defunciones acaecidas en 
el curso de un viaje” y por “viaje” hay que entender, como han señalado las últimas 
Resoluciones del Centro Directivo en este punto, el traslado o recorrido geográfico de un lugar 
a otro y mientras el mismo se está produciendo. Solamente en este supuesto queda alterada la 
competencia territorial general y es factible el traslado de la inscripción practicada. 
 
 VI. La excepción no se da en este supuesto porque no resulta del expediente que 
el fallecimiento, sucedido en la localidad de L., hubiese acaecido en el transcurso de un viaje. 
Por lo demás, si el propósito del traslado es facilitar la obtención de certificaciones de 
defunción, no hay que olvidar que su petición puede hacerse por intermedio del Registro Civil 
del domicilio del interesado y también por correo (cfr. arts. 2 y 375 RRC), sin necesidad, pues, 
de desplazarse al Registro donde figure el asiento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y dejar sin efecto la providencia apelada. 
 
 
 
 
Resolución (4ª) de 5 de marzo de 2009, sobre rectificación de errores. 

 
 
 No prospera el expediente de rectificación en una inscripción de nacimiento y de 
matrimonio del apellido de la promotora. 
 

En el expediente sobre rectificación de errores en inscripción renacimiento y de 
matrimonio remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por la promotora 
contra el auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de S. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante sendos escritos dirigidos al Registro Civil de S., Doña D. expone que 
en las inscripciones de nacimiento y de matrimonio existe un error en su segundo apellido ya 
que aparece como Cebrián cuando en realidad es Ceprián. Adjunta como documentación: 
Certificado de su nacimiento, certificado de nacimiento de su madre y certificado de 
matrimonio. 
 

2. El Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. El Juez Encargado del Registro 
Civil dicta sendos autos con fecha 13 de mayo de 2008 rectifica la inscripción de nacimiento y 
de matrimonio de la interesada en el sentido de hacer figurar en la misma como segundo 
apellido de la interesada Cepriano, dado que como se desprende del asiento de nacimiento de 
su madre, el apellido Cepriano es el que figura en el mismo como primero de la misma. 
 

3. Notificada la interesada, ésta interpone sendos recursos ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación del error en su 
segundo apellido alegando que es Ceprián. 
 

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto. El Juez 
Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 2, 26, 41, 69 y 93 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12, 342 y 
347 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones, entre otras, de 14-3ª de 
noviembre de 2003; 19-4ª de septiembre, 30-5ª de diciembre de 2005; 5-1ª y 9-1ª de enero de 
2006; 12-1ª de noviembre de 2007; y 28-2ª de febrero de 2008. 

 
II. La interesada ha promovido sendos expedientes con la finalidad de que en la 

inscripción de su nacimiento y de su matrimonio se rectifique su segundo apellido “Cebrián”, 
alegando que el correcto es “Ceprián”. Por el Juez Encargado se dictaron autos, ambos de fecha 
13 de mayo de 2008, denegando lo solicitado, pero rectificando el segundo apellido de la 
promotora por estimar que el correcto es “Cepriano”. Estos autos constituyen el objeto del 
presente recurso, los cuales, dada su identidad se acumulan para ser resueltos conjuntamente 
(cfr. art. 347 RRC). 

  
III. En materia de rectificación de errores hay que tener presente que la regla general 

es la de que éstos deben ser rectificados por sentencia firme recaída en juicio ordinario (cfr. art. 92 
LRC). De otra parte, obviamente, para que pueda rectificarse un error del Registro, es necesario 
que quede acreditada su existencia y, esto, no ha sido probado en el presente caso, puesto que 
examinada la certificación de la inscripción de nacimiento de la madre, se comprueba que el 
primer apellido de ésta es el de “Cepriano”, razón por la cual no procede la rectificación en el 
sentido pretendido por la interesada y sí, en cambio, la acordada por el Juez Encargado, puesto 
que a éste le compete velar por la concordancia del Registro con la realidad (cfr. art. 26 LRC). 

 
IV. Lo que antecede se entiende sin perjuicio de que, si se cumplen los requisitos 

establecidos en el artículo 57 LRC y 205 RRC, pueda la interesada obtener el cambio de su 
apellido en expediente distinto que se instruye en el Registro Civil del domicilio del interesado y se 
resuelve por el Ministro de Justicia, hoy, delegadamente, por esta Dirección General (ORDEN 
JUS/3770/2008, de 2 de diciembre). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 5 de marzo de 2009, sobre opción a la nacionalidad 
española. 

  
 
 
 No es posible por razón de patria potestad si la interesada, cuando la madre 
adquiere por residencia la nacionalidad española, era mayor de edad según su estatuto 
personal. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de la nacionalidad española por opción 
remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra acuerdo de la Juez Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito de fecha 27 de mayo de 2007 S., expone que nació el 19 de 
enero de 1988 en República Dominicana, que desea optar por la nacionalidad española por ser 
hija de madre con nacionalidad española. Adjunta como documentación: Hoja declaratoria de 
datos, certificado de nacimiento, certificado de nacimiento de su madre, certificado de 
matrimonio y libro de familia. 
 

2. La Juez Encargada del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 29 de 
octubre de 2007 deniega la inscripción de nacimiento y  opción a la nacionalidad española a la 
interesada ya que cuando su madre obtuvo la nacionalidad española la interesada ya era 
mayor de edad. 
 

3. Notificada la interesada, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española por 
opción. 
 

4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que informa 
que procede confirmar el auto apelado. La Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 y 23 del Código civil (Cc); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones, 
entre otras, de 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; y 20-3ª de 
enero y 11-3ª de octubre de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio, 2-2ª de julio y 20-2ª 
de noviembre de 2006; 16-6ª de mayo y 28-5ª de noviembre de 2007; y 27-2ª de mayo de 2008. 
 
 II. La interesada, nacida en República Dominicana el 19 de enero de 1988, ha 
intentado su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central previa opción a la nacionalidad 
española por razón de patria potestad, alegando la nacionalidad española de su madre que ésta 
adquirió por residencia mediante resolución de esta Dirección General de 28 de diciembre de 
2005, cumpliendo los requisitos establecidos por el artículo 23 Cc con fecha de 28 de marzo de 
2006. 
 
 III. Dado que en la fecha en que la madre da cumplimiento a los citados requisitos y 
adquiere validez la nacionalidad española, la hija, que había cumplido 18 años el 19 de enero de 
2006, ya era mayor de edad según su estatuto personal, hay que concluir que no ha estado nunca 
sujeta a la patria potestad de una española y no es posible la opción a dicha nacionalidad por este 
concepto.  
 
 IV. Ha de quedar a salvo que, si así se solicita, pueda inscribirse el nacimiento de la 
recurrente en el Registro Civil español, por afectar el hecho al estado civil de su madre española, 
pero en tal caso habría de hacerse constar expresamente en el asiento que no está acreditada 
conforme a Ley la nacionalidad española de la nacida (cfr. art. 66 fine RRC). 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 5 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
 

 No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
interesados hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubieran poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud de los entablados por 
los interesados contra autos dictados por el Juez Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escritos presentados en el Registro Civil de S., Don M. y Don M. nacidos 
el 10 de enero de 1969 y 1964 respectivamente, en S. (Sahara Occidental) solicitaban que se les 
reconociese la nacionalidad española, con valor de simple presunción. Adjuntaban la siguiente 
documentación: Certificado del Archivo General de la Administración, certificado de concordancia 
de nombre de su padre, certificado de nacimiento, recibos de MINURSO, pasaporte y volante de 
empadronamiento. 
 
 2. Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal una vez examinado el expediente, 
emite informe desfavorable. El Juez Encargado del Registro Civil dictó sendos autos con fecha 6 
de mayo de 2008 en los que desestima la petición realizada por los interesados ya que no han 
acreditado que les fuera imposible optar por la nacionalidad española conforme al Real Decreto de 
1976 ni que hayan estado en posesión de la nacionalidad española durante 10 años. 
 
 3. Notificados los interesados, estos presentan recurso a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 

 
 4. De la interposición de los recursos se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
impugna los citados recursos. EL Juez Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-
6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero,  3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre de 2008; 15-3ª y 16-5ª de enero de 
2009. 
 
 II. Los interesados, mediante escritos de fecha 28 de marzo de 2008, solicitaron 
ante el Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española, al haber nacido, respectivamente, en 1964 y 1969, en S., Sahara 
Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. Por el Juez Encargado del Registro Civil de S. 
se dictaron sendos autos de 6 de mayo de 2008 denegando dicha nacionalidad. Estos autos 
constituyen el objeto del recurso interpuesto por cada uno de los interesados que, dada su 
identidad, se acumulan para ser resueltos de manera conjunta por la presente resolución (Cfr. 
art. 347 RRC). 
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 III. Según el artículo 18 del Código civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del 
Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional».  
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente los interesados no han acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, en que ambos eran menores de edad, sus representantes legales 
estuviesen imposibilitados “de facto” para optar en su favor a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias 
que impiden por la vía del artículo 18 Cc una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el citado artículo 18 Cc, 
encontrándose en posesión de documentación marroquí. 
 
 Las recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 
2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hacen sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (1ª) de 6 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
  
 Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial.  
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud de los interpuestos por los interesados contra auto de la 
Encargada del Registro Civil Consular de L. 
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H E C H O S 
 
 1. El 31 de julio de 2008 la Sra. L., de nacionalidad cubana, nacida en L (Cuba) el 
8 de marzo de 1984, presentó en el Consulado General de España en L. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 14 de 
marzo de 2008 en, L (Cuba), según la ley local, con Don J., de nacionalidad española, nacido 
en D. el 8 de abril de 1970. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; del interesado, certificado de entradas y salidas del país 
expedido por la Dirección de Inmigración y Extranjería de Cuba, certificación de nacimiento y fe 
de vida y estado; y, propia, certificaciones literal de nacimiento y de soltería y carné de 
identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 31 de julio de 2008, se celebró la entrevista en audiencia 
reservada con la promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de L. el 4 de septiembre de 
2008. 
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 17 de octubre de 
2008 la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias 
reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, 
dictó auto denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron sendos recursos 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que se conocen hace 
cuatro años, que su inicial relación de amistad se fue transformando a través de 
conversaciones telefónicas prácticamente diarias, que volvió a Cuba en dos ocasiones y que 
decidieron contraer matrimonio durante su tercera estancia; y presentando, como prueba 
documental, facturas de teléfono, relación de movimientos bancarios y fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de 
enero de 1995 y de 31 de enero de 2006 y las Resoluciones entre otras, 31-1ª y 5ª de mayo, 
23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre,    30-2ª de octubre, 11 de noviembre y 28-5ª 
de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 
1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª de diciembre de 
2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en 
el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del Encargado cerciorarse de la inexistencia de 
impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matrimonio. Especialmente para 
evitar la inscripción de los llamados matrimonios de complacencia en los que el verdadero 
propósito de las partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del extranjero en relación con los 
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requisitos de entrada y permanencia en España, el Encargado debe calificar, a través de las 
declaraciones complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), 
si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se 
trata de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimonial. 
 
 III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 IV. En este caso concreto, en el que se solicita la inscripción de un matrimonio 
celebrado en Cuba el 14 de marzo de 2008 entre un nacional español y una ciudadana cubana, 
los hechos comprobados por medio de las oportunas declaraciones complementarias no son lo 
suficientemente clarificadores como para deducir de ellos, sin sombra de duda, la existencia de 
simulación. Las audiencias reservadas practicadas no han revelado contradicciones relevantes 
ni desconocimiento básico entre los contrayentes. La circunstancia de que el interesado 
manifestara que había realizado cinco viajes a Cuba, frente a los cuatro, documentalmente 
probados, que ella declara, no puede considerarse, por sí sola, determinante para entender 
que estamos ante un matrimonio de complacencia, máxime teniendo en cuenta que hay 
constancia de que él ha vuelto a Cuba después de celebrado el matrimonio y que se ha 
aportado al expediente prueba documental que acredita la existencia de una relación 
continuada previa al matrimonio. 
 
 V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de Octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de 
elegir la primera alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal 
inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar los recursos y revocar el auto apelado.  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
el 14 de marzo de 2008 en de L.  (Cuba) entre Don J. y la Sra. L. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 6 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio otorgado en el extranjero. 

  
 
 
  1º. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a 
la forma establecida por la ley del lugar de celebración“ pero, aunque la forma sea válida, para 
poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos legales 
de fondo exigidos para la validez del vínculo. 
 
  2º. Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio coránico celebrado en 
Marruecos entre una marroquí y un español, marroquí de origen. 
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 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra acuerdo de la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

HECHOS 
 
 1. Don M., nacido el 1 de enero de 1970 en Marruecos y de nacionalidad 
española, presentó en el Registro Civil Central impreso de declaración de datos para la 
trascripción del matrimonio coránico que había celebrado el 23 de septiembre de 2005 en 
Marruecos, según la ley local, con Doña M., de nacionalidad marroquí, nacida el 9 de julio de 
1984 en (Marruecos). Acompañaba como documentación acreditativa de su pretensión: Acta 
de matrimonio local y certificación de nacimiento, DNI  y volante de empadronamiento del 
interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 
 
 2. Mediante Providencia de fecha 20 de junio de 2007 la Juez Encargada del 
Registro Civil Central requirió al interesado  a fin de que aportara el certificado de capacidad 
matrimonial y certificado del matrimonio anterior con inscripción marginal de divorcio. El 
interesado aporta certificado de matrimonio anterior con inscripción marginal de divorcio, sin 
embargo en lo que respecta al certificado de capacidad matrimonial manifiesta que lo aportará 
lo antes posible. Con fecha 12 de julio se celebra el trámite de audiencia reservada con el 
interesado. 
 
 3. El 11 de octubre de 2007 la Juez Encargada del Registro Civil Central dictó 
acuerdo denegatorio, ya que el artículo 252 del Reglamento del Registro Civil establece que 
cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero y esta Ley exige la presentación 
del certificado de capacidad matrimonial, es preciso aportar dicho certificado, sin embargo, en 
el caso que nos ocupa el esposo no lo aportó porque no tramitó el oportuno expediente ante el 
Registro Civil español en su domicilio. 
 
 4. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, aportando el certificado de capacidad matrimonial 
expedido por el Registro Civil de T. el 15 de noviembre de 2007. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo recurrido, y la Juez Encargada del 
Registro Civil Central  ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, para la resolución del recurso.  
 

 
 
 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos  45, 49, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el Convenio número 20 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil relativo a la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial, firmado en Munich el 5 de septiembre de 1980 (BOE 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y 31 de enero de 
2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 
14-1ª de junio y 1-2ª de septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008. 
 
 II. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 49-II Cc) pero, aunque la forma 
sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los 
requisitos legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 Cc), comprobación 
que puede hacerse mediante la calificación de la “certificación expedida por autoridad o 
funcionario del país de celebración” (cfr. art. 256 nº 3 RRC) en las condiciones establecidas por 
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dicho precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a través del 
expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil.  
 
 III. En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio coránico 
celebrado en Marruecos el 23 de septiembre de 2005 entre una ciudadana marroquí y un 
español de origen marroquí, que obtuvo la nacionalidad española por residencia el 3 de 
diciembre de 2003 renunciando a su anterior nacionalidad marroquí, ha sucedido que, al no 
reconocer las autoridades locales validez y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el 
contrayente español se ha casado como marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el 
certificado de capacidad, obligatorio en los matrimonios mixtos. Pero las autoridades españolas 
no pueden examinar la cuestión del mismo modo porque, en estos supuestos de doble 
nacionalidad de facto, de un español que ostenta además otra no prevista en nuestras leyes o 
en los tratados internacionales, prevalece en todo caso la nacionalidad española (cfr. art. 9 nº 9 
Cc). Por tanto, para el ordenamiento jurídico español, se trata de un matrimonio de español 
celebrado en el extranjero con contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la 
exigibilidad por parte de la ley marroquí de un certificado de capacidad matrimonial del 
extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la mera certificación de la autoridad 
extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible extralimitación reglamentaria del artículo 256 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil respecto del artículo 73, párrafo segundo de la Ley, la 
aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida en el artículo 252 del propio 
Reglamento que impone, para los casos en él contemplados y en cuyo tipo normativo se 
subsume el que es objeto del presente recurso, la previa tramitación de expediente registral, a 
fin de obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. Y ello debe 
mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del Reglamento constituye una 
norma material de extensión inversa o ad intra para los supuestos internacionales en ella 
previstos, por efecto de la cual se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos 
extranjeros que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende que, 
partiendo de la condición de español del contrayente, no se han observado las exigencias para 
la celebración del matrimonio de la forma prevista por la lex loci. De otro lado, aunque no se ha 
presentado la documentación acreditativa de los respectivos divorcios requerida por el Registro 
Civil Central, no se entra a examinar el estado civil de los interesados en el momento en que se 
celebró el matrimonio objeto de este expediente. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (3ª) de 6 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

 

 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto de la 
encargada del Registro Civil de G. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de G. el 4 de diciembre de 
2007, D. J., nacido el 9 de junio de 1951 y de nacionalidad española, y la ciudadana brasileña 
T., nacida el 29 de mayo de 1981, iniciaban expediente en solicitud de autorización para 
contraer matrimonio civil. Aportaban la siguiente documentación: DNI, inscripción de nacimiento 
y certificado de empadronamiento del solicitante; pasaporte, inscripción de nacimiento, 
inscripción de matrimonio anterior con marginal de divorcio, certificado de estado civil y 
certificado de empadronamiento de la interesada. 
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 2. Ratificada la solicitud, se celebró entrevista en audiencia reservada con ambos 
solicitantes por separado. 
 
 3. El ministerio fiscal se opuso a la autorización. La juez encargada dictó auto el 5 
de febrero de 2008 denegando la solicitud de autorización por considerar que se trata de un 
matrimonio de complacencia. 
 
 4. Notificada la resolución al ministerio fiscal y a los promotores, se presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la revocación del 
auto. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se ratificó 
en su informe anterior. La encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de  30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de 
octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 
2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª  y 30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª 
de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril 
y 19-2ª de diciembre de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que el matrimonio proporciona al extranjero. 
Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encargado llega a la convicción de 
que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero 
consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso presente de solicitud de autorización para la celebración de un 
matrimonio civil en España entre un español y una ciudadana brasileña, del trámite de 
audiencia resultan un conjunto de hechos que llevan a la conclusión de que el matrimonio que 
se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Las 
respuestas de los solicitantes a las preguntas que se les formulan revelan inconsistencias y 
desconocimiento de circunstancias personales relevantes. Así, él no sabe si ella tiene o no 
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tarjeta de residencia en España y con quién convive (dice que “cree” que comparte piso con 
alguna amiga de la que no sabe el nombre) y ninguno de ellos conoce a los amigos del otro. 
También incurren en contradicciones llamativas respecto a su relación, pues él afirma que 
suelen quedar los domingos y algún sábado y que entre semana no se ven, mientras que ella 
declara que se ven todos los viernes, sábados y domingos. Además, el interesado asegura que 
su pareja no tiene familia en España, en tanto que ella manifiesta que tiene una prima en L. a la 
que J. sí conoce. Conviene señalar asimismo que el testigo propuesto por los solicitantes 
declara que éstos salen muy poco juntos y que, de hecho, el mismo testigo conoció a T. solo 
dos o tres meses antes.  
 
 Por último, si bien no serían elementos determinantes por sí solos, hay que tener 
en cuenta la notable diferencia de edad entre los promotores (treinta años) y el hecho de que la 
ciudadana brasileña no tiene residencia legal en España y que el matrimonio con un ciudadano 
español le permitiría obtenerla. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (4ª) de 6 de marzo de 2009, sobre autorización para optar a 
la nacionalidad española. 

 
 No procede concederla porque la certificación de nacimiento aportada, por falta de 
garantías, no es título válido para acreditar la filiación del menor para cuya opción se insta la 
autorización. 
 
 En el expediente sobre autorización para optar a la nacionalidad española a favor 
de un menor de catorce años  remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por los promotores contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 

 1. Mediante escrito de fecha 12 de febrero de 2008 Don B., nacido el 26 de junio 
de 1953 en Sáhara Occidental y de nacionalidad española, expone que es padre del menor M., 
nacido el 30 de mayo de 1995 y de nacionalidad argelina, que solicita autorización para optar 
por razón de patria potestad a la nacionalidad española a favor de su hijo. Adjunta como 
documentación: Certificado de nacimiento del menor, certificado de nacimiento del promotor y 
volante de empadronamiento. 
 
 2. El Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. El Juez Encargado del Registro 
Civil de S. mediante acuerdo de fecha 22 de abril de 2008 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que los documentos aportados no prueban la relación filial con su hijo. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la autorización para optar por la nacionalidad 
española para su hijo. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que informa 
que se da por notificado. El Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16, 23, 66 y 97, de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 4-1ª y 21-3ª de enero y 8-2ª de febrero y 24-2ª y 24-3ª de abril de 
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2003; 2-1ª de septiembre de 2004; 6-1ª de junio de 2005; 29-3ª de junio de 2006; 28-3ª de 
septiembre de 2007; 14-3ª de octubre y 29 de noviembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por los interesados, obtener autorización para optar por razón de 
patria potestad a dicha nacionalidad en favor de un hijo menor de catorce años. Por el Juez 
Encargado se dictó auto de 22 de abril de 2008 denegando la autorización. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Con la solicitud se acompaña una certificación de nacimiento expedida por 
autoridad de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, la cual no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23. II LRC y 
85.I RRC) y por tanto no puede considerarse título válido para acreditar la filiación. Ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la 
cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico 
estatal internacionalmente reconocido. 
 
 IV. En esta situación, y sin perjuicio de lo que pudiera decidirse en el expediente 
de inscripción fuera de plazo a la vista de las pruebas que en él se presenten, hay que concluir 
que la citada certificación no reúne las condiciones exigidas por los artículos 23 de la Ley del 
Registro Civil y 85 de su Reglamento para dar fe de la filiación alegada. Por lo mismo no puede 
considerarse acreditado por ahora la relación de filiación de la que se desprenderían las 
facultades del recurrente como representante legal del menor en cuyo nombre pretende optar a 
la nacionalidad española al amparo del derecho previsto a favor de los sometidos a la patria 
potestad de un español. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN  (5ª) de 6 de marzo de 2009, sobre atribución de apellidos. 
 

 
 1. Primer apellido de un español es el primero del padre y segundo apellido, el 
primero de los personales de la madre. No cabe, pues, atribuir al nacido como primer apellido 
el segundo del padre. 

 
2. Se examina, por economía procesal y por delegación, el cambio de apellidos y 

se autoriza por concurrir los requisitos exigidos. 
 
 En el expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra calificación de la 
Juez Encargada del Registro Civil de P. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 6 de febrero de 2008  Don M., nacido en Portugal el 
22 de septiembre de 1965, tras haber adquirido la nacionalidad por residencia se le inscribió 
con los apellidos A., que solicita sea inscrito con T. Adjunta como documentación: DNI, 
certificado de nacimiento, resolución por la que se le concede la nacionalidad española por 
residencia. 
 
 2. Ratificado el interesado, comparecen dos testigos que manifiestan que siempre 
han conocido al interesado con los apellidos T. El Ministerio Fiscal no se opone a lo solicitado. 
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La Juez Encargada remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 109 del Código civil (Cc); 53 y 55 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 194 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 23 de mayo de 2007, 
sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados españoles y su consignación en el Registro 
civil; las resoluciones de 27-2ª de mayo, 13-2ª de junio y 1-4ª de julio de 2003; 27-2ª de febrero, 
24-1ª de junio y 9 de julio de 2004; y 7-5ª de junio de 2005. 
 
 II. El interesado, originario de Portugal, solicitó la inscripción de su nacimiento tras 
haber adquirido la nacionalidad española por residencia. El Registro Civil de P. la practicó 
haciendo constar como apellidos “A”, con los que no está conforme el promotor, porque 
considera que los procedentes son los de “T.”. El interesado, lo que solicita es un cambio de los 
apellidos que constan en la inscripción española de su nacimiento, pero realmente su escrito 
ha de tomarse como un recurso de apelación contra la calificación efectuada, presentado 
dentro de plazo. 
  
 III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española 
han de consignarse, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil español 
los apellidos fijados por tal filiación, según las leyes españolas, que se sobreponen a los 
usados de hecho (cfr. art. 213, regla 1ª, RRC). El artículo 194 RRC dispone que si la filiación 
está determinada por ambas líneas -en este caso lo está- primer apellido de un español es el 
primero del padre y segundo apellido el primero de los personales de la madre, aunque sea 
extranjera, y a la vista de la certificación local de nacimiento el primer apellido del padre y el 
primero de la madre, en ese orden, son los que se han hecho constar en la inscripción de su 
nacimiento por el Registro Civil, por lo que no se aprecia circunstancia alguna que justifique 
una rectificación en la inscripción practicada. En principio, no cabe, como pretende el 
interesado, una interpretación finalista del artículo 194 RRC, basándose en que conforme a las 
normas de Portugal  debía hacerse constar como primer apellido el segundo materno y como 
segundo el segundo del padre. Dicha interpretación no se estima conforme con las 
modificaciones y evolución habidas en materia de apellidos e, incluso, ahora podría resultar 
discriminatoria y, por tanto, no puede ser estimada. Basta pensar en la facultad que tienen los 
progenitores de invertir el orden de los apellidos de los hijos para poner en duda que el artículo 
194 RRC deba interpretarse actualmente en el sentido de que son los paternos los que han de 
transmitirse y que así ha de actuarse cuando se trate de extranjeros que adquieren la 
nacionalidad española. 
 
 IV. Es cierto que el criterio aplicado presenta el inconveniente de que el interesado se 
ve abocado a una situación en la que es identificado con apellidos distintos en su país de origen. 
Los inconvenientes derivados de tal situación, se ha afirmado, dificultan la libertad de circulación 
de los individuos que ostentan la ciudadanía de la Unión Europea, esto es, nacionales de un 
Estado miembro. Este criterio ha sido contrastado en sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de 2 octubre 2003, en el asunto G. En dicho caso, dos menores hispano-belgas fueron 
obligados a inscribirse en el Registro Civil belga con los apellidos que establecía el Derecho belga 
(G., patronímico del padre), desestimándose la petición del padre español que había solicitado que 
se inscribiesen con los apellidos que les correspondían según el Derecho español (G. como primer 
apellido paterno y W. como primero materno). El Tribunal falló en el sentido de estimar contraria al 
Derecho Comunitario (arts. 17 y 18 TCE) la normativa del Estado belga que establecía que en 
caso de doble nacionalidad de un belga debía prevalecer, siempre, la nacionalidad belga a efectos 
de imposición de los apellidos (coincidente, pues, en este punto con la ley española). Pero la 
legislación española, cuando el interesado está inscrito en otro Registro Civil extranjero de su 
nacimiento con otros apellidos, se admite que este hecho, que afecta al estado civil de un español 
según una ley extranjera, pueda ser objeto de anotación registral conforme al artículo 38-3º de la 
Ley del Registro Civil y así se ha hecho en este caso. Esta anotación sirve para poner en relación 
el contenido de los Registros español y extranjero y para disipar dudas en cuanto a la identidad del 
interesado, máxime si como resultado de esta anotación se expide a los interesados el certificado 
plurilingüe de diversidad de apellidos previsto en el Convenio nº 21 de la Comisión Internacional de 
Estado Civil (CIEC) hecho en La Haya en 1982. Y, sobre todo, admite la posibilidad de que el 
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interesado promueva un expediente de cambio de apellidos de la competencia del Ministerio de 
Justicia, que le permitirá por esta vía obtener los apellidos en la forma pretendida habida cuenta 
que, llegado el caso deben interpretarse las normas que rigen los expedientes registrales de 
cambio de apellidos en España (arts. 57 y siguientes de la Ley del Registro Civil) en forma tal que 
en ningún supuesto cabrá denegar el cambio pretendido cuando ello se oponga a la doctrina 
sentada por la citada sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea. 
 
 V. Es esta posibilidad de cambio, mencionada por el interesado en su escrito 
inicial, la que procede examinar en el presente caso, ya que debe quedar excluida  la vía de la 
rectificación de error en la inscripción practicada, porque no hay constancia de la existencia de 
error registral. 
 
 VI. La posibilidad apuntada exige comprobar, como se ha dicho, si la pretensión 
del interesado pudiera ser acogida por la vía distinta de un expediente de cambio de nombre 
propio de la competencia general del Ministerio de Justicia (cfr. arts. 57 LRC y 205 RRC) y hoy, 
por delegación (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 de diciembre), de esta Dirección General. Es 
oportuno considerar este punto de vista porque se ha seguido la necesaria fase de instrucción 
del expediente ante el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC) y porque razones de 
economía procesal lo aconsejan (cfr. art. 354 RRC), dado que sería superfluo y 
desproporcionado con la causa exigir la reiteración formal de otro expediente dirigido al mismo 
fin práctico. 
 
 VII. La cuestión apuntada merece una respuesta afirmativa a la vista de la 
jurisprudencia sentada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y porque en este caso 
concurren, además, los requisitos necesarios para el cambio (cfr. arts. 57 LRC y 205 RRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Confirmar la calificación efectuada. 
 2º. Autorizar, por delegación del Sr. Ministro de Justicia (ORDEN JUS/3770/2008, 
de 2 de diciembre) el cambio de los apellidos “A.” por los de “T.”, no debiendo producir esta 
autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento del 
interesado, y siempre que éste así lo solicite en el plazo de ciento ochenta días a partir de la 
notificación, conforme a lo que establece el articulo 218 RRC. El Encargado que inscriba el 
cambio deberá efectuar las comunicaciones ordenadas por el art. 217 del mismo Reglamento. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (6ª) de 6 de marzo de 2009, sobre atribución de apellidos. 
 

 
 1. Primer apellido de un español es el primero del padre y segundo apellido, el 
primero de los personales de la madre. No cabe, pues, atribuir al nacido como primer apellido 
el segundo del padre. 
 
 2. Se examina, por economía procesal y por delegación, el cambio de apellidos y 
se autoriza por concurrir los requisitos exigidos. 
 
 En el expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra calificación de la 
Juez Encargada del Registro Civil de P. 
 

H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 11 de febrero de 2008  Don P., nacido en Portugal el 
27 de febrero de 1977, solicita la sustitución de sus apellidos ya que según la legislación 
española son F., por los que le corresponde por legislación portuguesa que son A. Adjunta 
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como documentación: DNI, certificado de nacimiento, volante de empadronamiento y hoja de 
declaración de datos. 
 
 2. Ratificado el interesado, comparece un testigo que manifiesta que le consta 
cierto lo expuesto en el expediente por el promotor del mismo. El Ministerio Fiscal no se opone 
a lo solicitado. La Juez Encargada remite el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución informando que en el presente caso será factible en 
principio, el cambio a los apellidos originarios A. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 I. Vistos los artículos 109 del Código civil (Cc); 53 y 55 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 194 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 23 de mayo de 2007, 
sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados españoles y su consignación en el Registro 
civil; las resoluciones de 27-2ª de mayo, 13-2ª de junio y 1-4ª de julio de 2003; 27-2ª de febrero, 
24-1ª de junio y 9 de julio de 2004; y 7-5ª de junio de 2005. 
 
 II. El interesado, originario de Portugal, solicitó la inscripción de su nacimiento tras 
haber adquirido la nacionalidad española por residencia. El Registro Civil de P. la practicó 
haciendo constar como apellidos “F.”, con los que no está conforme el promotor, porque 
considera que los procedentes son los de “A.”. El interesado, lo que solicita es un cambio de 
los apellidos que constan en la inscripción española de su nacimiento, pero realmente su 
escrito ha de tomarse como un recurso de apelación contra la calificación efectuada, 
presentado dentro de plazo. 
  
 III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española 
han de consignarse, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil español 
los apellidos fijados por tal filiación, según las leyes españolas, que se sobreponen a los 
usados de hecho (cfr. art. 213, regla 1ª, RRC). El artículo 194 RRC dispone que si la filiación 
está determinada por ambas líneas -en este caso lo está- primer apellido de un español es el 
primero del padre y segundo apellido el primero de los personales de la madre, aunque sea 
extranjera, y a la vista de la certificación local de nacimiento el primer apellido del padre y el 
primero de la madre son los que se han hecho constar en la inscripción de su nacimiento por el 
Registro Civil, por lo que no se aprecia circunstancia alguna que justifique una rectificación en 
la inscripción practicada. En principio, no cabe, como pretende el interesado, una interpretación 
finalista del artículo 194 RRC, basándose en que conforme a las normas de Portugal debía 
hacerse constar como primer apellido el segundo materno y como segundo el segundo del 
padre. Dicha interpretación no se estima conforme con las modificaciones y evolución habidas 
en materia de apellidos e, incluso, ahora podría resultar discriminatoria y, por tanto, no puede 
ser estimada. Basta pensar en la facultad que tienen los progenitores de invertir el orden de los 
apellidos de los hijos para poner en duda que el artículo 194 RRC deba interpretarse 
actualmente en el sentido de que son los paternos los que han de transmitirse y que así ha de 
actuarse cuando se trate de extranjeros que adquieren la nacionalidad española. 
 
 IV. Es cierto que este criterio presenta el inconveniente de que el interesado se ve 
abocado a una situación en la que es identificado con apellidos distintos en su país de origen. Los 
inconvenientes derivados de tal situación, se ha afirmado, dificultan la libertad de circulación de los 
individuos que ostentan la ciudadanía de la Unión Europea, esto es, nacionales de un Estado 
miembro. Este criterio ha sido contrastado en sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de 2 octubre 2003, en el asunto G. En dicho caso, dos menores hispano-belgas fueron 
obligados a inscribirse en el Registro Civil belga con los apellidos que establecía el Derecho belga 
(G., patronímico del padre), desestimándose la petición del padre español que había solicitado que 
se inscribiesen con los apellidos que les correspondían según el Derecho español (G. como primer 
apellido paterno y W. como primero materno). El Tribunal falló en el sentido de estimar contraria al 
Derecho Comunitario (arts. 17 y 18 TCE) la normativa del Estado belga que establecía que en 
caso de doble nacionalidad de un belga debía prevalecer, siempre, la nacionalidad belga a efectos 
de imposición de los apellidos (coincidente, pues, en este punto con la ley española). Pero la 
legislación española, cuando el interesado está inscrito en otro Registro Civil extranjero de su 
nacimiento con otros apellidos, se admite que este hecho, que afecta al estado civil de un español 
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según una ley extranjera, pueda ser objeto de anotación registral conforme al artículo 38-3º de la 
Ley del Registro Civil y así se ha hecho en el presente caso. Esta anotación sirve para poner en 
relación el contenido de los Registros español y extranjero y para disipar dudas en cuanto a la 
identidad del interesado, máxime si como resultado de esta anotación se expide a los interesados 
el certificado plurilingüe de diversidad de apellidos previsto en el Convenio nº 21 de la Comisión 
Internacional de Estado Civil (CIEC) hecho en La Haya en 1982. Y, sobre todo, admite la 
posibilidad de que el interesado promueva un expediente de cambio de apellidos de la 
competencia del Ministerio de Justicia, que le permitirá por esta vía obtener los apellidos en la 
forma pretendida habida cuenta que, llegado el caso deben interpretarse las normas que rigen los 
expedientes registrales de cambio de apellidos en España (arts. 57 y siguientes de la Ley del 
Registro Civil) en forma tal que en ningún supuesto cabrá denegar el cambio pretendido cuando 
ello se oponga a la doctrina sentada por la citada sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Europea. 
 
 V. Es esta posibilidad de cambio, mencionada por el interesado en su escrito 
inicial, la que procede examinar en el presente caso, ya que debe quedar excluida  la vía de la 
rectificación de error en la inscripción practicada, porque no hay constancia de la existencia de 
error registral. 
 
 VI. La posibilidad apuntada exige comprobar, como se ha dicho, si la pretensión 
del interesado pudiera ser acogida por la vía distinta de un expediente de cambio de nombre 
propio de la competencia general del Ministerio de Justicia (cfr. arts. 57 LRC y 205 RRC) y hoy, 
por delegación (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 de diciembre), de esta Dirección General. Es 
oportuno considerar este punto de vista porque se ha seguido la necesaria fase de instrucción 
del expediente ante el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC) y porque razones de 
economía procesal lo aconsejan (cfr. art. 354 RRC), dado que sería superfluo y 
desproporcionado con la causa exigir la reiteración formal de otro expediente dirigido al mismo 
fin práctico. 
 
 VII. La cuestión apuntada merece una respuesta afirmativa a la vista de la 
jurisprudencia sentada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y porque en este caso 
concurren, además, los requisitos necesarios para el cambio (cfr. arts. 57 LRC y 205 RRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:  
 1º. Confirmar la calificación efectuada. 
 2º. Autorizar, por delegación del Sr. Ministro de Justicia (ORDEN JUS/3770/2008, 
de 2 de diciembre) el cambio de los apellidos “F.” por los de “A.”, no debiendo producir esta 
autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento del 
interesado, y siempre que éste así lo solicite en el plazo de ciento ochenta días a partir de la 
notificación, conforme a lo que establece el articulo 218 RRC. El Encargado que inscriba el 
cambio deberá efectuar las comunicaciones ordenadas por el art. 217 del mismo Reglamento. 
 
 
 
 

 
 

RESOLUCIÓN (7ª) de 6 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 
 Se autoriza porque no hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de S. 
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H E C H O S 
 
 1. Don M., nacido el 12 de abril de 1944 en T. y Doña S., nacida en Rusia el 20 de 
enero de 1952 y de nacionalidad rusa, presentan solicitud para contraer matrimonio civil. 
Aportaban como documentación: Certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio y volante de empadronamiento del interesado y certificado de 
nacimiento, certificado de matrimonio y certificado de divorcio y volante de empadronamiento 
de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con  los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la celebración del matrimonio. 
La Juez Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 17 de diciembre de 2007, 
deniega la autorización del matrimonio. 
 
 3. Notificado a los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, solicitando la autorización del matrimonio, aportando pruebas 
documentales como recibos del banco, etc. 
  
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone al recurso interpuesto. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite toda la documentación a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento civil; 238, 245, 246 y 247 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y 
las Resoluciones, entre otras, de 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 21-2ª y 3ª y 28-2ª de 
diciembre de 2006; 6-3ª y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de mayo, 9-4ª de julio y 
28-6ª de septiembre, 1-3ª de octubre, 181ª de diciembre de 2007; y 31-3ª de enero de 2008. 
 
 II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 
civil es trámite esencial la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor, asistido por el Secretario, para cerciorarse de la inexistencia de 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC e Instrucción de 9 de enero de 1995, regla 3ª). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero-en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia del matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resulten para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el Encargado llega a la  convicción de que existe simulación, no 
debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73.1º Cc)  
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de autorizar un matrimonio entre un español, y un 
ciudadana rusa y los hechos comprobados por medio de esas declaraciones complementarias 
oportunas no son lo suficientemente clarificadores para deducir de ellos, sin sombra de duda, la 
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existencia de la simulación. Las audiencias reservadas practicadas han revelado que el 
conocimiento respecto de sus circunstancias personales y familiares alcanza un grado que 
puede considerarse suficiente. Así se deduce de las respuestas dadas, en las que no se 
aprecian grandes contradicciones ni revelan desconocimiento de datos que pudieran 
considerarse de importancia a los efectos de poder deducir una utilización fraudulenta de la 
institución matrimonial. Ambos coinciden en las respuestas dadas sobre como se conocieron, 
datos personales sobre la hija de la interesada, como comparten las tareas del hogar, gustos, 
aficiones, etc. 
 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de Octubre de 1993, “ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea 
declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de elegir la primera 
alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y declarar que no hay ningún obstáculo para que el 
matrimonio se celebre. 
  
 
 
 

RESOLUCIÓN de 7 de marzo de 2009, sobre rectificación de errores. 
 

  
 No prospera, por falta de pruebas, el expediente de rectificación de la fecha de 
nacimiento de la cónyuge en una inscripción de matrimonio. 
 
 En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de matrimonio remitido 
a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra el auto 
dictado por la Juez Encargada del Registro Civil Exclusivo de Z. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de Z., Don M. promueve expediente de 
rectificación de error en la inscripción de su matrimonio con Doña D., ya que se había inscrito 
como fecha de nacimiento de su esposa 1981 cuando lo correcto es 1977, por lo que solicita la 
rectificación del error. Adjunta como documentación: Certificado de nacimiento y certificado de 
matrimonio. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. El Juez 
Encargado del Registro Civil, mediante auto de fecha 26 de agosto de 2008 deniega lo 
solicitado por el interesado ya que en el presente caso al igual que en un expediente anterior 
que instó el interesado con igual finalidad, no se aprecia en la inscripción realizada error alguno 
porque en la certificación de nacimiento que se aportó originalmente se recoge como fecha de 
nacimiento el año 1981. El promotor aporta otra certificación de nacimiento  con fecha de 
nacimiento de 1977, pero no se puede deducir cual de las dos certificaciones obrantes es la 
errónea. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación del error. 
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 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone al recurso interpuesto. El Juez 
Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 295, 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones, entre otras, 27-2ª de noviembre de 
2000; 5-1ª de junio de 2001; 15 de marzo de 2003; 23-4ª de enero y 29-6ª de junio de 2006; y 
27-3ª de junio de 2008. 
 
 II. Se pretende por el promotor la rectificación de la fecha de nacimiento de su 
cónyuge en la inscripción de su matrimonio. En dicha inscripción se hizo constar como tal fecha 
la de 27 de noviembre de 1981 y el interesado alega que la correcta es la de 27 de noviembre 
de 1977. 
 
 Constan en el expediente dos solicitudes con la misma finalidad, una de fecha 16 
de abril de 2008 y otra de 27 de junio de 2008, que supusieron la apertura de dos expedientes 
(3502 y DA 5651/08), el primero resuelto por auto de la Juez Encargada del Registro de 8 de 
julio de 2008, no recurrido por la interesada y, el segundo, resuelto por auto de 26 de agosto de 
2008. En ambas resoluciones, recaídas sobre idéntica petición, se desestima la solicitud de 
rectificación formulada. El auto citado en segundo lugar constituye el objeto del presente 
recurso.  
 
 III. En materia de errores registrales, la regla general es que su rectificación ha de 
obtenerse mediante sentencia recaída en juicio ordinario (cfr. art. 92 LRC). Además, 
obviamente, para que pueda rectificarse un error del Registro, es necesario que quede 
acreditada su existencia y, esto, no ha sido probado en el presente caso. El interesado aporta 
como prueba para acreditar el error una certificación de la inscripción de nacimiento de su 
cónyuge que no coincide con la primeramente presentada, que fue la que sirvió de base para 
hacer constar la fecha de nacimiento de la contrayente. Posteriormente se ha aportado otra 
certificación en la que aparece como fecha de nacimiento la que el interesado estima correcta, 
pero sin que conste que el Registro Civil local haya rectificado la primeramente aportada a 
través del procedimiento legal correspondiente (cfr. art. 295 RRC), por lo que, al no procederse 
en dicha forma, no es posible conocer cual de las certificaciones aportadas sea la correcta, sin 
que desvirtúe lo que antecede el documento expedido el 17 de junio de 2008 por el Oficial del 
Estado Civil de la República Dominicana.  

 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la desestimación del recurso y la confirmación del auto apelado, dejando a salvo 
la vía judicial ordinaria. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 9 de marzo de 2009, sobre atribución de apellidos. 

  
 
 
 En principio, primer apellido del extranjero con filiación que se hace español es el 
primero del padre y segundo apellido el primero de los personales de la madre. 
 

En el expediente de inscripción de nacimiento remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el interesado contra calificación del Juez Encargado del 
Registro Civil Central. 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito de fecha 26 de junio de 2008, Don E., de nacionalidad 
española obtenida por resolución el 3 de febrero de 2006, expone que al practicarse su 
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inscripción de nacimiento se ha hecho constar por error como primer apellido M. cuando en 
realidad es A., por lo que solicita la rectificación del error.  

 
2. El Ministerio Fiscal se muestra conforme con lo solicitado. La Juez Encargada 

del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 109 del Código Civil (Cc); 55, 57 y 97 de la Ley del Registro 

Civil (LRC); 194 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, 
de 17-2ª de marzo de 2004; 4-3ª de febrero de 2005; 20-5ª de octubre de 2006;8-2ª y 3ª y 28-
4ª de noviembre de 2007; y 6-4ª de marzo de 2008. 

 
II. Se pretende por el interesado que en la inscripción de su nacimiento sea 

rectificado el primer apellido “M.”, que considera erróneo, y sea sustituido por “A.” que es el que 
estima correcto.  

 
III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española han 

de consignarse, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil español los 
apellidos fijados por tal filiación, según las leyes españolas, que se sobreponen a los usados de 
hecho (cfr. art. 213, regla 1ª, RRC). Por esto han de reflejarse en la inscripción de nacimiento 
dichos apellidos según resulten de la certificación extranjera de nacimiento acompañada, siempre 
y cuando no afecten a principios de orden público de nuestro sistema de atribución de apellidos. 
 
 IV. En el presente caso se ha hecho constar en la inscripción de nacimiento el 
primer apellido del padre “M.” que era el que correspondía conforme a la legislación española, 
por lo que no existe razón para que la inscripción deba ser modificada. 
 
   V. No obstante lo anterior, ha de quedar a salvo el expediente, distinto, de cambio 
de apellidos de la competencia del Ministerio de Justicia (cfr. arts. 57 LRC y 205 y 207 RRC),  
hoy, por delegación, de esta Dirección General (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 de diciembre), 
que se instruye en el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC) y que si concurren los 
requisitos necesarios puede ser autorizado, posibilitando que el interesado pudiese ostentar el 
apellido que pretende en la forma que lo viniera usando. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la calificación efectuada. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 9 de marzo de 2009, sobre inscripción de filiación 
paterna no matrimonial. 

  
 
 
 Es inscribible el reconocimiento de un menor otorgado en forma y con todos sus 
requisitos, sin que importe la sola sospecha o duda de que el reconocimiento no se ajusta a la 
veracidad biológica. 
 
 En las actuaciones sobre reconocimiento de filiación paterna remitidas a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha el 12 de abril de 2007 comparecen en el Registro Civil de A., Don J. y 
Doña A. al objeto de llevar a cabo el reconocimiento paterno del menor B. En el mismo acto se 
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practica audiencia reservada a los interesados. Adjuntan como documentación: Certificado de 
nacimiento del menor, certificado de nacimiento de la señora H., certificado de 
empadronamiento, certificado de nacimiento del señor R. y certificado de empadronamiento de 
éste. 
 
 2. El Ministerio Fiscal, se opone al reconocimiento interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil de A., mediante auto de fecha 29 de mayo de 2007 deniega el reconocimiento 
paterno pretendido ya que de la audiencia reservada practicada a los progenitores se deduce 
claramente que el señor Don J. no es el padre del menor B. existiendo discrepancias más que 
sospechosas entre las respuestas dadas por ambos. 
 
 3. Notificados los interesados éstas interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la inscripción del menor como hijo del 
señor R. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 120 y 124 del Código civil; 15, 16, 23, 27, 28 y 46 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 24-1ª de 
enero, 9 de octubre y 11-2ª de noviembre y 28 de diciembre de 2002; 15-3ª de enero y 12-2ª de 
noviembre de 2004; y 24-1ª y 2ª de noviembre de 2005. 

 
II. Se pretende por este expediente la inscripción del reconocimiento paterno de un 

hijo no matrimonial nacido en G. el 11 de agosto de 2006, de madre cubana y padre 
desconocido que fue inscrito en el Registro Civil del lugar del nacimiento sólo con la filiación 
materna. Dicho reconocimiento se efectuó en comparecencia de 12 de abril de 2007 ante el 
Registro Civil de A. y por auto de la Juez Encargada, de 29 de mayo de 2007, fue denegado, 
constituyendo dicho auto el objeto del presente recurso. 
 

III. La filiación paterna no matrimonial queda determinada legalmente por el 
reconocimiento efectuado ante el Encargado del Registro Civil del que afirme ser padre del 
reconocido (art. 120-1-Cc y 49 LRC) y, si éste es menor de edad, el reconocimiento es eficaz si 
presta consentimiento expreso la madre y representante legal del menor (cfr. art. 124,I Cc). 
 
 IV. Todas estas condiciones concurren en el reconocimiento discutido y, si bien es 
cierto, que, aun así, estos reconocimientos no serían inscribibles si hay datos objetivos que 
permitan estimar los mismos como reconocimientos de complacencia que no se ajustan a la 
realidad a la vista de que el principio de veracidad biológica es el inspirador de la regulación del 
Código civil en materia de filiación, también es cierto que las simples dudas o sospechas de 
que el reconocimiento no responde a la verdad es cuestión que escapa a la calificación del 
Encargado que sólo puede denegar la inscripción cuando de las manifestaciones solemnes de 
los interesados se deduce, sin lugar a dudas, la falta de veracidad del reconocimiento y en el 
presente caso, las contradicciones advertidas en las audiencias con los interesados unidas a 
pruebas aportadas no pueden tenerse como determinantes para excluir de manera absoluta 
dichas dudas.  
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso y revocar el acuerdo apelado. 
 2º. Ordenar que se inscriba marginalmente el reconocimiento de la filiación no 
matrimonial paterna. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 9 de marzo de 2009, sobre inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española. 

  
 
 
 No es posible inscribir al nacido en Cuba en 1957 que ejercita la opción a la 
nacionalidad española prevista en el artículo 20 del Código civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditada suficientemente la filiación española paterna del solicitante. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento previa opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra auto del Encargado del Registro Civil Consular de L. 
 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito dirigido en el Registro Civil Consular de L., Don M. solicita la 
nacionalidad española por ser hijo de padre español. Adjunta como documentación: Certificado 
de nacimiento, certificado de nacimiento de su padre y acta de opción a la nacionalidad 
española. 
 
 2. La Encargada del Registro Civil  del Consulado de España en L. mediante auto 
de fecha 12 de marzo de 2008 deniega lo solicitado por el interesado ya que no prueba lo 
suficientemente los hechos a los que se refería su declaración, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la opción a la nacionalidad española por ser hijo 
de español. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, la Encargada del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 23 
de abril, 12-9ª de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de enero, 5 de mayo y 6-3ª de 
noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre de 2005; 20-5ª de noviembre de 
2006; 2-4ª de junio y 4-7ª de diciembre de 2008. 
 

II. El interesado, nacido en Cuba en 1957, optó por la nacionalidad española como 
hijo de padre originariamente español. Por el Registro Civil se le requirió para que aportase la 
certificación local de la inscripción de nacimiento en la que estuviese subsanado el lugar de 
nacimiento de su padre, que fue “España” y no “R.” (Cuba). El requerimiento no fue atendido en 
los términos demandados y el Encargado del Registro Civil Consular dictó auto de 12 de marzo 
de 2008 denegando la solicitud, al no quedar acreditada la concurrencia de los requisitos 
necesarios. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 

III. En el presente caso los hechos alegados por el promotor no le justifican ni 
relevan del deber de acreditar suficientemente aquellos que sirven de fundamento a su petición 
por medio de los documentos requeridos. Existe, como se ha dicho, disparidad entre la 
inscripción local de nacimiento del interesado y la inscripción de nacimiento de su padre en el 
Registro español, disparidad, que afecta al lugar de su nacimiento de éste. En este caso la 
subsanación requerida afectaba a la causa en que se basaba la opción del interesado (srt. 
20.1-b Cc), lo que supone que no proceda dictar una resolución favorable respecto del recurso 
presentado. Lo que se entiende sin perjuicio de que si el interesado obtiene y presenta los 
documentos requeridos y subsanados en lo indicado, pueda solicitar nuevamente la inscripción 
(cfr. art. 226 RRC).  
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 9 de marzo de 2009, sobre conjunción “i” entre 
apellidos. 

 
 
 
              Debe hacerse constar para persona de vecindad civil catalana.  
 

En las actuaciones sobre interposición de la conjunción “i” entre apellidos, remitidas a 
este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de D. 

 
H E C H O S 

 
1. Mediante escrito de fecha 2 de enero de 2008, Don J. solicita se intercale entre 

sus apellidos la conjunción “i”. Aporta como documentación su certificado de nacimiento. 
 

2. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil mediante 
auto de fecha 18 de marzo de 2008 deniega lo solicitado por el interesado ya que la 
regularización ortográfica de los apellidos catalanes comprende a las personas que tengan la 
vecindad civil catalana y en este caso no existe. 
 

3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar se intercale la partícula “i” entre sus apellidos 
 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se 
adhiere al mismo. La Juez Encargada del Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 14 del Código civil (Cc); 55 y 68 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 198 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 19 de la Ley catalana 1/1998, de 7 de 
enero, de política lingüística; 1 del Decreto catalán 208/1998, de 30 de julio, por el que se 
regula la acreditación de la corrección lingüística de los apellidos y nombres, la Instrucción de 
11 de diciembre de 1998 y las resoluciones de 27 de febrero de 1998; 29 de septiembre de 
2000; y 24-2ª de enero de 2006. 
 
 II. Según resulta claramente de las normas catalanas citadas, la regularización 
ortográfica de los apellidos catalanes comprende no sólo la adaptación de éstos a las actuales 
reglas ortográficas catalanas, sino también el derecho de las personas de vecindad civil 
catalana a que se intercale entre sus dos apellidos la conjunción "i". Ambos modos de 
regularización ortográfica tienen hoy acceso al Registro Civil. La Instrucción citada determinó 
que cuando al amparo del artículo 19 de la Ley catalana 1/1998, de 7 de enero, se solicite la 
adecuación de la grafía incorrectamente escrita en catalán a la grafía normativa en dicha 
lengua, no será necesario otro trámite que la manifestación del interesado o de su 
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representante legal por medio de comparecencia ante el Juez Encargado del Registro Civil con 
aportación de los certificados previstos en el Decreto de la Generalitat 208/1998, de 30 de julio. 
 
 III. En el presente caso, el interesado nacido y domiciliado en D., hijo de padres 
nacidos también en la provincia de A., había solicitado, la intercalación de la copulativa “i” entre 
sus apellidos paterno y materno, sin estar acreditada su vecindad civil catalana. Mediante auto 
de la Juez Encargada de 18 de marzo de 2008 se denegó la petición del interesado, siendo 
este auto el que constituye el objeto del presente recurso.  
 
 IV. Al contrario de lo que estima el recurrente, la doctrina de este Centro Directivo 
viene considerando que la intercalación de la copulativa “i” entre los apellidos es una facultad 
que se concede a los ciudadanos catalanes y hay que entender por tales, aquellos que tengan 
adquirida vecindad en dicha Comunidad Autónoma (cfr. art. 14 Cc). La resolución de 29 de 
septiembre de 2000, citada anteriormente, que estimó el recurso del interesado, señalaba que 
dicha intercalación era un derecho de las personas con vecindad civil catalana, y esta 
circunstancia no está acreditada ni es posible presumirla, dado el lugar de nacimiento de los 
padres (cfr. art 68 LRC).  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 9 de marzo de 2009, sobre rectificación de errores. 

  
 
 
 En principio, hay que acudir a la vía judicial para rectificar la fecha de nacimiento en una 
inscripción de nacimiento. 
 

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitido a 
este centro en trámite de recurso en virtud del entablado por la interesada contra auto de la 
encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado el 24 de enero de 2007 en el Registro Civil Central, 
Doña M., mayor de edad y con domicilio en G., solicitaba la rectificación de la fecha de 
nacimiento consignada en su inscripción en el Registro Civil español, 17 de mayo de 1977, 
alegando que el año correcto que debe constar es 1967. Aportaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: Inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, 
certificación de nacimiento del Registro Civil cubano donde consta rectificación de la expedida 
en el año 1998 que sirvió de base para la inscripción en España y volante de 
empadronamiento. 
 

2. Ratificada la solicitante, el ministerio fiscal emitió informe desfavorable. La 
encargada del Registro Civil Central dictó auto el 27 de noviembre de 2007 denegando la 
pretensión porque la fecha de nacimiento no es una simple mención de identidad en la 
inscripción del nacido susceptible de rectificación mediante expediente gubernativo, sino que 
se trata de una circunstancia esencial cuya rectificación ha de obtenerse por la vía judicial 
ordinaria.  
 

3. Notificada la resolución a la promotora, presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado aportando varios documentos en los que figura como 
fecha de nacimiento de la promotora la solicitada. 
 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a su estimación. La encargada del Registro Civil Central se ratificó en su resolución y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones, entre otras, de 16-2ª de febrero de 
2002; 21 de marzo, 10 de julio y 5-1ª de diciembre de 2003; 14-4ª de mayo de 2004; 18-4ª y 
24-6ª de octubre de 2005; 18-4ª y 24-6ª de octubre de 2005; 13-1ª y 28-2ª de marzo y 3-4ª de 
abril de 2006; 24-2ª de abril, 28-2ª de diciembre de 2007; 3-3ª de enero, 18-3ª de junio 22-6ª de 
octubre y 25-8ª de noviembre de 2008. 

 
II. Pretende la promotora la rectificación de la fecha de nacimiento en su 

inscripción en el Registro Civil español alegando que la correcta es el 17 de mayo de 1967 y no 
de 1977, como se ha hecho constar en la inscripción practicada tras la adquisición de la 
nacionalidad española por residencia. La encargada del Registro Civil Central dictó auto de 27 
de noviembre de 2007 denegando la rectificación. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso. 

 
III. Es doctrina constante de este centro directivo que el dato sobre la fecha de 

nacimiento consignada en una inscripción de nacimiento no es una simple mención de 
identidad del nacido susceptible de rectificación, si fuera errónea, por expediente gubernativo 
con apoyo en el artículo 93 de la Ley del Registro Civil. Por el contrario, ese dato es una 
circunstancia esencial de la inscripción de nacimiento de la que ésta hace fe (cfr. art. 41 LRC), 
por lo que su rectificación, por muy evidente que pueda parecer el error, ha de obtenerse, en 
principio, acudiendo a la vía judicial ordinaria conforme al criterio general que proclama el 
artículo 92 de la Ley del Registro Civil. En este caso se da además la circunstancia de que la 
inscripción se practicó teniendo en cuenta la certificación local de nacimiento de la interesada, 
en la que la fecha que figuraba era la que se hizo constar por el Registro Civil Central (17 de 
mayo de 1977). Con la actual solicitud se ha aportado otra certificación expedida por el registro 
local en la que figura como fecha de nacimiento la que la interesada declara ser la correcta y 
donde consta una nota de rectificación de la expedida en el año 1998. Sin entrar en la 
valoración de este último extremo, hay que decir que el artículo 94.1º de la Ley del Registro 
Civil exige informe favorable del ministerio fiscal para poder rectificar mediante expediente 
gubernativo “aquellos errores cuya evidencia resulte de la confrontación con los documentos en 
cuya sola virtud se practicó la inscripción”, circunstancia que no concurre en el presente caso, 
puesto que, tanto el informe del ministerio fiscal de 21 de febrero de 2007 como el posterior a la 
presentación del recurso, son desfavorables. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 9 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

   
 
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de R. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de R. el 23 de marzo de 2007 
Don R., de nacionalidad española, nacido el 22 de mayo de 1974 en B., y la Sra. S., de 
nacionalidad marroquí, nacida el 28 de diciembre de 1968 en O. (Marruecos) iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
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siguiente documentación: Del interesado, certificación de nacimiento, justificante de residencia 
en R., DNI y declaración jurada de estado civil; y, de la interesada, extracto del acta de 
nacimiento, certificado administrativo de soltería, actas de matrimonio y de divorcio, justificante 
de residencia en R., volante de empadronamiento en B., certificado de empadronamiento en O. 
(Marruecos), NIE, pasaporte marroquí y declaración jurada de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron dos testigos, que manifestaron 
que el matrimonio proyectado no incurría en ninguna prohibición legal, y se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada, asistida la interesada por intérprete de francés. 
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que no concurrían los requisitos legalmente 
exigidos, se opuso a la celebración del matrimonio y el 16 de julio de 2007 la Juez Encargada, 
a la vista del notable desconocimiento mutuo que había puesto de manifiesto el trámite de 
audiencia, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
a ella, sin necesidad de ciudadano español, se le ha renovado la tarjeta de residencia hasta 
2009 y que atribuyen a los nervios, a las presión del instante y a malentendidos con el traductor 
las discordancias en las que incurrieron en las entrevistas; y presentando, como prueba 
documental, fotografías.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que dio por 
reproducidos los argumentos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se 
recurre y constató que no se había subsanado la señalada ausencia de certificado de 
capacidad matrimonial de la interesada, y la Juez Encargada ordenó la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
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siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana marroquí resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Uno de los factores que, 
según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un 
matrimonio es de complacencia es la ausencia de una lengua común que permita comunicarse 
y, en este caso, no se ha acreditado que la haya. Los dos manifiestan que, cuando se 
conocieron, ella no entendía español y él le habló en árabe, añadiendo el interesado que “las 
cuatro cosas que sabía” y que entre ellos se entienden en francés, idioma en el que a ella se le 
realiza la entrevista y que no consta que él domine. Ella señala que su primer encuentro se 
produjo en mayo de 2006 y que el día de su cumpleaños (22 de mayo) le regaló una corbata y 
una americana a él, que indica que no le regaló nada porque a esa fecha aún no estaban 
juntos. Se advierte también contradicción sobre las circunstancias en las que decidieron 
contraer matrimonio, refiriendo ella que fue durante el viaje que hicieron a Marruecos en 
diciembre de 2006 y él que para entonces ya tenían pedida cita en el Registro Civil. Ella no se 
acuerda del segundo apellido de él, no recuerda cómo se llaman ni su único hermano ni sus 
padres, hecho que, con respecto a éstos últimos trata de explicar diciendo que los llama Sr. y 
Sra. S., desconoce el número de la finca en la que se encuentra el domicilio que ambos dicen 
compartir desde agosto de 2006 y, a la pregunta de si piensa quedarse para siempre en 
España, contesta que “de momento”. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio 
proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo instrumentalizado 
para regularizar la estancia en España del promotor extranjero, cuyo permiso temporal de 
residencia finalizaba escasamente un mes después de iniciarse este expediente. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 9 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero.  
 
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de H. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 19 de noviembre de 2007 Doña T., de doble nacionalidad española y cubana, 
nacida en Z. (Cuba) el 7 de marzo de 1941, presentó en el Consulado General de España en H. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 22 de 
junio de 2004 en Z. (Cuba), según la ley local, con el Sr. P., de nacionalidad cubana, nacido en S. 
(Cuba) el 26 de enero de 1964. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; del interesado, certificaciones literales de nacimiento y de 
matrimonio con nota al margen de divorcio, escritura pública de divorcio y carné de identidad 
cubano; y propia, certificación de nacimiento y pasaporte españoles y certificación literal de 
matrimonio con nota marginal de divorcio, sentencia de divorcio, certificado de entradas y 
salidas del país expedido por la Dirección de Inmigración y Extranjería de Cuba y carné de 
identidad cubanos. 
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 2. Ese mismo día, 19 de noviembre de 2007, se celebraron las entrevistas en 
audiencia reservada.  
 

3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 10 de enero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de H., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 

4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que hace decenas de años que 
se conocen, que con el tiempo empezaron una relación, que no han podido establecer domicilio 
propio por la escasez de vivienda que hay en Cuba y que la solicitud de inscripción del 
matrimonio no está relacionada con un hipotético interés de reagrupación familiar sino con la 
legitimidad de los hijos y los derechos del cónyuge viudo. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
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permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
22 de junio de 2004 entre una ciudadana de doble nacionalidad cubana y española y un 
nacional cubano y, del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de 
esta institución. Los dos refieren que se conocen de toda la vida, por razón de vecindad, pero 
se advierten contradicciones difícilmente compatibles con una prolongada convivencia, ya sea 
de seis años, como manifiesta ella, o de cuatro, como declara él. Así él indica que la última 
Nochevieja la pasaron en su domicilio con la familia y ella que fueron a casa de una vecina y 
que ella le prepara todas las mañanas café negro a él, que dice que no desayuna café sino 
leche y que “no se acuerda” del nombre de la nieta de ella. A mayor abundamiento, el 
certificado de entradas y salidas del país expedido por la Dirección de Emigración y Extranjería 
de Cuba acredita que la contrayente hispano-cubana hizo su primer viaje a España poco 
después de contraer matrimonio y que su estancia se prolongó un año y medio prácticamente 
ininterrumpido. A lo que antecede se unen otros dos hechos, por sí solos no determinantes: 
que hay una significativa diferencia de edad entre los promotores y que el Encargado del 
Registro Civil Consular viene reiteradamente informando, en estos supuestos de solicitud de 
inscripción de matrimonios celebrados en Cuba entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre 
la utilización, consciente o inconsciente, de tal institución con fines migratorios. 
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 9 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 

 
 
 
                    Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de O. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de O., Don J., nacido el 1 de 
octubre de 1971 en N. (Alemania) y de nacionalidad española y Doña N. nacida el 10 de enero de 
1974 en República Dominicana y de nacionalidad dominicana, iniciaban expediente en solicitud de 
autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: 
Certificado de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento del 
interesado y certificado de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento 
de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se publica Edicto. Se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la autorización del matrimonio. El 
Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 4 de diciembre de 2007 deniega la 
autorización del matrimonio ya que no existe consentimiento matrimonial. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice 
la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto. El Juez 
Encargado ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 L.EC). 
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 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un español y una dominicana y los hechos comprobados son 
lo suficientemente clarificadores para denegar el matrimonio. Difieren en el lugar donde se 
conocieron ya que mientras que él manifiesta que se conocieron en un Pub llamado R., ella 
dice que lo conoció en una discoteca llamada S. en O. El interesado dice que ella tiene tres 
hijos pero da unos nombres completamente diferentes de los reales, aunque dice que habla 
con ellos por teléfono. Ella asegura que él tiene tres hermanos cuando son cuatro. El 
interesado declaró que vivían juntos desde enero o febrero mientras que ella afirma que 
convivía con él desde hacía unos quince días. Por todo ello ha de deducirse que el matrimonio 
proyectado no cumple requisitos propios de esta institución sino otros muy probablemente de 
carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 10 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

   
 
 
 No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor contra auto dictado por el Juez  Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 

 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S., Don A. nacido en 1955 
en V. (Sáhara Occidental) solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española, con valor 
de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, recibo de MINURSO, 
certificado de nacimiento, certificado de concordancia de nombre y volante de 
empadronamiento. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el expediente, 
emite informe favorable. El Juez Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 9 de junio de 
2008 en el que desestima la petición realizada por el interesado ya que no acredita que 
estuviera en posesión de la nacionalidad española durante diez años. 
 
 4. Notificado el  interesado, éste presenta recurso a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se da por 
instruido. EL Juez Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre 
de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª 
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de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-
2ª y 4ª de marzo y 20-8ª de noviembre de 2008. 
  
 II. El interesado, mediante escrito de fecha 12 de mayo de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1940 en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
El Juez Encargado del Registro Civil de S. dictó auto de 9 de junio de 2008 denegando la 
solicitud. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Según el artículo 18 Cc la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del 
domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, estuviese imposibilitado “de facto” para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados, aunque así lo declara no aporta prueba alguna 
que acredite esa permanencia. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil 
ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 Cc, estando el interesado en posesión de documentación marroquí.  
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 10 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
 
 No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el Juez  Encargado del Registro Civil de A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don M. nacido el 10 de mayo 
de 1957 en B. (Sáhara Occidental) solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española, 
con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de 
nacionalidad, certificado del Archivo General de la Administración, recibo de MINURSO, 
pasaporte y volante de empadronamiento. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el expediente, 
emite informe favorable. El Juez Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 9 de junio de 
2008 en el que desestima la petición realizada por el interesado ya que no ha acreditado que 
viviera en el Sáhara cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 y tampoco que estuviera en 
posesión de la nacionalidad española durante diez años. 
 
 3. Notificado el  interesado, éste presenta recurso a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
reproduce su anterior informe. EL Juez Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de 
diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero,  3-2ª y 4ª de marzo, 
20-8ª de noviembre de 2008; 15-3ª y 16-5ª de enero de 2009. 
 
 II. El interesado, mediante escrito presentado el 21 de Mayo de 2008, solicitó ante 
el Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española, al haber nacido en 1957 en B., Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. El Juez Encargado del Registro Civil de A. dictó auto de 9 de junio de 
2008 denegando dicha nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
  
 III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del 
Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
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abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional».  
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, estuviese imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias 
que impiden por la vía del artículo 18 Cc una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el citado artículo 18 Cc, 
encontrándose el interesado en posesión de documentación argelina. 
 
 Las recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 
2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hacen sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 10 de marzo de 2009, sobre  inversión de apellidos. 

 
 
 
 La inversión de apellidos del mayor de edad es una facultad que se concede por 
una sola vez y no cabe que la interesada, por su sola solicitud, obtenga la desinversión. 
 
 En las actuaciones sobre inversión de apellidos remitidas a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil de O. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de O. el 2 de mayo de 2008, Doña 
J., solicitan la inversión de apellidos a fin de que aparezca como R, se da la circunstancia de 
que la interesada solicitó y obtuvo una inversión de apellidos en el año 2000. Aportan como 
documentación su certificado de nacimiento. 
 
 2. El Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. El Juez Encargado del Registro 
Civil mediante auto de fecha 28 de mayo de 2008,  deniega lo solicitado por la interesada ya 
que la interesada ya obtuvo una inversión de apellidos el 11 de febrero de 2000. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando la inversión de sus apellidos. 
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 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
desestimación del mismo. El Juez Encargado del Registro Civil ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 109 del Código Civil (Cc); 55 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 198 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de 19-2ª de mayo de 
1999; 5-1ª de julio y 3-4ª de septiembre de 2001;  13-1ª y 25-5ª de junio de 2002; 22-2ª de 
noviembre de 2004; 8-3ª de junio de 2006; 9-1ª de marzo de 2007; y 9-5ª de mayo y 28-9ª de 
noviembre de 2008.  
 
 II. Se pretende por la interesada una nueva inversión del orden de sus apellidos. 
Ésta, según resulta de las anotaciones marginales que figuran en la inscripción de su 
nacimiento instó y obtuvo la inversión el 11 de febrero de 2000. La solicitud ahora presentada 
para recuperar el orden inicial de dichos apellidos ha sido denegada por auto del Juez 
Encargado de 28 de mayo de 2008, siendo este auto el objeto del presente recurso. 
 
 III. Es reiterada la doctrina de esta Dirección General sobre que la facultad de 
invertir los apellidos, que concede el artículo 109 del Código Civil a los mayores de edad, es 
una posibilidad que se concede por una sola vez, de modo que una vez ejercitada, no cabe que 
por la sola declaración de voluntad de la interesada sea dejada sin efecto para recuperar, en 
contra de los propios actos, el orden anterior de los apellidos. 
 
 IV. Esta conclusión viene avalada por la estabilidad de que ha de gozar el estado 
civil, y también el nombre y los apellidos como signos individualizadores de la persona, de 
modo que el cambio de éstos está sustraído a la libre autonomía de la voluntad de los 
particulares, a salvo los casos taxativos establecidos en la Ley. En el caso de la interesada no 
puede decirse que la estabilidad referida haya existido, puesto que inicialmente, en 1990, instó 
la traducción de su nombre a la lengua catalana, a lo que, evidentemente, tenía derecho. En 
1994 cambió su nombre J. por J. En 2000 invirtió el orden de sus apellidos y, ahora, en 2008 
pretende una nueva inversión para recuperar el orden inicial de los mismos, lo que por las 
razones expuestas no procede autorizar. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 10 de marzo de 2009, sobre inversión de apellidos. 

  
 
 

 La inversión de los apellidos del mayor de edad se formaliza mediante declaración 
ante el Encargado del Registro Civil del domicilio y el cambio afecta a los hijos sujetos a la 
patria potestad. 
 
 En las actuaciones sobre inversión de apellidos remitidas a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto de la Juez Encargada del 
Registro Civil de H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de H. el 1 de octubre de 2007,  
Don J.-M. C. A. solicita la inversión de sus apellidos para que en lo sucesivo sea A.C. y que se 
haga constar dicha inversión en las inscripciones de nacimiento de sus hijos: C.C.T., R.C.T. y 
R.C.T. Aportan como documentación su certificado de nacimiento, certificado de nacimiento de 
sus hijos y volante de empadronamiento. 
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 2. El Ministerio Fiscal informa favorablemente en lo que se refiere a la inversión de 
apellidos para el interesado y para su hija menor R.C.B., pero informa desfavorablemente con 
respecto a sus hijos C.C.T. y R.C.T. Con fecha 29 de febrero de 2008 comparece en el 
Registro Civil de H. Doña C.T.G. manifestando que se opone rotundamente a  la solicitud del 
interesado en cuando al cambio del primer apellido de sus hijas C.C.T. y R.C.T., ya que el 
padre de las menores no se hizo cargo de ellas nunca y tiene orden de alejamiento y denuncias 
por violencia de género El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 4 de 
marzo de 2008, dispone que las alegaciones de la madre de C.C.T. y R.C.T. en nada afectan al 
orden de los apellidos maternos de las mismas, por otra parte habiendo prestado su 
consentimiento la madre de R.C.B. y A.C.B. y atendiendo al criterio de uniformidad se procede 
acceder a lo solicitado. 
 
 3. Notificados los interesados, Doña C.T.G. interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, del recurso se informa al promotor del expediente. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El Juez 
Encargado del Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos  109 Código Civil (Cc); 55 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
198, 217 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de 26-1ª de 
diciembre de 2000 y 10-4ª de junio de 2004. 
 
 II. Se pretende por el interesado, mayor de edad, la inversión del orden de sus 
apellidos. Éste nació en 1981 y fue inscrito con sólo la filiación materna y con los apellidos, por 
su orden, de la madre. A efectos identificadores, en la inscripción de su nacimiento, se hizo 
constar marginalmente como nombre del padre el de “E”. En 1984 fue reconocido por don 
E.C.R., consintiendo la madre dicho reconocimiento, y pasando desde entonces a tener los 
apellidos de “C.A.”. Ahora desea invertir el orden de estos apellidos, inversión que afectaría a 
cuatro hijos menores de edad, dos de ellos habidos con la recurrente, quien se opone 
radicalmente a dicha inversión, porque ello implicaría el cambio de los apellidos de sus dos 
hijos, sujetos a patria potestad. La Juez Encargada mediante auto de 4 de marzo de 2008 
accedió a la inversión. Este auto constituye el objeto del recurso que interpone doña C.T.G., 
con el fin de que sus dos hijos no cambien el apellido paterno. 
 
 III. El artículo 109 Cc, en su párrafo IV faculta a que los mayores de edad puedan 
solicitar que se altere el orden de sus apellidos. La petición de inversión se formaliza mediante 
simple declaración ante el Encargado del Registro Civil del domicilio y no surte efecto mientras 
no se inscriba (cfr. art. 198.I RRC).  
 
 A la vista de los dos mencionados artículos hay que convenir en que el interesado, 
mayor de edad, no ha hecho otra cosa que ejercer el derecho que tales preceptos le confieren 
y, conforme a ellos, ha declarado ante el Encargado del Registro de su domicilio su voluntad de 
invertir el orden de sus apellidos. Este cambio, por disponerlo así el artículo 217. I RRC, afecta 
a los dos hijos menores de la recurrente, al no constar que se halle el padre privado de la patria 
potestad sobre ellos (cfr. art. 217.I RRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 10 de marzo de 2009, sobre rectificación de errores.  
 
  
 Prospera el expediente de rectificación de error respecto al nombre de la madre en 
las inscripciones de nacimiento de sus hijos. 
 
 En el expediente de rectificación de error en inscripciones de nacimiento remitido a 
este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por la promotora contra auto del 
encargado del Registro Civil de Z. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado el 26 de noviembre de 2007 en el Registro Civil de 
Z., Doña L., mayor de edad y con domicilio en Z., solicitaba la rectificación de su nombre en las 
inscripciones de nacimiento de sus hijos (ambos menores de edad en aquél momento), al 
constar en ambas como Jeannet  cuando lo correcto, según su propia inscripción de 
nacimiento, es Jeannett. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Inscripciones de nacimiento de la promotora y de sus hijos en el Registro Civil español y 
certificaciones de nacimiento locales de los hijos. 
 
 2. Ratificada la solicitante, el ministerio fiscal emitió informe desfavorable. La 
encargada del Registro Civil de Z. dictó auto el 26 de diciembre de 2007 denegando la 
pretensión por no haber quedado acreditado el error alegado y acordando a su vez la 
rectificación del nombre de la promotora en su propia inscripción de nacimiento por considerar 
que la grafía correcta del mismo es Jeannette.  
 
 3. Notificada la resolución a la promotora, presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que su inscripción de nacimiento en España 
acredita el error que pretende rectificar y aportando la inscripción de nacimiento local en 
Ecuador. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a su estimación por no considerar suficiente la prueba aportada en el procedimiento. La 
encargada del Registro Civil de Z. se ratificó en su resolución y remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 54, 92, 93 y 94 de la Ley del Registro Civil; 12, 213 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 15 de noviembre de 2003, 12-
1ª de enero de 2004, 26-1ª de noviembre de 2005, 3-4ª de mayo de 2006, 2-5ª de abril y 28-1ª 
de noviembre de 2007 y 9-8ª de mayo de 2008. 
 
 II. Se pretende en este expediente la rectificación en las inscripciones de 
nacimiento en el Registro Civil español de dos hermanos de origen ecuatoriano en el sentido 
de hacer constar que el nombre propio de la madre de los mismos y promotora del expediente, 
con nacionalidad española adquirida por residencia, es Ligia-Jeannett y no Ligia-Jeannet, como 
por error consta. La encargada del Registro dictó auto por el que denegaba la solicitud 
realizada y acordaba además la inscripción del nombre de la interesada, tanto en su propia 
inscripción de nacimiento como en la de sus hijos, con el segundo nombre de Jeannette, por 
considerar ésta la grafía correcta tratándose de un nombre francés. 
 
 III. El nombre de la madre es una mención de identidad en la inscripción de 
nacimiento de sus hijos (cfr. art. 12 RRC) por lo que, si se demuestra que ha sido consignado 
erróneamente, cabe su rectificación por expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93 de 
la Ley del Registro Civil. 
 
 IV. La promotora figura en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil de Z., 
así como en el correspondiente certificado local de Ecuador, con el nombre de Ligia-Jeannett, 
el mismo que solicita para la inscripción de sus hijos en el presente expediente. La regla 
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general en materia de rectificaciones es que las inscripciones solo pueden rectificarse por 
sentencia firme recaída en juicio ordinario (art. 92 LRC). No obstante, el error cuya evidencia 
resulte de la confrontación con otra inscripción que haga fe del hecho correspondiente puede 
rectificarse previo expediente gubernativo (art. 93.3º LRC) y eso es, precisamente, lo que 
sucede en este caso. La inscripción en el Registro Civil español se realizó por transcripción del 
certificado de nacimiento ecuatoriano de la interesada y no se aprecia que el nombre en 
cuestión incurra en alguna de las prohibiciones del artículo 54 LRC que facultarían al 
encargado del Registro para modificarlo.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
 2º. Proceder a la rectificación solicitada en cuanto al nombre de la madre en las 
inscripciones de nacimiento de J. y Á. 
 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 10 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

   
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de L. 

 
H E C H O S 

 
 1. El 23 de octubre de 2007 Don J., de doble nacionalidad española y cubana, 
nacido en C. (Cuba) el 31 de diciembre de 1943, presentó en el Consulado General de España 
en L. impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado 
el 24 de abril de 2007 en su ciudad natal, según la ley local, con la Sra. G. , de nacionalidad 
cubana, nacida en H. (Cuba) el 1 de abril de 1961. Aportaba como documentación acreditativa 
de su pretensión: Certificado de matrimonio local; certificación de nacimiento y pasaporte 
españoles  y certificación de soltería y carné de identidad cubanos; y, de la interesada, 
certificaciones de nacimiento y literal de matrimonio con nota de divorcio, sentencia de divorcio 
y carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 23 de octubre de 2007, se celebraron las entrevistas en 
audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento. El 10 de enero de 2008 la 
Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que su matrimonio cumplió con 
todos los requisitos exigidos por el código de familia cubano y presentando, como prueba 
documental, fotografías. 
 



 87

 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC.), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
24 de abril de 2007 entre un ciudadano de doble nacionalidad cubana y española y una 
nacional cubana y, del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de 
esta institución. Se advierten contradicciones en las declaraciones de ambos relativas a hechos 
relevantes de la relación aducida: si se conocieron hace dos o hace tres años, si en casa de 
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una amiga de él o porque ella requirió sus servicios de taxista, si él le propuso matrimonio en 
su domicilio o en la sala de fiestas “E.” o si pernoctan bajo el mismo techo -indistintamente el 
del uno o el del otro- o si lo habitual es que cada uno se quede en su casa. A lo que antecede 
se unen otros dos hechos, por sí solos no determinantes: que hay una significativa diferencia 
de edad entre ambos y que el Encargado del Registro Civil Consular viene reiteradamente 
informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en Cuba 
entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de tal 
institución con fines migratorios. 
  
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 

 

 

RESOLUCIÓN (7ª) de 10 de Marzo de 2009, sobre  matrimonio celebrado 

en el extranjero. 

 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de H. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 10 de octubre de 2007 la Sra. A., de nacionalidad cubana, nacida en G. (Cuba) 
el 2 de junio de 1973, presentó en el Consulado General de España en H. impreso de declaración 
de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 20 de febrero de 2004 en su 
ciudad natal, según la ley local, con Don Z., de doble nacionalidad española y cubana, nacido en 
T. (Cuba) el 27 de junio de 1936. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; del interesado, certificación de nacimiento y pasaporte españoles 
y certificaciones literales de nacimiento y de matrimonio con nota de divorcio, sentencia de 
divorcio y carné de identidad cubanos; y, propia, certificaciones literal de nacimiento y de 
soltería y carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 10 de octubre de 2007, se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada.  
 

3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 10 de enero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de H., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
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4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que en el Registro Civil Consular 
presentaron en su momento toda la documentación que se les solicitó y respondieron a todas 
las preguntas que se les hicieron y que él no quiere viajar solo sino en compañía de ella; y 
aportando como prueba declaraciones de testigos y fotografías. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
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 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
20 de febrero de 2004 entre un ciudadano de doble nacionalidad cubana y española y una 
nacional cubana y, del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de 
esta institución. Según manifiestan, se conocieron en la heladería “C.” de G., pero discrepan 
sobre las circunstancias en que dicho encuentro se produjo: si ella estaba sola o iba con su 
sobrino o si fue en el año 2003, estando ella de tres meses, o en 2004, cuando llevaba mes y 
algo del mismo embarazo, del que nació un niño con filiación determinada por ambas líneas; o 
sobre si, un mes después, iniciaron una relación informal o él se declaró dispuesto a asumir su 
gestación y a casarse con ella. Son particularmente relevantes las contradicciones 
relacionadas con la vida cotidiana que dicen compartir: ella indica que almuerza en su trabajo y 
él que ella va a casa las dos horas en que se interrumpe a mediodía su jornada laboral; y 
ninguno de los dos sabe el nombre de ningún amigo del otro. A lo que antecede se unen otros 
dos hechos, por sí solos no determinantes: que hay una considerable diferencia de edad entre 
ambos, concretamente 37 años, y que el Encargado del Registro Consular viene 
reiteradamente informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios 
celebrados en Cuba entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o 
inconsciente, de tal institución con fines migratorios. 
  
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (8ª) de 10 de marzo de 2009, sobre  matrimonio celebrado 
en el extranjero. 
 

 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la Encargada 
del Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 8 de octubre de 2007 Don P., de nacionalidad española, nacido en C. el 7 de 
mayo de 1948, presentó en el Consulado General de España en L.  impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 27 de septiembre de 2007 en 
P (Cuba), según la ley local, con la Sra. D., de nacionalidad cubana, nacida en S. (Cuba) el 20 
de octubre de 1945. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado 
de matrimonio local; sentencia de divorcio, fe de vida y estado, certificado de entrada en el país 
expedido por la Dirección de Inmigración y Extranjería de Cuba, pasaporte y DNI; y, de la 
interesada, certificaciones literales de nacimiento y de matrimonio con nota de divorcio, 
sentencia de divorcio y carné de identidad cubano. 
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 2. Ese mismo día, 8 de octubre de 2007, se celebraron las entrevistas en 
audiencia reservada. 
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 10 de enero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que se conocían hace un año por 
teléfono, cartas, fotografías y correos electrónicos; que es posible que no coincidieran 
totalmente en las respuestas, porque los nervios traicionan; que, de momento, desean visitarse 
mutuamente varias veces al año y que es menester que ella viaje a España para que conozca 
a los hijos, nietos y demás familia de él; y presentando como prueba dos correos electrónicos, 
dos facturas de teléfono, fotografías y diversa documentación personal y profesional de la 
interesada.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc. y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
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autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
27 de septiembre de 2007 entre un nacional español y una ciudadana cubana y, del trámite de 
audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Según consta por 
las declaraciones de ambos, los puso en contacto una amiga común residente en P., sin 
conocerse tomaron la decisión de casarse y  contrajeron matrimonio tres días después de que 
el interesado llegara a Cuba por primera vez. Precisamente el hecho de que los contrayentes 
no se hayan encontrado directa y personalmente antes del matrimonio es uno de los factores 
que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que 
un matrimonio es de complacencia. Se advierte contradicción sobre los medios que han 
utilizado para comunicarse, manifestando él que por vía telefónica y ella que también por 
correos. Quizá el escaso trato sea la causa del desconocimiento mutuo que se aprecia: ella 
sabe que él es abuelo, pero ignora el nombre y la edad del nieto, y él, por su parte, “no se 
acuerda” de cuantos hijos tiene ella ni de cómo se llama ninguno de ellos, hecho que trata de 
explicar diciendo que tiene “mala memoria”. Y no puede darse por acreditada la alegación de 
que se comunicaron con regularidad durante el año que precedió al matrimonio porque la 
escasa documental aportada abarca un periodo muy breve e inmediatamente anterior a la 
boda. A lo que antecede se unen otros dos hechos, por sí solos no determinantes: que consta 
en el expediente que el interesado viajó a Cuba en compañía de su hermano, que contrajo 
matrimonio un día después que él, y que el Encargado del Registro Civil Consular viene 
reiteradamente informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios 
celebrados en Cuba entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o 
inconsciente, de tal institución con fines migratorios. De otro lado, no está debidamente 
acreditado el estado civil del contrayente español, que no ha presentado certificación de su 
anterior matrimonio con inscripción marginal de divorcio. 
  
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (9ª) de 10 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don Á., nacido en Cuba el 8 de marzo de 1971, presentó en el Consulado 
español en L.  impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado 
en Cuba el 12 de abril de 2007 con Doña Y. nacida en España el 3 de marzo de 1974. Adjuntan 
como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento y certificado  
de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 22 de noviembre de 2007 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
                    I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
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reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana y español y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, 
resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. Discrepan en el momento en que se 
conocieron ya que él dice que fue el 8 ó 9 de julio de 2005, ella manifiesta que cree que fue en 
mayo y que se hospedó en un hotel del que no recuerda el nombre, tampoco coinciden en el 
momento en que la interesada hizo un segundo viaje a Cuba ya que él afirma que fue en mayo 
de 2006 y se quedó 10 días, ella dice que cree que fue en julio y que se hospedó en casa de él. 
En este sentido el Consulado manifiesta que estas fechas no se corresponden con las 
certificadas en el pasaporte de la interesada. El interesado dice que ella no ha sido intervenida 
quirúrgicamente cuando esa operada de una obstrucción en una trompa. Es importante señalar 
que la interesada manifiesta que no sabe la fecha ni el lugar donde se casó, que ella remitió los 
papeles para celebrar el matrimonio por poderes. Por otra parte no aportan prueba alguna de 
su relación. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este 
Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se 
ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 11 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

  

 No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor contra auto dictado por el Juez  Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S., Don M. nacido en 1936 
en el Sáhara Occidental solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española, con valor de 
simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de nacionalidad, recibo 
de MINURSO, certificado de nacimiento, certificado de concordancia de nombre y volante de 
empadronamiento. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el expediente, 
emite informe desfavorable. El Juez Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 10 de 
junio de 2008 en el que desestima la petición realizada por el interesado ya que no acredita 
que estuviera en posesión de la nacionalidad española durante diez años. 
 
 3. Notificado el  interesado, éste presenta recurso a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que impugna 
el mismo. EL Juez Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 
de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de 
noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 
  
 II. El interesado, mediante escrito de fecha 9 de mayo de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1936 en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
El Juez Encargado del Registro Civil de S. dictó auto de 10 de junio de 2008 denegando la 
solicitud. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Según el artículo 18 Cc la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del 
domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
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abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, estuviese imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados, aunque así lo declara no aporta prueba que lo 
acredite. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil ni está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc, estando el interesado en posesión de documentación marroquí.  
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VI. Finalmente, se une a lo anterior, el hecho de que la documentación que se 
aporta, expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC 
y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
Encargado del Registro Civil respecto de las certificaciones extranjeras se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que las expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 11 de marzo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 
 
 No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora contra auto dictado por el Juez  Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S., Doña M. Al nacido el 1 
de enero de 1954 en el Sáhara Occidental solicitaba que se le reconociese la nacionalidad 
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española, con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado 
del Archivo General de la Administración, certificado  de concordancia de nombre, certificado 
de nacimiento, recibo de MINURSO, pasaporte y Libro de Familia. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal una vez examinado el expediente, 
emite informe desfavorable. El Juez Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 14 de 
mayo de 2008 en el que desestima la petición realizada por la interesada  ya que no ha 
quedado acreditado en el expediente la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, 
ni haber estado en posesión y utilización de la nacionalidad española durante el tiempo de 10 
años. 
 
 4. Notificada la interesada, ésta presenta recurso a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que impugna 
el citado recurso. EL Juez Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 17 y 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el  Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª 
de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de 
diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 
20-8ª de noviembre, 3-6ª, 9-7ª y 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 
  
 II. La interesada, mediante escrito de fecha 9 de mayo de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1954 en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
El Juez Encargado del Registro Civil de S. dictó auto de 14 de mayo de 2008 denegando la 
solicitud. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Según el artículo 18 Cc la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del 
domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
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planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, estuviese imposibilitada “de facto” para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados, aunque así lo declara y aporta un documento, 
pero éste no se refiere a ella sino a su marido. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc. Tampoco puede darse por acreditada su filiación, por 
la razón que se indica en el siguiente fundamento. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VI. Finalmente, se une a lo anterior, el hecho de que la documentación que se 
aporta, expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC 
y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
Encargado del Registro Civil respecto de las certificaciones extranjeras se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que las expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 11 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
nacimiento y opción a la nacionalidad española. 

  
 
 

 No puede inscribirse sin expediente un nacimiento acaecido en Guinea Ecuatorial 
en 1987, alegando la nacionalidad española de la presunta madre, porque la certificación 
guineana acompañada por falta de garantías no da fe de la filiación, por lo mismo no cabe por 
ahora la opción a la nacionalidad española intentada por razón de patria potestad. 
 

 En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto del Juez Encargado del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 22 de enero de 2007 en el Registro Civil de L. se levanta acta de 
opción a la nacionalidad española, mediante la cual Don B., de 17 años, asistido por su madre, 
manifiesta que es de nacionalidad guineana, que opta por la nacionalidad española sin 
renunciar a su nacionalidad anterior, que promete fidelidad al Rey y obediencia a la 
Constitución y a las demás leyes españolas, que en lo sucesivo desea ostentar los apellidos N. 
Adjunta como documentación: Certificado de nacimiento, certificado de nacimiento de su 
madre, volante de empadronamiento y hoja declaratoria de datos. 
 
 2. Recibida la anterior documentación en el Registro Civil Central, mediante 
acuerdo de fecha  29 de mayo de 2008, el Juez Encargado del Registro Civil Central, deniega 
la inscripción de nacimiento y  opción a la nacionalidad española al interesado ya que por un 
lado se aporta como título un certificado expedido por Registro extranjero de una inscripción 
efectuada transcurridos 17 años desde el hecho del nacimiento mediante la simple declaración 
de la tía materna del inscrito y en la que se establece una filiación no matrimonial sin que al 



 99

parecer hayan intervenido los progenitores y de otro la señor N. nada dijo al respecto de la 
existencia de este hijo en el expediente de nacionalidad. 
 
 3. Notificado el interesado, la señora N. interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española por 
opción para su hijo. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que informa 
que procede confirmar el auto apelado. El Juez Encargado del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 del Código civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 
68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre otras, de 24-2ª, 
24-3ª de abril de 2003; 2-1ª de septiembre de 2004; 24-2ª de octubre de 2005; 26-2ª de junio 
de 2006; 29-2ª de noviembre de 2007; 27-6ª de mayo, 2-6ª de julio y 14-2ª de octubre de 2008. 
 
 II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el 
Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 
LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de 
plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española” (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y auténtico, de 
modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85, I, RRC). 
 
 III. En este caso la presunta madre adquirió la nacionalidad española por 
residencia en el año 2002 y el hijo pretende que sea inscrito su nacimiento acaecido en  
Guinea Ecuatorial en 1.987,  por medio de una certificación guineana de la que resulta que la 
inscripción de nacimiento se extendió diecinueve años después, en 2006 por declaración de 
una hermana de la presunta madre. De otro lado, en el expediente de adquisición de 
nacionalidad por residencia incoado por la madre, ésta, en su escrito inicial hacía constar que 
había contraído matrimonio en L. en 1996 y que de dicha relación nació un hijo en 1997. 
Posteriormente y dentro del mismo expediente,  en comparecencia efectuada el 6 de octubre 
de 2000 ante el Encargado del Registro Civil de dicha ciudad, declaró, que tenía un hijo menor 
de edad. Por lo tanto, solo hizo referencia a un único hijo, el habido dentro de su matrimonio, y 
en ningún caso mencionó a este otro, es decir, al interesado. 
  
 IV. En esta situación, y sin perjuicio de lo que pudiera decidirse en el expediente 
de inscripción fuera de plazo a la vista de las pruebas que en él se presenten, hay que concluir 
que la certificación guineana acompañada, que no reúne las condiciones exigidas por los 
artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento para dar fe de la filiación  
alegada, no permite que pueda tenerse por acreditado en este expediente que el optante a la 
nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 Cc). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede: 
 1º. Desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 2º. Dejar a salvo lo que pudiera decidirse en el expediente de inscripción fuera de 
plazo de nacimiento, siempre que en él se justifiquen los requisitos precisos. 
 
 
 
 
 
 
 



 100

RESOLUCIÓN (4ª) de 11 de marzo de 2009, sobre  opción a la 
nacionalidad española. 

 
 
 

 No es posible por razón de patria potestad si la interesada, cuando el padre 
adquiere por residencia la nacionalidad española, era mayor de edad según su estatuto 
personal. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de la nacionalidad española por opción 
remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra acuerdo de la Juez Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 29 de marzo de 2007 en el Registro Civil de L. se levanta acta de 
opción a la nacionalidad española, mediante la cual  Doña S., nacida en Pakistán el 30 de 
septiembre de 1987 ejercita el derecho de opción a la nacionalidad española por ser hija de un 
español ya que su padre K. ostenta la nacionalidad española. Adjunta como documentación: 
Certificado de nacimiento, certificado de nacimiento de su padre, volante de empadronamiento 
y hoja declaratoria de datos. 
 
 2. Recibida la anterior documentación en el Registro Civil Central, mediante 
acuerdo de fecha  26 de noviembre de 2007, la Juez Encargada del Registro Civil Central, 
deniega la inscripción de nacimiento y  opción a la nacionalidad española a la interesada ya 
que cuando su padre obtuvo la nacionalidad española la interesada ya era mayor de edad. 
 
 3. Notificada la interesada, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española por 
opción. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que informa 
que procede confirmar el auto apelado. La Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código civil (Cc); 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
Resoluciones, entre otras, de 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 
2004; y 20-3ª de enero y 11-3ª de octubre de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio, 
2-2ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 16-6ª de mayo y 28-5ª de noviembre de 2007; 27-
2ª de mayo, 28-7ª de noviembre y 4-6ª de diciembre de 2008. 
 
 II. La interesada, nacida en Pakistán el 30 de septiembre de 1987, ha intentado su 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central previa opción a la nacionalidad española 
por razón de patria potestad, alegando la nacionalidad española de su padre que éste adquirió 
por residencia mediante resolución de esta Dirección General de 6 de febrero de 2006, 
cumpliendo los requisitos establecidos por el artículo 23 Cc con fecha de 16 de mayo de 2006. 
 
 III. Dado que en la fecha en que el padre da cumplimiento a los citados requisitos 
y adquiere validez la nacionalidad española, la hija, que había cumplido 18 años el 30 de 
septiembre de 2005, ya era mayor de edad según su estatuto personal, hay que concluir que 
no ha estado nunca sujeta a la patria potestad de un español y no es posible la opción a dicha 
nacionalidad por este concepto. 
 
 IV. Ha de quedar a salvo que, si así se solicita, pueda inscribirse el nacimiento de 
la recurrente en el Registro Civil español, por afectar el hecho al estado civil de su padre 
español, pero en tal caso habría de hacerse constar expresamente en el asiento que no está 
acreditada conforme a Ley la nacionalidad española de la nacida (cfr. art. 66 fine RRC) 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 11 de marzo de 2009, sobre nueva inscripción por 
adopción internacional.  
 
 

 
 En caso de adopción internacional y en virtud de los artículos 16.3 y 20.1 de la Ley 
del Registro Civil, los adoptantes pueden solicitar el traslado de la inscripción de nacimiento del 
adoptado al Registro de su domicilio, así como la extensión, además de la inscripción inicial y 
la marginal de adopción, de otra posterior en la que se reflejen solamente los datos del 
nacimiento del nacido, las circunstancias personales de los padres adoptivos, la referencia al 
matrimonio de éstos y la constancia de su domicilio como lugar de nacimiento del adoptado.  
 
 En las actuaciones sobre traslado y nueva inscripción de nacimiento por causa de 
adopción internacional remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los interesados contra auto del encargado del Registro Civil de La L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de L. el 6 de junio de 2007, D. F. y 
Doña M., mayores de edad y con domicilio en La L., solicitaban la extensión de una nueva 
inscripción de nacimiento de su hija M. en la que consten los datos de nacimiento de ésta, las 
circunstancias personales de los padres adoptivos, el matrimonio de los mismos y su lugar de 
domicilio como lugar de nacimiento de la adoptada, omitiendo todo dato de la filiación 
originaria. Aportaban la siguiente documentación: Solicitud realizada en 2005 de traslado de 
inscripción, DNI de los promotores y de su hija, certificación literal de nacimiento de ésta con 
marginal de adopción, inscripciones de nacimiento y de matrimonio de los padres, certificado 
de empadronamiento y libro de familia. 
 
 2. Previo informe favorable del ministerio fiscal, la encargada del Registro Civil de 
L. dictó auto el 6 de septiembre de 2007 por el que denegaba la posibilidad de realizar una 
nueva inscripción modificando el lugar de nacimiento. 
 
 3. Notificados los interesados, presentan recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando que únicamente se ha realizado una copia literal de la 
inscripción de nacimiento original por traslado, pero no ha habido nueva inscripción.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
desestimación del mismo. El encargado del Registro Civil de La Laguna remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16, 18, 20, 23 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); los 
artículos 68 y 76 a 78, 307 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); las instrucciones de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado de 15 de febrero de 1999, de 1 de julio de 
2004 y de 28 de febrero de 2006, la Resolución-Circular de 31 de octubre de 2005 y las 
resoluciones 27-6ª y 29-3ª de octubre de 2005; 2-2ª de marzo, 22-1ª de mayo de 2006; 20-4ª 
de marzo, 15-4ª y 16-2ª de noviembre de 2007; 1 de marzo, 14-5ª y 6ª de julio de 2008. 
 
 II. Pretenden los interesados la extensión de una nueva inscripción de nacimiento 
de su hija donde consten, además de los datos de la misma, los referentes a los padres 
adoptivos, así como el lugar de su domicilio como lugar de nacimiento de la hija, omitiendo toda 
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referencia a su filiación originaria. La  inscripción inicial de nacimiento y de la adopción se 
practicó en el Registro Civil consular de España en B., extendiéndose el asiento principal con la 
filiación biológica y el marginal con la filiación adoptiva. Igualmente, por traslado del Registro 
Civil Central, se transcribió dicha inscripción en el Registro Civil de L.. La encargada de dicho 
registro acordó no haber lugar a la inscripción solicitada mediante auto de 6 de septiembre de 
2007. Esta resolución constituye el objeto del presente recurso.  
 
 III. La adopción da lugar en el Registro Civil español a una inscripción marginal en 
el asiento de nacimiento del adoptado (cfr. artículo 46 de la Ley del Registro Civil). Ello supone 
que en el mismo folio registral aparece reflejada la filiación anterior, o la ausencia de filiación, 
del adoptado, carente ya de relevancia jurídica, y la nueva filiación adoptiva dotada legalmente 
de plenitud de efectos jurídicos. Ciertamente esta superposición de filiaciones, como puso de 
manifiesto la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 15 de 
febrero de 1999, puede dar origen a molestas confusiones y a que irregularmente se dé 
publicidad a través de una certificación literal a datos que afectan a la intimidad familiar. 
 
 Con la finalidad de eliminar estos inconvenientes, la citada instrucción, en 
aplicación del mecanismo previsto por el artículo 307 del Reglamento del Registro Civil, 
autorizó con carácter general que la filiación adoptiva fuera objeto de una inscripción principal 
de nacimiento que reflejara sólo los datos sobrevenidos por la adopción, con referencia a la 
inscripción previa de nacimiento y adopción en la que se comprende todo el historial jurídico del 
adoptado. 
 
 Por otro lado, una de las circunstancias reveladora de una filiación adoptiva puede 
ser la relativa al lugar del nacimiento, especialmente cuando éste ha acaecido en un país 
remoto. Por ello, es conveniente que la publicidad de este dato quede limitada y sujeta a la 
autorización especial que el artículo 21 del reglamento establece. A tal fin, y 
complementariamente a lo anterior, la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 1 de julio de 2004, guiada de la misma finalidad de evitar la posibilidad de la 
publicidad irregular de las adopciones, especialmente respecto de las adopciones 
internacionales que tan notable incremento han experimentado en los últimos años, autorizó 
que en la nueva inscripción de nacimiento y adopción que, a solicitud de los adoptantes, se 
practique -con inclusión exclusivamente de los datos del nacimiento y del nacido y de las 
circunstancias de los padres adoptivos-  conste como lugar de nacimiento del adoptado el del 
domicilio de los adoptantes y no el lugar real de su nacimiento, reconociendo así en tales casos 
una facultad similar a la que el artículo 16 párrafo segundo de la Ley del Registro Civil otorga a 
los padres biológicos. Con ello se hace efectivo, también en este ámbito, el principio 
constitucional de equiparación entre los hijos con independencia del origen de su filiación (cfr. 
arts. 14 y 39 de la Constitución). 
 
 IV. La necesidad de dotar a esta materia de la mayor seguridad jurídica posible y 
de reforzar los citados principios constitucionales de protección de la intimidad personal y 
familiar y de igualdad jurídica y equiparación entre los hijos con independencia de su filiación, 
determinaron la reforma del artículo 20.1 de la Ley del Registro Civil, introducida por la 
disposición final segunda de la Ley 15/2005, de 8 de julio, que consistió en añadir un nuevo 
párrafo relativo al traslado de las inscripciones principales de nacimiento al registro del 
domicilio del nacido o de sus representantes legales, adición del siguiente tenor literal: “En 
caso de adopción internacional, el adoptante o adoptantes, de común acuerdo, podrán solicitar 
que en la nueva inscripción conste su domicilio en España como lugar de nacimiento del 
adoptado. A las inscripciones así practicadas les será de aplicación lo dispuesto en el párrafo 
final del artículo 16”. 
 
 V. La citada reforma legal fue objeto de rápido desarrollo reglamentario a través 
del Real Decreto 820/2005, de 8 de julio, por el que se modificó el Reglamento del Registro 
Civil, que, entre otros extremos, da nueva redacción a los artículos 77 y  307 del mismo. En 
cuanto al primero, se añade un nuevo párrafo que permite omitir los datos de la filiación 
originaria en la nueva inscripción de nacimiento practicada como consecuencia del traslado en 
los casos de adopción.  
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 VI. En el expediente examinado, se ha realizado el traslado de la inscripción de 
nacimiento con su marginal de adopción al Registro Civil de La Laguna transcribiendo 
literalmente la misma, por lo que no ha existido una nueva inscripción en los términos que 
permiten los artículos arriba citados.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso y dejar sin efecto la resolución apelada. 
 2º. Ordenar la práctica de una nueva inscripción de nacimiento de la menor M. en 
la que solamente consten los datos del nacimiento y de la nacida, las circunstancias personales 
de los padres adoptivos y la referencia al matrimonio de éstos, así como el lugar de su 
domicilio como lugar de nacimiento. En esta nueva inscripción se hará referencia a la antigua. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (6ª) de 11 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 
 

  
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1.  El 26 de octubre de 2007 la Sra. Y., de nacionalidad cubana, nacida en, L. 
(Cuba) el 24 de marzo de 1975, presentó en el Consulado General de España en L. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder el 12 
de septiembre de 2007 en H. (Cuba), según la ley local, con Don R., de nacionalidad española, 
nacido en S. el 28 de noviembre de 1980. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; del interesado, certificación de nacimiento, fe de 
vida y estado, certificado de entradas y salidas del país expedido por la Dirección de 
Inmigración y Extranjería de Cuba y poder especial otorgado ante notario cubano para contraer 
matrimonio civil en su nombre; y propia, certificaciones literales de nacimiento y de matrimonio 
con nota marginal de divorcio, sentencia de divorcio y carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 26 de octubre de 2007, se celebró la entrevista en audiencia 
reservada con la promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de A. el 29 de 
noviembre de 2007.   
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 31 de enero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que mantuvieron una estrecha 
comunicación fundamentalmente por vía telefónica, que él fue a Cuba con la intención de 
contraer matrimonio pero que le faltó un documento y hubieron de casarse por poder porque a 
corto plazo no podía hacer otro viaje y que a esa fecha él está en Cuba con el fin de consolidar 
sus planes; y presentando, como prueba documental, fotografías.  
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 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Cuba el 12 de septiembre de 2007 entre un nacional español y una ciudadana cubana y, del 
trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaran ambos, se encontraron por azar al tercer día de los ocho que él estuvo en 
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Cuba, compartieron el resto de las vacaciones, tomaron a distancia la decisión de casarse y la 
segunda vez que se encontraron tenían previsto contraer matrimonio, resultando irrelevante a 
estos efectos que, finalmente, su proyecto se frustrara porque a él le faltaba un documento y 
que la boda se celebrara por poder tres meses después. Se advierte contradicción sobre si 
dicho encuentro fortuito se produjo en la Casa de la Música o en una calle de L. y un acusado 
desconocimiento por cada uno de datos básicos del otro, incluso de identidad. El contrayente 
español regresa al Registro Civil de su domicilio dos horas después de haber comparecido 
para decir que se ha dado cuenta de que en la audiencia reservada la ha estado llamando por 
error D. cuando en realidad su nombre es Y.; y a 29 de noviembre de 2007 manifiesta que el 
matrimonio, celebrado el 12 de septiembre de 2007, tuvo lugar el 22 de octubre. A lo que 
antecede se unen otros dos hechos, por sí solos no determinantes: que consta en el 
expediente que los dos hermanos de la contrayente extranjera residen en España, muy cerca 
del interesado, y que el Encargado del Registro Civil Consular viene reiteradamente 
informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en Cuba 
entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de tal 
institución con fines migratorios.  
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 11 de marzo de 2009, sobre  matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

 
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 31 de agosto de 2007 la Sra. A, de nacionalidad cubana, nacida en P. (Cuba) 
el 26 de octubre de 1978, presentó en el Consulado General de España en L. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 16 de mayo de 
2007 en P. (Cuba), según la ley local, con Don J., de nacionalidad española, nacido en C. el 10 
de diciembre de 1961. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado 
de matrimonio local; del interesado, certificación de nacimiento, fe de vida y estado y certificado 
de entrada en el país expedido por la Dirección de Inmigración y Extranjería de Cuba; y propia, 
certificaciones literal de nacimiento y de soltería y carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 31 de agosto de 2007, se celebró la entrevista en audiencia 
reservada con la promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de C. el 6 de noviembre 
de 2007. 
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 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 31 de enero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que contrajeron matrimonio tras 
un noviazgo de ocho meses durante los que se comunicaron por correspondencia y 
telefónicamente, llegando a conocer cada uno todos los detalles del otro, y durante los que la 
ha ayudado económicamente mes tras mes; y presentando, como prueba documental, 
justificantes de transferencias bancarias, cartas y fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 



 107

 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
16 de mayo de 2007 entre un nacional español y una ciudadana cubana y, del trámite de 
audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Según consta por 
las declaraciones de ambos, los puso en contacto un amigo español de él casado con una 
amiga cubana de ella, tomaron la decisión de casarse sin conocerse físicamente y contrajeron 
matrimonio al día siguiente de que el interesado llegara a Cuba por primera y única vez. 
Precisamente el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado directa y 
personalmente antes del matrimonio es uno de los factores que, según la resolución arriba 
citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un matrimonio es de 
complacencia. Se advierten contradicciones en aspectos relevantes de la relación aducida: si 
comenzó en 2005 o en 2006, si por unas fotos de ella que a él le mostró su amigo o por unas 
cartas que le entregó o si sus comunicaciones fueron exclusivamente telefónicas o también 
epistolares. Y con la documental aportada -seis cartas, la última de ellas fechada siete meses 
antes de la interposición del recurso, y justificantes de transferencias recibidas por la promotora 
en los que no está identificado el remitente- no pueden darse por acreditadas las alegaciones 
de que se comunican semanalmente ni de que él la ayuda económicamente mes tras mes. A 
mayor abundamiento, cuando al interesado se le pregunta si el matrimonio tiene por finalidad 
que la contrayente extranjera obtenga un visado que le permita residir en España contesta “sí, 
naturalmente, además de formar una familia”. A lo que antecede se unen otros dos hechos, por 
sí solos no determinantes: que hay una significativa diferencia de edad entre los promotores y 
que el Encargado del Registro Civil Consular viene reiteradamente informando, en estos 
supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en Cuba entre ciudadanos 
cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de tal institución con fines 
migratorios.  
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (8ª) de 11 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 
  

 
 

 Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 20 de agosto de 2007, Don A., nacido en Cuba el 24 de diciembre de 
1975, presentó en el Consulado español en L. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 3 de mayo de 2007 con Doña M., nacida en 
Cuba el 30 de noviembre de 1989 y de nacionalidad española. Adjuntan como documentación: 
Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificado de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado y certificado de nacimiento y 
certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 10 de enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
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apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual los hechos comprobados  por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, lo que no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización 
fraudulenta del matrimonio. Así coinciden en el lugar y momento en que se conocieron, trabajo 
y estudios de cada uno; la interesada conoce el nombre y edad de los hijos del interesado, etc. 
Por tanto, aunque como informa el Encargado del Registro es posible la falta de intención de 
contraer matrimonio a los fines propios de dicha institución, lo cierto es que no existen 
elementos de juicio para afirmarlo con suficiente grado de certeza, sobre todo a la vista de las 
pruebas aportadas con el recurso. 
 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
juidicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en Cuba el 3 de mayo de 2007 entre Don A. y Doña M. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 12 de marzo de 2009, sobre rectificación de errores.  
 
 

En principio hay que acudir a la vía judicial para rectificar la fecha de 
nacimiento en una inscripción de nacimiento. 
 
 En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por la Juez Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 19 de febrero de 2007, Doña S., manifiesta que al 
practicarse su inscripción de nacimiento se incurrió en un error en la fecha de nacimiento ya 
que se ha hecho constar 1 de enero de 1951 cuando lo correcto es 28 de septiembre de 1962, 
por lo que solicita la rectificación del error. Adjunta como documentación: Certificado de 
nacimiento y copia literal de nacimiento original. 
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 2. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La Juez Encargada del Registro 
Civil, mediante auto de fecha 12 de diciembre de 2007 deniega lo solicitado por el interesado 
ya que dicha rectificación se debe de realizar por la vía judicial ordinaria. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación del error. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto apelado. La 
Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones, entre otras, de 16-2ª de febrero de 
2002; 21 de marzo, 10 de julio y 5-1ª de diciembre de 2003; 14-4ª de mayo de 2004; 18-4ª y 
24-6ª de octubre de 2005; 18-4ª y 24-6ª de octubre de 2005; 13-1ª y 28-2ª de marzo y 3-4ª de 
abril de 2006; 24-2ª de abril, 28-2ª de diciembre de 2007; 3-3ª de enero, 18-3ª de junio y 25-8ª 
de noviembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por la promotora la rectificación en la inscripción de su nacimiento 
de la fecha en que éste acaeció alegando que la correcta es la de 28 de septiembre de 1962 y 
no la de 1 de enero de 1951 que se ha hecho constar en la inscripción practicada. Por la Juez 
Encargada del Registro Civil Central se dictó auto de 12 de diciembre de 2007 denegando la 
rectificación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Es doctrina constante de este Centro Directivo que el dato sobre la fecha de 
nacimiento, consignada en una inscripción de nacimiento, no es una simple mención de 
identidad del nacido susceptible de rectificación, si fuera errónea, por expediente gubernativo 
con apoyo en el artículo 93-1º de la Ley. Por el contrario, ese dato es una circunstancia 
esencial de la inscripción de nacimiento y de la que ésta hace fe (cfr. art. 41 LRC), por lo que 
su rectificación, por muy evidente que pueda parecer el error, ha de obtenerse en principio 
acudiendo a la vía judicial ordinaria conforme al criterio general que proclama el artículo 92 de 
la Ley del Registro Civil. En este caso se da además la circunstancia de que la inscripción se 
practicó teniendo en cuenta la certificación local de nacimiento, traducida, de la interesada, en 
la que como año de nacimiento figura 1951, el mismo que se ha hecho constar por el Registro 
Civil Central en la inscripción. Por tanto, no se advierte la existencia de un error registral que 
deba ser subsanado por la vía de este expediente gubernativo.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 12 de marzo de 2009, sobre rectificación de errores.  
 
 
 No prospera el expediente de rectificación del estado civil de los padres en la 
inscripción de nacimiento de su hijo. 
 
 En el expediente de rectificación de errores remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto de la Juez Encargada del Registro 
Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 9 de mayo de 2008, Don E., manifiesta que en la 
inscripción de nacimiento de su hijo J. existe un error en el estado civil de los padres y su 
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matrimonio al figurar casados en lugar de solteros. Adjuntan como documentación: Certificado 
de nacimiento del menor y certificados de nacimiento de los padres de éste. 
 
 2. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La Juez Encargada del Registro 
Civil, mediante auto de fecha 11 de julio de 2008 deniega lo solicitado por el interesado ya que 
dicha rectificación se debe de realizar vía expediente gubernativo. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación del error. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se remite a su anterior informe. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 2, 92 y 93 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de 14-3ª de noviembre de 2002; 19-5ª 
de septiembre de 2005; 9-3ª de marzo, 25-3ª de mayo de 2006; 10-3ª de octubre y 24-11ª de 
noviembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por el interesado que en la inscripción de nacimiento de su hijo J., 
nacido en M. el 23 de julio de 2007, se rectifique el estado civil de los progenitores, que no es 
el de “casados”, sino el de “solteros” y lo relativo a la existencia de su matrimonio. Por la Juez 
Encargada se dictó auto de 11 de julio de 2008 denegando la rectificación. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. El estado civil de una persona es una mención de identidad (cfr. art. 12 RRC) 
por lo que, si se demuestra que ha sido consignado erróneamente, cabe su rectificación por 
expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93-1º de la Ley del Registro Civil.  
 
 IV. En materia de rectificación de errores la regla general es la de que deben ser 
rectificados por sentencia firme recaída en juicio ordinario (cfr. art. 92 LRC) y esto es aplicable 
especialmente tratándose de rectificaciones como la pretendida, que implican una modificación 
del estado de filiación que prueba prima facie el Registro. En cualquier caso para que por esta 
vía del expediente gubernativo hubiese sido posible la rectificación, es obvio que tendría que 
haberse acreditado la existencia del error que se pretende subsanar y esto no se ha 
conseguido por el interesado, puesto que el Registro Civil practicó la inscripción a la vista de la 
correspondiente declaración de datos formulada por el propio interesado en la que  hizo 
constar que el estado civil de los padres del nacido era el de casados y que el matrimonio 
existía e, incluso, declaró el lugar y fecha de celebración, M., el 14 de octubre de 2006.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 12 de marzo de 2009, sobre inscripción de filiación 
fuera de plazo.  
 
 
 No procede al no estar acreditado que el interesado sea hijo de padre español, por 
estar afectada la filiación por la presunción de paternidad matrimonial que no ha sido destruida. 
 
 En expediente sobre filiación no matrimonial en inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra auto del 
Encargado del Registro Civil Consular de C. (Venezuela). 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil del Consulado de España en 
C., Don A., nacido en Venezuela el 25 de enero de 1967 solicita la inscripción de su nacimiento 
ya que su padre Don A. nació en A. (España) el 28 de junio de 1930. Adjunta la siguiente 
documentación: Certificado de nacimiento de su padre, certificado de su nacimiento y 
certificado de filiación. 
 
 2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto con fecha 22 de febrero de 
2007, mediante el cual deniega lo solicitado por el interesado ya que en el momento de su 
nacimiento su madre estaba casada con el señor J., circunstancia que hace entrar en juego la 
presunción de paternidad marital establecida en el artículo 116, esa presunción no puede ser 
desvirtuada por la mera declaración en contrario del supuesto progenitor. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de su nacimiento, aportando 
pruebas biológicas al respecto.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 69, 113, 115 y 116 del Código Civil (Cc); 386 de la Ley del 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 2 y 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 183 y 185 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); la Circular de 2 de junio de 1981, y las Resoluciones, entre otras, de 
18 de enero, 22-3ª de abril y 20-4ª de septiembre de 2002; 17 de abril y 25-3ª de junio de 2003;  
8-3ª de junio de 2007; 9-2ª de diciembre de 2008; y 7-2ª de enero de 2009. 
 
 II. Se pretende por el promotor inscribir, con filiación no matrimonial, su nacimiento 
acaecido en Venezuela en 1967, cuando la madre estaba casada con persona distinta de la 
que se manifiesta que es el padre biológico. La inscripción de nacimiento se practicó en 1979 
en el Registro local, constando en ella como padre don A., de nacionalidad española. El marido 
de la madre era entonces don J., venezolano. El divorcio tuvo lugar por sentencia de 30 de 
junio de 1978. Por el Encargado del Registro Civil Consular se dictó auto de 22 de febrero de 
2007 denegando la inscripción de nacimiento del interesado por no resultar acreditada su 
filiación respecto de un español. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. La cuestión a dilucidar en las presentes actuaciones es la de la filiación, 
matrimonial o no, del interesado, puesto que de ella depende que se pueda practicar la 
inscripción de nacimiento en el Registro español, la cual solo procederá si se estima que el 
interesado es hijo de padre español, condición que no concurre en el marido de la madre y sí 
en el presunto padre biológico del interesado. La solución que deba adoptarse exige que, 
previamente, se determine si la presunción de paternidad matrimonial (cfr. art. 116 Cc) queda o 
no destruida con las declaraciones formuladas y pruebas aportadas.  
 
 IV. En principio hay que tener en cuenta que, si la madre es casada y el 
alumbramiento ha tenido lugar antes de transcurridos trescientos días desde la separación 
legal o de hecho de los cónyuges, es obligado inscribir la filiación matrimonial, dada la fuerza 
probatoria (cfr. art. 113 Cc) de la presunción de paternidad del marido de la madre del artículo 
116 del Código civil y mientras no llegue a desvirtuarse la eficacia probatoria de tal presunción 
(cfr. arts. 386 LEC). Desde el momento en que se solicita la inscripción de una filiación está 
cumplido el requisito exigido para admitir como prueba la presunción de paternidad del marido 
(cfr. arts. 113 Cc y 2 LRC).  
 
 V. En este caso si se examinan las circunstancias que concurren resulta lo 
siguiente: Que cuando nace el interesado la madre estaba casada con persona distinta del 
padre biológico; que el nacimiento tuvo lugar en 1967 y el divorcio de los padres se declaró 
once años mas tarde, por sentencia dictada en 1978; que la inscripción de nacimiento del 
interesado, sin mas trámite que la simple comparecencia de los padres, se practicó en 1979, es 
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decir, doce años después de acaecido dicho nacimiento, lo que no deja de plantear dudas 
sobre la realidad del nacimiento inscrito y sobre su legalidad conforme a la legislación española 
(cfr. art. 23. II LRC), sin que reúna, por tanto, la inscripción las condiciones exigidas (cfr. art. 23 
LRC y 85 RRC) para dar fe de la filiación del inscrito; que el interesado ha aportado la 
sentencia de divorcio en la que consta que en el matrimonio de la madre hubo tres hijos, 
mientras que los testigos declaran que fueron cuatro, y, finalmente, que el interesado aporta 
una prueba biológica de paternidad, a la cual, frente a las circunstancias mencionadas, no 
puede atribuírsele fuerza suficiente como para destruir la presunción de filiación matrimonial del 
artículo 116 Cc. Sobre esta prueba,  tiene reiteradamente señalado este Centro Directivo, que 
su valor podría ser suficiente en el ámbito de un procedimiento judicial por las garantías 
procesales que dicha vía proporciona, pero no en esta del expediente gubernativo. De ahí que 
la filiación no matrimonial pretendida no pueda quedar determinada en este caso por la vía del 
expediente gubernativo, sino que deberá acudirse para ello a la judicial ordinaria. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 12 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
 
  Se autoriza porque no hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio, remitido a este 
centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados contra auto de la 
encargada del Registro Civil de V. 
 

H E C H OS 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de V. el 5 de abril de 2007, R., 
nacida el 15 de octubre de 1974 y de nacionalidad española, y el ciudadano argelino A., nacido 
el 19 de marzo de 1979, ambos con domicilio en V., solicitaban autorización para contraer 
matrimonio civil. Adjuntaban los siguientes documentos: Partida de nacimiento, certificado de 
estado civil, certificado de empadronamiento y pasaporte del solicitante; inscripción de 
nacimiento, declaración de estado civil, certificado de empadronamiento y DNI de la interesada. 
 

2. Ratificados los promotores, se practicó el trámite de audiencia reservada por 
separado a los mismos. 
 

3. La juez encargada del Registro Civil dictó auto el 20 de noviembre de 2007 
denegando la autorización por falta de verdadero consentimiento matrimonial. 
 

4. Notificados el ministerio fiscal y los promotores, éstos interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la revocación del auto y 
aportando, entre otros, los siguientes documentos: fotos, fotocopia de una libreta de ahorros y 
de la tarjeta sanitaria del solicitante y certificado de empadronamiento conjunto. 
 

5. Del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emitió informe desfavorable. 
La encargada del Registro Civil de C., remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 

Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 238, 
245, 246, 247, del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de enero de 1995 y de 
31 de enero de 2006 y las resoluciones, entre otras, de 30-1ª de diciembre de 2005; 26-3ª y 5ª 
de junio,19-2ª y 25-1ª de julio, 5-2ª y 3ª de septiembre, 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 
21-2ª y 3ª y 28-2ª de diciembre de 2006; 6-3ª y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de 
mayo, 9-4ª de julio, 12-1ª de septiembre, 28-6ª de septiembre, 1-3ª de octubre y 18-1ª de 
diciembre de 2007; y 31-3ª de enero de 2008. 

 
II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 

civil es trámite esencial la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor, asistido por el secretario, para cerciorarse de la inexistencia de 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC e Instrucción de 9 de enero de 1995, regla 3ª). 

 
III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos-

especialmente en los matrimonios entre español y extranjero-en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia del matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resulten para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la  convicción de que existe simulación, no 
debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73.1º Cc). 

 
IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 

sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 

 
V. En el caso actual se trata de autorizar un matrimonio entre una española y un 

ciudadano argelino y los hechos comprobados por medio de esas declaraciones 
complementarias oportunas no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de 
ellos, sin sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias reservadas 
practicadas en un principio (en noviembre de 2007) no revelaban grandes contradicciones o 
desconocimiento de datos que pudieran considerarse de importancia a los efectos de poder 
deducir una utilización fraudulenta de la institución matrimonial. No obstante, debido a la 
brevedad de las mismas y teniendo en cuenta las circunstancias específicas del caso (se trata 
de autorizar el matrimonio de una española con un ciudadano extracomunitario en situación 
irregular y con un expediente de expulsión), este centro solicitó la realización de una nueva 
audiencia a los promotores que se llevó a cabo en febrero de 2009 y que ofrece unos 
resultados similares a la anterior, sin que pueda afirmarse, por tanto, de forma concluyente la 
existencia de simulación. 

 
VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 

como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de Octubre de 1993, “ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea 
declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de elegir la primera 
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alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y autorizar la celebración del matrimonio solicitado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 12 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

 
 

 

 
Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 22 de octubre de 2007 
el Sr. M., de nacionalidad marroquí, nacido el 19 de marzo de 1980 en B. (Marruecos) y Doña 
H., de nacionalidad española, nacida el 3 de junio de 1966 en M., iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, fe de soltería, pasaporte marroquí, extracto de partida de 
nacimiento y certificado de residencia en B. (Marruecos); y, de la promotora, certificación de 
nacimiento, fe de vida y estado, volante de empadronamiento y DNI 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos dos amigos, que 
manifestaron su pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en 
prohibición legal alguna. Librado oficio a la Brigada de Extranjería y Documentación de la 
Policía para que notificara el estado civil de los interesados, se recibió informe en el que se 
señalaba que no se disponía de elementos de criterio para saber si habían contraído 
matrimonio conforme a la legislación marroquí y la religión musulmana y se significaba que ya 
se había emitido informe en expediente del año anterior. El 11 de diciembre de 2007 se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada, al promotor con asistencia de intérprete, y el 
día 12 la Juez Encargada dispuso que se uniera a lo actuado el expediente de autorización de 
matrimonio civil al que aludía el oficio de la Brigada de Extranjería y Documentación, iniciado 
por los mismos promotores el 29 de diciembre de 2006 y archivado tras adquirir firmeza el auto 
denegatorio dictado el 23 de febrero de 2007.   
  
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la celebración del matrimonio, por entender que 
el trámite de audiencia había puesto de manifiesto que no había verdadero consentimiento, y el 
3 de enero de 2008 la Juez Encargada, considerando que los hechos comprobados eran lo 
suficientemente clarificadores como para deducir de ellos la existencia de simulación, dictó 
auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el promotor 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que las 
contradicciones en que incurrieron fueron sobre hechos no esenciales y que, por tanto, la 
denegación no puede fundamentarse en ellas. 
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre y 
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remitiéndose a los propios fundamentos de éste, impugnó el recurso y la Juez Encargada 
ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Consta 
documentalmente que estas mismas personas iniciaron un primer expediente de autorización 
para contraer matrimonio el 29 de diciembre de 2006 y por sus manifestaciones, hechas el 11 
de diciembre de 2007, que se conocen hace un año -“casi”, añade él-. Pese al año transcurrido 
entre uno y otro expediente, se sigue advirtiendo un acusado desconocimiento mutuo que 
alcanza incluso a las señas de identidad: él cree que ella, H., lleva como primer apellido H. y 
como segundo B. Los dos refieren que todos sus encuentros tienen lugar en casa de ella pero 
discrepan sobre la distribución de la vivienda y las personas que la habitan: su madre y ella con 
cinco de sus hermanos, según ella; o con dos ancianas incapacitadas, que son familiares, 
según él. Se aprecian también contradicciones sobre hechos relevantes de su relación: si él la 
ayuda económicamente o no o si, una vez casados, él se instalará en casa de ella o ya 
buscarán cuando llegue el momento, añadiendo él que pedirá permiso de residencia en M. 
porque ella es española y que en M. trabajará en lo que sea, en tanto que la interesada no 
sabe si buscará empleo en dicha ciudad o continuará con el que tiene en Marruecos, de 
pescador en B., según ella, de vendedor ambulante de pescado por F. y los pueblos de 
alrededor, según él. A lo que antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no 
determinante, que hay una significativa diferencia de edad entre ambos. Todo ello lleva a la 
convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que 
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está siendo instrumentalizado para que el promotor extranjero consiga estancia regular en 
España.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 12 de marzo de 2009, sobre  inscripción de 
matrimonio. 
 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto de la Juez Encargada del 
Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña M. nacida en República Dominicana el 7 de julio de 1967, y de nacionalidad 
española, presentó ante el Registro Civil Central hoja de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado el 26 de diciembre de 2005 en República Dominicana 
con Don A., nacido en República Dominicana el 10 de noviembre de 1967 y de nacionalidad 
dominicana. Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria 
de datos, acta de matrimonio, certificado de nacimiento y sentencia de divorcio de la interesada 
y certificado de nacimiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los 
interesados. Mediante auto de fecha 30 de noviembre de 2007 la Juez Encargada del Registro 
Civil Central deniega la inscripción de matrimonio ya que se trata de un matrimonio de 
conveniencia con fines exclusivamente migratorios. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada, interpone recurso volviendo a solicitar 
la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto apelado. La Juez Encargada ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 

derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
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en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
     V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana, entre una española, dominicana de origen, y un dominicano y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines 
propios de esta institución. Aunque ambos coinciden en que se conocieron en el año 2004 
difieren en el momento en que se conocieron ya que mientras que ella dice que fue a mediados 
de junio y que permaneció hasta septiembre, él dice que fue en abril y que al mes siguiente de 
conocerse ella regresó a España, así mismo él dice que no ha habido convivencia y ella dice 
que empezaron a convivir al mes de conocerse. También hay discrepancia en cuanto a la 
comunicación ya que ella dice que se comunican por teléfono e Internet, él dice que nunca se 
han comunicado por Internet, en este sentido no aportan pruebas de lo manifestado. Él 
manifiesta que ella trabaja como camarera y limpiando una oficina cuando trabaja como 
empleada de hogar en casas. El interesado sabe que ella tiene tres hijos pero desconoce todo 
lo relacionado con ellos, no sabe el número de teléfono de ella, tampoco cuando obtuvo la 
nacionalidad española, cuando se divorció. Por otra parte el manifiesta que cuando la conoció 
ella estaba embarazada de pocos meses pues no se le notaba el embarazo y ella afirma que 
cuando conoció al interesado ella acababa de tener a su último hijo y que éste tenía dos 
meses. El interesado declara que ella practica deporte en su tiempo libre y ella dice que su 
afición favorita es ir con sus hijos al parque de atracciones. Hay pues base para llegar a la 
convicción, de que no hay consentimiento verdadero y de que estamos ante uno de los supuestos, 
frecuentes de personas que buscan emigrar a España y que contraen matrimonio con un 
ciudadano español con el único fin de conseguir el ingreso en territorio español. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Civil Central quien por su inmediación a los hechos son los que más fácilmente 
pueden apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría 
desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, 
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del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se 
estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN de 13 de marzo de 2009, sobre autorización de matrimonio 
 

 
Se deniega su autorización porque  hay datos bastantes para deducir la ausencia 

de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio, remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por la Juez 
Encargada del Registro Civil de A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 13 de junio de 2007 Don F., nacido en Venezuela el 
12 de agosto de 1975 y de nacionalidad venezolana y Doña M. nacida en A. el 21 de junio de 
1970 y de nacionalidad española, iniciaban expediente en solicitud de autorización para 
contraer matrimonio civil. Adjuntaban la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, 
certificado de empadronamiento y certificado de estado civil del interesado, y certificado de 
nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento de la interesada 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tiene el 
pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en ilegalidad alguna, Se celebra 
el trámite de audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la 
autorización del matrimonio. La Juez Encargada del Registro Civil, mediante auto de fecha 25 de 
septiembre de 2007 deniega la autorización para contraer matrimonio de los solicitantes por falta 
de verdadero consentimiento. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la autorización para contraer matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil  remitió lo 
actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
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efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España conforme a la legislación de nuestro país que cursan un venezolano 
y una española y de las audiencias reservadas practicadas se han puesto de manifiesto una 
serie de datos que impiden que se autorice el matrimonio. El interesado no sabe la fecha de 
nacimiento de ella, aunque dice que tiene 36 años cuando son 37, por otra parte ella dice que 
él tiene 29 años cuando son 33 años. La interesada afirma que él tiene dos hijos cuando son 
tres, desconociendo además todo lo relacionado con ellos. Manifiestan que viven juntos pero él 
desconoce cuanto paga de alquiler. El interesado desconoce el nombre de los padres de ella 
aunque afirma que habla cada quince días con su suegra. El manifiesta que ella trabaja 
limpiando casas y que gana 70 euros y ella declara que recibe de la Comunidad de M. 196 
euros y que gana limpiando casas 40 ó 50 euros, por su parte ella no sabe cuanto gana  él 
como portero de seguridad ya que afirma que gana 130 euros semanales cuando son 200 
euros. El interesado dice que decidieron contraer matrimonio hace dos meses en una cafetería 
y ella manifiesta que él se lo pidió hace tres meses saliendo de la comisaría. No coinciden en 
gustos, aficiones y regalos que se han hecho mutuamente. El interesado afirma que tienen ya 
las alianzas de boda y ella dice que todavía no las tienen. Por todo ello ha de deducirse que el 
matrimonio proyectado no cumple requisitos propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 23 de marzo de 2009, sobre inscripción de 

matrimonio. 

  
 

 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña E., nacida en República Dominicana el 10 de febrero de 1960 y de 
nacionalidad española, presentó ante el Registro Civil Central, hoja de declaración de datos 
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para la inscripción del matrimonio celebrado el 19 de agosto de 2005 en República Dominicana 
con Don G., nacido en República Dominicana el 19 de febrero de 1954 y de nacionalidad 
dominicana. Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria 
de datos, acta de matrimonio, certificado de nacimiento, certificado de estado civil y volante de 
empadronamiento de la interesada y certificado de nacimiento del interesado 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia con 
los interesados. Mediante auto de fecha 17 de octubre de 2007 el Juez Encargado del Registro 
Civil Central deniega la inscripción de matrimonio por falta de consentimiento válido. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada, interpone recurso volviendo a solicitar 
la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto apelado. El Juez Encargado del Registro Civil Central ordena  la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
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denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana, entre una española, dominicana de origen, y un dominicano y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines 
propios de esta institución. El interesado no recuerda la fecha del enlace matrimonial, la 
interesada sabe que él tiene seis hijos pero desconoce todo lo relacionado con ellos. El 
interesado tiene seis hermanos y ella dice que tiene tres. El interesado desconoce la fecha de 
nacimiento de la interesada, cuando adquirió la nacionalidad española, desconoce el número 
de teléfono y la dirección exacta de la interesada, dice que ella tiene cuatro hermanos pero no 
sabe los nombres, así mismo manifiesta que ella tiene cuatro hijos pero no recuerda el nombre. 
Se contradicen en el número de viajes que la interesada ha realizado a su país. Hay pues base 
para llegar a la convicción, de que no hay consentimiento verdadero y de que estamos ante 
uno de los supuestos, frecuentes de personas que buscan emigrar a España y que contraen 
matrimonio con un ciudadano español con el único fin de conseguir el ingreso en territorio 
español. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Civil Central quien por su inmediación a los hechos son los que más fácilmente 
pueden apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría 
desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, 
del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se 
estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 23 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 2 de septiembre de 2005 el Sr. B., de nacionalidad colombiana, nacido en C., 
(Colombia) el 20 de marzo de 1965, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por 
poder en B. (Colombia) el día 18 de agosto de 2005, según la ley local, con Doña S., de 
nacionalidad española, nacida en V. el 27 de abril de 1981.  Aportaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, registro de nacimiento, 
pasaporte colombiano y certificado negativo de movimientos migratorios; y, de la interesada, 
certificación de nacimiento fe de vida y estado y pasaporte. 
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 2. Ese mismo día, 2 de septiembre de 2005, se celebró la entrevista en audiencia 
reservada con el promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de V. el 31 de enero de 
2006.   
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 21 de 
febrero de 2006 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba 
no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la escasa motivación de la 
resolución les deja en total y absoluta indefensión y que de ningún modo se está utilizando la 
vía del matrimonio para conseguir otros fines. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y mas recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
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la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 18 de agosto de 2005 entre una ciudadana española y un nacional colombiano 
y, del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaran ambos, su primer contacto, no presencial, se produjo en 2004; ninguno de los 
dos visitó al otro, tomaron a distancia la decisión de casarse, contrajeron matrimonio por poder 
sin haberse visto y seis meses después de la boda seguían sin conocerse. Precisamente el 
hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado personalmente antes del matrimonio es 
uno de los factores que, de acuerdo con la resolución arriba citada del Consejo de la Unión 
Europea, permite presumir que un matrimonio es de complacencia. Se advierten 
contradicciones sobre las circunstancias en que se produjo su primer contacto: si en Internet o 
vía celular y correo electrónico o si fue propiciado en España por un familiar o, más 
concretamente, por un hermano de él, que en 2004 era compañero de trabajo de ella y a 31 de 
enero de 2006 es compañero de piso. Quizá el escaso trato sea la causa de que ella aventure 
que él es natural de la población en la que actualmente reside o que crea que es licenciado en 
Psicología, cuando él declara que sólo cursó cinco semestres. No consta en el expediente, ni 
por manifestaciones ni por documental, que se comunicaran con regularidad durante el año 
que afirman que transcurrió desde que tomaron conocimiento hasta que contrajeron matrimonio 
por poder ni tampoco que se hayan conocido personalmente o se hayan relacionado por algún 
otro medio durante los tres años que llevan casados. A lo que antecede se une, aunque se 
trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una significativa diferencia de edad 
entre ambos.  
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 23 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 

 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de L. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de de L. el 6 de septiembre de 
2006 Don J., de nacionalidad española, nacido el 26 de octubre de 1976 en P. y la Sra. L. , de 
nacionalidad colombiana, nacida el 5 de diciembre de 1959 en B. (Colombia) iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor, DNI, certificación de nacimiento, certificado de 
empadronamiento en P. y fe de vida y estado; y de la promotora NIE, registro de nacimiento, 
certificado de empadronamiento en C. declaración juramentada de estado civil efectuada en el 
Consulado de Colombia en L., certificado de la Notaría S  (Colombia) sobre constancia de 
escritura pública de cesación de efectos civiles de matrimonio religioso y certificado del 
Consulado General de Colombia en M. sobre existencia en ese país de edictos, que deben 
fijarse en el lugar donde vaya a celebrarse el matrimonio. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, se dispuso la publicación de edictos en P., se 
requirió a los interesados para que presentaran como testigo al padre o a la madre de uno u 
otro contrayente o, en su defecto, a un hermano, pariente o allegado, compareciendo una 
amiga, que expresó su convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en 
prohibición alguna; y el 13 de septiembre de 2006 se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, habida cuenta de que las audiencias reservadas habían 
puesto de manifiesto contradicciones e incluso mutuo desconocimiento de datos personales 
relevantes, se opuso a que se autorizara la celebración del matrimonio y el 6 de noviembre de 
2006 el Juez Encargado, apreciando testifical insuficiente para acreditar la inexistencia de 
impedimentos y ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
se ha estimado que hay contradicciones porque no se ha valorado su situación personal, ni los 
matices culturales que cada uno introduce en las respuestas ni el hecho de que residen en 
municipios separados. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que ratificó el 
informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre y, remitiéndose a los 
propios fundamentos de éste, ratificó su oposición a que se autorizara el pretendido matrimonio 
y el Juez Encargado ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.  
 

 
 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
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 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana colombiana resultan del trámite de 
audiencia un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se 
pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Se aprecia 
desconocimiento por cada uno de circunstancias personales, familiares y laborales relevantes 
del otro que no se justifica fácilmente entre personas que manifiestan que se conocieron hace 
cuatro años y que iniciaron la relación hace uno. Así, él indica que la única hija de ella, 
estudiante de contabilidad, se está formando como administrativa y, en un principio, no quiere 
venir a España, en tanto que ella declara que sólo quiere venir de turismo, y se contradicen 
sobre si el trabajo anterior de la interesada -en el actual lleva tres meses- era en un hotel o en 
unos apartamentos. Y él, por su parte, no sabe cómo se llama ninguno de los cinco hermanos 
de ella, hecho que trata de explicar diciendo que no los conoce, y menciona únicamente el 
segundo de los nombres de su padre, con el que afirma haber hablado por teléfono en una 
ocasión, en tanto que ella refiere que, aunque no los conoce personalmente, ha hablado por 
teléfono con su padre y con sus cinco hermanos. Y cuando se les requiere para que presenten 
como testigo al padre o a la madre de cualquiera de los dos o, en su defecto,  a un hermano, a 
un pariente o a un allegado, comparece un amigo, pese a que toda la familia de él reside en L. 
A lo que antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay 
una significativa diferencia de edad entre ambos. Todo ello lleva a la convicción de que el 
matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado con fines migratorios.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
Resolución (4ª) de 23 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en el 
extranjero. 
 

 
                  Se deniega la inscripción del matrimonio poligámico, ya que, aunque sea válido 
para el ordenamiento extranjero correspondiente al estatuto personal anterior del extranjero 
naturalizado español, y aún rigiendo en materia de capacidad matrimonial el estatuto personal 
de los contrayentes, es claro que la ley extranjera, aplicable como regla según nuestras normas 
de conflicto, ha de quedar excluida por virtud de la excepción de orden público internacional ( 
cfr, art, 12-3 Cc ). 
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 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra acuerdo emitido por la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central Don H. nacido en 
Marruecos el 1 de enero de 1957 y de nacionalidad española, solicitaba la inscripción de su 
matrimonio celebrado en Marruecos el  27 de abril de 1995 con Doña H. nacida en Marruecos 
el 20 de abril de 1970 y de nacionalidad marroquí. Aportaban como documentación: Certificado 
de matrimonio y certificado de nacimiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con 
los interesados. La Juez  Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 15 de febrero de 
2006, deniega la inscripción del matrimonio, ya que en este caso se pretende la inscripción de 
un matrimonio poligámico celebrado el 27 de abril de 1995, al momento de la celebración de 
este matrimonio el esposo estaba casado con Doña K., matrimonio que quedó disuelto según 
el certificado aportado por el Juzgado de Primera Instancia de A. el 12 de enero de 1996. 
 
 3. Notificado al Ministerio Fiscal y a los interesados, el interesado interpone 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del 
matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto recurrido. 
La Juez Encargada del Registro Civil remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 8, 9, 12, 65 del Código Civil; 15, 16, 23 y 35 de la Ley del 
Registro Civil; 12, 66, 68, 256, 257 y 258 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones 
de 8 de abril, 30  de septiembre, 2-2º de noviembre de 1999, 14 de diciembre de 2000 y 14-2ª 
de mayo de 2001. 
 
 II. Cuando una persona adquiere la nacionalidad española, su matrimonio anterior 
subsistente celebrado en el extranjero ha de inscribirse, en principio, en el Registro Civil 
español (cfr. Art. 66, I, RRC ). La inscripción requiere en todo caso, además del título 
documental oportuno o de un expediente ( cfr. Arts. 256 y 257 RRC),  que el enlace sea válido 
para el ordenamiento español. 
 
 III. El matrimonio poligámico cuya inscripción se intenta se celebró el 27 de abril 
de 1995, cuando consta también por certificación del Registro Civil español que el contrayente 
español, marroquí de origen, había celebrado un matrimonio anterior con otra súbdita marroquí, 
que hay que presumir válido y subsistente hasta la fecha de su disolución por divorcio mediante 
sentencia judicial recaída en 1996, es decir en un momento posterior a la celebración del 
segundo matrimonio. Aunque este segundo enlace sea válido para el ordenamiento marroquí y, 
en principio, haya que aplicar en este punto el estatuto personal de los contrayentes, es claro 
que la ley extranjera, aplicable como regla según nuestras normas de conflicto, ha de quedar 
aquí excluida por virtud de la excepción de orden público internacional (cfr. Art. 12-3 Cc) que no 
puede permitir la inscripción de un matrimonio poligámico que atentaría contra la concepción 
española del matrimonio y contra la dignidad constitucional de la mujer. 
 
 IV. No es cuestión de dilucidar ahora los efectos de distinto tipo que ese hecho 
pueda producir para el ordenamiento español. Lo que es evidente es que no puede admitirse 
que en una inscripción de matrimonio en el Registro español conste que uno de los 
contrayentes ya estaba casado cuando se celebró el enlace. Recuérdese que el estado civil de 
cada contrayente en ese momento es un dato obligado en la inscripción de matrimonio (cfr. 
Arts. 35 LRC y 12 y 258 RRC). 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo apelado. 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (5ª) de 23 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 

 
 Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la interesada contra acuerdo emitido por la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 4 de enero de 2006, presentado en el Registro Civil 
Central Doña C., nacida en República Dominicana el 15 de junio de 1968 y de nacionalidad 
española, solicitaba la inscripción de su matrimonio celebrado en República Dominicana el 5 de 
julio de 2001 con Don J., nacido en República Dominicana el 1 de mayo de 1970. Aportaban 
como documentación: Certificado de matrimonio, certificado de nacimiento y volante de 
empadronamiento de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con 
los interesados. La Juez  Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 22 de marzo de 
2007, deniega la inscripción del matrimonio, ya que practicada la audiencia reservada se llega 
a la conclusión de que el matrimonio es nulo por simulación. 
 
 3. Notificado al Ministerio Fiscal y a los interesados, la interesada interpone 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del 
matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto recurrido. 
La Juez Encargada del Registro Civil remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar,  en  la  medida d e lo  posible, la existencia  aparente  de estos matrimonios y su 
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inscripción en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la instrucción de 9 
de Enero de 1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio 
de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la ley y 85 de su reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 5 de julio de 2001 entre una española, dominicana de origen, y un 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicado a los interesados resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. Así, resulta que ella tiene un hijo de otra relación en el año 
2002, es decir justo un año después de casarse, siendo éste de la misma persona con la que 
había tenido otro hijo en el año 1999. Por otro lado, ella desconoce el nombre, fecha y lugar de 
nacimiento del hijo que tiene el otro contrayente. Por último, no coinciden en el dato de si ella 
había contraído algún otro matrimonio.  
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento. 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo apelado. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 23 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero.  
 
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud de los interpuestos por los interesados contra auto del Encargado 
del Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 28 de marzo de 2007 el Sr. J., de nacionalidad colombiana, nacido en P. 
(Colombia) el 28 de noviembre de 1975, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por 
poder el día 2 de febrero de 2007 en P.  (Colombia), según la ley local, con Doña M., de 
nacionalidad española, nacida en L. el 24 de julio de 1974. Aportaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; registro de nacimiento, pasaporte 
colombiano y certificado de movimientos migratorios; y, de la interesada, certificación de 
nacimiento, fe de vida y estado y pasaporte. 
 
 2. El 24 de abril de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de A. de L. el 29 de junio de 2007.   
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 23 de 
enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron sendos recursos 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, a los dos años de 
relación en L., él viajó a Colombia a finales de 2005 para resolver un asunto concerniente a su 
hija y ya no pudo “volver a entrar” en España; que continuaron  comunicando a diario por 
teléfono y correo postal y electrónico, que a última hora decidieron que la boda, fijada para el 2 
de febrero de 2007, se celebrara por poder porque para ella era complicado viajar por su 
trabajo y por los estudios de su hijo; y que estuvieron unos días juntos en Colombia durante las 
vacaciones de verano de ella, y presentando como prueba correos electrónicos, notas 
manuscritas, fotografías y documentos varios sobre la estancia del interesado en España entre 
2001 y 2005. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
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2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 2 de febrero de 2007 entre una ciudadana española y un nacional colombiano 
y, del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaraciones de los interesados, se conocieron el 8 de octubre de 2003, forman pareja 
desde el 12 de noviembre de ese año e iniciaron la convivencia a finales de 2005, 2 ó 3 meses 
antes de que él se marchara de España, pero se advierten contradicciones sobre aspectos 
relevantes de su relación: si tomaron la determinación de contraer matrimonio cuando “llevaban 
un año de novios” (noviembre de 2004) o el año pasado (2006), si lo decidieron en casa de ella 
o por teléfono, o si ella le dispensa ayuda económica o le hace regalos en metálico en fechas 
especiales como el Día de los Enamorados. Manifiestan que en los tres años y medio 
transcurridos desde que tomaron conocimiento hasta que contrajeron matrimonio se 
comunicaron a diario, los primeros dos años personalmente y el periodo restante por teléfono y 
por correo postal y electrónico, pero tal alegación no puede darse por acreditada porque la 
documental aportada únicamente justifica relación por este último medio y no con la regularidad 
aducida sino de forma muy esporádica. Consta que el contrayente extranjero vivió cuatro años 
en L. con su hermano y que no pudo “volver a entrar” en España tras un viaje a Colombia y él, 
consciente de que la inscripción del matrimonio le permite residir en España, cuando se le 
pregunta si el enlace obedece a ese fin, contesta afirmativamente. De otro lado, no obra en el 
expediente el documento público por el que la ciudadana española otorgó poder, al parecer a 
una prima de él, para que contrajera matrimonio en su nombre (cfr. art. 1280-5º Cc). 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
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inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar los recursos y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 23 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

   
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la Encargada 
del Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 28 de diciembre de 2007 Don E., de doble nacionalidad española y cubana, 
nacido en la finca V., (Cuba) el 11 de abril de 1944, presentó en el Consulado General de 
España en L. impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había 
celebrado el 6 de noviembre de 2007 en A. (Cuba), según la ley local, con la Sra. M., de 
nacionalidad cubana, nacida en P. (Cuba) el 21 de octubre de 1949. Aportaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; certificación de 
nacimiento y pasaporte españoles y certificaciones de nacimiento y de matrimonio con 
anotación marginal de divorcio, sentencia de divorcio y carné de identidad cubanos; y, de la 
interesada, certificaciones literal de nacimiento, de matrimonio y literal de defunción del 
cónyuge y carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 28 de diciembre de 2007, se celebraron las entrevistas en 
audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 15 de febrero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que decidieron oficializar 
mediante el matrimonio la relación que mantienen desde 1998 para aprovechar la oportunidad 
de viajar juntos que les das el gobierno español y que las imprecisiones en que hubieran 
podido incurrir durante las audiencias no cabe atribuirlas a falta de conocimiento mutuo sino a 
los nervios del momento. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
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razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
6 de noviembre de 2007 entre un ciudadano de doble nacionalidad cubana y española, 
adquirida por opción el 27 de marzo de 2007, y una nacional cubana y, del trámite de audiencia 
reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Ella refieren que, como es 
habitual en las poblaciones pequeñas, se conocían de vista; que en 1998 ella lo contrató para 
que hiciera un trabajo en su casa y que desde entonces están juntos, pero se advierte un 
mutuo desconocimiento de las respectivas circunstancias personales y familiares difícilmente 
compatible con la prolongada convivencia aducida y que el interesado trata de explicar diciendo 
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que no ha tenido la curiosidad de preguntar. Así, “cree” que ella se apellida P., no sabe si viven 
sus padres, ni el nombre de su nuera, ni el apellido de sus hijos, sobre cuyas edades duda, 
indica que los dos residen en B. e ignora cuanto hace que su madre no los ve, en tanto que ella 
señala que su hijo vive en la parte superior de la casa de ella, que ella estuvo en B. con su hija 
entre mayo de 2005 y marzo de 2006 y que quiere volver para cuidar a su nieto y que su hija 
pueda trabajar. A lo que antecede se une lo que el Encargado del Registro Consular viene 
reiteradamente informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios 
celebrados en Cuba entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o 
inconsciente, de tal institución con fines migratorios. 
  
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 23 de marzo de 2009, sobre  expedientes en General. 
 
 

  
 En los expediente del Registro Civil no rige el principio de cosa juzgada, de modo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión decidida, pero solo si hay hechos nuevos 
que no pudieron ser tenidos en cuenta anteriormente. Una vez dictada una resolución, si el 
solicitante está en desacuerdo, la vía adecuada es la impugnación jurisdiccional. 
 
 En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra auto del 
encargado del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado el 2 de noviembre de 2002 en el Registro Civil 
Central, Don Z.A.AB., mayor de edad y con domicilio en F. solicitaba la rectificación de su 
nombre y apellidos en la inscripción de nacimiento del Registro Civil en el sentido de hacer 
constar como nombre Z.-A.  y como primer y segundo apellidos Ab. K. , por ser éstos los 
correctos según el interesado. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central y certificado de empadronamiento. 
 
 2. En el Registro Civil Central se une a la solicitud anterior el expediente que dio 
origen en 1980 a la inscripción de nacimiento del interesado con marginal de adquisición de 
nacionalidad española y un expediente de rectificación de errores iniciado por el interesado en 
1992 en el que se planteaba la misma solicitud de modificación de nombre y apellidos y que 
concluyó con resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 18 de 
marzo de 1994 que desestimaba la pretensión y ordenaba la rectificación del segundo apellido, 
que entonces constaba como “Ab.” por “A”.  
 
 3. El encargado del Registro Civil Central dictó auto el 14 de noviembre de 2002 
declarando no haber lugar a la pretensión, sin perjuicio del derecho del interesado a iniciar un 
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expediente de cambio de nombre y apellidos o de acudir al procedimiento judicial 
correspondiente.  
 
 4. Notificada la resolución al promotor, se presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado reiterando la petición de rectificación. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a su estimación. El encargado del Registro Civil Central ratificó la resolución y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
                    I. Vistos los artículos 55, 57 y 92 a 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 205, 341 y 
siguientes, 355, 358 y 362 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
otras, 24-3ª de junio y 17-2ª de diciembre de 2003;  4-3ª, 5-1ª, 16-2ª,  19-4ª y 25-3ª de octubre; 
11-4ª, 17-1ª, 4ª y 5ª de noviembre y 2-2ª de diciembre de 2004; 24-2ª, 25-4ª de enero, 3-3ª y 9-
1ª de febrero, 2-1ª, 3-4ª, 17-1ª y 23-4ª de marzo y 14-4ª de noviembre de 2005; 24-2ª de mayo, 
12-3ª y 16-3ª de junio y 27-1ª de diciembre de 2006. 
 
 II. Pretende el promotor la rectificación del nombre y apellidos en su inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil español alegando que los correctos son Z.-A. Ab. K. y no los 
que se hicieron constar en la inscripción practicada tras la adquisición de la nacionalidad 
española. El encargado del Registro Civil Central dictó resolución declarando no haber lugar a 
rectificación, debiendo el interesado acudir a la vía judicial o instar un expediente distinto de 
cambio de apellidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.  
 
 III. Con anterioridad a este expediente, se había formulado idéntica petición de 
rectificación de nombre y apellidos por parte del interesado, siguiéndose la tramitación de 
expediente gubernativo que concluyó con la resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado 18-7ª de marzo de 1994 por la que se denegaba la pretensión y se 
ordenaba la rectificación del segundo apellido, que no es Ab., como por error constaba, sino A. 
Nuevamente se ha incoado expediente por el mismo promotor y con la misma finalidad, sin que 
se aporten documentos nuevos que no pudieran haberse tenido en cuenta en el expediente 
anterior, razón por la cual el encargado del Registro Civil Central acordó el 14 de noviembre de 
2002 no haber lugar a la rectificación. Como señalaba la propia resolución de 1994 de la DGRN 
y corrobora el encargado en su auto, si el solicitante estaba en desacuerdo con la decisión, 
pudo impugnarla en la vía jurisdiccional, lo que no consta que hiciese, o instar un expediente 
distinto de cambio de nombre y apellidos, de la competencia del Ministerio  de  Justicia (cfr. 
arts. 57 LRC y 205 y 207 RRC)  -hoy, por delegación, de esta Dirección General (Orden 
JUS/3770/2008, de 2 de diciembre)- que se instruye en el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 
365 RRC., si concurren los requisitos necesarios para que el cambio pueda ser autorizado.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la resolución apelada. 
 
 
 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (9ª) de 23 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en el 
extranjero. 

  
 
 
 Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial.  
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 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del encargado del 
Registro Civil Consular de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de S. el 1 de 
septiembre de 2006, Doña F., nacida el 7 de febrero de 1966 y de nacionalidad española, 
solicitó la inscripción en el Registro Civil español de su matrimonio con el ciudadano 
dominicano C., nacido el 13 de julio de 1962, celebrado el día 28 de julio de 2006 en S. según 
la ley local. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de 
matrimonio local; inscripción de nacimiento, declaración de estado civil y cédula de identidad 
del interesado; inscripción de nacimiento, fe de vida y estado y pasaporte de la solicitante.  
 
 2. Ratificados los interesados, se realizó el trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 
 3. El encargado del Registro Civil consular dictó resolución el 5 de febrero de 2008 
denegando la inscripción solicitada por considerar que el matrimonio que se pretende inscribir 
es un negocio jurídico simulado. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando la veracidad del matrimonio, así como la 
existencia de una hija común y aportando como pruebas documentales, entre otros 
documentos, la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español de dicha hija y un 
certificado de empadronamiento. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal, que no se opuso a su estimación. El encargado del Registro Civil consular 
emitió informe favorable y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 27-4ª 
de diciembre de 2005; 16-1ª de marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª y 5ª de mayo, 23-2ª de 
junio, 20-5ª, 22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 10-5ª y 11 de noviembre 
y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 
31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de 
diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en 
el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la inexistencia de 
impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matrimonio, especialmente para 
evitar la inscripción de los llamados matrimonios de complacencia, en los que el verdadero 
propósito de las partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del extranjero en relación con los 
requisitos de entrada y permanencia en España. El encargado debe calificar, a través de las 
declaraciones complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), 
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si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se 
trata de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimonial. 
 
 III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, la 
ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 IV. En el caso actual se trata de inscribir un matrimonio celebrado en la República 
Dominicana el 28 de julio de 2006 entre un ciudadano dominicano y una ciudadana española. 
Los hechos comprobados por medio de esas declaraciones complementarias no son lo 
suficientemente clarificadores como para deducir de ellos, sin sombra de duda, la existencia de 
simulación. Las audiencias reservadas practicadas no han revelado contradicciones 
sustanciales ni desconocimiento básico entre los contrayentes. Por otro lado, con el recurso se 
presenta la inscripción de nacimiento en 2007 de una hija común de los solicitantes, así como 
varios documentos en prueba de los viajes realizados por la ciudadana española para visitar a 
su cónyuge. Finalmente, debe señalarse que, a la vista de dicha documentación, tanto el 
órgano en funciones de ministerio fiscal como el encargado del registro civil consular emitieron 
informe no oponiéndose a la inscripción del matrimonio en cuestión. 
 
 V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad el 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la resolución 9-
2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de 
elegir la primera alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal 
inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y ordenar que se inscriba en el Registro Civil el matrimonio 
celebrado el 28 de julio de 2006 en S. entre los solicitantes. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (10ª) de 23 de marzo de 2009, sobre caducidad del 
expediente. 

   
 
 
 La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere su previa 
citación. 
 
 En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de 
nacionalidad por residencia remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra auto de la encargada del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de L. el 14 de agosto de 2006, 
el ciudadano marroquí E., mayor de edad y con domicilio en L., solicitaba apertura de 
expediente para la adquisición de la nacionalidad española. Aportaba la siguiente 
documentación: Certificados de nacimiento y de nacionalidad, certificados negativos de 
antecedentes penales en Marruecos y en España, volante de empadronamiento, inscripción de 
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matrimonio, inscripciones de nacimiento de cónyuge e hija en el Registro Civil español, tarjeta 
de residencia y pasaporte del solicitante. 
 
 2. Ratificado el interesado y practicado el trámite de audiencia al que se refiere el 
artículo 221 del Reglamento del Registro Civil, se requirió al promotor para que aportara 
certificado de residencia legal en España. 
 
 3. Transcurridos más de tres meses desde la última diligencia practicada, el 
ministerio fiscal instó la declaración de caducidad del expediente, que se realizó mediante auto 
de 30 de marzo de 2007 de la encargada del Registro Civil de L. 
 
 4. Notificada la resolución al interesado, se interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que no se realizó notificación de la 
paralización del expediente e inicio de oficio del trámite de caducidad. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que confirmó 
la resolución recurrida. La encargada del Registro Civil de L. se ratificó en su declaración y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras, 7-1a de enero, 27-3a de febrero y 19-4a de noviembre de 2004; 25-1a, 2a, 3a y 4a de 
enero, 8-2a y 17-3a de febrero, 27-4a y 31-1a de octubre de 2006; 20-6a de julio de 2007; 16-4a 
de septiembre de 2008 y 12-3a de enero de 2009. 
 
 II. El interesado promovió expediente de adquisición de nacionalidad española. 
Tras haber sido requerido para que aportara certificado de residencia legal en España y una 
vez transcurridos más de tres meses desde que se realizó dicho requerimiento, la encargada 
del registro, previa solicitud del ministerio fiscal, dictó auto el 30 de marzo de 2007 declarando 
la caducidad del expediente. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del 
promotor, el ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al 
interesado (cfr. art. 354.3 RRC). No consta en este caso que, previamente a la declaración de 
caducidad, el promotor hubiera sido notificado, como exige el artículo 354.3 RRC, de dicha 
circunstancia, razón por la cual procede la estimación del recurso. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1o. Estimar el recurso y dejar sin efecto el auto apelado. 
 2o. Retrotraer las actuaciones para que el promotor sea notificado con carácter 
previo a la declaración que proceda sobre la caducidad del expediente. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 24 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
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H E C H O S 
 
 1. Con fecha 26 de septiembre de 2008, Doña T. nacida en Cuba el 16 de agosto 
de 1964, presentó en el Consulado español en L.  impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 23 de enero de 2007 con Don J., nacido en  
España el 3 de agosto de 1950. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, 
certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil del 
interesado y certificado de nacimiento, certificado  de matrimonio y sentencia de divorcio de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 31 de enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
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permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un  español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Se conocen en 
2003 y no es hasta 2006 cuando el interesado vuelve a viajar a la isla para casarse, sin 
embargo por falta de documentación no pudieron hacerlo hasta 2007, la interesada dice que 
han mantenido contacto telefónico sin embargo no aportan prueba alguna de ello. El interesado 
dice que uno de los testigos del enlace es Don R., nombre que no ese corresponde con el que 
aparece en el certificado de matrimonio. Así mismo según el Consulado en el documento de 
entradas y salidas del interesado de la isla no se corresponde con lo manifestado por el 
interesado. El interesado conoce el nombre de los hijos de la interesada pero se equivoca en 
las fechas de nacimiento de los mismos. Él dice que ella no tiene estudios cuando ella 
manifiesta que tiene estudios de 12 grado. Ella afirma que su idea es ir y venir de España a 
Cuba porque tiene dos hijos, que después estará al lado del interesado para siempre, pero él 
declara que se casan para vivir juntos en España. Dadas las circunstancias de este caso y el 
hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre 
españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros 
fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (2ª) de 24 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  

 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
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H E C H O S 
 
 1. Con fecha 19 de diciembre de 2007, Doña E. nacida en Cuba el 30 de mayo de 
1945 y de nacionalidad española, presentó en el Consulado español en H.  impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 20 de julio de 
2007 con Don N., nacido en Cuba el 28 de febrero de 1964 y de nacionalidad cubana. Adjuntan 
como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado y certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 10 de enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
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permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en como y 
cuando se conocieron ya que el interesado dice que la conoció porque ella trabajó de 
empleada en la finca del interesado después de jubilarse y ella dice que trabajó hasta que se 
jubiló y que vive de su jubilación. El interesado no sabe los estudios que tiene la interesada 
(ella tiene estudios de Técnico de Contabilidad), declara que viven juntos y solos y ella dice que 
vive con su hija y su nieto. Él no sabe el nombre y el número de las hijas de ella ya que da 
unos nombres completamente diferentes de los reales, y dice que tiene dos cuando son tres, 
por otra parte ella tampoco da los nombres correctos de los hijos de él. El interesado manifiesta 
que se casan para viajar a España. Por otra parte y sin que este hecho sea determinante existe 
una gran diferencia de edad entre los interesados. No aportan prueba alguna de su relación. 
Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro 
Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha 
acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 24 de marzo de 2009, sobre  matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

 
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de S. 
 

 
 
 



 143

H E C H O S 
 
 1. El 5 de mayo de 2007 el Sr. P., de nacionalidad dominicana, nacido en L.  
(República Dominicana) el 1 de agosto de 1967, presentó en el Consulado General de España 
en S. impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado 
el día 23 de noviembre de 2006 en C., S. (República Dominicana), según la ley local, con Doña 
M., de doble nacionalidad española y dominicana, nacida en, C. (República Dominicana) el 27 
de febrero de 1970. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado 
de matrimonio local; acta de nacimiento inextensa, cédula de identidad electoral, pasaporte 
dominicano y declaración jurada de estado civil realizada ante notario dominicano; y, de la 
interesada, certificación de nacimiento, DNI, pasaporte y acta notarial de manifestación de 
estado civil. 
 
 2. El 2 de octubre de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de M. el 28 de noviembre de 2007.   
 
 3. El 1 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de S. dictó 
auto denegando la inscripción, por haber llegado a la convicción de que el matrimonio era nulo 
por simulación. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se revisara el expediente.   
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se opuso 
a la inscripción del matrimonio, y el Encargado del Registro Consular confirmó la resolución 
apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
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autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en la 
República Dominicana el 23 de noviembre de 2006 entre una ciudadana de doble nacionalidad 
dominicana y española -adquirida por residencia el 7 de enero de 2003- y un nacional 
dominicano y, del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Coinciden en señalar que se conocen desde niños, porque iban juntos a la escuela 
y, no obstante, discrepan sobre los estudios que han realizado uno y otro. Se contradicen 
igualmente sobre la duración de la relación aducida: la mantienen hace cinco años y hace dos 
decidieron contraer matrimonio, según ella; comenzó hace año y medio, según él. Declaran 
que hablan a diario por teléfono, precisando él la hora española -nueve de la noche- y 
dudando, sin embargo sobre la hora local: allí es la una de la tarde, no recuerda si son las dos 
o las tres… Con respecto a los envíos de dinero que la interesada hace, manifiestan en primera 
instancia él que es para cuestiones de la casa de ella y ella que para hacer una casa y a 
continuación rectifican pluralizando: “nuestra casa”, él y una casa que “estamos haciendo”, ella. 
Quizá perdieran el contacto cuando ella dejó su país natal y fijó su residencia en España. Ello 
explicaría que él desconozca el estado civil anterior de ella y la fecha en que adquirió la 
nacionalidad española, que ignore que, además de una hija de 18 años, tiene un hijo y que 
equivoque el nombre de cinco de sus seis hermanos. A lo que antecede se une lo que el 
Encargado del Registro Civil Consular de S. viene reiteradamente informando, en estos 
supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en la República Dominicana 
entre ciudadanos dominicanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de 
tal institución con fines migratorios. 
  
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 24 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 
 

 
 
 Se deniega la inscripción por concurrir impedimento de ligamen. En el momento 
de celebración subsistía el anterior matrimonio del interesado, cuyo divorcio en Cuba no ha 
obtenido el exequatur. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 20 de diciembre de 2007 Don L., de doble nacionalidad española y cubana, 
nacido en C. (Cuba) el 2 de noviembre de 1946, presentó en el Consulado General de España 
en L. impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado 
el 12 de septiembre de 2007 en R., (Cuba), según la ley local, con la Sra. M., de nacionalidad 
cubana, nacida en M. (Cuba) el 27 de agosto de 1956. Aportaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, certificación de 
nacimiento y pasaporte españoles y certificación de matrimonio con nota de divorcio, certificado 
de sentencia de divorcio y carné de identidad cubanos; y, de la interesada, certificaciones de 
nacimiento y de matrimonio con nota al margen de divorcio, escritura pública de divorcio y 
carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 20 de diciembre de 2007, se celebraron las entrevistas en 
audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 7 de febrero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que su matrimonio es jurídico 
ante las autoridades cubanas y presentando, como prueba documental, testimonio manuscrito 
de varias personas y fotografías.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 46, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 240, 246, 247 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil; y las Resoluciones, entre otras, de 19-3ª de abril, 14-4ª de mayo 
y 5-2ª y 31-8ª de octubre de 2001 y 1-2ª y 19-1ª de febrero, 15-1ª de junio y 4 de julio de 2002; 
20-3ª y 24-3ª de octubre de 2005; 27-1ª de octubre de 2006 y 4-3ª de 6 de junio de 2007. 
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 II. Por exigencias del principio de legalidad, básico en el Registro Civil, no puede 
inscribirse en el Registro español un matrimonio que sea nulo para el Derecho español, aunque 
se haya celebrado en el extranjero. 
 
 III. El matrimonio celebrado en Cuba el 12 de septiembre de 2007 entre un 
ciudadano de doble nacionalidad cubana y española -adquirida por opción el 7 de marzo de 
2007- y una nacional cubana es nulo por existencia de impedimento de ligamen. En la fecha de 
celebración el interesado continuaba ligado por el vínculo matrimonial contraído en Cuba con 
ciudadana cubana el 14 de julio de 1983. Aunque, al parecer, el matrimonio anterior fue 
disuelto, conforme a la legislación local, mediante sentencia de divorcio dictada por tribunal 
extranjero el 24 de agosto de 2007 y firme desde el 4 de septiembre, para que dicha sentencia 
surta efectos en España ha de solicitarse su reconocimiento ante el Juzgado de Primera 
Instancia que corresponda por razón de domicilio, a fin de obtener el oportuno exequatur (cfr. 
arts. 955 LEC, 46-2º Cc y 83 y 265, II, RRC) 
 
 IV. Sin homologación judicial de la sentencia de divorcio extranjera para el 
ordenamiento español subsiste el primer matrimonio del interesado y queda impedida la 
inscripción del segundo por existir, al menos formalmente, impedimento de ligamen.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 Contra esta Resolución cabe recurso en la vía judicial ordinaria: la jurisdicción civil 
(cfr. art. 362 del Reglamento del Registro Civil). 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 24 de marzo de 2009, sobre  matrimonio celebrado en el 
extranjero. 

  
 
 
 Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra acuerdo emitido por la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 2 de febrero de 2006, presentado en el Registro Civil 
Central Doña A., nacida en República Dominicana el 10 de mayo de 1971 y de nacionalidad 
española, solicitaba la inscripción de su matrimonio celebrado en República Dominicana el 16 
de febrero de 1993 con Don Á., nacido en República Dominicana el 19 de abril de 1968. 
Aportaban como documentación: Certificado de matrimonio, certificado de nacimiento de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con 
los interesados. La Juez  Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 22 de marzo de 
2007, deniega la inscripción del matrimonio, ya que practicada la audiencia reservada se llega 
a la conclusión de que el matrimonio es nulo por simulación. 
 
 3. Notificado al Ministerio Fiscal y a los interesados, la interesada interpone 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del 
matrimonio. 
 
 5. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto recurrido. 
La Juez Encargada del Registro Civil remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y    73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la instrucción de 9 de Enero de 
1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la ley y 85 de su reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 16 de febrero de 1993 entre una española, dominicana de origen y un 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicado a los interesados resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. Así, a pesar de tener tres hijos en común, el contrayente 
dominicano ha tenido con posterioridad otros dos hijos de dos relaciones posteriores diferentes, 
uno de ellos de un año de edad. El contrayente dominicano no recuerda ni el día ni el mes en 
que contrajeron matrimonio, desconociendo la dirección de su esposa en España. Por su parte, 
ella reconoce que su esposo tiene además de los hijos en común otros dos o tres que no 
conoce personalmente y de los que ignora sus fechas de nacimiento. Estas circunstancias 
demuestran una falta de relación actual y un desconocimiento mutuo de datos esenciales al 
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matrimonio, sin que sea suficiente para desvirtuar tal situación un resguardo de determinados 
envíos de dinero. 
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 24 de marzo de 2009, sobre  autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
  
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto del 
Juez Encargado del Registro Civil de Don B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Don B. el 8 de mayo de 
2007, Don A. nacido el 20 de diciembre de 1966 en A. y Doña A. nacida el 6 de marzo de 1984 
en Brasil, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Se 
acompañaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, certificado de 
empadronamiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de nacimiento, 
certificado de estado civil y certificado de empadronamiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que el 
matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se celebra la entrevista en 
audiencia reservada con  los interesados. El Ministerio Fiscal informa favorablemente. La Juez 
Encargada del Registro Civil dictó auto en fecha 4 de julio de 2007 autoriza la celebración del 
matrimonio. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el Ministerio 
Fiscal interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando 
que a la vista de la comparecencia de la interesada en el Juzgado de 1ª Instancia e Instrucción 
de Don B. el 13 de julio de 2007, en la que reconoce haber mentido en la Audiencia reservada 
celebrada el 15 de junio de 2007, y que no es cierto que mantenga ninguna relación 
sentimental con el interesado que es sólo un amigo y que ambos de común acuerdo 
prepararon el contenido de la Audiencia, y que sabe que el matrimonio con un español le 
ayudaría a regularizar su situación en España, por lo que no existe un verdadero 
consentimiento matrimonial, se opone al matrimonio proyectado.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a los interesados. La Juez 
Encargada ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo a la celebración del matrimonio existe un trámite 
esencial e imprescindible (cfr. Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 3ª e Instrucción de 31 
de enero 2006, VII), que es la audiencia personal, reservada y por separado a cada 
contrayente, que debe efectuar el instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la 
inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración 
(cfr. Art. 246 RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual de solicitud de autorización para la celebración de un 
matrimonio civil en España entre un ciudadano español y una brasileña resultan del trámite de 
audiencia un conjunto de hechos que llevan a la conclusión de que el matrimonio que se 
pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Si bien en un 
primer momento se constata una total coincidencia en las respuestas dadas en la audiencia 
previa realizado en el Registro Civil, sin embargo con posterioridad ante la comparecencia de la 
contrayente brasileña ante el Juzgado de 1ª Instancia e Instrucción de Don B., con motivo de la 
orden de expulsión que versa sobre ella, se descubre que estamos ante la preparación de un 
matrimonio de complacencia. En este sentido, ella reconoce haber mentido en la audiencia 
reservada previa y que realmente no mantiene ninguna relación sentimental con el contrayente 
español, habiendo preparado previamente las respectivas audiencias. Todas estas 
circunstancias permiten llegar a la conclusión de que existe una voluntad de ocultar las 
verdaderas razones del matrimonio, que no estaría basado en la intención de formar una 
comunidad de vida entre los cónyuges sino en la de obtener la regularización de la residencia 
en España de la contrayente brasileña. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, denegar la autorización de matrimonio y revocar el Auto que concedía tal 
autorización. 
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RESOLUCIÓN (7ª) de 24 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

HECHOS 

 

 1. El 7 de diciembre de 2006 el Sr. J., de nacionalidad colombiana, nacido en P. 
(Colombia) el 25 de octubre de 1980, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por 
poder el día 28 de agosto de 2006 en P. (Colombia), según la ley local, con Doña P. , de doble 
nacionalidad española y colombiana, nacida en P. el 22 de diciembre de 1973. Aportaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, registro 
de nacimiento, pasaporte colombiano y certificado negativo de movimientos migratorios; y, de 
la interesada, certificación de nacimiento, sentencia colombiana de divorcio y pasaporte. 
 
 2. El 14 de diciembre de 2006 se celebró la entrevista en audiencia reservada con 
el promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de S. el 21 de junio de 2007.   
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 13 de 
noviembre de 2007 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que 
acordaba no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las 
inconsistencias de las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de 
verdadero consentimiento. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, aunque en el momento de la 
entrevista no recordara algunos detalles u omitiera otros por nerviosismo, su matrimonio es 
producto de una decisión meditada con madurez y que piensan fijar su residencia en España, 
porque ella ya tiene definida allí su situación laboral. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
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 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 28 de agosto de 2006 entre una ciudadana de doble nacionalidad colombiana y 
española -adquirida por residencia el 20 de febrero de 2006- y un nacional colombiano y, del 
trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaración de los interesados, se conocieron en septiembre de 1999 en la población 
natal de él, a la que ella había acudido a visitar a su hermano que estaba haciendo el servicio 
militar, pero se advierten contradicciones sobre aspectos relevantes de su relación: si data de 
octubre de 1999 o se inició aproximadamente en noviembre de 2005; si tomaron la 
determinación de casarse en la casa de ella en P. o bailando en una discoteca de dicha ciudad; 
o si, por parte de ella, asistieron a la boda, además de su madre, sus hermanos, o su cuñada, 
que la representó a ella y una amiga de la familia. Se aprecia igualmente mutuo 
desconocimiento de datos personales y familiares relevantes: él cree que la única hija de ella, 
de nueve años, tiene siete y que son tres sus hermanos, frente a los cuatro que ella declara; y 
ella indica que él, que dice vivir con unos familiares, lo hace con un compañero y con la esposa 
de éste. A mayor abundamiento, consta en el expediente que toda la familia de él, excepto su 
padre, reside en España y que la interesada, pese a que él indica que vive sola, comparte piso 
con la madre, el tío y un primo de él que, por su parte, manifiesta que ha pensado que la 
inscripción del matrimonio le permite residir en España y, cuando se le pregunta si el enlace 
obedece a ese fin, contesta afirmativamente. De otro lado, no obra en el expediente el 
documento público por el que la contrayente española otorgó al parecer poder a su cuñada 
para que contrajera matrimonio en su nombre (cfr. art. 1280-5º Cc). 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
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celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 24 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero 

  
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la Encargada 
del Registro Civil Consular de L. 
 

HECHOS 
 
 1. El 19 de diciembre de 2007 Doña O., de doble nacionalidad española y cubana, 
nacida en G. (Cuba) el 20 de junio de 1947, presentó en el Consulado General de España en L. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 20 
de julio de 2007 en C. (Cuba), según la ley local, con el Sr. L., de nacionalidad cubana, nacido 
en dicha población el 23 de septiembre de 1954. Aportaba como documentación acreditativa de 
su pretensión: Certificado de matrimonio local; certificación de nacimiento y pasaporte 
españoles y certificaciones literales de nacimiento y de matrimonio con nota de divorcio, 
sentencia de divorcio y carné de identidad cubanos; y, del interesado, certificaciones literales 
de nacimiento y de matrimonio con nota de divorcio, escritura pública de divorcio y carné de 
identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 19 de diciembre de 2007, se celebraron las entrevistas en 
audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 31 de enero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, al ser firme el divorcio del 
esposo, contrajeron matrimonio para legalizar su unión estable, pública y notoria. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
20 de julio de 2007 entre una ciudadana de doble nacionalidad cubana y española, recuperada 
el 22 de febrero de 2007, y un nacional cubano y, del trámite de audiencia reservada, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha 
perseguido los fines propios de esta institución. Consta por sus manifestaciones que hace siete 
años, en 2000, se conocieron e iniciaron la relación; que la cultivaron por teléfono y mediante 
encuentros cada tres o cuatro meses, según él, cada dos meses, según ella, que explica que 
con esa periodicidad iba ella, mientras vivieron sus padres, a la población en la que él reside; y 
que conviven desde hace cinco años en casa de él. Se advierte desconocimiento por cada uno 
de las circunstancias vitales del otro que no se justifica fácilmente entre personas que aducen 
una convivencia tan prolongada: él refiere que “se reunió” en Nochevieja con sus hijos y con 
sus amigos, desconoce la cuantía de la pensión de jubilación que ella percibe e indica que en 
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su finca agrícola trabaja un empleado, en tanto que ella señala que ahora tiene dos. La 
interesada declara que tramitan la inscripción del matrimonio para ir a España y, a este 
respecto, es ilustrativa la secuencia de hechos: el 22 de febrero de 2007 ella recupera la 
nacionalidad española, el 18 de julio de 2007 él se divorcia notarialmente y el 20 de julio de 
2007 contrae matrimonio con la tía de la que hasta entonces ha sido su mujer. A lo que 
antecede se une lo que el Encargado del Registro Civil Consular viene reiteradamente 
informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en Cuba 
entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de tal 
institución con fines migratorios. 
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (9ª) de 24 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 18 de junio de 2007 el Sr. V., de nacionalidad cubana, nacido en A. (Cuba) el 
13 de agosto de 1977, presentó en el Consulado General de España en L. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 16 de febrero 
de 2007 en C., según la ley local, con Doña D., de doble nacionalidad española y cubana, 
nacida en A., el 15 de diciembre de 1980. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; certificaciones literal de nacimiento y de soltería y 
carné de identidad cubano; y, de la interesada certificación de nacimiento y fe de vida y estado 
españoles y certificación de soltería y certificado de entrada y salida del país expedido por la 
Dirección de Inmigración y Extranjería cubanos.  
 
 2. Ese mismo día, 18 de junio de 2007, se celebró la entrevista en audiencia 
reservada con el promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de Y. el 27 de 
septiembre de 2007.   
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 
alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 7 de febrero de 2008 
la Encargada del Registro Civil Consular de L., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
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 4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, si incurrió en alguna 
imprecisión durante la audiencia, es porque es más dado a recordar emociones que eventos o 
información, que necesita anotar, y presentando, como prueba documental, testimonio de tres 
personas y fotografías.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y la Encargada del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
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 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Cuba el 
16 de febrero de 2007 entre una ciudadana de doble nacionalidad cubana y española y un 
nacional cubano y, del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de 
esta institución. Consta por sus afirmaciones que se conocieron en 1998 ó 1999 y que 
convivieron entre el año 2004 y el 5 de diciembre de 2005, fecha en la que ella dejó Cuba para 
fijar su residencia en España; y que en la primera ocasión en que ella volvió a su país natal 
contrajeron matrimonio. Se aprecia que discrepan sobre si iniciaron la relación el mismo día 
que se conocieron o si se encontraron casualmente en el mismo sitio al cabo de unas semanas 
y quedaron para otro día; que la interesada no sabe con exactitud qué día se celebró la boda y 
que, siete meses después, el interesado ni ha visto ni tiene fotos de la ceremonia, que se 
sacaron con la cámara de ella. Manifiestan que en los ocho o nueve años transcurridos desde 
que tomaron conocimiento hasta que contrajeron matrimonio se comunicaron con regularidad, 
al principio personalmente y por teléfono y mensajes de móvil el último periodo, pero tal 
alegación no queda acreditada con la documental aportada. El interesado declara que tramita 
la inscripción del matrimonio para viajar él a España y vivir juntos y ella corrobora que quiere 
que él viva en España porque ella ya está haciendo su vida aquí. A lo que antecede se une lo 
que el Encargado del Registro Civil Consular viene reiteradamente informando, en estos 
supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en Cuba entre ciudadanos 
cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de tal institución con fines 
migratorios. 
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (10ª) de 24 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio coránico.  

 

  
 1º. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración“, pero aunque la forma sea válida, es 
necesario, para poder practicar la inscripción, comprobar que han concurrido los requisitos 
legales de fondo exigidos para la validez del enlace. 
  
 2º. No es inscribible sin la previa tramitación del expediente registral tendente a 
expedir el certificado de capacidad matrimonial, el matrimonio celebrado en Marruecos por el 
rito islámico de una española con un marroquí. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra acuerdo de la encargada 
del Registro Civil Central. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central en septiembre de 2006, 
Doña H., nacida el 1 de mayo de 1986 y de nacionalidad española, y el ciudadano marroquí L., 
nacido el 15 de septiembre de 1981, solicitaban la inscripción de su matrimonio, celebrado por 
el rito coránico en Marruecos el 28 de julio de 2006, en el Registro Civil español. Adjuntaban la 
siguiente documentación: Acta de matrimonio local, inscripción de nacimiento con marginal de 
adquisición de la nacionalidad española de la interesada, DNI y certificado de capacidad 
matrimonial de la misma fechado posteriormente a la celebración del matrimonio. 
 
 2. La encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo el 29 de noviembre de 
2007 denegando la inscripción del matrimonio por no haberse tramitado previamente el 
preceptivo certificado de capacidad matrimonial, dado que se trata de un matrimonio celebrado 
en el extranjero entre una ciudadana española y un ciudadano marroquí. Dicho certificado no 
fue requerido por las autoridades locales porque la promotora española contrajo matrimonio 
haciendo valer su anterior nacionalidad marroquí, a la cual tuvo que renunciar cuando adquirió 
la española. 
 
 3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que confirmó 
el acuerdo apelado. La encargada del Registro Civil Central se ratificó en su decisión y ordenó 
la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.  
 
 5. Requerida por la DGRN la documentación relativa a las audiencias reservadas 
realizadas a los interesados, se remite la correspondiente al ciudadano marroquí junto con una 
copia de su pasaporte y varias fotos. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el Convenio número 20 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil relativo a la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial, firmado en Munich el 5 de septiembre de 1980 (BOE 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998,  las instrucciones de 9 de enero de 1995 y 31 de enero de 
2006 y las resoluciones, entre otras, de 29-2ª de mayo de 1999;  17-2ª de septiembre de 2001; 
14-1ª de junio y 1-2ª de septiembre de 2005; 4-1ª de enero y 20-3ª de marzo de 2007 y 6-5ª de 
mayo de 2008. 
 
 II. En el presente caso, la interesada, de origen marroquí y con nacionalidad 
española adquirida por residencia en 2004, solicita la inscripción en el Registro Civil español de 
su matrimonio coránico celebrado en Marruecos el 28 de julio de 2006. La encargada del 
Registro Civil Central deniega la inscripción porque el matrimonio se celebró haciendo valer la 
interesada su anterior nacionalidad marroquí, a la cual tuvo que renunciar al adquirir la 
española,  y sin que se tramitara el preceptivo certificado de capacidad matrimonial previsto en 
el artículo 252 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 III. Hay que comenzar señalando que cualquier español puede contraer 
matrimonio en el extranjero “con arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de 
celebración” (cfr. art. 49-II Cc), pero aunque la forma sea válida, es necesario, para poder 
practicar la inscripción, comprobar que han concurrido los requisitos legales de fondo exigidos 
para la validez del enlace (cfr. art. 65 Cc), bien se haga esta comprobación mediante la 
calificación de la “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración” 
(cfr. art. 256 nº 3 RRC) y en las condiciones establecidas por este precepto reglamentario, bien 
se realice tal comprobación, en ausencia de título documental suficiente, a través del 
expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil.  
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 IV. En este caso la solicitante española ha contraído matrimonio en el extranjero con 
contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la exigibilidad por parte de la ley local marroquí 
de un certificado de capacidad matrimonial del extranjero, no cabe reconocer como título 
inscribible la mera certificación de matrimonio de la autoridad extranjera. En efecto, la aplicación 
aquí  del artículo 256.3 del Reglamento del Registro Civil, que prevé la idoneidad como título 
inscribible de la certificación expedida por autoridad del país de celebración, tropieza con la 
excepción recogida en el artículo 252 del propio reglamento que impone, para los casos en él 
contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del presente recurso, la 
previa tramitación de un expediente registral a fin de obtener certeza sobre la capacidad 
matrimonial del contrayente español, procedimiento que no se ha llevado a cabo en este caso, 
pues aunque ciertamente se aporta un certificado de capacidad, el mismo fue expedido con fecha 
posterior a la celebración del enlace y sin que conste acreditado el cumplimiento de los requisitos 
pertinentes.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la resolución recurrida. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (11ª) de 24 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio celebrado en el extranjero. 

  
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del encargado del 
Registro Civil consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de B. el 15 de agosto 
de 2007, Doña L., nacida el 31 de marzo de 1971 y con doble nacionalidad española y 
colombiana, solicitó la inscripción en el Registro Civil español de su matrimonio con el 
ciudadano colombiano L., nacido el 16 de marzo de 1980, celebrado el día 10 de agosto de 
2007 en Colombia según la ley local. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; certificado de nacimiento, certificado de entradas y 
salidas de Colombia y pasaporte del interesado; inscripción de nacimiento con marginal de 
adquisición de la nacionalidad española en 2007, sentencia de divorcio del mismo año de 
matrimonio anterior y pasaporte de la solicitante.  
 
 2. Ratificados los interesados, se celebró trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 
 3. El encargado del Registro Civil consular dictó auto el 4 de febrero de 2008 
denegando la inscripción solicitada por inconsistencias durante la audiencia reservada. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal. El encargado del Registro Civil consular se ratificó en su resolución y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª  y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-
4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre 
de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de julio de 2008. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 10 de agosto de 2007 entre una ciudadana con doble nacionalidad española y 
colombiana y un ciudadano colombiano. Del trámite de audiencia reservada practicado a los 
interesados resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que la inscripción 
de matrimonio solicitada no se ajusta a los requisitos legales. Las respuestas ofrecidas revelan 
desconocimiento de datos importantes (la interesada da a entender, por ejemplo, que su 
cónyuge solo tiene dos hermanos, cuando, según él, son cinco) y contradicciones evidentes en 
muchos aspectos, como el momento en que se conocieron (él dice que el 4 de julio de 2004 y 
ella que el 7 de abril de 2005), cómo se afeita el marido (él dice que de forma manual y ella que 
con máquina de afeitar), sus aficiones respectivas (él dice que le gusta salir al campo y que no 
recuerda cuáles son las aficiones de su esposa, mientras que ella declara que le gusta salir de 
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compras y a su marido ver la tele), si la promotora sabe nadar (él dice que no y ella que sí), o 
cómo se llaman las mejores amigas de ésta (según él son E.  y J., pero según ella son C. y J.). 
Una vez consideradas las anteriores circunstancias, conviene señalar asimismo el hecho de 
que la promotora estuvo casada anteriormente con un ciudadano español del que obtuvo el 
divorcio en junio de 2007, es decir, poco después de haber obtenido la nacionalidad española 
por residencia (inscrita en febrero del mismo año) y dos meses antes de contraer el matrimonio 
aquí examinado.  
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 25 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 

  
 

 
 Se deniega su autorización porque  hay datos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de F. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don S. nacido el 15 de enero de 1940 en B. (España) y  Doña X., nacida en 
China el 4 de noviembre de 1969 y de china, solicitan autorización para contraer matrimonio 
civil. Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: Certificación de 
nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y volante de 
empadronamiento del interesado y pasaporte, certificado de nacimiento y sentencia de divorcio 
y volante de empadronamiento de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia con 
los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la autorización del matrimonio. Con fecha 15 de 
febrero de 2008 la Juez Encargada del Registro Civil dicta auto mediante el cual deniega la 
autorización del matrimonio ya que no existe verdadero consentimiento matrimonial. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados, éstos interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la autorización del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en su anterior informe. La Juez Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 

 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España conforme a la legislación de nuestro país que cursan un español y 
una china y de las audiencias reservadas practicadas se han puesto de manifiesto una serie de 
datos que impiden que se autorice el matrimonio. No hablan el mismo idioma, ella necesitó un 
traductor en la entrevista, en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del 
Consejo de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un 
matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes  no hablen el mismo idioma y 
eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. El interesado manifiesta que ella tiene una 
hija que se llama P cuando el nombre es Y. Discrepan en gustos culinarios y aficiones, el 
interesado señala como aficiones de ella el cuidar de él mismo y de su madre. También difieren 
en como vino la interesada a España pues él dice que vino desde Francia hace tres años y ella 
dice que vino a España hace cinco años con visado de turista. Por otra parte y sin que sea 
determinante existe una gran diferencia de edad entre los contrayentes. Todos estos hechos 
llevan a la conclusión de que el matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta 
institución sino otros fines muy probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 25 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 
 
 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto emitido por el 
Encargado del Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don E. nacido en M. (España) el 16 de noviembre de 1963 presentó en el 
Consulado General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su 
matrimonio celebrado en Colombia el 9 de marzo de 2007 con Doña C. nacida en Colombia el 
7 de noviembre de 1967. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos 
para la inscripción de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 25 de enero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
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cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada no 
sabe la dirección ni el teléfono del interesado. Difieren en el tiempo que hace que se 
conocieron, cuando comenzó su relación, cuando decidieron contraer matrimonio, sobre si han 
convivido o no antes del matrimonio y si se conocían antes de éste. Tampoco coinciden en el 
tiempo que estuvo el interesado en Colombia ya que él dice que estuvo dos meses y ella que 
treinta días. Difieren en gustos y aficiones. Ella dice que él es informático pero no sabe en que 
empresa trabaja, por su parte él dice que ella trabaja como dependiente y ella que en el hogar, 
ella no sabe los ingresos que él tiene, difieren en la ayuda económica que se prestan; ella no 
contesta a la mayor parte de las preguntas. Por otro lado no presentan pruebas de su relación. 
Todo ello hace pensar que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta 
institución sino otros muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 25 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
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 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de L. el 30 de abril de 2007 
Don S., de doble nacionalidad española y venezolana, nacido el 1 de julio de 1964 en C. 
(Venezuela), y la Sra. O., de nacionalidad venezolana, nacida el 29 de junio de 1965 en C., 
iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban 
la siguiente documentación: Del promotor, certificación de nacimiento, DNI y certificado de 
empadronamiento; y, de la promotora, registro de nacimiento, pasaporte venezolano, 
certificados de inscripción en el Consulado de Venezuela en S. y de inexistencia de edictos en 
ese país, constancia de residencia en A. (Venezuela) y certificado de empadronamiento en L. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, compareció como testigo una vecina, que 
manifestó su convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en prohibición 
alguna, y el 6 de julio de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada. Recibido el 
traslado del expediente, el Ministerio Fiscal interesó que se recabara, de la Brigada de 
Extranjería de la Policía Nacional, informe sobre la situación legal en España de la contrayente 
extranjera y, de ésta, que aportara documentación acreditativa de su estado civil, con el 
resultado de que el 11 de septiembre de 2007 se le había abierto expediente de expulsión, por 
carecer de autorización de residencia y encontrarse en situación irregular en territorio español; 
y de que se presentaron sentencias de divorcio venezolanas de ambos promotores. 
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que con el matrimonio se pretendían fines 
ajenos a dicha institución, se opuso a su celebración y el 5 de marzo de 2008 el Juez 
Encargado dictó auto en el que acordaba no autorizarlo, por entender que de lo actuado no se 
desprendía que concurrieran los requisitos legalmente exigidos, esencialmente por la realidad 
material oculta del estado civil de los interesados. 
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos, mediante 
representante, interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
alegando que la convivencia iniciada a finales de 2004 en el estado de A. (Venezuela) continuó 
a partir de octubre de 2006 en T., que él la ha mantenido económicamente, que iniciaron el 
expediente matrimonial antes de que se incoara el de expulsión de la contrayente extranjera y 
que el estado civil actual de la interesada es el de divorciada; y presentando, como prueba 
documental, certificado de convivencia en L. y justificantes de matrícula de ella en un curso de 
doctorado de la Universidad de L. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación por sus propios fundamentos de la resolución apelada, y el Juez Encargado, tras 
informar en el mismo sentido, ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
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 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un ciudadano de doble nacionalidad venezolana y española -adquirida por opción 
el 10 de septiembre de 1996- y una nacional venezolana resultan, del trámite de audiencia y de 
la documental obrante en el expediente, un conjunto de hechos que llevan a la convicción de 
que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta 
institución. Los dos aluden a un conocimiento previo en una institución docente venezolana, 
añadiendo ella que “sólo de vista”, y a un reencuentro al cabo de veinte años: se cruzaron en 
una universidad de su país natal, él la reconoció, se veían e iniciaron la relación. Sin embargo, 
no puede darse por acreditada la manifestación de que conviven desde finales de 2004, 
primero en Venezuela y luego en España, porque los datos al respecto no son concordantes: 
él, que consta empadronado en L. desde el 2 de diciembre de 2002, señala que decidieron 
contraer matrimonio en Venezuela “antes de mi retorno”, hace aproximadamente un año (julio 
de 2006); contesta negativamente cuando se le pregunta si convive con alguien y, sobre si han 
mantenido comunicación continuada a lo largo de la relación aducida responde “por supuesto, 
vivimos juntos”. Por su parte ella, que alega cursar un doctorado en L., dice  también que 
piensa fijar su residencia “aquí, en T.”, porque es donde está su pareja y donde estudia 
actualmente. Y consta que cuatro meses después de iniciado este expediente le fue incoado a 
la interesada uno de expulsión, que se resolvió el 23 de enero de 2008 con imposición de una 
multa y advertencia de que debía abandonar el territorio español en los quince días posteriores 
a la notificación. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la 
finalidad que le es propia sino que está siendo instrumentalizado para regularizar la estancia en 
España del promotor extranjero. A mayor abundamiento, no está acreditado el estado civil de 
divorciado del promotor español, que no ha acompañado certificación literal del anterior 
matrimonio con inscripción marginal de divorcio, para constancia de que la sentencia extranjera 
ha surtido efectos legales en España. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 25 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero.  
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
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 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de Q. 
 

H EC H O S 
 
 1. El 29 de agosto de 2007 Don Á., de nacionalidad española, nacido en C. el 11 
de noviembre de 1958, presentó en el Consulado General de España en Q. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 24 de 
agosto de 2007 en G. (Ecuador), según la ley local, con la Sra. L., de nacionalidad ecuatoriana, 
nacida en G. el 18 de agosto de 1979. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; certificaciones de nacimiento y de matrimonio con 
asiento marginal de divorcio, pasaporte y DNI; y, de la interesada, inscripción de nacimiento, 
pasaporte ecuatoriano y cédula de ciudadanía. 
 
 2. El 3 de septiembre de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, vistas las contradicciones entre las declaraciones de ambos, 
se opuso a la inscripción del matrimonio y el 18 de enero de 2008 la Encargada del Registro 
Civil Consular de Q. dictó auto denegatorio, por considerar que no existía verdadero 
consentimiento. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que se tomaron por 
contradicciones los matices personales que cada uno introdujo en las respuestas y que quien 
pretende hacer fraude no se queda a vivir seis años en el extranjero y tiene un hijo con la 
persona a la que se quiere traer, y presentando, como prueba documental, resguardos de 
envíos de dinero. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que no 
formuló alegaciones, y la Encargada del Registro Consular emitió informe y ordenó la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
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reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Ecuador el 24 de agosto de 2007 entre un nacional español y una ciudadana ecuatoriana y, del 
trámite de audiencia reservada y de la documental obrante en el expediente, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha 
perseguido los fines propios de esta institución. Aunque discrepando sobre si se conocieron en 
2001 o en 2002, coinciden en manifestar que su relación empezó en 2002, añadiendo él que 
desde entonces han mantenido comunicación continuada, porque él ha vivido en Ecuador cinco 
años, manifestación que entra en contradicción con los datos de la certificación de matrimonio, 
en la que a él no le consta domicilio sino que está en tránsito y con otras declaraciones de los 
propios interesados, que refieren que ella no convive con nadie y que él le envía con 
periodicidad mensual 300 $, según ella, 500 €, según él, y que lo sitúan a él en su población 
natal, donde vive en casa de sus padres -él- o con sus padres en casa propia -ella- y donde se 
dedica a la ganadería como autónomo -ella- o compagina dicha actividad con su trabajo por 
cuenta ajena en la construcción para una empresa de encofrados -él-. A lo que antecede se 
une, aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una significativa 
diferencia de edad entre ambos.  
  
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar los recursos y confirmar el auto apelado. 
  
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 25 de marzo de 2009,  autorización de matrimonio 
civil. 

 
 
  
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
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 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de Z. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Z. el 25 de enero de 2007,  
Don J. nacido el 11 de septiembre de 1979 en Z. y Doña R. nacida el 27 de julio de 1986 en 
República Dominicana, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, 
certificado de empadronamiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de 
nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se publica Edicto, comparecen dos testigos que 
manifiestan que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se celebra la 
entrevista en audiencia reservada con  los interesados. El Ministerio Fiscal informó que se 
oponía a la celebración del matrimonio. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto en 
fecha 4 de junio de 2007 no autorizando la celebración del matrimonio, ya que de las 
audiencias reservadas se desprende la ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice 
la celebración del matrimonio.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que informa 
desfavorablemente. La Juez Encargada ordena la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 
386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª 
de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de 
enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 
12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo a la celebración del matrimonio existe un trámite 
esencial e imprescindible (cfr. Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 3ª e Instrucción de 31 
de enero 2006, VII), que es la audiencia personal, reservada y por separado a cada 
contrayente, que debe efectuar el instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la 
inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración 
(cfr. Art. 246 RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
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siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual de solicitud de autorización para la celebración de un 
matrimonio civil en España entre un español y una dominicana resultan del trámite de 
audiencia un conjunto de hechos que llevan a la conclusión de que el matrimonio que se 
pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Existen 
contradicciones en cuanto al conocimiento personal que él pueda tener de la familia de ella, el 
trabajo que ambos desempeñan, el lugar donde ella vive, la periodicidad y el lugar de sus 
encuentros, no coincidiendo, por último, en lo que hicieron el fin de semana anterior a la 
audiencia. Todas estas circunstancias permiten llegar a la conclusión de que existe una 
voluntad de ocultar las verdaderas razones del matrimonio, que no estaría basado en la 
intención de formar una comunidad de vida entre los cónyuges sino en la de obtener la 
regularización de la residencia en España de la contrayente dominicana. De estos hechos es 
una deducción lógica y en modo alguna arbitraria entender que estamos ante la preparación de 
un matrimonio de complacencia. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Auto apelado. 
 
 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (6ª) de 25 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 
 

 Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto emitido por el 
Encargado del Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. En fecha 12 de febrero de 2007, Don J, nacido en España el 5 de mayo de 1959  
presentó en el Consulado General de España en B. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado el 21 de diciembre de 2006 con Doña M. nacida en 
Colombia el 30 de mayo de 1948 y de nacionalidad colombiana. Adjuntaban la siguiente 
documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de matrimonio, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del 
Registro Civil Consular dicta auto con fecha 20 de marzo de 2007 denegando la inscripción del 
matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
                    II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la instrucción de 9 de Enero de 
1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RR.C), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la ley y 85 de su reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 21 de diciembre de 2006 entre un español y una colombiana y del trámite de 
audiencia reservada practicado a los interesados resultan determinados hechos objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Existen diversas inconsistencias que se derivan de las audiencias reservadas, como el hecho 
de que él no recuerde la fecha del matrimonio, o que no acudan familiares suyos a la boda. 
Pero el hecho determinante para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial es la 
manifestación realizada espontáneamente por el contrayente español sobre la creencia de que 
su mujer le está engañando y que la única intención que tiene es ir a España, solicitando el 
propio contrayente que no se le proporcione el visado.  
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 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo apelado. 
 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (7ª) de 25 de marzo de 2009, sobre  autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de E. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de E. el 22 de noviembre de 
2007, Doña M. , de nacionalidad española, nacida el 25 de julio de 1983 en H. y el Sr. O. , de 
nacionalidad marroquí, nacido el 15 de marzo de 1983 en A. (Marruecos), iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: de la promotora, DNI, certificación de nacimiento, volante de empadronamiento 
en E., certificado de empadronamiento en U. y declaración jurada de estado civil; y del 
promotor, pasaporte marroquí, extracto de acta de nacimiento, certificados de soltería y de 
residencia en T.  certificado de empadronamiento en B. y declaración jurada de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, ese mismo día, 22 de noviembre de 2007, se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada y compareció como testigo la madre de la 
promotora, que manifestó que no conocía impedimento alguno que se opusiera a la celebración 
del matrimonio.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso, por entender que el trámite de audiencia había 
proporcionado indicios suficientes para determinar que no había verdadero consentimiento, y el 
11 de febrero de 2008 la Juez Encargada, habiendo llegado a la convicción de que existía 
simulación, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
el promotor extranjero, a pesar de sus dificultades con el idioma, contestó correctamente a la 
mayoría de las preguntas que se le formularon y que el hecho de que no hayan coincidido en 
todas las respuestas avala su espontaneidad y su buena fe.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que, 
ratificando en todos los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo apelado, 
impugnó el recurso e interesó la confirmación del auto y la Juez Encargada formuló propuesta 
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en el mismo sentido y ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del  
Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento 
del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª 
de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 3ª y 4ª de 
enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª y 
12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan, del trámite de 
audiencia y de la documental obrante en el expediente,  un conjunto de hechos que llevan a la 
convicción de que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la 
propia de esta institución. Se advierte inseguridad, imprecisión y desconocimiento en las 
respuestas que los interesados dan a las preguntas que se le formulan. Manifiestan que se 
conocieron en un pub de la carretera N-340 pero ninguno concreta la fecha: ella “sólo recuerda” 
que fue en enero de este año (2007) y él añade que era viernes o sábado; él calcula que han 
convivido “mes y algo” y ella que “sobre dos meses”, añadiendo que el dueño de la casa -él 
cree que ella es la propietaria- “no me lo deja empadronar”; él cree que ella, diestra, es zurda, 
“no sabe” los apellidos de sus padres, ni cuántos hermanos tiene, ni sus nombres, ni sus 
lugares de residencia; ella “no recuerda” la ciudad de Marruecos en la que él nació, únicamente 
sabe el nombre del hermano que reside en E. y dice que él, que declara que trabaja en el 
campo “pero no tengo papeles”, no tiene empleo; y desconocen los respectivos niveles de 
estudios y aficiones. A mayor abundamiento, consta que a 17 de septiembre de 2007 ella 
estaba empadronada en U. y que se empadronó en E. el 21 de noviembre de 2007, víspera de 
la incoación de este expediente y, en cambio, no consta que el interesado se encontrara en 
España durante los diez meses de relación que se alegan: el único documento español que 
aporta es un certificado de empadronamiento, expedido el 20 de noviembre de 2007 y que no 
expresa ni la fecha en la que se produjo el alta ni la procedencia del inscrito. Todo ello lleva a la 
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convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que 
está siendo instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 26 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 

   
 
 
 Se deniega su autorización porque hay datos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de S. 

 
H E C H O S 

 
 1. Don J. nacido el 16 de septiembre de 1980 en L. y Doña S. nacida en Brasil el 
13 de julio de 1978 y de nacionalidad brasileña, presentan solicitud para contraer matrimonio 
civil. Aportaban como documentación: Certificado de nacimiento, certificado de estado civil y 
volante de empadronamiento del interesado y certificado de nacimiento, certificado de estado 
civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se publica Edicto. Se celebra el preceptivo trámite 
de audiencia reservada con  los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la celebración del 
matrimonio. El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 28 de enero de 2008, 
deniega la autorización del matrimonio al existir falta de consentimiento matrimonial. 
 
 3. Notificado a los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, solicitando la autorización del matrimonio. 
  
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso y la 
confirmación de la resolución recurrida. El Juez Encargado del Registro Civil remite toda la 
documentación a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 
386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª 
de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de 
enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 
12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
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impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España conforme a la legislación de nuestro país que cursan un español y 
una ciudadana brasileña y de las audiencias reservadas practicadas se han puesto de 
manifiesto una serie de contradicciones que impiden que se autorice el matrimonio. El 
interesado no sabe la fecha de nacimiento de ella y ella se equivoca en el año de nacimiento 
de él. Él se equivoca en el nombre del padre de ella, y ella en los apellidos de los padres de él, 
por su parte ella dice que su novio nació en S. cuando fue en L. El interesado no sabe los 
estudios que ella tiene manifestando ella al respecto que en su país estudiaba veterinaria. 
Difieren en los ingresos que tiene cada uno aun cuando ella trabaja en la oficina de la empresa 
de él. Ella dice que le regaló un perfume y él que no recuerda lo que se regalaron. Por otro lado 
y según información de  la Dirección General de la Policía  la interesada tiene una prohibición 
de entrada en España de fecha 22 de febrero de 2006. Por todos estos hechos se deduce que 
el matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta institución sino otros 
probablemente de carácter migratorio.  
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 26 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de Q. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 5 de septiembre de 2007 la Sra. J., de nacionalidad ecuatoriana, nacida en 
Q. (Ecuador) el 23 de diciembre de 1982, presentó en el Consulado General de España en Q. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 
14 de mayo de 2007 en G. (Ecuador), según la ley local, con Don S., de doble nacionalidad 
española y ecuatoriana, nacido en G. el 20 de septiembre de 1968. Aportaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; del interesado, 
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certificación de nacimiento y DNI españoles y certificado ecuatoriano de movimientos 
migratorios; y, propia, inscripción de nacimiento, pasaporte ecuatoriano y cédula de ciudadanía. 
 
 2. El 17 de enero de 2008 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, vistas las contradicciones entre las declaraciones de ambos, 
se opuso a la inscripción del matrimonio y el 18 de enero de 2008 la Encargada del Registro 
Civil Consular de Q. dictó auto denegatorio, por considerar que no existía verdadero 
consentimiento. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que se han considerado 
contradicciones las inexactitudes de escasa relevancia derivadas del hecho de que viven en 
países diferentes y de que su relación no ha sido continuada, sino que se ha interrumpido 
varias veces a lo largo de los años. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que no 
formuló alegaciones, y la Encargada del Registro Consular emitió informe y ordenó la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
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 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Ecuador el 14 de mayo de 2007 entre un ciudadano de doble nacionalidad ecuatoriana y 
española -adquirida por residencia el 16 de noviembre de 2006- y una nacional ecuatoriana y, 
del trámite de audiencia, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que 
el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Se advierten 
contradicciones en hechos relevantes de la relación aducida: si se conocen desde hace once 
años o desde hace seis, si él le pidió que se casaran en marzo de 2006, por teléfono, o cara a 
cara, durante el viaje que hizo a Ecuador en diciembre de 2006; si actuaron como testigos del 
matrimonio dos varones amigos de ella o N. y alguien que estaba por allí, porque el segundo 
previsto falló; si él le envía 200 $ por semana o 300 ó 400 cada quince días; si él estuvo en 
Ecuador en julio de 2007, como él manifiesta y consta documentalmente, o si ésta es la 
primera vez -diciembre de 2007- que se encuentran después de casados; o si se instalará o no 
con ellos en España el único hijo de ella, de 6 años, cuyo nombre él tardó mucho en recordar y 
dijo con inseguridad. Ella, por su parte, también ignora datos básicos de él: indica que vive en 
un piso de alquiler con Yolanda y otra señora, en tanto que él refiere que es propietario de la 
vivienda y que la comparte con Ángel y Federico. 
  
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar los recursos y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 26 de marzo de 2009, sobre autorización para 
contraer matrimonio. 

  
 
 
 Se retrotraen las actuaciones para que se practique audiencia reservada al 
interesado. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de A. el 1 de junio de 2007 Don 
A., de nacionalidad española, nacido el 8 de julio de 1930 en A., iniciaba expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil por poder con la Sra. F., de nacionalidad 
marroquí, nacida el 26 de junio de 1980 en K. (Marruecos). Acompañaba la siguiente 
documentación: propia, DNI, certificado de empadronamiento y certificaciones de nacimiento, 
de matrimonio y de defunción de la cónyuge; y, de la interesada, escritura de poder otorgado a 
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la hija del promotor para que contraiga matrimonio en su nombre, pasaporte marroquí y 
traducciones de extracto de acta de nacimiento, de certificados de soltería y de residencia y de 
tarjeta nacional de identidad.   
 
 2. Ratificada la solicitud por el promotor comparecieron dos testigos que 
manifestaron que creían que no existían impedimentos para la celebración del matrimonio y se 
expusieron edictos. El 9 de agosto de 2007 la interesada se ratificó, hizo declaración jurada de 
estado civil y fue oída reservadamente en el Registro Civil Consular de R.   
 
 3. El Ministerio Fiscal interesó que no se autorizara la celebración del matrimonio, 
por entender que no había auténtica voluntad de contraerlo, y el 6 de febrero de 2008 la Juez 
Encargada, no apreciando verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto denegatorio.  
  
 4. Notificada la resolución, el promotor interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, alegando que se conocieron en 2002 a través del cónyuge de 
su hija, de nacionalidad marroquí, y que desde entonces se han comunicado asiduamente por 
correspondencia y presentando, como prueba documental, fotocopia de su pasaporte, cartas, 
facturas de teléfono y fotografías. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
desestimación del recurso y la confirmación del auto impugnado, y la Encargada del Registro 
Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 49 y 56 del Código civil (Cc); 228 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil (LEC); 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 243, 244 y 246 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, de 9-1ª y 2ª de julio, 19-2ª de octubre y 16 de diciembre de 1996; 13 
de marzo de 2000, 5-3ª de enero de 2002, 17-3ª de mayo de 2004, 29-1ª de enero de 2007, 2-
6ª de abril y 5-13ª de noviembre de 2008 y 27-1ª de enero de 2009. 
 
 II. En el expediente previo al matrimonio es trámite imprescindible la audiencia 
personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, 
asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia de impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración ( cfr. art. 246 RRC). 
 
 III. Como viene reiteradamente insistiendo esta Dirección General a través de su 
constante doctrina y mediante las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006, el trámite de audiencia es fundamental y su importancia ha aumentado en los últimos 
tiempos, especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él 
puede en ocasiones descubrirse el propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, por éste u otros medios, 
el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio 
nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73.1º  Cc). 
 
 IV. Habida cuenta de que en este expediente de autorización para la celebración 
por poder de un matrimonio civil en España entre un nacional español y una ciudadana 
marroquí únicamente se ha oído a ésta última y de que, no constando que el trámite de 
audiencia reservada se haya realizado también al promotor, no pueden contrastarse las 
declaraciones de ambos ni obtenerse los datos precisos para una decisión fundada, procede 
dejar sin efecto el auto dictado y retrotraer las actuaciones para que el interesado sea oído 
reservada y separadamente, a los efectos señalados en el artículo 246 del RRC, y continuar 
con la tramitación reglamentaria. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1. Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
 2. Retrotraer las actuaciones para que sea oído reservadamente el promotor. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 26 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero.  

 

 
 Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, mediante representante legal, 
contra auto emitido por el Encargado del Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. En fecha 6 de febrero de 2007, Doña I., nacida en Cuba el 19 de octubre de 
1963 y de nacionalidad cubana, presentó en el Consulado General de España en B. impreso 
de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado el 13 de septiembre de 
2006 con Don J. nacido en España el 6 de diciembre de 1952. Adjuntaban la siguiente 
documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de matrimonio, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio del interesado y 
certificado de nacimiento, certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal estima que se han guardado las prescripciones legales y que 
existiendo una certeza racional de obstáculo legal que vicia la prestación del real y verdadero 
consentimiento matrimonial se opone a la solicitud de los contrayentes. El Encargado del 
Registro Civil Consular dicta auto con fecha 9 de agosto de 2007 denegando la inscripción del 
matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado, mediante representante legal, 
interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a 
solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste informa que el auto recurrido resulta 
conforme a Derecho y se ratifica en todos los extremos del informe emitido en su día y previo al 
acuerdo que se recurre. El Encargado  del Registro Civil  de Consular remitió lo actuado a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y    73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la instrucción de 9 de Enero de 
1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 
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 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la ley y 85 de su reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación. 
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Cuba, el 13 de septiembre de 2006 entre un español y una cubana y del trámite de 
audiencia reservada practicado a los interesados resultan determinados hechos objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Así, él para contestar a las preguntas sobre la fecha, lugar de nacimiento y número de teléfono 
del otro contrayente se tiene que ayudar de un documento donde lleva apuntados tales datos. 
Se contradicen en el número de hijos que él tiene, así ella dice que tiene tres mientras que él 
afirma tener cinco. A pesar de viajar mucho a Cuba, contraen el matrimonio por poder, 
manifestando él que no conocía a ninguno de los testigos que comparecieron. A todo ello, él 
reconoce la necesidad del trámite del matrimonio para traer a la contrayente cubana a España, 
siendo éste el único motivo por el que se celebra el mismo. 
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo apelado. 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 26 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 

 
 Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
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En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. En fecha 18 de agosto de 2006, Doña M., nacida en Cuba el 18 de febrero de 
1974 y de nacionalidad cubana, presentó en el Consulado General de España en B. impreso 
de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado el 13 de abril de 2006 
con Don F. nacido en España el 18 de mayo de 1953. Adjuntaban la siguiente documentación: 
Hoja declaratoria de datos para la inscripción de matrimonio, certificado de nacimiento y 
certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento, certificado de estado civil 
de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal estima que se han guardado las prescripciones legales y que 
existiendo una certeza racional de obstáculo legal que vicia la prestación del real y verdadero 
consentimiento matrimonial se opone a la solicitud de los contrayentes. El Encargado del 
Registro Civil Consular dicta auto con fecha 27 de junio de 2007 denegando la inscripción del 
matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado, interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, 
aportando pruebas documentales como cartas, fotografías, etc. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste informa que el auto recurrido resulta 
conforme a Derecho y se ratifica en todos los extremos del informe emitido en su día y previo al 
acuerdo que se recurre. El Encargado  del Registro Civil  de Consular remitió lo actuado a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y    73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la instrucción de 9 de Enero de 
1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
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adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la ley y 85 de su reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Cuba el 13 de abril de 2006 entre un español y una cubana y del trámite de audiencia 
reservada practicado a los interesados resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio no ha perseguido los fines propios de esta institución. Así, se 
observan contradicciones e inconsistencias sobre elementos esenciales de la relación, como 
las relativas a los datos personales de cada uno, profesión, estudios y fecha de la boda. Por su 
parte, el contrayente español desconoce si ella ha estado casada con anterioridad, no sabiendo 
identificar con exactitud a los testigos que acudieron a la boda. Por último, él manifiesta que la 
finalidad de su matrimonio es la de obtener un visado que le permita a su esposa adquirir su 
residencia en España. 
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo apelado. 
  
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (6ª) de 26 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero.  
 
 
 Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto emitido por el 
Encargado del Registro Civil Consular de B. 
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H E C H O S 
 
 1. En fecha 29 de marzo de 2007, Don J., nacido en Colombia el 25 de septiembre 
de 1968  presentó en el Consulado General de España en B. impreso de declaración de datos 
para la inscripción de su matrimonio celebrado el 26 de diciembre de 2006 con Doña M., nacida 
en Colombia el 7 de agosto de 1970 y de nacionalidad colombiana. Adjuntaban la siguiente 
documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de matrimonio, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del 
Registro Civil Consular dicta auto con fecha 30 de mayo de 2007 denegando la inscripción del 
matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y    73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta dirección general dictó en su momento la instrucción de 9 de Enero de 
1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC.), requiere que por medio de 
la calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue 
a la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la 
ley española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, 
para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la ley y 85 de su reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
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la doctrina de este centro directivo a partir de la resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 26 de diciembre de 2006 entre un español, colombiano de origen y una 
colombiana y del trámite de audiencia reservada practicado a los interesados resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. Así, se observan contradicciones e inconsistencias sobre 
elementos esenciales de la relación, como las relativas al motivo del deseo residir en España, 
los deportes que ella practica, los empleos que han desempeñado cada uno o el perfume que 
ella utiliza. Además es de destacar el desconocimiento de ella sobre la fecha de nacimiento del 
otro contrayente.  
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo apelado. 
 
 
 
 
Resolución (7ª) de 26 de marzo de 2009, sobre autorización de matrimonio 
civil. 

  
 
 
 Se deniega la autorización para la celebración en España de un matrimonio civil 
entre un español y una mexicana que, al parecer, ya se encuentran vinculados entre sí por un 
matrimonio canónico anterior que, incluso celebrado fuera de España, es eficaz y genera 
impedimento de ligamen. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de B. 
 

HECHOS 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de B. el 6 de agosto de 2007 
Don S., de nacionalidad española, nacido el 25 de julio de 1970 en P., y la Sra. R., de 
nacionalidad mexicana, nacida el 24 de abril de 1975 en T. de S (México), iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, DNI, certificación de nacimiento, volante individual de 
empadronamiento y declaración jurada de estado civil; y, de la promotora, pasaporte mexicano, 
acta de de nacimiento, certificado de la Embajada de México en España sobre registro en el 
libro de matrícula consular, certificación del Registro Civil mexicano sobre estado civil, volante 
individual de empadronamiento y declaración jurada de estado civil. 
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 2. Ratificada la solicitud por ambos, el 19 de octubre de 2007 se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada y comparecieron dos testigos que declararon que no les 
constaba que existiera impedimento alguno que se opusiera a la celebración del matrimonio.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso porque, habiendo manifestado la interesada que 
contrajeron matrimonio canónico en México el 21 de abril de 2007, procedía que instaran la 
inscripción de ese matrimonio religioso y no la celebración de otro civil, que no puede 
autorizarse entre personas ya casadas. El 8 de noviembre de 2007 la Juez Encargada dictó 
auto denegatorio, por existir en ambos solicitantes impedimento de ligamen.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
solamente han realizado los trámites para el matrimonio religioso, que en México el único 
matrimonio válido es el civil y que han acreditado que están solteros y presentando, como 
prueba documental, boleta de información matrimonial, escrito de la parroquia de celebración 
indicando que sólo queda pendiente el matrimonio civil, no necesario para la ceremonia 
religiosa, y certificación del Registro Civil mexicano de que no se ha encontrado el registro del 
matrimonio religioso.  
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificándose en 
todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
interesó la confirmación, por sus propios fundamentos, del auto apelado y la Juez Encargada 
ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 46, 49, 
56, 60, 61, 63, 65, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 35 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 12, 238, 245, 246, 247, 258 y 358 del Reglamento del Registro Civil; las 
Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 
de 13 de septiembre de 1997, 12-4ª de septiembre de 2002, 15-1ª de abril y   20-4ª de octubre 
de 2004; 20-2ª de septiembre de 2005, 29-3ª de septiembre y 27-1ª de octubre de 2006, 4-1ª 
de junio de 2007 y 21-1ª de enero de 2009. 
 
 II. No pueden contraer matrimonio los que estén ligados por vínculo matrimonial 
(cfr. art. 46.2º Cc). Precisamente la función propia del expediente previo regulado en los 
artículos 238 y siguientes del Reglamento del Registro Civil es prevenir la celebración de 
matrimonios nulos mediante la verificación de que concurren todos los requisitos legales (cfr. 
art. 65 Cc), entre los que se encuentra la ausencia de impedimento personal de ligamen.  
 
 III. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana mexicana resultan, del trámite de audiencia 
y de determinados documentos que obran en el expediente, un conjunto de datos que permiten 
presumir que los solicitantes ya están casados entre sí. Aunque ambos hacen declaración 
jurada de que su estado civil es el de solteros, en la audiencia reservada la interesada 
manifiesta que “se casaron por la iglesia” en México el 21 de abril de 2007, pero que “no dieron 
de alta su matrimonio”. No acreditada fehacientemente la inexistencia de impedimento personal 
de ligamen, el matrimonio civil no puede ser autorizado, sin que el hecho de que la 
documentación presentada -boleta de información matrimonial y escrito de la parroquia de 
celebración- no constituya título válido para la inscripción del matrimonio canónico pueda 
desvirtuar tal conclusión, en la medida en que el vínculo goza de las presunciones del principio 
favor matrimonii y, por tanto, no puede darse por probada la libertad de estado de los 
contrayentes.  
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado, sin perjuicio del derecho de 
los promotores a solicitar la inscripción del matrimonio celebrado en México según las normas 
del Derecho canónico el 21 de abril de 2007, a tenor de lo dispuesto en los artículo 49  y 60 del 
Código civil que, respectivamente, permiten a cualquier español contraer matrimonio dentro o 
fuera de España en la forma religiosa legalmente prevista y atribuyen efectos civiles al 
matrimonio celebrado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 26 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio otorgado en el extranjero. 

  
 

 
 1º. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración“ pero, aunque la forma sea válida, para 
poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos legales 
de fondo exigidos para la validez del vínculo. 
 
 2º. Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio coránico celebrado en 
Marruecos entre una marroquí y un español, marroquí de origen. 
 
                   En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra acuerdo de la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 19 de septiembre de 2005 Don S. de nacionalidad española, nacido el 10 de 
marzo de 1933 en N. (Marruecos), presentó impreso de declaración de datos para la inscripción 
del matrimonio que había celebrado el 30 de junio de 2004  en Marruecos, según la ley local, 
con la Doña F., nacida en 1957 en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Acompañaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria de datos, acta de matrimonio 
local y certificación de nacimiento del interesado y pasaporte y certificado de nacimiento de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con 
la interesada en el Consulado General de España en N.  El Juez Encargado del Registro Civil 
Central mediante auto de fecha 26 de septiembre de 2007 deniega la inscripción del 
matrimonio solicitada por considerar que el matrimonio se había celebrado como si el 
contrayente español estuviera soltero y como si ambos contrayentes fueran marroquíes y que, 
por tanto, el promotor no había tramitado ni presentado el certificado de capacidad que la 
legislación local exige en los supuestos de matrimonio entre marroquí y extranjero.  
 
 3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que el certificado de capacidad nunca le fue 
requerido por las autoridades del país de celebración. 
 
 4. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo recurrido. El Juez Encargado del 
Registro Civil Central ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, para la resolución del recurso.  
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos  45, 49, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el Convenio número 20 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil relativo a la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial, firmado en Munich el 5 de septiembre de 1980 (BOE 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y 31 de enero de 
2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 
14-1ª de junio y 1-2ª de septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008. 
 
 II. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 49-II C. c.) pero, aunque la forma 
sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los 
requisitos legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 Cc), comprobación 
que puede hacerse mediante la calificación de la “certificación expedida por autoridad o 
funcionario del país de celebración” (cfr. art. 256 nº 3 RRC)  en las condiciones establecidas 
por dicho precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a través del 
expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil.  
 
 III. En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio coránico 
celebrado en Marruecos el 30 de junio de 2004 entre una ciudadana marroquí y un español, que 
obtuvo la nacionalidad española por residencia el 23 de mayo de 1991 renunciando a su anterior 
nacionalidad marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades locales validez y eficacia 
a la renuncia a la nacionalidad de origen, el contrayente español se ha casado como marroquí y, 
en consecuencia, no se le ha exigido el certificado de capacidad, obligatorio en los matrimonios 
mixtos. Pero las autoridades españolas no pueden examinar la cuestión del mismo modo porque, 
en estos supuestos de doble nacionalidad de facto, de un español que ostenta además otra no 
prevista en nuestras leyes o en los tratados internacionales, prevalece en todo caso la 
nacionalidad española (cfr. art. 9 nº 9 Cc). Por tanto, para el ordenamiento jurídico español, se 
trata de un matrimonio de español celebrado en el extranjero con contrayente extranjero y, 
presupuesta para tal caso la exigibilidad por parte de la ley marroquí de un certificado de 
capacidad matrimonial del extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la mera 
certificación de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible extralimitación 
reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del Registro Civil respecto del artículo 73, 
párrafo segundo de la Ley, la aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida en el 
artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él contemplados y en cuyo tipo 
normativo se subsume el que es objeto del presente recurso, la previa tramitación de expediente 
registral, a fin de obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. Y ello 
debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del Reglamento constituye una 
norma material de extensión inversa o ad intra para los supuestos internacionales en ella 
previstos, por efecto de la cual se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos 
extranjeros que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende que, partiendo 
de la condición de español del contrayente, no se han observado las exigencias para la 
celebración del matrimonio de la forma prevista por la lex loci.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 27 de marzo de 2009, sobre inscripción  de 
matrimonio.  
 
  
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
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En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 2 de octubre de 2007, Doña L. nacida en Cuba el 12 de noviembre 
de 1976, presentó en el Consulado español en L. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 30 de marzo de 2007 con Don V. nacido en 
España el 8 de abril de 1952 y de nacionalidad española. Adjuntan como documentación: Hoja 
declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de 
matrimonio y sentencia de divorcio del interesado y certificado de nacimiento y certificado de 
estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 30 de enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
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autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Ambos coinciden 
en que se conocieron en enero de 2003, sin embargo mientras que la interesada declara que el 
señor R permaneció tres meses en Cuba y que ella lo acompañó por todo el país, el interesado 
manifiesta que a la semana de conocerla regresa a Cuba y que permaneció seis meses con 
ella recorriendo la isla. La interesada dice que él no volvió a la isla desde que se marchó en 
2004, por problemas de salud, mientras que el interesado afirma que no volvió a la Isla porque 
estuvo trabajando por diversos países, pero no hace mención a su estado de salud. Ella 
expresa que tiene un soplo al corazón y él manifiesta que ella no tiene problemas de salud, no 
sabe los estudios que ésta tiene cuando es técnico medio en gastronomía. La interesada no 
dice que vía de comunicación mantuvieron los interesados, sin embargo él dice que se 
comunican por teléfono, sabe que el interesado tiene dos hijos pero no sabe nada de ellos 
porque él no tiene contacto con los mismos. El interesado dice que se casó por poderes en 
marzo de 2007 en V. Cuba, pero no recuerda el día y tampoco sabe quienes fueron los testigos 
de la boda alegando que se hizo por poderes. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho 
que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y 
cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines 
probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 27 de marzo de 2009, sobre matrimonio islámico 
celebrado en España. 

  
 
 
 No es inscribible el matrimonio islámico celebrado en España por quien luego 
adquirió la nacionalidad española porque la certificación presentada sobre los hechos de que 
da fe no reúne garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española.  



 189

 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 23 de febrero de 2007 Don M., de nacionalidad española declarada con valor 
de simple presunción el 26 de marzo de 2003 y nacido el 3 de enero de 1946 en S. 
(Marruecos), y la Sra. F., de nacionalidad mauritana, nacida en A. (Mauritania) el 22 de 
diciembre de 1965, comparecieron en el Registro Civil de T. solicitando que se transcribiera el 
matrimonio islámico que habían celebrado en la mezquita de K. de L. el 29 de octubre de 1988. 
Presentaron la siguiente documentación: Acta de matrimonio; de la promotora, certificado del 
Consulado General de Mauritania en L. sobre inexistencia de edictos en ese país, acta de 
nacimiento, traducción de atestado de residencia en N. (Mauritania) entre el 1 de octubre de 
1986 y el 1 de octubre de 1988 y NIE; del promotor, traducción de atestado de residencia en N. 
entre el 4 de octubre de 1986 y el 4 de octubre de 1988, certificación de nacimiento y DNI; y 
certificado conjunto de empadronamiento en B. 
 
 2. Ambos ratificaron la solicitud y fueron oídos en audiencia reservada y 
comparecieron dos testigos, que manifestaron que, por la amistad que tenían con los 
interesados, les constaba que habían contraído matrimonio en el año y lugar arriba indicados. 
El Ministerio Fiscal no se opuso a la inscripción del matrimonio, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 7.4 de la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación del Estado Español con la Comisión Islámica de España, y el Encargado del 
Registro Civil de T. informó que estimaba cumplidos los requisitos exigidos por la legislación 
española y dispuso la remisión de lo actuado al Registro Civil de L. 
 
 3. El 27 de marzo de 2007 el Juez Encargado del Registro Civil de L. dictó auto 
denegando la inscripción del matrimonio, con el fundamento jurídico de que la Ley 26/1992 no 
tiene carácter retroactivo y, por tanto, únicamente cabe referirla a los matrimonios celebrados 
después de su entrada en vigor y que, rigiéndose los anteriores por la normativa aplicable en el 
momento de la celebración y siendo español el interesado en 1988, debió contraer matrimonio 
en la forma civil o en la forma religiosa entonces previstas para los españoles en el artículo 49 
del Código Civil. 
 
 4. Notificada la resolución a la interesada, los promotores interpusieron recurso 
mediante representante ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando 
que el artículo 7.4 de la Ley 26/1992 no impide la inscripción de los matrimonios islámicos 
celebrados con anterioridad. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se opuso a la 
estimación del recurso, por considerar que, relacionando el precepto citado con los ordinales 
precedentes de ese mismo artículo, los matrimonios celebrados antes de noviembre de 1992 
son inscribibles si surtían efectos civiles conforme a la legislación anterior. El Juez Encargado 
del Registro Civil de L. informó que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que aconsejaron dictar la resolución impugnada y ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos los artículos 1, 3 y 7 de la Ley 26/1992, de 10 de noviembre 
por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación entre el Estado Español y la Comisión 
Islámica de España; la Instrucción de 10 de febrero de 1993; los artículos 8, 9, 12, 46, 50, 65 y 
73 del Código Civil (Cc); 15, 16, 23,  35 y 73 de la Ley  del Registro Civil (LRC); 16, 66, 68, 85, 
256, 257, 258 y 342 del Reglamento del Registro  Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, 
11-1ª de enero, 31-3ª de mayo y 8-3ª de septiembre de 2000;   26-2ª de diciembre de 2001, 9-
2ª  de mayo de 2002, 16-2ª de noviembre de 2005; 7-1ª de febrero, 8 y 12-4ª de abril y 13-1ª de 
noviembre de 2006; y 30-2ª de enero y 4-6ª de junio de 2007 y 11-5ª de septiembre de 2008. 
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 II. En el presente caso los interesados pretenden la inscripción en el Registro Civil 
español del matrimonio coránico que celebraron en L. el 29 de octubre de 1988, inscripción que 
es denegada por el Juez Encargado del Registro Civil de dicha capital, mediante auto de 27 de 
marzo de 2007, por estimar, conforme a la Instrucción de este Centro Directivo de 10 de 
febrero de 1993, que la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se publica el Acuerdo de 
Cooperación del Estado Español con la Comisión Islámica de España, no es aplicable a un 
matrimonio celebrado con anterioridad, por carecer dicho Acuerdo de efectos retroactivos. De 
los matrimonios islámicos previos al Acuerdo surtirían efectos civiles los celebrados lex loci en 
el extranjero, si uno de los contrayentes era español, y los celebrados en España, si ambos 
contrayentes eran extranjeros y la forma del matrimonio era admitida por la ley personal de 
cualquiera de ellos. Como el Encargado entiende que el contrayente era español y el 
matrimonio se había celebrado en España, resuelve que no es posible la inscripción 
pretendida. El citado auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Son dos las cuestiones que, en principio, deben examinarse, ambas 
interrelacionadas: una, si el contrayente era español al tiempo de contraer el matrimonio que se 
pretende inscribir y la otra si, admitiendo que no lo fuese, en 1988, año de celebración, era 
admisible esa forma matrimonial conforme a la legislación entonces vigente. 
 
 Respecto a la primera cuestión, consta en anotación marginal a su inscripción de 
nacimiento que al contrayente, nacido en S. cuando era posesión española, le fue declarada la 
nacionalidad española de origen, con valor de simple presunción, en 2003. Considerar que 
cuando contrajo matrimonio en 1988 era español implicaría una atribución retroactiva de 
efectos a la nacionalidad declarada quince años después. 
 
 Admitido que no era español y, por tanto, que el matrimonio celebrado en España 
fue entre dos extranjeros, procede examinar si en la fecha de celebración era legalmente 
posible el matrimonio en forma islámica. La respuesta debe ser afirmativa, puesto que el 
artículo 50 del Código Civil (redacción dada por la Ley 30/1981, de 7 de julio) establece que “si 
ambos contrayentes son extranjeros, podrá celebrarse el matrimonio en España con arreglo a 
la forma prescrita para los españoles o cumpliendo lo establecido por la ley personal de 
cualquiera de ellos”.  
 
 IV. De otro lado, los hechos que afectan a españoles, aunque hubieren acaecido 
antes de que adquirieran la nacionalidad española, son inscribibles en el Registro Civil español 
competente (cfr. arts. 15 LRC y 66 RRC), siempre, claro es, que se cumplan los requisitos en 
cada caso exigidos. Por esta razón ha de examinarse si cumple estas exigencias el matrimonio 
cuya inscripción pretenden los promotores. 
 
 V. La competencia para decidir la inscripción corresponde al Registro Civil de L., 
ciudad en la que se celebró el matrimonio (cfr. art. 16 y 68 RRC) y la vía registral para obtener 
el asiento ha de ser o la certificación expedida por la confesión correspondiente (cfr. arts. 23 
LRC y 85 y 256-3º RRC), o el expediente al que se refiere el artículo 257 del Reglamento “en el 
que se acreditará debidamente la celebración en forma del matrimonio y la inexistencia de 
impedimentos”. El acta de matrimonio que en este caso se ha aportado no puede considerarse 
válida y eficaz, por apreciarse en ella defectos formales y materiales que pudieran invalidarla: 
pese a que, al parecer, el documento se expidió también en lengua española, se ha presentado 
en árabe, acompañado de una traducción de autor no identificado y que no contiene mención al 
estado civil de los contrayentes, dato obligado en la inscripción de matrimonio (cfr. arts. 35 LRC 
y 12 y 258 RRC). No reuniendo el título aportado los requisitos que señala el artículo 
reglamentario trascrito, no puede practicarse la inscripción, lo cual no impide que, si llega a 
suministrarse documento fehaciente, sea factible reiterar el expediente y obtener, bien la 
inscripción, bien la anotación del matrimonio. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 27 de marzo de 2009, sobre declaración de 
nacionalidad española. 

  
 
 
 No es española iure soli la nacida en España en 2005, hija no matrimonial de 
holandés y de ecuatoriana, porque es holandesa iure sanguini. 
 
 En el expediente sobre declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
los interesados, contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de M.  
 

H E C H O S 
 
 1. Por escrito presentado en el  Registro Civil de M., el 15 de septiembre de 2005, 
Don R., nacido en C., el 15 de enero de 1965, soltero, de nacionalidad holandesa y con 
domicilio en M. y Doña V., nacida en L. (Ecuador), el 28 de febrero de 1971, divorciada y con 
domicilio en M., solicitaban para su menor hija G., nacida en M., el 5 de enero de 2005, la 
nacionalidad española con valor de simple presunción al margen del acta de su nacimiento. 
Acompañaban los siguientes documentos: Certificados de nacimiento de la interesada, 
certificados de empadronamiento y certificados consulares. 
 
 2. Notificado el  Ministerio Fiscal informa  que no procede lo solicitado. El  Juez 
Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 20 de febrero de 2006, denegando la petición 
formulada por los promotores alegando que la menor interesada ha adquirido desde la fecha de 
nacimiento la nacionalidad holandesa de su padre. 
 
 3. Notificado el Ministerio Fiscal y los promotores, éstos interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, manifestando que su hija es holandesa 
cuando pasan tres años de convivencia con el padre, por lo que al tener su menor hija un año y 
tres meses no tiene ninguna nacionalidad en el momento actual. 
 
 4. Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, éste confirma el auto apelado por sus 
propios fundamentos, por no ser de aplicación el art. 17.1.c del Código civil. El Juez Encargado 
del Registro Civil Único de M., deniega la presunción de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción,  alegando que el precepto expuesto por los recurrentes no es de aplicación, 
ya que se refiere a hijos nacidos de madre no holandesa y que son reconocidos posteriormente 
por el padre holandés y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 
338 y 340 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre otras, de 30-3ª de 
noviembre de 2004; 23-2ª de diciembre de 2005; 18-2ª de abril y 8-5ª de noviembre de 2006: 
11-2ª y 14-4ª de enero y 2-3ª de abril de 2007. 
 
 II. Se pretende por este expediente declarar con valor de simple presunción que 
tiene la nacionalidad española de origen una niña nacida en España en 2005, hija no 
matrimonial de padre holandés y madre ecuatoriana, domiciliada en España. Como está 
determinada la filiación paterna y materna, la atribución iure soli de la nacionalidad española 
sólo podría fundarse en el artículo 17-1-c del Código civil, según el cual son españoles de 
origen “los nacidos en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si 
la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad".  
 
 III. En este caso, de acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación 
holandesa es holandés el menor cuyo padre o madre fuera ciudadano holandés en el momento 
de su nacimiento (cfr. art. 3 de la Ley Estatal de la Ciudadanía Holandesa, de 19 de diciembre 
de 1984, modificada por la Ley Estatal de 21 de diciembre de 2000). Por tanto el nacido 
adquirió al nacer iure sanguinis la nacionalidad holandesa de su padre. En consecuencia, dado 
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el carácter subsidiario de la atribución iure soli de la nacionalidad española y la preferencia 
para el legislador español del iure sanguinis sobre el iure soli, hay que concluir que la nacida es 
holandesa y que no entra en juego el citado precepto del Código civil, pues no se produce una 
situación de apatridia originaria que justificaría la atribución de la nacionalidad española. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 27 de marzo de 2009, sobre inscripción de 
nacimiento. 

  
 
 
   No procede por no estar acreditada la filiación española del interesado ni haber 
acaecido su nacimiento en España. 
 
 En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española, remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado 
contra acuerdo de la Juez Encargada del Registro Civil Central 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 5 de marzo de 2007 Don B., nacido el 10 de febrero 
de 1958 en Sahara Occidental, solicita la nacionalidad española, alegando que sus padres eran 
españoles. Adjunta como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado negativo de 
nacimiento, recibo de MINURSO, certificado del Archivo General de la Administración, permiso 
de residencia y volante de empadronamiento. 
  
 2. La Juez Encargada del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 29 de 
abril de 2008, deniega la inscripción de nacimiento al interesado ya que no se ha acreditado 
que su padre hubiera adquirido la nacionalidad española antes del nacimiento del promotor o 
durante la minoría de edad de éste. 
  
 3. Notificado el Ministerio Fiscal y el interesado, éste interpone recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar su inscripción de 
nacimiento y la nacionalidad española. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto apelado. La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 15 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
68 y 335 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones, entre otras, de 2-1ª de 
septiembre de 2004; 15-1ª de noviembre de 2005; 17-4ª de enero, 30-5ª de junio de 2006; 21-
5ª de mayo, 28-3ª de septiembre de 2007;  6-5ª de junio y 7-6ª de noviembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por el interesado la inscripción de su nacimiento en el Registro Civil 
alegando haber nacido en Sahara Occidental en 1958, inscripción que es denegada mediante 
acuerdo dictado el 29 de abril de 2008 por la Juez Encargada del Registro Civil Central. Este 
acuerdo constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. En el Registro se han de hacer constar los hechos inscribibles que afecten a 
los españoles y los acaecidos en territorio español, aunque afecten a extranjeros (cfr. art. 15 
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LRC). Esto significa que la inscripción de un nacimiento no acaecido en España exige la previa 
adquisición o declaración de la nacionalidad española. En el presente caso, al no haber nacido 
el interesado en España y no constar su condición de español, el Juez Encargado, por 
providencia de 14 de enero de 2008 acordó que se le librara comunicación requiriéndole para 
que acreditase de donde le advenía la nacionalidad española y, a tal efecto, aportase 
certificación de la inscripción de nacimiento de su padre expedida por el Registro Civil español 
y se le informaba de que, de no acreditarlo, debería obtener la nacionalidad por residencia o 
con valor de simple presunción. Al no haberse probado el interesado lo que había sido objeto 
del referido requerimiento, no es posible acceder a su solicitud de inscripción de nacimiento. 
Ello sin perjuicio de que pueda instar bien la adquisición de la nacionalidad española por 
residencia o bien incoar expediente para que le sea declarada dicha nacionalidad con valor de 
simple presunción, siempre que, en ambos casos, concurran y se acrediten los requisitos 
necesarios.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 27 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 
 
 
 
 Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto emitido por el 
Encargado del Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña L. nacida en Colombia el 15 de marzo de 1958 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 4 de diciembre de 2006 con Don S., nacido en España el 25 de julio 
de 1952. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción 
de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de 
matrimonio con inscripción marginal de divorcio del interesado y certificado de nacimiento, 
certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 25 de enero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, 
aportando pruebas documentales como facturas telefónicas, videos, etc. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
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de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual los hechos comprobados por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, así coinciden en el modo y tiempo en que se conocieron, gustos, aficiones, 
números de teléfono y direcciones, trabajos y remuneración que cada uno percibe, etc., lo que 
no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización fraudulenta del 
matrimonio, sobre todo a la vista de las pruebas presentadas con el recurso. 
 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso. 
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en Colombia el 4 de diciembre de 2006 entre Don S. y Doña L. 
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RESOLUCIÓN de 28 de marzo de 2009, sobre anotación de 
reconocimiento. 

  
 
 
 El reconocimiento de un menor otorgado en forma y con todos sus requisitos ha 
de constar marginalmente en la inscripción de nacimiento del reconocido. 
 
 En el expediente sobre inscripción de reconocimiento paterno remitido a este 
Centro en trámite de recurso, en virtud del entablado por el letrado apoderado por la promotora 
contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1.- Con fecha 10 de abril de 2008 comparecen en el Registro Civil de L Don I., 
casado con Doña E., y Doña L., casada con H., manifestando que L. es la madre de H., nacido 
en L. el 20 de diciembre de 2006, que Don I. pretende el reconocimiento de filiación sobre el 
citado menor, la madre del menor consiente en ello y no se opone a dicho reconocimiento. 
Adjuntan como documentación: DNI de los promotores y libro de familia. 
 
 2. El Ministerio Fiscal informa que procede la anotación marginal al lado de la 
inscripción principal de nacimiento del menor de edad en la cual se haga constar el 
reconocimiento de la filiación paterna no matrimonial efectuado por el interesado Don I. 
respecto del menor citado. La Juez Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 19 de 
junio de 2008, deniega el reconocimiento de la filiación paterna solicitado ya que a pesar de 
que en la comparecencia inicial ambos dan su consentimiento para dicho reconocimiento, 
posteriormente después de haberle notificado a las partes que dicha solicitud sería remitida al 
Ministerio Fiscal, y posteriormente a citar las partes para su ratificación, así como ésta fue 
realizada por el señor L., la madre del menor, no compareció a tal fin, haciéndolo su esposa 
Doña H., manifestando que Doña L. y su hijo menor H. se encuentran en M. desde el día 2 de 
mayo y que no sabe cuando volverán, desconociendo las razones por las que se marchó. 
 
 3.- Notificado el interesado, éste, mediante representante legal, interpone recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar el 
reconocimiento de filiación paterna y su inscripción en el certificado de nacimiento. 
  
 4. Notificado el Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, éste interesa la 
estimación del mismo. La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 68, 120 y 124 del Código civil (Cc); 15, 16, 23, 27, 28 y 46 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones de 24-1ª de enero, 9 de octubre y 11-2ª de noviembre y 28 de diciembre de 2002; 
15-3ª de enero y 12-2ª de noviembre de 2004; 24-1ª de noviembre de 2005; y 22 de febrero de 
2007. 
 
 II. Se pretende la inscripción de un reconocimiento de filiación paterna no 
matrimonial que hace un varón casado, respecto del hijo que dice haber tenido con una mujer 
casada con otra persona de su mismo sexo. Tanto el presunto padre como la madre biológica 
comparecieron el 10 de abril de 2008 ante la Juez Encargada del Registro Civil, ante quien el 
primero efectuó el reconocimiento y la segunda lo consintió. Citados los interesados para que 
ratificaran su solicitud, compareció sólo el padre, pero no la madre, que según declaró su 
esposa, se marchó con el hijo a Estados Unidos desconociendo las razones de su marcha y si 
regresará o no. También el interesado había dirigido escrito -en el que refería este hecho- para 
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solicitar testimonio del expediente porque dada la situación pretendía promover medidas 
cautelares. 
 
 El Fiscal emitió informe favorable a la validez del reconocimiento, porque al 
hallarse la madre biológica del reconocido casada con otra mujer, no era posible la procreación 
entre ellas y, consecuentemente, no podía aplicarse la presunción de paternidad matrimonial 
establecida por el artículo 116 del Código civil. 
 
 Por auto de 19 de junio de 2008, la Juez Encargada denegó la inscripción del 
reconocimiento motivada por falta de ratificación, alegando como otro motivo en los 
fundamentos del auto, la no constancia de la existencia de una relación sentimental entre los 
presuntos progenitores. 
 
 III. La regulación de la filiación en el Código civil se inspira en el principio de 
veracidad biológica, de modo que un reconocimiento de la paternidad no matrimonial es nulo 
de pleno derecho y no podrá ser inscrito cuando haya en las actuaciones datos de los que se 
deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. No existe, sin embargo, en las 
actuaciones practicadas ningún elemento objetivo que permita afirmar que nos encontramos 
ante un reconocimiento falso o de complacencia. Las declaraciones formalizadas ante el 
Encargado del Registro Civil por el presunto padre y por la madre biológica fueron 
concordantes en la afirmación de la paternidad de aquél, afirmaciones no desmentidas por la 
esposa de la madre.  
 
 Por otra parte, en el presente caso de filiación paterna no matrimonial de hijo de 
madre casada no actúa, por la propia naturaleza de las cosas, la presunción del artículo 116 
del Código civil, precepto referido al marido de la madre, toda vez que ésta está casada con 
otra mujer. Por tanto, no constituye obstáculo a la admisión de la validez del reconocimiento el 
principio consagrado por el artículo 113-II del Código civil de que no es eficaz la determinación 
de una filiación en tanto resulte acreditada otra contradictoria. 
 
 IV. Podría objetarse, no obstante, que la validez del reconocimiento queda 
impedida por la obligación legal de los cónyuges de vivir juntos y guardarse fidelidad (cfr. art. 
68 Cc) en conexión con la presunción general de buena fe y de vida en común de aquellos (cfr. 
art. 69 Cc), toda vez que el hecho de que trae causa el reconocimiento va en contra de tales 
presunciones y obligaciones. Sin embargo, tal objeción decae desde el momento en que la 
obligación de vida en común ha quedado quebrantada según resulta de la declaración 
formulada por la esposa de la madre acerca de la marcha de ésta a Estados Unidos sin dar 
razón de su paradero. 
 
 V. Por último, tampoco la falta de ratificación de su declaración inicial por parte de 
la madre puede erigirse en causa obstativa de la eficacia del reconocimiento, dado que la dicha 
eficacia queda condicionada respecto del reconocimiento del menor o incapaz exclusivamente 
al consentimiento expreso de su representante legal (en este caso de la madre), pero sin que 
dicho consentimiento, que se expresó y formalizó en comparecencia ante la Juez Encargada 
del Registro Civil el 10 de abril de 2008, haya de ser reiterado, confirmado o ratificado 
posteriormente, al no venir así exigido por el artículo 124 del Código civil. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y revocar el Auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 30 de marzo de 2009, sobre traslado de 
inscripciones.  

  
 

 
 Ha de estar basado en alguno de los supuestos legalmente establecidos. 
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 En el expediente sobre traslado de inscripción de nacimiento, remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, mediante representante 
legal, contra Providencia de la Juez Encargada del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 20 de marzo de 2007 comparece en el Registro Civil de S., Don D., 
de nacionalidad española, manifestando que reconoce en este acto a todos los efectos legales 
como hijo suyo no matrimonial a P. ya que es el padre biológico del mismo, solicita que se 
procede a la inscripción marginal del reconocimiento otorgado en el acta de nacimiento y que el 
inscrito en lo sucesivo lleve los apellidos R. Seguidamente comparece Doña K. manifestando 
que es la representante legal del menor y que presta su consentimiento al reconocimiento 
otorgado por el señor R. Manifiestan así mismo que han contraído matrimonio el 7 de enero de 
2006, y que tienen el hijo en común que se está reconociendo y que solicitan se haga constar 
en hoja nueva del nacimiento de su hijo para que no aparezca el nombre del padre a efectos 
identificadores que en el momento de la inscripción se hizo constar porque le dijeron que era 
obligatorio consignar el nombre de un padre. Adjuntan como documentación: Certificados de 
nacimiento de los promotores, certificado de nacimiento del menor y libro de familia.  
 
 2. El Ministerio Fiscal manifiesta su conformidad con dicho reconocimiento. 
Mediante Providencia de fecha 4 de marzo de 2008, la Juez Encargada del Registro Civil 
procede al archivo del expediente previa nota en los libros correspondientes. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado, mediante representante legal solicita 
que se proceda a abrir nueva hoja en la que aparezcan únicamente los nuevos datos, es decir 
el nacimiento del niño, los datos de su padre y los de su madre. 
 
 4. La Juez Encargada, mediante providencia de fecha 31 de marzo de 2008 
deniega lo solicitado dado que una vez llevado a cabo el reconocimiento paterno se tomará 
inscripción marginal de dicho reconocimiento, sin que esté legalmente previsto que se tome 
nueva inscripción en otro folio registral, salvo los casos de adopción. 
 
 5. Notificados los interesados, éstos, mediante representante legal, interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
inscripción del reconocimiento paterno en un folio registral distinto del original. 
 
 6. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso 
interpuesto y la confirmación del auto apelado. La Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la de los Registros y del Notariado para su resolución.   
 
 

 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHOS 
 
 I. Vistos los artículos 16 y 20 de la Ley del Registro Civil (LRC); 68, 76, 77 y 307 de 
su Reglamento (RRC); y las resoluciones de 14 de octubre de 1983; 5 de noviembre de 1994; 
20-2a de febrero de 2002; 5-2a de julio de 2005; 28-1a de febrero y 26-6a de septiembre de 
2008. 
 
 II. Se pretende por el interesado que se cancele la inscripción de nacimiento de su 
hijo P., menor de edad, y se practique otra nueva en la que figure el interesado como padre y 
se suprima el nombre que se había hecho constar marginalmente a efectos identificadores. 
 
 El interesado en comparecencia efectuada el 20 de marzo de 2007 reconocía 
como hijo al citado menor, prestando expreso consentimiento la madre. Ambos manifestaron 
también, en comparecencia de ese mismo día, que el 7 de enero de 2006 habían contraído 
matrimonio. En la inscripción de nacimiento del menor constan sendos asientos marginales 
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relativas a los mencionados reconocimiento y matrimonio. Por la Juez Encargada del Registro 
se dictó providencia de 31 de marzo de 2008 denegando la petición del interesado por falta de 
previsión legal respecto de lo solicitado. Esta providencia constituye el objeto del presente 
recurso. 
 
 III. El artículo 307 RRC en su párrafo 1o, en la redacción dada por el Real Decreto 
820/2005 de 8 de julio, dispone, en lo que aquí interesa, que "en la resolución puede 
ordenarse, para mayor claridad del asiento y mayor seguridad de los correspondientes datos 
reservados, la cancelación del antiguo asiento con referencia a otro nuevo que, con las 
circunstancias a que se refiere el artículo anterior, lo comprenda y sustituya; tratándose de 
inscripciones principales, se trasladará todo el folio registral. Igual traslado total se realizará, a 
petición del interesado mayor de edad o de quien tenga la representación legal del menor, en 
los casos de rectificación o modificación de sexo o de filiación". En el presente caso el 
reconocimiento ha supuesto una modificación de la filiación del menor, puesto que hasta dicho 
momento no era conocida la paterna, lo que supuso que fuese inscrito con sólo la filiación 
materna. Del mismo modo, el subsiguiente matrimonio de los padres ha supuesto la 
modificación de una filiación no matrimonial a otra de carácter matrimonial (cfr. art. 119 Cc). 
Consecuentemente la solicitud del interesado encuentra cobertura en el transcrito precepto, 
razón por la cual la solicitud del interesado debe prosperar. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y dejar sin efecto la providencia apelada. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 30 de marzo de 2009, sobre reconocimiento de 
paternidad no matrimonial. 

  
 

 
 En ausencia de reconocimiento formalmente eficaz, dado que la certificación local 
sueca de la nacionalidad de los interesados no ofrece garantías análogas a las del Registro 
Civil español,  puede inscribirse la filiación por el expediente de los artículos 120-2º del Código 
y 49 de la Ley del Registro Civil, pero debe tramitarse el expediente probando la posesión de 
estado y notificándolo personalmente a todos los posibles interesados y al Ministerio Fiscal, sin 
que haya oposición de éstos, lo que en el presente caso no ocurre. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de reconocimiento paterno remitido a este 
Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por los interesados, contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de mayo de 2007, presentado en el Registro Civil 
de P., Don S., nacido en B. el 30 de mayo de 1974 y Doña I., nacida en B. el 17 de julio de 
1972, ambos de nacionalidad sueca, promueven expediente para la inscripción de la filiación 
paterna no matrimonial en base a que  son hijos de Don S., nacido en B. el 1 de enero de 1937, 
que el señor J. reconoció a los promotores ante el Consulado Sueco en B. el 26 de mayo de 
1976, sin que se anotara dicho reconocimiento en el nacimiento de los promoventes. Adjuntan 
como documentación: Certificados de nacimiento de los promotores, certificado de nacimiento 
de su madre y certificado de nacimiento de su padre. 
 
 2. Ratificados los interesados, se remite el expediente al Registro Civil de B. Por 
parte de Don S., se ha presentado escrito de fecha 30 de abril de 2008 por el que manifiesta 
oponerse a la pretensión de los interesados ya que no recuerda haber firmado ningún 
documento de reconocimiento. El Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. El Juez Encargado 
del Registro Civil mediante auto de fecha 4 de junio de 2008, deniega lo solicitado por los 
interesados y se dispone el sobreseimiento del expediente. 
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 3. Notificados los interesados, éstos  interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la filiación paterna no matrimonial como 
hijos de Don S. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto apelado. El 
Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 120 del Código civil; 49 de la Ley del Registro Civil; 85 y 189 
del Reglamento del Registro Civil; y las Resoluciones de 24-1ª de enero, 9 de octubre y 11-2ª 
de noviembre y 28 de diciembre de 2002; 15-3ª de enero y 12-2ª de noviembre de 2004; 24-1ª 
de noviembre de 2005; 22 de febrero de 2007, y 26-6ª de noviembre y 23-3ª de diciembre de 
2008. 
 
 II. Se pretende la inscripción de un reconocimiento de filiación paterna no 
matrimonial que instan los interesados, de nacionalidad sueca, respecto de su presunto padre, 
don S., alegando que éste los reconoció como hijos suyos ante el Consulado de Suecia en B. 
el 26 de mayo de 1976. Lo promotores nacieron en B. en 1972 y 1974 y fueron inscritos con la 
sola filiación materna y con padre desconocido, haciéndose constar como nombre de éste, a 
efectos identificadores, el de “S”. Los interesados aportaban con su escrito de iniciación sendos 
documentos en los que consta el reconocimiento de paternidad y el compromiso de 
manutención de los hijos por el presunto padre. El reconocimiento aparece confirmado por la 
madre en dicho documento.  
 
 Por providencia de 15 de junio de 2007 el Juez Encargado acordó requerir a los 
interesados para que aportaran certificado consular sueco en el que se acreditara que el 
reconocimiento recogido en el citado documento constituía causa legal de atribución de 
paternidad, según el ordenamiento jurídico sueco, dada la ley personal de los reconocidos. Por 
la Embajada de Suecia en M. se remitieron al Registro Civil de B. las inscripciones de 
nacimiento de los interesados en las que figura como padre don S.  
 
 De la incoación del expediente se dio cuenta a éste para que alegase lo que 
tuviese por conveniente, manifestando que no reconocía a los interesados como hijos suyos y 
que no recordaba haber firmado ningún documento de reconocimiento.  
 
 Por auto de 4 de junio de 2008, el Juez Encargado denegó la inscripción del 
reconocimiento. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Sin prejuzgar el contenido del Derecho sueco - aplicable al caso como estatuto 
personal de los interesados -  sobre las formas o títulos de determinación de la filiación (cfr. art. 
9 nº 4 Cc), lo cierto es que la inscripción de la filiación pretendida en el Registro Civil español 
está condicionada a la prueba del vínculo filial que resulta de la certificación de nacimiento en 
el Registro local sueco, la cual, en cuanto a su eficacia registral en España está condicionada, 
a su vez, al principio de equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 de la Ley del Registro Civil  y 85 del Reglamento del Registro 
Civil, lo que exige valorar dicha certificación en virtud del canon normativo que resulta del 
derecho español. Resulta por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido de 
este último. 
 
 IV. El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse a cabo 
en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del plazo previsto por los 
artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su Reglamento, pero también puede tener 
lugar “mediante declaración del padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado 
del Registro Civil” (cfr. art. 49 LRC.). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución de 
este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la declaración voluntaria y 
solemne por sí sola para provocar la inscripción, sino que, por el contrario, la inscripción del 
reconocimiento de paternidad deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte 
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ambiguo o cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 28 LRC.) 
que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del menor. Hay que insistir en la idea 
de que la regulación de la filiación en el Código civil español se inspira en el principio de la 
veracidad biológica (principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 que declaran la 
inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del Cc, respectivamente), de modo que un 
reconocimiento de complacencia de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y 
no podrá ser inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los 
que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. 
 
 A este respecto se ha de recordar que la reciente Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre prevención del fraude 
documental en materia de estado civil acordó hacer público el texto de la Recomendación nº 9 
de la Comisión Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en 
materia de estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la Asamblea 
General el 17 de marzo de 2005 y comunicar a todos los Encargados de los Registros Civiles 
españoles, Municipales, Consulares y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en 
orden a la prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen en la 
citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil deberán ser valorados y, 
en su caso, invocados conforme a lo dispuesto en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro 
Civil y 85 de su Reglamento, en la calificación de las certificaciones de las actas de los 
Registros Civiles extranjeros que se presenten en un Registro Civil español bien como título 
directamente inscribible, bien como documento complementario en cualquier tipo de expediente 
o actuación registral, que por identidad de causa y razón deben ser aplicados analógicamente 
al caso ahora examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran en el documento 
presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o el documento en sí mismo, la autoridad 
competente en el asunto realizará todas las comprobaciones necesarias, en particular con el 
interesado”, dudas que en el presente caso vienen avaladas por el hecho de que el 
reconocimiento de los dos hermanos se pretende acreditar por simple documento 
administrativo, más de treinta años después de su nacimiento, y por el hecho de que el 
supuesto autor de dicho reconocimiento lo niega rotundamente en el trámite de audiencia que 
se le concede en la tramitación del expediente de que trae causa este recurso, sin que exista 
dato objetivo alguno, externo al propio documento administrativo citado, que permita corroborar 
su autenticidad y exactitud. 
 
 V. En ausencia de reconocimiento formal de la paternidad no matrimonial, puede 
inscribirse esta en el Registro Civil, por medio del expediente registral al que alude el artículo 
120-2º del Código Civil y que regulan los artículos 49 de la Ley del Registro Civil y 189 de su 
Reglamento. Para ello es imprescindible que haya un documento indubitado del padre en que 
expresamente reconozca su filiación o que exista posesión continua del estado de hijo no 
matrimonial del padre, justificada por actos directos del mismo padre o de su familia. Además, 
para que prospere el expediente ha de notificarse éste personalmente a todos los interesados y 
que no se oponga a la petición ninguno de éstos ni el Ministerio Fiscal (cfr. art. 49 LRC). En el 
caso actual los promotores, a quienes incumbe la carga de la prueba, no han llegado a probar 
la posesión de estado y, de contrario, concurre como causa obstativa para el éxito de tal 
expediente la oposición expresa y formal tanto del Ministerio Fiscal como del presunto padre. 
Consecuentemente no resulta procedente la inscripción de la filiación por la vía registral 
intentada, sin perjuicio del posible ejercicio por los interesados de las acciones tendentes a la 
reclamación en vía judicial de dicha filiación. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 30 de marzo de 2009, sobre calificación de una 
adopción. 

  
 
 
 La calificación del Encargado respecto de las resoluciones judiciales cuando va 
referida a la clase de procedimiento seguido, no excede los límites de su función calificatoria. 
 
 En las actuaciones sobre rectificación de errores en inscripción de nacimiento 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra 
auto de la Juez Encargada del Registro Civil de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 11 de mayo de 2008, Don L. y Doña A., exponen que 
tienen una hija registrada como I., nacida el 26 de diciembre de 2001, que el 18 de marzo de 2008 
el Juzgado de Primera Instancia nº 5 de B. dictó auto por el cual se acordaba la adopción por parte 
de los interesados de la menor que pasó a registrarse con el nombre de I., que de acuerdo a la 
legislación  vigente los apellidos del primer hijo condicionan los de los hijos sucesivos, no pudiendo 
tener dos hermanos apellidos diferentes, que debido a un error administrativo los apellidos de la 
segunda hija no coinciden con los de la primera por lo que solicitan que los apellidos de I. G. del V. 
sean cambiados y pase a ser registrada con el nombre de I. Aporta la siguiente documentación: 
Certificado de nacimiento de la menor, certificado de matrimonio de los interesados, sentencia de 
adopción y volante de empadronamiento. 
 
 2. El Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez Encargada del Registro Civil 
mediante acuerdo de fecha 30 de mayo de 2008, deniega lo solicitado ya que se considera más 
adecuado que sea el órgano que dictó la resolución errónea quien rectifique el error advertido y así 
proceder en debida forma a la inscripción de la adopción acordada. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación de los apellidos para su hija. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone a la rectificación de los apellidos. La 
Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución.   
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 109 del Código civil; 27, 53, 55 y 92 a 95 de la Ley del 
Registro Civil; 194 y 198 del Reglamento del Registro Civil y la Resolución de 20-11ª de 
noviembre de 2008. 

 
II. Se pretende por los interesados que en la inscripción de la adopción de su hija 

Irati, nacida en 2007, se hagan constar como apellidos de la adoptada los de “del V. G.”, con 
los que fue inscrita su hija I., nacida en 2001, en lugar de los que se han hecho constar en la 
inscripción, “G. del V.”, que fueron los que en el auto de 18 de marzo de 2008 de constitución 
de la adopción, dictado por el Juzgado de Primera Instancia nº 5 de los de B., se atribuyeron a 
la adoptada. Tramitado el expediente ante el Registro Civil del domicilio de los interesados, el 
de B., fueron remitidas las actuaciones, con informe favorable del Encargado para la práctica 
de la inscripción correspondiente, al Registro Civil de B., donde constaba la inscripción de 
nacimiento de la adoptada.  

 
Por la Juez Encargada de este Registro se dictó auto de 30 de mayo de 2008 

denegando la rectificación porque la inscripción de nacimiento se practicó por virtud de una 
resolución judicial que debería ser subsanada por el mismo órgano que la dictó conforme a la 
previsión que al efecto se contiene en la Ley de Enjuiciamiento Civil, artículos 214 y 215. Este 
auto constituye el objeto del presente recurso. 

 



 202

III. La calificación de las resoluciones judiciales está limitada "a la competencia y 
clase del procedimiento seguido, formalidades extrínsecas de los documentos presentados y 
asientos del propio Registro" (cfr. art. 27-II, LRC). Significa ello que, en principio, el Encargado del 
Registro no puede, sin excederse en sus funciones calificatorias, volver a enjuiciar el fondo del 
asunto declarado en la resolución judicial de que se trate.  

 
Sin embargo, con referencia al presente caso, no puede estimarse que esa extralimitación 

de funciones pudiera existir al ser modificados los apellidos atribuidos por el auto de 18 de marzo 
de 2008 de constitución de la adopción, por la Juez Encargada del Registro Civil del nacimiento al 
practicar la inscripción de la adopción. Ha de entenderse así, porque el Juzgado de Primera 
Instancia nº 5 de B. en el procedimiento de adopción acordó que los apellidos de la adoptada 
fuesen el primero del padre y el primero de la madre adoptantes y no tuvo en cuenta que ya 
existía otra hermana para la que se había invertido el orden de los apellidos, inversión decidida 
por los padres de común acuerdo al amparo del párrafo segundo del artículo 109 del Código 
civil. Y ello es que esta inversión vincula y condiciona los apellidos de los siguientes hijos en 
razón del principio de unicidad de apellidos u homopatronímia entre hermanos que obliga a 
imponer a éstos los mismos apellidos y en el mismo orden que los atribuidos al primero de los 
hermanos de doble vínculo (cfr. arts. 109-III Cc y 55,III LRC). Por ello los atribuidos a la menor 
Irati en el auto de constitución de la adopción supusieron un cambio respecto de los que 
legalmente le habrían correspondido, cambio efectuado inadecuadamente, puesto que se hizo 
a través de un procedimiento de adopción. Ello, como se ha dicho, lleva a entender que una 
actuación calificatoria de la Encargada acordando la denegación de la inscripción con los 
apellidos atribuidos por el auto de constitución de la adopción no habría sobrepasado en este 
supuesto los límites legales en que ha de desenvolver su función (cfr. art. 27 LRC), porque su 
decisión habría guardado directa relación con el procedimiento seguido por el citado Juzgado. 
 

IV. Por tanto, por razones de economía procedimental y teniendo en cuenta, de un 
lado, que el artículo 109-III del Código civil (en el mismo sentido que el 55 LRC), dispone que 
“el orden de apellidos inscrito para el mayor de los hijos regirá en las inscripciones de 
nacimiento posteriores de sus hermanos del mismo vínculo” y, de otro lado, que los principios 
de unidad familiar, homopatronímia entre hermanos y el interés de los menores debe quedar 
preservado, procede acordar la rectificación instada por los interesados, sin necesidad de instar 
la tramitación un nuevo expediente dirigido a tal fin, que contravendría el citado principio de 
economía procedimental (cfr. art. 358 RRC), y que resulta innecesario dado que los apellidos 
son determinados, en razón de la nueva filiación resultante de la adopción, directamente por la 
ley (cfr. art. 109-I Cc). 
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:  

1. Estimar el recurso y dejar sin efecto el auto apelado. 
 2. Ordenar que se rectifique la inscripción de nacimiento de I. haciendo constar 
que sus apellidos son “del V. G.”. 
  
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 30 de marzo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 
 
 No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando la posesión de la 
nacionalidad española no ha durado diez años, ni el interesado residió en el Sahara durante el 
plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
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 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don M., nacido el 1 de enero de 
1970 en E. (Sáhara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre y 
pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que en el recurso planteado por el Ministerio Fiscal, no consta 
expresamente lo que se solicita, interesando simplemente que se eleve el expediente para su 
resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad 
por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, 
porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse 
omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a 
quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
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española, al haber nacido en 1970 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
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los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del Registro Civil de 
Córdoba para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 
nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o 
Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, 
en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin 
de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº4 del artículo 
16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
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respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no 
consta el título inscrito del interesado en el Registro Civil español, ni está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del  Código 
civil.  
 
 En cualquier caso, las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 
20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el 
estatuto de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español, en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
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los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 “in fine” LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 30 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 

   
 
 
 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por el interesado, contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de A., Don J. nacido el 2 de 
marzo de 1954 en A. iniciaba expediente de solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil por poderes con Doña R. nacida el 24 de febrero de 1960 en Marruecos. Se acompañaba 
la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, certificado de divorcio y certificado de 
residencia de la interesada y certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio y certificado de empadronamiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que el 
matrimonio proyectado no está incurso en prohibición legal alguna. Se celebra la entrevista en 
audiencia reservada con los interesados.  El Ministerio Fiscal se opone a la autorización del 
matrimonio. El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 4 de febrero de 2008 
deniega la autorización del matrimonio ante los indicios de simulación y por falta de 
consentimiento matrimonial. 
  
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el interesado 
interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se 
autorice la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución 
recurrida. El Juez Encargado ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
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 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un español y una marroquí y de las audiencias reservadas se 
desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. No tienen un idioma común, 
en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión 
Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio de 
complacencia es el hecho de que los contrayentes no tengan una lengua común y eso es, 
precisamente, lo que sucede en este caso. El interesado da un nombre diferente de la 
contrayente ya que dice que se llama A. cuando es R., desconoce su fecha de nacimiento. 
Discrepan en el lugar en que se conocieron ya que él afirma que fue en N. y ella que fue en S. 
El interesado no sabe el nombre de los padres de ella. La interesada no sabe la edad exacta 
que tiene el interesado haciendo un cálculo aproximado, no sabe la dirección, en que trabaja, 
dice que tiene una pensión pero no sabe la cuantía, no conoce a la familia del interesado, 
desconoce que él tiene dos hijos, declara que ella no sabe nada sobre el matrimonio 
proyectado, que es su hermano el que se encarga de todo. Todos estos hechos llevan a la 
conclusión de que el matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta institución 
sino otros, muy probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 31 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
Nacionalidad Española. 

  
 
 
 No es aplicable el art. 18 del Código Civil Cuando la posesión de la nacionalidad 
española no ha durado diez años, ni el interesado residió en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 

 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don A., nacido el 6 de mayo de 
1985 en V. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de nacionalidad, certificado de 
paternidad, certificado de nacimiento de su padre y pasaporte. 
 



 210

 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que al interesado nació de padre y madre españoles por lo que le 
corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad 
por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, 
porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse 
omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a 
quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1985 en V., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto de 9 de mayo de 
2008 declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto 
del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
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 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC. 1/2000, de 
7 de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córd dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
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obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
 Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 
4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
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condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental diferencia es que el interesado 
nació con posterioridad a la Ley de descolonización de 1975. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no 
consta el título inscrito del interesado en el Registro Civil español, ni está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código 
civil.  
 
 Y, de otro lado, la documentación que se aporta, expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad 
que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición 
con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos 
los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
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 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 “in fine” LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria,  
 1º.   Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 31 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
Nacionalidad española. 

  
 
 
 No es aplicable el art. 18 del Código Civil cuando la posesión de la nacionalidad 
española no ha durado diez años, ni el interesado residió en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Doña F. nacida el 1 de enero de 
1976 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de parentesco y 
certificado de la Dirección General de la Policía. 
 
 2.- 
 Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez Encargada del 
Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la nacionalidad 
española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que el interesado acredita que sus padres tenían la nacionalidad 
española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento (recuérdese que conforme al artículo 32 de 
la Ley del Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). 
Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución del 
presente recurso. En cuanto a lo primero porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra 
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Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del 
recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1976 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 13 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
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 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
                    Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 
4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
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de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC. y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras circunstancias 
impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no consta el título 
inscrito del interesado en el Registro Civil español, ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código civil. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
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efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC. 
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que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (3ª) de 31 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
Nacionalidad española. 

  
 
 
 No es aplicable el art. 18 del Código Civil cuando la posesión de la nacionalidad 
española no ha durado diez años, ni el interesado residió en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don T. nacido el 1 de enero de 
1950 en U. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de parentesco y 
certificado de la Dirección General de la Policía. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que el interesado acredita que sus padres tenían la nacionalidad 
española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
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febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
  
 
                 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del recurso 
presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que actúa 
como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar el 
trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad 
por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, 
porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse 
omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a 
quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1950 en Uad Bucraa, Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto de 12 de mayo de 
2008 declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto 
del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC.). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de 
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domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las 
personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con 
cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual 
constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una 
modalidad de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el 
domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del Registro Civil de 
Córdoba para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 
nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o 
Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, 



 223

en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin 
de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 
16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado “de facto” para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto 
concurren otra circunstancia impeditiva para los efectos pretendidos por la recurrente, como es 
que no consta el título inscrito del interesado en el Registro Civil español. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
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puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (4ª) de 31 de marzo de 2009, sobre consolidación de la 
Nacionalidad española. 

    
 
 
 No es aplicable el art. 18 del Código Civil cuando la posesión de la nacionalidad 
española no ha durado diez años, ni el interesado residió en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

 
 
 

HECHOS 
 
 1. Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, Don A., nacido el 10 de mayo de 
1964 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de familia y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
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 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que al interesado nació de padre y madre españoles por lo que le 
corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad 
por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, 
porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse 
omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a 
quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1964 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
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tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
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 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
                    Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 
4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
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autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En particular, en el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada 
entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados.  
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
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nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 31 de marzo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 
  
 1º. Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial. 
  
 2º. Si el matrimonio se ha contraído cuando los dos contrayentes eran extranjeros 
y uno de ellos ha adquirido después la nacionalidad española, es inscribible la certificación 
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extranjera porque no hay puntos de conexión que justifiquen la aplicación de las leyes 
españolas sobre ausencia de consentimiento matrimonial. 
  
 3º. La inscripción de las naturalizaciones en el Registro Civil es constitutiva, 
cualquiera que sea la fecha de la resolución de su concesión. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro  
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto de la encargada del 
Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 25 de abril de 2006, 
Doña F., nacida el 24 de septiembre de 1967 y de nacionalidad española, solicitó la inscripción 
en el Registro Civil español de su matrimonio con el ciudadano marroquí M., nacido el 29 de 
diciembre de 2005, celebrado el día 29 de diciembre de 2005 en Marruecos según la ley local. 
Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local 
contraído el 29 de diciembre de 2005; inscripción de nacimiento con marginal de adquisición de 
la nacionalidad española el 7 de febrero de 2006, DNI y pasaporte de la interesada; pasaporte 
y carné de identidad del solicitante.  
 
 2. Ratificados los interesados, se realizó el trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 
 3. La encargada del Registro Civil Central dictó auto el 20 de noviembre de 2007 
denegando la inscripción solicitada por falta del certificado de capacidad matrimonial, necesario 
siempre que un español desea contraer matrimonio en el extranjero y la ley local exige la 
presentación de dicho certificado. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que la interesada no era todavía española 
cuando se celebró el matrimonio y aportando el acta de nacimiento de un hijo común de los 
cónyuges y varias fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a su estimación. La encargada del Registro Civil Central se ratificó en su decisión y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995, y las resoluciones, entre otras, 1-1ª, 7-3ª y 28-1ª de octubre;  7-1ª y 17-2ª de 
noviembre y 9-2ª y 3ª de diciembre de 2003; y 19-3ª de enero, 5-2ª, 12-3ª y 4ª, 18-4ª y 19-3ª  
de febrero; 5-1ª y 24-1ª de marzo; 3-1ª, 5-2ª y 14-2ª de abril y 2-4ª de junio de 2004 y 14-2ª de 
junio de 2005. 
 
 II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en 
el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la inexistencia de 
impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matrimonio.  Para evitar la 
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inscripción de los llamados matrimonios de complacencia, en los que el verdadero propósito de 
las partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las ventajas de la 
apariencia matrimonial para facilitar la situación del extranjero en relación con los requisitos de 
entrada y permanencia en España, el encargado debe calificar, a través de las declaraciones 
complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), si ha habido 
verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se trata de un 
matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimonial. 
 
 III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 IV. En el caso actual, los hechos comprobados por medio de esas declaraciones 
complementarias oportunas no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de 
ellos, sin sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias reservadas 
practicadas han revelado que el conocimiento de los contrayentes respecto de sus 
circunstancias personales y familiares alcanza un grado que puede considerarse suficiente. Si 
bien es cierto que se observan algunas inconsistencias y que el periodo transcurrido desde que 
se conocieron hasta la celebración del matrimonio es de solo tres meses, las dudas que 
pudieran suscitarse quedan contrarrestadas con la aportación de la inscripción en el Registro 
Civil español del nacimiento de un hijo de ambos ocurrido el 11 de julio de 2007.  
 
 V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la resolución 9-
2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de 
elegir la primera alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal 
inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 VI. Pero en todo caso y en rigor, las normas españolas sobre validez del 
consentimiento matrimonial no son aplicables a este supuesto. En efecto, el matrimonio 
anterior subsistente celebrado en el extranjero de quien ha adquirido después la nacionalidad 
española debe inscribirse en el Registro Civil español competente, siendo la vía normal para 
obtener la inscripción el certificado expedido por autoridad o funcionario del país de celebración 
(art. 256-3º RRC.). En caso de que en el momento de la celebración del matrimonio los dos 
contrayentes sean extranjeros, su capacidad para contraer matrimonio se rige por su ley 
nacional (art. 9-1 Cc), razón por la cual resulta improcedente, en principio y salvo intervención 
de la cláusula del orden publico,  que se intenten aplicar las normas españolas sobre ausencia 
de consentimiento matrimonial, ya que no hay puntos de conexión que justifiquen tal aplicación. 
 
 En el presente caso el matrimonio se celebró el 29 de diciembre de 2005, 
habiendo recaído ya resolución de 29 de marzo de 2005 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado por la que se concedía la nacionalidad española por residencia a la 
contrayente. Sin embargo, tal resolución no fue inscrita marginalmente en el Registro Civil 
competente (art. 46 LRC) hasta el 7 de febrero de 2006, fecha de constancia registral posterior 
a la celebración del matrimonio y a la cual quedaron aplazados todos los efectos derivados de 
la resolución de concesión, toda vez que la inscripción registral de las naturalizaciones o 
adquisiciones sobrevenidas de nacionalidad por razón de residencia tiene carácter constitutivo. 
Así resulta de lo dispuesto en el artículo 330 del Código civil, conforme al cual “No tendrán 
efecto alguno legal las naturalizaciones mientras no aparezcan inscritas en el Registro, 
cualquiera que sea la prueba con que se acrediten y la fecha en que hubiesen sido 
concedidas”. Este precepto, que reproduce el tenor del artículo 96 de la Ley del Registro Civil 
de 1870 y responde al mandato pautado por la base 9ª de la Ley de Bases del Código civil de 
1888, supone elevar la inscripción registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva 
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situación jurídica derivada del cambio de estado civil, y con ello del estatuto personal vinculado 
a la nacionalidad del naturalizado.  
 
 VII. Ciertamente el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro Civil, para 
los supuestos de declaraciones de conservación o modificación de la nacionalidad, tras fijar las 
reglas determinativas de quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “Se considera fecha de la inscripción, a partir de la cual surten 
sus efectos tales declaraciones, la del acta que constará en dicho asiento”. Pero este precepto, 
en contra de alguna doctrina que postula una interpretación extensiva del mismo y su 
aplicación analógica a todo supuesto de adquisición no originaria de la nacionalidad española, 
en cuanto establece una retroactividad de la fecha de la inscripción a la fecha de la 
declaración, constituye una regla especial aplicable a los casos de opción y recuperación de la 
nacionalidad en función del elemento esencial en la formación de tales títulos, que viene 
integrado precisamente por la voluntad del interesado, razón que justifica la retroacción de 
efectos a la fecha en que tal voluntad se ha formalizado con las solemnidades establecidas por 
la ley, pero resulta impertinente, por el contrario, su extensión analógica a otros supuestos 
distintos, por venir integrado el título correspondiente no por la voluntad declarada del 
individuo, sino por un acto de autoridad, como sucede en los casos de concesión de la 
nacionalidad por residencia y por carta de naturaleza. En estos supuestos, la regulación del die 
a quo de su eficacia no adolece de anomia legal alguna que reclame el recurso a la analogía, 
sino que, antes al contrario, nuestro ordenamiento jurídico prevé para tales casos una regla 
expresa y específica según la cual “No tendrán efecto alguno legal las naturalizaciones 
mientras no aparezcan inscritas en el Registro, cualquiera que sea la prueba con que se 
acrediten y la fecha en que hubiesen sido concedidas” (art. 330 Cc). Los perjuicios derivados 
del eventual retraso en que pueda incurrir la Administración registral en el proceso de la 
inscripción de tales naturalizaciones, ni desaparecerían, si es que existen, asumiendo la tesis 
de la retroacción -ya que en todo caso queda impedida la prueba de la nacionalidad hasta la 
obtención de la inscripción- ni justifican una adulteración de la naturaleza jurídica constitutiva 
de la inscripción en los casos indicados. Así se desprende claramente de la ley y así ha sido 
reconocido por la doctrina más autorizada en la materia.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso y revocar el acuerdo apelado.  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Central  el matrimonio celebrado el 
29 de diciembre de 2005 en T. (Marruecos) entre los solicitantes. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 31 de marzo de 2009, sobre capacidad matrimonial. 

   
 
 
 Se deniega la expedición del certificado de capacidad matrimonial porque hay 
datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre expedición de certificado de capacidad matrimonial 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por el interesado, contra 
auto de la Juez Encargada del Registro Civil de P. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de P. el 11 de enero de 2007, 
Don J. nacido el 15 de enero de 1974 en S., solicitaba certificado de capacidad matrimonial 
para contraer matrimonio con Doña H. nacida el 13 de enero de 1990 en Marruecos, de 
nacionalidad marroquí y domiciliada en Marruecos. Se acompañaba la siguiente 
documentación: DNI, certificado de nacimiento, certificado de estado civil  y certificado de 
empadronamiento de la interesada y certificado de estado civil, certificado de residencia y 
certificado de nacimiento de la interesada. 
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 2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que declara que el 
matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se celebra el preceptivo trámite 
de audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone al matrimonio 
proyectado. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto en fecha 21 de diciembre de 2007 
no autorizando la celebración del matrimonio. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el interesado 
interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se 
autorice la expedición del certificado de capacidad matrimonial. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, éste se opone al 
mismo. La Juez Encargada da traslado del recurso a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 3-3ª de marzo, 26-4ª de octubre, 3-5ª de 
noviembre de 2005; 26-5ª de mayo, 13-4ª y 26-4ª de junio, 18-2ª y 3ª y 25-2ª de diciembre de 
2006; 26-4ª de enero, 9-5ª de febrero, 30-3ª de abril, 10-6ª , 29-4ª de mayo, 22-6ª de junio 29-
8ª de septiembre, 13-5ª, 22 y 29 de diciembre de 2007. 
 
 II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para la 
celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. Instrucción de 
9 de Enero de 1995, norma 5ª), siendo, pues, trámite imprescindible la audiencia personal, 
reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el instructor para cerciorarse 
de la inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la 
celebración (cfr. art. 246 RRC). 
 
 III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos 
en cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las partes, que 
no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia 
matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a 
través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe 
simulación, no debe autorizar, ni contribuir, como en este caso, a la autorización de un 
matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano,  la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual de un matrimonio proyectado entre un español y una 
marroquí, del trámite de audiencia reservada habida con ellos, resultan determinados hechos 
objetivos de los que puede deducirse que el propósito de los interesados al celebrar el 
matrimonio persigue fines distintos de los propios de esta institución. No se ha demostrado que 
tengan un idioma común, a pesar de que el interesado afirma que habla un poco de bereber, 
idioma de la interesada, en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del 
Consejo de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un 
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matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no tengan idioma común y 
eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Por otra parte la interesada es menor de 
edad y no aporta acta de emancipación. Sólo se han visto en dos ocasiones, la interesada dice 
que a los pocos días de conocerse decidieron casarse. No aportan pruebas de su relación. 
Todos estos hechos llevan a la convicción de que el matrimonio proyectado no tiene la finalidad 
propia de esta institución sino otra muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. A la vista de lo que antecede, se considera que existe base suficiente para 
entender que el Ministerio Fiscal y la Juez Encargada del Registro Civil de Zaragoza hayan 
deducido la inexistencia de una voluntad de contraer matrimonio con los fines propios de ésta 
institución. Su deducción no es ilógica ni arbitraria y siempre ha de tenerse en cuenta que, por 
razones de inmediación, las personas que han presenciado las manifestaciones de los 
interesados son las que están en mejores condiciones para apreciar una posible simulación.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 31 de marzo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de L. el 11 de enero de 2008, 
Don Á., de nacionalidad española, nacido el 2 de octubre de 1928 en L. y la Sra. H., de 
nacionalidad marroquí, nacida el 4 de marzo de 1955 en D. (Marruecos), iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, DNI, volante de empadronamiento, fe de vida y estado y 
certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripción marginal de divorcio; y de la 
promotora, pasaporte marroquí, certificado de empadronamiento en R. extracto de acta de 
nacimiento, acta de divorcio y certificado administrativo de residencia en S. (Marruecos). 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, se dispuso la publicación de edictos en L. y en 
R. y comparecieron dos testigos, que manifestaron que les constaba que no había 
impedimentos que se opusieran a la celebración del matrimonio. El 25 de enero de 2008 se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada, siendo la interesada asistida por intérprete 
de árabe.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso, por entender que no había consentimiento válido, 
y el 12 de febrero de 2008 la Juez Encargada, considerando que no resultaban cumplidos los 
requisitos legales, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
en Marruecos apenas hay oportunidades laborales y personales para una mujer de 53 años, 
que su hija y sus nietos llevan tres años en L., que su hijo está legalmente en España hace 
siete meses, que ella tiene voluntad de iniciar cursos para aprender nuestra lengua y ambos de 
formar una unión estable y que en mutuo desconocimiento de datos incurren muchas parejas 
consolidadas.  
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 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo apelado y haciendo suyos los 
fundamentos jurídicos de éste, se opuso al recurso e interesó la confirmación del auto y la Juez 
Encargada ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana marroquí resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. En primer lugar, no 
tienen una lengua común que les permita comunicarse. Precisamente éste es uno de los 
factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite 
presumir que un matrimonio es de complacencia. La interesada compareció asistida de 
intérprete de árabe y, preguntados al respecto, ambos manifiestan que no hablan el mismo 
idioma, añadiendo ella que, aunque parezca curioso, se entienden y él que no supone un 
obstáculo porque todas las conversaciones las mantienen a través de la hija de ella, a la que 
conocía porque empezó a ir al locutorio del que él se ocupa, que un día le presentó a su 
madre, que le dijo que ésta no tenía intención de casarse y que otro día acudió al locutorio para 
informarle de que creía que la había convencido. Quizá por tan escaso trato, quizá por la 
barrera del idioma, o tal vez por la conjunción de ambos factores, se advierte un mutuo 
desconocimiento de datos personales y familiares relevantes, incluso de identidad: ella dice 
que él se apellida M., no sabe fecha ni lugar de nacimiento e ignora los nombres de sus hijos y 
de sus padres; él tampoco da fecha de nacimiento de ella, hecho que trata de explicar diciendo 
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que nunca se lo ha preguntado, ni nombres de padres ni de hijos, salvo el de la hija que los 
puso en relación; y, a la pregunta sobre el último regalo de ella a él, ella responde que un 
frasco de colonia por todo lo que “ese señor” ha hecho por ella. A lo que antecede se une, 
aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una apreciable diferencia de 
edad entre ambos, concretamente 27 años. Todo ello lleva a la convicción de que el 
matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 1 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don C. nacido el 1 de enero de 
1972 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre, 
certificado del Archivo General de la Administración y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que en el recurso planteado por el Ministerio Fiscal no consta 
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expresamente lo que se solicita, interesando simplemente que se eleve el expediente para su 
resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1972 en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 

 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
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de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las 
personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con 
cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual 
constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una 
modalidad de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el 
domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
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la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del Registro 
Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al artículo 
16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o 
Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, 
en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin 
de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 
16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
 
       Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la 

Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
  VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
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caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por la recurrente, como es el hecho de que no está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 del Código civil.  

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva  
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
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No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 1 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 
 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
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 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don M. nacido el 20 de mayo de 
1971 en S. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que el interesado acredita que sus padres tenían la nacionalidad 
española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad 
por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, 
porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse 
omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a 
quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1971 en S, Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo de 2008 
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declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
  
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
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los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
 Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 
4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
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respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por la recurrente, es el hecho de que no está probada 
la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
del Código civil. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340  RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
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LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 1 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

     1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Doña B. nacida el 10 de junio de 
1973 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre y 
pasaporte. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que la interesada acredita que sus padres tenían la 
nacionalidad española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
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 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad 
por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, 
porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse 
omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a 
quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1973 en T., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
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nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
 Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, 
conforme al artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el 
Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en 
caso de haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, 
por traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 
4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
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 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no 
consta el título inscrito del interesado en el Registro Civil español, ni está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código 
civil. Y, de otro lado, la documentación que se aporta, expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad 
que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición 
con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos 
los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
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puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 1 de abril de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 
 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
  
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, Doña F. nacida el 17 de 
septiembre de 1970 en H. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de 
simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: permiso de residencia, libro de 
familia. 
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 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que la interesada acredita que sus padres tenían la 
nacionalidad española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 

 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento (recuérdese que conforme al artículo 32 de 
la Ley del Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). 
Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución del 
presente recurso. En cuanto a lo primero porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra 
Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter 
de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre 
competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En 
cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la 
notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles 
para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1970 en H., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 12 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
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 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
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inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
 Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 
4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
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porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por la recurrente, como es el hecho de que no está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 del Código civil.  
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
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 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española.  
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 1 de abril de 2009. 
 

 
 Se autoriza porque no hay datos bastantes para deducir la ausencia de 

consentimiento matrimonial. 
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 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don J., nacido el 22 de abril de 1955 en M. y Doña Z., nacida en República 
Dominicana el 15 de enero de 1982 y de nacionalidad dominicana, presentan solicitud para 
contraer matrimonio civil. Aportaban como documentación: Certificado de nacimiento, 
certificado de estado civil y volante de empadronamiento del interesado y certificado de 
nacimiento, certificado de matrimonio y sentencia de divorcio y certificado de empadronamiento 
de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se publica Edicto, comparecen dos testigos que 
manifiestan que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se celebra el 
preceptivo trámite de audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la celebración del matrimonio. El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 28 
de enero de 2008, deniega la autorización del matrimonio. 
 
 3. Notificado a los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, solicitando la autorización del matrimonio, aportando pruebas 
como son los certificados de nacimiento de los dos hijos que tienen en común: G. y L. 
  
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la estimación del recurso a la vista 
de las pruebas aportadas. El Juez Encargado del Registro Civil remite toda la documentación a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento civil; 238, 245, 246 y 247 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y 
las Resoluciones, entre otras, de 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 21-2ª y 3ª y 28-2ª de 
diciembre de 2006; 6-3ª y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de mayo, 9-4ª de julio y 
28-6ª de septiembre, 1-3ª de octubre, 181ª de diciembre de 2007; y 31-3ª de enero de 2008. 
 
 II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 
civil es trámite esencial la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor, asistido por el Secretario, para cerciorarse de la inexistencia de 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC e Instrucción de 9 de enero de 1995, regla 3ª). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero-en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia del matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resulten para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el Encargado llega a la  convicción de que existe simulación, no 
debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73.1º Cc).  
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
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hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de autorizar un matrimonio entre un español, y un 
ciudadana dominicana y los hechos comprobados por medio de esas declaraciones 
complementarias oportunas no son lo suficientemente clarificadores para deducir de ellos, sin 
sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias reservadas practicadas han 
revelado que el conocimiento respecto de sus circunstancias personales y familiares alcanza 
un grado que puede considerarse suficiente. Así se deduce de las respuestas dadas, en las 
que no se aprecian grandes contradicciones ni revelan desconocimiento de datos que pudieran 
considerarse de importancia a los efectos de poder deducir una utilización fraudulenta de la 
institución matrimonial. Los interesados tienen dos hijos en común G. y L. nacidos en 2007 y 
2008 respectivamente. 
 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de Octubre de 1993, “ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea 
declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de elegir la primera 
alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y declarar que no hay ningún obstáculo para que el 
matrimonio se celebre. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 1 de abril de 2009, sobre autorización de matrimonio 
civil. 

 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de G. 
 

 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de G. el 25 de octubre de 2007 
Doña J., de nacionalidad española, nacida el 14 de febrero de 1973 en dicha población y el Sr. 
N., de nacionalidad marroquí, nacido el 10 de diciembre de 1978 en D. (Marruecos), iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor, pasaporte marroquí, certificado de soltería, extracto de 
acta de nacimiento, certificado del Viceconsulado de Marruecos en B. sobre inexistencia de 
edictos en ese país, volantes sucesivos de empadronamiento en los municipios vizcaínos de 
B., L. y G. y declaración jurada de estado civil; y, de la promotora, DNI., volante de 
empadronamiento en G., certificación de nacimiento y declaración jurada de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, el 9 de noviembre de 2007 se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada y compareció como testigo una amiga de los promotores, 
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que manifestó que le constaba que no existía prohibición legal para la celebración del 
matrimonio.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso, por entender que el trámite de audiencia había 
proporcionado indicios suficientes de que el pretendido matrimonio no respondía a la voluntad 
real de iniciar un proyecto de vida en común, y el 29 de enero de 2008 la Juez Encargada, 
habiendo llegado a la convicción de que no existía consentimiento verdadero, dictó auto 
denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
las contradicciones en que incurrieron en la audiencia reservada no se debieron a 
desconocimiento mutuo sino a la dificultad de comprensión de las preguntas por parte del 
promotor extranjero, que no habla bien el español.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que, 
ratificando en todos los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo apelado, 
interesó la confirmación del auto y la Juez Encargada ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional  
de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del 
Consejo de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán 
adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 
238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-
3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de 
diciembre de 2006; y 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de 
abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 
4ª y 26-5ª de diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Manifiestan que los 
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presentó una amiga común, añadiendo ella que le alquiló una habitación del piso, pero la 
amiga, que es la persona que comparece como testigo en este expediente, declara que no 
sabe cómo se conocieron y que se imaginó que estaban saliendo porque los veía juntos. Se 
aprecia mutuo desconocimiento de las respectivas circunstancias personales y familiares: ella 
indica que él conoce a sus tres hermanos y él cree que sólo tiene dos; y él dice que ella ha 
hablado por teléfono con su madre, en tanto que ella señala que también ha conversado con 
algún hermano y con alguna tía. Son particularmente significativas las contradicciones relativas 
a aspectos de la vida cotidiana que afirman compartir hace un año: si convive o no con ellos la 
hija de ella, a la que él ni menciona al enumerar a los miembros de su familia; o si trabajan los 
dos, como refiere él, o ninguno, como apunta ella, que alude al empleo de él en una carnicería 
como hecho del pasado, que se declara a sí misma en situación de excedencia en E. y que 
añade que los ingresos de la unidad familiar provienen de la ayuda que él percibe de la 
asistencia social y de las casas que ella hace. Todo ello lleva a la convicción de que el 
matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor extranjero, cuya 
situación irregular consta en el expediente. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 1 de abril de 2009, sobre autorización de matrimonio 
civil. 
 

 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de Sant F. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S. el 10 de octubre de 2007 
la Sra. E., de nacionalidad rusa, nacida el 14 de julio de 1972 en L.  (Rusia), y Don J., de 
nacionalidad española, nacido el 7 de junio de 1963 en P.  iniciaban expediente en solicitud de 
autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente documentación: Del 
promotor, DNI, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripciones marginales de 
separación y de divorcio, volante de empadronamiento en B. y certificado sucesivo de 
empadronamiento en S.; y, de la promotora, pasaporte ruso, certificados de nacimiento, de 
matrimonio y de divorcio; certificados expedidos por el Consulado General de la Federación 
Rusa en B. sobre estado civil y sobre residencia en M. (Rusia) durante los dos últimos años y 
volante de empadronamiento en B. 
 
 2. Compareció como testigo una amiga de los promotores, que manifestó que le 
constaba que éstos no se hallaban incursos en impedimento ni prohibición legal alguna para 
contraer matrimonio. La audiencia reservada, inicialmente señalada para el 4 de febrero de 
2008, hubo de aplazarse por cuestiones de idioma y se celebró finalmente el 12 de febrero de 
2008, con asistencia de intérprete.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, constatando contradicciones en datos esenciales, se opuso 
a la autorización y el 4 de marzo de 2008 la Juez Encargada dispuso no autorizar la 
celebración del matrimonio por estimar, vistos el resultado de la audiencia y la “elección” de 
ese partido judicial para la tramitación del expediente, que no había de verdadero 
consentimiento.   
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 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el promotor 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
hace años que existe una relación entre ellos, que eran y son una pareja de hecho, que tienen 
claro que quieren casarse, que ella no contrae matrimonio sólo para poder quedarse en 
España sino para formar una familia y que incluso están esperando un hijo; y presentando, 
entre otra prueba documental, informe médico de la interesada, los pasaportes de ambos, 
certificado conjunto de empadronamiento en Badalona, dos cartas, cuatro correos electrónicos 
y fotografías.  
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo apelado, se opuso a la 
estimación del recurso y el Juez Encargado informó que, examinada la documental aportada, 
consideraba válido y legítimo el consentimiento matrimonial y ordenó la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 
 
    FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
 de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC. 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana rusa resultan del trámite de audiencia un 
conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende contraer 
persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Uno de los factores que, según la 
resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un matrimonio 
es de complacencia es la ausencia de una lengua común que permita comunicarse y, en este 
caso, no está acreditado que la haya. Consta en el expediente que, fallida la entrevista a la 
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interesada por cuestiones de idioma, hubo de comparecer asistida de intérprete. Al respecto, 
ella manifiesta que, además de ruso, habla inglés, y que él sabe “algo” de inglés; y él, que ella 
sabe inglés y aprende castellano y catalán y que él, además de castellano, habla catalán, “un 
poco” de inglés y un “poquito” de ruso. Se advierten contradicciones sobre aspectos relevantes 
de la relación aducida: si decidieron contraer matrimonio hace mas de un año, durante la 
estancia de él en M. (entre el 26 de agosto y el 2 de septiembre de 2006), o después de que él 
fuera y ella viniera y en circunstancias que él no recuerda porque se fue concretando poco a 
poco; si aún no saben quienes acudirán a la boda o si asistirán los amigos  comunes; o si él 
vive en S. con la amiga que comparece como testigo en este expediente y ella en B. con su hija 
, o los tres juntos en esta última población. Y con la documental presentada, escasa, 
discontinua y escrita por cada uno en idioma que consta que el otro desconoce, no puede 
darse por acreditada la alegación de que se relacionaron regularmente durante los tres años 
que median entre su encuentro fortuito en Egipto y el inicio del expediente matrimonial. A 
mayor abundamiento, en el escrito de interposición del recurso se da por cierto que existe, 
aunque no exclusivamente, un interés migratorio y ambos manifiestan que buscaron otro 
Registro Civil porque el que les correspondía por domicilio no les daba cita de forma inmediata 
y querían agilizar los trámites porque ”ella está aquí sin documentación”. Todo ello lleva a la 
convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que 
está siendo instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (1ª) de 2 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, Doña F. nacida el 10 de abril de 
1964 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de paternidad, 
certificado de nacimiento y certificado del Archivo General de la Administración. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
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 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que la interesada acredita que sus padres tenían la 
nacionalidad española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1964 en T., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
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Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 

 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  



 267

 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso 
del nº 4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 
18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean 
consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal 
correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la 

Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 L.EC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
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ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras circunstancias 
impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no consta el título 
inscrito del interesado en el Registro Civil español, ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código civil. 
Y, de otro lado, la documentación que se aporta, expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la 
cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico 
estatal internacionalmente reconocido. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
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ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 L.RC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
  Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 2 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 

 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal  contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don S. nacido el 28 de abril de 1982 
en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: certificado de paternidad y libro de familia.  
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesad. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que el interesado acredita que sus padres tenían la nacionalidad 
española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
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actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1982 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto de 9 de mayo de 
2008 declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto 
del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 

 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las 
personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con 
cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual 
constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una 
modalidad de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el 
domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
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artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Debe examinar de oficio  su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la actuación registral 
instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal 
respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud 
administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante en el 
expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia que 
cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, 
conforme al artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el 
Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en 
caso de haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, 
por traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso 
del nº 4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 
18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean 
consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal 
correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
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apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental diferencia es que el interesado 
nació con posterioridad a la Ley de descolonización de 1975. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no 
consta el título inscrito del interesado en el Registro Civil español, ni está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código 
civil.  

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
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 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
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evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 2 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don A. nacido el 16 de abril de 1975 
en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de nombre y libro 
de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 



 276

 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que el interesado acredita que sus padres tenían la nacionalidad 
española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1975 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
  Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 

 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
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desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las 
personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con 
cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual 
constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una 
modalidad de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el 
domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
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en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, 
conforme al artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el 
Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en 
caso de haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, 
por traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 
4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
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caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por la recurrente, como es el hecho de que no está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 del Código civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
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No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 2 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de Córdoba. 
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H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don N. nacido el 1 de enero de 
1951 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y permiso de residencia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que el interesado acredita que sus padres tenían la nacionalidad 
española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento. Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1951 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 9 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
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 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 

 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 



 283

 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso 
del nº 4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 
18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean 
consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal 
correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 



 284

 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 el interesado estuviese imposibilitado de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de 
esto concurre otra circunstancia impeditiva para los efectos pretendidos por la recurrente, como 
es que no consta el título inscrito del interesado en el Registro Civil español. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
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16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
  VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
 
 
 



 286

RESOLUCIÓN (5ª) de 2 de abril de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Doña S. nacida el 21 de septiembre 
de 1974 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de parentesco y 
certificado del Archivo General de la Administración. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que la interesada acredita que sus padres tenían la 
nacionalidad española por lo que le corresponde la nacionalidad española. 
 

 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
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de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento (recuérdese que conforme al artículo 32 de 
la Ley del Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). 
Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución del 
presente recurso. En cuanto a lo primero porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra 
Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter 
de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre 
competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En 
cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se practicó la 
notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles 
para fijar el “die a quo” para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1974 en E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de 13 de mayo de 2008 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 
1986. 

 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
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presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 
nº 3 del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 de la Ley del Registro Civil los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de 
haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso 
del nº 4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 
18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean 
consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
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nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal 
correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras circunstancias 
impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como son que no consta el título 
inscrito del interesado en el Registro Civil español, ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código civil. 
–habiendo nacido con posterioridad a la Ley de descolonización de 1975. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
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 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación , la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
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asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 2 de abril de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 
  
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 9 de febrero de 2007, Don R. nacido en República Dominicana el 31 
de agosto de 1964 y de nacionalidad dominicana presentó en el Consulado español en S., 
impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en República 
Dominicana el 27 de septiembre de 2005 con Doña N. nacida en el 19 de septiembre de 1971 y 
de nacionalidad española. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, 
certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la 
interesada y certificado de nacimiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 5 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio por existir serias dudas de que los interesados vayan a convivir 
como pareja una vez que el ciudadano dominicano se encuentre en España. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se opone 
a la inscripción del matrimonio. El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución 
apelada y ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La 
República Dominicana entre un dominicano y una dominicana  nacionalizada española y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines 
propios de esta institución. El interesado manifiesta que ella sabe que tiene dos hijos con otra 
mujer, y que no se enfadó tan sólo le dijo que tenía que tratar de evitar esas situaciones, sin 
embargo la interesada declara que ninguno de los dos tiene hijos de otras relaciones, en este 
sentido hay que señalar que en el recurso presentado el interesado en sus alegaciones afirma 
que sus hijos son fruto de relaciones esporádicas con señoras diferentes y no se corresponden 
con las edades declaradas, cuando en la entrevista afirmó que sus hijos de 2 años y diez 
meses son fruto de su relación con la señora M. El interesado desconoce la fecha de 
nacimiento de ella, la ciudad donde vive, cuando adquirió la nacionalidad, los ingresos que 
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tiene, no recuerda la fecha de la boda. Ella desconoce que el interesado tenga dos hijos, los 
ingresos que tiene, el número de hermanos del interesado; así mismo difieren en las fechas en 
que ella ha venido a España. Por otra parte en los justificantes de dinero aportados como 
prueba se comprueba que los destinatarios de dichos envíos son diferentes. Dadas las 
circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo 
respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al 
matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 2 de abril  de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de V. 
 
     H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de V. el 29 de octubre de 2007 
el Sr. A., de nacionalidad marroquí, nacido el 21 de junio de 1987 en B. (Marruecos) y Doña M., 
de nacionalidad española, nacida el 22 de noviembre de 1976 en R. iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: De la promotora, permiso de conducción, certificación de nacimiento, volante 
de empadronamiento en R. y fe de vida y estado; y, del promotor,  pasaporte marroquí, 
certificado administrativo de residencia en Marruecos hasta el 16 de junio de 2004 expedido en 
virtud de declaración materna, copia literal de partida de nacimiento, extracto negativo de 
antecedentes penales en Marruecos y fe de soltería. 
 
 2. El 20 de noviembre de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso, por entender que no había consentimiento 
verdadero, y el 28 de enero de 2008 la Juez Encargada, considerando que no resultaban 
cumplidos los requisitos de capacidad exigidos por el Código Civil, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el promotor 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que no 
hay ningún impedimento legal para la celebración del matrimonio.  
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 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y atendiendo a los 
propios razonamientos jurídicos de éste, interesó la desestimación del recurso y la Juez 
Encargada ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Se advierten 
contradicciones en las declaraciones de ambos relativas a hechos relevantes de la relación 
aducida: si se conocieron hace un año (noviembre de 2006) y empezaron a “tontear” o si son 
pareja desde agosto de 2006; o si ella tiene empleo, sueldo e independencia económica o si no 
trabaja, carece de ingresos y él le da dinero cada mes. Pese a que manifiestan que llevan al 
menos un año viéndose a diario, se aprecia mutuo desconocimiento de datos personales y 
familiares relevantes, incluso de identidad: ninguno de los dos acierta con el apellido del otro y 
ella ni siquiera dice el nombre correcto de él. A mayor abundamiento, consta en el expediente 
que el interesado tiene un hermano en la población en la que ella reside y que está en España 
en situación de estancia irregular y, a la pregunta sobre las razones que le llevan a contraer 
matrimonio, responde que se quiere casar para obtener la nacionalidad española. Todo ello 
lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia 
sino que está siendo instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor 
extranjero. 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª)  de 3 de abril de 2009, sobre  inscripción de 
matrimonio. 

 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña C. nacida en República Dominicana el 30 de septiembre de 1951, y de 
nacionalidad española, presentó ante el Registro Civil Central hoja de declaración de datos 
para la inscripción de su matrimonio celebrado el 7 de febrero de 2005 en República 
Dominicana con Don S., nacido en República Dominicana el 17 de julio de 1969 y de 
nacionalidad dominicana. Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: Hoja 
declaratoria de datos, acta de matrimonio, certificado de nacimiento, certificado de estado civil 
de la interesada y certificado de nacimiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia con 
los interesados. Mediante auto de fecha 26 de diciembre de 2007 el Juez Encargado del 
Registro Civil Central deniega la inscripción de matrimonio ya que se trata de un matrimonio de 
conveniencia con fines exclusivamente migratorios. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada, interpone recurso volviendo a solicitar 
la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto apelado. El Juez Encargado ordena  la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
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1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana, entre una española, dominicana de origen, y un dominicano y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines 
propios de esta institución. Difieren en la fecha en que contrajeron matrimonio, ya que ella dice 
que se casaron el 11 de febrero de 2005 y él que el 7 de febrero de 2005. Difieren en como y 
donde se conocieron. Ella dice que el interesado tiene muchos hermanos sin especificar 
cuantos, tampoco da el nombre de todos. El interesado tiene en España a su madre y tres 
hermanos. No aportan prueba alguna de su relación. Hay pues base para llegar a la convicción, 
de que no hay consentimiento verdadero y de que estamos ante uno de los supuestos, 
frecuentes de personas que buscan emigrar a España y que contraen matrimonio con un 
ciudadano español con el único fin de conseguir el ingreso en territorio español. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Civil Central quien por su inmediación a los hechos son los que más fácilmente 
pueden apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría 
desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, 
del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se 
estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 3 de abril de 2009, sobre autorización de matrimonio 
civil. 

  
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el promotor extranjero contra auto 
del Juez Encargado del Registro Civil de M. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 9 de agosto de 2007, 
Don F., de nacionalidad española, nacido el 26 de abril de 1961 en M., y el Sr. Á., de 
nacionalidad venezolana, nacido el 17 de marzo de 1973 en L., S., (Venezuela), iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor español, DNI, certificación de nacimiento, certificado de 
inscripción en el padrón y declaración jurada de estado civil; y, del promotor extranjero, 
pasaporte venezolano, partida de nacimiento, certificación de inscripción en el padrón de A. 
resguardo de solicitud de certificado de empadronamiento en M., acta de manifestaciones de 
testigos ante notario venezolano sobre estado civil y declaración jurada de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, se requirió al Sr. H., para que presentara 
certificado literal de matrimonio anterior con nota de divorcio y al Sr. A., a fin de que acreditara 
su domicilio durante los dos últimos años; y compareció como testigo una amiga de los 
promotores, que expresó su convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en 
ninguna prohibición legal. El 11 de octubre de 2007 se aportó al expediente el documento 
solicitado al primero y el 6 de noviembre de 2007 se unió certificado de empadronamiento en P. 
del segundo. El 14 de febrero de 2008 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la autorización, por entender que no existía 
verdadero consentimiento matrimonial y el 13 de marzo de 2008 el Juez Encargado dictó auto 
denegatorio, ya que las contradicciones y el desconocimiento de cuestiones fundamentales que 
el trámite de audiencia había puesto de manifiesto llevaban a la conclusión de que el 
matrimonio proyectado no perseguía los fines propios de dicha institución.  
  
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el promotor 
extranjero interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
alegando que, en función de la cultura y costumbres de sus respectivos países, interpretaron 
de forma distinta las preguntas que se les formularon y que, teniendo en cuenta que se 
conocen hace apenas año y medio, las contradicciones en que incurrieron no son de entidad 
suficiente como para fundamentar en ellas la denegación. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y atendiendo a los 
propios razonamientos jurídicos de éste, no desvirtuados por las alegaciones, interesó la 
desestimación del recurso y el Juez Encargado del Registro Civil informó que entendía que 
debía confirmarse la resolución recurrida y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  

 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
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matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y un ciudadano venezolano resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. En primer lugar se 
advierten contradicciones en las declaraciones de ambos sobre hechos relevantes de la 
relación aducida. El Sr. A. refiere que se conocieron hace dos años y medio, cuando él llegó a 
España, en el propio aeropuerto, donde el otro interesado trabajaba como vigilante; que 
comenzaron a hablar y que él se fue a B., pero que se dejaron los teléfonos; el Sr. H., por su 
parte, manifiesta que su primer encuentro fue hace año y medio, cuando entró como cliente en 
la peluquería en la que él trabajaba. El Sr. A. refiere este periodo de año y medio (desde 
agosto de 2006) no a la duración de la relación sino a la de la convivencia, primero en D. y 
después en F., aunque en otro momento de la entrevista alude a que se vino de P. a M. en 
marzo de 2007 y a que se alojó con una amiga hasta que consiguió el piso de la calle de F.,  
que el Sr. H. indica que ha sido el único domicilio que han compartido y donde dice que 
conviven hace seis meses (desde agosto de 2007) en una habitación alquilada; y el Sr. A. 
manifiesta que no sabe quién es la persona que ha comparecido como testigo en el 
expediente, en tanto que el Sr. H. indica que es una prima de aquél. En segundo lugar se 
aprecia mutuo desconocimiento de importantes datos personales y familiares que no se 
justifica fácilmente entre personas que alegan relación durante un tiempo que puede estimarse 
suficiente para un razonable conocimiento recíproco. El promotor extranjero refiere que crió a 
una sobrina, hija de una hermana fallecida, que ahora tiene siete años y vive con su abuela 
materna en Venezuela; y el Sr. H. dice sobre esta niña que es hija, que tiene ocho años y un 
nombre muy raro y que vive con su propia madre. En tercer lugar, el ciudadano español, que 
manifiesta que desea casarse para no estar solo, expresa también su preocupación porque su 
pareja quiera únicamente obtener la nacionalidad española y ésta afirma que va al matrimonio 
porque lo quiere mucho y que ansía ser española para tener su propio negocio. Todo ello lleva 
a la convicción de que el matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para finalidades 
que no son las propias de dicha institución. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 3 de abril de 2009, sobre inscripción de nacimiento 
en euskera. 

  
                     
                     Existe defecto formal y procede la cancelación del asiento extendido en euskera en 
un libro abierto irregularmente, porque no se han respetado las previsiones de la Ley 12/2005, y no 
procede extender las inscripciones en libros distintos de los previstos en la Ley. 
 
 En el expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo, remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra Providencia de la Juez 
Encargada del Registro Civil de B. 
 

H E C H O S 

 
 1. Mediante Providencia de fecha 18 de enero de 2008 la Juez Encargada del 
Registro Civil de B. incoa expediente de corrección de defectos y faltas formales en la 
inscripción de nacimiento de M. para traslado de dicha inscripción al libro correspondiente en 
lengua castellana. 
 
                  2. Notificados los interesados éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado. 
 
                  3. Notificado el Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, éste estima la 
procedencia de la corrección de defectos y la extensión en castellano de dicha inscripción con 
cancelación de la practicada. La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 3, 14 y 149 de la Constitución; 3 y 6 del Estatuto de Autonomía 
de Cataluña, aprobado por la Ley Orgánica de 4/1979, de 18 de Diciembre; la Ley catalana 
1/1998, de 7 de Enero, de Política Lingüística; el artículo 23 de la Ley del Registro Civil, en la 
redacción dada por Ley 12/2005, de 22 de junio; los artículos 16, 86, 194, 198, 298, 300 y 347 del 
Reglamento del Registro Civil; las Ordenes Ministeriales de 26 de Mayo de 1988, 20 de Julio de 
1989 y 21 de Enero de 1993; las Sentencias del Tribunal Constitucional 82, 83 y 84/1986, 74/1989, 
56/1990, 337/1994 y 87/1997; la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 26 de Enero de 
1993; las Circulares de 26 de Noviembre de 1980 y de 1 de Marzo de 1984; y las Resoluciones de 
6 de Noviembre de 1980, 22 de Noviembre de 1985, 20 de Octubre de 1987, 27 de Junio de 1988, 
16 de Agosto de 1993, 15 de Febrero de 1994, 26 (2ª) de Octubre de 1996, 10 de Enero y 2 de 
Julio de 1997 y 5 de Septiembre de 1998 y 28 de octubre de 1999 y 22-5ª de febrero de 2007 y 26-
5ª de febrero de 2009. 
 
  II. Mediante providencia de 18 de enero de 2008 dictada por la Juez Encargada del 
Registro Civil de B. se incoó de oficio expediente de “corrección de defectos y faltas formales para 
el traslado de la inscripción al libro correspondiente en lengua castellana (arts. 298, 299 y 307 del 
Reglamento del Registro Civil)”. Se refiere la providencia a la inscripción de nacimiento del hijo de 
los promotores que se había practicado en la lengua vasca y que consta en libro especial abierto 
al efecto en el que causó el asiento que figura en el folio 1º del tomo 1º. La citada providencia es la 
que constituye el objeto del presente recurso. El Ministerio Fiscal, en informe de 26 de marzo de 
2008, estimó la procedencia de la corrección de defectos y la extensión en castellano de dicha 
inscripción con cancelación de la practicada. 
 
 III. El artículo 3 de la Constitución Española declara que el castellano es la lengua 
española oficial del Estado y establece que las demás lenguas españolas serán también 
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oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos. Al amparo 
de dicha norma constitucional, seis Estatutos de Autonomía, entre ellos el del País Vasco, han 
declarado la oficialidad de las respectivas lenguas propias en los territorios de las 
Comunidades Autónomas que les corresponden. 
 
 El Tribunal Constitucional ha declarado que el artículo 3 de la Constitución supone 
una habilitación de las Comunidades Autónomas con lengua propia para que, en el marco 
establecido en sus Estatutos de Autonomía, puedan regular el alcance del concepto de 
oficialidad (STC 82/1986, de 26 de junio, y 56/1990, de 29 de marzo), lo cual supone establecer 
el contenido básico de dicha oficialidad (STC 337/1994, de 23 de diciembre) y, además, 
determinar las medidas que sean precisas para el fomento o la normalización de su lengua 
propia (STC 74/1989, de 24 de abril, y 337/1994, de 23 de diciembre). 
 
 IV. Por su parte, el Ministerio de Justicia y la Dirección General de los Registros 
han procurado, en el ámbito de sus respectivas competencias, hacer efectivo dentro del 
Registro Civil el principio constitucional de cooficialidad o doble oficialidad del castellano y del 
idioma oficial propio en el territorio de determinadas Comunidades Autónomas. Así, el Real 
Decreto 628/1987, de 8 de Mayo, dio nueva redacción al artículo 86 del Reglamento del 
Registro Civil a fin de permitir que, dentro del territorio de estas Comunidades Autónomas, 
pudieran presentarse al Registro Civil documentos redactados en su idioma oficial propio, sin 
traducción al castellano; las Ordenes Ministeriales de 26 de Mayo de 1988, 20 de Julio de 1989 
y 21 de Enero de 1993 han aprobado los correspondientes modelos oficiales bilingües para 
todos los impresos relacionados con el Registro Civil, y la Circular de 1 de Marzo de 1984 ha 
aprobado también un modelo bilingüe para la expedición de certificaciones literales de este 
Registro. Más recientemente la Orden JUS/268/2006, de 8 de febrero, por la que se modifican 
los modelos de asientos y certificaciones del Registro Civil y del libro de familia, aclarada por la 
posterior Orden JUS/644/2006, de 6 de marzo, incorpora las distintas versiones de dichos 
modelos en todas las lenguas cooficiales existentes en España, además del castellano. 
 
 V. Sin embargo, hasta la reciente Ley 12/2005, de 22 de junio, que modifica el 
artículo 23 de la Ley del Registro Civil de 8 de junio de 1957, no existía norma estatal que 
previera la redacción de las inscripciones y demás asientos propios del Registro Civil en lengua 
distinta del castellano. Esta falta de previsión se ha subsanado en la nueva redacción dada al 
citado precepto, conforme a la cual “Los asientos se realizarán en lengua castellana o en la 
lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma en que radique el Registro Civil, según la 
lengua en que esté redactado el documento o en que se realice la manifestación. Si el 
documento es bilingüe, se realizarán en la lengua indicada por quien lo presente al Registro. 
Todo ello, siempre que la legislación lingüística de la Comunidad Autónoma prevea la 
posibilidad de redacción de los asientos de los registros públicos en idioma cooficial distinto del 
castellano”. 
 
 Se trata de una norma, como pone de manifiesto la propia Exposición de Motivos 
de la Ley 12/2005, de 22 de junio, que supone el efectivo desarrollo legal del reconocimiento de 
la realidad plurilingüe de España en este ámbito concreto, realizado a través de una acción 
normativa del Estado que es a quien corresponde, en virtud de su competencia de ordenación 
de los registros e instrumentos públicos, establecer la regulación del Registro Civil, regulación 
estatal que debe respetar en cuanto al uso de las lenguas en dicho Registro público el principio 
de doble oficialidad contenido en las legislaciones autonómicas correspondientes. De esta 
manera se concilian las actuaciones que en materia de uso de las lenguas en el Registro Civil 
corresponden al Estado y a las Comunidades Autónomas con otra lengua oficial además del 
castellano.  
 
 VI. En desarrollo y aplicación práctica de esta nueva norma legal se están llevando 
a cabo actuaciones de adaptación del aplicativo INFOREG (vid. Resolución de 25 de enero de 
2005, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre aprobación de la versión 
2.0 del programa Inforeg y nuevos modelos de asientos para los Registros Civiles 
informatizados) para incorporar al mismo todos los modelos de asientos existentes en las 
distintas lenguas oficiales existentes en España. Normativamente estas iniciativas han 
culminado en la aprobación de la Orden JUS/1468/2007, de 17 de mayo, sobre impulso a la 
informatización de los registros civiles y digitalización de sus archivos, cuya Disposición 
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adicional segunda contiene una regulación relativa al idioma en que se redactarán los modelos 
de diligencias de apertura y cierre y asientos de los libros registrales, en los siguientes 
términos: 1. Los modelos de diligencias de apertura y cierre incorporados al Anexo III de esta 
Orden ministerial serán bilingües en los Registros Civiles de las Comunidades Autónomas con 
idioma oficial propio, además del castellano, conforme a las traducciones que aprobará la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de los órganos competentes 
de las respectivas Comunidades Autónomas. Los asientos registrales que se hayan de redactar 
en lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma en que radique el Registro Civil distinta del 
castellano, en los casos en que proceda legalmente de acuerdo con lo dispuesto por el párrafo 
final del artículo 23 de la Ley del Registro Civil, se ajustarán a los modelos en cada momento 
vigentes con arreglo a la traducción oficial que de los mismos se apruebe, las cuales serán 
incorporadas a la aplicación Inforeg por la Dirección General de Relaciones con la 
Administración de Justicia, a través de la Subdirección General de Nuevas Tecnologías, 
inmediatamente después de producida su aprobación”.  
  
 VII. No obstante, ha de recordarse que la nueva regulación contenida en el nuevo 
párrafo final agregado al artículo 23 de la Ley del Registro Civil por la Ley 12/2005, de 22 de 
junio, está vinculada por razones operativas y funcionales, en cuanto a su aplicación práctica, a 
la progresiva informatización de los Registros civiles, según se desprende de la Disposición 
Transitoria única de la citada Ley, conforme a la cual “A los Registros Civiles que no estuvieran 
informatizados a la entrada en vigor de esta Ley, les será de aplicación lo previsto en el último 
párrafo del artículo 23 de la Ley del Registro Civil, según su incorporación efectiva al proceso 
de informatización”. Este aplazamiento de la aplicación práctica del párrafo final del artículo 23 
de la Ley registral civil a la informatización de los Registros, que afecta al Registro Civil de 
Llodio, viene justificada e impuesta por el hecho de que los libros oficiales de los Registros no 
informatizados contienen preimpresos los textos fijos de los respectivos modelos de asientos 
redactados en castellano, lo cual sin embargo no es impedimento para que las menciones y 
datos que se han de consignar en los espacios libres de tales modelos puedan ser redactados 
en lengua oficial distinta del castellano (cfr. Resolución de 8 de junio de 2007), pero sí para 
otras fórmulas alternativas de elaboración de libros registrales ad hoc confeccionados por el 
propio Encargado, que carecen del adecuado respaldo legal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la providencia apelada. 
  
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 3 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
 No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita 
suficientemente que el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni consta título inscrito en el Registro Civil. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de L. 
 

 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 4 de abril de 2008, Don H. promueve expediente para 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, en base a que nació 
en V. (Sahara Occidental) el 3 de mayo de 1948. Adjuntaba la siguiente documentación: 
Certificado de concordancia de nombre, certificado de nacimiento, pasaporte y volante de 
empadronamiento. 
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 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal  emite informe desfavorable. El Juez 
Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 23 de junio de 2008 en el que deniega la 
petición realizada por el interesado  ya que no consta en la documentación aportada la 
inscripción de nacimiento del solicitante en España. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste presenta 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que impugna 
el mismo e interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Juez Encargado del Registro 
Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de 
diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 
20-8ª de noviembre de 2008; 15-3ª y 16-5ª de enero de 2009. 
 
 II. El interesado, mediante escrito presentado el 21 de Mayo de 2008, solicitó ante 
el Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española, al haber nacido en 1957 en B., Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. El Juez Encargado del Registro Civil de A. dictó auto de 9 de junio de 
2008 denegando dicha nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
  
 III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del 
Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional».  
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente, porque no 
puede considerarse acreditado con la certificación que se aporta, que el interesado cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. De otro lado, 
obviando, igualmente, el problema que puede plantear la identidad del interesado por las 
diferencias existentes en los documentos aportados que se intentan subsanar con el certificado 
de concordancia de nombres, el obstáculo que impide que pueda prosperar la pretensión del 
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recurrente está en la falta de título inscrito en el Registro Civil que es requisito necesario, según 
el citado artículo 18 Cc, para que sea posible la consolidación de la nacionalidad española.  
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 3 de abril de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

  
      No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora contra auto dictado por la Juez  Encargada del Registro Civil de B. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 27 de marzo de 2008, Doña A. promueve expediente 
para declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, en base a que nació 
en A.  (Sahara Occidental) el 20 de septiembre de 1944. Adjuntaba la siguiente documentación: 
Permiso de residencia, certificado de nacimiento, certificado del Archivo General de la 
Administración, recibo de MINURSO, pasaporte y volante de empadronamiento. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal  emite informe desfavorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil dictó auto con fecha 7 de mayo de 2008 en el que deniega la petición 
realizada por la interesada al no haberse comprobado la consolidación prevista en el artículo 18 
del Código Civil. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta presenta 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que no 
procede acceder a lo solicitado ratificándose en su informe anterior. La Juez Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 
de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de 
noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 
  
 II. La interesada, mediante escrito fechado el 27 de marzo de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1944 en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de B. dictó auto de 7 de mayo de 2008 
denegando la solicitud. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
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 III. Según el artículo 18 Cc la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del 
domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, estuviese imposibilitada “de facto” para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados, puesto que declara que durante ese período se 
encontraba en los campamentos de refugiados de T. De otro lado, tampoco consta título 
inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 Cc, estando la interesada en posesión de 
documentación argelina.  
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VI. Finalmente, se une a lo anterior, el hecho de que la documentación que se 
aporta, expedida por autoridades de la denominada República Arabe Saharaui Democrática, no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC 
y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
Encargado del Registro Civil respecto de las certificaciones extranjeras se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que las expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN de 4 de abril de 2009, sobre inscripción de patrimonio 
protegido. 
 

 
       No procede la inscripción de la representación al estar administrado el patrimonio 

constituido por el propio beneficiario, siendo por tanto una representación voluntaria y no legal. 
 
 En el expediente sobre solicitud de inscripción de constitución de patrimonio 
protegido de persona con discapacidad remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del 
entablado por el promotor, contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de E. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 27 de junio de 2006 Don J., compareció en el Registro Civil de la ciudad de su 
residencia con objeto de aportar copia del Acta de constitución de patrimonio protegido de él 
mismo, por tener una minusvalía del 33 por ciento, y que sea anotado en la Sección Cuarta y al 
margen de su inscripción de nacimiento, que obra en el Registro Civil de Y. Aporta como 
documentación: DNI, certificación de nacimiento, fotocopia de escritura de constitución de 
patrimonio protegido de persona con discapacidad y  fotocopia de la resolución de la declaración 
del grado de minusvalía expedido por la Consellería de Bienestar Social de la Generalidad V. 
 
 2. El 19 de julio de 2006, la Encargada del Registro Civil de E. dictó auto en el que 
denegó la inscripción solicitada por el promotor porque de la documentación aportada resultaba 
que el administrador del patrimonio protegido, del que era beneficiario el promotor, era él mismo, 
por lo que no existía, conceptualmente, representación legal, no siendo procedente, por tanto, la 
inscripción solicitada. 
 
 3. Notificado el auto anterior al Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso 
recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la 
revocación del auto denegatorio y la estimación de su solicitud. 
 
 4. El 31 de julio de 2006 la Encargada del Registro Civil de E., remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
ratificándose en los mismos argumentos expresados en su resolución anterior. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 1, 33, 88 y 90 de la Ley del Registro Civil; 283 y 284 del 
Reglamento del Registro Civil; 5 de la Ley 41/2003, de protección patrimonial de las personas con 
discapacidad y de modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa 
Tributaria con esta finalidad. 
 

II. Se pretende por el interesado que se inscriba en la sección correspondiente -
cuarta del Registro Civil de “tutelas y representaciones legales”- su condición de representante 
del patrimonio protegido constituido por él en escritura pública, del cual es beneficiario y 
administrador, cargo que desempeña por propia designación. La Juez Encargada dictó auto 
denegando la inscripción instada, auto que constituye el objeto del presente recurso. 

 
III. No se discute  en el expediente, al contrario de lo que parece entender el 

recurrente, la legalidad del patrimonio constituido ni el hecho de que la constitución se realice 
por el propio discapacitado, beneficiario del mismo, ni tampoco es objeto de discrepancia que 
aquél se designe a sí mismo como administrador del patrimonio que él constituye, puesto que 
se trata de posibilidades previstas por la Ley 41/2003 (cfr. art. 5.1 de ésta). La cuestión es otra 
y se centra en determinar si puede tener o no acceso a la sección cuarta del Registro Civil, 
como representación legal de un patrimonio protegido, la que se otorga a sí mismo el 
interesado al nombrarse administrador de dicho patrimonio. La respuesta, evidentemente, ha 
de ser negativa. 

 
IV. Pues bien, del propio epígrafe de la sección cuarta del Registro Civil se deduce 

que el acceso a dicha sección va referido a “las representaciones legales” y están excluidas 
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aquellas otras de carácter voluntario (cfr. art. 284.3º RRC). La Ley 41/2003, efectivamente, 
admite, de un lado, la posibilidad de que la administración de los patrimonios que regula esté 
atribuida al propio constituyente-beneficiario (cfr. art. 5.1, Ley 41/03) y, de otro, que recaiga en 
persona distinta de éste (cfr. art. 5.7 de la Ley 41/03). Pues bien, sólo en este segundo 
supuesto, y si la representación viene conferida legalmente, el administrador tiene según la Ley 
reguladora la condición de representante legal del beneficiario del patrimonio y, 
consecuentemente, únicamente esta representación tiene acceso al Registro Civil. Así, 
expresamente lo establece en su artículo 8º, según el cual: “La representación legal a la que se 
refiere el artículo 5.7 de esta Ley se hará constar en el Registro Civil”. Lo cual es obvio, porque 
si la representación no viene determinada por ley, sino que es fruto de un acto de voluntad del 
propio interesado, que se la otorga a sí mismo o a tercera persona, deja de tener un carácter 
legal para devenir en voluntaria. Aparte de que en el caso, como el presente, en el que el 
constituyente y beneficiario del patrimonio se otorga a sí mismo las facultades de 
administración, éstas las ejerce, no por representación, sino por derecho propio, todo lo cual 
nos lleva a concluir que no es posible la estimación del recurso. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 6 de abril de 2009, sobre cambio de nombre propio. 

 
 
 Requiere que se acredite la existencia de justa causa. 
 
 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el promotor contra el auto del Juez Encargado del Registro 
Civil de A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Por escrito presentado en el Registro Civil de Alcira, Don Avelino manifiesta que 
en su inscripción de nacimiento figura como A., que habitualmente se la conoce con el nombre 
de JIM, por ello solicita el cambio de nombre. Adjunta la siguiente documentación: Certificado 
de empadronamiento, certificado de nacimiento y diversa documentación en la que aparece el 
nombre de JIM. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que les 
consta de ciencia propia y atestiguar ser cierto todo cuanto en el expediente expone el 
recurrente. El Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. El Juez Encargado del Registro Civil 
mediante auto de fecha 16 de octubre de 2007 deniega el cambio de nombre por carecer de 
sustantividad propia. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del  Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal, que impugna 
el recurso e interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Juez Encargado ordena la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 54, 59, 60 y 62 de la Ley del Registro Civil; 192, 209, 210, 
354 y 365 del Reglamento del Registro Civil; y las Resoluciones, entre otras, de 30-5ª de 
noviembre de 2004;  31-3ª de enero de 2005; 26-6ª de junio y 3-3ª de octubre de 2006; y 26-5ª 
de marzo de 2008. 
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 II. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 
expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
210 RRC) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su 
imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por 
la vía indirecta de un expediente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser 
rechazado. 
 
 III. En el caso presente no está acreditada la concurrencia de los requisitos que 
establece el artículo 60 LRC ni el correlativo reglamentario (206, RRC, último apartado), porque 
la solicitud del interesado no menciona la razón del cambio pretendido y, aunque por las 
pruebas documentales -que no con la testifical, en la que tampoco se refiere causa para un 
cambio- podría deducirse que era el uso de nombre distinto al inscrito el que motivaba el 
expediente, ello, debería haberse hecho constar expresamente, porque la razón de un cambio 
puede obedecer a las mas diferentes causas, aparte de que, incluso, aún cuando fuese en el 
uso de “Jim” en lo que el interesado basaba su solicitud, el cambio no podría haberse 
autorizado por la insuficiencia de las pruebas aportadas. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 6 de abril de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
   
 

No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 
     H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de S., Don M. promueve expediente 
para declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, en base a que nació 
en S. (Sahara Occidental) el 5 de marzo de 1970. Adjuntaba la siguiente documentación: 
Certificado de nacimiento, certificado del Archivo General de la Administración, recibo de 
MINURSO, certificado de residencia, pasaporte y volante de empadronamiento. 
 
 2. Ratificado el interesado y recibida toda la documentación en el Registro Civil de M., 
el Ministerio Fiscal  emite informe favorable. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto con 
fecha 23 de junio de 2008 en el que deniega la petición realizada por el interesado por no quedar 
acreditado que residiera en el Sáhara en el tiempo que estuvo en vigor el Real Decreto de 1976, 
de modo que quedara imposibilitado para optar a la nacionalidad española y  tampoco ha 
acreditado estar en posesión de la nacionalidad española durante el periodo de 10 años. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste, presenta 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa 
la confirmación de la resolución recurrida. La Juez Encargada del Registro Civil ordena la 
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remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su 
resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 
de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de 
noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 
  
 II. El interesado, mediante escrito de fecha 6 de mayo de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil correspondiente a su domicilio la declaración con valor de simple presunción de 
la nacionalidad española, al haber nacido en 1970 en Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de M. dictó auto de 23 de junio de 
2008 denegando la solicitud. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III.  Según el artículo 18 Cc la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del 
domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, sus representantes legales, dada su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, puesto que según declara, durante ese período se encontraba en los 
campamentos de refugiados saharauis. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc, estando el interesado en posesión de documentación 
argelina.  
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VI. Finalmente, se une a lo anterior, el hecho de que la documentación que se 
aporta, expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, no 
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ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC 
y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
Encargado del Registro Civil respecto de las certificaciones extranjeras se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que las expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª)  de 6 de abril de 2009,  consolidación de la nacionalidad 
española. 
 
 

    No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
  
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de S. Don M. promueve expediente 
para declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, en base a que nació 
en S. (Sahara Occidental) el 21 de abril de 1966. Adjuntaba la siguiente documentación: 
Certificado de nacimiento, certificado del Archivo General de la Administración, recibo de 
MINURSO, certificado de residencia, pasaporte y volante de empadronamiento. 
 
 2. Ratificado el interesado y recibida toda la documentación en el Registro Civil de M., 
el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto con 
fecha 23 de junio de 2008 en el que deniega la petición realizada por el interesado por no quedar 
acreditado que residiera en el Sahara en el tiempo que estuvo en vigor el Real Decreto de 1976, 
de modo que quedara imposibilitado para optar a la nacionalidad española y  tampoco ha 
acreditado estar en posesión de la nacionalidad española durante el periodo de 10 años. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste, presenta 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que entiende 
que debe accederse a la petición del recurrente. La Juez Encargada del Registro Civil ordena 
la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su 
resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 
de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de 
noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 
  



 310

 II. El interesado, mediante escrito de fecha 6 de mayo de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de  
 
la nacionalidad española, al haber nacido en 1966 en S., Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de M. dictó auto de 23 de junio de 
2008 denegando la solicitud. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Según el artículo 18 Cc la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del 
domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 
 IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, sus representantes legales, dada su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, puesto que según declara, durante ese período se encontraba en los 
campamentos de refugiados saharauis. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc, estando el interesado en posesión de documentación 
argelina.  
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VI. Finalmente, se une a lo anterior, el hecho de que la documentación que se 
aporta, expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC 
y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
Encargado del Registro Civil respecto de las certificaciones extranjeras se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que las expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN  (4ª) de 6 de abril de 2009, sobre cambio de nombre propio. 

 
 
                  1º. No puede autorizarlo el Encargado si no hay habitualidad en el uso del nombre 
pretendido, que en este caso no queda acreditado, pero la Dirección General entra a examinar la 
pretensión por economía procesal y delegación. 
 

2º. Hay inconcreción del petitum cuando el nombre solicitado inicialmente no se 
corresponde con el que se justifica en la documentación aportada como prueba. 

 
En el expediente sobre cambio de nombre propio remitido a este Centro en trámite de 

recurso en virtud del entablado por la promotora contra el auto dictado por el Juez Encargado 
del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Por escrito presentado en el Registro Civil de L., Doña L., manifiesta que en su 
inscripción de nacimiento figura como LEONISA, que habitualmente se la conoce como ISABEL, 
por lo que solicita el cambio de nombre. Adjunta la siguiente documentación: Certificado de 
empadronamiento, certificado de nacimiento y diversa documentación en la que aparece el 
nombre de ISABEL. 
 

2. Ratificada la interesada, comparecen dos testigos que manifiestan que conocen a 
la interesada con el nombre de ISA. El Ministerio Fiscal no se opone a lo solicitado. El Juez 
Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de noviembre de 2007 deniega el cambio 
de nombre por falta de prueba en la habitualidad del mismo. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesa la desestimación del mismo y la confirmación del auto apelado. El Juez Encargado 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 54, 59, 60 y 62 de la Ley del Registro Civil (LRC); 205, 206, 
209, 210, 354 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de 20-3ª de 
septiembre de 2004 y 16-3ª de abril de 2007.  
 

II. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 
expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
210 RRC) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su 
imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por 
la vía indirecta de un expediente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser 
rechazado. 
 
 III. En el caso presente las pruebas presentadas no llegan a justificar la 
habitualidad en el uso del nombre pretendido, de modo que la competencia para aprobar el 
expediente excede de la atribuida al Encargado y corresponde por el contrario a la 
competencia general del Ministerio de Justicia (cfr. art. 57 LRC y 205 RRC) y hoy, por 
delegación (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 de diciembre), a esta Dirección General. 
 

IV. Conviene en todo caso examinar la cuestión acerca de si el cambio intentado 
pudiera ser acogido por esta otra vía. Se ha seguido la necesaria fase de instrucción del 
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expediente de la competencia del Ministerio ante el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 
RRC) y razones de economía procesal aconsejan ese examen (cfr. art. 354 RRC). 

 
V. La cuestión apuntada merece una respuesta negativa. Uno de los requisitos 

exigidos para el éxito de todo expediente de cambio de nombre propio, ya sea de la competencia 
del Encargado del Registro Civil del domicilio, ya corresponda a la competencia general del 
Ministerio de Justicia, es que exista una justa causa en la pretensión (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 
210 RRC. En el presente caso la interesada alega como causa para el cambio de su nombre 
“Leonisa” por el de “Isabel” la de que es por éste por el que es conocida y el usado por ella, pero 
esta alegación no está acreditada con las pruebas documentales que aporta ni con la testifical, 
puesto que lo que resulta de ellas es que el nombre que emplea es el de “Isa” que, probablemente, 
no es sino una aféresis del “Leonisa” o, tal vez, un apócope de “Isabel”, pero que, en cualquier 
caso, no es el nombre que exactamente solicita en sustitución del inscrito.  Por tanto, no procede 
el cambio propuesto por no estar acreditada la concurrencia de justa causa para autorizarlo. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 6 de abril de 2009, sobre imposición de nombre 
propio. 

 
 
 No es admisible “Josemaría” , que debe inscribirse como “José-María”. 
 
 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Juez Encargado del Registro 
Civil de V. 
 

H E C H O S 
 
 1. Por escrito presentado en el Registro Civil de V., Don J. y Doña C., manifiesta 
que en su inscripción de nacimiento de su hijo se le impuso el nombre de JOSÉ MARÍA, que se 
le conoce habitualmente como JOSEMARIA, por lo que solicita el cambio de nombre. Adjunta 
la siguiente documentación: certificado de empadronamiento, certificado de nacimiento y 
diversa documentación en la que aparece el nombre de Josémaría. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que 
conocen al menor con el nombre de Josémaría. El Ministerio Fiscal no se opone a lo solicitado. 
El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 10 de junio de 2008 deniega el 
cambio de nombre por no existir causa justa. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del  Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal, que se adhiere 
al mismo. El Juez Encargado ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

  
 I. Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil; 192 y 193 del Reglamento del 
Registro Civil; la Circular de 2 de  julio de 1980; y las Resoluciones, entre otras, de 5 de febrero 
de 1993; 14-2ª de septiembre de 1994; 30-4ª de octubre de 1996; 10-4ª de febrero de 1997; 5-
4ª de septiembre de 2001;18-1ª de diciembre de 2002; 6-1ª de marzo y 17-2ª de mayo de 2003; 
27-2ª de mayo de 2004; y 11-2ª de julio de 2007. 
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 II. El artículo 192 del Reglamento del Registro Civil establece, como regla de 
simple mecánica registral, que cuando se impongan dos nombres propios simples, éstos se 
unirán por un guión. Teniendo en cuenta que, tanto en el sentir popular como por aplicación de 
las reglas gramaticales españolas, "José" y "María" son dos nombres propios independientes y 
uno y otro han de escribirse con mayúscula inicial, no es posible admitir la pretensión de que se 
inscriba al nacido con el nombre "Josemaría", cualesquiera que sean las razones de la 
solicitud, porque las mismas no pueden justificar una desviación de las reglas registrales ni de 
la ortografía castellana. 
 
 III. Ha de tenerse presente que esta conclusión en nada limita el derecho de los 
padres para elegir para sus hijos los nombres que crean más convenientes, ya que, en rigor, no 
se rechazan los nombres escogidos, sino que, dejando a salvo el uso social, se impone sólo en 
el Registro Civil su grafía más correcta. 
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta  
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 6 de abril  de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 22 de octubre de 2007 
Don A., de nacionalidad española, nacido el 3 de septiembre de 1979 en dicha ciudad y la Sra. 
L., de nacionalidad marroquí, nacida el 23 de febrero de 1987 en B. (Marruecos), iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor, DNI, certificación de nacimiento, volante de 
empadronamiento y fe de vida y estado; y, de la promotora, pasaporte y carta de identidad 
nacional marroquíes, extracto de partida de nacimiento, manifestación notarial de divorcio 
irrevocable y certificados de residencia en B. y de no haber contraído nuevas nupcias. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos el padre del 
promotor y una amiga, que manifestaron su pleno convencimiento de que el matrimonio 
proyectado no incurría en prohibición legal alguna. Se libró oficio a la Brigada de Extranjería y 
Documentación de la Policía para que informara sobre el estado civil de los interesados, con el 
resultado de que no se disponía de elementos de criterio para saber si habían contraído 
matrimonio conforme a la legislación marroquí y la religión musulmana, y el 28 de noviembre 
de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada. 
  
  3. El Ministerio Fiscal se opuso a la celebración del matrimonio, por entender que 
el trámite de audiencia había puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento, y 
el 18 de enero de 2008 la Juez Encargada, considerando que los hechos comprobados eran lo 
suficientemente clarificadores como para deducir de ellos la existencia de simulación, dictó 
auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los promotores, el interesado 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que su 
verdadero propósito es convivir con ella para en un futuro cercano crear una familia y que 
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necesitan que se autorice el matrimonio y formalizar su estado civil de la forma más rápida 
posible.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que, 
ratificando en todos los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora 
se recurre, interesó la confirmación, por sus propios fundamentos, de la resolución apelada y la 
Juez Encargada ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana marroquí resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Se advierte un 
desconocimiento por la interesada de ciertos datos que no se justifica fácilmente entre 
personas con un proyecto de vida en común: indica que él es “metopa” en el cuartel que está 
cerca de la playa, sin mencionar que está destinado en un escuadrón de transportes de 
caballería, e ignora el sueldo que percibe y en qué zona está el piso en el que planean vivir, 
que ella no ha visto y el precio de cuyo alquiler no sabe, circunstancia que ella trata de explicar 
diciendo que nunca le ha preguntado a él y que él corrobora, indicando que son temas sobre 
los que no hablan. Con respecto a sus encuentros, ella manifiesta que la recoge los días que 
no trabaja, que son casi todos, y él que la ve siempre que puede y no tiene trabajo, añadiendo 
ella que van al cine y aclarando luego que sólo han ido una vez y que no sabe qué película vio. 
El desconocimiento afecta también a sus circunstancias personales y familiares: señala que 
son cinco hermanos, frente a los seis que él declara y cree que su estancia en M. hace cinco o 
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seis meses -mayo-junio de 2007- para someterse a una operación de rodilla fue en febrero o 
marzo. De otro lado, el promotor manifiesta que ella estuvo casada 3 ó 4 años “sólo por los 
papeles, porque su marido vive y trabaja en Francia”, y que se divorció aproximadamente en 
noviembre de 2006, pero no queda acreditado el estado civil de la interesada ya que, en vez de 
una manifestación notarial de que se divorció el 5 de febrero de 2007, hubiera tenido que 
aportarse acta o sentencia de divorcio, para constancia de la identidad de ambos cónyuges y 
de las fechas de celebración y disolución del matrimonio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
  
  
RESOLUCIÓN (7ª) de 6 de abril de 2009, sobre autorización de matrimonio 
civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 

 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 8 de noviembre de 
2007 el Sr. D., de nacionalidad marroquí, nacido el 1 de octubre de 1976 en B.(Marruecos) y 
Doña I., de nacionalidad española, nacida el 12 de marzo de 1989 en M., iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, extracto de partida de nacimiento, certificado administrativo de 
residencia en su población natal, fe de soltería y pasaporte marroquí; y, de la promotora, fe de 
vida y estado, certificación de nacimiento, volante de empadronamiento y DNI. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos dos amigos, que 
manifestaron su pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en 
prohibición legal alguna. Se libró oficio a la Brigada de Extranjería y Documentación de la 
Policía para que informara sobre el estado civil de los interesados, con el resultado de que no 
se disponía de elementos de criterio para saber si habían contraído matrimonio conforme a la 
legislación marroquí y la religión musulmana, y el 11 de diciembre de 2007 se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada, al promotor con asistencia de intérprete. 
  
  3. El Ministerio Fiscal se opuso a la celebración del matrimonio, por entender que 
el trámite de audiencia había puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento, y 
el 18 de enero de 2008 la Juez Encargada, considerando que los hechos comprobados eran lo 
suficientemente clarificadores como para deducir de ellos la existencia de simulación, dictó 
auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, 
por la interacción existente entre M. y su entorno, no es inusual ni forzado que un nacional 
español conozca a un extranjero marroquí y que las discrepancias advertidas en la audiencia 
reservada, en parte debidas a una incorrecta transcripción de las respuestas dadas por el 
promotor a través de intérprete, no son tan relevantes como para basar en ellas la denegación.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que, 
ratificando en todos los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora 
se recurre, interesó la confirmación, por sus propios fundamentos, de la resolución apelada y la 
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Juez Encargada ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Alegan que la 
circunstancia de que ella no recuerde el día en que se celebró la boda del familiar común en la 
que se conocieron no es relevante y que, dada su religión musulmana, lo importante para ellos 
es la pedida de mano, cuya fecha exacta ninguno de los dos indica y sobre algunos de cuyos 
pormenores discrepan: familiares de él que se desplazaron a M. para asistir al acto y regalos 
que ella recibió. Con respecto a sus planes de futuro los dos manifiestan que fijarán su 
residencia en M., donde buscarán una vivienda de alquiler, pero se advierte contradicción 
sobre la actividad laboral de él (ella no desempeña trabajo remunerado): si seguirá trabajando 
en su tienda de ropa de N. y, si le sale un trabajo en M., trabajará allí, como señala ella; o si 
quiere comprar un local en M.  para poner un negocio. Se aprecia también mutuo 
desconocimiento de datos personales: ninguno de los dos sabe los estudios que ha cursado el 
otro y él cita erróneamente las ciudades de la España peninsular que ella ha visitado y afirma 
que antes hacía footing, en tanto que ella refiere que nunca ha practicado ningún deporte. Todo 
ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es 
propia sino que está siendo instrumentalizado para que el promotor extranjero obtenga la 
situación de estancia regular en España.  
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
  
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 6 de abril de 2009,  sobre inscripción de matrimonio. 

 
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 17 de mayo de 2007, Doña I., nacida en Cuba el 23 de octubre de 
1967, presentó en el Consulado español en L. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 27 de octubre de 2006 con Don L., nacido 
en España el 14 de julio de 1959. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, 
certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil del 
interesado y certificado de nacimiento y certificado  de matrimonio  y sentencia de divorcio de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 12 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
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obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana y español y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, 
resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en el modo de conocerse ya que 
mientras que ella dice que se conocieron en casa de L., el interesado declara que se 
conocieron a través de un amigo llamado E. con el que viajó a la isla. La interesada desconoce 
los estudios del interesado, manifiesta que padece de tensión alta y él dice que padece de la 
columna y que recibe tratamiento médico. El interesado sabe que ella tiene un hijo pero 
desconoce todo acerca de él, tampoco sabe los nombres de los testigos de la boda 
manifestando que son amigos de la contrayente pero que no recuerda sus nombres. Ambos 
coinciden en que la finalidad del matrimonio es obtener un visado que le permitiera adquirir su 
residencia en España, pero mientras que ella manifiesta que su intención es visitar España 
pero no quedarse a vivir aquí, el interesado declara que ella y su hijo quieren venir a España 
para formar una familia. El interesado afirma que ha visitado la isla once veces, sin embargo 
según las informaciones del Consulado hay meses que no coinciden en el documento de 
entradas y salidas del país. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene 
detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de 
deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter 
migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno arbitraria, 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 7 de abril de 2009, sobre cambio de apellidos. 

  
 
 1. Incurre en vicio de incongruencia el auto que resuelve una petición de rectificación 
de error, no alegado ni probado, cuando la petición inicial fue de autorización de cambio de 
apellidos. 
 
 2. Aplicando criterios de economía procedimental, la Dirección General, por 
delegación del Ministro de Justicia, deniega el cambio pretendido por falta de los requisitos 
necesarios. 
 
 En el expediente de cambio de apellidos en inscripción de nacimiento remitido a 
este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto de 
la Juez Encargada del Registro Civil de V. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de V. Doña María D., promueve 
expediente para la rectificación de error existente en la inscripción de nacimiento de Don T., 
alegando que en dicha inscripción figura como primer apellido F. cuando lo correcto es F. A. 
Adjuntan como documentación: Certificado de nacimiento de la promotora, certificado de 
nacimiento del señor F. y partidas de bautismo. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La Juez 
Encargada del Registro Civil, mediante auto de fecha 12 de febrero de 2008 acuerda rectificar 
el error existente en la inscripción de nacimiento de Don T. F para que en lo sucesivo figure F. 
A. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste interpone recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando se revoque el auto ya que el 
error que se pretende rectificar no se ha probado, considerando el Encargado como prueba 
que en la partida de bautismo de L., bisabuelo de la promotora, nacido en 1859 y padre de Don 
T., consta como apellido el de F.  A., pero lo cierto es que figura como nacido L. y que es sólo 
en virtud de nota marginal de fecha 7 de febrero de 2007, y por decreto del vicario episcopal 
que se rectifica el apellido del nacido de F. a F. de A.  
 
 4. Notificada la interesada, ésta mediante escrito de fecha 7 de marzo de 2008 
vuelve a solicitar la rectificación del error en el apellido. La Juez Encargada del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 2, 57, 58 y 59 de la Ley del Registro Civil (LRC); 205, 208, 
209, 342, 354  y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 218 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil (LEC); y las resoluciones de 31 de mayo de 2001; 4 de abril de 2002; 2-4ª de enero de 
2004; y 19-6ª de septiembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por la promotora, según el escrito de iniciación del expediente, la 
recuperación del primer apellido paterno. Por la Juez Encargada, considerando que lo instado 
por aquella es un expediente de rectificación de error, se dicta auto de 12 de febrero de 2008 y 
acuerda que en la inscripción de su abuelo, don T F., se rectifique el primer apellido de éste 
pasando a ser el compuesto “F. de A.”. Este auto constituye el objeto del presente recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 
 III. La primera cuestión que plantea el expediente deriva de la ambigüedad y falta 
absoluta de precisión de lo pedido por la interesada en el escrito de iniciación del expediente, 
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en el que, literalmente, solicita “recuperar el primer apellido paterno” y vista la inscripción de 
nacimiento del padre su apellido es el de “F.”, que es precisamente el que ella ostenta, por lo 
que su petición no parece, en principio, que tenga sentido alguno. Ante la indeterminación del 
petitum cabe formular al menos dos hipótesis. Puede pensarse que lo que pretende realmente 
la interesada es la recuperación del apellido “F. de A.” de un antepasado, que está prevista 
para los supuestos en que exista un riesgo de desaparición de un apellido español (cfr. art. 58.I 
LRC y 208.I RRC). El riesgo, que no ha de limitarse al círculo familiar, sino al ámbito general, 
no consta que exista respecto del citado apellido y, en cualquier caso, no ha sido acreditado 
por la interesada. Es posible, como hipótesis mas probable, que lo que se esté pretendiendo 
por la promotora sea un cambio de apellidos, en el sentido de hacer compuesto el primero de 
los que ostenta, que pasaría a ser el mencionado de “F. de A.”.  
 
 Pero lo que la interesada en ningún momento ha solicitado es que se rectifique un 
error en el apellido en la inscripción de nacimiento de ella, de su padre y de los demás 
familiares de los que aporta certificación de nacimiento y en cuyo nombre también parece 
actuar sin que conste su representación. Es descartable la posibilidad de esta petición, porque, 
además, no existe error en su inscripción, en la que se hizo constar el apellido “F” de su padre 
don A. y en la de éste, a su vez, el de su padre don T. Así resulta de las respectivas 
inscripciones de nacimiento de éstos, las cuales no hay que olvidar que, conforme al artículo 2 
LRC, constituyen la prueba de los hechos inscritos. 
 
 IV. A la vista de lo expuesto debe deducirse, como se hace en el recurso, que en 
el presente caso lo realmente interesado es un cambio de apellidos, de la competencia del 
Ministro de Justicia y por delegación (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 de diciembre) de esta 
Dirección General. 
 
 V. En consecuencia con lo que antecede, el auto dictado debe ser revocado por 
dos razones. Una por ser incongruente con lo solicitado. La congruencia supone un ajuste 
acorde entre lo resuelto y las pretensiones de las partes, siendo patente en este caso la 
desviación existente entre la causa de pedir -un cambio de apellido- y lo, finalmente, resuelto -
una rectificación de error- (cfr. art. 218 LEC), desviación que altera la competencia, puesto que 
para el cambio de apellidos, ésta corresponde al Ministro de Justicia (cfr. art 57 LRC) y para la 
citada rectificación al Juez Encargado del Registro en el que deba inscribirse la resolución 
pretendida (cfr. art 342 RRC). La otra razón se encontraría en que la Juez Encargada carece 
de competencia para autorizar un cambio de apellidos fuera de los casos señalados en el 
articulo 59 LRC, entre los cuales no se encuentra el presente. 
 
 VI. Por razones de economía procedimental y para evitar dilaciones innecesarias 
(cfr. art. 354.II RRC), conviene, sin embargo, examinar si procede en el presente caso el 
cambio de apellidos solicitado por la promotora. Éste, requiere la concurrencia de los requisitos 
establecidos legalmente (cfr. art. 57 LRC), que tenía que acreditar la interesada y no lo ha 
hecho. El número 1 del artículo 57 LRC e, igualmente, el número 1 del artículo 205 RRC, 
exigen para que sea posible la autorización de cambio, que los apellidos, en la forma 
propuesta, constituyan una situación de hecho no creada por el interesado, es decir, ha de 
probarse, de un lado, que la persona afectada por el cambio usa y es conocida por los 
apellidos que se solicitan (F. A., en este caso) y, de otro, que dicho uso y conocimiento no ha 
sido provocado de propósito para conseguir la modificación pretendida. Pues bien, no consta 
en el expediente prueba alguna que acredite la concurrencia del citado requisito. Por lo que la 
petición no puede prosperar. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y revocar el acuerdo apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 7 de abril de 2009, sobre atribución de apellidos.  
 
 
 Salvo inversión de su orden, primer apellido de un español es el primero del padre 
y segundo apellido, el primero de los personales de la madre.  No cabe, pues, atribuir al nacido 
como apellido materno el que la madre adquirió por razón de matrimonio. 
 
 En expediente sobre atribución de apellidos en inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por la promotora contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de R. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de R., Don J. y Doña H., solicitan 
que en la inscripción de nacimiento de su hija conste como primer apellido el de su madre T. y 
no M., adquirido por razón de matrimonio en aplicación de la ley de su país Bielorrusia, y cuyo 
matrimonio está disuelto. Adjuntan como documentación: Certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado del anterior matrimonio de la promotora y sentencia de divorcio, libro de 
familia y cuestionario para la declaración de nacimiento en el Registro Civil. 
 
 2. Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La 
Juez Encargada del Registro Civil, mediante auto de fecha 10 de enero de 2008 deniega lo 
solicitado por los interesados, sin perjuicio de que la interesada recupere su apellido de soltera 
en su país de origen y solicite el cambio de apellido para su hija. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar que a su hija se la inscriba con el apellido 
de soltera de su madre. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Visto el artículo los artículos 53, 55 y 59 de la Ley del Registro Civil (LRC); 194, 
198 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de esta Dirección 
General, entre otras, de 4-3ª de febrero de 2005; 20-5ª de octubre de 2006;8-2ª y 3ª y 28-4ª de 
noviembre de 2007; 6-4ª de marzo, 18-9ª de noviembre y 4-6ª de diciembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por la interesada que en la inscripción de nacimiento de su hija se 
atribuya a ésta como apellido materno el personal de la madre, es decir, el  que ostentaba 
antes de contraer matrimonio. También había instado la inversión del orden de los apellidos de 
la nacida. Por la Juez Encargada se dictó auto de 10 de enero de 2008 denegando la admisión 
del apellido personal de la madre “T” solicitado por la interesada para su hija y acordando que 
ésta fuese inscrita con el apellido “M” que era el que la madre había adquirido por razón de 
matrimonio. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Dispone el artículo 194 RRC que “Si la filiación está determinada por ambas 
líneas y a salvo la opción prevista en el artículo 109 del Código Civil, primer apellido de un 
español es el primero del padre y segundo apellido el primero de los personales de la madre, 
aunque sea extranjera”. En el presente caso la filiación materna y paterna está determinada y 
los progenitores han acordado la inversión del orden de los apellidos, inversión, que no se 
cuestiona en el expediente, centrándose, por tanto, la cuestión en el apellido materno que ha 
de atribuirse a la hija. Conforme al artículo citado ha de ser el personal de la madre, es decir el 
que ésta ostentaba antes de contraer matrimonio y dicho apellido, según resulta de la 
certificación local de nacimiento, traducida, que obra en el expediente, es el de “T” y no el de 
“M”. Incluso, en el cuestionario para la declaración de nacimiento, en el apartado de 
“observaciones”, el  padre  hizo constar que “T” era el apellido personal de la madre. 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1.  Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
 2. Ordenar que en la inscripción de nacimiento de la menor se haga constar como 
apellido materno  “T.” en lugar de “M”. 
  
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 7 de abril de 2009, sobre inscripción de nacimiento y 
opción a la nacionalidad española. 
 
  
 No es posible inscribir al nacido en Cuba en 1955 que ejercita la opción a la 
nacionalidad española prevista en el artículo 20 del Código civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditada suficientemente la filiación española materna del 
solicitante. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento previa opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra auto del Encargado del Registro Civil Consular de L.   
 

H E C H O S 
 
 1. Don R., nacido en Cuba el 9 de junio de 1955, solicita la nacionalidad española 
por ser hijo de Doña M., originariamente española. Aporta como documentación: Certificado de 
nacimiento del interesado, certificado de nacimiento de su madre, certificado de matrimonio de 
sus padres, acta de opción a la nacionalidad española. 
 
 2. El Encargado del Registro Civil  del Consulado de España en L. mediante auto 
de fecha 12 de marzo de 2008  deniega lo solicitado por el interesado ya que no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la opción a la nacionalidad española por ser hijo 
de madre española. 
 
 4. El Ministerio Fiscal estima que se han guardado las prescripciones legales, y en 
consecuencia, los autos que se recurren resultan conforme a Derecho, por lo que se ratifica en 
todos los extremos en el informe emitido en su día y previo al acuerdo que se recurre. El 
Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre 
otras, de 23 de abril, 12-9ª de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de enero, 5 de 
mayo y 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre de 2005; 20-5ª 
de noviembre de 2006; 2-4ª de junio y 4-7ª de diciembre de 2008. 
 
 II. El interesado, nacido en Cuba en 1955, optó por la nacionalidad española como 
hijo de madre originariamente española y nacida en España. Por el Registro Civil se le requirió 
para que aportase la certificación original y literal de la inscripción española de nacimiento de 
su madre. El requerimiento no fue atendido en los términos y tiempo demandados y el 
Encargado del Registro Civil Consular dictó auto de 12 de marzo de 2008 denegando la 
solicitud, al no quedar acreditada la concurrencia de los requisitos necesarios. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
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 III. En el presente caso los hechos alegados por el promotor no le justifican ni 
relevan del deber de acreditar suficientemente aquellos que sirven de fundamento a su petición 
por medio de los documentos oportunos. La aportación de la certificación requerida afectaba a 
la causa en que se basaba la opción del interesado (art. 20.1-b Cc), puesto que constituía la 
prueba (cfr. art. 2 LRC) de los hechos alegados por el interesado, en los que éste basaba el 
ejercicio de su derecho de optar por la nacionalidad española. Ello supone que no proceda 
dictar una resolución favorable respecto del recurso presentado. Lo que se entiende sin 
perjuicio de que si el interesado obtiene y presenta el documento requerido, pueda solicitar 
nuevamente la inscripción (cfr. art. 226 RRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
  
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 7 de abril de 2009, sobre inscripción de nacimiento y 
opción a la nacionalidad española. 

  
 
 No es posible inscribir a las nacidas en Cuba en 1946 y 1952 que ejercitan la 
opción a la nacionalidad española prevista en el artículo 20. nº 1, b) del Código civil, redacción 
dada por Ley 36/2002, porque no está acreditada suficientemente la filiación española materna 
de las solicitantes. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento previa opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por las interesadas contra autos del Encargado del Registro Civil Consular de L. (Cuba).  
 

H E C H O S 
 
 1. Doña X. y Doña M., nacidas en Cuba en 1952  y 1946 respectivamente, 
solicitan la nacionalidad española por ser hijas de Doña M. originariamente española. Aportan 
como documentación: Certificados de nacimiento de las interesadas, certificado de nacimiento 
de su madre, certificado de matrimonio de sus padres, actas de opción a la nacionalidad 
española. 
 
 2. La Encargada del Registro Civil  del Consulado de España en L. mediante 
sendos autos de fecha 30 de abril de 2008  deniega lo solicitado por las interesadas ya que no 
prueban suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 3. Notificadas las interesadas, éstas interponen sendos recursos ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la opción a la nacionalidad 
española por ser hijas de madre española. 
 
 4. El Ministerio Fiscal estima que se han guardado las prescripciones legales, y en 
consecuencia, los autos que se recurren resultan conforme a Derecho, por lo que se ratifica en 
todos los extremos en el informe emitido en su día y previo al acuerdo que se recurre. La 
Encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 347 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre 
otras, de 23 de abril, 12-9ª de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de enero, 5 de 
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mayo y 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre de 2005; 20-5ª 
de noviembre de 2006; y 2-4ª de junio de 2008. 
 
 II. Las interesadas, nacidas en Cuba en 1946 y 1952, respectivamente, optaron 
por la nacionalidad española alegando ser hijas de madre española nacida en España. Por el 
Registro Civil se les requirió para que aportasen la certificación local de las inscripciones de 
sus nacimientos en las que constase subsanado el lugar de nacimiento de la madre dada la 
discrepancia existente entre estas inscripciones y la inscripción de nacimiento de la madre en 
el Registro Civil español. El requerimiento no fue atendido y el Encargado del Registro Civil 
Consular dictó sendos autos de 30 de abril de 2008 denegando la solicitud al no quedar 
acreditada la concurrencia de los requisitos necesarios. Estos autos constituyen el objeto de los 
recursos interpuestos, los cuales, dada su identidad, se acumulan para su resolución conjunta 
(cfr. art. 347 RRC). 
  
 III. En el presente caso los hechos alegados por las promotoras no le justifican ni 
relevan del deber de acreditar suficientemente aquellos que sirven de fundamento a su petición 
por medio de los documentos requeridos. En el presente caso existe, como se ha dicho, 
disparidad respecto del lugar de nacimiento de la madre, que es distinto en la certificación local 
de nacimiento de las interesadas (M-Cuba) del que resulta de la inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español. Esta disparidad no subsanada, impide que pueda dictarse una 
resolución favorable respecto de los recursos presentados. Lo que se entiende sin perjuicio de 
que si las interesadas obtienen y presentan el documento requerido y subsanado en lo 
indicado, puedan solicitar nuevamente la inscripción (cfr. art. 226 RRC).  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 7 de abril de 2009, sobre rectificación de errores en 
inscripción de nacimiento. 
 
 

 Prospera parcialmente el expediente al haberse acreditado sólo en parte los 
errores denunciados. 

 
 En el expediente de rectificación de errores en inscripción de nacimiento remitido a 
este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del 
Juez Encargado del Registro Civil de Z. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 26 de mayo de 2008, Don V. y Doña L., ambos de 
nacionalidad rumana, manifiestan que por error involuntario al extenderse en el Registro Civil 
de Z. la inscripción de nacimiento de su hija M I., constan varios errores: los apellidos de la 
menor ya que consta inscrita como M. V. L. V., cuando es L. V., la nacionalidad de los 
interesados ya que es rumana y no española, el nombre del padre que no es L. sino V. y el 
apellido que no es V. C.  R. sino L., su lugar de nacimiento que es T. y no B., el nombre de la 
madre que es L. V. y no V., y el apellido que es V. y no L. V., también existe error en los 
nombres de los abuelos paternos que no son L. Y L. F. sino J. Y F., el nombre de la abuela 
materna que no es V. sino L. Aportan como documentación: Certificado de nacimiento de la 
menor, libro de familia y  pasaporte de ambos interesados. 
 
 2. El Ministerio Fiscal informa favorablemente las rectificaciones en cuanto a la 
nacionalidad de los padres de la inscrita y desfavorablemente en cuanto a los apellidos de la 
inscrita, así del padre de ésta y los lugares de nacimiento de los dos padres. El Juez 
Encargado del Registro Civil, mediante auto de fecha 15 de julio de 2008 deniega la 
rectificación de los errores solicitada ya que no ha quedado acreditado la existencia de los 
errores alegados por cuanto en base a la documental aportada no puede ni siquiera estimarse 
probada la identidad de los promotores en cuanto a ser los padres de la inscrita pues no sólo 
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discrepan numerosos datos de identidad, sino sus propios documentos de identificación como 
extranjeros que incorporan como documental. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación de los errores en la 
inscripción de nacimiento de su hija. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone parcialmente al recurso 
interpuesto, interesándose la confirmación parcial de la resolución recurrida. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 2, 92 y 93 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de esta Dirección General de 15-2ª de 
octubre de 1999; 25-2ª de marzo de 2000; y 15 de julio de 2006. 
  
 II. Pretenden los interesados que en la inscripción de nacimiento de su hija M., 
nacida en Z. en 2003 se rectifiquen los siguientes datos: Los apellidos de la inscrita, que no son 
“V. L.-V.”, sino “L. V.”; la nacionalidad de sus padres, que no es la española, sino la rumana; el 
nombre del padre, que no es “L.”, sino “V.” y el apellido, que no es “V. C. R.” sino “L”; su lugar 
de nacimiento que no es B., sino T.; el nombre de la madre, que no es “V”, sino “L.-V.” y el 
apellido, que no es “L.-V” sino “V”; su lugar de nacimiento que no es B., sino T.; los nombres de 
los abuelos paternos, que no son “L.” y “L. F., sino “J” y “F” (realmente, “G” y F”, según la 
certificación local aportada); el nombre de la abuela materna, que no es “V”, sino “L”.  Por la 
Juez Encargada se dictó auto de 15 de julio de 2008, denegando la rectificación. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
  
 III. En materia de errores registrales la regla general es la de que su rectificación 
ha de obtenerse a través de la vía judicial ordinaria (cfr. art. 92 LRC) y,  en todo caso, para que 
pueda rectificarse un error del Registro, sería necesario que quedara probada su existencia y, 
esto, sólo en parte, puede considerarse que se acreditado en el presente caso. No consta, 
como señala el Ministerio Fiscal, que los promotores ostenten la nacionalidad española ni  
resulta del expediente que se encuentren en posesión del documento nacional de identidad 
español, aún cuando en el apartado correspondiente al DNI hayan constar un número de su 
pasaporte rumano o de su permiso de residencia. Incluso en el “cuestionario para la 
declaración de nacimiento en el Registro Civil”, el declarante -padre de la inscrita- hizo constar 
la nacionalidad rumana de ambos progenitores. Por tanto, procede la rectificación de este dato.  
 
 IV. En cuanto a los demás datos cuya rectificación interesan los promotores, no 
puede darse por acreditada la existencia de los errores que denuncian, puesto que el Registro 
Civil, en la inscripción practicada, salvo lo dicho respecto de la nacionalidad, se limitó a hacer 
constar los datos que el padre de la inscrita facilitó en el citado cuestionario, por lo que su 
rectificación, si procede, ha de intentarse como se ha indicado anteriormente a través de la vía 
judicial ordinaria (cfr. art. 92 LRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:  
 1. Estimar parcialmente el recurso, acordando la rectificación de la nacionalidad de 
los recurrentes, que es la rumana y no la española, y desestimándolo en lo demás. 
 2. Revocar el auto apelado en lo que afecta a la nacionalidad de los recurrentes, 
confirmándolo en lo demás. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 7 de abril de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 
 

 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 31 de junio de 2007, Don A., nacido en Cuba el 31 de julio de 1975, 
presentó en el Consulado español en L. impreso de declaración de datos para la inscripción de 
su matrimonio celebrado en Cuba el 9 de mayo de 2007 con Doña Y., nacida en Cuba el 27 de 
junio de 1974 y de nacionalidad española. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de 
datos, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil del 
interesado y certificado de nacimiento y certificado  de matrimonio  y sentencia de divorcio de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 7 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
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reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana, nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El 
interesado se muestra dubitativo con respecto a la fecha de la boda. La interesada vino a 
España en 2003, no manifestando en ningún momento el modo de comunicación que 
mantuvieron ya que estuvieron cuatro años sin verse.  Existen contradicciones sobre si hubo 
convivencia o no y cuanto tiempo. El interesado dice que cuando ella regresó a Cuba 
convivieron en casa de un tío de él,  sin embargo ella dice que se alojaron en E. en casa de un 
señor llamado L., que no guarda parentesco con ninguno de los dos. Ella afirma que el 
interesado no ha sido operado de nada y que tan sólo tiene un problema de tensión cuando él 
manifiesta que fue sometido a una intervención quirúrgica del brazo derecho. Se casaron por 
poderes y según lo declarado por ella en la ceremonia no hubo testigos tan sólo asistieron el 
contrayente y el apoderado. Las pruebas aportadas son inconsistentes. Dadas las 
circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo 
respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al 
matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (7ª) de 7 de abril de 2009, inscripción de matrimonio 
otorgado en el extranjero. 

 
 

 1º.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración“, pero, aunque la forma sea válida, para 
poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos legales 
de fondo exigidos para la validez del vínculo. 
 
 2º.- Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio coránico celebrado en 
Marruecos entre una marroquí y un español, marroquí de origen. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra acuerdo de la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 

                                                                                                                                                                                       

 1. El 21 de junio de 2006 comparece en el Registro Civil de P.  Doña L., nacida en 
Marruecos el 27 de mayo de 1969 y de nacionalidad española, a fin de promover la inscripción 
de su matrimonio celebrado el 11 de marzo de 2006 en Marruecos con Don A., nacido en 
Marruecos el 6 de febrero de 1974 y de nacionalidad marroquí. Acompañaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Acta de matrimonio local,  certificado de 
nacimiento de la interesada y volante de empadronamiento y pasaporte, certificado de 
nacimiento del interesado y  certificado de residencia. 
 
 2. Con fecha 21 de mayo de 2007 se requirió a los interesados para que aportaran 
el certificado de capacidad matrimonial, que fue aportado mediante auto de fecha 3 de 
septiembre de 2007 del Registro Civil de P. en el que se acuerda que la interesada tenía 
capacidad para contraer matrimonio con el interesado. 
 
 3. Recibida toda la documentación en el Registro Civil Central, el Juez Encargado 
del Registro Civil Central mediante auto de fecha 16 de noviembre de 2007 deniega la 
inscripción del matrimonio solicitada por considerar que el matrimonio se había celebrado como 
si ambos contrayentes fueran marroquíes y que, por tanto, la promotora no había tramitado ni 
presentado el certificado de capacidad que la legislación local exige en los supuestos de 
matrimonio entre marroquí y extranjero.  
 
 4. Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que el certificado de capacidad ya se 
aportó mediante auto de fecha 3 de septiembre de 2007 del Registro Civil de P. aunque fuera 
con posterioridad al enlace matrimonial. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo recurrido. El Juez Encargado del 
Registro Civil Central ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, para la resolución del recurso.  
 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 I. Vistos los artículos  45, 49, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el Convenio número 20 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil relativo a la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial, firmado en M. el 5 de septiembre de 1980 (B. O. E. 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y 31 de enero de 
2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 
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14-1ª de junio y 1-2ª de septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008. 
 
 II. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 49-II Cc) pero, aunque la forma 
sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los 
requisitos legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 Cc), comprobación 
que puede hacerse mediante la calificación de la “certificación expedida por autoridad o 
funcionario del país de celebración” (cfr. art. 256 nº 3 RRC) en las condiciones establecidas por 
dicho precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a través del 
expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil.  
 
 III. En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio coránico 
celebrado en Marruecos el 11 de marzo de 2006 entre un ciudadano marroquí y una española, 
que obtuvo la nacionalidad española por residencia el 19 de abril de 2002 renunciando a su 
anterior nacionalidad marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades locales validez y 
eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, la contrayente española se ha casado como 
marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el certificado de capacidad, obligatorio en los 
matrimonios mixtos. Pero las autoridades españolas no pueden examinar la cuestión del mismo 
modo porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de facto, de un español que ostenta 
además otra no prevista en nuestras leyes o en los tratados internacionales, prevalece en todo 
caso la nacionalidad española (cfr. art. 9 nº 9 Cc). Por tanto, para el ordenamiento jurídico español, 
se trata de un matrimonio de español celebrado en el extranjero con contrayente extranjero y, 
presupuesta para tal caso la exigibilidad por parte de la ley marroquí de un certificado de 
capacidad matrimonial del extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la mera 
certificación de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible extralimitación 
reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del Registro Civil respecto del artículo 73, 
párrafo segundo de la Ley, la aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida en el 
artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él contemplados y en cuyo tipo 
normativo se subsume el que es objeto del presente recurso, la previa tramitación de expediente 
registral, a fin de obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. Y ello 
debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del Reglamento constituye una 
norma material de extensión inversa o ad intra para los supuestos internacionales en ella 
previstos, por efecto de la cual se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos 
extranjeros que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende que, partiendo 
de la condición de español del contrayente, no se han observado las exigencias para la 
celebración del matrimonio de la forma prevista por la lex loci.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
 
  
RESOLUCIÓN (1ª) de 8 de abril de 2009, sobre opción a la nacionalidad 
española. 

 
 
 No es posible por razón de patria potestad alegando que el  presunto padre adquirió 
la nacionalidad española por residencia en 1999, por no resultar acreditada la filiación paterna y 
porque la certificación dominicana acompañada por falta de garantías no da fe de dicha filiación. 
 
 En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a este 
Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra acuerdo 
del Juez Encargado del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de T. el 27 de diciembre de 2005 
Doña A., nacida en República Dominicana el 6 de octubre de 1988, y asistida por su padre Don 
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C., nacido en República Dominicana y de nacionalidad española, a fin de optar por la 
nacionalidad española al estar bajo la patria potestad de un español. Adjunta como 
documentación: Certificado de nacimiento de la interesada, certificado de nacimiento del señor 
G. y hoja declaratoria de datos. 
 
 2. Recibida toda la documentación en el Registro Civil Central, el Juez Encargado 
mediante acuerdo de fecha 31 de enero de 2008, deniega lo solicitado por el interesado ya que 
en el expediente de nacionalidad del padre, no consta declarada A. como hija suya, asimismo 
en el certificado de nacimiento de la misma consta como madre de la inscrita Y. con cédula de 
identidad nº 2036-79 y en la autorización que otorga Doña I. para optar consta como cédula de 
identidad nº 010-0054226-4. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española por opción para su hija. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto apelado. El Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código civil (Cc); 15, 16, 23 y 46 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones, entre otras, de 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero 13-1ª 
de junio de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 
23-2ª de mayo, 7-4ª de noviembre de 2007; 21-1ª de mayo, 16-7ª de julio, 14-3ª de octubre y 
13-1ª de noviembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por la interesada, nacida en República Dominicana en 1988, la 
inscripción de su nacimiento previa opción a la nacionalidad española alegando la nacionalidad 
española de su padre que éste adquirió por residencia en 1999. Su petición está basada en el 
artículo 20.1-a) Cc, según el cual pueden optar por la nacionalidad española aquellas personas 
que estén o hayan estado bajo la patria potestad de un español. El Juez Encargado del 
Registro Civil Central, dictó acuerdo de 31 de enero de 2008 denegando la solicitud por 
entender que no estaba acreditada en este caso la filiación paterna. Dicho acuerdo constituye 
el objeto del presente recurso. 
 
 III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el 
Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 
LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de 
plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española” (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y auténtico, de 
modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85, I, RRC). 
 
 IV. Para que pudiese ser estimada la solicitud de inscripción de nacimiento de la 
recurrente habría sido necesario que, antes, hubiese prosperado la opción ejercitada basada 
en al artículo 20.1-a) Cc, lo que le habría atribuido la condición de español, pero en este caso 
surge un problema previo al ejercicio de la opción, detectado ya por el Registro Civil Central, 
cual es, que no resulta suficientemente acreditada la filiación paterna de la interesada. El 
presunto padre había declarado en el expediente promovido por él para la adquisición de su 
nacionalidad española por residencia, que estaba casado con doña A.  y que de ese 
matrimonio habían nacido cinco hijos y ninguno de ellos era la ahora interesada, a la que no 
mencionó. Aparte de ello, en la certificación de nacimiento de ésta consta que el padre era 
soltero, cuando era casado, y aparece como madre otra persona distinta de aquella con la que 
contrajo matrimonio. 
  
 V. En esta situación no puede prosperar el expediente tanto, como se ha dicho, 
por la falta de garantías de la certificación local aportada como por no haber mencionado el 
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presunto padre de la interesada la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por 
residencia, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad 
conforme a la ley española” (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado 
por ahora que el optante a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 Cc). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
Resolución (2ª) de 8 de abril de 2009, sobre inscripción de nacimiento y 
opción a la nacionalidad española. 
  

                    No es posible por razón de patria potestad si la interesada, cuando el padre 
recupera la nacionalidad española, era mayor de edad según su estatuto personal y había 
caducado el plazo para su ejercicio. 

 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por  la interesada contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil Central Don F., nacido en Brasil y de 
nacionalidad española, expone que con fecha 10 de agosto de 1983 tuvo lugar el nacimiento 
en Brasil de E., que solicita la nacionalidad española para ella por estar bajo la potestad de un 
español. Adjunta como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de nacimiento 
del promotor y volante de empadronamiento. 
 
 2. La Juez Encargada mediante acuerdo de fecha 9 de junio de 2008, deniega lo 
solicitado por el interesado ya que en este caso la interesada era mayor de edad a la fecha en 
que su padre recuperó la nacionalidad española, ya que según consta en la certificación de 
nacimiento de su padre, manifestó su deseo de recuperar la nacionalidad española en fecha 6 
de noviembre de 2002, fecha en que la interesada tenía cumplidos los diecinueve años. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española por opción para su hija. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto apelado. La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 347 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre 
otras, de 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre de 2005; y 
20-5ª de noviembre de 2006; 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril y 28-5ª de 
noviembre de 2007; 4-5ª, 7-1ª y 29-4ª de febrero de 2008. 
 
 II. La interesada, nacida en Brasil el 10 de agosto de 1983, ha pretendido optar a 
la nacionalidad española, a cuyo efecto presentó solicitud ante el Registro Civil Central 
basándose en el artículo 20. 1, a) Cc, que confiere el derecho a optar por la nacionalidad 
española a “las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad de un español”, 
disponiendo en el nº. 2 C) que la declaración de opción se formulará “por el interesado, por sí 
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solo, si está emancipado o es mayor de dieciocho años. La opción caducará a los veinte años 
de edad, pero si el optante no estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los 
dieciocho años, el plazo para optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la 
emancipación”. Por la Juez Encargada se dictó auto denegando la solicitud. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Son dos los obstáculos que impiden en el presente caso la inscripción de 
nacimiento de la interesada, previo el ejercicio de la opción por la nacionalidad española. Uno, 
que en el momento en que el padre recupera dicha nacionalidad, la interesada era mayor de 
edad según su estatuto personal, puesto que había cumplido los 18 años el 10 de agosto de 
2001 y, por ello, no ha estado bajo la patria potestad de un español. En consecuencia, no es 
posible la opción a la nacionalidad por razón de patria potestad. El otro obstáculo es la 
caducidad del plazo para optar que se produjo al cumplir la interesada veinte años de edad, lo 
que acaeció en el año 2003. 
 

  IV. En todo caso, sería posible inscribir el nacimiento de la interesada en el 
Registro Civil español, por afectar el hecho al estado civil de su madre española, pero, en tal 
caso, habrá de hacerse constar expresamente en el asiento que no está acreditada conforme a 
Ley la nacionalidad española del inscrito. Para ello debe cumplimentar el cuestionario que a tal 
efecto facilita el Registro de su domicilio. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
  
 
  
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 8 de abril de 2009, sobre opción a la nacionalidad 
española. 

 
 
 No es posible por razón de patria potestad si el interesado, ejercita la opción fuera 
de plazo. 
 

En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra auto del Juez Encargado del Registro Civil Central. 

 
H E C H O S 

 
1. Con fecha 26 de mayo de 2006 comparecen en el Registro Civil de J. Don B., 

nacido en República Dominicana el 19 de abril de 1986, y asistido por su madre Doña R., 
nacida en República Dominicana y de nacionalidad española, al objeto de que el interesado 
menor de edad opte por la nacionalidad española al estar sometido a la patria potestad de un 
español. Adjunta como documentación: Certificado de nacimiento del menor, certificado de 
nacimiento de su madre, volante de empadronamiento, DNI de la madre y acta notaria por la 
que el padre residente en República Dominicana autoriza a la madre a solicitar la nacionalidad 
española. 

 
2. Recibida toda la documentación en el Registro Civil Central, el Juez Encargado 

mediante acuerdo de fecha 21 de mayo de 2008, deniega lo solicitado por el interesado ya que 
en este caso la madre del interesado adquirió la mayoría de edad el 19 de abril de 2004, por lo 
que cuando manifestó su voluntad de optar por la nacionalidad española había transcurrido con 
exceso el plazo de dos años establecido en el artículo 20 del Código Civil. 

 
3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 

Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española por opción. 
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4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que se opone 
al mismo. El Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones, entre otras, de 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 
2005; 4-2ª de julio de 2006; 20-5ª de junio, 8-5ª y 21-2ª de noviembre de 2007; 21-2ª de enero, 
6-6ª de junio, 2-4ª de julio y 14-4ª de noviembre de 2008. 
 

II. Ha pretendido optar a la nacionalidad española un ciudadano dominicano 
nacido en República Dominicana el 19 de abril de 1986, alegando que su madre había 
adquirido por residencia la nacionalidad española el 20 de octubre de 2000, siendo el  
interesado menor de edad conforme a su estatuto personal y sujeto por ello a la patria potestad 
de su madre. El interesado ejercitó el derecho de opción a la nacionalidad española por 
comparecencia efectuada el 26 de mayo de 2006 ante la Juez Encargada del Registro Civil de 
J., según consta en acta de dicha fecha. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central a 
efectos de inscripción, por el Juez Encargado de este Registro se dictó auto de 21 de mayo de 
2008 denegando la inscripción por estimar que había caducado el plazo para optar por razón 
de patria potestad. 

  
 III. Dispone el artículo 20 en su apartado 2.c) que “la opción caducará a los veinte 
años de edad, pero si el optante no estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los 
dieciocho años, el plazo para optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la 
emancipación”. Según el Código Civil dominicano (cfr. art. 388) la mayoría de edad se alcanza 
a los dieciocho años, que el interesado cumplió el 19 de abril de 2004, luego la opción tenía 
que haberla ejercitado antes de cumplir los veinte años, lo que tuvo lugar el 19 de abril de 
2006, y el promotor instó la opción a la nacionalidad española, como se ha dicho, el 26 de 
mayo de 2006, por tanto fuera del plazo legalmente establecido.  

 
IV. En todo caso, serías posible inscribir el nacimiento del interesado en el 

Registro Civil español, por afectar el hecho al estado civil de su madre española, pero, en tal 
caso, habrá de hacerse constar expresamente en el asiento que no está acreditada conforme a 
Ley la nacionalidad española del inscrito. Para ello debe cumplimentar el cuestionario que a tal 
efecto facilita el Registro de su domicilio. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
  

 

RESOLUCIÓN (4ª) de 8 de abril de 2009, sobre opción a la nacionalidad 
española. 

 
 

No es posible por razón de patria potestad alegando que la  presunta madre adquirió 
la nacionalidad española por residencia en 2005, por no resultar acreditada la filiación materna y 
porque la certificación dominicana acompañada por falta de garantías no da fe de dicha filiación. 
 

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a este 
Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra acuerdo 
de la Juez Encargada del Registro Civil Central. 

 
H E C H O S 

 
1. Mediante escrito de fecha 24 de enero de 2007, presentado en el Registro Civil 

Central, Don M., manifiesta que nació en República Dominicana el 30 de enero de 1988, que 
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solicita la nacionalidad española por opción ya que su madre ostenta la nacionalidad española. 
Adjunta como documentación: hoja declaratoria de datos, certificado de nacimiento y certificado 
de nacimiento de su madre Doña A., que obtuvo la nacionalidad española por residencia el 7 
de noviembre de 2006. 

 
2. La Juez Encargada del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 8 de 

mayo de 2008, deniega lo solicitado por el interesado ya que cuando la señora F. G. 
compareció ante el Juez Encargado del Registro Civil de M. el 13 de abril de 2004, dijo no tener 
hijos menores de edad. Por lo anterior no puede transcribir el nacimiento solicitado sin perjuicio 
de que pueda obtener la filiación solicitada mediante oportuna sentencia en el Juicio 
Declarativo Ordinario. 

 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española por opción. 

 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que se adhiere 
al mismo. La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código civil (Cc); 15, 16, 23 y 46 de la Ley 

del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones, entre otras, de 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero 13-1ª 
de junio de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 
23-2ª de mayo, 7-4ª de noviembre de 2007; 21-1ª de mayo, 16-7ª de julio, 14-3ª de octubre y 
13-1ª de noviembre de 2008. 

 
II. Se pretende por el interesado, nacido en República Dominicana en 1988, la 

inscripción de su nacimiento previa opción a la nacionalidad española alegando la nacionalidad 
española de su madre que ésta adquirió por residencia en 2005. Su petición está basada en el 
artículo 20.1-a) Cc, según el cual pueden optar por la nacionalidad española aquellas personas 
que estén o hayan estado bajo la patria potestad de un español. La Juez Encargada del 
Registro Civil Central, dictó acuerdo de 8 de mayo de 2008 denegando la solicitud por entender 
que no estaba acreditada en este caso la filiación materna. Dicho acuerdo constituye el objeto 
del presente recurso. 

 
III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 

Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC y 66 
RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo cuando 
se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, “siempre que no haya 
duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española” (art. 23, II, 
LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento de que 
se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española “ (art. 85, I, RRC). 

 
Estas condiciones no se dan en el presente caso en el que la inscripción local de 

nacimiento fue practicada quince años después de que éste acaeciese, sin otro trámite que la 
declaración del presunto padre, por lo que, como se ha señalado en otras ocasiones por esta 
Dirección General, dicha inscripción no reúne las condiciones exigidas por los artículos 23 LRC 
y 85 de su Reglamento para dar fe de la filiación alegada. 

 
IV. Para que hubiese podido prosperar la solicitud de inscripción de nacimiento del 

recurrente habría sido necesario que, antes, hubiese prosperado la opción ejercitada basada en al 
artículo 20.1-a) Cc, lo que le habría atribuido la condición de español, pero en este caso surge un 
problema previo al ejercicio de la opción, detectado ya por el Registro Civil Central, cual es, que no 
resulta suficientemente acreditada la filiación del interesado. La presunta madre había declarado 
en el expediente promovido por ella para la adquisición de su nacionalidad española por 
residencia, que no tenía hijos menores de edad y no mencionó al interesado que en ese momento 
no había aún alcanzado la mayoría de edad. 
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V. En esta situación no puede prosperar el expediente tanto, como se ha dicho, por la 

falta de garantías de la certificación local aportada como por no haber mencionado la presunta 
madre del interesado la existencia de éste en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que 
genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española” (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora que el 
optante a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 
20 Cc). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
  
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 8 de abril de 2009, sobre rectificación de errores en 
inscripción de defunción. 

 
 
 No prospera el expediente al no haberse acreditado el error denunciado en el 
estado civil del difunto. 
 

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de defunción remitido a 
este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por la interesada contra el auto dictado 
por la Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito de fecha 6 de junio de 2008, Doña C., en representación de 
Doña F., expone que en la inscripción de defunción de Don M. se observa un error en el estado 
civil del fallecido al figurar “divorciado” en vez de “casado”, por lo que solicita la rectificación de 
dicho error. Aporta como documentación: Certificado de defunción del señor A., certificado de 
matrimonio, fe de vida de la esposa y poder notarial a favor de Don F., pasaporte de la esposa 
del fallecido y DNI de la misma. 
 

2. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La Juez Encargada del Registro 
Civil Central dicta auto con fecha 30 de julio de 2008 denegando la rectificación solicitada, al no 
evidenciarse ningún error. 
 

3. Notificada la interesada, ésta, mediante representante legal, interpone recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la rectificación 
del error. 
 

4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que se reitera 
en su informe anterior. La Juez Encargada del Registro Civil da traslado del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 85, 88 y 89 del Código Civil (Cc); 2, 92 y 93 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 12 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones de 
12 de marzo, 20-1ª de septiembre de 2002; 11 de enero de 2003; 16-1ª de mayo y 4-3ª de 
septiembre de 2006; 15-3ª de noviembre de 2007; 4-2ª de febrero y 15-6ª de octubre de 2008. 

 
II. Se pretende por la interesada que en la inscripción de defunción de quien fue su 

marido, don M., se rectifique su estado civil que, según la promotora, no era el de “divorciado”, 
que se hizo constar en la inscripción, sino el de “casado”. Por la Juez Encargado se denegó, 
mediante auto de 30 de julio de 2008, la rectificación solicitada. Este auto constituye el objeto 
del presente recurso. 
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III. El estado civil de una persona es en su inscripción de defunción una mención 

de identidad (cfr. art. 12 RRC), por lo que, si se demuestra que ha sido consignado 
erróneamente, cabe su rectificación por expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93-1º 
de la Ley. La regla general en materia de errores registrales es que éstos deben ser 
rectificados por sentencia firme recaída en juicio ordinario (cfr. art. 92 LRC). Además, es 
evidente que para que prospere una rectificación es preciso que se acredite que el error se ha 
cometido y eso no sucede en el presente caso, puesto que en la hoja de declaración de datos 
para la inscripción de la defunción se hizo constar que el estado civil del fallecido era el de 
divorciado.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 8 de abril de 2009, sobre matrimonio celebrado en el 
extranjero. 

 
 

       Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de Q. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 7 de noviembre de 2006 la Sra. A., de nacionalidad ecuatoriana, nacida en M. 
(Ecuador) el 24 de noviembre de 1971, presentó en el Consulado General de España en Q. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 10 
de julio de 2006 en M. (Ecuador), según la ley local, con Don R., de nacionalidad española, nacido 
en L. el 19 de abril de 1934. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; del interesado, certificación de nacimiento, DNI, pasaporte y 
certificado de entrada y salida del país expedido por los servicios de migración ecuatorianos; y, 
propia, inscripciones de nacimiento, de matrimonio y de defunción del cónyuge, pasaporte 
ecuatoriano y cédula de ciudadanía. 
 
 2. El 7 de diciembre de 2006 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de V. el 5 de febrero de 2007.  
 

3. El Ministerio Fiscal, vistas las contradicciones entre las declaraciones de ambos, 
se opuso a la inscripción del matrimonio y el 8 de enero de 2008 la Encargada del Registro 
Civil Consular de Q. dictó auto denegatorio, por considerar que no existía verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, la promotora interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que por medio del teléfono y del 
correo electrónico surgió un aprecio que terminó en matrimonio, que el interesado 
posiblemente errara al responder a alguna pregunta porque no conoce bien la geografía 
ecuatoriana y porque su lengua materna es el valenciano y no entiende ciertas palabras en 
castellano; y que el desconocimiento por ella de ciertos detalles familiares de él no le priva del 
derecho a amarlo. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que no 
formuló alegaciones, y la Encargada del Registro Consular informó que no habían sido 
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desvirtuados los razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó 
la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º C. c.). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Ecuador el 10 de julio de 2006 entre un nacional español y una ciudadana ecuatoriana y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según consta por las declaraciones de ambos, los puso en contacto un hermano de ella a cuyo 
hijo de cuatro años él lleva a la escuela todos los días, tomaron la decisión de casarse sin 
haberse visto, él se desplazó a Ecuador con este hermano de ella y con la documentación 
necesaria para el matrimonio y durante su estancia se conocieron personalmente y se casaron. 
Precisamente el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio 
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es uno de los factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, 
permite presumir que un matrimonio es de complacencia. Se advierten contradicciones sobre 
determinados aspectos de la relación aducida: si la iniciaron por correo o por teléfono, si este 
único viaje duró tres semanas o un mes, o si a la boda, cuyos lugar y fecha él equivoca, 
asistieron el hermano de ella residente en V. y un amigo de éste o la madre y el hermano de 
ella y dos amigos. Ella manifiesta que él conoció a sus hijos, a sus padres y a sus hermanos y 
sin embargo él confunde el nombre de la hija, dice que el padre, cuyo nombre ignora, falleció y 
afirma que únicamente conoce al hermano que vive en la misma población que él. Y, a pesar 
de que la interesada, que tiene un negocio en Ecuador, indica que ha contraído matrimonio 
para estar con su esposo, jubilado, no consta que, transcurridos dos años y medio de la boda, 
hayan vuelto a encontrarse o se hayan comunicado regularmente de alguna otra forma. A lo 
que antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una 
considerable diferencia de edad entre ambos, concretamente 37 años. 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar los recursos y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 8 de abril de 2009, sobre matrimonio celebrado en el 
extranjero. 
 

 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de L.  
 

H E C H O S 
 
 1. El 28 de septiembre de 2006 la Sra. M., de nacionalidad peruana, nacida en L. 
(Perú) el 23 de noviembre de 1966, presentó en el Consulado General de España en L. impreso 
de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 13 de 
septiembre de 2006 en L. (Perú), según la ley local, con Don D., de nacionalidad española, nacido 
en H. el 10 de agosto de 1932. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; del interesado, certificaciones de nacimiento y de defunción de su 
cónyuge, Libro de Familia, fe de vida y estado, DNI y pasaporte; y partida de nacimiento, 
constancia de soltería y documento nacional de identidad peruano propios. 
 
 2. El 20 de octubre de 2006 se celebró en el Registro Civil de H. la entrevista en 
audiencia reservada con el interesado y la promotora fue oída el 6 de junio de 2007 en el Registro 
Civil Consular, ante el que también compareció el interesado el 12 de febrero de 2008.  
 

3. El Ministerio Fiscal, se opuso a la inscripción, por considerar que la documental 
obrante en el expediente y el resultado de las audiencias reservadas permitían concluir que el 
matrimonio era nulo por simulación. El 4 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil 
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Consular de L., estimando que no había verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, el interesado 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la 
denegación se basa únicamente en circunstancias nimias que ni se plantearían si ambos 
contrayentes fueran de la misma nacionalidad y que no se ha tenido en cuenta la presunción 
general de buena fe; y presentando, como prueba documental, carta de invitación de él a ella 
fechada el 27 de junio de 2006, resguardos de remesas y facturas de teléfono. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo recurrido, y el 
Encargado del Registro Consular informó que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
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de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Perú el 
13 de septiembre de 2006 entre un nacional español y una ciudadana peruana y, del trámite de 
audiencia reservada y de la documental obrante en el expediente, resultan determinados 
hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. Según consta por las declaraciones de ambos, contactaron a 
finales de febrero de 2006 por mediación del hijo de la señora que a él le ayuda con la casa y 
de su mujer, peruana; él le envió una carta de invitación en junio, en julio le fue denegado el 
visado por no existir garantías de retorno, la pareja citada fue a pasar quince días de 
vacaciones a Perú en septiembre de 2006, él fue con ellos, la conoció personalmente el día 2, 
contrajeron matrimonio el 13 y los tres viajeros regresaron a España el 16. Precisamente el 
hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio es uno de los 
factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite 
presumir que un matrimonio es de complacencia. Quizá el escaso trato sea la causa de que se 
advierta contradicción sobre la forma en que comunicaron: si siempre por teléfono, como indica 
él, o si empezaron por Internet y luego pasaron al teléfono, como señala ella; o si, una vez en 
España, ella se dedicará a disfrutar de la vida, según ella, o él ya “le tiene” un trabajo de 
secretaria con el abogado que le ayudó con los papeles de la boda, añadiendo que no sólo se 
ha casado para que ella pueda venir y que “le ha dejado claro” que, si viene, es para vivir con 
él y que, si un día lo deja, pondría la correspondiente denuncia. Se aprecia también mutuo 
desconocimiento de circunstancias personales y familiares relevantes, resultando 
particularmente significativo que en la primera entrevista el interesado facilitara correctamente 
la fecha de nacimiento de ella y en la segunda se equivocara o que, a 12 de febrero de 2008 él 
no sepa los nombres de los hermanos de ella, hecho que trata de explicar diciendo que no le 
ha preguntado; o que refiera que él se aloja en un hotel porque desde que la conoce vive en 
una residencia de mujeres a la que él no ha ido ni de visita, mientras que ella había indicado el 
16 de julio de 2007 que había cambiado de domicilio cuatro meses antes, es decir, seis 
después del matrimonio. A mayor abundamiento, consta en el expediente que la interesada le 
mandó por fax las respuestas “que tenía que aprenderse” para la comparecencia en el  
Registro Civil de su domicilio -fecha de celebración de la boda, tiempo que hacía ese día, 
nombre de los testigos, fecha de nacimiento y domicilio de ella.- y, cuando a ella se le pregunta 
al respecto, contesta que no quiere dar ninguna explicación. 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular quien, por su 
inmediación a los hechos, es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
  
 

RESOLUCIÓN (8ª) de 8 de abril de 2009, sobre inscripción de matrimonio 
celebrado en el extranjero. 

 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
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 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del encargado del 
Registro Civil consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de B. el 15 de febrero 
de 2007, la ciudadana colombiana D., nacida el 1 de junio de 1971, solicitó la inscripción en el 
Registro Civil español de su matrimonio con D. J., nacido el 18 de julio de 1971, celebrado el 
día 2 de junio de 2006 en Colombia según la ley local. Aportaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local, inscripciones de nacimiento, 
pasaportes, fe de vida y estado del solicitante y certificado de entradas y salidas de Colombia 
de la interesada.  
 
 2. Ratificados los interesados, se celebró trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 
 3. El encargado del Registro Civil consular dictó auto el 8 de octubre de 2007 
denegando la inscripción solicitada por inconsistencias durante la audiencia reservada. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal. El encargado del Registro Civil consular se ratificó en su resolución y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª  y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-
4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre 
de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de 
noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero y 25-8ª de febrero de 2009. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 



 342

celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 2 de junio de 2006 entre una ciudadana colombiana y un ciudadano español. Del 
trámite de audiencia reservada practicado a los interesados resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que la inscripción de matrimonio solicitada no se ajusta a los 
requisitos legales. Debe señalarse en primer lugar que la solicitante no contesta a un número 
importante de preguntas relacionadas con sus respectivos hábitos y aficiones personales, lo 
que no permite contrastar las respuestas de ambos sobre esas mismas cuestiones. Por otra 
parte, en los casos en que dicha comparación sí ha sido posible, se aprecian contradicciones 
importantes, como las relativas a sus respectivas ocupaciones laborales (ella dice que trabaja 
en un asador de pollos y que su marido es orfebre en un taller, mientras que él asegura que su 
esposa estudió para esteticista y no trabaja y que él es “sacador de fuegos” y se encuentra en 
paro) y a los hermanos de cada uno (ella dice que no tiene hermanos y no responde acerca de 
los de su marido, mientras que él declara que tiene seis hermanos y su esposa tres).  
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
   
 
  
RESOLUCIÓN (9ª) de 8 de abril de 2009, sobre inscripción de matrimonio 
celebrado en el extranjero. 

 

  
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en S. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de S. el 10 de enero 
de 2007, Don Y., nacido el 15 de mayo de 1963, solicitó la inscripción en el Registro Civil 
español de su matrimonio con la ciudadana dominicana J. , nacida el 21 de julio de 1978, 
celebrado el día 9 de noviembre de 2006 en República Dominicana según la ley local. Aportaba 
como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local, 
inscripciones de nacimiento, declaraciones de estado civil, pasaportes y DNI del solicitante.  
 
 2. Ratificados los interesados, se celebró trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 
 3. El encargado del Registro Civil consular dictó resolución el 7 de marzo de 2008 
denegando la inscripción solicitada por considerar que se trata de un negocio jurídico simulado. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que el matrimonio es verdadero. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal, que interesó la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del 
Registro Civil consular se ratificó en su resolución y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª  y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-
4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre 
de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de 
noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero y 25-8ª de febrero de 2009. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar,  en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
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la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 9 de noviembre de 2006 entre un ciudadano con doble nacionalidad 
española y dominicana y una ciudadana dominicana. Del trámite de audiencia reservada 
practicado a los interesados resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que la inscripción de matrimonio solicitada no se ajusta a los requisitos legales. Uno de los 
motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala como factor 
que permite presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es el hecho de que los 
contrayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio y eso es, precisamente, lo que 
parece que sucede en este caso, dado que el único contacto personal acreditado se produjo 
solo unos días antes de la boda. Ellos declaran que se conocieron en 1998 ó 1999 (no 
coinciden en la fecha) y que el solicitante se trasladó a España en 2000, pero lo cierto es que 
no se aporta ni una sola prueba que acredite la existencia de una relación anterior a la boda. 
Además, hay que tener en cuenta que gran parte de la familia de la interesada reside en B. y, 
aunque no sería un dato determinante por sí solo, existe una diferencia de edad de 15 años 
entre los contrayentes, circunstancias que avalarían la determinación de que el verdadero fin 
perseguido con el matrimonio es únicamente el establecimiento en España de la ciudadana 
dominicana.  
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación y así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular. Esta conclusión, 
obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), 
si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la 
denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la resolución apelada. 
  
 
  
 
 
  
RESOLUCIÓN (10ª) de 8 de abril de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
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H E C H O S 
 
 1. Con fecha 6 de noviembre de 2007, Don L., nacido en Perú el 28 de marzo de 
1970 y de nacionalidad española, presentó en el Consulado español en L. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 31 de octubre 
de 2007 con Doña A., nacida en Cuba el 8 de octubre de 1976. Adjuntan como documentación: 
Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento y certificado  de matrimonio  
con inscripción marginal de divorcio de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 27 de noviembre de 2007 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
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española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana y español y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, 
resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. Se conocieron físicamente dos días 
antes de la boda en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo 
de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio 
de complacencia es el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del 
matrimonio y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso, el interesado sabe que ella es 
divorciada pero no sabe cuando se divorció ni cuantos años estuvo casada, la interesada se 
divorció mediante sentencia firme el 28 de agosto de 2007. Se conocieron a través de un chat, 
manifestando ella que para comunicarse accedía a Internet en casa de una amiga de la que no 
sabe el nombre. Por otra parte no aportan prueba alguna que demuestre que ha habido una 
relación continuada en el tiempo. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se 
viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, 
ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de 
carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno, arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
  
 
RESOLUCIÓN (11ª) de 8 de abril de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 
 
 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
  
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M., Doña S., nacida en 
Marruecos el 20 de marzo de 1979 y de nacionalidad española y Don A., nacido en Marruecos 
en 1980 y de nacionalidad marroquí, iniciaban expediente en solicitud de autorización para 
contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: Certificado de 
nacimiento, certificado de estado civil y volante de empadronamiento del interesado y 
certificado de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen tres testigos que manifiestan que el 
matrimonio proyectado no está incurso en prohibición legal alguna. Se celebra la entrevista en 
audiencia reservada con los interesados.  El Ministerio Fiscal informa favorablemente. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 31 de enero de 2008 deniega la 
autorización del matrimonio. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice 
la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución 
recurrida. La Juez Encargada ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
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 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre una española de origen marroquí y un marroquí y de las 
audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en 
el tiempo que hace que se conocen ya que mientras que el interesado dice que se conocen 
desde hace un año, ella declara que se conocen desde hace casi tres años. La interesada no 
sabe donde vive el interesado, sabe que trabaja como mecánico pero no donde manifestando 
que en el taller trabajan dos chicos más, en este sentido el interesado afirma que trabaja en un 
taller de mecánica  propiedad de un amigo. Por otra parte el interesado dice que ella trabaja en 
un bar del que es dueña la madre de ella mientras que ella dice que el bar no iba bien y que lo 
cerraron por lo que no trabaja. No dan correctamente el nombre de los respectivos hermanos, 
ella desconoce el nombre de la madre de él, él tampoco sabe la fecha de nacimiento de ella. 
Por otro lado el interesado tiene una orden de expulsión y según información del Registro Civil 
de M. al interesado le informaron en comisaría que si contraía matrimonio no lo expulsarían. 
Todos estos hechos llevan a la conclusión de que el matrimonio proyectado no persigue los 
fines propios de esta institución sino otros, muy probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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